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La  posteridad  desea  ser  iii'Striiidü 
del  carácter,  virtudes,  costumbres  y 
debilidades  de  los  seres  (|i(e  la  lama  dé 
los  talentos  ó  el  mérito  de  los  trabajos, 
le  trasmiten  á  su  veneración. 

(Manuel  Moisexo,  Prefacio  á  la.s 
Areiifja.i  )j  Escrilim  de  i  Dr.  I).  Ma- 
riano Moreno,  pág.  ix.J 


La  Pvepública  Argentina  acaba  de  perder  á  uno  de 
sus  mas  ilustres  hijos  —  al  Doctor  D.  José  María  Mo- 
reno —  que  supo  servirla  con  varonil  abnegación  en  los 
campos  de  batalla,  mientras  se  luchó  por  su  definitiva 
organización ;  que  contribuyó,  con  su  inteligencia  y  con 
su  palabra,  desde  su  banca  de  legislador  en  los  congre- 
sos, á  darle  las  necesarias  leyes ;  y  que,  en  los  consejos 
del  gobierno  y  de  la  administración  pública,  se  mostró 
siempre  patriota  probo  y  hberal,  defensor  celoso  de  la 
honra  del  país,  gobernante  esclavo  de  la  ley,  exento  de 
toda  ambición  personal,  y  dotado  del  único  y  exclusivo 
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anhelo  de  contribuir,  en  cuanto  le  fué  posible,  á  que  fue- 
sen verdaderas  y  prácticas  las  instituciones  republicanas 
que  formaban  su  credo  de  hombre  político. 

La  muerte  de  un  ciudadano  dotado  de  las  eminentes 
cualidades  del  Doctor  Moreno,  es  siempre  una  desgracia 
pública ;  porque  no  son  muchos,  en  país  alguno  de  la 
tierra,  los  hombres  que  reúnen  en  sí  su  desinteresado 
patriotismo,  su  talento  y  su  copiosa  instrucción,  y  que 
dedican  todas  sus  facultades  y  todos  sus  esfuerzos  al  ser- 
vicio púbhco;  haciendo  casi  total  abandono  de  sus  con- 
veniencias personales,  y  aun  de  los  cuidados  que  re- 
clama su  propria  salud. 

José  María  Moreno  fué  uno  de  esos  pocos  varones 
fuertes  y  virtuosos  para  quienes  la  patria  es  todo  ;  y 
para  quienes  también  es  un  dogma  de  su  fe  política,  que 
á  ella  deben  sacrificarse  la  fortuna  y  la  vida  del  ciuda- 
dano. Toda  su  existencia  constituye  una  completa  com- 
probación de  su  fidehdad  á  ese  dogma ;  pues  fué  de  en- 
tera consagración  á  la  Repúbhca,  entre  cuyos  fundadores 
se  honraba  en  contar  á  sus  antepasados,  y  en  cuyo  ser- 
vicio se  agravó  de  tal  suerte  su  mal,  que  lo  llevó  al  se- 
pulcro. La  patria  que  venera  la  memoria  del  ilustre 
secretario  de  la  primera  Junta  de  1810,  conservará  por 
siempre  igual  recuerdo  del  benemérito  ciudadano  de 
cuya  vida  y  servicios  nos  proponemos  bosquejar  :  y, 
cuando  la  posteridad  haya  llegado  para  él ;  cuando  ha- 
yan perdido  su  perniciosa  influencia  las  pasiones  polí- 
ticas que  disfiguran  los  hechos  actuales  y  amenguan  el 
mérito  de  los  mas  esclarecidos  patriotas ;  cuando  la  his- 
toria, en  fin,  juzgue  imparcialmente  los  sucesos  y  los 
hombres  de  la  época  en  que  figuró  el  Doctor  Moreno, 
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abrigamos  la  íntima  convicción  de  que  el  fallo  que  ella 
pronuncie  ratificará  plenamente  el  juicio  que,  acerca  de 
su  persona  y  de  sus  servicios,  ha  pronunciado  ya  el  ma- 
yor número  de  sus  compatriotas  contemporáneos. 


II 


El  Doctor  D.  José  María  Moreno  nació  en  esta  ciudad 
de  Buenos  Aires  el  17  de  setiembre  de  1835;  siendo 
sus  padres  D.  José  Moreno  y  la  señora  Doña  Teresa 
Castro  de  Moreno. 

El  Doctor  Moreno  perteneció  á  una  de  las  familias 
mas  distinguidas  del  país,  en  cuyo  servicio  ilustraron  su 
nombre  dos  de  sus  tíos  desde  los  primeros  momentos 
de  la  Revolución  de  1810. 

Su  señor  padre  D.  José  Moreno  fué  el  hermano  me- 
nor de  los  Doctores  D.  Mariano  y  D.  Manuel  Moreno ; 
célebre  el  primero  en  los  fastos  de  nuestra  historia  re- 
publicana, por  sus  talentos  y  por  la  dirección  que  im- 
primió con  su  patriotismo  y  con  su  genio  á  los  trabajos 
de  la  PRLMERA  Junta  que  sucedió  al  gobierno  español 
en  el  Rio  de  la  Plata;  y  muy  conocido  el  segundo,  por 
su  ilustración  en  las  ciencias  físicas  y  sociales,  por  sus 
opiniones  en  el  Congreso  Constituyente  de  1826,  res- 
pecto de  la  organización  del  país,  y  por  haber  sido  por 
muchísimos  años  nuestro  ministro  diplomático  en  Lon- 
dres hasta  1852. 
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El  Doctor  Moreno  era,  pues,  de  noble  estirpe,  como 
festivamente  lo  sostenía  él  mismo  en  la  franqueza  de  su 
intimidad  con  sus  amigos :  no  en  el  sentido  en  que  lo  re- 
feria su  tio  D.  Manuel,  al  hablar  de  su  propio  padre  (1) ; 
sino  porque  es  noble,  en  una  república  la  familia  en  que 
se  cuentan  sus  mas  distinguidos  servidores,  á  la  que  per- 
teneció el  Doctor  D.  Mariano  Moreno,  «  que  ilustró  su 
))  casa,  dio  dignidad  á  la  patria,  y  enseño  a  sus  conciu- 
»  dadanos  la  carrera  de  la  libertad  »  (2). 

Los  primeros  años  de  la  vida  de  José  María  Moreno 
nada  ofrecen  de  particular,  como  generalmente  sucede. 

De  constitución  debcada,  y  amagada  seriamente  su 
salud  en  sus  primeros  años,  sus  padres  se  vieron  obliga- 
dos á  llevarlo  al  campo,  y  á  retenerlo  allí  por  mucho 
tiempo,  para  que  su  organismo  se  fortaleciera  y  se  desarro- 
llara en  mejores  condiciones  que  las  que  ofrecía  la  ciu- 
dad de  su  nacimiento.  Con  tal  fin,  fué  que  el  señor  Don 
José  Moreno  se  trasladó  con  su  familia  á  una  estancia 
de  las  inmediaciones  del  pueblo  de  Lobos,  en  la  que  per- 
maneció con  su  hijo  durante  unos  seis  años  próxima- 
mente. El  Doctor  Moreno  nos  ha  referido  nmchas  veces 
sus  recuerdos  do  esta  época  de  su  vida,  en  la  que  se 
consiguió  el  objeto  con  que  fué  alejado  de  la  ciudad; 
pues,  en  el  intencional  abandono  de  los  cuidados  con 
que  antes  lo  rodeaban,  se  fortaleció  completamente  su 
cuerpo,  adquirió  el  desarroUo  necesario  y  proporcionado 
á  su  edad,  se  habituó  á  la  intemperie  y  se  hizo  diestro  en 
el  manejo  del  caballo;  ventajas  todas  de  que  debia  uti- 


(1)  aD.  Manuel  Moreno  era  de  una  familia  nol)lo  y  antigua.  »  (/^e/ac/o  alas 
Arerujas  del  Dr.  D.  Mariano  Moreno.  Londres,  183Ü,  ¡lág.  xi.) 

(2)  ILidejn,  Dedic,  p.ig.  iv. 
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lizar  mucho  en  el  género  de  vida  que  mas  tarde  le 
aguardaba. 

A  la  edad  de  once  años,  lo  trajo  su  padre  al  colegio 
que  dirigía  en  Buenos  Aires  el  presbítero  Doctor  Don 
Francisco  Magosté,  y  que  era,  sin  duda,  en  aquel  tiempo, 
el  mejor  establecimiento  de  enseñanza  secundaria  en 
toda  la  República. 

La  Universidad  de  Buenos  Aires,  erigida  por  decreto 
de  9  de  agosto  de  1821,  durante  la  fecunda  administra- 
ción del  general  D.  Martin  Rodríguez,  habla  recibido 
un  golpe  de  muerte  con  la  arden  comunicada  á  su  rec- 
tor en  27  de  abril  de  1838,  por  la  que  se  disponía  sus- 
pender los  sueldos  de  los  catedráticos  y  demás  emplea- 
dos, así  como  los  gastos  del  establecimiento,  debiendo 
ser  pagados  por  los  mismos  alumnos ;  ó  cesar  la  Uni- 
versidad, si  no  se  reunía  la  sama  necesaria  para  cos- 
tearla (1).  A  consecuencia  de  esta  medida,  si  bien  se 
conservaron  en  ella  las  Facultades  de  jurisprudencia  y 
medicina,  gracias  al  desinterés  y  abnegación  de  los  pro- 
fesores á  cuyo  cargo  estaba  la  enseñanza,  el  departa- 
mento de  estudios  preparatorios  quedó  reducido  solamente 
al  curso  de  fdosofia  que  dictaba  el  señor  D.  José  León 
Banegas  (2). 

La  supresión  de  la  enseñanza  secundaria  de  la  Uni- 
versidad no  había  sido  tan  sentida,  á  causa  de  existir  en 
Buenos  Aires  el  colegio  que  dirigían  los  R.R.  Padres 
de  la  Compañía  de  Jesús,  que  la  dispensaba  amplia- 


(1)  Leyes  y  Decretos  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires,  rccop.  por  A.  Prado, 
tomo  IV,  pág.  317. 

(2)  Recien  ea  1850  so  restableció  en  la  Universidad  el  estudio  de  las  matemá- 
ticas, cuyo  primer  curso  empezó  á  dictar,  en  ese  año,  el  D'D.  Ildefonso  García. 
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mente.  En  efecto  :  por  decreto  de  7  de  diciembre  de  183G 
la  referida  Compañía  de  Jesús  habia  sido  autorizada 
para  abrir  aulas  públicas  de  gramática  latina,  lengua 
griega,  retórica,  filosofía,  teología,  cánones,  derecho  na- 
tural y  de  gentes,  derecho  civil,  derecho  púbhco  ecle- 
siástico y  matemáticas. 

El  colegio  de  los  Padres  jesuítas,  gozó  en  aquel 
tiempo,  de  la  mas  merecida  fama :  y  en  él  se  educaron 
muchos  de  los  hombres  mas  notables  del  país,  y  que 
mas  han  figurado  después  en  la  hteralura,  en  las  cien- 
cias, en  el  gobierno  y  en  la  magistratura.  Los  doctores 
Rawson,  Gorostiaga,  E.  Costa,  Escalada,  M.  R.  García, 
y  muchísimos  otros,  que  fueron  discípulos  de  maestros 
tan  distinguidos,  dan  testimonio  de  sus  especiales  ap- 
titudes para  la  enseñanza  y  de  su  innegable  competencia 
en  los  principales  ramos  del  saber  humano. 

Pero,  el  colegio  de  los  Padres  jesuítas  duró  muy 
poco  tiempo;  porque  Rosas  expulsó  á  la  Compañía  en 
1841,  y  aquel  establecimiento  de  enseñanza  fué  cerrado. 

Tal  hecho,  y  la  situación  á  que  hemos  dicho  habia 
sido  reducida  la  Universidad,  privaban  por  completo  á 
la  juventud  de  Rueños  Aires  de  los  medios  de  adquirir 
la  instrucción  secundaria,  ó  preparatoria  de  las  carreras 
científicas ;  pues  solo  quedaban  ya  las  clases  de  gramá- 
tica latina  y  de  filosofía  que  daban  gratuitamente,  en  sus 
respectivos  conventos,  los  Regulares  del  orden  de  san 
Francisco  y  los  Dominicanos. 

Fué  en  tales  circunstancias  que  el  Doctor  D.  Fran- 
cisco Magosté  solicitó  y  obtuvo  de  Rosas,  se  le  entregara 
el  colegio  que  habia  sido  de  los  Padres  jesuítas ;  y  se  le 
permitiera  fundar  en  él  un  nuevo  establecimiento  de  en- 
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señanza  preparatoria.  El  Doctor  Magesté  era  también  je- 
suíta :  habia  venido  á  Buenos  Aires  con  sus  compañeros 
en  1836;  y  mientras  permanecióla  Compañía  en  la  ciu- 
dad, él  habia  sido  ocupado  constantemente  como  orador 
sagrado  y  como  catedrático  de  diversas  asignaturas.  Al 
ser  aquella  expulsada,  el  Doctor  Magesté  quedó  en  Bue- 
nos Aires  como  simple  clérigo ;  y  permaneció  entre  nos- 
otros hasta  1852,  en  que  pasó  á  residir  definitivamente 
en  Montevideo. 

El  Doctor  Magesté  fundó,  pues,  el  Colegio  republi- 
cano; y  á  él  trajeron  sus  padres  al  joven  Moreno  por 
los  años  de  1846  á  1847,  cuando  su  larga  permanencia 
en  la  estancia  de  Lobos  habia  hecho  desaparecer  todo 
temor  en  relación  con  su  salud.  Y  fué  en  ese  estableci- 
miento de  educación,  que  gozó  también  de  merecido  cré- 
dito, que  estudió  el  latin,  la  historia,  la  filosofía,  la  retó- 
rica, las  matemáticas,  la  física  y  los  demás  ramos  que 
por  entonces  se  comprendían  en  el  programa  de  un 
curso  de  estudios  j)reparatorios ;  y  que  rindió  exámenes 
públicos  de  todas  esas  materias,  demostrando  su  con- 
tracción y  aprovechamiento  en  ellas. 

Bien  preparado  ya  con  los  buenos  estudios  que  ha- 
bia hecho  en  el  Colegio  republicano,  Moreno  ingresó  en 
la  Universidad,  en  marzo  de  1851,  á  cursar  el  pri- 
mer año  de  jurisprudencia ;  siendo  esta  la  ciencia  de  su 
predilección,  en  la  que  debía  brillar  mas  tarde  con  un 
mérito  indisputable,  y  lo  que  rara  vez  sucede,  no  dispu- 
tado por  ninguno  de  sus  comprofesores.  En  los  años  de 
1852  y  1853  confinuó  y  terminó  sus  estudios  teóricos 
de  derecho,  rindiendo  sus  exámenes  anualmente,  y  ob- 
teniendo en  todos  ellos  muy  honrosas  clasificaciones. 
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Pero,  habiendo  ingresado  en  su  último  año  de  juris- 
prudencia (1853)  en  la  carrera  militar,  el  servicio  en 
campaña  á  que  se  vio  obligado,  después  de  levantado  el 
sitio  de  esta  ciudad,  le  privó  de  poder  rendir  su  examen 
general  y  recibir  entonces  el  grado  de  doctor.  Fué  solo 
el  21  de  abril  de  1861  cuando  después  de  haber  asis- 
tido con  sus  cañones  á  la  batalla  de  Cepeda,  y  de  ha- 
berse podido  contraer  por  algún  tiempo  á  sus  libros,  á 
s"u  vuelta  de  esa  campaña,  que  dio  dicho  examen  general; 
siendo  aprobado  en  él,  y  «  honrándole  los  examinadores 
»  con  la  nota  de  distinguido. »  Así  consta  de  los  regis- 
tros de  la  Universidad;  como  consta  igualmente,  que, 
en  5  de  julio  del  mismo  año  de  1861,  rindió  su  examen 
de  tesis,  en  el  que  también  fué  aprobado;  recibiendo  el 
grado  de  doctor  en  jurisprudencia  el  día  8  del  citado 
mes  de  julio. 

Cuando,  en  1851,  ingresó  Moreno  en  la  Facultad  de 
jurisprudencia,  tuvo  que  presentar  los  certificados  del 
Colegio  republicano,  que  acreditaban  haber  cursado 
los  estudios  preparatorios,  y  haber  sido  aprobado  en 
los  exámenes  públicos  que  había  rendido  en  aquel  es- 
tablecimiento. Y  como  la  Universidad,  en  aquel  tiempo, 
carecía  de  aulas  en  que  se  dispensase  dicha  enseñanza,  se 
veía  precisada  á  admitir  los  certificados  del  único  cole- 
gio en  que  se  hacía.  Sin  embargo :  un  decreto  guberna- 
tivo de  7  de  abril  de  1852,  comunicado  al  rector  do  la 
Universidad,  obligó  á  Moreno  y  á  los  demás  estudiantes 
que  se  encontraban  en  su  caso,  á  rendir  nuevos  exame- 
nes de  estudios  preparatorios,  cuando  la  misma  Univer- 
sidad lo  tuviese  por  conveniente;  siendo  consecuencia 
de  tal  disposición  que,  al  solicitar  Moreno  rendir  su  exá- 
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men  general  teórico  de  jurisprudencia,  se  le  acordara 
bajo  la  condición  de  dar,  antes  de  recibir  el  grado  de 
doctor,  aquellos  exámenes  de  estudios  preparatorios  que 
resultaba  estar  adeudando. 

Tan  ridicula  pareció  á  Moreno  tan  tardía  exigencia 
de  la  Universidad,  que  procuró  eludir  su  cumplimiento. 
Elhabia  hecho,  en  reaHdadlos  estudios  cuyos  exámenes 
se  le  pedian ;  lo  habia  acreditado  en  la  forma  ordenada, 
comprobando  al  mismo  tiempo  su  aprovechamiento  en 
ellos  con  el  resultado  obtenido  en  otros  exámenes  pú- 
bhcos  y  autorizados  por  el  gobierno  :  pero,  hablan  tras- 
currido desde  entonces  mas  de  diez  años ;  era  ya  un  hom- 
bre, y  se  le  hacia  muy  difícil  volver  á  los  géneros  y  pre- 
téritos del  Nehricja,  y  á  las  ecuaciones  de  primero  y  se- 
gundo grado  del  compendio  de  matemáticas  de  Vallejo. 

Pensó  entonces  que  podia  solicitar  y  obtener,  como  lo 
hablan  conseguido  otros  estudiantes,  ocurriendo  al  go- 
bierno, que  se  le  dispensase  de  rendir  tales  exámenes. 
Y  recordando  que  el  gobernador  era  el  mismo  gefe  mili- 
tar bajo  cuyas  órdenes  habia  servido,  y  que  de  su  bene- 
volencia hacia  él  tenia  repetidas  pruebas.  Moreno  se  de- 
cidió á  pedirle  aquella  gracia,  sin  pensar  siquiera  que 
pudiera  pretender  nada  que  fuera  irregular ;  ya  porque 
la  misma  gracia  habia  sido  acordada  á  otros  sin  la  me- 
nor dificuhad;  ya,  sobre  todo,  porque  él  habia  hecho  los 
estudios  que  se  le  exigían,  y  habia  sido  aprobado  en 
ellos. 

No  pudo  ser,  por  consiguiente,  mayor  su  sorpresa 
cuando,  después  de  haberlo  oido  el  gobernador  con  ca- 
riñosa atención,  hubo  de  sostener  con  él,  mas  ó  menos 
el  siguiente  diálogo  :  «  ¿  Y  para  qué  quiere  Vd.  ser  doc- 


Xll  EL  DOCTOR  DUN  JÜSK  MAIUA  MORENO. 

tor  en  jurisprudencia?  »  Señor:  porqiie  deseo  llegará 
ser  abogado.  »  «  ¿  Y  qué  queja  tiene  Vd.  de  la  carrera 
militar,  para  desear  ser  abogado  ?  »  «  Ninguna,  señor 
gobernador:  en  ella  he  obtenido  rápidos  ascensos;  pero 
no  viendo  mal  alguno  en  ello,  deseo  terminar  mis  inter- 
rumpidos estudios  de  jurisprudencia,  y  llegar  á  ser  abo- 
gado. ))  « Pues  yo  no  me  encuentro  dispuesto  á  favore- 
cer su  pretensión;  porque  creo  que,  llegando  Vd.  al  fin 
que  se  propone,  dejará  de  sei-  militar,  y  no  contribuiré 
á  semejante  cosa.  »  Y,  como  este  diálogo  había  sido  soste- 
nido en  un  tono  amistoso  y  casi  familiar.  Moreno  se 
atrevió  á  terminar  asi :  «  Le  ruego  entonces,  señor,  me 
dé  permiso  para  avisarle,  dentro  de  dos  meses,  que  he 
rendido  los  exámenes  de  estudios  preparatorios  que  la 
Universidad  me  exige,  y  que  he  sido  aprobado  en  ellos; 
porque  no  deseo  pueda  creer  que,  al  solicitar  la  gracia 
que  me  niega,  he  tenido  por  objeto  impedir  la  prueba 
que  demostrarla  que  no  he  hecho  tales  esludios. »  «  Muy 
bien,  Moreno,  )>  fueron  las  últimas  palabras  del  go- 
bernador. 

Repetidas  veces  nos  contó  More.xo  este  incidente  de 
su  vida  de  estudiante;  así  como  que  salió  muy  desazo- 
nado de  la  entrevista  que  dejamos  referida.  Cuando, 
después  de  algunos  años,  apreciaba  en  su  verdadero  va- 
lor la  intención  con  que  le  fué  negada  la  gi-acia  que  en- 
tonces pretendió,  se  mostraba  vivamente  agradecido  por 
ella ;  si  bien  confesaba  al  mismo  tiempo,  que  no  fué  en 
aquel  tiempo,  ni  antes,  ni  después,  la  carrera  militar  la  que 
lo  atraía;  y  que  su  decidida  vocación  fué  siempre  la  del 
estudio  de  la  jurisprudencia. 

Moreno  cumphó  su  compromiso,  en  el  que,  desde 
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luego,  consideró  su  amor  propio  comprometido;  y  de- 
mostró que  los  estudios  que  habia  hecho  en  el  Colegio 
repubUcano  debieron  ser  muy  buenos,  cuando,  después 
de  tantos  años,  se  sentia  dispuesto,  en  tan  corlo  tiempo, 
á  rendir  nuevos  exámenes.  En  el  cuartel  de  artillería,  y 
en  los  momentos  que  le  dejaba  libres  el  servicio  militar; 
y  ya  solo^  ó  ya  acompañado  de  algún  profesor  que  le  alla- 
nase las  dificultades  que  encontraba  necesariamente, 
después  de  tan  largo  abandono  de  esas  materias,  las  re- 
pasó todas;  y  en  4  dejuhode  1861,  rindió  exámenes  ge- 
nerales de  latin,  de  primero  y  segundo  año  de  filosofía,  y 
de  primero  y  segundo  año  de  matemáticas,  que  fueron  los 
que  la  Universidad  le  exigió,  y  en  los  que  fué  también 
aprobado,  como  consta  de  los  respectivos  registros  de 
exámenes  de  aquel  establecimiento. 

Dejamos  dicho  que  fué  el  dia  8  de  julio  de  1861  que 
Moreno  obtuvo  de  la  Universidad  de  Buenos  Aires  le 
confiriese  el  grado  de  doctor  en  jurisprudencia.  Estaba 
para  cumplir  ya  sus  26  años  de  edad  cuando  llegaba  á 
la  mitad  de  su  tarea  en  la  carrera  de  abogado ;  puesto 
que,  en  la  organización  que  entonces  tenían  los  estudios 
de  jurisprudencia,  le  quedaban  aun  otros  tres  años  de  es- 
tudios que  hacer.  Pero^  sin  duda  que  no  había  perdido 
su  tiempo,  cuando  las  insignias  del  grado  universatarío, 
le  eran  colocadas  sobre  el  uniforme  de  sarcjento  mavor 
de  artillería;  pudiendo  decir,  con  toda  verdad,  que  su 
juventud  se  habia  pasado  en  la  defensa  de  la  patria  y 
en  el  estudio  de  sus  leyes,  que  lo  preparaban  para  con- 
tinuar sirviéndola  mas  útilmente  en  los  fecundos  años  de 
su  edad  viril.  . 

Los  estudios  jurídicos  de  aquel  tiempo  no  se  cursaban 
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todos  en  nuestra  Universidad.  Este  establecimiento  solo 
daba  la  instrucción  teórica  en  el  derecho;  y  de  ella  salia 
el  alumno,  una  vez  que  habia  obtenido  el  diploma  de 
doctor.  —  Con  este  título,  debía  solicitar  del  Tribunal 
Superior  de  justicia  se  le  admitiese  como  practicante  en 
la  Academia  teórico-práctica  de  jurisprudencia,  que  depen- 
día de  dicho  tribunal,  cuyo  presidente  era  su  director ;  y 
era  en  dicha  academia  que  se  terminaban  los  estudios 
que  habilitaban  á  los  doctores  en  derecho,  para  el  ejer- 
cicio de  la  profesión  de  abogado. 

Para  el  ingreso  en  la  Academia,  era  necesario  un 
examen  teórico  de  derecho,  dado  ante  ella  misma ;  y, 
siendo  aprobado,  quedaba  admitido  el  nuevo  practi- 
cante. 

Los  estudios  que  se  hacían  en  dicha  academia  eran 
teóricos  y  prácticos.  Se  estudiaban  principalmente  los 
Códigos,  á  fin  de  conocer  las  leyes  en  sus  propios  tér- 
minos, y  no  por  la  explicación  que  de  ellas  daban  los 
expositores;  y  se  estudiaban  los  procedimientos  judi- 
ciales, y  se  practicaban  también,  por  medio  de  expe- 
dientes ó  autos  que  se  iniciaban  y  se  seguían  entre  los 
mismos  practicantes,  desempeñando  los  unos  el  oficio  de 
abogados,  otros  el  de  juez,  de  ebcribano,  etc.  Estos  ejer- 
cicios eran  dirigidos  por  la  mesa  de  la  Academia,  que  se 
componía,  fuera  de  su  director,  de  un  presidente,  dos 
censores,  un  celador  fiscal  y  un  secretario;  —  empleos 
que,  por  elección  anual  de  los  pracúcantes,  desempeña- 
ban los  mas  distinguidos  abogados  de  nuestro  foro,  gra- 
tuitamente; siendo  el  secretario  uno  de  los  mismos  prac- 
ticantes. 

La  asistencia  obligatoria  de  los  nuevos  doctores  á  las 
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sesiones  de  la  Academia,  duraba  tres  años;  al  fin  de  los 
cuales  debian  rendir,  ante  ella  misma,  dos  exámenes 
generales  de  egreso :  —  uno  teórico,  y  el  otro  práctico. 
Formaba  parte  del  examen  teórico,  un  comentario  escrito 
sobre  una  de  las  Leyes  de  Toro,  sacada  á  la  suerte,  con 
veinticuatro  horas  de  término;  y  la  prueba  oral  versaba 
sobre  el  derecho  civil,  comercial  y  criminal,  sin  limita- 
ción alguna.  —  Para  el  examen  jwáctico  de  egreso,  se 
daba  al  practicante  una  causa  de  las  seguidas  ante  los 
tribunales,  de  la  que  debia  hacer  relación,  informar  in 
roce  acerca  de  la  cuestión  debatida  en  ella,  y  pronunciar 
sentencia,  como  si  fuera  el  juez  llamado  á  fallarla  :  des- 
pués de  lo  que  el  examen  versaba  sobre  el  orden  y  tra- 
mitación de  los  juicios,  organización  y  competencia  de 
los  tribunales  y  demás  materias  comprendidas  en  los 
procedimientos  judiciales. 

Aprobabo  en  todos  estos  exámenes,  el  practicante 
debia  solicitar  del  Superior  Tribunal  de  justicia  se  le 
admitiese  á  rendir  el  de  ahogado,  que  se  prestaba  ante 
diez  ministros  que  integraban  dicho  tribunal.  Este  último 
examen  versaba  sobre  todas  las  materias  y  puntos  del 
derecho  y  de  la  jurisprudencia,  ya  teóricos,  ya  prácticos; 
y  tanto  por  esto,  cuanto  por  la  respetabihdad  de  los 
examinadores  y  la  publicidad  del  examen,  que  se  rendia 
en  la  sala  de  audiencia,  era  el  que  mas  imponía,  aun  á  los 
practicantes  mejor  preparados.  Si  el  tribunal  prestaba  su 
aprobación  á  este  último  examen,  daba  al  nuevo  abogado 
posesión  de  sus  estrados,  le  expedía  el  diploma  que  lo  au- 
torizaba para  el  libre  ejercicio  de  la  profesión,  y  lo  man- 
daba inscribir  en  la  matricula  de  abogados  que  se  llevaba 
en  la  escribanía  del  mismo  tribunal. 
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Tal  era  el  camino  que  quedaba  que  recorrer  al  Doctor 
Moreno,  después  que  la  Universidad  lo  despidió  de  sus 
aulas,  acordándole  el  grado  que  daba  en  prueba  de  ha- 
ber terminado  su  enseñanza.  Pero,  á  ese  mismo  tiempo, 
el  ejército  de  Buenos  Aires  se  aprestaba  para  abrir  la 
campaña  que  terminó  con  la  batalla  de  Pavón  el  17  de 
setiembre  de  1861 ;  y  Moreno,  en  seguida  de  recibir  su 
diploma  de  doctor  en  jurisprudencia,  recibía  también 
orden  de  su  gefe  de  marchar  con  el  regimiento  de  artille- 
ría á  que  pertenecía.  Deseando  ingresar  en  la  Academia 
anles  de  salir  á  campaña,  para  que  empezase  á  contár- 
sele su  tiempo  de  práctica,  soHcitó  quedar  en  Buenos 
Aires  los  pocos  dias  necesarios  á  ese  íin,  ofreciendo  al- 
canzar, en  seguida,  el  ejército  donde  se  encontrase.  Pero 
las  mismas  razones  que  impidieron  se  le  dispensaran  los 
exámenes  de  esludios  preparatorios,  decidieron  su  mar- 
cha inmediata  á  campaña,  en  este  otro  incidente.  Ni 
aun  después  de  la  batalla  de  Pavón,  pudo  regresar  in- 
mediatamente á  Buenos  Aires  para  ingresar  á  la  Aca- 
demia de  jurisprudencia,  como  lo  sohcitó  igualmente. 
No  se  quería  facihtarle  los  medios  de  hacerse  abogado, 
porque  se  preveía  que  dejarla  de  ser  miUtar;  y  fuéle 
forzoso  esperar  entonces,  mal  de  su  grado,  que  la  cam- 
paña terminara  del  todo,  y  que  su  regimiento  regresara 
á  Buenos  Aires  definitivamente,  para  poder  ingresar 
entonces,  como  ingresó  en  180^,  á  la  referida  Academia 
de  jurisprudencia. 

El  Doctor  Moreno  abrazó  desde  entonces,  con  todo  el 
empeño  de  una  vocación  hasta  cierto  punto  contrariada, 
el  estudio  del  derecho.  Fué  uno  de  los  practicantes  mas 
estudiosos  y  mas  asiduos  á  las  sesiones  de  la  Academia; 
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y,  de  sus  progresos  en  aquel  tiempo,  damos  una  prueba 
conclu vente  con  la  publicación  de  sus  Estudios  sobre  las 
quiebras,  que  leyó  en  una  de  aquellas  sesiones,  y  que 
reimprimimos  sin  la  menor  corrección  ni  alteración. 

Los  talentos  y  la  instrucción  del  Doctor  Moreno  em- 
pezaban ya  á  ser  notorios,  como  lo  eran  su  valor  y  sus 
méritos  de  soldado.  El  2)racticante  de  jurisprudencia, 
desde  su  asiento  de  la  Academia,  llamó  la  atención  del 
gobierno  de  la  Provincia,  el  que  le  acordó  una  distinción 
muy  merecida,  y  tan  especial  que  solo  tenemos  noticia 
de  que,  entre  nosotros,  se  ha  acordado  á  otra  persona 
mas  (I). 

En  1864,  era  catedrático  de  derecho  civil,  en  la  Uni- 
versidad, el  inteligente  y  malogrado  Doctor  D.  Pablo 
Cárdenas,  cuando,  por  decreto  de  25  de  junio,  el  gober- 
nador D.  Mariano  Saavedra  le  nombró  ministro  secre- 
tario en  el  departamento  de  Gobierno.  Este  nombra- 
miento hizo  que  el  Doctor  Cárdenas  renunciara  su  cáte- 
dra ;  y  fué  para  sustituirlo  en  ella,  que  el  gobierno  nom- 
bró entonces  al  Doctor  D.  José  María  Moreno.  Este, 
que  no  era  abogado  todavía,  pues  seguia  sus  estu- 
dios como  practicante  en  la  Academia  teórico-práctica 
de  jurisprudencia,  rehusó  decididamente  aceptar  un. 
puesto  del  que  su  modestia  lo  apartaba,  y  del  que  solo 
creia  dignos  á  los  que  podian  acreditar  su  competenína 
con  largos  años  de  estudios  y  de  práctica  profesional. 

Moreno  y  Cárdenas  eran,  á  la  vez,  nuestros  amigos; 

(1)  El  señor  Doctor  D.  Jlan  José  Montes  de  Oca,  quien  siendo  aun  estu- 
diante de  inedicina,  fué  nombrado  cateclráiico  en  esa  Faculdad.  ÍÁpiíntes  bio- 
gráficos del  D'  b.  Juan  J.  Montes  de  Oca.) 

I.  I) 
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y  esta  circunstancia  fué  causa  de  que  el  ministro  nos  pi- 
diera lo  ayudáramos  para  que  aquel  se  decidiera  á  acep- 
tar el  puesto  que  se  le  ofrecía;  y  que,  de  ningún  modo, 
era  superior  á  sus  fuerzas  y  á  sus  aptitudes.  Y  no  fué 
sino  después  de  reiterados  empeños,  que  Moreno  con- 
sintió en  aceptar  la  cátedra ;  y  poniendo,  como  puso,  por 
condiciones  :  que  su  nombramiento  seria  con  el  carácter 
de  interino,  para  poderlo  abandonar  mas  fácilmente,  si 
asi  lo  creia  conveniente ;  y  que  no  seria  publicado  por 
decreto,  porque  pensaba  que  un  estudiante,  como  él  lo 
era,  no  debia  ser  nombrado  profesor.  Ni  él,  ni  el  Doctor 
Cárdenas,  ni  nosotros  mismos  entonces,  y  no  obstante 
que  éramos  testigos  diarios  de  su  contracción  al  estudio, 
pudimos  pensar  que  la  mas  grande  y  la  mas  firme  re- 
putación del  Doctor  Moreno,  la  deberla  mas  tarde  á  esa 
misma  cátedra  de  derecho  civil,  que  tanto  resistía  acep- 
tar ;  y  en  ella  habia  de  conquistar  su  alto  renombre  de 
jurisconsulto  y  el  cariño,  el  respeto  y  la  estimación  de 
centenares  de  discípulos  que,  en  toda  la  República,  da- 
rían testimonio  irrecusable  de  la  ciencia  y  del  mérito 
singular  de  su  inolvidable  maestro. 

Terminada  su  práctica  en  la  Academia;  y  rendidos 
ante  esta  y  ante  el  Superior  Tribunal  de  justicia  sus  últi- 
mos exámenes  con  notable  lucimiento,  el  Doctor  Moreno 
se  recibió  de  abogado  el  día  5  de  mayo  de  1865,  cuando 
estaba  ya  para  cumplir  sus  30  años  de  edad. 

No  habia,  sin  embargo,  perdido  su  tiempo,  lo  repe- 
limos; aun  cuando,  en  relación  con  otros,  llegara  tarde 
al  término  de  su  carrera  profesional.  Si  se  toma  en  cuenta 
que  los  mejores  años  de  la  juventud  del  Doctor  Moreno, 
los  que  deben  dedicarse  preferentemente  á  las  tareas  es- 
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colares,  tuvo  que  pasarlos  en  los  cuarteles  ó  en  las  fron- 
teras ;  y  si  se  considera  aun  que  su  vida  de  estudiante 
fué  frecuentemente  interrumpida  por  campañas  y  bata- 
llas de  guerra,  habrá  de  convenirse  necesariamente  que 
fué  verdadera  y  grande  la  vocación  que  tuvo  por  el  es- 
tudio de  la  jurisprudencia.  De  otra  suerte,  no  alcanzaría- 
mos á  comprender  toda  la  fuerza  de  su  voluntad,  que  le 
fué  necesaria,  para  no  abandonar  de  una  vez  y  por 
siempre  tales  estudios,  cuando  fueron  tantos  los  contra- 
tiempos, y  tantas  las  dificultades  que  se  le  opusieron,  y 
que  supo  vencer  con  inquebrantable  firmeza,  hasta  de- 
jarlos terminados  con  tanto  honor  para  su  nombre. 

Pero,  retrocedamos  algunos  años  atrás,  á  fin  de  com- 
pletar este  bosquejo  biográfico  con  ligeros  apuntes  acerca 
de  la  carrera  militar  del  Doctor  Moreno  que  siguió  hasta 
poco  después  de  su  recepción  de  abogado,  y  de  hacer 
prácfico,  con  su  propjúa  conducta,  el  antiguo  proverbio 
latino  :  cedant  arma  toga'. 


Ul 


En  el  año  de  1853,  la  ciudad  de  Buenos  Aires  se  en- 
contraba sitiada  por  fuerzas  sublevadas  en  su  propria 
campaña  desde  el  1°  de  diciembre  del  año  anterior.  El 
joven  MoRExo,  estudiante  entonces,  según  dejamos  dicho, 
de  tercer  año  de  jurisprudencia,  se  habia  alistado,  como 
todos  los  de  su  tiempo,  en  uno  de  los  regimientos  de 
guardias  nacionales ;  y  prestaba  sus  prnneros  servicios 
militares  en  un  cantón  de  la  línea  de  defensa  de  la  ciudad 
de  su  nacimiento.  Sucedió,  sin  embargo,  que  encontrán- 
dose una  de  aquellas  noches  haciendo  el  servicio  de  es- 
cucha, fuera  y  algo  apartado  de  su  cantón,  hubo  de  dar 
una  falsa  alarma;  tomando,  en  su  inexperencia  de  sol- 
dado novel,  por  la  aproximación  de  enemigos,  el  ruido 
que  algunos  animales  hacian  en  los  cercados  de  las 
quintas  vecinas.  Comunicada  la  alarma  al  cantón,  salió 
de  este  una  fuerza  que  descubriera  su  verdadera  causa ; 
y  conocida  esta  realmente,  Moreno  fué  objeto  de  las  ino- 
centes bromas  de  sus  compañeros,  que  atribulan  á  te- 
mor propio  de  su  edad  y  de  su  inexperiencia,  la  con- 
ducta que  observara  en  aquel  incidente .    Era  en  vano 
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que  él  procurara  explicar  que  no  había  sentido  miedo  ; 
y  que  el  ruido  que  oyera  en  el  silencio  de  la  noche,  era 
muy  semejante  al  que  pudieran  causar  numerosas  per- 
sonas que  avanzaban  sigilosamente,  y  cuidando  de  no 
ser  sentidas:  por  lo  que  creía  haber  procedido  con  toda 
serenidad  dando  la  voz  de  alarma  referida.  Las.  burlas 
seguían,  á  pesar  de  todo;  y,  mortificado  ya  en  su  amor 
propio,  observó  seriamente  su  error  á  sus  compañeros, 
ofreciéndoles  ejecutar  el  hecho,  que  inmediatamente  rea- 
lizaría, y  que  los  sacaría  de  toda  duda  con  relación  al 
temple  de  su  espíritu.  Tal  hecho,  que  ejecutó  inmedia- 
tamente después  de  haberlo  anunciado,  fué  el  de  sohci- 
tar  su  pase  del  regimiento  de  guardias  nacionales  á  que 
pertenecía,  para  continuar  su  servicio  militar  en  un 
cuerpo  de  linea,  bajo  una  disciplina  mas  severa,  y  sin 
duda,  con  mayor  riesgo  personal  también. 

Moreno  no  abrazaba  la  carrera  militar,  porque  se 
sintiera  con  vocación  hacia  ella.  Incomodado  con  una 
broma  de  cuartel,  dejaba  su  servicio  en  la  guardia  na- 
cional, creyendo  dar  una  lección  á  sus  compañeros  que 
ponían  en  duda  su  valor ;  y  á  quienes  no  creía  capaces 
del  acto  que  ejecutaba. 

Obtenido  su  pase,  se  presentó  con  él  al  general  Don 
José  María  Paz;  quien,  á  la  sazón,  era  ministro  de  Guerra 
y  Marina  del  gobierno  de  Buenos  Aires,  cuya  jurisdic- 
ción territorial  se  extendía  solo  al  recinto  atrincherado 
de  la  ciudad.  Moreno  acudió  directamente  al  ministro,  y 
le  pidió  su  ingreso  en  el  regimiento  de  artillería,  porque 
el  general  Paz  era  antiguo  y  querido  amigo  del  coronel 
D.  Mariano  Moreno,  su  primo  y  su  padre  político  des- 
pués. Al  oírle  el  ministro  su  pretensión,  parecíéndole 
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extraño  la  dirigiera  á  él  personalmente,  le  preguntó  por 
su  nombre;  y  dándoselo  Moreno  y  diciéndole  su  paren- 
tezco  con  D.  Mariano,  el  general  se  mostró  dispuesto  á 
favorecerla;  bien  que  le  expresó  claramente  que,  en  el 
arma  de  artillería,  no  lo  haría  empezar  mas  que  como 
soldado  distinguido;  y  que,  sí  quería  ser  ya  oficial,  lo  ha- 
ría pasar  á  la  infantería  ó  caballería.  Moreno  pretirió, 
sin  hesitar,  entrar  como  soldado  distinguido  en  el  arma 
que  mas  conocimientos  científicos  reclama;  porque  se- 
guro de  la  buena  preparación  que  llevaba,  y  de  sus  ap- 
titudes especiales  para  todo  género  de  estudios,  estaba 
seguro  también  de  avanzar  rápidamente,  y  de  hacer  en 
la  milicia,  mientras  permaneciera  en  ella,  una  carrera 
distinguida. 

Jamás  se  separó  del  regimiento  de  artillería  en  todo 
el  tiempo  en  que  fueron  las  armas  su  profesión ;  y  en  él 
supo  obtener  merecidos  ascensos,  debidos  á  su  proprio 
mérito  y  á  sus  distinguidos  servicios;  del  mismo  modo 
que  conquistó  la  consideración  de  sus  gefes,  y  el  cariño 
y  la  estimación  de  sus  compañeros  de  cuerpo. 

Terminado  el  sitio  de  Buenos  Aires  en  juho  de  1853, 
el  regimiento  de  artillería  permaneció  algún  tiempo  en 
esta  ciudad ;  mas  luego  fué  dividido,  y  distribuido  según 
lo  requerían  las  necesidades  del  servicio  público. 

Moreno,  al  muy  corto  tiempo  de  su  ingreso,  fué  ya 
oficial,  bien  que  de  los  mas  subalternos.  Y,  aun  cuando 
debía  á  un  accidente  casual  y  sin  importancia  alguna,  su 
ingreso  en  la  carrera  militar,  que  había  resuelto  aban- 
donar, concluida  la  guerra,  no  lo  hizo  así;  porque  las 
relaciones  formadas  en  el  regimiento,  y  el  cariño  tomado 
á  este  y  al  servicio,  le  hicieron  permanecer  en  él  por  en- 
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tonces  definitivamente.  Casi  creia  que  su  destino  era  ser 
militar;  y  es  probable  que  jamás  habria  dejado  de  serlo, 
si  hubiera  tenido  la  seguridad  de  poder  conservar  siem- 
pre su  destino  con  la  mas  completa  independencia  para 
sus  opiniones  políticas.  De  carácter  altivo,  hombre  de 
convicciones  y  de  principios,  deseando,  ante  todo,  po- 
derlos salvar  en  toda  circunstancia,  y  debiendo  buscar 
una  carrera  que  mas  se  conformase  con  sus  aspiraciones 
modestas  y  con  su  completa  carencia  de  ambición  de 
honores  y  de  mando,  hubo  de  decidirse  mas  tarde  por 
la  del  foro,  á  la  que  lo  hemos  visto  llegar  con  singular 
merecimiento. 

Destinado  con  una  parte  de  su  regimiento  al  cuidado 
de  la  frontera  norte  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  el 
Doctor  Moreno  permaneció  durante  cuatro  años  en  el 
lugar  llamado  Loma  negra,  afuera  del  pueblo  de  Rojas ; 
siendo  notables  sus  adelantos  y  su  puntuahdad  en  el  ser- 
vicio, por  lo  que  llegó  á  obtener  sucesivamente  hasta  el 
grado  de  capitán. 

Buenos  Aires,  separada  entonces  del  resto  de  la  Confe- 
deración, formaba  un  Estado  independiente  en  el  hecho 
y  en  guerra  casi  constante  con  sus  hermanas.  En  1859 
se  abrió  la  campaña  de  Cepeda,  á  la  que  concurrió  el  ca- 
pitán Moreno,  mandando  un  escuadrón  del  regimiento 
de  artillería.  El  21  de  octubre  de  aquel  año,  las  armas 
de  Buenos  Aires  eran  vencidas  por  las  fuerzas  de  laCon- 
federacion ;  pero  el  capitán  Moreno  se  había  conducido 
tan  dignamente  en  la  batalla,  que  recibía  en  premio  el 
grado  de  sargento  mayor.  Durante  el  combate,  una  bala 
de  fusil  habia  agujereado  la  blusa  que  vestia;  y  en  se- 
guida, otra  de  cañón,  penetrando  por  el  pecho  del  ca- 
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bailo  que  montaba,  daba  con  el  jinete  en  tierra,  cubierto 
de  sangre,  bien  que  sin  que  hubiera  recibido  la  menor 
lesión  corporal.  Concluida  la  pelea,  y  de  noche  ya,  el 
capitán  Morexo  descansaba  de  sus  fatigas  del  dia,  dur- 
miendo tranquilamente  sobre  el  mismo  campo  de  la  ac- 
ción, cuando  se  le  despertaba  para  emprender  la  reti- 
rada hacia  San  Nicolás.  Tal  era  el  temple  de  su  alma. 

La  lucha  habia  quedado  solamente  aplazada  sobre  el 
contraste  de  Cepeda;  y  debia  recomenzar  bien  pronto. 

El  ejército  de  Buenos  Aires  fué  reorganizado;  y  en 
31  de  julio  de  1861,  More.xo  obtuvo  la  efectividad  en 
su  grado,  acordándole  el  gobierno  el  empleo  de  sargento 
mayor  de  artillería  y  de  comandante  del  segundo  escua- 
drón de  los  dos  en  que  se  dividió  el  regimiento  de  esta 
misma  arma. 

En  dicho  empleo  y  con  el  mando  que  le  habia  sido 
conferido,  el  mayor  Moreno  hizo  toda  la  campaña  y  asis- 
tió á  la  batalla  de  Pavón  el  17  de  setiembre  de  1861,  el 
mismo  dia  en  que  cumplia  los  26  años  de  su  edad.  Bue- 
nos Aires  triunfaba,  al  fin,  después  de  sus  grandes  sa- 
crificios ;  é  iba  á  realizar  la  definitiva  organización  de  la 
República,  sobre  la  base  déla  Constitución  y  la  garantía 
de  las  autoridades  creadas  por  esta  y  elegidas  por  el 
pueblo  argentino.  Y  el  sargento  mayor  Doctor  Moreno 
concurría  al  triunfo  de  sus  propias  ideas  y  principios, 
conduciéndose  en  la  batalla  como  un  gefe  valiente  y  dis- 
tinguido, y  exponiendo  su  vida  con  la  tranquila  confianza 
del  que  lo  hace  en  cumplimiento  de  los  deberes  que  im- 
pone el  patriofismo. 

Al  regreso  á  Buenos  Aires,  después  de  la  campaña 
de  Pavón,  Moreno  habia  decidido  dejar  definitivamente 


XXVI  EL  DOCTOR  DON  JOSÉ  MARÍA  MORENO. 

la  carrera  militar.  Habia  prestado  ya  á  su  patria  los  ma- 
yores servicios  que  puede  exigir  á  uno  de  sus  hijos;  y, 
cuando  una  era  de  paz  y  de  reorganización  se  abria,  sin 
que  fuera  amenazada  de  modo  alguno  por  complicación 
de  ningún  género,  creia  que  era  llegado  el  caso  de  con- 
cluir su  necesaria  preparación  cientíílca  en  la  carrera  del 
derecho,  para  poder  servirla  aun  en  otros  destinos. 

El  Doctor  Moreno  obtuvo,  pues,  en  esta  época,  y  se- 
gún antes  lo  hemos  referido,  su  ingreso  en  la  Academia 
téorico-práctica  dejurisprudencia.  Pero,  aun  debia  pres- 
tar, como  militar,  otros  servicios  en  la  administración 
pública. 

En  28  de  octubre  de  1862,  el  poder  ejecutivo  nacio- 
nal le  nombró  gefe  del  detall  del  parque  de  artillería, 
empleo  que  sirvió  hasta  1864,  en  que  las  cuestiones  de 
política  interna  que  dividían  entonces  al  pueblo  de  Bue- 
nos Aires,  fueron  motivo  suficiente  para  que,  tanto  el 
Doctor  Moreno,  como  el  gefe  principal  del  estableci- 
miento, fueran  ambos  exonerados  de  sus  respectivos 
cargos.  Funesto  error  de  los  gobiernos,  que  los  pueblos 
pagan  bien  caro,  no  consentir  empleados,  por  competen- 
tes y  honorables  que  sean,  que  no  les  enagenen  con  sus 
servicios,  sus  opiniones  pohticas  y  su  independencia  per- 
sonal. 

El  Doctor  Moreno  entonces  solicitó  su  baja  y  su  ab- 
soluta separación  del  ejército  en  que  habia  servido  con 
tanto  honor  durante  doce  años;  siéndole  acordadas  en 
29  de  abril  de  186o,  «  con  uso  y  goce  de  uniforme,  »  en 
justo  premio  y  reconocimiento  que  se  hacia  de  los  mé- 
ritos que  en  él  habia  contraído. 

Pero,  casi  conjuntamente  con  la  baja  acordada  al  ma- 
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yor  Moreno,  se  iniciaba  la  guerra  con  el  Paraguay,  pro- 
vocada de  hecho  por  López  con  su  ataque  á  mano  ar- 
mada sobre  la  provincia  de  Corrientes.  Se  decidió  enton- 
ces saliese  á  campaña  el  ministro  de  la  Guerra,  y  que 
fuese  llamado  á  reemplazarlo  en  el  ministerio  el  coronel 
D.  Julián  Martínez.  Este  gefe,  que  lo  habia  sido  ya  del 
Doctor  Moreno  en  el  parque  de  artillería,  y  que  conocía 
por  lo  tanto  su  patriotismo  y  sus  aptitudes,  quiso  llevarlo 
consigo  al  ministerio  de  la  Guerra,  en  cahdad  de  sub- 
secretario de  Estado;  porque  comprendía  perfectamente 
de  cuánto  habrían  de  servirle  los  talentos  de  tal  hombre 
y  sus  conocimientos  prácticos  del  ejército,  para  la  admi- 
nistración militar,  en  una  guerra  que  debia  ser,  como  lo 
fué,  la  mas  grande  y  duradera  que  hayan  sostenido  los 
pueblos  de  la  América  del  Sud. 

El  Doctor  Moreno,  que  acababa  de  recibirse  de  abo- 
gado, que  habia  abierto  su  estudio,  que  veia  afluir  á  él 
diariamente  numerosos  clientes  que  buscaban  su  direc- 
ción y  su  consejo  en  asuntos  importantes,  llevados  por 
el  concepto  de  que  ya  gozaba  de  rectitud  y  competencia 
profesional,  y  que,  por  fin,  acababa  de  obtener  su  com- 
pleta separación  del  ejército  y  de  todo  servicio  militar, 
se  negó  de  pronto  y  absolutamente  á  condescender  con 
el  deseo  del  coronel  Martínez;  haciéndole  notar  que  un 
ciudadano  pobre  como  él,  con  familia  sin  otro  patrimonio 
que  su  propio  trabajo,  y  que  por  largos  años  habia  ser- 
vido constantemente  á  su  país,  tenia  conquistado  su  de- 
recho de  dedicarse  al  desempeño  de  su  profesión;  y  que, 
si  abandonaba  esta  en  su  principio^,  muy  difícil  le  seria 
volver  á  ella  después,  con  el  favorable  resultado  que 
entonces  esperaba.  Agregúese  á  esto  que  la  concesión 
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de  la  baja  absoluta  del  ejército,  otorgada  á  Moreno,  ásu 
solicitud,  importaba  una  renuncia  completa  y  para  siem- 
pre de  todas  las  ventajas  que  la  carrera  militar  podia 
ofrecer  á  un  soldado  de  sus  antecedentes  y  de  sus  mé- 
ritos personales ;  y  se  comprenderá  bien  con  cuánta  ra- 
zón debia  rehusar  un  puesto  que,  aunque  correspon- 
diente á  la  administración  militar,  ni  lo  rehabilitaba  en 
su  grado,  ni  le  ofrecía  adelantos  en  esa  misma  car- 
rera. 

Un  mihtar  joven  y  pundonoroso  no  podia,  por  otra 
parte  aceptar  un  empleo  de  oficina,  cuando  todo  el  ejército 
y  la  misma  guardia  nacional  de  la  República'eran  llama- 
dos á  combatir  para  arrojar  fuera  del  suelo  de  la  patria 
al  injusto  invasor.  Si  él  podia  prescindir  de  tomar  parte 
en  esa  guerra,  era  porque  no  era  ya  militar,  y  porque  en 
otras  ocasiones  habia  prestado  su  contingente  de  servi- 
cios :  pero,  aun  así,  y  obligado  á  prestarlos  de  nuevo, 
habría  preferido  hacerlo  en  el  ejército. 

Por  otra  parle,  y  sin  que  él  mismo  pudiera  remediarlo, 
la  nueva  carrera  que  habia  abrazado,  el  foro,  lo  atraía  vi- 
vamente. La  gloria  militar  no  tenia  para  él  el  atractivo 
que  ofrecen  los  triunfos  en  la  defensa  de  lajusücia  y  del 
derecho.  El  culto  que  siempre  conservó  por  sus  mayores 
le  hacia  pensar  que  la  mas  grande  fama  que  podría  ad- 
quirir para  su  nombre,  consisüria  en  acercarla  á  la  que 
obtuvo  el  Doctor  D.  Mariano  Moreno,  orador  y  abogado, 
tan  elocuente  como  patriota,  y  tan  patriota  como  hon- 
rado, que  solo  con  el  poder  de  su  palabra  y  de  su 
pluma,  logró  trazar  á  nuestra  gran  Revolución  de  1810 
el  recto  camino  que  debia  llevarla  á  la  independencia 
de  la  patria,  no  obstante  liaberse  hecho  aquella  sin  pro- 
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pósito  manifiesto  de  concluir  en  América  con  la  auto- 
ridad del  rey  de  España. 

Con  tales  ideas,  el  Doctor  Moreno  no  podia  menos  de 
rehusar  el  puesto  que  el  ministro  de  la  Guerra  le  ofrecía 
en  la  administración  nacional.  Pero,  sus  razones  no 
eran  escuchadas:  el  coronel  Martínez  queria  tener  á  su 
lado  una  persona  de  su  confianza  y  tan  apta  para  ayu- 
darle en  la  difícil  tarea  que  habia  aceptado,  como  la  en  que 
habia  fijado  su  elección ;  y  bastóle  invocar  el  patrio- 
tismo de  su  joven  amigo,  esa  cuerda  sensible  del  cora- 
zón de  Moreno  que  siempre  vibraba  el  mismo  sonido, 
ya  se  tratara  de  exponer  su  vida  en  los  campos  de  ba- 
talla, ya  de  emplearse  de  otro  modo  en  el  servicio  del 
país,  cualquiera  que  fuera  el  sacrificio  que  se  le  impu- 
siera, y  no  trepidó  mas.  Se  prestó  á  aceptar  el  empleo  de 
subsecretario  de  Guerra  y  Marina,  para  el  que  fué  nom- 
brado por  decreto  de  21  de  agosto  de  1865,  y  lo  sirvió 
durante  tres  años,  hasta  el  8  de  febrero  de  18(38,  en 
que,  muerto  ya  el  coronel  Marünez,  le  fué  aceptada  la 
renuncia  que  de  él  hizo .  Hé  aquí  los  términos  con  que 
el  nuevo  ministro  de  la  Guerra  comunicaba  al  Doctor 
Moreno  la  aceptación  de  su  renuncia:  «  Buenos  Aires, 
»  8  de  febrero  de  1868. — Al  Doctor  D.  José  María  Moreno. 
»  — El  Excmo.  Gobierno  de  la  Repúbhca  ha  tomado  en 
))  consideración  la  renuncia  que  Vd.  ha  hecho  del  cargo 
»  de  subsecretario  del  departamento  de  Guerra  y  Marina; 
»  y  accediendo  á  sus  deseos,  en  vista  de  los  moüvos  que 
»  en  ella  se  expresan,  ha  resuelto  aceptarla,  sinüendo 
))  privarse  de  sus  buenos  servicios  y  debiendo  manifes- 
»  tar  á  Vd.  á  nombre  del  Gobierno,  su  agradecimiento  y 
»  la  plena  satisfacción  que  üene  por  la  inteligencia,  con- 
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))  tracción  y  laboriosidad  con  que  se  ha  desempeñado, 
))  ya  como  subsecretario,  ya  como  encargado  del  des- 
))  pacho  de  este  departamento,  donde  mas  de  una  vez  ha 
))  mostrado  su  abnegación  y  patriotismo.  Me  es  grato 
»  saludará  Vd.  con  toda  consideración. — W.  Paunero.  » 

Como  se  dice  en  la  nota  que  precede,  el  Doctor  Mo- 
reno no  fué  solamente  subsecretario  de  Estado  en  la  larga 
y  difícil  época  en  que  sirvió  tal  puesto ;  sino  que  fué  tam- 
bién ministro  interino  de  Guerra  y  Marina  en  las  diver- 
sas ocasiones  en  que  el  coronel  Martínez  tuvo  necesidad 
de  ausentarse  de  Buenos  Aires,  en  el  desempeño  de  di- 
versas comisiones  de  que  lo  encargo  el  poder  ejecutivo. 

Los  servicios  militares  del  Doctor  Moreno  han  sido 
juzgados  ya,  cuando  él  no  existia,  y  cuando  tal  juicio  solo 
constituye  un  justo  título  de  honor  para  su  memoria  y 
para  los  que  llevan  su  nombre.  El  antiguo  general  en 
gefe  de  los  ejércitos  en  que  tales  servicios  fueron  presta- 
dos, al  mismo  tiempo  que  presidente  de  la  Repúbhca 
cuando  ejerció  Moreno  los  cargos  de  subsecretario  y  mi- 
nistro de  la  Guerra,  y  cuya  imparciahdad  y  competencia 
no  podrían  ser  puestas  en  duda,  ha  formulado  así  este 
juicio  : 

«  No  solo  el  laurel  cívico  crecerá  en  la  tumba  de  José 
))  María  Moreno  :  también  el  laurel  mihtar  que  coronó  su 
))  modesta  frente  de  soldado,  le  prestará  sombra  glo- 
»  riosa. 

»  La  vida  fué  para  él  una  tarea  y  un  combate,  que 
»  aceptó  virilmente  en  servicio  de  su  deber  austero,  im- 
»  pulsado  por  un  elevado  sentido  moral. 

))  Hombre  de  pensamiento  y  hombre  de  acción,  Ira- 
))  bajó  y  luchó  con  la  cabeza  y  con  el  brazo  armado  de 
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»  la  pluma  ó  de  la  espada,  lleno  de  abnegación  y  for- 
))  taleza. 

»  En  el  estudio,  en  la  cátedra,  en  la  tribuna,  en  el  go- 
))  bierno,  en  los  campos  de  batalla,  fué  siempre  el  sol- 
))  dado  animoso  de  su  idea 

))  Estudiante  en  leyes,  empuñó  valientemente  la  es- 
»  pada  para  combatir  por  sus  principios. 

»  Asistió  á  cuatro  campañas  de  guerra  y  dos  batallas 
))  campales,  practicando  en  el  arma  de  artillería  las  lec- 
);  clones  patrióticas  y  científicas  que  recibiera  de  su  vir- 
))  tuoso  padre  político. 

))  En  la  mas  grande  guerra  nacional,  que  haya  soste- 
))  nido  la  República,  la  sirvió  eficazmente  como  ministro 
))  de  Guerra  y  Marina,  acreditando  en  tan  difícil  cargo, 
»  sus  aptitudes  y  sus  talentos  como  administrador  mi- 
»  litar  »  (1). 

(1)  General  D.  Bartolomé  Mitp.e,   Curuna  fúnebre  del  Dr.  José  María  Mo- 
reno, púg.  27. 


IV 


Aun  cuando  el  Doctor  Moreno  salió,  en  1868,  del 
ministerio  de  la  Guerra,  su  vida  entera  quedó  del  todo 
consagrada,  bien  podemos  decirlo,  al  servicio  del  país, 
en. los  diversos  puestos  públicos  y  de  la  administración 
civil  que  desempeñó  hasta  año  y  medio  antes  de  su  fa- 
llecimiento. 

El  Doctor  Moreno  tenia  como  uno  de  sus  principios, 
que  era  un  deber  ineludible,  al  mismo  tiempo  que  el  mas 
alto  honor  á  que  podia  aspirar  el  ciudadano  en  la  Re- 
pública, ocuparse  en  servirla,  sin  tomar  en  cuenta  para 
nada  el  sacrificio  que  esto  le  impusiese.  Y  fiel  á  ese 
principio,  como  á  todos  los  demás  que  profesó,  él  la  habia 
servido  durante  la  mayor  parte  de  su  vida  :  pero,  con  to- 
dos sus  talentos  y  sus  aptitudes,  se  hallaba  despojado  de 
toda  ambición  de  poder,  de  honores  y  de  riqueza,  y  ja- 
más habia  pretendido  puesto  alguno  púbhco,  debiendo 
todos  los  que  ocupó  á  la  espontánea  elección  del  pueblo 
ó  de  las  autoridades  que  se  los  confirieron. 

Franklin  tenia  por  máxima  no  pretender  nunca,  ni 
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renunciar,  ni  delegar  empleo  alguno;  y  Moreno,  queja- 
más  los  solicitó,  los  renunció  algunas  veces,  en  su  deseo 
bien  justificado  de  buscar  en  el  ejercicio  de  su  profesión 
de  abogado,  medios  seguros  para  una  modesta  subsis- 
tencia, que  le  permitieran  en  seguida  consagrar  el  resto 
de  sus  dias  al  estudio  y  á  la  enseñanza  de  la  jurispru- 
dencia, y  á  escribir  los  libros  que  meditaba  en  sus  en- 
sueños de  jurisconsulto.  Franklin  tenia  la  edad  de  cua- 
renta y  dos  años  cuando,  considerándose  suficientemente 
rico,  cedió  su  imprenta  y  su  giro,  y  se  entregó  al  trabajo 
y  á  las  obras  que  llegaron  á  hacerle  un  sabio  inventor, 
un  patriota  glorioso,  y  á  colocarle  en  el  número  de  los 
grandes  hombres  (1);  y  José  María  Moreno,  que  fué 
siempre  pobre,  podia,  con  razón,  apartarse  en  algo  de 
aquella  máxima  del  Buen  Ricardo,  para  buscar  en  el  fruto 
de  su  trabajo  el  descanso  de  su  vejez.  Su  destino,  empero, 
lo  tenia  dispuesto  de  otra  suerte. 

Apenas  libre  de  la  administración  militar,  el  goberna- 
dor de  Buenos  Aires  Doctor  D.  Adolfo  Alsina  lo  nombró 
fiscal  general  de  gobierno  por  decreto  de  6  de  marzo  de 
1868.  Sirvió  este  nuevo  empleo  hasta  el  fin  de  la  admi- 
nistración del  Doctor  Alsina  y  durante  toda  la  que  le  si- 
guió del  señor  D.  Emiho  Castro,  hasta  que,  al  comen- 
zar la  de  D.  Mariano  Acosta,  lo  renunció  en  el  mes  de 
mayo  de  1872,  siempre  con  su  propósito  de  entregarse 
completamente  á  las  tareas  del  foro. 

Desempeñando  nosotros  mismos  el  ministerio  de  Go- 
bierno durante  los  tres  años  de  la  administración  del  se- 
ñor Castro,  fuimos  testigos,  y  podemos  por  tanto  dar 
testimonio,  de  los  importantes  ser^icios  que  el  Doctor 

(1)  MicxET,  Vida  (le  Franklin. 
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Moreno  prestó  á  la  provincia  de  Buenos  Aires  en  su 
elevado  cargo  de  fiscal  general.  En  todo  ese  largo  pe- 
ríodo de  tiempo,  auxilió  á  su  gobierno  con  sus  luces  y 
con  su  inquebrantable  rectitud  de  carácter,  como  en  la 
época  anterior  habia  auxiliado  al  gobierno  nacional  en 
el  ministerio  de  la  Guerra.  «  Moreno  (se  ha  dicho  con 
»  toda  verdad)  concurría  á  la  mayor  parte  de  los  actos 
»  trascendentales  del  gobierno,  mereciendo  que  sus  ami- 
))  gos  le  llamasen  ministro  sin  cartera,  y  muchos  de  los 
»  proyectos  entonces  elaborados,  lo  eran  con  su  con- 
»  curso,  ayudando  á  sostenerlos  en  la  Legislatura  »  (1). 

La  actividad  de  espíritu  de  Moreno  y  su  labor  inte- 
lectual fueron,  sin  duda,  muy  grandes  y  fecundas.  Tenia 
fama  de  poco  dado  al  trabajo;  pero  ella  provenia  de  un 
defecto  de  que  jamás  supo  corregirse  :  no  distribuía  me- 
tódicamente el  empleo  de  su  tiempo. 

Pero,  solo  porque  era  laborioso  en  reahdad,  podia 
atender,  á  la  vez,  á  los  muy  recargados  é  importantes 
empleos  de  subsecretario  de  Guerra  y  de  fiscal  general 
de  Gobierno,  que  desempeñó  sucesivamente,  y  los  de  ca- 
tedrático de  derecho  civil  desde  1864,  y  de  diputado  á 
la  Legislatura  de  Buenos  Aires  desde  1861,  que  sirvió 
conjuntamente  con  aquellos.  Perdía  frecuentemente  las 
horas  hábiles  del  día,  ya  en  los  Consejos  del  gobierno  á 
que  era  llamado,  ya  dándolas  á  los  que  se  las  ocupaban 
con  consultas  de  diverso  género;  pero  muy  frecuente- 
mente también,  daba  al  trabajo,  robándolas  al  descanso, 
las  altas  horas  de  la  noche. 

Elegido  diputado,  como  acabamos  de  decir,  en  1861, 

(1)  Dr.  D.  J.  Alcobendas,  Corona /"«/í.  citada,  pág.  8. 
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obtuvo  durante  diez  años  sucesivos  su  reelección;  y  solo 
abandonó  la  Cámara  de  Buenos  Aires  en  1872,  cuando 
la  misma  provincia  de  su  nacimiento  lo  eligió  diputado 
al  Congreso  nacional,  cuyo  cargo  ejerció  hasta  1876.  En 
este  mismo  tiempo,  fué  también  miembro  de  la  Conven- 
ción de  Buenos  Aires,  que  dictó  su  nueva  Constitución 
de  1873. 

A  todas  estas  tareas,  que  suponen  una  gran  prepara- 
ción intelectual  y  una  labor  constante,  debemos  agre- 
gar :  que  la  Academia  teórico-práctica  de  jurispruden- 
cia lo  eligió  censor  2°  en  1866,  y  su  vicepresidente 
en  1871 ;  habiendo  desempeñado  el  cargo  de  vicerector 
de  la  Universidad  en  1867. 

Era  tal  el  crédito  profesional  y  de  hombre  recto  y 
justo  de  que  gozaba  el  Doctor  Moreno,  que  las  autori- 
dades de  su  provincia  procuraban  traerlo  á  sus  conse- 
jos, asi  que  lo  veian  libertarse  de  igual  servicio  en  otra 
repartición  púbhca.  Así,  inmediatamente  que  terminó  su 
diputación  al  Congreso  argentino,  la  municipahdad  de 
Buenos  Aires  lo  nombró  su  asesor,  en  29  de  abril 
de  1876.  Hé  aquí  los  términos  en  que  el  presidente  de 
esa  corporación  comunicaba  al  Doctor  Moreno  su  nom- 
bramiento; y  que  copiamos,  porque  confirman  plena- 
mente el  juicio  favorable  que  todos  tenían  formado  de 
sus  méritos  :  —  «Al  serme  muy  agradable  dirigirme  á 
»  Vd.  con  objeto  de  darle  á  conocer  que  la  corpora- 
»  cion  municipal,  en  sesión  de  anoche,  le  ha  elegido 
»  su  asesor  letrado,  séame  permitido  también  signifi- 
;)  carie  la  esperanza  que  abriga,  de  que  una  negativa  no 
»  defraude  las  fundadas  esperanzas  que  ha  concebido 
»  con  ese 'nombramiento,  mejorando,  en  esaparte,  laad 
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n  mmistracion  que  está  á  su  cargo. — Enrique  Perisena. 
))  — Mariano  Obarrio,  secretario.  » 

«  La  municipalidad  que  pasaba  por  un  período  di- 
fícil, agoviada  por  el  peso  de  grandes  cuestiones,  ocur- 
rió á  Moreno Muy  poco  tiempo  había  pasado,  y 

ya  sus  pleitos,  ó  recibían  una  solución  amigable  y  satis- 
factoría,  ó  conseguían  el  triunfo  mas  completo,  consa- 
grado por  la  decisión  de  los  tribunales  »  (1). 

El  20  de  marzo  de  1878  renunció  el  Doctor  Moreno 
su  cargo  de  asesor  letrado  de  la  municipalidad  :  había 
sido  nombrado  vicegobernador  de  la  provincia  de  Bue- 
nos Aires,  y  ambos  puestos  eran  incompatibles.  Las 
esperanzas  que  la  municipahdad  fundó  al  elegirlo  su 
consejero,  no  habían  quedado  defraudadas;  y  así  se  lo 
declaró  en  la  siguiente  comunicación  que  le  dirigió  su 
presidente,  participándole  la  aceptación  de  su  renuncia  : 
—  «  Buenos  Aires,  20  de  marzo  de  1878.  — Al  señor 
D.  José  María  Moreno.  —  Llevada  á  conocimiento  de  la 
»  Municipahdad  de  la  ciudad  la  excusación  de  Vd.  para 
»  continuar  desempeñando  el  puesto  de  asesor  de  la 
»  corporación,  á  causa  de  haber  aceptado  la  vícegober- 
))  nación  de  la  Provincia,  he  recibido  encargo  especial 
))  de  la  misma  para  agradecer  los  grandes  é  importantes 
))  servicios  que  le  ha  prestado,  ya  con  su  consejo  en  los 
»  diferentes  puntos  de  consulta  que  le  han  sido  some- 
))  tidos,  ya  también  en  la  acertada  dirección  de  los  asun- 
))  tos  judiciales  que  ha  patrocinado.  Al  cumplir  tan  ala- 
»  güeño  cometido,  quiero,  á  nombre  de  aquella,  fehcitar 
))  sinceramente  á  Vd.  por  la  honrosa  distinción  de  que  ha 

(I)  Dr.  Alcobodas,  Corona  fún.  citada,  pág.  10. 
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»  sido  objeto  al  designarle  la  provincia  de  Buenos  Aires 
»  para  ocupar  el  puesto  de  vicegobernador  en  el  próximo 
»  periodo.  —  Enrique  Perisena.  —  Mariano  Oharrio,  se- 
))  cretario. » 

El  Doctor  Moreno,  que  tenia  conciencia  de  sus  varia- 
das aptitudes  para  la  dirección  y  el  manejo  de  los  nego- 
cios públicos  y  de  su  profesión,  lamentaba  no  ser  orador; 
porque  hacia  consistir  en  el  poder  de  la  elocuencia  que 
arrebata  y  conmueve,  la  mayor  fuerza  eficiente  de  las 
facultades  intelectuales  de  un  hombre.  Y,  no  una,  sino 
muchas  veces,  le  oimos  admirar  embelesado  la  persua- 
siva y  conmovedora  elocuencia  del  Doctor  Rawson  y  la 
vigorosa  y  brillante  del  Doctor  Quintana;  y  no  envidiar, 
porque  su  alma  era  incapaz  de  abrigar  tan  baja  pasión, 
pero  sentir  si  no  hallarse  dotado  con  fuerza  tan  pode- 
rosa, que  habria  aumentado  considerablemente  su  poten- 
cia intelectual. 

Uno  de  sus  discípulos  ha  dicho  de  él  que  :  «  Su  pala- 
bra no  era  elocuente;  pero  era  fácil.  La  naturaleza  le 
privó  de  dotes  oratorias,  y  no  siguió  el  ejemplo  de  De- 
móstenes.  Carecia  de  arte.  Bronca  y  áspera  su  voz,  pro- 
ducía desagradable  efecto  al  que  por  primera  vez  le  oia; 
pero,  á  medida  que  el  oído  se  acostumbraba  á  escu- 
charle, se  olvidaban  las  deficiencias  de  que  adolecía  su 
expresión.  Escribiendo  ó  hablando,  era  uno  :  sencillo  en 
la  exposición,  sólido  en  sus  argumentos,  lógico  en  sus 
conclusiones  »  (1). 

No  parficipamos  de  esta  opinión;  ni  del  juicio  desfa- 
vorable que,  en  este  sentido,  tenia  Moreno  de  sí  propio. 

(1)  Dr.  D.  Luis  T.  Pintos,  Corona  citada,  pág.  74. 
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A  nuestro  modo  de  ver  y  de  considerar  la  elocuencia,  él 
era  un  orador ;  si  bien  jamás  se  preocupó  del  arte,  ni 
aun  de  los  medios  mas  indispensables  para  ser  conside- 
rado como  tal.  Si,  como  lo  dice  Cicerón,  el  hombre  elo- 
cuente es  aquel  que,  ante  los  jueces,  y  en  todo  discurso 
público,  sabe  probar,  agradar  y  conmover  (1),  Moreno 
era,  en  realidad,  un  orador.  Mas,  si,  como  aquel  mismo 
príncipe  de  la  elocuencia  lo  dice  también  en  otra  de 
sus  obras,  «  para  ser  un  orador  perfecto,  es  necesario 
poseer  conocimientos  de  todo  género,  y  del  orden  mas 
elevado ;  porque  son  el  saber  y  las  ideas  las  que  procu- 
ran la  abundancia  y  la  elección  de  las  palabras;  y,  sin  un 
fondo  sólido  de  ciencia,  el  discurso  se  convierte  en  una 
vana  palabrería  «  (2),  solo  podríamos  decir  que  Moreno 
no  era  un  perfecto  orador.  El  habia  nutrido  su  inteligen- 
cia con  variados  v  sólidos  estudios  en  la  filosofía,  en  la 
historia  y  en  la  literatura,  pero  dando  siempre  preferen- 
cia á  las  ciencias  jurídicas  y  sociales;  y,  dividida  su  vida 
constantemente  entre  los  estudios  y  el  servicio  público, 
habia  debido  quedar  necesariamente  extraño  á  muchas 
otras  ramas  del  saber  humano  en  que  no  le  fué  dado 
penetrar. 

Otro  de  sus  mas  distinguidos  discípulos,  nos  ha  dado 
una  idea  bastante  exacta  de  su  talento  oratorio  :  «  Mo- 
reno, dice,  tenia  un  espíritu  tan  sencillo  como  su  alma; 
para  él  la  verdad  de  la  ciencia  no  surgía  nunca  de  las 
discusiones  enmarañadas  del  procedimiento  ó  de  la  ju- 
risprudencia; hombre  de  ley,  como  dicen  los  prácticos 
ingleses,  él  sabia  como  nadie  presentar  á  la  justicia  ha- 
ll) Orator,  cap.  xxvi. 
(2)  De  oratore,  libro  1,  cap.  vii. 
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blando  el  lenguaje  persuasivo  y  sin  réplica  de  la  ver- 
dad; maestro  de  derecho,  no  se  dejaba  nunca  llevar  por 
las  espinosas  y  declamadas  teorías  de  la  escuela  de  Tro- 
plong  :  era  discípulo  y  admirador  de  la  sana  fdosofía  de 
Savigny,  y  por  eso  amaba  con  la  pasión  de  un  artista, 
esa  fabla  sesuda  y  razonada  de  las  Partidas,  que  él  con- 
sideraba como  el  mas  grande  monumento  levantado  al 
buen  criterio  y  á  la  sana  razón. 

))  Los  que  lo  han  tratado  de  cerca,  conocían  todos  los 
variados  prismas  de  su  inteligencia.  Amante  y  gustador 
exquisito  del  arte  de  conversar,  él  sabia  hacerlo  admira- 
blemente con  los  propios  y  originales  recursos  de  su 
imaginación  y  de  su  buen  sentido.  ¿Cuál  de  sus  amigos 
íntimos,  podrá  olvidar  las  anécdotas  picantes  y  amenas 
de  su  vida  de  soldado:  la  figura  enhiesta  y  un  tanto  can- 
dorosa de  su  gefe;  la  expléndida  y  murmuradora  sans 
fagon  de  algunos  de  sus  capitanes  compañeros?  ¡Con 
cuánta  gracia  y  novedad,  y  con  cuánta  sincera  bondad 
también,  evocaba  aquellas  épocas;  hacia  mover  á  los 
personajes  y  presentaba  de  relieve  todos  sus  inocentes 
pero  graciosos  defectillos  humanos,  que  constituyen 
los  mas  sabrosos  recuerdos  de  las  aulas  y  del  campa- 
mento ! 

»  ¡Cuál  de  sus  amigos  no  tiene  presente  también 
aquellas  discusiones  apasionadas  de  derecho,  en  que  la 
figura  plácida  de  Moreno  se  iba  encendiendo  poco  á 
poco  hasta  calentar  esa  noble  pasión  que  brota  de  los 
debates !  Y  cuando  sorprendiendo  el  espíritu  de  trave- 
sura en  el  silogismo  del  adversario  ó  en  la  escaramuza 
preparatoria  de  una  excepción,  se  lanzaba  de  improviso 
con  aquella  fuerza  vigorosa  de  su  lógica,  á  encarrilar  la 
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cuestión  y  á  velar  armado  con  todas  sus  armas  contra 
los  golpes  astutos  de  la  chicana  »  (1). 

Sencillo  y  breve  en  la  exposición;  fuerte,  nutrido  y 
lógico  en  su  argumentación;  convencido  siempre  de  la 
justicia  de  la  causa  que  defendía,  y  usando  solamente 
de  los  recursos  que  la  mas  perfecta  buena  fe  admite,  tal 
era  Moreno  como  orador.  Su  lenguaje  era  muy  culto, 
aunque  casi  desprovisto  de  las  galas  de  la  retórica;  su 
voz  varonil  y  poderosa,  aunque  destituida  del  encanto 
que  tenia  la  de  Berryer  y  que  tiene  la  de  Rawson;  y  su 
acción  decidida  y  firme,  revelando  á  veces,  sin  el  menor 
intento,  que  faera  el  mando  militar  su  escuela.  Con  tales 
dotes  y  tales  deficiencias,  Moreno  sabia  probar,  agradar 
y  conmover;  y  era,  por  tanto,  un  orador,  aunque  sin  la 
menor  pretensión  de  serlo. 

En  los  largos  años  que  ocupó  su  banca  como  legisla- 
dor ya  de  su  Provincia,  ya  de  la  República,  muy  pocas 
veces  dejó  de  tomar  parte  en  las  discusiones  que  se  sus- 
citaron en  aquellas  asambleas;  pero,  jamás,  en  su  vida, 
escribió  ni  estudió  ninguno  de  sus  discursos  en  el  silen- 
cio de  su  gabinete,  para  pronunciarlo  luego  en  la  sesión. 
Cuando  mas,  hacia  el  estudio  de  la  cuestión  en  sus  li- 
bros ;  recogía  su  espíritu  en  la  meditación,  elaborando 
sus  ideas ;  formaba  su  juicio,  tan  completo  como  le  era 
posible,  sobre  el  asunto  ó  negocio  que  lo  motivaba,  com- 
prendiendo en  él  su  fondo  y  sus  detalles  :  y  cuando  todo 
este  trabajo  se  había  terminado,  y  sin  que  la  forma  lo 
preocupase  absolutamente,  quedaba  ya  bien  preparado 
para  sostener  la  lucha  parlamentaria  ó  forense  á  que 

(1)  Dr,  Lucio  ViCEME  López,  Co/o/ífl  citada,  pág.  49. 
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aquel  negocio  ó  asunto  pudiera  dar  lugar.  Muy  rara  vez 
le  vimos  tomar  ligeros  apuntes,  y  solo  cuando  se  prepa- 
raba para  informar  in  voce  ante  los  tribunales;  consis- 
tiendo ellos  principalmente  en  notas  que  tomaba  de  las 
opiniones  de  los  jurisconsultos  en  que  debia  apoyar  sus 
leyes  y  defensas. 

Aun  con  esta  falta  de  preparación  artística,  dirémoslo 
así,  su  discurso  era  ordenado,  lógico  y  persuasivo ;  por- 
que siempre  hablaba  con  entero  conocimiento  de  causa 
y  con  la  mayor  sinceridad.  Hombre  recto  y  honrado 
ante  todo,  jamás  defendió  un  pleito  de  cuya  justicia  no 
estuviera  convencido ;  ni  sostuvo  en  los  Parlamentos  una 
pretensión,  ni  una  teoría,  que  no  se  ajustara  á  los  princi- 
pios de  la  ley  y  del  derecho.  Así,  su  palabra  era  siempre 
fácil,  porque  estaba  clara  y  precisa  en  su  mente  la  idea 
que  debia  expresar;  y  era  también  correcta  y  convin- 
cente, porque  sabia  bien  lo  que  decia,  y  decia  siempre  la 
verdad. 

En  la  réplica  era  sumamente  vivaz,  y  á  veces  contun- 
dente; sin  que  fuera  violento,  ni  traspasara  nunca  los 
límites  de  la  mas  perfecta  cuUura.  Numerosos  inci- 
dentes, que  conocen  los  que  le  trataron  con  intimidad, 
podríamos  citar  aquí,  para  dar  una  muestra  de  su  habi- 
Udad  en  los  debates  de  la  palabra. 

En  sus  Obras  jurídicas  que  publicamos,  no  hemos  po- 
dido incluir  ninguno  de  sus  discursos,  porque  ni  hemos 
tenido  el  tiempo  necesario  para  procurárnoslos ;  ni  que- 
ríamos salir  del  número  de  tres  volúmenes  designado 
para  aquellas.  Lamentamos  sinceramente  no  haber  po-, 
dido  publicar  el  informe  in  voce  que  produjo  ante  la 
Suprema   Corte  de  justicia  de   Buenos  Aires,  en  la 
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causa  que  siguieron  algunos  accionistas  de  la  compañía 
«  Consumidores  de  gas  »  contra  su  directorio,  por  ser 
esa  una  pieza  oratoria  de  grande  extensión  é  importan- 
cia jurídica,  y  por  haber  sido  el  último  trabajo  de  este 
género  que  hizo  ante  los  tribunales.  Mas  adelante,  con- 
fiamos en  que  nos  será  posible  hacerlo  conocer  y  apre- 
ciar, como  merece  que  lo  sea;  y,  entretanto,  en  estos 
mismos  apuntes  biográficos,  daremos  como  una  muestra 
de  las  aptitudes  oratorias  de  Moreno,  parte  de  un  dis- 
curso que  pronunció  en  el  Congreso  nacional,  con  mo- 
tivo de  una  cuesüon  electoral. 


V 


«  Si  se  me  preguntase,  decia  Cicerón,  lo  que  es  un  ver- 
dadero jurisconsulto,  diria  que  lo  es  aquel  que  posee  la 
ciencia  de  las  leyes  y  de  los  usos  que  reglan  los  intereses 
privados  de  los  ciudadanos,  que  son  capaces  de  decidir 
en  tales  materias,  y  de  dirigir  las  acciones  y  la  defensa 
ante  los  tribunales  »  (1). 

¡  Cuan  difícil  debe  ser  alcanzar  á  reunir  en  una  per- 
sona, por  estudiosa  que  sea,  todos  los  conocimientos  re- 
queridos para  cumplir  con  esta  definición !  El  que  aspira 
á  obtener  el  título  de  jurisconsulto,  ha  de  conocer  per- 
fectamente el  derecho  civil,  comercial,  penal,  canónico, 
internacional  privado  y  los  procedimientos  judiciales; 
porque  todo  esto  es  necesario  para  dirigir  las  acciones  y 
la  defensa  ante  los  tribunales.  Toda  una  vida  es  corta  para 
llegar  á  ser  capaz  de  decidir  en  tales  materias. 

\ ,  sin  embargo  :  en  un  país  como  el  nuestro,  aun  debe 
saber  mas  el  que  pretenda  ser  considerado  como  juris- 

(1)  Be  oratore,  libro  I,  cap.  xlix. 
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consulto.  Ha  de  ser  igualmente  instruido  en  el  derecho 
constitucional,  en  la  economía  política,  en  la  legislación 
comparada,  en  el  derecho  romano,  en  el  internacional 
público,  y  en  la  historia  y  en  la  filosofía  del  derecho ; 
porque  no  está  llamado  solamente  á  defender  causas 
civiles  ó  criminales ;  sino  que  ha  de  ser  también  legis- 
lador, hombre  político,  magistrado,  y  cuanto  es  posible 
ser  quizás,  aUí  donde  un  ciudadano  cualquiera  puede  ser 
llevado  á  los  mas  altos  puestos  del  Estado. 

Todo  eso  se  exige ;  y  no  solo  del  que  quiera  ser  tenido 
por  jurisconsulto,  sino  del  que  es  simplemente  abogado. 
¡Cuan  distantes  estamos  entonces  de  aquellos  antiguos 
tiempos  en  que  bastaba  ser  orador,  para  entregarse  á  la 
defensa  de  las  causas,  y  en  que  se  definía  al  abogado 
como  el  nir  probas  dicendi perüiis ! 

Pues  bien  :  el  Doctor  D.  José  María  Moreno  merecía 
el  título  de  jurisconsuho,  que  todos  sus  compañeros  de 
profesión  le  acordaban  con  justicia.  Era  instruido  en  el 
derecho  y  en  la  jurisprudencia  romana;  lo  era  igual- 
mente en  el  antiguo  derecho  español,  que  ha  sido  el  de 
la  Repúbhca  Argentina  hasta  la  vigencia  de  nuestros 
modernos  Códigos;  conocía  estos,  y  principalmente  el 
civil,  como  pocos  de  nuestros  abogados  los  conocen;  y 
conocía,  así  mismo,  las  fuentes  en  que  el  codificador 
tomó  sus  múltiples  disposiciones  en  las  variadas  mate- 
rias que  comprenden.  Y  á  esta  ciencia  de  las  leyes,  reunía 
una  inteligencia  nutrida  con  general  instrucción,  talento 
despejado,  sano  y  sagaz  criterio,  y  una  rectitud  de  ca- 
rácter y  una  honestidad  de  conducta,  que  hacían  de  él 
el  hombre  mejor  dotado  y  con  las  condiciones  mas  pro- 
pias á  atraerse  el  respeto  de  sus  conciudadanos,  y  para 
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servirles  de  consejero  y  de  guía  en  las  difíciles  contin- 
gencias de  la  vida. 

«  Es  fuera  de  toda  duda,  decía  también  el  mismo  Cice- 
rón, que  la  casa  de  un  jurisconsulto  es  el  oráculo  de  toda 
la  ciudad  »  :  Est  enim  siiie  diibio  domus  jurisconsulti  totius 
oraculum  cimtatis  (1).  Y  así  podemos  decir  que  fué  la 
casa  del  Doctor  Moreno  mientras  él  vivió,  porque  á  ella 
concurrían  diariamente  numerosos  clientes,  que  busca- 
ban su  dirección  en  sus  negocios,  ó  su  consejo  para  salir 
bien  de  las  dificultades  en  que  se  encontraban.  Sus  ami- 
gos íbamos  también  á  ella,  ya  buscando  la  sencillez  y  la 
amenidad  de  su  trato,  ya  á  pedirle  su  opinión,  siempre 
ilustrada  y  sincera  para  confirmar  ó  modificar  las  nues- 
tras en  los  asuntos  mas  graves  y  difíciles.  Y  amigos  y 
clientes  encontrábamos  siempre  lo  que  buscábamos;  por- 
que el  abogado  y  el  jurisconsulto  desempeñaban  su  ele- 
vada misión  con  el  desinterés  y  la  franqueza  de  un  ver- 
dadero sabio. 

Imbuido  el  Doctor  Moreno  en  sus  extensas  lecturas 
sobre  el  derecho  romano,  creía  que  «  los  abogados  que 
»  aclaran  las  cuestiones  dudosas,  y  que  por  esfuerzos  de 
))  su  talento,  así  en  los  asuntos  públicos  como  en  los  de 
»  los  particulares,  salvan  á  veces  de  una  inminente  ruina, 
»  y  devuelven  otras  una  fortuna  perdida,  no  son  menos 
»  útiles  al  género  humano,  que  los  que  defienden  su  pa- 
»  tria  y  sus  hogares  con  las  armas  en  la  mano  »  (2;.  Y, 
considerándose  comprendido  en  esta  clase  de  abogados, 
era  también  déla  opinión  de  Ulpiano,  cuando  decía:  «Sa- 
»  cerdotes  somos,  y  nos  llamamos,  porque  cultivamos 

(1)  Deoratore,  libro  I,  cap.  xlvi. 

(2)  Ley  lo,  til.  7%  libro  II,  Código  romano. 
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»  la  justicia,  la  ciencia  del  bien  y  de  la  equidad,  sepa- 
))  rando  lo  justo  de  lo  injusto,  y  lo  licito  de  ilícito,  de- 
))  seando  hacer  á  ios  hombres  buenos,  no  solo  por  el  te- 
))  mor  de  las  penas,  sino  por  el  establecimiento  de  las 
»  recompensas ;  verdadera  filosofía,  si  no  me  engaño,  y 
))  no  aparente,  ni  tampoco  vana  »  (1). 

Y  como  miraba  su  profesión  desde  tan  elevado  punto 
de  vista,  jamás  se  propuso  llegar,  por  su  medio,  á  ad- 
quirir riqueza.  Si  hubiera  tenido  lo  necesario  apenas  para 
su  modesta  vida,  habría  aconsejado  y  defendido  gratui- 
tamente, como  lo  hacíanlos  patronos  de  la  antigua  Roma; 
y  se  habría  dedicado  por  completo  al  servicio  del  país 
como  en  la  gran  República  moderna,  lo  hizo  Benjamín 
Frankhn,  cuando  sus  virtudes,  su  economía  y  su  labor 
constante  le  hicieron  adquirir  una  fortuna.  Moreno,  que 
era  pobre,  y  que  solo  contaba  con  el  trabajo  de  su  inteli- 
gencia, no  podía  renunciar  á  una  justa  compensación : 
pero,  sus  honorarios  fueron  tan  módicos,  que  habiendo 
sido  su  estudio  uno  de  los  primeros  de  Buenos  Aires,  no 
ha  podido  dejar  á  su  famiha  sino  el  honor,  sin  tacha, 
de  su  esclarecido  nombre. 

Si  muy  pocos  hombres  ha  contado  el  país  tan  instrui- 
dos como  Moreno  en  la  ciencia  jurídica,  muchos  le 
aventajaban,  no  obstante,  en  la  lucha  del  foro.  El  veía 
claro,  desde  el  principio,  en  la  cuestión  que  debía  tratar: 
la  solución  que  le  daba,  era  generalmente  exacta ;  é  ir- 
resistibles los  medios  de  que  se  valía  para  demostrarla, 
porque  no  eran  otros  que  los  que  sugerían  su  propia 
ciencia  y  el  profundo  estudio  que  hacia  del  punto  some- 

(1)  Ley  1',  tít.  1°,  lib.  I,  DiGEsTO,  De  justitia  et  jure. 
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tido  á  SU  criterio  :  pero,  no  conocia  bien,  y  sobre  todo, 
desdeñaba  emplear  en  sus  defensas,  los  dudosos  recur- 
sos que  la  chicana  ofrece  y  que,  en  ocasiones,  favorecen 
el  éxito  de  un  pleito.  El  atendia  exclusivamente  á  la  ac- 
ción deducida;  y  todo  su  empeño  se  contraía  á  fundarla, 
ó  á  destruirla,  mediante  el  mas  concienzudo  estudio  de 
los  principios  y  reglas  de  derecho  que  le  eran  aplicables. 
Y,  llevaba  tan  lejos  ese  estudio,  y  empleaba  en  sus  tra- 
bajos forenses  tal  copia  de  erudición  y  de  doctrina,  que, 
generalmente,  sus  escritos  eran  un  tratado  completo  de 
la  materia  que  comprendía  el  punto  en  cuestión. 

En  el  estudio  de  alguna  causa  á  que  se  entregaba  el 
Doctor  MoREXo,  se  absorvia  todo  su  ser,  de  tal  manera 
que  sus  demás  asuntos  llegaban  alguna  vez  á  quedar  pa- 
ralizados, mientras  despachaba  totalmente  aquella.  E.ste 
defecto  era  solo  una  consecuencia  de  su  pasión  por  el  es- 
tudio del  derecho.  Allí  donde  veía  una  teoría  mal  com- 
prendida, ó  mal  aplicada,  donde  creia  comprometido  un 
principio  importante,  allí  se  detenia ;  y  sin  tomar  para 
nada  en  cuenta  el  valor  material  del  litigio,  ni  si  le 
seria  o  no,  compensado  su  trabajo,  se  entregaba  á  la 
mas  paciente  investigación,  y  no  descansaba  de  la  tarea 
hasta  no  haber  agotado  su  esfuerzo  para  procurar  ver 
triunfante  la  verdad  científica,  objeto  único  de  sus 
afanes. 

((  Su  vasta  ilustración  jurídica,  dice  uno  de  nuestros 
colegas,  inspiraba  respeto.  Los  que  tenían  que  discutir 
sus  opiniones  en  los  negocios  judiciales,  tenían  que  redo- 
blar sus  esfuerzos.  Llevaba  la  duda  al  ánimo  de  sus  mis- 
mos contrincantes.  Su  inlluencia  científica  en  la  magis- 
tratura no  reconocía  otra  igual;  habiendo  contribuido 

1.  d 
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por  esa  razón  á  formar  jurisprudencia  en  multitud  de 
casos,  en  armonía  con  sus  ideas  y  doctrinas. 

»  Cada  foro  puede  representarse,  en  una  época  dada 
por  un  nombre  :  así  en  Francia,  Berryer,  Dupin,  y  en 
el  presente,  Lachaud,  personifican  la  mayor  plenitud  fo- 
rense. 

)^  En  nuestro  patrio  foro,  el  que  acaba  de  bajar  á  la 
tumba  era  su  mas  legítima  representación  »  (1). 

(1)  D'  Luís  T.  Pintos,  Corona  cit.,  pág.  74. 
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La  política  ejerce,  en  las  Repúblicas  americanas,  la 
mayor  atracción  sobre  todos  los  jóvenes  que  se  sienten 
dotados  de  las  calidades  necesarias  para  intervenir,  con 
algún  lucimiento,  en  el  manejo  de  los  negocios  públicos 
de  su  país.  Donde  no  se  necesita  de  otro  título,  que  el 
propio  valimiento,  para  llegar  hasta  las  cumbres  del  po- 
der, se  explican  fácilmente  esa  atracción  y  esa  aspiración 
común  de  los  hombres  de  talento;  las  que  tanto  perju- 
dican, sin  embargo,  al  progreso  de  las  ciencias,  de  las 
artes  y  de  la  industria  en  general.  Porque  es  indudable 
que,  ofreciendo  la  vida  pública  los  halagos  de  la  popula- 
ridad, como  no  los  ofrecen  los  callados  y  pacientes  tra- 
bajos del  bufete,  del  laboratorio  ó  del  taller,  las  mas  al- 
tas inteligencias,  genios  tal  vez,  corriendo  en  pos  de 
aquella,  se  esterilizan  fatalmente  en  la  lucha  de  los  par- 
tidos y  de  lo3  círculos  políticos.  El  país  pierde,  así,  los 
beneficios  y  la  gloria  que  habrían  podido  procurarle  las 
obras  de  sus  hijos  mas  privilegiados,  si  sus  talentos  ó  su 
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genio  hubieran  sido  dirigidos  en  otro  sentido.  ¡  Cuántos 
hombres  eminentes  no  ha  producido  la  RepúbHca  Argen- 
tina durante  su  corta  vida  de  nación  independiente !  Y, 
sin  embargo :  estudiamos  las  ciencias  en  libros  extran- 
geros;  nuestras  artes  y  nuestra  industria  dan  sus  prime- 
ros pasos;  y  apenas  tenemos  una  escasa  literatura  que 
podamos  llamar  nuestra.  No  es  privilegio  de  ninguna 
raza  humana  la  especial  aptitud  para  el  saber;  ni  el  po- 
der de  aplicarlo  al  progreso,  en  que  tantas  naciones  nos 
aventajan:  es  solamente  que  la  política  absoi've  nuestras 
mas  poderosas  inteligencias,  y  que  estas  se  apartan  del 
camino  que  las  conducirla  á  una  gloria  sólida  y  perdu- 
rable. 

Con  esta  tendencia  general,  y  con  sus  propios  antece- 
dentes y  los  de  su  familia,  no  era  posible  que  el  Doctor 
Moreno  dejara  de  ser  un  hombre  político.  Y  lo  fué,  sin 
duda;  pero,  demostrando  en  todos  los  actos  de  su  vida 
política,  las  mismas  virtudes  y  cualidades  que  lo  adorna- 
ban como  hombre  privado;  y  dejando  á  sus  compatrio- 
tas el  ejemplo  mas  digno  de  su  imitación. 

La  vida  política  de  Moreno,  asi  como  los  principios 
que  profesó,  sin  que  jamás  claudicara  de  ellos,  pueden 
sintetizarse  así :  Fué  como  hombre  político,  lo  que  era 
como  abogado  y  como  maestro  del  derecho;  lo  que  ha- 
bía sido  como  soldado  y  como  ciudadano  :  probo,  sin- 
cero y  leal;  defensor  de  las  leyes  y  cumplidor  sumiso  de 
sus  mandatos;  servidor  desinteresado  de  su  patria  y  des- 
pojado de  toda  ambición  personal;  apasionado  por  la  li- 
bertad en  el  orden  y  en  la  ley,  y  por  que  las  garantías 
constitucionales  no  fueran  el  patrimonio  de  unos  pocos, 
sino  el  beneficio  común  de  todos  los  partidos  y  de  todos 
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los  ciudadanos,  para  que  pudieran  concurrir  al  progreso 
y  á  la  felicidad  de  la  nación.  Era  amigo  sincero  de  la  na- 
cionalidad argentina;  y  nunca  habria  contribuido  á  su  des- 
membración, cualesquiera  que  fueran  las  causas  que  para 
ello  se  alegaran:  era  partidario  del  sistema  federal  de 
gobierno  adoptado  en  la  Constitución;  y  era  también  au- 
tonomista, esto  es,  defensor  de  la  soberanía  de  las  Pro- 
vincias, en  todo  aquello  que  no  la  hablan  delegado  á  las 
autoridades  de  la  nación.  Jamás  la  cabala  política,  ni  los 
círculos  personales  lo  contaron  entre  sus  afiliados :  hom- 
bre de  ley  y  de  principios,  nunca  aconsejó,  ni  participó 
de  las  vías  de  hecho  para  mejorar  una  mala  situación 
política  que  pudiera  modificarse  por  los  medios  que  la 
Gonsütucion  y  las  mismas  leyes  ofrecen ;  y  que  son  siem- 
pre mas  eficaces  y  seguros,  y  por  tanto  preferibles,  para 
encarrilar  en  su  verdadero  sendero  el  gobierno  del  país; 
creía  que  la  revolución  solo  «  es  un  derecho  cuando  im- 
»  porta  la  defensa  propia  de  los  pueblos,  la  necesidad  de 
))  la  propia  conservación,  la  salvación  de  a  vida ;  y  que 
»  la  vida  del  pueblo,  son  sus  libertades,  sus  derechos, 
))  sus  garanfias,  sus  instituciones,  su  soberanía  »  (1); 
aborrecía,  por  fin,  el  despoüsmo  y  la  usurpación  de  po- 
deres y  de  las  hbertades  públicas;  y  prefería  verse  alejado 
de  toda  intervención  en  los  negocios  de  su  país,  antes 
que  deberla,  ó  conservarla  al  favor  de  algún  círculo  que 
le  exigiera  el  sacrificio  de  cualquiera  de  los  artículos  de 
su  fe  política  repubhcana. 

El  había  comprobado  de  una  manera  fehaciente  du- 
rante su  larga  carrera  militar,  todo  su  amor  por  la  causa 

(1)  Proceso  politico  de  los  revolucionarios  de  seliembre  (Cuestión  de  compe- 
tencia), pág.  60. 
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de  la  nacionalidad  argentina  y  por  su  definitiva  organi- 
zación según  el  orden  de  las  ideas  liberales  que  profe- 
saba ;  y  las  habia  servido,  con  riesgo  de  su  vida  y  total 
abandono  de  sus  conveniencias,  hasta  que  las  vio  defini- 
tivamente triunfantes  en  el  dia  de  Pavón.  «  Si  Buenos 
Aires  resistió  el  acuerdo  de  San  Nicolás,  decia,  fué  porque 
queria  que  la  Constitución  de  la  nación  emanara  de  la 
voluntad  libre  y  espontánea  del  pueblo  argentino,  y  no 
de  un  acuerdo  de  gobernadores  ))  (1). 

Fundaba  su  predilección  en  favor  del  sistema  federal 
de  gobierno  adoptado  por  la  Constitución  argentina,  en 
que  tal  sistema  es  el  que  mejor  conciba  la  existencia,  la 
seguridad  y  el  poder  la  nación,  con  la  libertad  de  los 
ciudadanos  y  con  los  derechos  de  los  pueblos  que  la  for- 
man para  regirse  por  sí  mismos,  y  para  fomentar  su  pro- 
pio progreso  en  la  medida  de  sus  recursos  respectivos. 
La  federación  procura  la  unidad  nacional  necesaria  para 
no  debilitar  su  poder;  y  permite,  en  lo  interno,  la  des- 
centralización de  la  autoridad,  que  sirve  de  barrera  al 
despotismo.  El  ejemplo  de  los  Estados  Unidos  que  con 
esa  forma  de  gobierno,  han  llegado  al  mayor  grado  de 
poder  como  nación,  y  de  libertad  para  los  ciudadanos, 
seducía  los  senfimientos  patrióticos  del  Doctor  Moreno; 
y  de  aquí  que  amase  y  respetase  la  Constitución,  y  que 
creyera  que,  en  su  obediencia  y  fiel  cumphmiento  repo- 
san las  mas  fundadas  seguridades  de  la  futura  felicidad 
y  grandeza  de  los  Argentinos. 

Como  una  consecuencia  de  su  preferencia  del  sistema 
federal  de  gobierno,  el  Doctor  Moreno  era  también  auto- 


(1j  Diario  de  sesio)ies  de  la   Cámara    nacional  de   tlipulado*,   I8T0,  tomo  I, 
pag.  i30. 
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nomista,  ó  sea  partidario  de  la  soberanía  de  los  Estados 
ó  provincias  que  componen  la  República  en  todo  aquello 
que,  según  la  Constitución  nacional,  no  habia  sido  dele- 
gado al  gobierno  general.  Entendíala  Constitución  como 
la  entienden  los  Norte  Americanos,  de  quienes  hemos  to- 
mado la  forma  y  el  modelo  del  gobierno  que  hemos 
adoptado.  Ellos  han  declarado  que  « los  poderes  no  de- 
legados en  la  Consthucion  á  los  Estados  Unidos,  ó  no 
inhibidos  á  los  Estados,  se  reservan  á  estos,  ó  al  pue- 
blo ))  (1);  y  nuestra  Constitución,  copiando  aquella,  es- 
tatuye que  « las  provincias  conservan  todo  el  poder  no  de- 
legado por  ellas  mismas  al  gobierno  federal,  y  el  que  ex- 
presamente se  hayan  reservado  por  pactos  especiales  al 
tiempo  de  su  incorporación  »  (2):  lo  que,  como  se  ve, 
significa  lo  mismo,  con  pequeña  variación  de  palabras. 
Esta  era,  pues,  la  doctrina  política  'de  Moreno,  que  de- 
fendió constantemente,  y  por  la  que  reguló  su  conducta 
en  los  casos  y  negocios  públicos  en  que  tuvo  que  inter- 
venir con  su  palabra  ó  con  su  voto. 

Cuando,  después  de  la  batalla  de  Pavón,  se  quiso  fe- 
deralizar  la  provincia  de  Buenos  Aires,  combatió  tal  pro- 
pósito; pensando  que  el  sistema  de  gobierno  creado  por 
la  Constitución,  quedaría  destruido,  una  vez  que  aquel 
pensamiento  hubiera  tenido  ejecución;  al  mismo  tiempo 
que  su  provincia  natal  desapareciera  como  Estado  fede- 
ral y  autónomo,  pasando  á  ser  gobernado  por  las  auto- 
ridades de  la  nación.  Pensaba  mas  :  creía  que  la  auto- 
nomía délas  demás  provincias  quedaba  seriamente  corn- 
il) Enmienda  X  á  la  Constitución  de  lo5  Estados  Ui.idos. 
(2)  Art.  104  de  la  Constitución  de  la  República  Argentina. 
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prometida,  una  vez  que  se  colocara  en  las  manos  del  go- 
bierno federal  todo  el  poder  y  todos  los  recursos  del  Es- 
tado mas  rico  y  mas  poblado  de  la  Confederación.  Y 
aceptó  la  leyde'resüknciaáehs  autoridades  nacionales,  con 
jurisdicción  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  de  fecha  8  de 
octubre  de  1862;  porque  en  las  circunstancias  del  mo- 
mento, esa  solución  daba  á  los  poderes  nacionales  los  me- 
dios necesarios  para  afianzar  su  existencia,  sin  desmem- 
brar la  Provincia,  y  solo  por  el  tiempo  limitado  que  la 
misma  ley  señalaba.  Y  cuando  ese  término  hubo  espirado, 
el  Doctor  Moreno  sostenía  la  simple  coexistencia  de  las 
autoridades  nacionales  y  provinciales  en  la  misma  ciudad 
de  Buenos  Aires,  hasta  que  se  designara  definitivamente 
el  lugar  para  establecer  la  capital  de  la  nación,  con  el 
concurso  de  la  opinión  de  todos  los  pueblos,  y  teniendo 
solo  en  vista  los  altos  intereses  que  debia  satisfacer  la  so- 
lución que  se  diera  á  esa  cuestión. 

Jamás  creyó  el  Doctor  Moreno  que  debiera  precipi- 
tarse dicha  solución,  por  lo  mismo  que  era  tan  grave  la 
cuesüon,  tan  debatida  en  otros  tiempos  en  nuestro  país, 
y  que  tanto  mal  podía  causar  el  error  que  se  sufriera  al 
dictarla.  Quería  que  la  fijación  de  la  capital  definitiva 
fuera  la  obra  del  convencimiento  de  los  pueblos,  y  que 
se  fijara  ahí  donde  mejor  contribuyera  al  afianzamiento 
de  las  instituciones  federales.  No  deseaba  que  se  estable- 
ciera en  Buenos  Aires;  porque  no  quería  que  el  gobierno 
nacional  se  viera  ocupado  con  las  atenciones  de  una  ad- 
ministración local  demasiado  comphcada,  que  le  llevase 
el  tiempo  necesario  para  los  negocios  de  carácter  gene- 
ral y  que  interesan  á  toda  la  nación;  y  deseaba  también 
evitar  la  anulación  de  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
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cuyo  poder  y  cuya  influencia  creia  necesarios  en  favor 
del  orden  constitucional  en  la  República. 

En  1875  pertenecía  el  Doctor  Moreno  á  la  Cámara  de 
diputados  del  Congreso  nacional;  y  se  trató  en  ella  un 
proyecto  de  ley  tendente  á  establecer  la  capital  definitiva 
en  el  Rosario  ú  otro  punto  de  la  provincia  de  Santa  Fe, 
ó  en  la  ciudad  de  Córdoba;  y  Moreno  se  pronunció  en- 
tonces en  favor  del  aplazamiento  de  la  cuestión :  no  por- 
que la  quisiera  en  Rueños  Aires,  ni  porque  quisiera  im- 
pedir, decia,  que  la  capital  se  estableciera  en  cualquiera 
otra  parte  del  territorio  argentino :  deseaba,  por  el  con- 
trario, que  la  cuesfion  se  discutiera  libremente,  con  la 
ayuda  de  todos  los  antecedentes  necesarios  para  resol- 
verla; pero  deseaba,  sobre  todo,  que  los  poderes  nacio- 
nales no  se  vieran  expuestos  á  los  atentados  del  caudi- 
llaje, de  los  que  se  tenia  recientes  ejemplos,  hasta  en  las 
mas  populosas  ciudades  fuera  de  Buenos  Aires.  «  Nos- 
otros aconsejamos  el  aplazamiento,  agregaba,  porque 
creemos  patrióücamente  que,  hoy  por  hoy,  está  mejor  el 
gobierno  nacional  en  Rueños  Aires  que  en  parte  alguna, 
y  porque  creemos  que,  hoy  por  hoy,  no  tendrá  él,  fuera 
de  aquí,  el  poder,  ni  la  opinión,  ni  el  presfigio,  ni  el  di- 
nero, ni  la  fuerza  necesaria  para  mantener  con  vigor  las 
instituciones  del  país  «  (1). 

Otro  de  los  principios  que  servían  de  norma  á  la  con- 
ducta del  Doctor  Moreno,  era  el  respeto  por  la  libertad 
y  la  legaKdad  del  sufragio  popular.  El  pensaba  con  ra- 
zón que,  constituyéndose  todos  los  poderes  públicos,  ya 
nacionales,  ya  provinciales,  por  medio  de  la  elección  di- 

(1 )  Diario  de  sesiones  de  la  Cámara  nacional  de  diputados,  187o,  tomo   1, 
pág. 431. 
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recta  ó  indirecta  del  pueblo  argentino,  y  concediendo 
nuestra  Constitución  la  mayor  amplitud  y  libertad  al  voto 
de  los  ciudadanos,  era  menester  rodearlo  de  todas  las 
garantías  posibles  de  verdad,  para  que  el  resultado  de 
las  urnas  correspondiese  siempre  á  la  voluntad  de  la  ma- 
yoría del  país.  Y,  convencido  de  que  era  imposible  evi- 
tar que  los  partidos  ó  círculos  cometiesen  fraude  en  los 
actos  electorales,  cualesquiera  que  fueran  los  medios  que 
la  ley  pusiera  en  juego  para  evitarlo,  quería  que  el  fraude 
jamás  viniera  de  las  autoridades;  y  que  estas,  en  ningún 
caso  coartaran  la  libertad  del  sufragio,  ni  concurrieran 
á  desvirtuar  su  legítimo  resultado. 

«  Hay  cierta  clase  de  cuestiones  (decía  en  la  sesión 
de  20  de  julio  de  1874,  de  la  Cámara  de  diputados  del 
Congreso,  en  que  se  examinaban  las  elecciones  del  1°  de 
febrero  del  mismo  año),  que  no  solo  interesan  á  los 
asuntos  ó  comprometen  los  intereses  inmediatos  de  la 
política,  sino  que  comprometen  las  ideas  morales  y  las 
doctrinas  propias  de  los  individuos;  y  esta  es  una  de 
esas  ocasiones  en  la  que  un  diputado  por  Buenos  Aires 
no  puede  guardar  silencio,  después  de  los  hechos  que 
han  tenido  lugar  el  1°  de  febrero,  después  de  la  discu- 
sión que  se  ha  debatido  en  la  prensa  y  en  la  Cámara 
misma,  y  después,  en  fin,  que  la  cuestión  se  ha  hecho  una 
cuestión  general  que  interesa  al  orden,  al  progreso,  á  la 
pohtica  de  todo  el  país. 

»  Mi  posición  en  este  debate  es  completamente  idén- 
tica á  la  del  señor  diputado  que  se  sienta  á  mi  derecha. 
Yo  no  estaba  afiliado  en  la  lucha  polífica  electoral  á  nin- 
guno de  los  partidos  que,  con  tanto  encarnecimiento,  se 
han  disputado  el  triunfo  de  la  elección  del  1"  de  febrero. 
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»  No  he  pertenecido  jamás  á  círculo  alguno  de  per- 
sonas, no  he  comprometido  de  ninguna  manera  un  pro- 
grama cualquiera  de  ideas,  y  si  ocupo  un  lugar  en  esta 
Cámara,  es  debido  sin  duda,  á  una  apreciación  general 
en  una  época  de  tranquilidad,  nada  mas  que  porque  se 
habrá  creido  que  pudiera,  en  los  asuntos  ordinarios  de 
la  vida  del  Congreso,  ser  de  alguna  utilidad  á  la  provincia 
de  mi  nacimiento 

))  Pero,  son  muy  pocos  los  que  no  han  tomado  inter- 
vención directa  en  esta  elección. 

»  Y  aunque  los  señores  de  la  Comisión  están  en  su 
derecho,  y  no  puedo  dirigirles  el  menor  reproche  sobre 
estO;,  para  intervenir  también  en  ella,  viene  á  suceder 
que  no  se  encuentra  en  la  Comisión  toda  la  imparciali- 
dad que  debiera  tener,  y  que  se  observa  en  sus  conclu- 
siones los  deseos  de  ver  triunfante  la  lista  de  sus  afec- 
ciones. 

»  Sin  embargo,  yo  creo  que  la  Cámara  debiera  pro- 
ceder en  este  momento  con  toda  la  tranquilidad  posible 
de  espíritu,  al  considerar  este  negocio  que  compromete 
de  un  modo  muy  formal  los  mas  aUos  intereses  del  país, 
en  esta  ocasión. 

»  El  país  se  ha  pronunciado  ya  sobre  su  gobierno  en 
los  tiempos  futuros,  y  ha  manifestado  esa  opinión  de- 
signando los  hombres  que  han  de  ocupar,  en  su  mayor 
parte,  un  asiento  en  esta  Cámara;  esa  opinión  de  toda 
la  República  tiene  aquí  sus  legítimos  representantes^ 
ella  forma  la  mayoría,  y  es  á  esa  mayoría  á  la  que  le 
corresponde  decidir  qué  rumbo,  qué  sendero  han  de  lle- 
var los  destinos  de  la  nación. 

»  La  situación  misma  del  país  en  el  interior  y  en  el 
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exterior,  no  es  sin  duda  alguna  muy  tranquilizadora. 
Hay  nubes  que  amenazan  oscurecer  el  horizonte,  por 
el  Norte,  por  el  Oeste,  por  el  Sud. 

»  Tenemos  en  el  interior  todas  las  pasiones  conmo- 
vidas, todos  los  ánimos  preocupados;  parece  que  hemos 
abandonado,  como  decia  un  señor  diputado,  toda  regla 
moral,  con  tal  de  obtener  el  triunfo  de  nuestros  propó- 
sitos. 

»  Es  preciso,  pues,  para  que  esa  mayoría  sea  justa, 
para  que  esa  mayoría  procure  llevar  la  nave  del  Estado 
fuera  de  los  peligros  que  la  amenazan,  y  encaminarla 
en  el  camino  de  su  progreso;  es  necesario  que  se  re- 
vista ante  todo  de  dignidad,  de  justicia,  de  imparcialidad, 
y  que  haga  comprender  á  la  nación  entera  que  son  in- 
útiles los  fraudes  porque  ellos  quedarán  siempre  en  las 
puertas  de  la  Cámara  sin  ser  atendidos;  y  que  en  el  sis- 
tema que  nos  rige,  la  falsificación  y  el  engaño  no  ten- 
drán cabida  en  el  majestuoso  santuario  de  la  ley.  Es  ne- 
cesario que  el  Congreso  diga,  para  no  desmoralizarnos, 
para  no  corrompernos,  para  hacer  una  verdad  práctica 
de  nuestras  insütuciones,  que  seamos  hombres  de  bien, 
que  seamos  justos,  y  no  recurramos  jamás  á  los  medios 
reprobados,  ni  á  la  corrupción,  ni  á  la  falsificación,  para 
obtener  el  triunfo  de  nuestras  ideas. 

))  Seria  justo  además,  dada  la  situación  interior  del 
país,  que  cada  partido  tuviera  aquí  en  el  Parlamente  su 
representación.  Y  este  es  uno  de  los  problemas  á  que 
se  consagra  con  afán  la  ciencia  pohfica,  que  busca  los 
medios  de  dar  expresión  á  todas  las  opiniones,  y  que  no 
quiere  oprimir  el  pensamiento  de  los  hombres  para  evi- 
tarles los  caminos  ruinosos,  prometiéndoles  en  nombre 
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del  bien  general  llevar  á  esas  mismas  minorías  á  ser  re- 
presentadas en  el  seno  del  Congreso. 

»  Así  pues,  en  este  caso,  y  politicamente  hablando,  el 
Congreso  debiera  ser  justo  y  severo,  desaprobando  el  dic- 
tamen de  la  Comisión,  porque  en  él  se  consagra  lo  que 
no  es  la  verdad,  como  está  en  la  conciencia  de  todo  el 
mundo. 

))  Basta  considerar  el  rumbo  que  han  llevado  los  acon- 
tecimientos políticos,  para  que  todo  el  mundo  se  per- 
suada de  que  no  es  cierto  que  triunfara  el  1°  de  febrero 
el  partido  cuya  lista  nos  aconseja  aprobar  el  dictamen 
de  la  Comisión. 

))  Los  hombres  menos  avezados  en  las  luchas  polí- 
ticas dirán :  no  puede  ser  eso ;  ese  no  es  el  resultado  es- 
tricto de  la  verdad ;  pero  aun  separando  la  paja  de  la  ci- 
zaña, apartando  el  grano  bueno  que  resulta  en  esa  elec- 
ción, todavía  cualquiera  de  las  elecciones  que  se  han 
mencionado  con  detalles  de  esos  partidos,  inchna  la  ba- 
lanza, cualquiera  de  ellas,  del  lado  contrario  del  que 
aconséjala  Comisión. 

»  Entonces,  yo  creo  que  el  Congreso  deberla  estable- 
cer esta  verdad,  que  no  pondría  en  peligro  de  ninguna 
manera  la  situación  actual  del  país,  y  que  al  contrario 
daria  las  mas  grandes  garantías  de  buen  gobierno  y  de 
futura  rectitud :  seria  una  especie  de  programa  político 
que  seria  mucho  mas  apreciado  que  las  meras  promesas 
que  se  consignan  en  los  papeles  en  las  épocas  electorales. 
Tales  son  mis  pensamientos;  y  yo  pido  disculpa  ala  Cá- 
mara por  haber  mezclado  consideraciones  generales,  que 
hasta  cierto  punto  debiera  haber  reservado  para  mí 
mismo,  y  por  no  haberme  concretado  especialmente  al 
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resultado  que  ofrece  el  examen  de  la  elección,  que  esta- 
mos verificando ;  pero,  de  todas  maneras,  una  vez  por 
todas,  era  preciso  decirlo,  porque  es  necesario  que  cada 
uno  deslinde  su  situación,  que  manifieste  los  senümien- 
los  que  lo  animan  cuando  se  trata  de  asuntos  que  tan  al- 
tamente interesan  á  la  patria  »  (1). 

.  La  palabra  de  More\o  no  fué  escuchada  entonces  :  la 
Cámara  aprobó  el  dictamen  de  su  Comisión;  y  el  partido 
vencido  por  tal  decisión,  ocurrió  al  movimiento  revolu- 
cionario de  24  de  setiembre  de  1874. 

Un  escritor  contemporáneo,  estudiando  el  gobierno 
parlamentario  de  la  Inglaterra,  y  los  resortes  por  los 
que  esa  admirable  máquina  ha  dado  á  aquella  nación  la 
completa  hbertad  política  de  que  goza,  bosqueja  así  los 
rasgos  característicos  de  sus  hombres  públicos  :  «  Guia- 
dos por  el  sentimiento  del  deber,  que  obliga  á  mirar 
siempre  por  el  bien  del  país,  los  hombres  políticos  ob- 
servan en  todas  las  circunstancias  y  situaciones  de  la 
vida  pública  una  conducta  digna,  circunspecta  y  patrió- 
tica. En  la  oposición  no  defienden  ni  piden  reformas  ó 
innovaciones  que  ocasionen  perjuicios  ó  que  no  puedan 
llevar  á  efecto  en  el  momento  en  que  sean  llamados  al 
gobierno.  Ningún  estadista  importante  ha  tratado  nunca 
de  alcanzar  popularidad  y  excitar  las  pasiones  del  pue- 
blo, abogando  por  economías  disparatadas,  por  supre- 
sión de  impuestos  necesarios,  por  el  sufragio  universal 
y  por  la  disolución  del  ejército,  no  queriendo  que  se 
le  acuse  de  mala  fe,  de  hgereza  ó  de  ignorancia,  indis- 
culpables en  hombres  púbhcos  formales.  Cuando  están 

(1)  Diario  de  sesioíies  de  la  Cámara  de  diputados  del  Congreso,  ISli,  pá- 
ginas 416  á  420. 
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en  el  gobierno,  además  de  administrar  con  esmero  los 
intereses  de  la  nación,  cuidando  de  su  hacienda  y  de  su 
crédito  y  conservando  su  influencia  en  el  mundo,  se  mues- 
tran severos  é  inflexibles  para  mantener  la  integridad 
del  tei'ritorio  y  para  conservar  la  paz  interior  y  garantir 
la  completa  seguridad  de  los  subditos  y  de  sus  propie- 
dades, sin  que  les  detenga  para  conseguirlo,  en  casos  en 
que  se  ha  turbado  el  orden  á  mano  armada,  ó  en  que 
hay  pehgro  de  que  se  altere,  el  respeto  á  derechos  é  in- 
munidades que  solo  se  observa  en  circunstancias  nor- 
males, en  que  nadie  usa  mas  que  los  medios  legales  para 
la  realización  de  sus  propósitos  »  (1). 

Moreno  se  asemejaba  á  esta  clase  de  hombres  políti- 
cos que,  ante  todas  cosas,  miran  el  bien  positivo  de  su 
país,  y  que,  para  el  triunfo  de  sus  ideas,  saben  esperar ; 
y  si  ese  tiempo  no  llega  por  el  camino  recto  y  legal,  sa- 
ben también  conformarse,  sin  que  se  les  ocurra  procu- 
rarlo, en  ninguna  ocasión,  por  medios  violentos  y  con- 
denados por  las  leyes. 

El  movimiento  revolucionario  mencionado  fué  ven- 
cido; pero  la  situación  política  del  país  en  los  años  sub- 
siguientes hasta  el  de  1877,  era  la  que  puede  suponerse 
cuando  un  partido  numeroso  é  importante  estaba  com- 
pletamente alejado  de  toda  participación,  no  solo  en  el 
gobierno,  sino  en  los  actos  electorales.  Colocado  en  una 
absoluta  abstención,  ese  partido  era  una  remora  para 
todo  progreso  y  una  causa  latente  de  intranquilidad  y 
zozobra. 

El  presidente  de  la  Repúbhca,  en  su  mensaje  de  aper- 

(1)  Conde  de  Casa  Valencia,  De  la  libertad  política  en  Inglaterra  en  la 
época  presente,  Madrid,  1877,  pág.  337. 
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tura  de  las  sesiones  del  cuerpo  legislativo,  hizo  oir  las 
palabras  conciliación  y  equidad;  y  presentó  como  un  nuevo 
plan  político  que  se  proponía  inaugurar,  para  terminar 
una  situación  semejante,  el  siguiente:  —  «  Una  política 
que  pacificase  por  el  olvido,  la  vida  pública  para  todos 
con  iguales  derechos,  los  gobiernos  abandonando  el  campo 
electoral  al  movimiento  libre  de  los  partidos,  y  la  justi- 
cia amparando  el  orden  público,  para  lo  que  necesitaba 
ser  servida  por  buenas  leyes  que  faltaban  y  que  debían 
darse  sin  demora.  » 

Este  nuevo  programa  de  gobierno  ofrecido  al  pueblo 
por  quien  podía  llevarlo  á  cumphda  ejecución,  debía 
merecer,  desde  el  primer  momento,  la  adhesión  mas 
completa  de  un  patriota  como  Moreno. 

Apartado  entonces  de  toda  intervención  en  los  nego- 
cios públicos,  y  sirviendo  solamente  el  cargo  de  asesor 
de  la  municipalidad  de  esta  ciudad,  un  suceso  casual  lo 
llevó  á  casa  del  presidente  de  la  República;  y,  en  tal 
ocasión,  le  oyó  confirmar  del  modo  mas  posíüvo  las  ideas 
y  propósitos  expresados  en  el  mensaje  referido. 

Moreno  comprendió  entonces  que  él  podía  prestar  un 
gran  servicio  en  favor  de  la  paz  pública  y  del  reintegro 
de  los  parüdos  políticos  en  su  orden  normal  y  en  el  goce 
de  los  derechos  y  garantías  que  la  Consütucíon  les  ase- 
gura; y,  acercándose  á  las  personas  mas  iníluyentes  del 
partido  que  se  había  colocado  en  ia  abstención,  abogó 
por  aquellos  inestimables  bienes  y  por  la  conveniencia 
pública  de  aceptar  la  nueva  pohtica  de  conciliación  y  de 
equidad  ofrecida  y  proclamada  por  el  gefe  del  gobierno. 

Gomo  consecuencia  délos  pasos  que  él  diera, tuvo  lu- 
gar, en  su  propia  casa,  una  conferencia  entre  el  presí- 
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dente  de  la  República  y  el  general  D.  Bartolomé  Mitre  ; 
y  este  primer  acto  ejecutado  en  favor  de  la  nueva  po- 
lítica, fué  seguido  de  un  poderoso  movimiento  de  la  opi- 
nión de  nacionales  y  extrangeros,  que  acogia  con  verda- 
dera satisfacción  la  nueva  era  que  aquella  auguraba 
para  la  patria  y  para  la  libre  acción  de  los  partidos  en  el 
terreno  de  la  ley  y  de  las  instituciones  republicanas. 

El  pueblo,  que  consideraba  al  Doctor  Moreno  como  el 
colaborador  mas  decidido  y  mejor  intencionado  de  la 
nueva  política,  esperaba  verlo  ocupar  pronto  algún  im- 
portante destino  público  en  la  nueva  situación  creada 
por  ella.  Pero,  desinteresado  siempre  y  celoso  de  un 
buen  nombre,  desde  los  primeros  pasos  que  dio  en  fa- 
vor de  la  política  de  conciliación,  Moreno  cuidó  de  ob- 
tener del  presidente  de  la  República  la  seguridad  de  que 
no  seria  designado  para  desempeñar  empleo  alguno  en 
su  administración;  promesa  que  solicitó  y  obtuvo,  para 
tener  mas  libertad  y  poder  luchar  con  mas  ardor  contra 
los  obstáculos  que  se  le  opusieran,  sin  temor  de  que  pu- 
diera tachársele  de  que  había  procurado  para  si  alguna 
posición  ó  ventaja. 

La  conciliación  proclamada  por  los  gobiernos,  fué 
aceptada  por  los  partidos  antes  en  lucha;  y  acercán- 
dose la  época  de  la  elección  de  nuevo  gobernador  de 
la  provincia  de  Buenos  Aires,  quisieron  ponerse  ellos 
de  acuerdo  para  suprimir  una  nueva  contienda  electo- 
ral y  designar  un  candidato  que,  en  las  esferas  del 
poder,  hiciese  práctica  aquella  política,  y  les  garanti- 
zase su  derecho,  proscribiendo  todo  fraude  y  toda  vio- 
lencia. 

El  primer  nombre  que  ocurría  á  todos  los  ciudada- 
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nos  de  Buenos  Aires,  como  el  de  la  persona  que  en  me- 
jores condiciones  se  encontraba  para  realizar  aquellos 
propósitos  en  el  gobierno  de  la  Provincia,  era  el  del 
Doctor  D.  José  María  Moreno.  Nadie  como  él  habia 
estado  mas  apartado  de  la  contienda  política  que  aca- 
baba de  terminar ;  nadie  habia  contribuido  mas  á  obte- 
ner la  solución  anhelada  por  todos,  y  de  que  todos  se 
felicitaban;  y  nadie  le  superaba  en  patriotismo,  en  des- 
interés y  en  preparación  para  el  buen  desempeño  de 
las  arduas  tareas  del  gobierno. 

La  candidatura  del  Doctor  Moreno  fué,  sin  embargo, 
excluida  por  los  partidos  conciHados,  que  no  la  conside- 
raron la  mas  á  propósito  para  radicar  en  el  gobierno  la 
nueva  política  que  habían  adoptado  y  que,  sin  duda 
alguna,  tenían  el  mayor  empeño  en  ver  triunfante. 

Los  candidatos  que  dichos  partidos  designaron  para 
el  gobierno  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  obtuvieron 
su  nombramiento;  pero  el  señor  D.  Félix  Frías,  elegido 
vice  gobernador,  renunció  este  cargo,  creyendo  servir 
mejor  en  su  puesto  de  diputado  al  Congreso  que  en- 
tonces desempeñaba. 

La  Convención  electoral  aceptó  la  renuncia  del  señor 
Frías;  y,  en  su  reemplazo,  nombró  al  Doctor  Moreno 
para  el  cargo  de  vice  gobernador  de  Buenos  Aires,  du- 
rante el  período  constitucional  de  1878  á  188L 

Cuando,  antes  de  la  determinación  que  adoptaron  los 
partidos  concilíados,  los  amigos  y  partidarios  de  ^Ioreno 
hacían  algunos  trabajos  en  pro  de  su  candidatura  para 
gobernador,  él  la  combatía  con  mayor  empeño  aun  que 
sus  adversarios ;  y  el  mismo  procedimiento  empleó  para 
evitar  su  elección  de  vice  gobernador.  —  ¿  Por  qué  esta 
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resistencia  suya  á  puestos  que  tantos  otros  ambicionan 
y  se  agitan  por  obtenerlos? 

Ya  hemos  dicho  que  el  Doctor  Moreno  carecia  de 
toda  ambición  personal :  no  la  tenia  de  mando,  de  popu- 
laridad, ni  de  riquezas.  Su  pasión  era  la  del  estudio;  y 
la  gloria  que  procuraba,  era  la  de  ser  considerado  por 
sus  conciudadanos  como  un  patriota  intachable.  Si  un 
movimiento  espontáneo  de  la  opinión  pública;  si  los 
partidos  conciliados  lo  hubieran  creido  necesario  en  el 
gobierno,  lo  habria  aceptado  sin  trepidar,  cualquiera 
que  fuese  el  perjuicio  personal  que  de  ello  pudiera  re- 
sultarle ;  y,  una  vez  en  el  mando,  su  autoridad  jamás 
habria  servido  para  procurar  al  uno  predominio  ó  ven- 
tajas sobre  los  otros;  sino  para  garantir  á  todos  su  dere- 
cho y  el  libre  ejercicio  de  las  instituciones  republicanas. 

Su  elección  de  vice  gobernador,  no  fué  para  él  una 
manifestación  de  la  opinión  pública  en  su  favor,  ha- 
biendo sido  decidida  por  un  solo  voto  la  mayoría  que 
obtuvo.  Siguiendo  entonces  sus  propias  ideas,  resolvió 
renunciarla;  pero  hubo  de  condescender  con  las  ins- 
tancias que  le  hicieron  los  representantes  de  esa  misma 
opinión,  que  le  demostraron  que,  si  no  obtuvo  todos 
los  votos  de  los  partidos  concihados,  fué  solamente  por 
hallarse  designado  para  otro  puesto  importante  en  el 
nuevo  gobierno.  Así  solamente,  y  porque  jamás  tuvo 
resolución  para  negarse  al  servicio  de  su  país,  el  Doctor 
Moreno  aceptó  el  cargo  de  vice  gobernador  de  Buenos 
Aires,  del  que  se  recibió  en  1°  de  mayo  de  1878  :  — 
pero,  reducidas  sus  funciones  públicas  á  la  presidencia 
del  senado  de  la  Provincia,  él  nada  pudo  infiuir  en  el 
manejo  y  dirección  de  la  pohtica. 
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Las  cuestiones  electorales,  que  tanto  apasionan  á  los 
partidos,  tienen  el  poder  de  trastornarlo  todo  en  nuestro 
país,  al  que  le  falta  mucho  que  aprender  todavía  en 
cuanto  á  la  práctica  de  las  instituciones  libres  que  se  ha 
dado  para  su  gobierno.  Los  partidos  políticos  se  dividen 
y  se  subdividen  con  motivo  de  una  elección  popular ;  y 
se  organizan  para  la  lucha  en  torno  del  candidato  de  su 
preferencia,  abandonando  á  veces  la  bandera  bajo  la 
cual  militaban  cuando  sostenían  un  programa  de  ideas, 
formulado  con  prescindencia  de  las  personas, 

La  política  de  concihacion  ofrecida  por  los  gobiernos 
y  aceptada  por  los  partidos,  no  fué  capaz  de  resistir  á 
la  nueva  lucha  que  se  produjo  con  motivo  de  la  elección 
presidencial  de  1880.  A  esa  política  de  conciliación  su- 
cedieron las  que  se  designaron  bajo  los  nombres  de  im- 
posicion  y  de  resistencia ;  y  que  nos  dieron  por  resuhado 
los  combates  sangrientos  de  Barracas,  Puente  Ahina  y 
Corrales,  en  los  dias  20  y  21  de  junio  de  dicho  año,  en 
los  suburbios  de  la  misma  ciudad  de  Buenos  Aires. 

El  Doctor  Moreno  no  dirigía  los  sucesos  ni  tomaba  la 
menor  participación  en  su  desenvolvimiento ;  y,  lamen- 
tando como  patriota,  el  giro  que  llevaban  y  previendo 
las  consecuencias  que  podían  acarrear,  solo  le  fué  dado 
intervenir,  aunque  sin  el  éxito  deseado,  en  los  esfuerzos 
que  entonces  se  hicieron  en  favor  del  mantenimiento  del 
orden  púbhco. 

La  guerra  sobrevino,  sin  embargo;  y,  después  de 
aquellos  combates,  Moreno  tomó  una  activa  participación 
en  las  negociaciones  de  la  paz.  El  gobernador  de  Buenos 
Aires  renuncio  su  puesto ;  y  entró  á  reemplazarlo  el  vice 
gobernador  el  día  1"  de  julio  del  mismo  año  de  1880. 
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El  Doctor  Moreno  subió  al  gobierno  en  los  momentos 
mas  difíciles  por  los  que  haya  pasado  Buenos  Aires, 
cuando  las  pasiones  se  hallaban  mas  enconadas  y  cuando 
se  creia  casi  imposible  poder  traer  los  ánimos  á  la  sere- 
nidad que  las  circunstancias  reclamaban.  El  pensó,  sin 
embargo,  que,  decidido  como  estaba  á  emplear  todos 
los  medios  á  su  alcance  para  realizar  la  completa  pacifi- 
cación de  la  provincia  de  su  mando,  y  para  restablecer 
en  ella  el  orden  constitucional  perturbado,  Buenos  Aires 
deberla  á  su  esfuerzo  patriótico  la  salvación  de  su  inte- 
gridad, y  que  podria  trasmiür  el  poder  al  sucesor  que  el 
pueblo  le  nombrara,  entregándole  al  mismo  tiempo  la 
Provincia  en  el  pleno  goce  de  sus  instituciones  como  Es- 
tado federal  de  la  República. 

Moreno  emprendió  así  una  tarea  que  habría  arredrado 
á  otro  cualquiera;  y  que  debía  aniquilar  completamente 
su  quebrantada  salud  :  pero,  pensando  en  todo  el  bien 
que  podria  realizar,  halló  dentro  de  sí  mismo  fuerzas 
bastantes  para  acometerla  con  el  mismo  entusiasmo  y 
buena  fe  que  siempre  le  animaron  en  el  servicio  pú- 
bhco.  No  calculaba  que  su  sacrificio  sería  estéril,  y  él 
impotente  para  detener  ó  encarrilar  los  acontecimientos. 
Un  hombre  dotado  de  las  cualidades  de  Moreno,  no 
podía  quedar  en  el  poder,  una  vez  que  se  convenciera  de 
que  su  permanencia  en  él  no  produciría  el  bien  púbhco 
que  le  había  inducido  á  aceptarlo.  Cuando  adquirió  ese 
convencimiento,  se  apresuró  á  abandonar  su  puesto ;  ve- 
rificándolo el  1°  de  sefiembre  del  mismo  año  de  1880, 
con  un  manifiesto  que  dirigió  al  pueblo  de  Buenos  Aires, 
en  el  que  explicaba  las  causas  de  su  determinación. 
Aun  cuando  algunos  juzguen  equivocadas  sus  opinio- 
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nes,  no  es  posible  dudar  de  su  sinceridad ;  ni  desconocer 
el  noble  ejemplo  que  nos  ha  legado  con  su  conducta, 
prefiriendo  el  silencio  y  el  retiro  de  su  hogar  á  los  hala- 
gos de  una  elevada  posición  que  solo  habria  podido 
mantener  con  el  sacrificio  de  sus  principios  y  de  sus 
convicciones. 


VII 


Sin  embargo  :  «  Moreno  era  ante  todo  una  personali- 
dad universitaria  :  tal  vez  la  mas  cu  minante  de  nuestro 
tiempo.  —  Su  desaparición  se  llora  como  lloraron  nues- 
tros padres  la  del  dulce  y  sabio  Avelino  Diaz,  puesto  en 
la  tumba  por  las  manos  piadosas  de  Arenales,  de  Seni- 
llosa,  de  López  y  Mossotti :  se  lora  como  se  lloró  la  de 
este  hijo  de  Newton,  maestro  de  una  generación  entera, 
se  llora  en  fin  por  la  juventud  con  el  mismo  dolor  que 
que  ayer  llorábamos  todos  á  Juan  María  Gutiérrez,  su 
compañero,  cultor  de  nuestra  lengua,  amante  de  lo  bello 
y  de  lo  bueno  y  amigo  de  los  jóvenes  como  Moreno. 

»  Muda  está  la  cátedra  del  viejo  claustro  universita- 
rio, en  que  tantas  veces  lo  hemos  visto  rodeado  de  sus 
discípulos;  yertos  aquella  cabeza  y  aquel  rostro  de  líneas 
gruesas,  que  imponía  tanto  á  los  estudiantes  noveles  y 
cuya  expresión  simpática  no  olvidarán  nunca  sus  discí- 
pulos y  sus  amigos 

))    Vinculado    estrechamente   á  la  Universidad    de 
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Buenos  Aires,  padre  intelectual  de  muchas  generacio- 
nes, él  ha  despedido  con  la  última  fehcitacion  á  sus 
alumnos,  los  ha  visto  entrar  á  la  vida,  formarse  una 
posición  con  su  enseñanza,  ocupar  los  mas  altos  y  ele- 
vados puestos  de  la  política  y  de  la  magistratura;  no 
hay  provincia  argentina  que  no  le  deba  la  educación  de 
alguno  de  sus  hijos  :  sus  discípulos  se  llaman  Pedro 
'Goyena,  Gallo,  Pellegrini,  Quirno  Costa,  y  sus  compañe- 
ros en  Buenos  Aires;  Escalante  y  Cullen  en  Santa-Fe; 
Vega  y  Teran  en  Tucuman;  los  Tedin  y  los  Güemes  en 
Salta;  los  Puente  y  Calderón  en  Entre-Rios;  los  hijos 
mas  distinguidos  de  las  provincias  de  Cuyo  han  recibido 
sus  lecciones ;  y  hasta  la  docta  Córdoba,  le  ha  confiado  la 
educación  de  su  nueva  generación  que  ha  brillado  con 
la  de  las  otras  provincias,  en  los  debates  parlamentarios, 
en  el  foro  y  en  la  cátedra. 

»  El  los  ha  recibido  á  todos  niños  casi,  y  los  ha 
despedido  hombres  formales,  en  los  umbrales  memo- 
rables de  esa  casa  en  que  sus  ilustres  tios,  los  Moreno, 
recibieron  en  el  otro  siglo  las  lecciones  de  filosofía  que 
el  Doctor  D.  Mariano  Medrano  dictaba  bajo  las  bóvedas 
coloniales  del  colegio  de  San  Carlos.  Los  ha  saludado  y 
los  ha  visto  partir  á  todos,  año  por  año,  del  seno  de  la 
madre  común  para  emprender  el  camino  ignoto  de  la 
vida,  y  con  el  sentimiento  acendrado  del  deber  cum- 
plido, ha  vuelto  á  la  tarea  á  escudriñar  entre  el  grupo 
novel  del  primer  año,  las  cabezas  destinadas  á  revelarse 
en  el  curso  nuevo  para  reemplazar  á  los  ausentes. 
¡Grande  y  modesta  tarea  á  la  vez!  Por  eso  es  que  he- 
mos dicho  que  Moreno  ha  sido  tal  vez  la  personalidad 
universitaria  mas  culminante  de  nuestros  dias. 
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»  Tenia,  repetimos,  esas  grandes  y  modestas  pasiones 
de  la  enseñanza;  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  so- 
ciales le  debe  exclusivamente  su  autonomía  universita- 
ria. El  la  dotó  del  bello  edificio  moderno  que  posee  :  él 
puso  allí  el  primer  ladrillo ;  vio  montar  sus  muros  poco 
á  poco  ;  dirigió  sus  planos  y  buscó  el  apoyo  de  los  extra- 
ños para  sentir  el  justo  estímulo  del  aplauso.  ¡Cuántas 
veces  lo  hemos  visto  frente  á  frente  del  nuevo  edificio 
cuando  este  se  levantaba,  llevando  á  sus  amigos,  mons- 
trándoles  los  progresos  de  la  obra  con  la  alegría  de  un 
niño !  Los  curiosos  paseantes  lo  habrían  tomado  por  un 
magnate  construyendo  su  morada  y  azuzando  y  contro- 
lando á  los  obreros;  ¡tal  era  su  entusiasmo ! 

»  Era  un  obrero  patriota,  un  maestro  entusiasta  que 
con  la  suma  que  no  habría  bastado  para  levantar  el  mas 
modesto  de  los  edificios,  construía  la  casa  de  la  ciencia 
y  daba  un  alto  ejemplo  de  administración. 

»  Los  discípulos  de  Moreno,  los  de  antes  y  los  de 
ahora,  debíamos  levantar  su  estatua  en  el  centro  de  ese 
patio,  para  que  el  fundador  de  esa  mansión  tranquila  y 
bienhechora,  impusiese  con  su  figura  en  mármol  ó  en 
bronce,  un  aho  ejemplo  á  las  futuras  generaciones  uni- 
versitarias »  (1). 

((  Pasarán  muchos  años,  ha  dicho  otro  de  sus  discí- 
pulos; el  tiempo  destruirá  muchas  impresiones;  pero  la 
palabra,  el  gesto  y  la  actitud  del  Doctor  Moreno,  no  se 
borrarán  de  la  memoria  de  los  que  lo  oyeron. 

»  Era  un  maestro  y  un  orador.  —  Había  en  su  pala- 
bra, el  soplo  vigoroso  de  la  elocuencia  y  la  frase  pene- 

(1)  L.  V.  López,  Corona  ciluda,  pág.  49  á  52. 
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trante  de  la  idea ;  el  hombre  se  trasfiguraba,  igualándose 
en  grandeza  á  la  grandeza  de  la  ciencia ;  la  atención  le 
seguia  atendiendo  y  admirando. 

))  No  se  borrarán,  no,  sus  últimas  lecciones,  en  que 
estudiando  los  errores  de  nuestra  legislación  y  como 
presintiendo  su  fin,  rechazaba  la  crítica  acerba  para  la 
obra  del  Doctor  Velez  Sarsfield,  y  pedia  que,  en  vez  de 
levantar  esos  errores  con  la  ironía  de  la  indiferencia,  se 
les  recogiera  con  la  mano  piadosa  del  agradecimiento ! 

»  Era,  pues,  un  pensador,  un  patriota  y  un  juriscon- 
sulto. Capaz  de  la  conducta  de  Labeon  el  romano,  en  po- 
lítica; y  capaz  de  las  lecciones  de  Savigny,  en  la  cá- 
tedra. 

»  Bravo  hasta  el  sacrificio  en  la  defensa  de  sus  ideas, 
como  Rossi;  y  sin  una  mancha  en  su  vida  de  hombre, 
como  un  héroe  de  la  virtud  antigua  »   (1). 

«  El  Doctor  D.  José  María  Moreno,  se  hallaba  pre- 
parado para  enseñar  el  derecho  civil,  pues  á  su  estudio 
había  consagrado  su  vida  entera;  y  algo  mas  que  su 
vida,  porque  había  aphcado  como  elementos  poderosos 
una  intehgencia  clara,  una  voluntad  enérgica,  una  per- 
severancia infaügable,  y  un  espíritu  de  curiosidad  y  un 
anhelo  de  saber  extremos,  que  lo  llevaban  á  discurrir 
en  los  campos  extensos  del  derecho  y  de  las  ciencias 
auxiliares  á  su  estudio,  siempre  con  novedad,  con  vi- 
gor, con  indiscutible  preparación. 

»  El  no  se  detenia  ante  las  dificultades  que  surgen  á 
cada  paso  en  el  estudio  de  la  jurisprudencia,  ni  tampoco 
se  saüsfacia  con  las  soluciones  que  encontraba  en  los 

(1)  Juan  Balestha,  Corona  citada,  pág.  33. 
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libros  :  no,  espíritu  analítico,  las  sometía  al  crisol  de  su 
propio  saber,  las  examinaba  con  afán,  descubría  sus  de- 
fectos, sus  consecuencias,  sus  conexiones,  y  después  de 
haber  acumulado  elementos  de  convicción  que  lo  tran- 
quilizasen, exponía  su  doctrina,  que  corriendo  entre  sus 
colegas  y  entrando  en  el  recinto  augusto  de  los  tribu- 
nales, inspiraba  en  los  unos  profundo  respeto  y  desva- 
necía en  los  otros  toda  vacilación,  trasformándose  la  opi- 
nión particular  en  precepto  obligatorio  en  el  foro 

»  Jamás  cuestión  alguna  que  fuera  interesante  en  sus 
aspectos  jurídicos  y  en  que  viera  comprometida  la  jus- 
ticia, á  cuyo  estudio  se  habia  consagrado  y  en  cuya  prác- 
tica sobresalía,  era  por  él  discutida  sin  ascender  á  los 
tiempos  de  Papiniano,  de  Ulpiano  y  de  toda  aquella  fa- 
lange de  jurisconsultos  que  inmortalizaron  una  edad,  que 
con  razón  se  llama  Edad  de  Oro  de  la  jurisprudencia 
romana.  —  A  ellos  ocurría  para  ilustrar  y  muchas  ve- 
ces confirmar  su  ya  ilustrado  juicio;  y  entonces,  con 
aquella  nitidez  de  extilo  que  le  caracterizaba  y  aquella 
argumentación  poderosa  que  todos  conocemos,  escribía 
páginas  de  doctrina  jurídica  que  podían  citarse  como 
modelos  »  (1). 

))  No  prodigaba  sus  discursos  en  el  aula;  pero  cuando 
se  decia  que  iba  á  hablar,  el  auditorio  se  hacia  nume- 
roso. —  ¿Por  qué?  —  Porque  de  antemano  se  abri- 
gaba la  persuasión  de  que  su  exposición  seria  el  mejor 
comentario  de  la  materia. 

))  Ninguna  critica  tan  razonada  y  profunda  como 
la  que  hacia  del   Código  civil.    Conocía  sus  doctrinas 

(1)  Nicolás  Casarino,  Corona  citada,  pág.  33. 
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fundamentales  y  tenia  elevado  criterio  para  juzgarlas. 

))  Como  profesor,  supo  hacer  estimar  nuestro  Código, 
que  la  crítica  ligera  ó  apasionada  habia  desconceptuado. 
El  estudio  de  la  legislación  comparada,  que  le  era  fami- 
liar, le  reveló  que  lejos  de  ser  inferior  á  otros  Códigos, 
era  bajo  diversos  aspectos  superior,  y  fuera  de  duda,  el 
primero  de  los  contemporáneos. 

))  Después  de  haber  asistido  á  las  lecciones  del  Doctor 
Moreno,  el  estudiante  no  encontraba  errores  en  el  Có- 
digo, pues  todos  ellos  se  depuraban  en  el  aula,  tomando 
nota  de  sus  oportunas  observaciones. 

))  En  vano  el  espíritu  travieso  del  estudiante  le  ofrecía 
dificultades,  á  título  de  consulta.  Jamás  se  le  vio  vacilar. 
Apenas  planteada  la  cuestión,  tomaba  la  palabra  para 
resolverla,  haciéndolo  siempre  con  amplia  erudición.  La 
dificultad  desaparecía. 

))  Fué  el  Doctor  Moreno,  en  la  Universidad  de  Buenos 
Aires,  el  primer  comentador  del  Código  civil,  y  creemos 
que  será  por  mucho  fiempo,  su  mas  sabio  expositor  «  (1). 

Hé  ahí  el  retrato  del  maestro  trazado  por  las  manos 
agradecidas,  pero  también  independientes  y  justicieras 
de  sus  mismos  discípulos,  que  fueron  y  son  todavía  sus 
mas  imparciales  jueces;  porque  lo  vieron  y  lo  oyeron  en 
el  desempeño  de  su  labor,  y  üenen  la  aptitud  necesaria 
para  emifir  un  fallo  irrecusable.  Y  hemos  querido  valer- 
nos  de  sus  propias  expresiones,  al  diseñar  los  rasgos  de 
la  fisonomía  moral  y  de  la  competencia  científica  del 
hombre  que  nos  ocupa,  porque  hemos  querido  también 
escapar  á  la  tacha  que  pudiera  hacerse  al  juicio  propio 

(1)  Dr.  Luis  T.  Pintos,  en  la  Ilustración  Argentina  de  10  de  abril   do  1882, 
trascripto  en  la  Corona  citada,  pág.  73. 
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que  formuláramos,  y  que  pudiera  creerse  parcial  y  apa- 
sionado á  mérito  de  la  fraternal  amistad  que  nos  unió 
con  él  hasta  su  muerte.  Por  la  misma  razón,  siempre 
que  presentamos  al  Doctor  Moreno  en  estos  apuntes, 
bajo  los  diferentes  aspectos  que  demuestran  sus  talentos 
y  sus  servicios  durante  su  activa  y  laboriosa  existencia, 
traemos  en  apoyo  de  nuestras  afirmaciones,  las  opinio- 
nes que  citamos,  para  que  nuestro  bosquejo  corres- 
ponda, en  cuanto  es  compatible  con  nuestra  insuficien- 
cia, á  la  semejanza  que  debe  tener  con  el  modelo. 

Puede  decirse,  con  toda  verdad,  que  la  pasión  domi- 
nante del  Doctor  Moreno  era  la  del  estudio,  v  sobre 
todo,  la  de  la  enseñanza  del  derecho  civil.  Cuando  su 
corazón  de  patriota  se  sentia  afligido  por  las  desgracias 
de  la  patria;  cuando  su  espiritu  animoso  desfallecía 
alguna  vez  en  presencia  de  una  situación  polifica  que  no 
concebía  en  la  recfitud  de  sus  sentimientos,  deseaba  y 
se  proponía  abandonar  todo  puesto,  y  hasta  renunciar  á 
toda  aspiración  á  figurar  mas  en  el  servicio  de  su  país. 
Pero,  recordando  al  instante  á  sus  discípulos  y  á  su  cá- 
tedra, soba  decirnos  :  «  Solo  esto  abandonaría  con 
pena  » ;  y  mas  frecuentemente  :  «  Jamás  dejaré  la  cáte- 
dra, porque  sé  que  en  ella  sirvo  á  mi  patria  :  seria 
menester,  para  dejarla,  que  me  la  quitasen,  y  lo  sentiría 
en  extremo.  » 

Tal  vocación  por  el  estudio  y  la  enseñanza  del  dere- 
cho respondía  á  una  noble  aspiración  del  espíritu  del 
Doctor  MoREXo.  Conocía  sus  propias  fuerzas  y  sus  excep- 
cionales aptitudes  para  esa  tarea;  y  sabia  y  alcanzaba 
todo  el  bien  que  hacia  á  nuestro  país,  educando  las  ge- 
neraciones destinadas  á  dirigirlo  y  gobernarlo,  en  las 
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sanas  doctrinas  de  la  justicia  y  del  derecho ;  y  confiaba 
en  los  grandes  destinos  de  la  patria,  cuando  ellos  estu- 
vieran en  las  manos  de  los  hombres  formados  con  su 
palabra  y  con  su  ejemplo.  Anticipándose  al  tiempo,  veia 
aquella  su  noble  aspiración  convertida  en  una  fehz 
reahdad,  y  juzgaba  que  su  labor  era  trascendental  y 
fecunda;  así  como  pensaba,  del  punto  de  vista  de  su 
interés  personal,  que  con  su  consagración  á  tan  noble 
tarea,  aseguraba  para  su  nombre  la  honra  mas  pura  y 
aun  una  gloria  bien  apetecida. 

El  estudio  teórico  de  los  ramos  que  constituyen  la 
ciencia  del  abogado,  no  comenzó  á  hacerse  púbhcamente 
en  Buenos  Aires  hasta  la  época  de  la  erección  de  la 
Universidad,  la  que  tuvo  lugar  el  12  de  agosto  de 
1821  (1).  Uno  de  sus  departamentos  se  titulaba  de  Ju- 
risprudencia; y  se  componía  de  dos  cátedras,  una  de 
derecho  natural  y  otra  de  derecho  civil. 

Antes  de  existir  la  Universidad,  dice  el  Doctor  Gu- 
tiérrez, se  formaban  abogados  para  el  foro  de  Buenos 
Aires,  con  sujeción  al  régimen  establecido  en  la  Acade- 
mia de  jurisprudencia  creada  en  17  de  febrero  de  1814; 
pero,  para  ingresar  á  ella,  era  indispensable  que  el  prac- 
¿icante  presentase  el  diploma  de  su  grado  de  doctor 
licenciado,,  ó  bachiller  en  el  derecho  civil;  diplomas 
que,  en  aquella  época,  no  podian  obtenerse  en  esta 
ciudad. 

Los  hijos  de  Buenos  Aires  que  aspiraban  al  capirote 
y  á  las  borlas,  se  veian  obligados  á  trasladarse  á  Char- 


(1)  En  las  Noticias  históricas  sobre  la  enseimnza  púlilica  superior,  en  Bue- 
nos Aires,  por  Juan  María  TiLTIERrez,  pág.  437,  se  halla  el  acta  de  la  erección 
(le  la  Universidad,  en  12  de  agosto  de  1821. 
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cas  ó  á  Santiago  de  Chile,  según  las  inclinaciones  ó  los 
recursos  de  los  candidatos.  El  estudio  del  derecho  y  los 
grados  de  esta  Facultad  no  imponían  en  Chile  tantos 
sacrificios  como  en  cualquier  otra  parte;  y  alh  acudían 
los  menos  favorecidos  por  la  fortuna,  aunque  el  lustre 
de  las  escuelas  de  Charcas  se  reflejase  sobre  los  aboga- 
dos que  se  formaban  en  ella  (1). 

En  el  año  1822  fué,  pues,  que  se  enseñó  pública- 
mente en  Buenos  Aires  el  derecho  civil ;  sin  que,  desde 
entonces,  se  haya  interrumpido  dicha  enseñanza  en  la 
Universidad  y  en  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  so- 
ciales que  tiene  hoy  á  su  cargo  la  dirección  de  estos 
estudios. 

Los  catedráticos  de  derecho  civil  en  los  sesenta  años 
que  van  corridos  desde  aquella  fecha,  han  sido  : 

El  Doctor  D.  Pedro  Somellera,  desde  1822  hasta  el 
23  de  agosto  de  1.830. 

El  Doctor  D.  Celedonio  Roig  de  la  Torre  [suplente), 
en  1830. 

El  Doctor  D.  Lorenzo  Torres,  en  1831. 

El  Doctor  D.  Rafael  Casagemas,  desde  fines  de  1831 
hasta  6  de  agosto  de  1857  (2). 

El  Doctor  D.  Marcellno  Ugarte,  1857  á  1859. 

(Ij  Dr.  J.  M.  Gutiérrez,  obra  citada,  pág.  324. 

(2)  Soa  especialísiaios  los  méritos  contraidos  por  el  señor  Casagemas  en  la  en- 
señanza del  derecho  en  nuestra  Universidad,  durante  mas  de  veinticinco  años,  sin 
interrupción  alguna.  A  su  desprendimiento  y  amor  á  dicha  enseñanza,  como 
igualmente  á  los  de  otros  dignos  profesores  de  aquel  tiempo,  se  debió  que 
la  Universidad  no  se  cerrara,  no  obstante  lo  dispuesto  en  la  orden  de  27  de 
abril  de  1838,  que  dejamos  mencionada  en  el  capítulo  ii  de  estos  apuntes. 
El  señor  doctor  Casagemas  es  el  único  que  sobrevive  de  aquellos  beneméritos 
de  las  ciencias ;  y  ha  podido  gozar  de  la  satisfacción  do  ver  apreciados  sus 
servicios  por  la  Legislatura  de  Buenos  Aires  que  le  acordó  su  jubilación,  y  por 
la  Faculdad  do  derecho  y  ciencias  sociales  que  le  nombró  su  decano  hono- 
rario. 
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El  Doctor  D.  Manuel  Quintana,  1859  y  1860. 

El  Doctor  D.  Pablo  Cárdenas,  1860  á  1864  (1). 

El  Doctor  D.  José  María  Moreno,  1864  hasta  julio 
de  1880  en  que,  como  vice  gobernador  de  Buenos  Aires, 
tuvo  que  hacerse  cargo  de  las  funciones  del  poder  eje- 
cutivo, por  renuncia  que  de  ella  hizo  el  gobernador 
Doctor  Tejedor. 

Desde  que  el  Doctor  Moreno  abandonó  su  cátedra 
para  no  volverla  á  ocupar  mas  á  causa  de  su  enferme- 
dad, de  que  ya  no  tuvo  mejoría,  lo  reemplazó  como 
suplente  el  Doctor  D.  David  de  Tezanos  Pinto,  catedrá- 
tico titular  de  derecho  canónico,  quien  continúa  en  ella 
hasta  que  se  nombre  nuevo  catedrático  de  derecho 
civil  (2). 

Como  se  ve  por  los  nombres  que  acabamos  de  consig- 
nar, la  enseñanza  del  derecho  civil  estuvo  á  cargo  de 
los  mas  distinguidos  abogados  de  nuestro  foro;  pero, 
ninguno  de  ellos,  con  excepción  de  su  fundador,  el 
Doctor  Somellera,  nos  ha  dejado  escritas  sus  lecciones. 

En  1824  publicó  el  Doctor  Somellera  sus  Principios 
de  derecho  civil  dictados  en  la  Universidad  de  Buenos  Ai- 
res;  cuyo  tomo  primero  forma  un  volumen  en  4^  con 
249  páginas  (3) ;  y  trata :  De  las  personas,  del  matrimonio, 
patria  potestad,  tutela  y  curaduría  ;  De  las  cosas,  de  la 


(1)  Dr.  Gutiérrez,  obra  citada  pág.  62".  —  No  figura  cq  el  libro  del  doctor 
Gutiérrez  el  nombre  del  Dr.  Moreno  como  catedrático  de  derecho  civil,  sin 
duda  porque,  como  antes  lo  hemos  dicho,  su  nombramiento,  a  petición  del 
mismo  MoREVo,  no  fué  publicado,  ni  tal  vez  comunicado  oQcialmente. 

(2)  Acaba  de  ser  nombrado  catedrático  de  dercciio  civil,  para  reemplazar  al 
doctor  MoRE.NO,  el  doctor  D.  Juan  Segundo  Fernandez  ;  pero,  según  se  nos 
ha  informado,  solo  empezará  sus  lecciones  á  la  apertura  del  curso  de  1883, 
siguiendo  en  el  ínterin  el  doctor  Tezanos  Pinto  al  frente  de  dicha   cátedra. 

(3)  El  doctor  Gutiérrez,  en  su  obra  citada,  pág.  386,  dice  que  este  lomo  !• 
del  curso  del  doctor  Somellera,  fué  el  único  publicado. 
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propiedad  y  modos  de  adquirirla,  de  las  sucesiones  legítima 
y  testamentaria  ;  y  por  fin,  De  los  contratos  de  todo  género 
y  de  las  causas  que  los  invalidan. 

Tan  vasta  materia  solo  ha  podido  ser  tratada,  en  nú- 
mero tan  reducido  de  páginas,  en  sus  principios  mas 
elementales,  y  con  casi  absoluta  prescindencia  de  la 
exposición  y  explicación  de  la  legislación  positiva  vi- 
gente entonces,  de  que  no  se  ocupa  el  autor.  Sin  duda 
que  esta  deficiencia  seria  suplida  por  el  catedrático  con 
su  exposición  oral  en  el  aula;  y  así  lo  creemos,  porque 
tenemos  noücia  de  que  el  Doctor  Somellera  fué  uno  de 
los  abogados  mas  competentes  de  su  época,  y  el  maestro 
de  muchos  de  los  que  se  disfinguieron  después  en  ambas 
orillas  del  Plata. 

El  Doctor  Somellera  siguió  en  su  libro  la  doctrina 
utilitaria  de  Bentham,  que  este  autor  popularizaba  en 
aquel  tiempo  por  todas  partes.  «  El  objeto  de  este  tra- 
bajo, decia,  será  presentar  los  verdaderos  principios  de 
utilidad  y  conveniencia,  que  sirvan  para  la  formación  de 
nuestras  leyes,  para  su  intehgencia  y  apKcacion.  Ellos 
servirán  también  por  ahora  para  entender  y  aplicar  las 
que  supletoriamente,  tenemos  adoptadas  »  (1). 

«  No  tenemos  necesidad,  dice  en  otra  parte,  de  ocur- 
rir á  otro  principio  de  obligaciones,  á  esa  ley  anterior  al 
hombre,  á  esa  ley  divina,  á  esos  esfimulos  de  concien- 
cias ;  porque  todos  esos  términos,  de  que  usan  algunos, 
si  se  sujetan  á  exphcaciones  mas  ó  menos  largas,  se 
verán  reducidos  á  no  significar  otra  cosa  que  el  prin- 
cipio de  nulidad,  bienes  y  males  w  (2), 

(1)  Dr.  Somellera,  Principios  de  derecho  civil,  discurso  preliminar,  pág.  iv. 

(2)  Ibidem,  parte  2%  cap.  vui,  pág.  177. 

í-  f 
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La  teoría  legislativa  de  Bentham,  fundada  en  el  egoís- 
mo, puede  encerrarse,  según  Belime,  en  esta  máxima 
proclamada  por  aquel  mismo  autor : 

«  El  gran  fin  de  las  leyes,  el  único  evidente  é  incon- 
testablemente necesario,  es  el  de  impedir  que  los  hom- 
bres, al  procurar  su  propia  felicidad,  destruyan  mayor 
porción  de  la  felicidad  de  otro»  (1). 

Todo  otro  principio,  cualquiera  otra  filosofía,  no  son 
mas  para  Bentham  que  ilusión  y  mentira.  No  se  le  hable 
de  conciencia,  de  razón  natural,  de  sentimiento  ínfimo, 
ni  de  todas  las  otras  grandes  voces  vagas  que  caracte- 
rizan la  moral  prácfica  y  sentimental :  no  respondería 
mas  que  con  la  ironía,  ó  con  desdén  soberbio,  porque 
Bentham  fiene  fe  en  el  egoísmo,  como  la  tenia  Mahoma 
en  su  rehgion  »  (2). 

El  sistema  utilitario  de  Bentham  ha  sido  refutado  por 
filósofos  y  legistas  (3) ;  y  su  adopción  en  los  Principios 
del  derecho  civil  del  Doctor  Somellera,  mereció  esta  se- 
vera crífica  de  uno  de  nuestros  moralistas  mas  distin- 
guidos : 

«  Desde  1821  se  enseñaron  en  la  Universidad  de  Bue- 
nos Aires  la  filosofía  sensuahsta  de  Condillac  y  de  Tracy  y 
los  principios  de  legislación  del  utifitarío  Bentham.  Fácil 
es  calcular  qué  dirección  darían  á  las  inteligencias  jó- 
venes doctrinas  que  entrañan  en  sí  el  materialismo  y  el 
ateísmo,  y  desconocen  la  noción  imperafiva  del  deber,  y 
la  influencia  que  por  ese  medio  ejercerían  sobre  la  socie- 

(1)  Traite  de  legislation,  tomo  HI,  pág.  95,  citado   por  Relime,  Philosophie 
du  droit,  tomo  I,  pág.  80,  3»  edición. 

(2)  Relime,  obra  citada,  pág.  80. 

(3)  Ibidcm,  pág.  83  y  siguientes  ;  y  Elias,  Filosofía  del  derecho,  pág.  143 
y  siguientes. 
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dad  culta  de  Buenos  Aires  y  de  las  provincias,  de  donde 
afluia  constantemente  la  juventud  á  aleccionarse  con 
ellas.  Cuando  una  doctrina  cualquiera  se  difunde  en  la 
sociedad,  el  sentido  común  deduce  naturalmente  sus 
consecuencias  lógicas,  y  las  lleva  como  regla  infalible  al 
ejercicio  de  la  vida  práctica  »  (1). 

Suponemos  que  desde  que  el  Doctor  Somellera  aban- 
donó su  enseñanza  en  nuestra  Universidad,  ó  poco  des- 
pués, dejarla  de  servir  de  texto  su  obra;  porque  no  co- 
nocemos de  ella  otra  edición  que  la  de  1824,  y  esta  no- 
pudo  bastar  para  la  enseñanza  de  muchos  años. 
.  Nos  confirma  en  esta  opinión  la  publicación  que,  en 
el  año  1834,  hizo  en  Buenos  Aires  el  Doctor  D.  Dalma- 
cio  Velez  Sarsfield  de  las  Instituciones  de  derecho  real  de 
España,  por  el  Doctor  D.  José  María  Almirez,  1  vol.  en  4° 
con  636  páginas ;  y  que,  adicionadas  por  el  mismo  Doc- 
tor Velez  con  varios  apéndices,  párrafos,  etc.,  sirvieron 
de  texto  obligado  hasta  el  año  de  1857,  en  que  el  Doctor 
Gasagemas  renunció  su  empleo  de  catedrático  de  dicha 
asignatura. 

De  las  Instituciones  de  Alvarez,  decia  el  Doctor  Velez 
que  su  autor  «  tomó  por  modelo  las  Recitaciones  de  Hei- 
necio,  sabiendo  que  los  principios  del  derecho  romano 
son  en  su  mayor  parte  principios  del  derecho  de  España; 
las  siguió  exactamente,  y  puede  decirse  que  aun  las  tra- 
dujo, pero  siempre  fundado  en  la  ley  española.  Dejó  solo 
lo  que  no  era  conforme  con  nuestra  legislación,  y  le 
agregó  todo  aquello  que  no  podia  haber  en  unas  institu- 


(1)  EsTEVAN  Echeverría,  obras  completas,  ñola  G»  al  canto  segundo  del  poe- 
ma Avellaneda  tomo,  I,  pág.  437.  —  El  editor  Ur.  D.  Juan  María  Gutiérrez, 
contesta  al  pié  de  dicha  nota,  las  observaciones  del  señor  Echeverría. 
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ciones  de  derecho  romano.  De  este  modo  nos  dio  una 
obra  elemental  de  la  jurisprudencia  de  España,  de  igual 
mérito  que  las  Recitaciones  de  Heinecio.  »  (1) 

La  nueva  edición  de  esta  obra,  hecha  por  persona  tan 
competente  en  el  derecho  como  el  señor  Doctor  Velez 
Sarsfield,  con  las  adiciones  con  que  la  mejoró,  vino  á 
ser  un  libro  de  texto  muy  superior,  en  nuestra  opinión, 
al  del  Doctor  Somellera;  principalmente  porque  las  Ins- 
tituciones del  Doctor  Alvarez  forman  un  tratado  completo, 
-bien  que  elemental,  de  todas  las  principales  materias 
del  derecho  civil,  explicadas  en  vista  de  las  disposicio- 
nes legales  que  se  citan  y  que  formaban  entonces  nues- 
tro propio  derecho. 

Posteriormente,  este  mismo  libro,  y  otros,  como  los 
Elementos  de  derecho  civil  de  los  señores  La  Serna  y  Mon- 
talvan,  y  el  Sala  Novísimo  del  señor  Romero  y  Ginzo, 
fueron  los  libros  en  que  los  estudiantes  adquirían  cono- 
cimientos del  derecho  civil;  nociones  que  completaban 
con  las  exphcaciones  que  los  catedráticos  hacian  en  la 
clase,  del  texto  y  doctrina  de  las  leyes  correspondientes 
alas  materias  objeto  de  las  conferencias. 

Pero,  los  Códigos  españoles,  la  recopilación  de  leyes 
de  Indias  y  el  registro  oficial,  que  contenían  nuestra  legis- 
lación civil  en  vigor  entonces,  no  existían  en  la  Univer- 
sidad, y  no  se  hallaban,  por  tanto,  en  el  aula  á  disposi- 
ción del  profesor.  Libros  muy  caros  para  la  mayoría  de 
los  discípulos,  quedaban  fuera  de  los  recursos  de  muchos 
de  estos ;  y  sucedía  así,  que  el  derecho  civil  se  enseñaba 
no  sobre  el  texto  mismo  déla  ley,  sino  mediante  la  ex- 

i'l)  Dr.  Velez  Sarsfield,  Prólogo  á  las  Instituciones  del  doctor  Alvarez. 
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posición  que  de  ella  hacianlos  tratadistas  y  catedráticos. 
Este  sistema  era,  sin  duda,  deficiente ;  porque  la  verda- 
dera inteligencia  de  las  leyes  solo  se  adquiere  bien  estu- 
diando su  propio  texto,  y  comparándolo  con  el  de  otras 
leyes  concordantes  ó  relacionadas  entre  sí,  sin  perjuicio 
de  ocurrir  á  los  comentadores  para  su  mejor  explicación; 
pero  á  aquella  deficiencia  no  podia  proveer  la  mejor  vo- 
luntad y  la  reconocida  competencia  de  los  catedráticos, 
desde  que  no  les  era  dado  poner  en  manos  de  sus  alum- 
nos las  extensas  y  tan  costosas  compilaciones  del  dere- 
cho español  y  patrio. 

Fué  solamente  á  la  aparición  del  Proyecto  de  Código  ci- 
vil para  ¡a  República  Argentina,  redactado  por  el  señor 
Doctor  Velez  Sarsfield  por  encargo  del  poder  ejecutivo 
nacional,  que  el  Doctor  Moreno,  que  hacia  ya  tiempo 
enseñaba  el  derecho  civil  en  la  Universidad,  pudo  intro- 
ducir tan  conveniente  innovación .  Desde  que  dicho  Pro- 
yecto fué  impreso  y  pubhcado.  Moreno  que  comprendió 
que  debia  bien  pronto  converfirse  en  ley,  lo  tomó  como 
texto  de  sus  lecciones;  y  desde  entonces  y  siguiendo  el 
mismo  sistema  adoptado  ya  en  la  clase  de  derecho  co- 
mercial, cuya  legislación  habia  sido  antes  codificada,  se 
enseñó  la  ley  civil  teniéndola  presente,  y  se  explicaron 
sus  disposiciones,  estudiando  la  voluntad  del  legislador 
en  los  propios  términos  en  que  él  la  habia  manifestado. 

Y  como  nuestro  codificador  Doctor  Velez  Sarsfield 
habia  acompañado  su  Proyecto  de  Código  con  las  notas  que 
se  ven  al  pié  de  sus  artículos,  en  las  que  se  indica  la  doc- 
trina que  se  sigue  en  estos,  y  se  consignan  las  fuentes  en 
que  se  han  tomado  las  disposiciones,  el  Doctor  Moreno 
que  poseía  casi  toda  la  biblioteca  del  Código  civil  (si  po- 
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demos  así  decirlo,  para  expresar  el  gran  número  de 
obras  citadas  en  dichas  notas);  el  Doctor  Moreno,  repe- 
timos, podia  explicar  el  derecho  civil,  enseñando  el  texto 
mismo  de  la  ley,  su  doctrina,  la  fuente  de  que  se  habian 
tomado  sus  disposiciones,  su  conformidad  ó  disconfor- 
midad con  el  antiguo  derecho  español  y  con  las  disposi- 
ciones del  derecho  romano,  que  tanto  influye  aun  en  la 
moderna  legislación  civil  del  mundo. 

A  la  aparición  del  Proyecto  del  Doctor  Velez,  Moreno 
que  conocia  ya  muy  bien  el  derecho  español,  á  cuya  en- 
señanza habíase  dedicado  por  algunos  años,  se  dedicó 
igualmente  á  estudiar  y  conocer  bien  aquel;  y  datan  de 
esa  época  las  lecturas  que  emprendió,  con  especial  apro- 
vechamiento, de  los  comentadores  del  Código  Napoleón 
y  de  los  escritores  de  derecho  romano,  principalmente  de 
Savigny,  por  quien  tenia  una  especial  predilección. 

Los  estudiantes  de  su  clase  seguían,  como  era  consi- 
guiente, el  impulso  que  recibían  del  profesor;  y  de  aquí 
que  se  elevara  considerablemente  el  nivel  de  los  estu- 
dios jurídicos  en  la  Universidad;  á  cuya  obra  contri- 
buían con  igual  empeño  los  demás  profesores. 

El  Doctor  Pintos  ha  dicho,  al  final  de  las  palabras  que 
antes  le  hemos  copiado,  «  que  fué  el  Doctor  Moreno  en 
la  Universidad  de  Buenos  Aires  el  primer  comentador 
del  Código  civil,  y  su  mas  sabio  expositor  »;  y  es  de  sen- 
tirse, por  tanto,  que  no  haya  dejado  escritas  sus  leccio- 
nes, y  que  su  comentario  se  haya  extinguido  con  la  voz 
del  maestro,  conservándose  solamente  en  el  recuerdo  y 
aprovechamiento  de  sus  discípulos. 

Es  una  verdad  que  no  necesita  demostrarse,  que  no 
lodo  el  que  sabe  para  sí  sabe  para  los  demás;  ó  lo  que 
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es  lo  mismo,  que  no  todo  hombre  de  ciencia  tiene  la  ca- 
pacidad para  enseñarla  y  trasmitirla  á  los  otros.  Es  muy 
raro,  ha  dicho  M.  Le  Trosne,  reunir  el  talento  de  en- 
señar á  la  extensión  del  saber.  Descender  á  las  sencillas 
nociones  elementales  para  hacerse  comprender;  variar 
la  instrucción  y  la  manera  de  presentarla ;  ocuparse  por 
completo  de  los  otros,  y  jamás  de  si  mismo;  ponerse  ai 
alcance  de  todas  las  inteligencias,  de  suerte  que  las  me- 
nos despejadas  no  puedan  quejarse  de  que  se  las  des- 
cuida; aparentar  que  no  se  sabe  mas  que  lo  que  se  trata  de 
enseñar  en  el  momento  dado;  volver  sobre  los  mismos 
puntos  para  fijarlos  bien  en  sus  alumnos;  descender 
desde  los  primeros  principios  á  sus  consecuencias  por 
una  gradación  sencilla  y  fácil ;  no  decir  de  una  vez  mas 
de  lo  que  es  necesario,  á  fin  de  no  recargar  al  auditorio, 
y  decirlo  con  método  y  con  claridad ;  tener  la  seguridad 
de  que  es  comprendido  bien,  antes  de  pasar  mas  ade- 
lante, y  guiarlos  como  de  la  mano  para  ayudarlos  á  ade- 
lantar :  tal  es  el  talento  de  un  maestro ;  tal  era  el  talento 
superior  de  Pothier  (1);  y  tal  era  también,  podemos 
agregar  nosotros,  el  talento  que  disfinguia  principalmente 
á  José  María  Moreno. 

Como  el  gran  jurisconsulto  de  la  Francia,  él  sabia 
ocultar  de  tal  manera  su  superioridad  de  maestro,  que 
sus  discípulos,  hablando  con  él,  creían  solamente  con- 
versaban con  un  amigo.  Solamente  cuando,  á  causa  de 
alguna  duda  ó  dificultad  que  sometían  á  su  resolución,  le 
oían  tomar  la  palabra  para  explicarla  ;  plantear  y  desar- 
rollar una  teoría  ;  fundarla  con  las  disposiciones  de  la 
ley  escrita  y  con  los  comentadores;  remontar  á  susfuen- 

(1)  Le  TvíO^yE,  Eloge  historique  de  M.  Pothier. 
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tes,  para  determinar  bien  el  alcance  y  la  inteligencia  de 
aquellas  disposiciones;  exponer  su  adopción  en  nuestro 
derecho,  y  compararlasconotrasconcordantes  del  mismo, 
jpara  deducir  si,  en  su  aplicación,  debian,  ó  no,  sufrir  al- 
guna variación  ;  y,  después  de  todo  esto,  dejar  la  dificul- 
tad vencida,  la  duda  esclarecida;  solamente  entonces, 
decíamos,  sus  discípulos  que  lo  habían  escuchado  aten- 
tamente, y  lo  habían  seguido  en  el  largo  desenvolvi- 
miento de  sus  ideas  y  raciocinios,  comprendían  y  admi- 
raban, á  la  vez,  toda  la  competencia  y  profundidad  del 
saber  de  su  maestro.  Moreno  no  les  hablaba,  sin  embargo, 
de  otra  manera  que  la  que  habría  empleado  un  compa- 
ñero de  estudios,  un  tanto  mas  adelantado  quizá  que  sus 
oyentes,  pero  que  buscase  con  ellos,  discutiendo  y  razo- 
nando juntos,  la  solución  de  una  cuestión  complicada  ó 
difícil ;  y  cuando  había  logrado  persuadirlos  de  la  ver- 
dad científica  que  les  había  expuesto,  y  cuando  acababa 
de  enseñar  una  parte  de  lo  que  él  sabia,  tenia  el  arte  es- 
pecial de  hacer  comprender  á  los  que  lo  habían  oído, 
que  era  el  propio  trabajo  intelectual  de  estos,  el  que  ha- 
bía contribuido  á  procurar  el  resultado  que  habían  ve- 
nido á  solicitar  del  maestro. 

La  pasión  del  Doctor  Moreno  por  el  estudio  y  por  la 
enseñanza  se  extendían  fuera  del  recinto  de  su  aula.  En 
su  casa,  y  en  todas  partes,  sus  discípulos,  sus  amigos  y 
sus  colegas  lo  encontraron  siempre  dispuesto  á  comuni- 
carles cuanto  sabía,  con  tal  desinterés  y  con  tan  grande 
complacencia,  que  habría  podido  creerse  que  él,  y  no 
otro,  era  el  favorecido  con  las  conferencias  que  se  le 
pedían,  y  que  acordaba  siempre  sin  la  menor  dificultad. 
Durante  años  enteros,  mientras  su  salud  se  lo  permiüó ; 
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y  así  que  terminaba  el  trabajo  activo  del  dia,  se  reunían 
en  su  estudio  diariamente  jueces,  abogados  y  estu- 
diantes ;  y  allí  se  discutían  las  cuestiones  de  derecho  que 
interesaban  ó  eran  propuestas  por  sus  amigos.  Moreno 
tomaba  siempre  la  palabra  para  ilustrarlas  con  sus  cono- 
cimientos, y  para  indicar  las  obras  de  su  copiosa  y  esco- 
gida biblioteca  en  que  debían  ser  estudiadas;  libros  que 
estaban  siempre  á  la  disposición  de  los  que  necesitaban 
consultarlos . 

Y  era  en  esas  discusiones  jurídicas,  que  él  mantenía 
en  el  tono  mas  familiar  y  amistoso,  que  Moreno  se  mos- 
traba tal  cual  era  en  realidad  :  instruido  á  fondo  en  el 
derecho  patrio  y  extrangero ;  conocedor  de  la  jurispru- 
dencia y  de  las  doctrinas  de  los  expositores ;  amigo  de 
la  verdad  científica  y  apasionado  por  la  justicia ;  y  franco 
y  leal  en  la  emisión  de  sus  pensamientos  :  jamás  trepidó 
en  manifestarlos,  aun  cuando  supiera  que  iban  á  herir 
alguna  pretensión,  ó  á  perjudicar  algún  interés,  si  él 
creía  que  no  eran  legítimos . 

El  afecto,  la  estimación  y  el  respeto  que  sus  discípu- 
los acreditaron  siempre  al  Doctor  Moreno,  fueron  excep- 
cionales en  nuestra  Universidad;  y  podemos  decirlo, 
porque  así  es  la  verdad ;  ninguno  de  sus  colegas  alcanzó 
tanto  como  él  en  ese  sentido.  Un  incidente  de  su  vida 
de  profesor  puede  servir  para  dar  una  idea  de  los  sen- 
timientos que  supo  inspirar  siempre  á  aquellos . 

El  13  de  diciembre  de  1871  uno  de  sus  discípulos 
puso  fin  á  sus  dias,  á  causa  del  sentimiento  que  le  causó 
una  mala  clasificación  dada  á  su  examen.  Algunos  de 
sus  compañeros,  que  le  querían  con  aquel  cariño  de 
hermanos,  que  nace  y  se  fortifica  cada  dia  en  los  bancos 
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del  aula  y  en  la  coparticipación  de  las  mismas  alegrías 
y  de  las  mismas  penas  que  induce  al  compañerismo, 
juzgaron  injusta  aquella  calificación;  y  produjeron  un 
desorden  en  la  Universidad,  al  siguiente  dia.  El  Doctor 
Moreno  entonces,  increpándoles  su  conducta,  declaró  á 
los  condiscípulos  del  infeliz  estudiante,  que  habia  votado 
por  la  desaprobación  de  su  examen ;  y  que,  al  proceder 
así,  tenia  la  seguridad  de  haberlo  hecho  con  justicia  y 
en  cumplimiento  de  los  serios  deberes  que  sobre  él  pesa- 
ban; no  teniendo  ellos  razón  alguna  para  creer  que  él  y 
los  demás  profesores  hubieran  sido  inducidos  por  algún 
móvil  reprensible  ó  menos  digno.  Los  estudiantes  le 
declararon  á  su  vez,  que  no  dudaban  de  la  rectitud  del 
Doctor  Moreno  ;  y  la  actitud  decidida  y  franca  que  este 
asumió,  contribuyó  eficazmente  á  calmar  la  excitación 
producida  en  aquellos  por  la  temprana  é  inesperada 
muerte  de  su  joven  condiscípulo. 

Cuando  el  conflicto  referido  hubo  terminado  comple- 
tamente, y  cuando  terminaron  también  los  exámenes  de 
ese  año,  que  á  causa  del  mismo  conflicto,  fué  necesario 
suspender,  el  Doctor  Moreno  presentó  su  renuncia  del 
cargo  de  catedrático,  en  5  de  marzo  de  1872.  Después 
de  hacer  alguna  referencia  al  incidente  que  dejamos 
mencionado,  el  Doctor  Moreno  decia  el  señor  rector  de 
la  Universidad  : 

«  Hoy  que  la  Universidad  ha  emprendido  su  marcha 
regular  y  comenzado  sus  tareas  ordinarias,  que  las  cáte- 
dras funcionan,  y  están  á  punto  de  ser  provistas  las 
vacantes,  cumplo  con  aquel  propósito  y  tengo  el  honor 
de  poner  á  disposición  del  señor  rector  la  cátedra  de 
derecho  civil  que  desempeño. 
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»  No  determina  mi  renuncia  queja  alguna  de  mis  dis- 
cípulos, á  quienes  agradezco  la  consideración  y  respeto 
que  me  han  dispensado  siempre. 

»  El  señor  rector  conoce  los  motivos  que  la  fundan ; 
y  puedo  agregar  que,  cuando  una  reforma  importante 
se  prepara  y  se  abre  una  nueva  época  para  la  Universi- 
dad, es  conveniente  que  otros  profesores  le  traigan  mo- 
vimiento y  nueva  savia  que  aliente  el  progreso  de  los 
estudios  y  el  cultivo  de  la  ciencia  en  algunos  ramos  del 
derecho . 

»  He  pensado  que  las  circunstancias  de  estar  abiertos 
los  cursos  y  los  pendientes  exámenes  postergados  para 
el  presente  mes,  cuando  comunico  al  señor  rector  mi 
resolución,  no  pueden  traer  dificultad  alguna  á  la  Uni- 
versidad y  á  los  estudios;  porque  versando  la  ense- 
ñanza del  derecho  civil  sobre  las  disposiciones  y  doctri- 
nas de  la  ley,  el  nuevo  profesor  adoptará  el  sistema  de 
explicar  los  textos,  como  hoy  se  observa;  y  porque 
puedo  anunciar  al  señor  rector  que  continuaré  la  clase  y 
asistiré  á  los  exámenes  hasta  el  dia  que  se  me  designe 
sucesor. 

»  Me  separo  de  la  cátedra  con  el  pesar  de  no  dejar 
á  la  Universidad,  en  testimonio  de  mi  gratitud  por  la 
instrucción  que  en  ella  he  recibido,  un  texto  para  el 
curso  de  derecho  civil,  de  cuya  preparación  me  ocupo, 
como  lo  sabe  el  señor  rector;  pero  con  la  satisfacción  de 
haber  desempeñado  mi  puesto  con  la  mejor  voluntad  y 
con  la  dedicación  que  me  han  sido  posibles  »  (1). 

El  rector  de  la  Universidad,  que  lo  era  entonces  el 

(1)  Memoria  del  ministro    de  Gobierno    do   la   provincia   de    Buenos  Aires, 
1861  á  1872,  apéndice,  pág.  631. 
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Doctor  D.  Juan  María  Gutiérrez,  al  elevar  con  su  nota  de 
8  de  marzo  de  1872  la  renuncia  del  Doctor  Moreno, 
decía  al  gobierno  lo  siguiente  : 

«  No  necesito  recomendar  ante  el  gobierno  de  la  Pro- 
vincia los  méritos  personales  y  científicos  que  distinguen 
al  señor  Moreno;  pero  estando,  como  estoy,  al  cabo  de 
la  falta  que  hace  su  presencia  en  este  establecimiento,  de 
la  seriedad  y  aplicación  con  que  desempeña  sus  funcio- 
nes, y  de  los  trabajos  que  tiene  adelantados  en  ventaja 
de  la  juventud  que  se  forma  para  el  foro ;  no  puedo  me- 
nos que  encarecer  á  V.  S.  la  conveniencia  de  que  el 
señor  gobernador  se  niegue  á  aceptar  la  referida  renun- 
cia, y  se  sirva  suplicar  al  señor  Doctor  Moreno  persista 
en  el  meritorio  sacrificio  que  hasta  aquí  se  ha  impuesto. 
El  señor  gobernador  puede  estar  seguro  de  que  ha  de 
tener  eco  su  palabra  en  el  ánimo  de  un  ciudadano  que 
se  interesa  de  veras  en  la  suerte  del  país,  cíihdad  que 
me  complazco  en  reconocer  en  el  joven  profesor,  cuya 
inesperada  renuncia  da  lugar  á  esta  nota  »  (1). 

El  Doctor  Moreno  había  presentado  su  renuncia  dis- 
gustado profundamente  por  los  varios  incidentes  á  que 
había  dado  lugar  el  lamentable  suceso  del  13  de  di- 
ciembre ;  y  porque,  después  de  todo,  él  no  tenia  entera 
seguridad  entonces  de  si  su  presencia  en  la  cátedra, 
llenaba  cumplidamente  las  aspiraciones  y  los  deseos  de 
sus  discípulos.  Y,  aun  siendo,  como  era,  tan  grande  su 
aficcion  á  la  enseñanza,  la  habría  abandonado,  sin  tre- 
pidar, en  el  acto  de  persuadirse,  y  aun  de  sospecharlo 
fundadamente,  de  que  la  que  él  daba  no  correspondía  á 
las  esperanzas  de  sus  alumnos. 

(1)  Memoria  citada,  apéndice,  pág.  630. 
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Muy  distantes  estaban,  sin  embargo,  sus  aprensiones 
de  la  verdad  de  las  cosas.  Los  estudiantes  de  jurispru- 
dencia no  conocían  las  causales  en  que  su  maestro  fun- 
daba su  renuncia;  pero,  al  tener  conocimiento  de  ella, 
presentaban  al  gobierno  la  siguiente  solicitud : 

«  Los  abajo  firmados,  estudiantes  de  jurisprudencia 
de  la  Universidad,  á  V.  E.  respetuosamente  decimos : 
que  hemos  sabido  por  los  periódicos  que  el  señor  Doctor 
D.  José  María  Moreno,  catedrático  de  derecho  civil,  ha 
presentado  á  V.  E.  la  renuncia  de  dicho  cargo.  Usando 
del  derecho  de  petición  que  la  Constitución  nos  acuerda, 
venimos  á  supHcar  á  V.  E.  se  digne  no  aceptar  la  refe- 
rida renuncia. 

»  Para  que  podamos  hacer  un  estudio  provechoso  del 
Código  civil,  necesitamos  un  catedrático  que,  como  el 
Doctor  Moreno,  conozca  á  fondo  ese  Código  y  tenga  su 
talento  é  ilustración. 

»  Los  resultados  obtenidos  al  respecto  por  el  Doctor 
Moreno  en  los  años  anteriores,  lo  obligan  hasta  cierto 
punto  á  continuar  al  frente  de  esa  cátedra.  Podemos 
asegurar,  sin  temor  de  equivocarnos,  que  por  el  derecho 
civil  no  habria  obtenido  uno  solo  una  mala  clasificación 
en  los  exámenes. 

))  Por  otra  parte,  el  Doctor  Moreno  siempre  ha  sido 
un  catedrático  simpáfico  á  los  estudiantes;  y  V.  E.  nos 
hará  un  servicio  positivo  accediendo  á  nuestro  de- 
seo» (1). 

La  sohcitud  que  precede  fué  presentada  al  ministro 

(1)  Esta  solicitud  fué  firmada  por  sesenta  y  cuatro  cstudiautes  de  jurispru- 
dencia, muchos  de  los  cuales  han  ocupado  y  ocupan  actualmente  elevados 
puestos  en  la  magistratura  y  en  la  administración  del  país.  —  Véase  memo- 
ria citada,  apéndice,  pág.  629. 
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de  Gobierno  por  una  comisión  de  los  mismos  estudian- 
tes ;  la  que  debia  encarecerle  de  viva  voz  la  necesidad 
que  sentían  de  que  el  Doctor  Moreno  no  los  abandonase 
como  catedrático  de  derecho  civil. 

El  gobierno,  en  presencia  de  la  nota  del  rector  de  la 
Universidad  y  petición  de  los  alumnos  de  jurispru- 
dencia, resolvió  así  en  la  referida  renuncia :  —  «  Buenos 
Aires,  9  de  marzo  de  1872.  —  Vista  la  renuncia  pre- 
sentada por  el  catedrático  de  derecho  civil  Doctor  D.  José 
María  Moreno  ;  lo  expuesto  por  el  señor  rector  de  la  Uni- 
versidad en  la  nota  con  que  la  acompaña,  y  lo  mani- 
festado por  los  alumnos  de  jurisprudencia  en  la  peti- 
ción que  han  dirigido  al  gobierno,  contéstese  al  men- 
cionado rector  que,  tomados  en  consideración  los  ser- 
vicios que  el  Doctor  Moreno  presta  en  la  Universidad,  y 
los  que  aun  puede  prestar  en  ella,  ha  resueho  no  acep-7 
tar  dicha  renuncia;  y  que,  al  comunicárselo,  le  mani- 
fieste que  el  gobierno  espera  no  insistirá  en  ella,  y  que 
continuará  al  frente  de  la  cátedra  que  ha  servido  hasta 
el  presente  con  ventaja  para  sus  alumnos;  y  publíquese. 
—  Castro.  —  Antonio  E.  Malaver  »  (1). 

El  Doctor  Moreno,  que  fué  siempre  muy  sensible  á 
las  demostraciones  de  simpatía  que  recibiera,  quedó 
sumamente  agradecido  á  la  que  le  tributaron  sus  discí- 
pulos ;  y  no  insistió  mas  en  su  renuncia ;  sino  que  antes, 
por  el  contrario,  se  dedicó  con  mayor  empeño  á  servir 
no  solamente  su  cátedra,  sino  también  la  mejora  de  los 
estudios  jurídicos  en  general. 

La  ley  de  3  de  setiembre  de  1859  había  prohibido  á 

(11  Memoria j¡\ia.áaL,  apéndice,  pág.  631. 
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los  empleados  de  Buenos  Aires  a  la  acumulación  de 
sueldos  por  mayor  suma  que  el  equivalente  á  las  dos 
terceras  partes  del  sueldo  de  un  ministro  de  Estado  » ; 
y  como  el  Doctor  Moreno  era  ya  catedrático  de  derecho 
civil,  cuando  fué  nombrado  fiscal  general  de  gobierno, 
sus  sueldos  en  ambos  empleos  excedían  en  algo  de  di- 
chas dos  terceras  partes. 

Moreno  no  recordaba  esa  disposición,  lo  que  no  era 
extraño  cuando  la  misma  contaduría  general  no  la  tuvo 
presente  al  liquidarle  sus  haberes;  de  suerte  que,  du- 
rante unos  tres  ó  cuatro  meses,  recibió  inadvertidamente 
el  sueldo  de  ambos  empleos.  Pero,  apercibido  luego  de 
su  error,  solicitó  del  gobierno  en  nota  de  24  de  julio 
de  1868,  se  le  descontasen  en  las  liquidaciones  sucesi- 
vas, las  sumas  que  habia  recibido  de  mas,  por  no  haber 
tenido  presente  aquella  ley;  y  manifestó  que  renun- 
ciaba para  en  adelante  el  sueldo  asignado  al  servicio  de 
la  cátedra  de  derecho  civil.  — El  gobierno  le  contestó  en 
3  de  setiembre  del  mismo  año,  que  «  en  acuerdo  de  esa 
fecha,  habia  resueho  no  hacer  lugar  á  la  devolución  que 
proponía;  aceptando  sí  la  generosa  oferta  que  hacia,  de 
seguir  al  frente  de  la  cátedra  mencionada,  sin  remunera- 
ción alguna.  » 

Durante  cuatro  años,  desde  1868  hasta  1872,  en 
que  renunció  su  empleo  de  fiscal  general,  el  Doctor 
Moreno  sirvió,  pues,  gratuitamente  su  cargo  de  catedrá- 
tico de  la  Facultad  de  derecho ;  y  cuando  posteriormente 
la  Constitución  de  Buenos  Aires  de  1873  dejó  sin  efecto 
la  ley  de  1859  sobre  acumulación  de  empleos,  cuando 
estos  eran  de  profesorado,  nombrado  vice  gobernador 
en  1878,  rehusó  nuevamente  recibir  su  sueldo  de  cate- 
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drático,  conservando  no  obstante  la  enseñanza.  El  pen- 
saba que  podía  continuar  asistiendo  á  clase,  y  dando 
sus  lecciones,  desde  que  las  atenciones  muy  poco  recar- 
gadas de  su  otro  empleo,  se  lo  permitían  :  pero  en 
cuanto  á  los  sueldos,  y  no  obstante  que  habia  desapare- 
cido ya  todo  impedimento  legal,  creia  que  solo  le  era 
dado  percibir  el  de  la  elevada  magistratura  que  investía. 

El  Doctor  Moreno  practicaba  siempre  la  doctrina  que 
enseñaba;  de  suerte  que  sus  discípulos  tenían  en  él,  al 
mismo  tiempo,  el  maestro  y  el  modelo.  Así  se  explica  el 
ascendiente  que  sobre  ellos  adquirió,  y  la  estimación  y 
el  respeto  que  siempre  le  profesaron.  El  convencimiento 
que  aquellos  tenían  de  su  inquebrantable  rectitud  y  de 
su  justicia  igual  para  todos,  les  hacia  soportar,  sin  quejas 
y  sin  reproches,  su  severidad ;  porque  solo  veían  en  esta 
uno  de  los  medios  de  que  se  valia  el  maestro  para  pro- 
curar el  adelantamiento  mayor  de  sus  alumnos. 

La  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales,  de  la  que 
fué  uno  de  sus  primeros  miembros  fundadores,  le  debe 
su  existencia,  puede  decirse;  como  le  debe  igualmente 
la  construcción  del  apropiado  y  cómodo  edificio  en  que 
funciona. 

Desde  que  rechazada  su  renuncia,  el  Doctor  Moreno 
decidió  quedar  definitivamente  al  frente  la  cátedra  que 
servía,  pensaba  y  se  preocupaba  constantemente  de  po- 
ner el  remedio  necesario  á  los  males  de  que  adolecía  la 
enseñanza  de  la  jurisprudencia. 

La  estrechez  de  la  casa  de  la  Universidad  en  que  se 
dictaban  las  clases,  y  la  reunión  en  aquella  de  todos  los 
discípulos  de  las  diversas  Facultades,  con  excepción  de 
los  de  medicina  que  siempre  tuvo  edificio  separado,  cons- 
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tituian  para  el  Doctor  Moreno  los  principales  inconve- 
nientes que  era  preciso  remover.  Ninguna  de  las  salas 
de  la  Universidad  tenia  capacidad  para  contener  cien 
alumnos  con  la  necesaria  comodidad,  y  la  clase  que 
dictaba  Moreno  llegó  á  tener  inscriptos  cuatrocientos 
cincuenta;  de  suerte  que  mas  de  sus  dos  terceras  par- 
tes quedaban  sin  asiento ;  unos  pocos  se  agrupaban  de 
pié  para  escucharle,  y  el  mayor  número  tenia  que  reti- 
rarse del  aula  en  que  no  encontraba  el  menor  lugar. 
Esta  debia  ser,  por  sí  sola,  una  causa  de  desórdenes, 
que  no  se  observaban  sin  embargo  por  el  gran  respeto 
que  infundía  el  profesor ;  pero  era,  sin  duda,  urgente  ha- 
cerla desaparecer. 

El  otro  mal  proveniente  de  la  reunión  en  el  mismo 
edificio,  de  gran  numero  de  alumnos  de  las  diversas  Fa- 
cultades :  niños  casi  que  empezaban  el  curso  de  estudios 
preparatorios,  y  hombres  ya  como  los  discípulos  de  ju- 
risprudencia, de  matemáticas  ó  de  ciencias  físico-natu- 
rales, no  podían  estar  juntos,  sin  que  la  disciphna  de  la 
Universidad  padeciera,  ó  mas  bien,  se  hiciera  imposible, 
como  en  efecto  sucedía  frecuentemente. 

La  Constitución  citada  de  1873,  á  cuya  formación 
concurrió  el  mismo  Doctor  Moreno,  acababa  de  estable- 
cer nuevas  bases  para  la  organización  de  la  educación 
común  y  de  instrucción  secundaria  y  superior  ó  univer- 
sitaria ;  y  había  dispuesto  que  esta  última  estaría  á  cargo 
de  las  Universidades  de  la  Provincia,  que  se  compon- 
drían de  un  consejo  superior  y  de  las  Facultades  que  las 
leyes  determinasen.  Esto  era  lo  que  el  Doctor  Moreno  ha- 
bía deseado,  para  impulsar  y  mejorar  los  estudios  de  ju- 
risprudencia :  separarlos  en  cuanto  á  su  dirección  y  go- 
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bierno,  de  los  demás  que  se  hacían  en  la  Universidad ; 
traer  á  la  Facultad  de  derecho,  para  dirigir  y  mejorar  su 
enseñanza,  á  los  abogados  mas  considerados  de  nuestro 
foro,  darle  á  la  Facultad  y  á  la  enseñanza  un  edificio  in- 
dependiente que  bastase  á  las  necesidades  del  presente  y 
pudiera  ampliarse  para  llenar  las  del  futuro ;  separar  del 
gobierno  el  nombramiento  de  los  profesores,  y  atribuirlo 
á  la  misma  Facultad,  como  mas  entendida  para  apreciar 
las  aptitudes  de  los  que  debian  ser  nombrados;  por  fin, 
y  para  decirlo  de  una  vez  :  constituir  autonómicamente 
las  Facuhades  universitarias  en  bien  de  la  enseñanza  y 
para  el  progreso  de  la  instrucción  superior  en  todos  sus 
ramos. 

No  se  dictó  entonces,  ni  se  ha  dictado  hasta  hoy.  la 
ley  orgánica  de  las  Universidades;  pero,  el  poder  ejecu- 
tivo expidió  de  acuerdo  con  las  indicaciones  de  la  Cons- 
titución, el  decreto  reglamentario  de  26  de  marzo  de  1874, 
en  cuya  preparación  tuvo  gran  parte  Moreno.  Creada 
por  él  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales,  el  mismo 
Doctor  Moreno  fué  nombrado  miembro  académico  de 
ella,  por  decreto  de  31  del  citado  mes  de  marzo;  y  per- 
maneció en  este  empleo  gratuito  y  honorífico  hasta  su  fa- 
llecimiento. 

Constituida  ya  la  FacuUad  de  derecho  como  una  en- 
üdad  autonómica  y  con  atribuciones  propias  y  suficien- 
tes para  dirigir  y  gobernar  la  enseñanza  á  su  cargo,  solo 
faltaba  proveerla  del  edificio  en  que  ella  debiese  funcio- 
nar y  en  el  que  se  dictasen  las  asignaturas  de  su  pro- 
grama de  estudios. 

A  llenar  esta  necesidad  urgente,  remediando  al  mismo 
tiempo  los  males  apuntados  que  sufria  la  enseñanza  de 
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la  jurisprudencia,  se  dedicó  el  Doctor  Moreno  desde  el 
momento  en  que  su  nuevo  puesto  de  académico  le  atri- 
buia  la  personería  necesaria  para  esa  gestión.  Puso  en 
este  empeño  todo  el  entusiasmo  y  toda  la  dedicación  que 
ponia  siempre  que  se  consagraba  á  un  objeto  que  creia 
útil  ó  necesario  para  el  bien  de  su  país;  y  la  Facultad  de 
derecho  que  reconocía  y  apreciaba  su  celo,  lo  nombró, 
en  unión  con  el  Doctor  D.  Eduardo  Carranza  Viamont, 
para  que  formaran  ambos  la  comisión  encargada  de  la 
construcción  de  su  casa,  la  que  llevaron  á  feliz  término,  y 
ostenta  hoy  Buenos  Aires  entre  sus  mas  bellos  edificios. 
DI  Doctor  Moreno  buscó  el  terreno,  y  obtuvo  su  en- 
trega de  parte  de  las  autoridades  nacionales;  hizo  per- 
sonalmente las  gestiones  necesarias  y  empeñó  su  propia 
inñuenciapara  facilitar  prontamente  su  adquisición  y  des- 
alojo. Encargó  á  su  amigo  el  arquitecto  Benoit  la  for- 
mación de  los  planos  de  la  casa  de  la  ciencia,  como  la  ha 
llamado  el  Doctor  López;  se  procuró  libros  en  que  po- 
der elegir  un  modelo  conveniente;  ^discutió  los  planos, 
una  vez  formados;  y  gestionó  y  obtuvo  su  aprobación 
por  parte  de  la  Facultad  :  y,  cuando  todos  estos  prehmi- 
nares  estuvieron  cumplidos,  se  dedicó  á  vigilar  y  contro- 
lar, por  sí  mismo,  la  ejecución  de  su  obra,  porque  su 
obra  puede  llamarse  el  notable  edificio  que,  en  gran  parte 
debido  á  sus  esfuerzos,  posee  hoy  la  Facultad  de  de- 
recho. 

Asociado  al  Doctor  Carranza  Viamont,  pidió  propues- 
tas para  la  construcción  del  edificio,  que  se  ejecutó  bajo 
la  dirección  del  ingeniero  Benoit;  y  juzgándolas  eleva- 
das, adoptaron  el  sistema  de  proveer  los  materiales,  y 
pagar  la  ejecución  de  la  obra  de  mano.  Así,  y  aprovt- 
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chando  los  materiales  utilizables  del  antiguo  edificio 
existente  en  el  mismo  terreno,  consiguieron  que  «  con 
el  precio  que  se  pedia  por  el  solo  ramo  de  albañileria,  se 
costeasen  también  las  otras  obras  de  carpintería  y  her- 
rería, »  como  lo  manifestó  á  la  Facultad  en  su  informe 
de  10  de  febrero  de  1882.  Con  la  pintura  del  gran  sa- 
lón de  grados,  muebles,  jardines,  etc.,  el  costo  total  del 
edificio  se  elevó  á  la  reducida  suma  de  1.064,242  pesos 
moneda  corriente,  la  que  se  gasta  frecuentemente  en  la 
construcción  de  cualquier  casa  particular. 

Los  méritos  contraidos  por  el  Doctor  Moreno,  se  de- 
muestran en  la  siguiente  nota  con  que  su  colega  de  co- 
misión el  Doctor  Carranza  Viamont,  elevó  á  la  Facultad 
el  informe  que  dejó  firmado  su  compañero  de  tarea. 

Dice  así  : 


«  Buenos  Aires,  11  de  selieiubre  de  1882. 

«  Sefior  Decano  de  la  Facultad  de  derecho  : 

))  Poco  tiempo  antes  del  fallecimiento  del  Doctor  Mo- 
reno, le  remití  el  informe  que  debíamos  pasar  juntos, 
dando  cuenta  de  nuestra  comisión  relativa  á  la  obra  de 
la  casa  de  la  Facultad. 

))  Creí  que  el  grave  estado  de  su  salud,  no  le  permi- 
üese  ocuparse  en  este  asunto,  respecto  de  que  él  podría 
decir  mucho  mas  que  yo;  pero,  afortunadamente,  acaba 
de  llegar  á  mi  poder  el  mencionado  informe,  firmado 
por  el  Doctor  Moreno,  que  me  apresuro  á  remitir  al  se- 
ñor Decano . 
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»  Cumple  hoy  á  mi  lealtad,  después  de  ese  suceso 
desgraciado,  manifestar  al  señor  Decano  lo  que  no  es 
tampoco  un  misterio  para  nadie  :  que  el  Doctor  Moreno 
ha  sido  casi  exclusivamente  el  comisionado  que  ha  cor- 
rido con  la  inspección  de  la  obra,  y  que  á  ella  dedicó 
una  consagración  asidua,  que  le  honra  sobremanera. 

))  A  ese  empeñoso  celo  se  debe  la  economía  con  que 
se  ha  ejecutado  esa  obra  importante,  sin  descuidar  por 
eso,  lo  que  el  ornato  y  la  decencia  de  una  obra  púbHca 
de  esa  clase  requería. 

»  El  Doctor  Moreno  obtuvo  rebajas  en  los  precios  esti- 
pulados, que  se  mencionan  en  el  cuadro  sinóptico  del  li- 
bro de  cuentas,  haciendo  vibrar  las  cuerdas  del  patrio- 
tismo de  que  él  se  encontraba  poseído  en  el  desempeño 
de  su  comisión. 

»  Sin  los  gastos  de  pinturas  en  el  salón  de  grados,  el 
costo  de  la  obra  no  hubiera  llegado  á  un  millón  de  pesos; 
pero,  así  mismo  el  gasto  total,  que  excede  en  poco  de 
esa  cantidad,  demuestra  la  empeñosa  dedicación  del  co- 
misionado que  ha  podido  levantar,  á  costa  de  poco  di- 
nero, un  monumento  que  hace  honor  á  la  Facultad,  que 
consideró  indispensable  tener  una  casa  propia. 

»  Eduardo  Carranza  Viamont.  » 


En  estas  tareas,  tan  agenas  á  sus  estudios  y  á  las 
constantes  ocupaciones  de  su  vida,  encontraba  el  Doctor 
Moreno  un  singular  placer.  Mientras  la  obra  de  la  Fa- 
cultad se  construía,  sus  amigos  debían  buscarle  en  aquel 
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sitio,  entre  las  pilas  de  ladrillos  y  los  montones  de  cal 
y  arena;  y  mostrábase  quejoso  de  que  no  lo  acompaña- 
rán con  frecuencia  á  observar  el  progreso  del  edificio. 
Si  le  observaban  que,  en  lo  crudo  de  la  estación,  la 
humedad  en  que  estaba,  perjudicaba  su  garganta  enfer- 
ma, desoyendo  el  consejo  de  la  amistad,  evadiendo  la 
cuestión,  llevaba  á  su  interlocutor  á  la  belleza  del  orden 
jónico  puro  que  habia  elegido  como  el  mas  adecuado  á 
aquella  obra;  ó  trasportaba  la  conversación  á  otro  asunto 
por  el  extilo. 

Cuando  se  inauguró  la  nueva  casa  con  una  colación 
de  grados,  á  que  asistió  Moreno,  recibió  con  intima  sa- 
tisfacción los  plácemes  y  felicitaciones  de  sus  compañe- 
ros y  de  sus  alumnos.  Pero,  cuando  la  Facultad,  á  indi- 
cación de  su  decano  Doctor  D.  Sisto  Villegas,  hubo  de 
disponer  la  colocación  de  su  retrato  en  el  salón  de  gra- 
dos del  nuevo  edificio,  en  premio  de  sus  distinguidos 
servicios,  el  Doctor  Moreno  se  opuso  formalmente  á  la 
ejecución  de  tal  pensamiento,  porque  su  modestia  no 
consentia  otras  demostraciones  que  el  aplauso  y  aproba- 
ción que  habia  merecido  ya  de  sus  colegas. 

Si  durante  sus  dias,  la  Facultad  y  los  alumnos  de 
jurisprudencia,  no  pudieron,  porque  el  mismo  Doctor 
Moreno  lo  resistió,  realizar  acto  alguno  que  sirviese 
para  acreditar  su  aprecio  y  su  gratitud  por  los  servicios 
tan  valiosos  y  dilatados  que  les  prestó,  y  para  perpetuar 
su  memoria;  desde  el  instante  de  su  sentido  fallecimiento 
han  demostrado  bien  patentemente  cuánto  era  el  mérito 
que  les  atribulan,  y  cuan  deseosos  se  hallaban  de  mani- 
festar su  reconocimiento  por  ellos. 

La  Facultad  de  derecho,  asistiendo  en  corporación  á 
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la  inhumación  de  los  restos  del  Doctor  Moreno  ;  encar- 
gando al  que  estas  líneas  escribe  de  pronunciar  un  dis- 
curso, en  su  nombre,  en  tal  acto ;  cediendo  su  casa,  y 
contribuyendo  con  una  fuerte  suma  para  la  erección  de 
su  estatua,  que  el  cariño  casi  filial  de  sus  discípulos 
proyectó  levantarle ,  allí  mismo  donde  recibieron  sus 
lecciones,  constituyen  los  mayores  honores  y  el  premio 
mas  digno  que  ha  podido  acordarse  á  un  ciudadano  pa- 
triota y  á  un  maestro  sabio  y  virtuoso. 

Y  no  ha  sido  esto  solamente,  sino  que  el  señor  decano 
de  la  misma  Facultad  dirigió  á  la  señora  viuda  del  Doc- 
tor Moreno  la  siguiente  sentida  carta  de  pésame,  que 
trascribimos  porque  ella  complementa  los  honores  tribu 
tados  á  la  memoria  de  nuestro  amigo: 


«  Mi  distinguida  Señora 


»  Acompaña  á  Vd .  en  su  dolor  la  Facultad  de  dere- 
cho y  ciencias  sociales,  de  cuyos  sentimientos  soy  intér- 
prete como  decano  de  ella. 

»  Con  la  prematura  muerte  del  señor  Doctor  D.  José 
María  Moreno,  ha  perdido  Vd.,  Señora,  el  compañero 
de  su  vida;  la  República,  á  uno  de  sus  ciudadanos  mas 
útiles  y  mas  virtuosos;  y  la  Facultad  de  derecho,  á  uno 
de  sus  miembros  fundadores,  á  uno  de  sus  profesores 
mas  eminentes  por  su  intehgencia  y  por  su  ciencia. 

»  Mucho  debe  al  Doctor  Moreno,  la  Facultad  de  dere- 
cho, porque  él  le  prestó  grandes  servicios  como  acá- 
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démico  y  como  profesor,  contribuyendo  eficazmente  á 
crearla  y  sostenerla,  á  dotarla  de  un  edificio  propio,  al 
que  dedicó  generosamente  la  mayor  parte  de  su  tiempo, 
á  acreditar  su  enseñanza  con  sus  lecciones. 

»  Pueden  dar  tesfimonio  de  la  inteligencia  y  de  la 
ciencia  del  Doctor  Moreno,  todos  sus  compañeros  de 
profesión,  todos  los  que  han  asisüdo  á  las  aulas  de  la 
Universidad  primero,  y  de  la  Facultad  después,  desde 
1864  ál880;  ellos  podrán  decir,  Señora,  cuan  eminente 
profesor  era  el  Doctor  Moreno,  cuánto  han  aprendido 
con  sus  lecciones. 

»  El  aprecio  y  el  respeto  que  el  Doctor  Moreno  mere- 
ció siempre  de  los  miembros  de  la  Facultad,  de  sus 
compañeros  y  de  sus  discípulos,  prueban  bien  la  alta 
idea  que  todos  tenian  de  sus  méritos  y  de  sus  virtudes. 

»  En  cuanto  á  mí.  Señora,  he  tenido  siempre  por  el 
Doctor  Moreno  todo  el  aprecio  y  el  respeto  que  se  tiene 
por  un  maestro  disünguido,  y  conservaré  como  un  título 
honroso  la  amistad  que  en  vida  me  dispensó. 

»  Saluda  á  Vd.,  Señora,  con  su  mas  disünguida  con- 
sideración 

»  Leopoldo  Basavilbaso. 

»  Casa  de  la  Facullad  de  derecho,  3  de  abril  de  1882. 


))  Señora  Mercedes  M.  de  Moreno  »  (1). 


(1)  Corona  citada,  pág.  23. 
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Los  discípulos  del  Doctor  Moreno,  los  de  antes  y  los 
de  ahora,  como  lo  indicó  el  Doctor  López,  después  de 
haber  honrado  en  vida  y  en  muerte,  á  su  digno  maestro, 
van  á  levantar  su  estatua  á  la  entrada  del  edificio  de  la 
Facultad  de  derecho,  «  para  que  el  fundador  de  esa 
mansión  tranquila  y  bienhechora  imponga  con  su  figura 
en  mármol,  un  alto  ejemplo  á  las  futuras  generaciones 
universitarias  »  (1). 

Lo  repetimos.  —  Los  mejores  y  mas  imparciales 
jueces  de  un  maestro,  son  sus  mismos  discípulos.  Los 
del  Doctor  Moreno  pronunciaron  su  juicio  mientras  él 
vivió;  y  muerto,  lo  han  ratificado.  —  «  Vosotros  los 
que  recibisteis  sus  lecciones,  ha  dicho  uno  de  ellos,  per- 
petuad su  nombre  y  honrad  su  memoria.  Es  un  piadoso 
deber.  Que  cuando  las  futuras  generaciones  asistan  á 
las  aulas  de  la  Facultad  de  derecho  y  ciencias  sociales, 
puedan  inclinar  su  frente,  en  señal  de  homenaje,  ante  la 
estatua  de  su  fundador  y  del  primer  comentador  del 
Código  civil  argentino  »  (2). 

El  voto  de  los  discípulos  será  cumphdo.  El  pueblo  de 
Buenos  Aires  lo  ha  hecho  suyo,  y  en  estos  momentos  en 
que  escribimos,  trae  presuroso  su  ofrenda  para  que,  en 
breve  üempo,  pueda  quedar  perpetua  memoria  del 
ilustre  maestro  y  del  ejemplar  patriota. 


(1)  Dr.  L.  V.  López,  en  el  Nacional  del  2í  de  marzo  do  1882.  —  Véase  Co 
roña  citada,  pág.  52. 

(2)  Dr.  Pintos,  Corona  citada,  pág.  76. 
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Si,  en  el  interés  de  procurar  hacer  mas  acabado  este 
bosquejo  biográfico,  consideramos  al  Doctor  Moreno 
bajo  el  punto  de  vista  de  sus  particulares  cualidades  do 
hombre  privado,  no  podríamos  hacerlo  mejor  que  tras- 
cribiendo el  perfil  trazado  por  la  mano  del  mas  querido 
de  sus  discípulos,  quien,  formado  á  su  lado  y  bajo  su 
dirección,  pudo  apreciarlas  debidamente  en  el  trato  dia- 
rio y  en  la  mas  perfecta  intimidad. 

«  Un  día,  mi  noble  maestro,  nos  dice,  en  uno  do 
aquellos  rasgos  peculiares  de  su  carácter  jovial,  inter- 
rumpiendo bruscamente  la  tarea  que  compartíamos  en 
ese  momento,  me  dirigió  de  improviso  estas  originales 
preguntas  :  »  —  «  ¿Cómo  me  juzga  Vd. ?  —  ¿Qué  idea 
se  ha  formado  Vd.  de  mí  ?  »  Sin  vacilar,  y  con  la  since- 
ridad y  espontaneidad  de  esa  primera  intención,  que  no 
piensa  las  palabras  que  el  labio  pronuncia,  le  contesté 
inmediatamente  :  —  «  Que  es  Vd.  un  hombre  de  bien  ». 

))  Nunca  hasta  entonces,  se  me  había  ocurrido  la  idea 
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de  juzgar  al  Doctor  Moreno,  en  el  sentido  al  menos  de 
sus  extrañas  preguntas;  pero  la  espontaneidad  de  mi 
respuesta,  y  sobretodo  la  exactitud  del  juicio  que  ella  en- 
volvía en  sus  breves  términos,  me  demostraron  que  ese 
juicio  preexistia  en  mi  espíritu,  como  una  de  esas  con- 
vicciones que  adquirimos  inconcientemente.  A  no  ser 
así,  no  hubiera  seguramente  encontrado  esa  fórmula, 
que  siendo  tan  concisa,  reunía  sin  embargo  todas  las 
virtudes  humanas,  'que  circundaban  como  una  aureola, 
la  frente  del  Doctor  Moreno. 

»  Desde  ese  día,  han  pasado  algunos  años,  y  durante 
ellos,  he  tenido  ocasión  de  comprobar  mil  y  mil  veces, 
que  José  María  Moreno,  era  en  verdad  y  en  la  mas  lata 
acepción  de  la  palabra,  un  hombre  de  bien  :  que  lo  era  en 
todas  las  situaciones  y  en  todos  los  momentos  de  su 
noble  y  bella  vida. 

))  Mi  juicio  de  entonces  está  hoy  escrito  en  todas  las 
conciencias;  y  el  envidiable  título  que  diera  en  aquella 
ocasión  al  Doctor  Moreno,  le  ha  sido  también  unánime 
y  sinceramente  conferido  por  todos  sus  conciudadanos. 
Es,  pues,  un  título  que  le  ha  pertenecido  siempre,  y  que 
le  pertenece  mas  que  nunca,  hoy  que  la  muerte  no  nos 
ha  dejado  sino  el  recuerdo  y  el  ejemplo  de  sus  vir- 
tudes ))  (1). 

¿  Qué  podríamos  agregar  á  tan  exactas  como  bien  sen- 
tidas palabras?  —  ¿Diríamos  que,  como  hombre  pri- 
vado, José  María  Moreno  fué  hijo,  esposo  y  padre  ejem- 
plar :  que  fué  siempre  leal,  cariñoso  y  franco  con  sus 
numerosos  amigos;  y  que  cuantos  admitió  en  su  intimi- 

(1)  Dr.  José  M.  Zapiola,  Corona  citada,  pág.  21. 
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dad  conservan  y  conservarán  por  siempre  el  recuerdo 
de  la  jovialidad  y  amenidad  de  su  trato,  del  agrado  de 
SU  conversación  animada,  de  su  carácter  leal  y  cons- 
tantemente igual,  de  la  sencillez  de  sus  costumbres  y  de 
su  genial  franqueza  para  con  todos  los  que  frecuentaban 
su  relación?  —  ¿Pero  qué  podríamos  decir  que  no 
sepan  todos  en  Buenos  Aires?  —  ¿Qué,  que  no  se  com- 
prenda en  el  perfil  trazado  por  el  Doctor  Zapiola  ? 

No  es  difícil,  sin  duda,  hallar  en  el  camino  de  la  vida 
hombres  dotados  de  singular  mérito,  á  los  que  nos  uni- 
mos y  nos  aficionamos  en  mérito  de  la  fuerza  de  atrac- 
ción que  ejerzen  sobre  nosotros;  sucediéndonos  respecto 
de  ellos  que,  cuando  el  trato  ínfimo  y  frecuente  nos  des- 
cubre y  nos  comprueba  el  valor  que  tiene  el  conjunto 
de  sus  condiciones  morales,  aquella  afición  se  convierte 
en  una  amistad  sincera,  cuyos  lazos  se  aprietan  y  se  for- 
tifican cada  vez  mas  en  el  trascurso  de  los  años.  Tales 
hombres  comparten  con  nosotros  nuestra  buena  y  nues- 
tra mala  fortuna  :  son  nuestros  compañeros  en  los  esca- 
sos días  de  bonanza,  y  nuestro  consuelo  en  los  mas 
largos  de  tribulación;  les  pedimos  su  consejo  y  les  da- 
mos el  nuestro;  y  cambiamos  con  ellos  constantemente 
nuestras  ideas  y  nuestros  recíprocos  servicios. 

Pero,  en  la  deficiencia  mas  general  de  un  conjunto 
valioso  de  cualidades  morales,  son  bien  raros  los  hom- 
bres que  reúnan  en  sí,  y  á  un  mismo  tiempo,  como  reu- 
nía José  María  Moreno,  una  inteligencia  alta  y  culti- 
vada, un  carácter  recto  y  un  corazón  sencillo  y  leal ; 
poseyendo  todas  estas  dotes  esfimables  en  tal  grado  de 
elevación  que  se  distinguía  por  ellas  del  común  de  los 
hombres. 
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José  María  Moreno  era,  pues,  un  hombre  de  bien; 
pero  lo  era,  no  solamente  porque  cumplía  con  todos  sus 
deberes  propiamente  dichos,  sino  porque  su  corazón 
sensible  y  generoso  lo  llevaba  mas  allá  del  cumplimiento 
de  aquellos  mismos  deberes. 

Buen  hijo,  fué  el  consuelo  y  la  gloria  de  su  anciana 
madre,  quien  tanto  ha  debido  sufrir  al  ver  desaparecer 
durante  sus  días  á  todos  sus  hijos  varones;  y  cuyo  co- 
razón ha  debido  despedazarse  al  ver  espirar  al  último 
que  de  ellos  le  quedaba,  y  al  que  reunía  en  si  tanto  mé- 
rito y  tanto  valimiento. 

Unido  Moreno  á  su  dignísima  esposa  la  Señora  Doña 
Mercedes  Moreno  de  Moreno,  su  hogar  fué  por  veinte 
años,  mansión  de  paz  y  de  felicidad,  que  solo  su  muerte 
ha  podido  destruir.  «  Su  nombre  se  vinculó  con  su 
nombre,  tal  vez  para  mantener  pura  la  sangre  del  fogoso 
Secretario  de  la  Junta,  del  Padre  de  la  Revolución  de 
Mayo,  que  joven  como  él  desapareció  al  cariño  de  sus 
conciudadanos  «  (1).  De  esa  unión  ha  quedado  un  hijo 
único,  que  lleva  el  mismo  nombre  de  su  padre,  y  á  quien 
este  deja  por  principal  herencia,  con  el  recuerdo  de  sus 
virtudes  y  con  su  gloria  de  patriota  intachable,  el  deber 
de  conservar  el  respeto  y  la  estimación  púbhca  para  ese 
nombre,  como  supo  su  padre  conservar  y  acrecentar  la 
fama  del  que  recibió  de  sus  mayores.  «  La  gloria  de  un 
padre  corresponde  de  derecho  á  sus  hijos.  Romper  esta 
sagrada  sucesión  seria  quitar  á  la  naturaleza  y  sociedad 
el  resorte  mas  poderoso  para  perpetuar  las  virtudes  y  fe- 
cundizar la  semilla  del  buen  ejemplo  »  (2). 

(1)  Dr.  L.  V.  López,  Corona  citada,  pág.  52, 

(2)  Dr.  D.  Manuel  Míjreno,  Arengas  ij  escritos  del  Dr.  D,  Mariano  Moreno, 
dedicación,  pág.  iv. 
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Podemos  repetir  también  nosotros,  en  esta  ocasión, 
al  hijo  del  Doctor  Moreno,  las  palabras  que,  en  otra 
análoga,  fueron  dirigidas  á  su  abuelo,  al  hablarle  de  los 
méritos  y  de  los  servicios  prestados  á  su  país  por  el 
Doctor  D.  Mariano  Moreno  :  —  «En  este  grado,  pues, 
son  vuestros  los  servicios  de  vuestro  padre  :  lo  son  tam- 
bién porque  él  se  alentaba  en  sus  trabajos  con  la  espe- 
ranza de  que  un  dia  pasarían  á  vuestras  manos,  como 
el  recuerdo  precioso  de  su  amor,  y  el  testimonio  del 
deseo  de  formar  vuestra  fehcidad.  El  queria  dejar  á  su 
hijo  el  retrato  de  su  persona  en  sus  obras  »  (1). 

Un  rasgo  mas,  para  complementar  la  fisonomía  mo- 
ral del  Doctor  Moreno  .  Su  desprendimiento  era  carac- 
terístico en  él:  llevaba  su  desinterés  y  su  generosidad 
mas  allá  de  los  hmites  que  les  señalaban  la  prudencia  y 
que  exige  tal  vez  el  cumplimiento  de  deberes  mas  impe- 
riosos. Siendo  pobre,  jamás  se  preocupó  de  adquirir  la 
fortuna  que  le  habría  sido  indispensable  para  retirarse, 
como  siempre  lo  deseó,  de  las  tareas  del  foro  y  de  los 
empleos  públicos,  y  para  consagrar  al  estudio  y  á  escri- 
bir los  hbros  que  pensaba :  lo  poco  que  ganó,  y  aun  su 
crédito,  fueron  empleados  mas  de  una  vez  en  servicio  de 
alguno  de  sus  amigos;  y  creía  siempre,  y  lo  manifestaba 
arreglando  á  tal  principio  su  propia  conducta :  que  la 
idea  de  atesorar  dinero  debía  ser  siempre  el  último  y  el 
menos  considerado  de  los  fines  que  se  propusíeranel  tra- 
bajo y  la  aspiración  de  un  hombre  inteligente. 

(1)  Ibidem. 
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Cuando,  en  1°  de  setiembre  de  1880,  el  Doctor  Mo- 
reno abandono  las  fatigas  del  gobierno,  consideró  recien 
su  salud  seriamente  comprometida.  Su  afección  á  la  gar- 
ganta, crónica  y  muy  descuidada,  se  habia  agravado  de 
tal  suerte  en  el  último  tiempo,  que  resolvió  irse  al  campo, 
creyendo  poder,  con  la  pureza  de  sus  aires  y  la  tranqui- 
lidad de  su  espíritu,  recuperar  la  fuerza  perdida  de  sus 
órganos  vocales.  Era  ya  muy  tarde,  sin  embargo  :  des- 
pués de  dos  meses  que  pasó  en  una  estancia  de  Arreci- 
fes, regresó  á  su  quinta  de  Morón,  sin  haber  obtenido 
una  mejoría  sensible;  y  al  poco  tiempo  mas,  se  vio  for- 
zado á  volverse  á  la  ciudad,  que  no  pudo  abandonar  ya. 
Su  vida,  desde  entonces,  fué  un  continuo  padecimiento, 
que  supo  sufrir  con  una  resignación  ejemplar :  conde- 
nado á  no  poder  hablar,  él  que  vivió  constantemente  ha- 
blando, se  hacia  entender  por  escrito  de  su  familia  v  de 
sus  amigos;  y,  viendo  acercarse  su  íin  próximo,  con  la 
claridad  y  exactitud  de  juicio  que  le  eran  peculiares,  aun 
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tenia  momentos  de  espansion  y  de  alegría  con  las  per- 
sonas por  quienes  mostró  mayor  afecto. 

En  mas  de  año  y  medio  que  sufrió  los  mas  crueles  pa- 
decimientos, fueron  ejemplares  su  valor  y  su  resigna- 
ción: y  jamás  le  abandonó  la  serenidad  de  su  espíritu, 
con  la  que,  aun  previendo  su  inmediato  fin,  horas  antes 
de  su  muerte,  cuidó  de  proveer  por  sí  mismo  á  su  es- 
posa, de  los, recursos  de  que  habría  menester  para  los 
gastos  consiguientes  á  su  fallecimiento. 

Por  fin :  el  22  de  marzo  de  1882  se  extinguió  tranqui- 
lamente su  vida,  después  de  haber  pedido  y  recibido  los 
auxilios  de  la  religión  católica,  de  que  fué  siempre  con- 
vencido creyente;  y  dándoles  con  su  conducta  crisüana, 
el  mas  grande  consuelo  que,  en  tan  crueles  momentos, 
podían  recibir  sus  desoladas  esposa  y  madre. 

La  noticia  del  fallecimiento  del  Doctor  More.no  fué  la 
señal  de  un  luto  público  en  Buenos  Aires,  donde  era 
querido  y  respetado  del  mismo  modo  por  sus  amigos, 
que  por  sus  adversarios  pohticos.  No  podemos  dar  me- 
jor idea  del  hondo  pesar  [que  produjo  su  muerte,  que 
rascribiendo^  las  palabras  con  que  la  prensa  periódica 
trasmitió  al  pueblo  el  conocimiento  de  tan  lamentable  su- 
ceso : 

((  Anoche  falleció  el  Doctor  D.  José  María  Moreno. 

»  El  pueblo  de  Buenos  Aires  debe  vestir  luto  por  tan 
sensible  pérdida. 

«  No      necesita  elogios  en  la  tumba,  el  que  los  recibió 
merecidamente  en  la  vida. 

))  Hoy  serán  conducidos  sus  restos  al  cementerio,  y  to- 
dos sus  amigos,  que  lo  son  igualmente  de  la  causa  de  la 
libertad  á  que  él  perteneció,  concurrirán  á  cumplir  elúl- 
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timo  deber  para  con  el  ciadadano  honrado  y  patriota, 
cuyos  méritos  y  servicios  todos  conocen  y  todos  apre- 
cian en  su  verdadero  valor. 

»  Paz  en  su  tumba  y  honor  á  su  memoria  »  (1). 
La  inhumación  de  los  restos  mortales  del  Doctor  Mo- 
reno, fué  motivo  de  una  verdadera  y  popular  demostra- 
ción de  duelo,  á  la  que  se  asociaron  ciudadanos  yextran- 
geros,  en  prueba  del  respeto  y  estimación  que  hablan  te- 
nido siempre  por  aquel  distinguido  patriota. 

Hé  aquí  los  términos  en  que  tal  acto  fué  descrito  por 
uno  de  los  diarios  de  la  capital : 

«  Ha  sido  una  ceremonia  solemne  é  imponente  al  en- 
tierro del  Doctor  D.  José  María  Moreno,  como  debido 
homenaje  tributado  á  la  memoria  del  ciudadano  virtuoso 
y  esclarecido. 

))  Desde  antes  de  las  cuatro  p.m.,  hora  indicada  en 
las  invitaciones,  la  concurrencia,  gran  parte  de  la  cual 
tenia  que  permanecer  en  la  vereda  exterior,  llenaba  la 
casa  del  que  fué  Doctor  Moreno,  ese  estudio  de  inmensa 
y  constante  labor,  desde  donde  el  sabio  jurisconsulto  ha 
ilustrado  por  tanto  tiempo  nuestros  anales  jurídicos  .  .  . 
»  En  la  calle  fué  rodeado  el  féretro  pur  un  grupo  com- 
puesto de  unos  cincuenta  estudiantes  de  derecho,  y  lle- 
vándolo á  pulso,  tomó  el  cortejo  la  calle  de  la  Florida. 
Seguían  á  los  estudiantes  muchos  miembros  de  la  Facul- 
tad de  derecho,  y  después  de  estos,  el  resto  de  la  enorme 

(1)  La  Nación,  de  23  de  marzo  de  i882.  —  Los  demás  diarios  y  publicacio- 
nes periódicas  de  lodos  los  colores  políticos,  do  la  ciudad  de  Buenos  Aires, 
de  su  campaña,  provincias  del  interior,  y  aun  de  la  República  Oriental  del 
Urugnay,  comunicaron  á  sus  lectores  el  fallecimiento  del  Doctor  Moreno  en 
análogos  términos  y  mostrando  todos  el  vivo  pesar  que  liabia  causado  su 
pérdida.  Los  diarios  en  idioma  extrangcro  que  se  publican  en  Buenos  Aires 
se  asociaron  también  á  esta  manifestación  de  la  opinión  pública. 
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comitiva.  Detrás  marchaban  los  carruajes  que  ocupa- 
ban una  extensión  de  siete  cuadras. 

))  En  la  esquina  de  Cangallo  el  féretro  fué  tomado  por 
los  estudiantes  de  derecho,  quienes  siguieron  alternán- 
dose en  su  piadosa  tarea,  de  cuadra  en  cuadra,  llegando 
así  hasta  la  esquina  de  Juncal  y  Artes. 

))  Los  estudiantes  de  derecho  manifestaban  de  ese 
modo  el  respeto  que  les  inspira  la  memoria  del  maestro 
venerado,  que  por  mas  de  quince  años  ha  ocupado  la 
cátedra,  dictando  sus  lecciones  profundas  y  elocuentes. 

))  Non  omnismon'ar,  ha  podido  decir  el  Doctor  MoRE^o, 
y  lo  ha  demostrado  la  juventud  estudiosa  que  conserva 
sus  enseñanzas  en  la  inteligencia,  y  su  nombre  en  el  co- 
razón   - 

))  Una  vez  en  la  Recoleta,  y  después  de  la  ceremonia 
religiosa  en  la  capilla,  fué  llevado  hasta  el  sepulcro,  si- 
tuado en  la  parte  sud-este  del  cementerio.  En  la  parte 
superior  del  sepulcro  se  leian  los  nombres  ilustres  de 
Moreno  y  de  Balcarce. 

))  El  señor  arzobispo  y  miembros  del  clero,  acompa- 
ñaron hasta  el  último  momento  el  atahud . 

))  Antes  de  depositarlo  en  la  bóveda  hablaron  los  se- 
ñores Antonio  E.  Mala  ver,  general  Bartolomé  Mitre,  Doc- 
tor Mariano  Várela,  Nicolás  Casarino,  Doctor  Pastor  La- 
casa,  Doctor  Juan  S.  Fernandez,  Juan  Balestra,  Doctor 
Juan  José  Montes  de  Oca  y  Juan  Ángel  Molina,  en  el 
(W'den  que  mencionamos. 

))  El  Doctor  Malaver  habló  en  nombre  de  la  Facultad 
de  derecho;  el  general  Mitre  en  nuiubre  de  sus  antiguos 
conipañei'os  de  armas  y  de  causa ;  los  señores  Casarino 
y  Balestra  en  nombre  de  los  estudianles  de  derecho;  el 
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Doctor  Várela  como  correligionario  polilico;  el  Doctor 
Lacasa  como  miembro  de  la  juventud  argentina;  el  Doc- 
tor Fernandez  como  uno  de  sus  amigos,  y  el  Doctor 
Montes  de  Oca  como  amigo  y  comprofesor. 

»  El  señor  Molina  se  expresó  con  emoción,  en  térmi- 
nos de  profundo  agradecimiento,  en  nombre  de  la  familia 
Molina,  particularmente  ligada  al  Doctor  Morexo  »  (1). 

Los  funerales  tuvieron  lugar  pocos  dias  después  en 
la  iglesia  metropolitana;  y  fueron  tan  concurridos,  que 
eran  estrechas  las  espaciosas  naves  del  gran  templo  para 
contener  el  inmenso  número  de  personas  que  quisieron 
tributar  el  último  homenaje  a  la  memeria  del  ilustre  fi- 
nado; al  que  quiso  también  asociarse  el  señor  arzobispo 
D.  Federico  Aneiros  quien,  como  amigo  particular  que 
fué  del  Doctor  Morexo,  espontáneamente  se  prestó  á  ofi- 
ciar la  misa  y  dem^is  presas  de  la  iglesia  católica  en  ta- 
les actos. 

(1)  La  y  ación,  de  ái  do  marzo  do  18Í2. 


X 


La  extensión  que  ya  llevan  estos  apuntes,  no  nos  per- 
mite ocuparnos,  con  la  detención  que  deseáramos,  de  las- 
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nado  y  damos  á  la  publicidad  en  unión  con  nuestro 
amigo  y  compañero  el  Doctor  D.  Juan  José  Montes  de 
Oca,  que  lo  fué  también  muy  querido  de  aquel  inolvida- 
ble comprofesor  nuestro. 

Cuando  sus  discípulos  y  sus  amigos  tratan  de  levan- 
tar su  estatua  para  que  el  mármol  trasmita  á  los  venide- 
ros el  retrato  de  su  persona  física,  hemos  querido  nos- 
otros exhibir  también  ante  el  público  otro  monumento  la- 
brado por  la  inteligencia  y  por  la  mano  del  ilustre  muerto, 
y  formado  por  sus  principales  escritos,  en  los  que,  puede 
decirse,  nos  ha  dejado  el  retrato  de  su  personalidad  in- 
telectual. La  apoteosis  será  así  completa;  y,  por  nuestra 
parte,  habremos  cumphdo  un  piadoso  deber,  contribu- 
yendo en  la  medida  de  nuestras  fuerzas,  á  honrarla  digna 
memoria  de  quien  tanto  nos  distinguió  con  su  franca  y 
leal  amistad,  compartiendo  por  larguísimos  años  las  ta- 
reas del  estudio  y  la  mas  grata  intimidad. 

No  son  muy  numerosas  ni  muy  extensas  las  obras  que 


CXX  EL  DOCTOR  DON  JOSIi  MARÍA  MORENO. 

escribió  el  Doctor  Moreno;  porque,  ocupado  siempre, 
como  se  ha  visto  en  las  páginas  que  preceden,  en  el  ser- 
vicio público,  apenas  le  quedaba  tiempo  suficiente  para 
prepararlas  lecciones  que  debia  dictar  en  la  cátedra;  y 
jamás  pudo  disponer  de  la  tranquilidad  y  largas  horas 
que  reclamaban  trabajos  científicos  que  no  pueden  ser  el 
resultado  de  la  improvisación  en  los  momentos  de  ocio. 
Aun  así  :  pensamos  que  los  que  publicamos,  y  que  no 
son  todos  los  que  dejó  escritos  Moreno  (porque  hemos 
debido  encerrar  en  tres  volúmenes  esta  colección),  bas- 
tan para  justificar  el  renombre  de  su  autor,  como  hom- 
bre estudioso  y  jurisconsulto  distinguido. 

Todos  los  escritos  jurídicos  del  Doctor  Moreno  se  dis- 
tinguen principalmente  por  estos  caracteres  que  distin- 
guían también  el  talento  de  su  autor :  método  y  claridad 
en  la  exposición  de  la  materia;  argumentación  lógica  y 
sólida;  y  generalización  de  los  principios  reconocidos  ó 
incuestionables,  que  es  lo  que  constituye  la  profundidad 
y  originahdad  de  un  escritor. 

Aun  cuando  la  especiahdad  del  Doctor  Moreno  era  el 
derecho  civil,  al  que  mas  se  había  dedicado  por  inclina- 
ción y  por  el  deber  que  le  imponía  su  empleo  de  maes- 
tro en  esa  materia,  sus  escritos  abrazan  también  las  de- 
más ramas  del  derecho  y  la  economía  política. 

Recorramos  hgeramente  los  principales  escritos  que 
publicamos. 


DERECHO    civil: 


Hemos  dicho  antes  que  el  Doctor  Moreno  no  escribió 
su  curso  de  derecho  civil;  obra  que  preparaba  de  lar- 
gos años  atrás,  según  lo  decía  al  rector  de  la  Universi  - 
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dad  en  su  nota  del  5  de  marzo  de  1872,  en  que  renun- 
ció la  cátedra,  y  que  dejamos  ya  copiada.  Sin  embarcan, 
en  el  primer  volumen  de  sus  obras,  hallará  el  lector  di- 
versas monografías,  que  sirven  para  juzgar  de  la  compe- 
tencia del  escritor  y  de  su  preparación  científica  en  la 
materia  que  trata. 

I. El  ESTUDIO  SOBRE  EL  CURSO  FORZOSO,   el  IliaS  CXtCUSO 

de  los  escritos  que  comprende  el  citado  volumen,  cor- 
responde al  derecho  civil  por  la  tesis  que  en  él  se  de- 
fiende, á  la  que  se  refiere  la  disposición  del  artículo  46, 
título  De  las  obligaciones  de  dar,  Código  civil ;  pero  por  la 
materia  que  abraza  dicho  trabajo,  es  mas  propiamente 
un  escrito  en  el  que  se  exponen  los  principios  económi- 
cos que  rigen  el  valor  y  la  moneda,  según  la  doctrina  de 
Macleod,  <le  que  Moreno  se  manifiesta  parfidario  ha- 
ciendo de  él  extensas  trascripciones  para  apoyar  la  tesis 
que  defiende. 

A  la  clausura  de  la  oficina  de  cambio  establecida  en  el 
Banco  de  la  provincia  de  Buenos  Aires,  que  había  pro- 
ducido por  mucho  tiempo  en  el  hecho  la  conversión  de 
de  nuestro  papel-moneda  y  la  de  los  billetes  metálicos 
emifidos  por  el  mismo  Banco,  y  ante  la  ley  y  decreto  de 
mayo  de  1876,  que  ordenaron  la  suspensión  de  dicha 
conversión  y  declararon  el  curso  legal  de  unos  y  otros  bi- 
lletes, era  necesario  resolver  cómo  habían  de  cumphrse 
las  obhgaciones  pendientes  al  dictarse  aquellas  disposi- 
ciones, y  que  habían  sido  contraidas  en  moneda  metálica. 
Los  acreedores,  como  era  natural,  sostenían  que  el 
curso  forzoso  no  importaba  mas  que  imponer  para  el 
pago  la  moneda  de  curso  legal,  ó  sea  el  papel  inconver- 
tible :  pero  de  ningún  modo  por  su  valor  escrito,  sino  por 
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el  valor  que  tuviera  realmente  en  el  mercado  el  día  mismo  de 
efectuarse  el  pago. 

El  Doctor  Moreno  sostuvo,  como  abogado,  esta  teoría 
ante  el  juez  de  comercio,  en  el  escrito  que  publicamos,  y 
en  el  que  no  hemos  hecho  otra  alteración  que  suprimii' 
la  dirección  al  juez  á  quien  fué  presentado. 

El  Doctor  Moreno  no  dio  este  escrito  á  la  prensa,  sin 
duda  porque  él  pensaba  hacerle  las  correcciones  que, 
en  nuestra  opinión  requería  no  en  cuanto  á  la  doctrina, 
sino  de  forma,  para  hacer  mas  interesante  su  lectura: 
pero,  hemos  debido  publicarlo  tal  como 'lo  hallamos  entre 
sus  papeles,  porque  no  nos  podíamos  creer  autorizados 
á  introducir  en  él  ninguna  modificación  trascendental. 

Así  como  va  impreso,  su  publicación  tiene  el  mayor 
interés ;  porque  sirve  para  hacer  conocer  los  fundamen- 
tos de  las  dos  opiniones  sostenidas  ante  los  tribunales 
con  motivo  de  las  cuestiones  que  promovieron  las  leyes 
sobre  el  curso  forzoso.  El  Doctor  D.  Amancio  Alcorta,  que 
defendió  la  opinión  contraria  á  la  que  sostuvo  el  Doctor 
Moreno,  publicó  en  1880  su  Estudio  sobre  el  curso  forzoso, 
1  vol.  en  4°,  con  232  páginas  de  texto,  y  un  apéndice 
conteniendo  sentencias  y  leyes  sobre  curso  forzoso,  que  ele- 
van el  volumen  á  388  páginas  sin  el  índice.  De  manera 
que,  con  la  publicación  que  ahora  hacemos,  tienen  los 
estudiosos  como  comparar  las  defensas  en  pro  y  en  con- 
tra en  una  cuestión  muy  importante,  de  interés  perma- 
nente, y  que  fué  debatida  por  ambas  partes  con  un  estu- 
dio y  acopio  de  luces  que  hacen  honor  á  los  abogados 
que  las  trataron  (1). 

(1)  El  Doctor  Alcorta  menciona  en  su  lihro  la  publicación  de  olro  U'abajo 
sobre  la  misma  cuestión  publicaJo  por  los  Dres.  Ellauri  y  Pacheco  y  Obcs,  en  1877 
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No  podríamos  ocuparnos,  sin  extendernos  demasiado, 
de  cada  uno  de  los  escritos  de  derecho  civil  que  com- 
prende el  primer  volumen  de  las  obras  del  Doctor  Mo- 
reno. Procuraremos,  por  eso,  decir  solamente  algunas 
breves  palabras  sobre  los  que  reputamos  de  mayor  im- 
portancia por  el  estudio  de  la  materia  y  por  la  manera 
completa  como  ha  sido  tratada. 

II.  —  Documentos  uabilitaistes  :  —  Cuando  los  otor- 
(jantes  de  una  escritura  fuesen  representados  por  procura- 
dores, ó  cuando  se  refieran  á  otro  instrumento  público,  la 
trascripción  del  documento  habilitante  ó  de  referencia,  es  in- 
dispensable jmra  cumplir  el  precepto  y  fin  de  la  ley. 

El  Doctor  Moreno  examinando  las  sentencias  dictadas 
en  un  caso  resuelto  por  nuestros  tribunales,  hace  en  este 
trabajo  un  comentario  razonado  y  demostrativo  de  la 
verdadera  inteligencia  y  extensión  de  las  disposiciones 
de  los  artículos  7°  y  8°,  del  título  De  las  escrituras  jmbli- 
cas,  Código  civil,  que  dicen  así  : 

«  Art.  7°  Si  los  otorgantes  fuesen  representados  por 
))  procuradores,  el  escribano  debe  expresar  que  se  le  ha 
))  presentado  el  respectivo  poder,  trascribiéndolo  en  el  libro 
)>  del  registro  junto  con  la  escritura.  Lo  mismo  debe  hacer 
))  cuando  las  partes  se  refieran  á  algún  otro  instrumento 
))  público.  Pero  si  los  instrumentos  estuviesen  otorgados 
»  en  el  registro  del  escribano,  bastará  que  este  dé  fe  de 
))  hallarse  en  su  protocolo,  indicando  la  foja  en  que  se  en- 
»  contraren. 

))  Art.  8°  Son  indas  las  escrituras  que  no  tuviesenla-áe- 
»  signacion  del  tiempo  y  lugar  en  que  fuesen  hechas,  el 
))  nombre  de  los  otorgantes,  la  firma  de  las  partes,  la 
))  íirma  á  ruego  de  ellas  cuando  no  saben  ó  no  pueden 
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»  escribir,  las  'procuraciones  ó  documentos  habilitantes  y  la 
»  presencia  de  dos  testigos  en  el  acto,  etc.  » 

Moreno  empieza  por  demostrar  que  estas  disposicio- 
nes de  nuestro  Código  civil  han  sido  tomadas  de  los 
artículos  712  y  713  del  Proyecto  de  Código  para  el  Bra- 
sil, del  Doctor  Freitas,  siendo  perfectamente  idénticas 
unas  y  otras ;  y  que  en  ambas  legislaciones  se  ordena 
que  el  escribano  trascriba  los  poderes  y  documentos  ha- 
bilitantes ó  de  referencia.  Examina  en  seguida,  la  con- 
veniencia de  dicha  trascripción,  y  su  necesidad,  como 
medio  de  comprobar  la  legitimidad  de  la  personería,  ó 
de  los  derechos  que  se  trasmiten  ó  á  que  se  refiere  la 
escritura  que  se  otorga;  y  critica,  en  fin,  la  resolución 
de  los  tribunales  que  declaró  que  bastaba  trascribir  como 
instrumento  habilitante,  la  cláusula  de  un  testamento  en 
que  se  nombraba  albacea,  sin  que  fuera  necesaria  la 
trascripción  de  todo  el  testamento. 

La  demostración  del  Doctor  Moreno  es  clara  y  con- 
vincente; si  bien  ella  no  ha  pasado  en  la  práctica,  en  la 
que  se  observa  no  hacer  la  trascripción  in  extenso  de  los 
documentos  á  que  nuestra  ley  civil  se  refiere  en  las  dis- 
posiciones mencionadas.  ¿De  qué  parte  está  la  razón? 
Esto  lo  decidirán  mas  tarde  nuevas  resoluciones  de 
nuestros  tribunales,  si  ocurren  nuevos  casos  en  que  se 
venüle  la  misma  cuestión. 

III.  —  Derechos  del  locatario:  — ¿El  inquilino  tiene 
derecho  á  que  se  cumpla  su  contrato  por  el  comprador  de  la 
finca  arrendada  por  su  antecesor?  —  ¿Puede  considerarse 
ese  derecho  como  un  jis  in  re? 

Según  el  derecho  español  vigente  para  nosotros  hasia 
el  año  1871,  en  que  comenzó  á  regir  el  Código  civil^  el 
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inqiiilino  no  podia  obligar  al  comprador  de  la  finca 
arrendada  al  cumplimiento  del  contrato  de  locación  ce- 
lebrado por  el  vendedor.  —  Pero  el  articulo  6°  del  titulo 
De  ¡a  locación,  Código  civil,  establece  la  siguiente  dispo- 
sición conti'aria  :  —  «  Enagenada  la  finca  arrendada, 
))  por  cualquier  acto  jurídico  que  sea,  la  locación  sub- 
)>  siste  durante  el  üempo  convenido  ». 

El  Doctor  Moreno  escribió  este  arficulo  cuando  el 
Código  civil  empezó  á  regir,  cuando  venia  una  disposi- 
ción contraria  á  la  existente  por  tan  largos  años  á  influir 
necesariamente  en  los  contratos  de  locación  pendientes; 
y  por  eso  decia  que  «  el  verdadero  interés  de  actualidad 
consistía  en  invesügar  los  fundamentos  de  esta  varia- 
ción radical  y  prevenir  la  solución  que  la  jurispruden- 
cia dará  á  las  opiniones  conlro\^erlida3  en  aquel  mo- 
mento. )) 

Examina  los  diversos  sistemas  que  hay  para  sostener- 
la subsistencia  de  la  locación,  cuando  el  locador  enagena 
la  cosa  arrendada  :  el  1",  que  establece  que  la  locación 
trasmite  al  locatario  un  derecho  real,  que  limita  los  del 
locador  y  su  cesionario ;  —  el  T,  que  se  funda  en  que 
el  adquirente  se  subroga  en  los  derechos  y  las  obhgacio- 
nes  del  enagenante ;  —  y  el  3 ",  en  fin,  que  se  apoya  en 
la  regla  según  la  cual  na  lie  pi¿ede  trasferir  mas  derechos 
que  los  que  tiene ;  y  estando  hmitado  el  goce  de  la  cosa 
por  el  arrendamiento,  debe  pasar  al  adquirente  en  su 
estado  actual  y  con  la  limitación  que  reconoce.  Morexo 
cree  que  esle  úlümo  es  el  sistema  que  nuestro  codifica- 
dor ha  preferido  al  decidir  la  subsistencia  de  la  locación 
en  el  caso  de  venta  de  la  cosa  arrendada.  Esa  decisión 
de  la  nueva  ley  civil  no  importa  otra  cosa  que  «  la  apli- 
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cacion  al  contrato  de  locación  de  la  máxima  :  nenio  plus 
jurís  in  alhuii  transferre  potest  quam  ipse  habet.  » 

El  derecho  del  locatario,  agrega,  no  es  wnjus  in  re, 
aunque  podamos  ejercerlo  contra  una  persona  que  no  ha 
contratado  con  nosotros  :  el  derecho  del  locatario  contra 
el  comprador,  es  siempre  tan  personal  como  lo  era  con- 
tra el  primitivo  dueño ;  proviniendo  de  la  ley  misma  la 
obligación  de  que  se  trata. 

Y  hace  notar,  en  fin,  que  el  artículo  de  nuestro  Có- 
digo no  es  el  1743  del  Código  francés,  que  consigna  el 
mismo  principio;  sino  mas  bien  el  1704  del  Código  de 
Luisiana.  Observa  las  diferencias  con  el  Código  francés; 
y  que,  según  el  nuestro,  se  comprenden  todos  los  modos 
de  enagenacion  en  el  espíritu  del  legislador. 

IV.  —  Prueba  de  la  filiación  ¡vatural.  —  Posesión  de 
ESTADO.  —  Informe  en  derecho. 

Es  este  uno  de  los  trabajos  mas  completos  y  mejor 
estudiados,  que  debemos  á  la  pluma  del  Doctor  Moreno, 
y  que  comprueba  cómo  ejecutaba  las  defensas  de  que  se 
encargaba. 

Desechada  en  primera  instancia  una  demanda  sobre 
declaración  de  filiación  natural  y  de  petición  de  la  he- 
rencia del  supuesto  padre,  ya  fallecido,  y  cuya  testamen- 
taría se  liquidaba,  por  no  juzgarse  plenamente  probada 
dicha  fihacion,  la  primera  Cámara  de  apelaciones  revocó 
la  sentencia  del  inferior ;  declarándose  probada  la  filia- 
ción alegada. 

El  Doctor  Moreno  se  encargó  entonces  de  la  defensa 
de  la  testamentaría  demandada;  y  recurrió  ante  la  Su- 
prema Corle  de  jusücia  de  la  provincia  de  Buenos  Aires, 
ante  la  que  presentó  el  informe  en  derecho  que  publicamos. 
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En  ese  informe  se  trata  :  de  la  importancia  de  las  cues- 
tiones de  estado;  de  sus  dificultades;  de  las  cuestiones 
de  derecho  que  surgen  de  la  causa;  de  la  presunción 
que  decide  el  nacimiento,  y  que  no  es  igual  en  la  fdia- 
cion  iegítima  y  en  la  natural ;  del  fundamento  moral  y 
necesidad  de  la  presunción;  del  reconocimiento  de  los 
padres  como  base  del  estado  de  hijo  natural,  y  única 
prueba  de  su  filiación;  y  de  la  posesión  de  estado  como 
único  medio  del  reconocimiento  tácito ;  v  de  los  elemen- 
tos  que  constituyen  la  posesión  de  estado. 

Este  informe  decidió  del  éxito  de  la  causa.  La  Suprema 
Corte  basó  en  él  sus  conclusiones  y  la  decisión  que 
adoptó;  y  las  palabras  del  abogado  fueron  invocadas 
por  los  mismos  jueces  en  el  acuerdo  en  que  pronuncia- 
ron su  fallo. 

La  doctrina  expuesta  y  expHcada  por  el  Doctor  Mo- 
reno se  convirtió  en  doctrina  legal,  desde  que  fué  adop- 
tada por  el  mas  alto  tribunal,  por  el  que  está  encargado 
de  darnos  la  verdadera  y  genuina  intehgencia  del  dere- 
cho, y  de  formar  jurisprudencia  con  sus  decisiones. 

V.  —  Juicio  de  mensura. 

El  Doctor  Moreno,  en  el  escrito  é  informe  en  derecho 
que  pubhcamos,  trata  de  los  siguientes  puntos  : 

El  juicio  de  mensura  es,  por  su  naturaleza,  esencial- 
mente distinto  del  de  reivindicación  y  del  de  deslinde. 

El  auto  que  aprueba  ó  desaprueba  una  mensura,  no  bo- 
nifica, ni  daña  la  calidad  intrínseca  de  los  títulos. 

La  protesta  alegada  por  un  lindero  con  motivo  de  la  men- 
sura de  un  terreno,  aunque  este  se  halle  dividido  por  cetro 
no  es  motivo  suficiente  para  que  se  suspenda  el  juicio  de  men- 
sura. 
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Eí  juez  710  puede  decretar  ex  ofeicio  la  nulidad  de  lo  ac- 
tuado. 

La  acción  de  finiüm  regundorum  es  admisible,  aun  en  la 
ciudad,  respecto  de  los  terrenos  no  edificados  ;  pues  solo  res- 
pecto á  los  edificados,  se  refere  el  articulo  7  5 ,  titulo  Del  con- 
dominio, Código  civil. 

El  Doctor  Moreno  obtuvo  también  que  su  doctrina 
fuese  adoptada  por  la  Suprema  Corte,  en  este  nuevo  caso 
encomendado  á  su  defensa;  y  en  materia  difícil  y  poco 
tratada  en  nuestra  legislación  y  escritores,  nos  ha  dejado 
un  estudio  que  debe  ser  consultado  necesariamente  siem- 
pre que  se  trate  de  cuestiones  que  suscite  una  mensura 
ó  deslinde  de  una  propiedad. 


DERECHO    COMERCLVL: 


I.  —  Estudios  sobre  las  quiebras  :  —  De  las  quiebras 
en  general.  —  Procedimiento  de  nuestros  tribunales  en  los 
juicios  de  concurso. 

En  la  Academia  teórico-práctica  de  jurisprudencia  de- 
bia  leerse,  en  la  primera  sesión  de  cada  mes,  una  diser- 
tación sobre  una  materia  jurídica,  designada  á  cada 
practicante,  al  principio  del  año,  por  la  dirección  de  la 
misma  corporación.  Al  Doctor  Moreno  fuéle  designada 
en  1864,  en  que  era  practicante  de  jurisprudencia,  la 
materia  de  quiebras;  y  los  Estudios  con  que  encabeza- 
mos el  segundo  volumen  de  sus  obras^  fué  la  disertación 


su  VIDA.  -SU  ENSEÑANZA.  -SUS  OBRAS.  CXXIX 

que  entonces  presentó  desempeñando  la  tarea  que  le  ha- 
bía sido  encomendada  (1). 

El  Doctor  Moreno  imprimió  sus  Estudios  sobre  las  quie- 
bras, en  1864  (2),  en  un  volumen  en  4",  con  268  pá- 
ginas de  impresión  compacta;  y  haciendo  ya  mucho 
tiempo  á  que  se  hallaba  agotada  aquella  primera  edi- 
ción, tuvo  siempre  la  intención  de  reimprimirlos;  pero, 
introduciendo  en  su  obra,  las  mejoras  de  que  era  sus- 
ceptible, por  el  mayor  estudio  que  habia  hecho  su  autor, 
y  por  el  auxilio  que  debia  prestarle,  en  muchos  puntos, 
la  jurisprudencia  de  nuestros  tribunales  y  la  jurispruden- 
cia extrangera. 

Nosotros  no  nos  hemos  creido  facultados  para  intro- 
ducir modificación  alguna  en  los  escritos  de  nuestro 
amigo;  y  hemos  creido  con  nuestro  compañero  el  Doc- 
tor Montes  de  Oca,  que  el  mejor  medio  de  cumphr  nues- 
tro propósito,  era  el  de  reunir  esos  escritos  y  darlos  á  la 
prensa,  tales  como  salieron  de  la  pluma  de  su  autor. 

Los  Estudios  sobre  las  quiebras  forman  un  tratado  com- 
pleto de  la  materia;  exphcando  en  su  primera  parte,  el 
estado  de  quiebra,  sus  efectos,  las  diferentes  clases  de 
créditos,  la  reivindicación  y  el  concordato;  y  en  la  se- 
gunda parte,  que  trata  del  procedimiento  de  nuestros 
tribunales  en  los  juicios  de  concurso,  se  comprenden : 
la  declaración  de  la  quiebra,  funciones  del  juez  comi- 


(1)  Los  Estadios  sobre  las  quiebras  no  fueron  la  tesis  universitaria  con  que 
se  graduó  el  Doctor  Moreno.  Dicha  tesis,  que  hemos  visto,  versó  sobro  la  si- 
guiente proposición  :  «  En  la  sucesión  ab  intestato,  el  derecho  de  suceder  á  los 
»  parientes  laterales,  llega  al  dccimo  grado  » ;  y  lleva  la  fecha  de  28  de  junio 
de  1861.  Trabajo  primero  de  un  estudiante,  no  hemos  creido  que  debia  figu- 
rar entre  sus  Obras  jurídicas. 

{(2)  Buenos  Aires,  imprenta  del  Comercio  del  Plata. 

I.  i 
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sario,  de  los  síndicos  provisorios,  la  verificación  de  cré- 
ditos, la  clausura  de  las  operaciones  de  la  quiebra,  su 
calificación,  los  síndicos  definiüvos,  graduación  de  los 
créditos,  y  distribución  del  activo,  efectos  de  la  quiebra, 
derechos  y  obligaciones  del  fallido,  las  moratorias,  y  la 
rehabilitación. 

De  este  tratado  De  las  quiebras,  ha  dicho  con  verdad  el 
Doctor  Pintos :  «  que  pasó  á  ser  hbro  de  consulta  »  (1); 
opinión  que,  fuera  de  Buenos  Aires,  ha  sido  también  for- 
mulada así :  «  Ese  trabajo  jurídico  es  consultado  en  el 
foro,  á  la  par  de  los  primeros  tratadistas  de  la  materia, 
y  pasará  á  las  generaciones  venideras  como  un  monu- 
mento destinado  á  perpetuar  la  memoria  del  eximio  ju- 
risconsulto »  (2). 

Muy  de  veras  sentimos  que  sus  premiosos  deberes  y 
sus  dolencias,  no  permitieran  á  Moreno  dirigir  la  nueva 
edición  de  sus  Estudios  sobre  las  quiebras;  los  que,  cor- 
regidos y  mejorados,  como  lo  habrían  sido  por  él,  no 
habrían  quedado  inferiores  á  los  mejores  tratados  que  se 
conocen  sobre  la  materia. 

Sin  embargo  :  siendo  como  son  la  obra  de  un  practi- 
cante de  jurisprudencia,  la  fama  y  el  aprecio  de  que  go- 
zan entre  nuestros  jueces  y  abogados,  demuestran  bien 
claro  que  su  mérito  responde  á  los  elogios  que  de  ellos 
se  han  hecho. 

Pueden  considerarse  como  complementarios  de  los Es- 
tudios  sobre  las  quiebras,  los  siguientes  trabajos  que  publi- 
camos; y  los  que  el  Doctor  Moreno  habría,  sin  duda,  re- 

(1)  Dr.  D.LinsT.  Pintos,  cu  la  Ilustración  Argentina,  de  10  de  abril  de  1882. 

(Corona  citada,  pág.  73.) 

(2)  El  Eco  de  Córdoba,  de  25  de  marzo  de  1882.  (Corona  c'úada,  pág.  68.) 
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fundido  en  la  nueva  edición  que  proyectaba  de  dichos 
Estudios  : 

II.  —  Privilegios  del  Baxco  de  la  Provincia  e\  los 

CONCURSOS. 

III.  —  Reivindicaciox  del  vendedor  ei\  la  quíebra  del 

COMPRADOR. 

IV.  —  Derecho  de  los  acreedores  á  ixtervexir  en  la 
calificación  de  la  quiebra. 

V.  — -  Funciones  del  juez  comisario. 

VI.  —  ^Comentario  sobre  el  art.    1736,  Código  de 

COMERCIO. 

VIL  —  Próroga  de  moratorias:  —  Interpretación  del 
último  inciso  del  art.  1736  del  Código  de  comercio. 

No  podemos  menos  de  llamar  especialmente  la  aten- 
ción sobre  el  escrito  del  Doctor  Moreno  referente  á  la 
Próroga  de  las  moratorias,  que  es,  sin  duda,  de  un  mérito 
igual  al  informe  sobre  la  prueba  de  la  filiación. 

El  Doctor  Moreno  estudia  la  institución  de  las  mora- 
torias desde  su  origen  en  el  derecho  romano,  y  en  el  an- 
tiguo derecho  español;  haciendo  notar  que,  en  este,  no 
habia  un  término  señalado  para  ellas,  quedando  librado 
al  acuerdo  de  los  acreedores;  con  excepción  de  los  co- 
merciantes, para  los  cuales  no  podia  exceder  de  cinco 
años.  Continúa  su  estudio  en  la  legislación  moderna ;  re- 
corriendo las  disposiciones  sobre  moratorias  de  los  Có- 
digos de  Portugal,  Brasil,  Bélgica,  Holanda  y  Wurtem- 
berg;  estableciendo  que  el  artículo  1736  del  Código  de 
comercio  argentino  es  tomado  del  Código  holandés,  y  que 
este  no  limita  el  término  de  la  próroga  de  la  moratoria. 

Después  de  tan  detenido  estudio,  en  el  que  se  aunan 
la  claridad  del  extilo  y  el  vigor  del  razonamiento,  el  Doc- 
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tor  Moreno  concluye  demostrando  que:  el  juez  puede 
acordar  esta  próroga  mas  de  una  vez,  se(jun  su  prudente 
arbitrio,  siempre  que  llene  las  formalidades  requeridas 
por  los  artículos  1759  y  siguientes  del  Código  de  comer- 
cio. Esta  doctrina  fué  también  adoptada  por  nuestros 
tribunales,  después  de  la  exposición  hecha  por  el  Doc- 
tor Moreno. 


DERECHO   administrativo 


Durante  los  largos  años  que  el  Doctor  Moreno  fué 
subsecretario  y  ministro  interino  de  Guerra  y  Marina, 
fiscal  general  del  gobierno  de  Buenos  Aires  y  asesor  le- 
trado de  la  municipahdad  de  esta  ciudad,  fueron  muy 
numerosos  sus  escritos,  vistas,  dictámenes  y  decretos  so- 
bre diferentes  puntos  de  derecho  administrativo,  que  se 
hallan  en  los  expedientes  que  fueron  ásu  despacho.  Pero 
no  habiendo  él  coleccionado  estos  trabajos,  ni  estando 
pubhcados  en  su  mayor  parte,  es  imposible  dar  con  ellos 
en  los  archivos  de  las  oficinas  públicas;  y  heftios  debido 
por  consiguiente,  limitarnos  á  reunir  los  que  hemos  po- 
dido tener  á  la  mano. 

I,  —  Personalidad  jurídica  de  las  municipalidades  : 
Incompetencia  de  la  justicia  ordinaria  para  conocer  y  de- 
cidir las  cuestiones  promovidas  entre  las  municipalidades  y 
particulares,  sobre  la  ejecución  y  efectos  de  los  contratos  re- 
ferentes á  servicios  y  obras  públicas. 
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Fundamento  y  caracteres  de  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa. 

Ilegalidad  del  embargo  y  remate  de  un  edificio  destinado 
al  servicio  público,  por  ejecución  de  deudas  particulares. 

Este  es  un  estudio  sobre  las  diversas  jurisdicciones  á 
que  pueden  estar  sometidas  las  municipalidades  por  las 
obligaciones  que  contraigan  con  particulares,  ya  hayan 
procedido  como  personas  jurídicas  en  el  derecho  privado 
ya  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  púbhcas  y  administra- 
tivas. En  el  primer  caso,  están  sujetas  á  los  jueces  or- 
dinarios; en  el  segundo,  á  los  tribunales  administrativos 
ó  contencioso-administrativos.  «  Puede  afirmarse  sin  va- 
cilar, dice  el  Doctor  Moreno,  que  todo  contrato  celebrado 
por  la  administración  en  general  con  particulares,  sobre 
servicios  ú  obras  públicas,  es  un  contrato  administrativo 
sujeto  en  su  celebración,  ejecución  y  efectos,  á  la  juris- 
dicción contencioso-administrativa.  » 

Por  deudas  particulares  no  puede  embargarse  y  re- 
matarse un  edificio  destinado  al  servicio  público,  «  por- 
que siendo  bienes  púbhcos,  dice,  y  conservando  ese  des- 
tino en  el  momento  del  embargo  y  del  remate,  se  hallan 
fuera  del  comercio,  y  no  son  susceptibles  de  propiedad 
privada.  » 

El  gobierno  adoptó  las  opiniones  del  fiscal  Doctor  Mo- 
reno; y  ellas  tuvieron  también  aceptación  en  el  Tribunal 
Superior  de  justicia  de  la  Provincia. 

II. —  Jurisdicción  contencioso-administrasiva  :  Diver- 
sas jurisdicciones  d  que  están  sometidos  los  actos  de  las 
personas  jurídicas.  Vista  fiscal. 

Este  dictamen  es  una  ampliación  de  la  doctrina  con- 
tenida en  el  precedente,  respecto  de  la  jurisdicción  con- 
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teiicioso-admÍDÍstrativa.  Se  establece  cuál  es  el  carácter 
esencial  de  las  personas  jurídicas,  según  sean  de  existen- 
cia necesaria,  ó  posible;  determinándose  por  la  capaci- 
dad en  que  hayan  obrado,  la  jurisdicción  á  que  el  acto 
deba  quedar  sujeto.  «  Así,  dice  el  Doctor  Moreno,  aun 
cuando  el  Estado  ó  una  municipalidad  pueden  adquirir, 
poseer  y  obligarse,  no  pierden  por  eso  su  carácter  pú- 
blico; y  la  relación  de  derecho  que  crean  como  persona 
jurídica,  quedará  sometida  á  la  jurisdicción  respectiva, 
según  que  el  acto  celebrado  corresponda  al  ejercicio  de 
funciones  públicas  y  administrativas,  ó  al  dominio  ex- 
clusivo del  derecho  piivado. 

»  En  el  primer  caso,  el  acto  ó  contrato,  en  su  natura- 
leza y  efectos,  será  apreciado  y  juzgado  por  los  tribuna- 
les administrativos,  ó  contencioso-administrativos,  puesto 
que  se  ha  realizado  en  la  esfera  de  esa  jurisdicción  y 
hace  parte  de  las  materias  que  le  conciernen;  en  el  se- 
cundo, por  los  tribunales  ordinarios  establecidos  para 
aplicar  las  leyes  del  derecho  puramente  privado,  en  las 
cuestiones  promovidas  entre  los  individuos,  porque  la 
persona  jurídica  habia  ejercitado  su  capacidad  en  los  lí- 
mites'de  ese  derecho  y  habia  adquirido  ó  contraído  una 
obligación  en  el  modo  y  Jbrma  que  lo  haría  una  persona 
natural  ejercitando  su  acción  individual,  según  su  pro- 
pio interés,  dentro  de  los  límites  que  el  derecho  le  asigna. 

»  La  persona  jurídica,  que  en  la  dirección  de  los  in- 
tereses públicos  ejercita  su  capacidad  en  el  derecho  de 
los  bienes,  como  instrumento  necesario  á  su  acción,  se- 
gún la  expresión  de  Savigny,  se  halla  sometida  á  la 
jurisdicción  civil,  comercial,  nacional,  ó  contencioso- 
administrativa,  según  sea  la  naturaleza  de  las  relaciones 
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que  haya  creado,  o  en  que  se  vea  comprometida.  » 
Estudia,  en  seguida,  la  jurisdicción  contencioso-ad- 
ministrativa,  su  diferencia  con  la  civil,  los  casos  de  com- 
petencia de  una  y  otra;  y  demuestra  la  existencia  legal  y 
constitucional  de  la  primera,  ilustrando  y  comprobando 
su  razonamiento  con  nuestras  propias  leyes  y  la  opinión 
conforme  de  los  escritores. 

Como  escrito  perteneciente  al  derecho  administrativo, 
este  dictamen  fiscal  del  Doctor  Moreno,  es  de  lo  mas 
completo  y  mejor  tratado  que,  entre  nosotros,  conoce- 
mos; viniendo  con  él  á  demostrar  la  seriedad  y  compe- 
tencia con  que  desempeñaba  sus  funciones  públicas. 

III.  — Escribanías  públicas: —  Origen  (IpI  arrenda- 
miento y  creación  de  las  oficinas  de  registro.  —  Su  condición 
actual.  — Necesidad  de  la  reforma. 

IV.  —  Ocupación  temporal  y  forzosa  de  una  finca  en 
caso  urgente  de  servicio  público. 

Indemnización  debida  al  propietario. 
¿Podria  exigir  del  Estado  la  compra  forzosa  de  su  propie- 
dad? 

V.  —  Navegación  de  los  ríos  : 

Facultad  de  reglamentar  el  comercio  y  la  navegación  de 
los  ríos  interiores. 

Diferencia  de  la  doctrina  de  la  Constitución  norte-ameri- 
cana y  de  la  establecida  en  nuestra  Constitución. 

Todas  las  cuestiones  indicadas  bajo  estos  títulos,  y  que 
son  muy  importantes  para  nosotros,  dada  nuestra  com- 
pleta escasez  de  disposiciones  en  la  legislación  adminis- 
trativa, están  tratadas  con  verdadero  estudio  y  con  la 
sensatez  que  caracterizaba  al  fiscal  Moreno;  y  sus  opi- 
niones consignadas  en  esos  escritos,  hacen  parte  y  están 
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incorporadas  á  nuestra  jurisprudencia  administrativa,  por 
haberlas  adoptado  el  poder  ejecutivo  como  resoluciones 
en  los  casos  en  que  fueron  emitidas. 


procedimientos: 


I  — Cuestión  DE  competencia:  Proceso  de  los  revolu- 
cionarios  de  setiembre  de  1874. 

Los  gefes  militares  comprometidos  en  el  movimiento 
de  setiembre,  sometidos  á  un  consejo  de  guerra,  nom- 
braron sus  defensores,  y  entre  ellos,  al  Doctor  Moreno  . 
Los  defensores  sostuvieron  ante  el  juez  nacional  de  la 
sección  de  Buenos  Aires,  que  el  consejo  de  guerra  era 
incompetente  para  juzgar  á  dichos  gefes;  y  le  pidieron 
soKcitase  del  referido  consejo  se  inhibiera  de  entender  en 
el  enunciado  proceso,  y  lo  remitiera  al  juzgado  de  sección, 
cuya  competencia  exclusiva  reconocían  los  defensores. 

Tal  es  el  objeto  del  escrito  que  se  incluye  en  las  obras 
DE  Moreno;  porque,  con  excepción  de  tres  capítulos,  él 
lo  redactó,  previa  discusión  y  acuerdo  con  sus  colegas 
sobre  la  doctrina  jurídica  que  en  él  se  sostiene. 

Este  mismo  escrito  fué  pubhcado  en  1875,  por  la  im- 
prenta del  señor  Coni,  en  un  volumen  en  4"  ccn  125  pá- 
ginas; pero  nos  ha  parecido  debíamos  reimprimirlo  por 
la  importancia  que  tiene  la  doctrina  que  en  él  se  exa- 
mina, y  porque  trabajos  semejantes  son  siempre  de  in- 
terés permanenle  en  países  que  empiezan  recien  á  for- 
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mar  su  jurisprudencia  en  materia  constitucional  y  política. 

El  Doctor  Moreno  estudia  los  consejos  de  guerra  del 
punto  de  vista  de  nuestras  instituciones,  con  las  que  los 
juzga  inconciliables;  porque,  ó  suponen  la  existencia  de 
un  fuero  personal  que  no  existe,  ó  son  comisiones  especiales, 
con  personal  designado  ex  post  fado,  con  un  cometido 
puramente  accidental  y  dependiendo  completamente  del 
comandante  en  gefe  del  ejército. 

Trata,  en  seguida,  de  la  competencia  de  los  consejos 
de  guerra,  de  la  que  deben  excluirse  los  delitos  comunes 
y  los  delitos  políticos  cometidos  por  militares,  que  cor- 
responden á  los  jueces  ordinarios;  porque  «  el  militar 
es,  ante  todo,  un  ciudadano,  con  todos  los  derechos  y 
prerogativas  de  la  ciudadanía,  con  la  misma  plenitud  de 
facultad  para  ejercer  esos  derechos,  y  con  la  misma 
obligación  de  cumphr  los  deberes  que  le  son  inhe- 
rentes. » 

Se  estudia  al  militar  según  nuestras  instituciones,  en 
los  partidos  políticos,  y  en  nuestra  historia;  la  deserción, 
la  rebehon  y  la  revolución;  la  materia  política;  la  justicia 
mihtar,  su  fundamento  y  sus  límites;  la  legislación  na- 
cional y  la  penahdad;  y  los  juicios  y  tribunales  de  la 
ordenanza,  para  concluir  con  la  incompetencia  del  tri- 
bunal mihtar  para  entender  en  la  causa  de  los  proce- 
sados pohdcos. 

II.  —  La  misma  cuestión  de  competencia.  —  Informe 
en  derecho  presentado  solamente  por  el  Doctor  Moreno  ante 
la  Suprema  Corte  de  justicia  nacional,  en  la  misma  causa. 

Se  trata  la  misma  materia  sobre  que  versa  el  anterior 
escrito ;  esforzando  el  Doctor  Moreno  su  argumentación 
jurídica  en  pro  de  la  incompetencia  del  tribunal  militar. 
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—  Este  informe  en  derecho  se  publica  por  la  primera  vez. 
III.  —  Sobre  la  excepción  de  cosa  juzgada. 
IV. —  Fe  que  merecen  las  notificaciones. 
V. —  Recusaciones. 

Con  estos  escritos  termina  la  colección  que  hemos 
formado  de  los  del  Doctor  Moreno  ;  sintiendo  no  haber 
podido  hacerla  mas  extensa,  incluyendo  otros  trabajos 
del  mismo  autor. 

En  todos  ellos  notamos  la  misma  claridad  de  extilo, 
igual  método  y  abundancia  de  doctrina  que  en  los  de- 
más trabajos  del  Doctor  Moreno  :  por  lo  que  pensamos 
que  los  estudiosos  de  la  ciencia  del  derecho  han  de  agra- 
decernos hayamos  formado  la  colección  que  ponemos  en 
sus  manos. 


Otros  trabajos  debe  la  jurisprudencia  al  Doctor  D.  José 
María  Moreno. 

En  el  año  1869,  el  Doctor  Moreno  invitó  á  los  Doc- 
tores D.  Ceferino  Araujo,  D.  Juan  José  Montes  de  Oca, 
y  al  que  escribe  estas  líneas,  para  fundar  la  Revista  de 
legislación  y  jurisprudencia ;  de  la  que,  á  su  fallecimiento, 
llevábamos  publicados  once  volúmenes  en  4°,  de  mas  de 
400  páginas  cada  uno,  y  dos  entregas  mas  del  tomo  XII. 

En  dichos  volúmenes  se  han  coleccionado  numerosas 
decisiones  de  nuestros  tribunales,  acompañándolas  con 
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la  crítica  razonada  y  respetuosa  que  merecían ;  siendo  el 
Doctor  Moreno  quien  mas  trabajos  de  este  género  pro- 
porciono á  esa  publicación,  muchos  de  los  que  figuran 
en  la  colección  de  sus  obras  que  reunidas  damos  al 
público . 

La  Revista  consignó,  en  su  programa,  estos  princi- 
pios que  supo  cumplir  con  toda  fidelidad  :  —  «  Tales 
juicios  críticos  (de  las  sentencias)  irán  siempre  fundados 
en  la  ley,  ó  en  la  doctrina  de  autores  respetables  :  escri- 
biremos en  derecho  ;  y  jamás  la  personalidad,  ni  el  in- 
digno espíritu  de  hostilidad  ó  malquerencia  para  con  na- 
die, manchará  las  páginas  de  esta  publicación,  que 
emprendemos  con  miras  tan  elevadas  como  es  el  asunto 
á  que  nos  dirigimos.  En  la  Revista  solo  se  discutirán 
puntos  ó  cuestiones  de  derecho,  ó  se  hará  la  exposición  de 
alguna  materia  jurídica;  pero  nunca  la  ocuparán  cues- 
tiones de  hecho,  ni  se  publicará  en  ella  una  hnea  en  que 
pueda  hallarse  una  sola  alusión  personal,  ó  que  ofenda 
el  decoro  que  debemos  guardarnos  todos  los  que  perte- 
necemos á  la  noble  profesión  del  abogado.  Solo  así  com- 
prendemos la  nulidad  de  este  periódico;  y  por  nada,  ni 
por  nadie,  nos  desviaremos  del  camino  que  nos  propo- 
nemos seguir  »  (1), 

Discuüendo  el  Doctor  Moreno  con  un  colega  en  la 
Revista,  repetía  que  «  esta  no  debía  ser  jamás  un  campo 
abierto  á  la  polémica  personal,  que  en  nada  interesa  á  la 
legislación  y  al  derecho  )^ ;  y,  con  tal  proceder,  se  obtuvo 
siempre  que  esa  publicación  fuera  recibida  con  agrado 
por  jueces  y  abogados. 

(1)  Revista  de  lerjislacion  y  jurisprudiuicia,  BupiiosAires,  186),  lomo  I,  ¡¡ág.  9. 
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La  Revista  perdió  con  el  Doctor  MorENO  el  espíritu 
que  la  animaba ;  pero,  convencidos  de  su  importancia  y 
de  los  bienes  que  puede  procurar  al  progreso  y  mejora 
de  la  administración  de  la  justicia,  abrigamos  la  espe- 
ranza de  que  podremos  continuar  la  labor  interrumpida, 
aunque  no  tengamos  ya  á  nuestra  disposición  los  talentos 
y  la  ciencia  del  compañero  que  perdimos  (1). 

(1)  No  incluimos  entro  los  trabajos  del  Dr.  Moreno  el  Manual  de  procedi- 
mientos civiles  y  comerciales  cuyo  tomo  1  publicamos,  en  1870,  con  él,  y  con 
los  Drcs.  Montes  de  Oca  y  Fernandez.  Como  se  ve  en  la  advertencia  que  pre- 
codc  á  diclio  libro,  los  Apuntes  sobre  procedimientos  dcbian  ser  ejecutados 
por  los  cuatro  estudiantes  cuyos  nombres  figuran  en  la  portada  ;  tocando  al 
Dres.  Montes  de  Oca  y  á  nosotros  toda  la  parte  que  comprende  el  tomo  1  que 
fué  publicado;  y  á  los  Dres.  Moreno  y  Fernandez,  el  resto  del  trabajo,  esto 
os,  los  juicios  especiales  de  la  jurisdicción  civil,  como  el  juicio  ejecutivo,  de 
mensura,  alimenlus,  etc.,  y  los  procedimientos  ante  las  jurisdicciones  comer- 
cial, eclesiástica,  etc. ;  lo  cual  debia  formar  el  tomo  II  que  no  fué  publicado. 
Dichos  señores  desempeñaron  su  tarea  sino  en  el  todo,  en  su  mayor  parte  ;  pero 
corriendo  sus  cuadernos  manuscritos  entre  los  estudiantes,  después  que  sa- 
limos de  la  Academia,  concluyeron  por  perderse:  y  aun  cuando  los  Dres.  Mo- 
reno y  Fernandez,  al  emprender  aquella  publicación,  quisieron  rehacerlos,  paia 
que  ella  fuese  completa,  no  les  fué  posible  realizar  su  propósito  á  causa  de  las 
diversas  ocupaciones  que  uno  y  otro  tuvieron  desde  entonces. 


XI 


Hemos  terminado  la  tarea  que  nos  impusimos,  de 
bosquejar  hasta  su  fin,  la  vida  del  Doctor  Don  José  Ma- 
ría Moreno,  de  caracterizar  su  enseñanza  como  maestra 
del  derecho,  y  de  agregar  breves  palabras  acerca  del 
mérito  de  sus  obras  jurídicas ;  y,  al  concluirla,  vemos 
que,  sin  proponérnoslo,  hemos  hecho  el  elogio  del  ciu- 
dadano, del  maestro  y  del  jurisconsulto.  —  Pero,  ese 
ELOGIO  no  es  mas  que  el  resultado  de  una  narración  en 
la  que  hemos  puesto  todo  empeño  para  no  apartarnos  de 
la  verdad  :  no  es  nuestra  obra  entonces ;  sino  la  obra  de 
una  vida  enteramente  consagrada  al  estudio,  al  servicio 
público  y  al  bien  de  sus  semejantes. 

La  vida  del  Doctor  Moreno  referida  sencillamente  en 
las  páginas  que  preceden,  nos  ofrece  un  ejemplo  digno 
de  imitación,  y  nos  lega  también  una  enseñanza  para 
los  que  hemos  nacido  ciudadanos   de  una  República. 

El  ejemplo  que  nos  ofrece,  comprobado  con  todos  los 
actos  de  su  útil  y  laboriosa  existencia,  es  el  de  un  hom- 
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bre  de  bien  y  de  un  ciudadano  modelo  de  virtud  cívica. 
Con  las  mas  elevadas  dotes  de  la  inteligencia  y  del 
saber,  en  que  pudieran  apoyarse  las  mas  grandes  ambi- 
ciones, jamás  las  exhibió,  ni  las  abrigó  siquiera  por  un 
momento  en  lo  íntimo  de  sus  sentimientos;  limitándose 
en  todo  tiempo  á  prestar,  sin  trepidación  ni  excusa,  los 
servicios  que  la  patria  le  reclamara,  mediante  la  elección 
que  de  él  hicieran  sus  conciudadanos,  ó  la  designación 
espontánea  de  los  primeros  magistrados.  En  ninguno  de 
los  empleos  públicos  que  por  tan  largos  años  sirvió,  tuvo 
otra  aspiración  que  el  bien  de  su  país,  su  organización 
definitiva,  su  progreso,  y  el  desenvolvimiento  y  arraigo 
de  sus  libres  instituciones  y  de  sus  leyes,  lealmente  com- 
prendidas y  aphcadas  en  beneficio  de  la  libertad  y  del 
orden.  Todo  para  la  patria  ;  nada  para  él  :  tal  es  la  sín- 
tesis de  esa  vida,  tan  llena,  tan  completa  y  tan  digna  de 
ser  imitada. 

La  enseñanza  que  nos  lega,  no  es  menos  moral  y  pro- 
vechosa .  Los  pueblos  hacen  siempre  recta  justicia  á  sus 
verdaderos  y  desinteresados  servidores,  ya  ocupen  las 
mas  altas  posiciones,  ó  se  hallen  confundidos  en  la  gran 
masa  de  los  ciudadanos;  y  anticipan,  á  veces,  el  mas 
tardío  juicio  de  la  historia,  cuando  se  trata  de  personas 
respecto  de  cuyas  virtudes,  méritos  ó  defectos,  sus  con- 
temporáneos han  uniformado  sus  opiniones,  y  se  hallan 
habilitados  para  pronunciar  un  fallo  definitivo  durante 
sus  días,  ó  en  el  momento  mismo  de  su  muerte.  El  Doc- 
tor José  María  Moreno  tuvo  la  grata  saüsfaccion  de  pre- 
senciar él  mismo  el  aprecio  que  sus  compatriotas  hacían 
de  sus  eminentes  cuahdades,  y  el  respeto  que  le  tributa- 
ron por  su  mérito  incontestable.  Las  manifestaciones  de 
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duelo  público  y  los  honores  populares  tributados  á  su 
memoria,  desde  el  momento  de  su  fallecimiento,  tanto 
mas  espontáneos  y  sinceros,  cuanto  que  se  dispensaban 
á  un  hombre  privado  de  toda  posición  oficial,  y  alejado 
por  su  larga  dolencia  de  todo  trato  que  no  fuera  el  de 
sus  deudos  y  amigos  íntimos,  son  la  prueba  mas  con- 
cluyente  de  que  la  justicia  de  los  pueblos  jamás  se  hace 
esperar  mucho  tiempo  para  los  buenos  ciudadanos  y 
verdaderos  patriotas. 


Antonio  E.  Mal  a  ver. 


Buenos  Aires,  setiembre  de  1882. 
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ESTUDIO  SOBRE  EL  CURSO  FORZOSO 

I 

Relaciones  de  la  Economía  Política  con  el  Derecho. 
El  curso  forzoso  y  sus  efectos. 

La  Economía  Política  es  una  ciencia  nueva,  que  no 
ha  alcanzado  todavía  tal  madurez  en  su  desarrollo  «y 
una  firmeza  tal  en  sus  principios  y  doctrinas,  que  á 
semejanza  de  las  otras  ciencias  morales  y  de  aplica- 
ción, imponga  la  evidencia  al  espíritu,  y  guie  por  se- 
gura senda  la  razón  del  hombre,  en  la  apreciación  de 
todos  sus  fenómenos  y  en  la  observancia  de  sus  re- 
glas. Algunas  de  sus  manifestaciones  fueron  objeto  de 
la  atención  y  del  estudio  de  uno  que  otro  genio  supe- 
rior de  la  antigüedad  ;  pero  esas  nociones  oscuras  é 
incompletas,  quer  atestiguaban  apenas  la  existencia  de 
los  primordiales  principios  que  rigen  las  relaciones 
entre  los  hombres,  que  constituyen  el  patrimonio  de  la 
Economía  Política,  se  hallaban  adheridas  á  otros  ramos 
de  los  conocimientos  humanos,  de  los  que  no  han  sido 
separadas,  sino  al  impulso  de  la  investigación  crítica 
de  las  cienciaS;  que  distingue  la  época  moderna.  Desde 
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Quesnay,  considerado  como  el  padre  de  esta  ciencia, 
hasta  el  tiempo  presente,  la  Economía  Política,  objeto 
de  constante  y  paciente  labor  de  profundos  pensadores, 
ha  alcanzado  un  desarrollo  tan  grande  en  la  doctrina  y 
en  la  observación,  que  se  presenta  hoy  como  uno  de 
los  ramos  del  saber  humano,  armónico  en  su  conjunto, 
distinto  de  los  demás,  pero  ligado  á  ellos  con  la  soli- 
daridad que  une  las  ciencias;  perfecto  en  sus  grandes 
rasgos,  pero  reclamando  todavía  la  meditación  y  el 
estudio  de  sus  detalles  en  la  variedad  de  sus  aplica- 
ciones. 

Por  los  objetos  que  la  ciencia  comprende,  por  los 
medios  de  que  se  vale  en  sus  manifestaciones,  por  los 
fines  que  está  destinada  á  realizar  en  la  economía  social, 
la  ciencia  de  los  cambios  se  halla  estrechamente  unida 
á  la  ciencia  de  la  legislación ;  es  tal  vez  una  de  aquellas 
que  mas  claramente  manifiesta  los  vínculos  estrechos 
que  la  ligan  con  la  leyes  positivas.  «  Si  se  ignora,  ha 
»  dicho  Renouard,  en  su  brillante  artículo  sobre  este 
»  interesante  tópico,  según  qué  reglas  los  servicios 
))  de  los  hombres  y  las  cosas  se  producen,  se  distri- 
»  buyen,  se  consumen,  no  "se  podrá  uno  dar  cuenta, 
))  ni  de  la  razón  completa  de  las  leyes,  ni  de  la  me- 
))  dida  de  sus  resultados,  ni  de  la  oportunidad  de  sus 
))  modificaciones.  » 

Es  imposible,  en  efecto,  imaginar  cómo  pudiera 
prescindirsc  de  los  pi*incipios  y  reglas  de  la  Economía 
Política,  cuando  se  intente  dictar  leyes  que  consoli- 
den y  reglamenten  la  propiedad,  que  desenvuelvan  la 
industria,  que  protejan  el  comercio,  que  estimulen  el 
trabajo,  que  faciliten  los  cambios,  que  desarrollen  la 
riqueza  pública  y  que  promuevan  y  aseguren  la  liber- 
tad y  el  bienestar  general.  Todos  estos  objetos  sobre 
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que  necesariamente  recae  la  legislación  positiva  están, 
sin  embargo,  regidos  por  leyes  naturales,  por  princi- 
pios fijos,  que  debe  penetrar  y  conocer  el  legislador, 
para  evitar  la  decadencia,  la  miseria  y  la  ruina,  que 
son  la  consecuencia  necesaria  de  su  ignorancia  y  de 
su  violación. 

Explicando  Goquelin  el  carácter,  el  objeto  y  los  lími- 
tes de  la  Economía  Política,  recuerda  que  fué  primero 
considerada  como  una  rama  del  arte  de  gobernar,  que 
particularmente  se  referia  á  los  intereses  materiales  de 
los  pueblos.  La  tendencia  de  todos  los  escritores  era 
encontrar  las  reglas  de  este  arte  precioso  que  debia 
producir  la  riqueza ;  y  dirigiendo  sus  concepciones, 
mas  al  hombre  de  Estado  que  al  filósofo,  proponían 
medidas  gubernamentales,  que  debían  organizar  y  di- 
rigir la  industria,  el  comercio,  la  agricultura  ó  la  cir- 
culación y  el  crédito,  según  que  adoptaran  como  base 
de  su  sistema,  cualquiera  de  esos  ramos  de  la  activi- 
dad humana. 

«Apareció,  entonces,  la  escuela  Quesnay.  Ella  re- 
»  nuncio,  la  primera,  al  descubrimiento  de  ese  arte 
»  falso  y  engañoso,  que  tan  vanamente  se  había  per- 
))  seguido  hasta  entonces.  Proclamando  este  gran  prin- 
»  cipio  —  dejad  hacer,  dejad  pasar,  —  anunció  bien 
»  alto,  desde  luego,  que  no  venía  á  proponer  á  los  pue- 
»  blos  una  fórmula  especial,  destinada  á  acrecentar  su 
»  fortuna ;  sino  la  explicación  científica  de  ese  impo- 
»  nente  mecanismo  que  la  industria  humana  ofrece  á 
»  la  meditación  de  los  filósofos.  Esta  fórmula  bien  poco 
))  comprendida,  tenia,  en  efecto,  en  su  base  una  sig- 
))  nificacion  profunda,  que  es  bueno  recordar.  No  era 
))  la  ciencia  pura,  como  equivocadamente  lo  ha  dicho 
»  M.  Rossi;  era  por  el  contrario  todavía  el  arte,  puesto 
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))  que  importaba  un  precepto.  Pero  era  un  precepto 
))  que  contenia  la  negación  de  todos  los  demás.  Por  lo 
))  mismo  que  rechazaba  todas  las  combinaciones  arbi- 
»  trarias    que  hasta  entonces  se  hablan  imaginado, 
»  contenia  la  revelación  de  la  ciencia,  y  era  el  primer 
))  fruto  de  esa  revelación.    Podia   traducirse  así  :  — 
))  Habéis  creido  hasta  ahora  que  el  mundo  industrial 
»  era  una  especie  de  cuerpo  sin  alma,  un  conjunto 
»  irregular  de  fuerzas  incoherentes,  sin  principio  de 
»  dirección,  sin  cohesión,  sin  vínculo.  Habéis  creido 
»  que  ese  mundo  flotaba  al  acaso,  y  que  necesitaba  la 
»  mano  de  un  ord&nador  para  regirlo  y  dirigirlo.  En 
»  consecuencia   os  habéis  empeñado,  estimulándoos 
»  recíprocamente,   en  proponer  para  él,   ó  en  impo- 
))  nerle,  vuestras  combinaciones  artificiales  y  vuestros 
»  sistemas  preconcebidos.  Desengañaos  :  ese  mundo 
))  industrial  no  marcha  al  acaso;  bajo  el  desorden  apa- 
»  rente  de  sus  movimientos,  se  oculta  un  orden  pro- 
»  fundo;  está  gobernado  por  leyes  naturales,  leyes 
»  admirables,  bajo  ciertos  aspectos  inflexibles,  que  es 
))  preciso  conocer  y  respetar.    Guardaos  de  turbar, 
»  por  vuestras  combinaciones  arbitrarias,  esas  leyes 
»  naturales,  que  son  superiores  al  hombre.  Respetad 
»  este  orden  providencial ;   dejad  pasar  la  obra  .de 
»  Dios. 

))  Eso  no  quería  decir,  ni  aproximadamente,  que 
»  los  gobiernos  nada  tendrían  mejor  que  hacer,  que 
))  cruzar  los  brazos;  porque  los  gobiernos  tienen  su 
))  papel  marcado,  y  aun,  un  muy  bello  papel,  en  el 
))'  orden  natural  de  las  sociedades,  tal  como  lo  enten- 
))  dian  los  fisiócratas ;  pero  quería  decir  que  los  go- 
))  biernos  debían  limitarse  á  llenar  la  misión  pr.opia 
»  que  les  ha  sido  confiada,  sin  ai)lícarse  á  sustituir 


CURSO   FORZOSO.  7 

»  SUS  sistemas  arbitrarios,  al  orden  natural  de  las 
))  sociedades.  Así  comprendida,  y  tal  es  su  verdadera 
))  significación,  esta  máxima  :  dejad  hacer,  dejad  pa- 
»  sar,  es  una  de  las  mas  bellas,  de  las  mas  profunda- 
»  mente  filosóficas,  y  al  mismo  tiempo,  una  de  las  mas 
))  justas,  que  se  hayan  formulado  de  mucho  tiempo 
»  atrás.  Ella  comportaba,  lo  decimos,  la  revelación  de 
»  la  ciencia;  y,  en  efecto,  anunciaba  la  presencia  de 
))  esas  leyes  naturales  que  la  ciencia  tiene  por  misión 
»  estudiar,  y  sin  las  cuales  carecería  de  objeto.  Ella 
))  es  al  mismo  tiempo  el  primer  fruto  de  esta  revela- 
))  cion,  porque  aun  cuando  se  pueda  diferir  sobre  la 
))  mayor  ó  menor  extensión  que  convenga  dar  á  la 
»  acción  gubernamental,  la  máxima  —  dejad  hacer, 
»  dejad  pasar,  — deberá  ser  aceptada,  en  su  expresión 
»  general,  por  todo  aquel  que  admita  solamente  que 
))  hay  una  ciencia  económica.  Una  de  dos  :  ó  el  orden 
)>  natural  de  la  industria  existe,  ó  no  existe.  Si  no 
»  existe,  podéis,  sin  duda,  suplir  su  falta  por  vuestras 
»  combinaciones  arbitrarias;  podéis  componer,  arre- 
»  glar,  dirigir  ese  mundo  industrial  á  vuestro  gusto; 
))  podéis  aun  imaginar  para  él,  en  vuestros  momentos 
))  perdidos,  una  organización  artificial  del  trabajo ; 
»  pero  entonces  no  habléis  mas  de  la  ciencia,  porque 
»  la  ciencia  nada  tiene  que  hacer  en  semejante  medio. 
»  Si,  al  contrario,  admitís  que  ese  orden  existe,  en- 
»  toncos  vuestro  primer  deber  es  respetarle  (1).  » 

Así  apareció  la  ciencia  económica,  por  la  procla- 
mación de  esa  máxima  que  revelaba  la  existencia  de 
las  leyes  naturales  que  rigen  los  fenómenos  que  ob- 
servamos en  la  producción,  los  cambios,  el  valor,  la 

(1)  Dictionnaire  de  l'Écoaomie  politiquc,  v.  Économie  polilique. 
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circulación,  el  crédito  y  la  moneda;  leyes  primordiales 
y  superiores  que  no  pueden  violarse  impunemente;  y 
que  se  cumplen  siempre  y  necesariamente  á  pesar  de 
la  fuerza  empleada  por  el  Poder  Público  para  sofocar 
sus  ineludibles  efectos ;  á  pesar  de  la  sangre  abun- 
dantemente derramada  en  el  cadalso  para  desvirtuar  ó 
destruir  su  inquebrantable  vigor.  A  esa  clase  de  leyes 
es  particularmente  aplicable  la  amplia  definición  de 
Montesquieu,  según  la  cual  ellas  son  «las  relaciones 
»  necesarias  que  derivan  de  la  naturaleza  de  las  co- 
»  sas(l) )).  Empeño  vano,  pretender  cambiar  la  natu- 
raleza de  las  cosas;  esfuerzo  inútil,  querer  alterar  las 
relaciones  fundadas  en  esa  misma  naturaleza;  cuando 
el  hombre  como  todos  los  seres  de  la  creación  está 
sometido  á  esas  relaciones;  y  ellas  determinan  inva- 
riablemente las  condiciones  de  su  propia  existencia. 
Las  leyes  económicas  que  rigen  las  relaciones  de 
los  hombres  en  la  vida  social,  entre  si  y  con  las  co- 
sas de  que  se  sirven,  son,  pues,  leyes  de  un  orden 
superior  que  se  cumplen  fatalmente  y  dominan  la  legis- 
lación positiva,  cuya  misión  consiste  únicamente,  como 
respecto  de  las  leyes  morales,  en  descubrirlas,  estu- 
diarlas y  darles  forma  y  expresión  prácticas,  tanto  mas 
perfectas,  cuanto  mas  fiel  y  exactamente  traduzcan  en 
sus  diversas  aplicaciones  y  consecuencias,  el  principio 
que  consagran.  Una  ley  positiva  que  desconozca  en  el 
precepto  una  de  esas  relaciones  naturales,  en  su  prin- 
cipio ó  en  sus  aplicaciones,  es  un  precepto  muerto  ó 
destinado  á  perecer  en  breve,  sin  dejar  tras  sí,  otro 
recuerdo,  que  el  de  los  males  causados  por  la  fuerza 
que  quisiera  en  vano  rebelarse  contra  la  naturaleza; 

(l)  Espíritu  Je  las  leyos,  lih.  I,  cap.  i. 
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y  condenada,  como  un  error  que  el  espíritu  humano 
rechaza  lejos  de  sí,  avergonzado  de  haberlo  cometido, 
cuando  la  luz  de  la  razón  alumbra  sus  pasos  en  el 
camino  del  progreso  social. 

La  Economía  Política  es  una  ciencia  nueva;  sus 
detalles  son  todavía  materia  de  pacientes  investiga- 
ciones y  de  un  estudio  laborioso,  que  la  crítica  cien- 
tífica examina  y  depura :  no  está  aun  bástanle  perfec- 
cionada en  sus  doctrinas,  ni  difundida  entre  los  hom- 
bres ;  su  enseñanza  regular  y  metódica  cuenta  pocos 
años  de  existencia  en  los  países  mas  adelantados, 
y  menos  aun  entre  nosotros ;  y  no  es  extraño,  por 
consiguiente,  que  la  legislación  positiva,  agena  á  su 
influencia,  acuse  graves  errores  en  muchas  de  sus 
leyes,  de  que  recien  nos  apercibimos,  para  lamentar 
los  males  que  por  su  ignorancia  hemos  tenido  que 
sufrir,  y  para  procurar  con  empeño  proveer,  por  la 
reforma,  á  su  remedio. 

Por  otra  parte,  la  legislación  es  una  vasta  y  antigua 
ciencia,  que  ha  alcanzado  toda  la  plenitud  de  su  des- 
arrollo, muchos  siglos  antes  que  apareciera  en  el  ho- 
rizonte la  aurora  de  la  Economía  Política.  Los  pueblos 
antiguos  la  cultivaron  con  tanto  acierto,  que  sus  fór- 
mulas han  llegado  hasta  nosotros  bajo  el  rubro  de  «la 
razón  escrita»,  causando  la  admiración  de  las  edades, 
y  dejándonos  apenas  el  leve  trabajo  de  modelar  un 
tanto  las  líneas  algo  toscas,  propias  de  la  época  en 
que  se  concibieron,  y  acomodar  sus  reglas  á  las  cos- 
tumbres suaves  y  al  medio  social  de  la  civilización 
presente.  Su  origen  viene  de  los  tiempos  que  ya  no 
alumbra  la  historia,  y  ha  formado  nuestros  hábitos, 
se  ha  arraigado  en  nuestras  costumbres,  y  ejerce  tan 
poderosa  influencia  en  la  dirección  de  nuestras  ideas, 
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que  sus  mismos  errores  resisten  á  los  embates  de  la 
ciencia  moderna  y  á  los  golpes  de  la  evidencia  misma, 
con  un  vigor  y  persistencia  propios  de  antiguos  domi- 
nadores del  espíritu,  que  no  se  resignan  á  abandonar 
fácilmente  su  conquista,  por  tanto  tiempo  conservada 
bajo  su  imperio. 

Y  lié  aquí  por  qué  tanta  consagración  y  labor  de- 
manda el  definitivo  extablecimiento  de  una  verdad  des- 
cubierta por  la  ciencia  moderna,  para  disipar  el  error 
y  ocupar  su  lugar  en  los  conocimientos  humanos;  y 
cómo  no  es  de  extrañarse  que  porfié  por  mantenerse, 
y  encuentre  voces  que  lo  defiendan,  antes  que  sea  de- 
finitivamente condenado  por  la  razón  y  extirpado  para 
siempre  de  la  legislación.     . 

Mucho  antes  que  la  Economía  Política  pudiera  asen- 
tarse sobre  sólida  base  y  desarrollar  sus  teorías  sobre 
el  trabajo,  la  propiedad,  los  cambios,  la  circulación, 
el  crédito  y  la  moneda,  la  legislación  había  adop- 
tado reglas  y  establecido  principios  sobre  todas  esas 
instituciones  y  relaciones  de  la  vida  social,  confun- 
diendo con  frecuencia  los  efectos  con  las  causas,  apre- 
ciando equivocadamente  los  fenómenos  exteriores  ;  y 
tomando  nociones  falsas  é  incompletas,  como  princi- 
pios y  reglas,  en  medio  de  la  oscuridad  de  la  igno- 
rancia. Todavía  pugnan  por  mantenerse  la  injusticia 
y  los  errores  de  muchos  de  sus  preceptos,  fruto  de 
una  vieja  y  falsa  doctrina  ;  algunos  han  desaparecido 
ya  ante  las  demostraciones  de  la  ciencia  moderna,  que 
con  tanta  perseverancia  como  buen  éxito  los  ha  puesto 
en  evidencia,  promoviendo  ese  examen  y  refundición 
de  la  legislación  antigua,  á  que  se  han  dedicado  con 
tanto  ardor  las  naciones  mas  civilizadas  en  los  últimos 
tiempos.  Pero  otros  subsisten  todavía  de  pié,  y  sopor- 
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tan  con  cierta  firmeza,  aunque  cada  di  a  mas  conmo- 
vidos y  vacilantes,  los  golpes  de  la  crítica  y  de  la  in- 
vestigación científica.  Un  último  esfuerzo  es  necesario 
para  derribarlos ;  y  demostrando  con  claridad  la  base 
falsa  sobre  que  reposan,  y  sometiéndolos  con  energía 
á  la  prueba  de  la  razón,  presentarlos  en  toda  su  defor- 
midad á  la  vista  asombrada  de  las  generaciones  pre- 
sentes. 

El  error  que  entraña  la  cuestión  que  nos  propone- 
mos estudiar  es  uno  de  aquellos  de  antigua  tradición 
y  falsa  doctrina,  apoyado  en  el  deleznable  fundamento 
del  poder  de  la  fuerza  sobre  el  derecho,  y  bamboleante 
ya  por  los  descubrimientos  y  los  esfuerzos  de  la  cien- 
cia moderna.  Humillado  y  vencido  en  el  debate  teó- 
rico, condenado  hasta  por  la  enseñanza  elemental  en 
nuestras  Universidades,  solo  espera  que  la  convicción 
y  la  firmeza  guien  la  mano  del  magistrado,  para  des- 
aparecer, por  sentencia  y  para  siempre,  de  la  arena 
del  debate  judicial. 

Tócale  al  Juez  pronunciar,  en  nuestro  país,  tan  im- 
portante fallo,  que  ha  de  responder,  no  lo  dudamos, 
á  las  indicaciones  de  la  razón  y  la  justicia,  esclareci- 
das ya  por  los  principios  de  la  ciencia,  lo  bastante 
para  alejar  de  su  espíritu  las  vacilaciones  y  las  dudas, 
que  asaltaron,  al  decidir  esta  misma  cuestión,  á  los 
magistrados  de  la  gran  Pvepública,  y  á  las  cuales  no 
han  podido  sustraerse  los  tribunales  de  las  mas  escla- 
recidas naciones  de  Europa. 

La  cuestión  es,  por  otra  parte,  de  una  importancia 
trascendental ;  pues  con  ella  se  relacionan  grandes 
principios,  así  de  derecho  público  como  de  derecho 
privado ;  y  para  decidirla  con  acierto,  es  necesario 
fijar  las  ideas  y  determinar  invariablemente  la  convic- 
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cion,  sobre  ciertos  antecedentes  generales  que  domi- 
nan la  materia,  y  de  los  cuales  depende  absoluta- 
mente su  acertada  solución.  Esos  antecedentes  se  re- 
fieren á  la  definición  y  naturaleza  del  valor  y  á  la  na- 
turaleza y  funciones  de  la  moneda,  como  nociones 
fundamentales  de  que  derivan  las  reglas  que  determi- 
nan y  limitan  la  acción  del  poder  público,  al  mismo 
tiempo  que  marcan  la  esfera  del  derecho  privado. 

Pero  antes  de  abordar  la  discusión  puramente  doc- 
trinaria, y  de  someter  las  opiniones  al  criterio  de  la 
verdad  científica,  que  ha  hecho  ya  cumplida  justicia 
de  la  falsa  doctrina,  debemos  recordar  los  hechos  y 
rasgos  principales  con  que  la  cuestión  se  ha  presen- 
tado siempre  en  el  terreno  de  la  legislación  y  de  la 
práctica. 

Esos  hechos  son  de  tal  naturaleza,  que  ningún  te- 
mor puede  inspirar  su  diferente  apreciación  para  la 
aplicación  de  la  doctrina,  porque  ellos  han  revestido 
siempre  tales  caracteres  de  notoriedad  y  uniformidad, 
que  la  lealtad  ha  obligado  á  los  adversarios  en  esta  clase 
de  cuestiones,  á  estar  de  acuerdo  en  el  conjunto  y  en 
los  detalles  de  los  que  sirven  de  punto  de  partida  á  la 
discusión. 

El  papel  moneda,  se  ha  dicho  muy  bien,  es  el  bi- 
llete de  banco  inconvertible,  ó  una  promesa  de  pago 
interminada  ó  indefinida.  Nace  en  los  dias  de  grandes 
conflictos,  para  llenar  urgentes  necesidades  del  erario 
exhausto,  ó  como  ha  sucedido  alguna  vez,  para  salvar 
grandes  instituciones  bancarias,  que  podian  compro- 
meter con  su  ruina  grandes  intereses  públicos,  radica- 
dos en  su  estabilidad  y  firmeza.  «  El  papel  moneda  se 
»  impone  por  la  fuerza  de  un  hecho  inevitable ;  y  la 
»  ley  que  lo  crea  no  hace  otra  cosa  que  dar  forma, 
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»  dentro  de  los  límites  constitucionales,  á  ese  suceso 
»  ineludible,  sin  que  ninguna  persona  pueda  esquivar 
»  la  participación  que  le  corresponde  en  los  males  que 
»  trae  consigo,  por  subterfugios  y  manejos  mas  ó  me- 
»  nos  ingeniosos.  » 

No  necesitamos,  en  efecto,  detenernos  á  considerar 
la  naturaleza  y  caracteres  del  papel  moneda,  en  que 
queda  convertido  el  billete  de  banco,  por  el  efecto  in- 
mediato y  directo  del  curso  forzoso  que  la  ley  imprime. 
Donde  quiera  que  los  gobiernos  han  hecho  uso  de  este 
recurso  extremo,  con  el  cual  han  procurado  remediar 
las  dificultades  de  una  penosa  situación  financiera,  el 
papel  moneda  se  ha  presentado  siempre  en  las  mismas 
condiciones,  con  caracteres  exactamente  idénticos,  y 
con  iguales  resultados.  «  Su  historia,  se  ha  dicho,  es 
»  tan  antigua  como  uniforme,  y  sus  efectos  han  sido 
))  siempre  los  mismos  en  todas  partes  del  mundo ;  » 
y  en  verdad  que  en  donde  quiera  que  ha  aparecido 
emitido  por  el  gobierno,  ó  por  un  establecimiento  ban- 
cario,  la  perturbación  en  los  valores  y  en  los  cambios 
ha  sido  siempre  el  mas  inmediato  y  directo  resultado, 
que  desde  el  instante  de  su  aparición,  ha  producido  en 
la  circulación  monetaria.  Cualesquiera  que  hayan  po- 
dido ser  por  otra  parte,  las  condiciones  mas  ó  menos 
favorables  en  que  se  autorizara  su  emisión,  los  incon- 
venientes salvados  y  los  beneficios  que  pudieran  espe- 
rarse de  su  circulación,  la  situación  del  país  con  rela- 
ción á  la  moneda  y  al  crédito,  jamás  pudo  conservar 
un  solo  instante  el  valor  escrito  que  le  fuera  atribuido  ; 
y  la  historia  no  presenta,  desde  la  mas  remota  antigüe- 
dad, un  solo  ejemplo  que  contradiga  este  fenómeno, 
que  parece  ser  un  elemento  constitutivo  y  esencial  de 
su  propia  naturaleza. 
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Cuando  se  reconoce  que  los  efectos  del  curso  for- 
zoso han  sido  siempre  los  mismos  en  todas  partes  del 
mundo,  y  cuando  se  observa  que  la  depreciación  y  va- 
riación de  su  valor  es  un  efecto  tan  inmediato,  tan 
directo,  que  parece,  no  tanto  un  resultado,  como  una 
.condición  de  su  existencia,  pues  que  lo  acompaña 
desde  el  primer  instante  de  su  aparición,  no  es  posible 
dudar  que  debe  haber  leyes  fijas  é  invariables,  leyes 
que  no  dependen  de  la  voluntad  de  los  hombres,  porque 
están  fundadas  en  la  naturaleza  de  las  cosas,  y  según 
las  cuales  los  fenómenos  que  el  papel  moneda  presenta, 
se  producen  siempre,  en  todas  partes  del  mundo,  y  en 
todas  las  épocas,  en  las  mismas  condiciones  y  estricta 
igualdad. 

¿  Qué  es  entre  tanto  el  curso  forzoso  ?  —  El  billete 
de  banco,  es  la  promesa  escrita  de  pagar  al  portador 
y  á  la  vista  en  especies  metálicas,  el  importe  de  la 
suma  que  expresa;  y  cuando  un  banco  privilegiado 
teme  que  se  presente  para  convertirse  en  moneda,  una 
cantitad  de  billetes,  que  sus  recursos  no  le  permitieran 
satisfacer  en  los  términos  de  su  compromiso,  ha  suce- 
dido alguna  vez,  que  se  ha  dictado  una  ley  obligando 
á  los  particulares  á  recibirlos  como  moneda,  dispen- 
sando al  banco  al  mismo  tiempo  de  la  obligación  de 
pagarlos  :  ó  cuando  la  escasez  de  recursos  actuales  ha 
inducido  al  gobierno,  para  llenar  necesidades  urgentes 
del  servicio  público,  á  emitir  billetes  de  circulación, 
que  suplieran  la  falta  de  moneda,  la  ley  ha  competido 
á  los  particulares  á  recibirlos  en  ese  carácter,  en  las 
transacciones  privadas.  En  cualquiera  de  los  descases, 
el  curso  forzoso  consiste  en  la  oblio-acion  de  recibir  en 
pago  billetes  que  expresan  una  suma  en  moneda,  dis- 
pensando al  que  los  emite,  de  pagar  en  el  acto  de  la 
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presentación,  el  valor  que  expresen  en  la  verdadera 
moneda ;  y  de  ahí  el  nombre  de  papel  moneda  con  que 
se  distingue  y  califica  al  billete  de  curso  forzoso,  por- 
que suple  la  moneda  verdadera  y  la  representa  en  los 
cambios;  y  de  ahí  también,  que  sea  considerado  como 
una  de  tantas  especies  de  mone'da  que  giran  en  la  cir- 
culación, puesto  que  cumple  las  funciones  naturales 
que  á  esta  última  corresponden  en  los  negocios  y 
transacciones  de  la  vida  civil. 

El  curso  forzoso  implica,  pues,  dos  circunstan- 
cias esenciales  :  la  primera,  es  la  obligación  impuesta 
á  los  particulares  de  recibir  en  pago  los  billetes  á  que 
la  ley  imprima  ese  atributo  especial ;  la  secunda,  es  la 
dispensa  al  que  los  emite,  gobierno  ó  banco,  de  reem- 
bolsar al  portador  el  valor  que  expresen  en  moneda. 
Esta  última  circunstancia  distingue  al  curso  forzoso 
del  curso  legal,  tal  como  se  conoce  en  Inglaterra,  por 
ejemplo,  donde  los  billetes  del  Banco  de  Londres,  tie- 
nen por  la  ley  el  derecho  de  ser  recibidos  como  moneda 
en  los  cambios ;  y  la  consiguiente  facultad  de  dejar 
chancelada  cualquier  especie  de  obligación  privada ; 
pero  el  banco  que  los  emite,  tiene  la  obligación  de 
ofrecer  al  que  pida  su  conversión,  el  valor  que  indiquen 
en  moneda  efectiva,  en  especies  metálicas. 

Si  el  billete  de  curso  forzoso,  colocándolo  en  la  hi- 
pótesis mas  favorable,  no  es  mas  que  el  mismo  billete 
de  banco  de  curso  legal,  respecto  del  cual  está  dispen- 
sado el  que  lo  emite  de  pagar  su  valor  en  moneda  ;  ó 
si  en  cualquiera  de  los  casos  previstos,  ese  billete  debe 
por  la  ley  llenar  la  funciones  de  la  moneda,  —  ¿  cómo 
es  entonces  que  su  valor  se  desprecia  desde  el  ins- 
tante de  su  aparición,  y  se  cambia  y  se  altera,  en 
una  escala  de  los  extremos  mas  distantes,  burlando  la 
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mas  caula  previsión,  y  aun  contra  el  precepto  expreso 
del  legislador  y  contra  el  imperio  do  la  misma  fuerza, 
puesta  al  servicio  de  la  ley  con  un  extremado  rigor  ? 
—  ¿  Qué  influencia  secreta,  pero  poderosa  é  inque- 
brantable, dirige  invariablemente  el  papel  de  curso  for- 
zoso á  la  depreciación  de  su  valor  escrito,  lo  somete  á 
fluctuaciones  las  mas  extraordinarias,  y  ha  impedido 
siempre,  con  una  firmeza  superior  á  la  voluntad  mas 
decidida  de  los  hombres,  que  no  han  podido  quebrar 
el  cadalso  ni  el  terror,  que  mantenga  por  un  solo  ins- 
tante su  valor  íijo,  que  conserve  siquiera  por  algún 
tiempo  ese  prestigio  que  parece  ser  el  único  desiderá- 
tum del  legislador  ? 

La  ciencia  moderna,  ha  encontrado  la  explicación  de 
este  fenómeno,  merced  á  los  esfuerzos  y  pacientes  estu- 
dios de  profundos  pensadores  ;  explicación  clara,  sen- 
cilla, irreprochable,  que  ha  marcado  con  señales  indele- 
bles el  camino  del  progreso  científico,  levantando  bien 
alto  los  principios  que  le  sirven  de  punto  de  partida, 
fuera  del  alcance  de  la  duda  y  de  los  tiros  del  error. 

Esa  explicación  tiene  por  base  la  teoría  del  valor 
y  de  la  moneda,  cuyas  nociones  fundamentales  han 
sido  esclarecidas  con  la  exactitud  de  una  demostración 
matemática,  libertándolas  de  la  falsas  ideas  y  de  las 
equivocadas  apreciaciones  que  las  oscurecían  y  extra- 
viaban. La  demostración  científica  ha  puesto  de  ma- 
nifiesto las  leyes  del  valor,  el  origen,  naturaleza  y 
funciones  propias  de  la  moneda,  á  tal  punto,  que  las 
verdades  conquistadas  en  el  tiempo  presente,  ocupan 
ya  en  el  mundo  civilizado,  y  particularmente  entre  nos- 
otros, el  lugar  que  usurparon  en  la  legislación  el  so- 
fisma y  el  error,  en  tiempos  no  muy  remotos  de  igno- 
rancia é  incertidumbre. 
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Veamos,  entonces,  cuáles  son  la  leyes  naturales  que 
rigen  el  valor,  y  según  las  cuales  deben  explicarse  to- 
dos los  fenómenos  que  presenta  en  sus  diversas  mani- 
festaciones. 


II 

Leyes  que  rigen  el  valor. 

Un  escritor  de  la  libre  Inglaterra,  centro  del  orga- 
nismo comercial  del  mundo,  ha  dado  los  últimos 
toques  á  las  principales  doctrinas  de  la  ciencia  econó- 
mica, con  tal  profundidad  de  observación,  exactitud  de 
raciocinio  y  claridad  de  ideas,  que  sus  trabajos  han 
conquistado  desde  su  aparición  la  adhesión  de  los  sa- 
bios y  el  concepto  de  causar  una  verdadera  revolución 
en  la  ciencia.  Poniendo,  pues,  á  contribución  las  últi- 
mas conclusiones  científicas,  de  acuerdo  con  la  índole 
de  este  trabajo,  y  para  evitar  difusas  investigaciones  en 
las  numerosas  obras  de  los  mas  notables  escritores, 
buscaremos  en  los  escritos  de  M.  Macleod  como  en  la 
fuente  mas  pura  y  abundante  que  ofrece  la  ciencia  mo- 
derna, la  demostración  de  los  principios  y  de  la  reglas 
que  rigen  el  valor  y  la  moneda,  y  que  deben  determinar, 
por  medio  de  su  lógica  aplicación,  los  principales  tó- 
picos de  la  decison  de  la  cuestión. 

M.  Macleod  procura  ante  todo  caracterizar  la  ciencia 
económica,  determinando  su  fin  y  su  objeto,  con  tal 
precisión  y  claridad,  que  no  sea  posible  poner  en  duda 
la  exactitud  de  sus  doctrinas,  por  una  abusiva  exten- 

I.  2 
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sion  fuera  de  sus  límites  propios  y  naturales  ;  ni  con- 
mover, tampoco,  la  sólida  base  del  principio  funda- 
mental en  que  descansa. 

«Aristóteles  dice  que  debemos  llamar  riqueza  á  todas 
»  las  cosas  cuyo  valor  puede  medirse  por  dinero  ;  ó  de 
))  otra  manera,  podemos  decir  :  —  Que  todas  la  cosas 
»  que  son  cambiables,  siendo  la  moneda  misma  una 
»  cantidad  cambiable,  son  riqueza. 

»  Tenemos  entonces  una  excelente  definición  de  la 
))  riqueza,  fundada  sobre  una  idea  general  —  cambiabi- 
»  lidad;  y  en  esa  fórmula,  una  buena  base  para  erigir 
))  sobre  ella  la  ciencia  que  trate  de  las  leyes  que  gobier- 
»  nan  las  relaciones  de  las  cantidades  cambiables,  tan 
»  buena  como  la  ciencia  que  trata  de  los  fenómenos  de 
»  la  fuerza,  de  la  luz,  ó  del  calor.  —  La  definición  de 
»  Aristóteles  es  hoy,  además,  la  aceptada  como  la  única 
»  verdadera  por  todos  los  economistas.  —  Todas  las 
))  cosas,  dice  Mili,  forman  parte  de  la  riqueza,  siempre 
»  que  sean  susceptibles  de  cambio. — En  estas  pala- 
» bras  encontramos  la  concepción  fundamental  y 
»  general  de  la  riqueza,  que  consiste  en  que  cual- 
»  quier  cosa,  de  cualquier  naturaleza,  sea  cambiable  ; 
»  que  pueda  ser  comprada,  vendida  ó  cambiada, 
))  separada  é  independientemente,  por  cualquiera  otra 
»  cosa. 

»  Partiendo  de  esta  idea  general  ó  concepción  fun- 
))  damental  de  la  riqueza,  ó  cantidad  económica,  debe- 
))  mos  considerar  cuántos  órdenes  distintos  hay  de  can- 
»  tidades  que  comprende  esta  definición. 

»  I.  Hay  cosas  materiales,  como  tierras,  casas,  ga- 
»  nados,  maderas,  granos,  dinero  y  otros  bienes  de  esta 
))  naturaleza,  cada  una  de  las  cuales  debe  ser  conside- 
»  rada  como  riqueza. 
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»  II.  Una  persona  puede  prestar  sus  trabajos  ó  sus 
»  servicios  de  diversas  maneras,  como  artesano,  mari- 
»  ñero,  médico,  profesor,  ingeniero  ó  abogado;  y 
»  cuando  un  hombre  presta  su  trabajo  por  dinero, 
»  su  valor  es  medido  por  dinero  -del  mismo  modo  que 
»  si  fuera  trigo  ó  madera.  Entonces  es  riqueza,  según 
■»  la  definición  de  Aristóteles. 

»  III.  Hay  además  un  tercer  orden  de  candidades,  que 
»  comprende  esta  definición :  —  Si  una  persona  tiene 
»  un  millón  de  libras  esterlinas  en  billetes  del  Banco 
»  de  Inglaterra,  ó  un  millón  en  fondos  públicos,  ó  en 
»  acciones  del  Banco  de  Westminster,  debe  conside- 
»  rarse  como  una  persona  rica.  Estas  cosas  tienen  la 
))  forma  de  la  riqueza,  distinta,  sin  duda,  de  las  otras 
»  dos  ;  pero  pueden  siempre  ser  compradas  y  vendi- 
»  das  por  dinero;  y  satisfacen,  por  consiguiente,  la  de- 
»  finicion  de  riqueza  de  Aristóteles.  Hay,  además, 
»  derechos  abstractos,  que  pueden  ser  comprados  y 
»  vendidos,  como  los  derechos  de  autor,  patentes  do 
»  una  invención,  el  secreto  de  una  negociación,  etc.; 
))  y  todos  ellos  separados  y  distintos  de  los  otros  bie- 
))nes,  son  propriedad  avaluable,  pueden  ser  com- 
»  prados  y  vendidos,  y  satisfacen  la  definición  de  ri- 
»  queza  de  Aristóteles. 

))  Hemos  encontrado  desde  luego,  tres  órdenes  de 
»  candidades  que  satisfacen  la  definición  de  riqueza ; 
))  y  una  detenida  reflexión  mostraria,  que  no  existe 
»  cosa  alguna,  de  cualquier  naturaleza  que  sea,  que 
»  pueda  ser  comprada  y  vendida,  que  no  esté  com- 
))  prendida  en  alguno  de  estos  tres  órdenes  de  canti- 
»  dades;  ya  sea  una  cosa  material,  alguna  especie  de 
))  trabajo,  ó  un  derecho  abstracto.  Hay,  pues,  tres  ór- 
»  denes  de  cantidades,  y  solamente  tres,  que  la  defi- 
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))  Ilición  comprenda  y  que  pueden  expresarse  por  la 
»  palabra  —  dinero  —  trabajo  —  y  crédito ;  —  tomando 
);  el  dinero,  como  el  tipo  de  todas  las  cosas  materia- 
))  les  y  corpóreas;  —  el  trabajo,  como  el  tipo  de  toda 
»  clase  deservicios;  y  el  crédito,  como  el  tipo  de  todos 
))  los  derechos  de  cualquier  naturaleza :  —  y  todo 
))  cambio  consiste  en  el  cambio  de  estos  tres  órdenes 
))  de  cantidades. 

))  Todos  los  jurisconsultos  y  economistas,  los  mo- 
»  dernos  á  lo  menos,  reconocen  y  admiten  esos  tres 
))  órdenes  de  cantidades  cambiables,  ó  de  riqueza,  téc- 
))  nicamentc  expresados  por  las  palabras  —  moneda, 
))  trabajo  y  crédito.  Consistiendo  todo  comercio  en  el 
))  cambio  de  esos  tres  órdenes  de  cantidades  ecónomi- 
))  cas,  combinándolos,  podemos  afirmar  con  seguridad 
))  que  hay  seis  diferentes  maneras  de  cambio  ó  comer- 
))  cío  : 

»  1.°  Cambio  de  un  producto  material  por  otro  pro- 

»  ducto material,  como  moneda,  por  granos  ó  madera. 

»  2.°  Cambio  de  un  producto  material  por  un  servicio 

»  ó  trabajo,  como  cuando  un  servicio  ó  trabajo  se 

i)  paga  con  dinero. 

))  3.°  Cambio  de  un  servicio  ó  trabajo  por  otro  ser- 
))  vicio  ó  trabajo. 

»  4.°  Cambio  de  un  servicio  ó  trabajo  por  un  dere- 
»  cho  ó  acción,  como  cuando  el  trabajo  se  paga  con 
»  billetes  de  banco,  cheques,  etc. 

))  5.°  Cambio  de  un  producto  material  por  un  dere- 
))  cho  ó  acción,  como  cuando  dinero  ó  mercaderías  se 
))  pagan  con  una  acción  ó  un  derecho. 

))  6."  Cambio  de  un  derecho  por  otro  derecho,  como 
»  cuando  un  banquero  compra  un  derecho  ó  acción, 
»  como  una  letra  de  cambio,  creando  otro  derecho   ó 
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»  acción,  ya  en  la  forma  de  sus  propios  billetes,  ya 
»  abriendo  un  crédito  en  sus  libros. 

»  Estas  seis  especies  de  cambio  comprenden  todo 
))  comercio,  en  su  mas  vasta  extensión  y  en  todas  sus 
»  formas  y  variedades ;  y  constituyen  la  gran  ciencia 
»  de  los  economistas. 

»  Valor,  en  su  sentido  proprio,  es  una  calidad  ó 
»  deseo  de  nuestra  voluntad :  significa  aprecio  ó  esti- 
))  macion ;  asi  hablamos  del  alto  aprecio  ó  valor  de 
»  un  amigo  ;  pero  tal  valor  no  es  un  fenómeno  eco- 
»  nómico.  Para  considerar  al  valor  en  Economía,  es 
»  necesario  que  se  manifieste  bajo  alguna  forma  tan- 
))  gible.  Del  mismo  modo  que  la  capacidad  humana 
»  no  se  considera  en  Economía,  sino  cuando  se  ejer- 
»  cita  cambiándose  por  alguna  cosa  así  el  valor  no 
»  se  toma  en  cuenta  en  Economía,  sino  cuando  una 
»  persona  manifiesta  su  deseo  y  estimación  por  al- 
»  guna  cosa,  dando  algo  en  cambio  para  adquirir  su 
»  posesión. 

»  Pero  como  una  persona  no  puede  adquirir  la  pose- 
»  sion  de  lo  que  otra  posee  sin  dar  por  ella  alguna 
y  cosa  en  cambio,  que  la  otra  pide,  desea  ó  valora,  es 
»  evidente  que  para  que  un  cambio  pueda  tener  lugar, 
»  se  requiere  la  concurrencia  de  dos  voluntades.  Si  se 
))  lleva  un  cargamento  de  vinos  á  un  país  cuyos  liabi- 
))  tantes  se  abstienen  de  toda  bebida  espirituosa,  nadie 
»  lo  comprará;  y  ese  producto  no  tendría  valor  alguno 
))  en  ese  país.  El  valor  de  una  cosa,  no  depende, 
»  pues,  solamente  del  deseo  de  su  comprador.  Muchas 
»  veces,  querrá  una  persona  vender  su  proprio  pro- 
»  ducto,  pero  si  nadie  quiere  comprárselo,  no  tendrá 
»  valor.  Si  pues,  cambio  se  efectúa,  él  puede  única- 
»  mente  ocurrir  por  el  deseo  reciproco  de  dos  perso- 
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»  ñas  do  obtener  cada  una  el  bien  ú  objeto  de  la  otra. 
))  Por  eso,  cuando  dos  personas  convienen  en  cam- 
»  biar  sus  productos,  cada  producto  debe  ser  consi- 
»  dorado  como  la  medida  del  deseo  de  su  poseedor, 
))  de  obtener  el  producto  de  la  otra  persona ;  y  cuando 
))  las  dos  respectivamente  han  convenido  sobre  la  can- 
»  tidad  de  sus  productos  que  deben  cambiarse,  los 
»  dos  se  dicen  ser  de  igual  valor;  cada  producto  es  el 
))  valor  del  otro  ;  y  esta  es  la  única  clase  de  valor  que" 
))  concierne  á  la  Economía.  » 

Así  los  fisiócratas,  consideraban  el  valor  como  una 
nueva  calidad  que  los  productos  adquieren,  cuando 
los  hombres  los  introducen  en  la  sociedad.  —  «  Los 
);  productos,  entonces,  adquieren  en  el  estado  social 
»  una  nueva  calidad,  que  resulta  de  la  comunicación 
))  del  hombre  con  sus  semejantes.  »  Esta  calidad  es 
))  el  valor,  que  constituye  á  los  productos  en  riqueza, 
))  y  no  hay  en  esto,  propiamente  hablando,  superflui- 
»  dad  alguna,  porque  el  exceso  es  el  medio  de  obtener 
))  lo  que  se  desea  ó  necesita. 

»  El  valor  consiste  en  la  relación  de  cambio  que 
»  tiene  lugar  entre  un  producto  y  otro;  entre  tal  canti- 
»  dad  de  un  producto  y  tal  candidad  de  otro. 

»  El  precio,  es  la  expresión  del  valor;  no  es  inde- 
»  pendiente  del  cambio ;  cada  cosa  es  recíprocamente 
»  el  precio  de  la  otra ;  en  la  venta,  el  precio  es  la  mo- 
»  neda.  »  Y  esta  es  la  verdadera  idea  del  valor. 

«  Si  una  cantidad  económica  A ,  puede  cambiarse 
«■  por  otra  cantidad  económica  B ,  la  cantidad  A  se 
»  llama  el  valor  de  B;  y  J5;  de  la  misma  manera,  se 
»  dice  el  valor  de  ^.  Y  como  cada  una  de  las  tres  espe- 
»  cies  de  cantidades  económicas  puede  ser  cambiada 
))  por  cada  una  de  las  otras,  cualquier  cantidad  puede 
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»  tener  su  valor  en  los  términos  de  las  demás.  —  Su- 
»  póngase  que  una  onza  de  oro  puede  cambiarse  por 
»  quince  onzas  de  plata,  entonces  se  dice  que  una  onza 
»  de  oro  es  el  valor  de  quince  onzas  de  plata,  quedando 
))  así  establecidos  los  términos  de  la  mas  sencilla  y  co- 
»  nocida  ecuación  :  1  onza  de  oro  =  15  onzas  de  plata. 

»  Por  consiguiente,  el  valor  debe  ser  considerado 
»  como  signo  de  igualdad  entre  dos  cantidades  econó- 
»  micas ;  que  era  el  pensamiento  de  Aristóteles  cuando 
))  decia :  «  La  palabra  valor  se  emplea  con  referencia  á 
))  las  cosas  externas ;  »  y  el  mismo  que  guiaba  á  la  ley 
))  romana,  cuando  declaraba :  Res  tanti  valet  qiianti 
»  vendí  potest. 

»  Para  dar,  entonces,  una  definición  exacta,  debe- 
»  mos  decir  :  que  el  valor  de  una  candidad  econó- 
»  mica  es  cualquier  otra  cantidad  económica,  por  la 
»  cual  pueda  cambiarse. 

»  Es  claro,  por  consiguiente,  que  el  valor  es  una 
»  relación  ó  ecuación,  es  como  la  distancia  :  requiere 
))  necesariamente  dos  objetos.  El  valor  de  una  cosa  es 
))  siempre  algo  externo  á  sí  misma.  Es  absolutamente 
))  imposible  decir  que  una  cantidad  tiene  valor,  sin  que 
»  al  mismo  tiempo,  explícitamente  se  diga,  que  puede 
»  ser  cambiada  por  alguna  cosa;  y  por  supuesto,  toda 
))  cosa  que  puede  ser  cambiada  por  ella,  es  su  valor  en 
»  la  medida  de  su  relación.  Es  imposible  decir  que  una 
»  cantidad  tiene  valor,  sin  referirse  á  alguna  otra  cosa,  • 
»  como  dinero,  pan  ó  cualquier  otra.  Así  como  es  im- 
»  posible  decir  que  una  ciudad  está  distante,  sin  men- 
»  cionar  el  lugar  de  donde  dista  ;  tampoco  podemos 
»  decir  que  una  cantidad  vale,  sin  referirnos  á  la  cosa 
))  que  constituye  su  valor.  Y  como  cada  lugar  se  encuen- 
»  tra  á  diferentes  distancias  de  otros  lugares,  así  tam- 
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))  bien  cada  cantidad  tiene  tantos  valores  como  otras 
»  cantidades  quieran  cambiarse  por  ella.  » 

Gomo  el  valor  es  la  relación  en  que  dos  cantidades 
económicas,  A  ^  B,  pueden  cambiarse,  es  claro  que  el 
valor  de  A,  en  los  términos  de  B,  aumenta  ó  disminuye, 
según  la  cantidad  de  B  que  puede  adquirirse  con  A;  y 
que  el  valor  de  B,  en  los  términos  de  A,  aumenta  ó 
disminuye  según  la  mayor  cantidad  de  A  que  pueda 
adquirirse  con  B.  Es  igualmente  claro,  que  si  por  una 
causa  cualquiera,  se  ha  alterado  la  relación  entre  esas 
dos  cantidades,  el  valor  de  las  dos  debe  haber  cam- 
biado. Tan  manifiestamente  absurdo  seria  decir,  que  el 
valor  de  una  cantidad  ha  cambiado,  cuando  el  de  la 
otra  permanece  el  mismo,  como  seria  decir,  que  el 
ferrocarril  ha  aumentado  su  distancia  de  la  estación, 
cuando  la  estación  permanece  á  la  misma  distancia  del 
camino.  Del  mismo  modo  seria  tan  absurdo  decir  que 
una  cantidad  económica  cambia  su  valor,  ó  conserva 
un  valor  fijo  sin  referirse  al  artículo  respecto  del  cual 
ese  valor  ha  cambiado  ó  permanece  el  mismo,  como  lo 
seria  decir  que  un  objeto  ha  cambiado  ó  mantiene  su 
propia  distancia,  ó  su  relación,  sin  referirse  á  la  dis- 
tancia de  qué  punto,  ó  á  la  relación  con  qué  cosa. 

Estas  claras  y  sencillas  nociones  sobre  la  naturaleza 
y  caracteres  propios  del  valor,  sirven,  desde  luego,  para 
disipar  por  completo,  y  de  una  manera  permanente, 
muchos  errores  que  hasta  ahora  poco  hablan  pertur- 
bado la  ciencia  y  confundido  sus  aplicaciones. 

La  idea  de  un  valor  intrínseco  en  las  cosas,  parti- 
cularmente aplicable  á  la  moneda,  y  tan  generalizada 
entre  los  escritores  de  Economía  Política,  es  uno  de 
esos  errores,  totalmente  desvanecido  por  la  verdadera 
concepción  de  la  noción  del  valor.  Si  el  valor  es  una 
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relación  de  cambio  que  requiere  necesariamente  dos 
objetos,  es  imposible  concebir  un  valor  intrínseco, 
como  propiedad  peculiar  de  una  cosa  cualquiera,  sin 
negar  y  contradecir  la  existencia  misma  de  esa  rela- 
ción, y  de  los  dos  objetos  entre  los  cuales  se  produce. 

Gomo  relación,  el  valor  no  puede  ser  una  calidad  ó 
virtud  inherente  á  una  cosa,  considerada  independien- 
temente de  todas  las  demás,  sin  que  la  palabra  implique 
una  contradicción  chocante  de  la  idea  misma  que  con 
ella  se  quiere  expresar.  Como  relación  de  cambio,  el 
valor  es  un  efecto  de  la  voluntad  del  hombre,  que  por 
medio  de  la  comparación,  juzga  que  el  objeto  que  da, 
es  el  equivalente  del  que  recibe;  función  intelectual,, 
natural  y  necesaria,  que  desecha  y  niega  esa  calidad  de 
intrínseco,  que  se  ha  pretendido  aplicar  al  valor. 

Los  escritores  que  combatían  el  sistema  mercantil, 
consideraban  á  la  riqueza  como  el  producto  anual  de 
la  tierra  y  del  trabajo.  —  Todas  las  cosas  destinadas  cá 
satisfacer  las  necesidades,  conveniencias  ó  superflui- 
dades de  la  vida,  son  propiamente  hablando,  decía  Gan- 
tillon,  riqueza;  trabajo  primero  é  industria  después, 
medios  de  obtenerlas.  Así  Turgot,  Verrí,  Beccaría  y 
todos  los  economistas  de  ese  tiempo,  hacen  consistir 
la  riqueza  en  las  cosas  necesarias,  útiles  y  agradables, 
obtenidas  por  el  trabajo  de  la  tierra.  —  Esta  definición 
que  hace  depender  la  riqueza  de  las  cosas,  de  sus  cali- 
dades de  uso,  indujo  naturalmente  á  los  economistas  á 
hablar  de  un  valor  intrínseco.  El  principio  de  la  cam- 
biabilídad  era  también  comprendido  por  esos  escritores 
en  la  noción  de   riqueza,  pero   solo  de  una  manera 
secundaria  y  subordinada,  no  como  el  único  y  exclu- 
sivo, cual  lo  habían  entendido  los  antiguos  escritores. 
Guando  los  economistas  contraían  su  atención  sola- 
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mente  á  las  cosas  de  valor,  producto  del  trabajo,  evi- 
dentemente olvidaban  que  hay  multitud  de  cosas  de 
valor,  que  no  son  el  resultado  del  trabajo.  Empezaron 
entonces  á  considerar  que  las  cosas  podian  cambiarse 
en  proporción  al  trabajo  empleado  para  producirlas,  y 
hacer  depender  su  valor  de  la  cantidad  de  trabajo  em- 
pleado. Así  es  cómo  la  cantidad  de  trabajo  incorporado 
en  las  cosas  llegó  á  ser  considerado  como  su  valor,  y 
á  llamarse,  valor  intrínseco,  á  tal  punto,  que  muchos 
de  \ot  mas  eminentes  economistas  de  ese  tiempo,  con- 
sideraban el  valor,  como  una  calidad  inherente  á  las 
cosas,  conferida  por  el  trabajo.  Esta  desgraciada  frase, 
.valor  intrínseco,  la  encontramos  á  cada  paso  en  las 
obras  de  Economía  ;  y  sin  embargo,  la  mas  ligera 
reflexión  basta  para  demostrar,  que  definir  el  valor, 
como  algo  externo  á  las  cosas,  y  hablar  constante- 
mente de  un  valor  intrínseco,  es  emplear  un  lenguaje 
que  expresa  ideas  inconsistentes  y  contradictorias 
entre  sí. 

«  Con  mucha  frecuencia  se  repite  en  las  obras  de 
Economía,  que  la  moneda  tiene  intrínseco  valor ;  pero 
que  un  billete  de  banco,  ó  una  letra  de  cambio,  son 
únicamente  representativos  de  valor.  —  No  hay  duda 
que  la  moneda  es  producto  del  trabajo ;  pero,  como 
observa  Smith,  si  no  quede  cambiarse  por  algo,  no 
tiene  valor.  Así,  después  de  todo,  Smith  establece  la 
cambiabilidad,  como  el  principio  del  valor. 

))  Así  también,  Say  dice  que  el  valor  de  la  moneda 
consiste  únicamente  en  las  cosas  que  pueden  comprarse 
con  ella.  ¿Cómo  puede  ser  entonces  su  valor  intrín- 
seco ?  —  ¿  Cómo  puede  tener  alguna  cosa  valor  intrín- 
seco, á  menos  que  en  sí  misma  contenga  toda  las 
demás  cosas  que  por  ella  pudieran  cambiarse?  —  ¿Tiene 
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una  pieza  de  moneda,  en  sí  misma,  la  mercadería  y 
todas  las  cosas  que  con  ella  se  pueden  comprar?  —  La 
moneda  puede  cambiarse  por  alguna  cosa  —  granos, 
casas,  caballos,  carruajes,  libros,  etc. ,  etc. ;  y  cada  una 
de  esas  cosas  es  el  valor  de  la  moneda,  en  su  respec- 
tiva relación ;  ¿  pero  cuál  de  ellas  es  su  valor  intrín- 
seco ?  » 

Es  claro  que  la  moneda  no  tiene  valor  intrínseco, 
sino  valor  general ;  porque  es  generalmente  cambiable 
en  todo  el  país.  Si  se  la  lleva  á  un  país  salvaje,  ¿  cuál 
será  su  valor?  —  Todas  las  personas  están  dispuestas 
á  dar  sus  cosas  en  cambio  de  moneda ;  la  moneda  tiene, 
desde  luego,  un  valor  general  y  permanente,  pero  mani- 
fiestamente no  tiene  valor  intrínseco. 

Todos  los  economistas  admiten  que  un  billete  de 
banco  pagadero  á  la  vista  tiene  el  valor  de  la  moneda ; 
— ¿  y  por  qué?  —  Simplemente  porque  es  cambiable  por 
moneda.  Una  letra  de  cambio  de  un  comerciante  sol- 
vente tiene  valor;  porque  en  determinado  tiempo  puede 
cambiarse  por  moneda.  Luego  es  claro  que  los  billetes 
de  banco  y  letras  de  cambio  tienen  valor,  precisamente 
por  la  misma  razón  porque  lo  tiene  la  moneda,  y  no 
otra  alguna,  á  saber :  —  porque  son  cambiables  por 
otra  cosa.  Guando  la  moneda  puede  ser  cambiada  no 
tiene  valor  :  cuando  un  billete  ó  letra  puede  ser  cam- 
biado tiene  valor ;  cuando  no  puede  ser  cambiado  no 
tiene  valor. 

Vemos  entonces  que  el  valor  de  la  moneda  y  del  cré- 
dito de  cualquier  especie,  es  esencialmente  de  la  misma 
naturaleza,  aun  cuando  en  diferentes  grados.  Un  papel 
de  crédito,  es  un  artículo  de  mercadería,  y  un  efecto 
cambiable,  precisamente  como  lo  es  la  moneda,  ó  cua- 
lesquiera otros  bienes. 
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La  expresión  valor  intrínseco  es  tan  común, 
que  la  incongruencia  de  la  idea  pasa  desapercibida ; 
pero  si  usamos  palabras  de  semejante  significación, 
cuyo  uso  no  haya  sido  corrompido,  la  absurdidad  de 
la  idea  aparece  evidente.  Así,  ¿quien  lia  oido  jamás 
hablar  de  distancia  intrínseca  ó  de  relación  intrín- 
seca?—  La  absurdidad  de  estas  frases,  es  desde  luego 
aparente;  y  no  lo  son  tanto,  sin  embargo,  como  la  de 
valor  intrínseco.  Decir  que  la  moneda,  porque  es 
material  y  producto  de  la  tierra  y  del  trabajo,  tiene 
valor  intrínseco;  y  que  un  billete  ó  letra  de  cambio 
es  únicamente  representativo  de  valor,  es  tan  absurdo 
como  decir  que  la  medida  de  madera  de  una  yarda 
tiene  distancia  intrínseca;  y  que  el  espacio  compren- 
dido entre  los  dos  puntos  extremos  de  otra  yarda  es 
representativo  de  distancia. 

Otro  de  los  errores  que  la  buena  doctrina  y  un  se- 
vero análisis  han  descubierto  y  condenado,  es  la 
teoría  del  padrón  ó  medida  invariable  del  valor; 
insostenible  ya  ante  la  crítica  científica,  y  en  pre- 
sencia de  la  verdadera  noción  del  valor,  que  la  ciencia 
moderna  ha  evidenciado.  La  confusión  de  ideas  entre 
el  valor  de  una  «  cantidad  económica  »  y  la  cantidad 
de  trabajo  empleado  para  obtenerla,  ha  sido  el  origen 
de  e^ta  errónea  teoría,  que  en  parte  queda  destruida 
ya  por  las  precedentes  observaciones. 

Buscar,  en  efecto,  un  i)adron  ó  tipo  invariable  de 
valor,  cuando  este  consiste  precisamente  en  una  rela- 
ción de  cambio,  variable  por  su  esencia;  y  buscarlo, 
cuando  la  sana  razón  demuestra  con  claridad,  que  un 
valor  intrínseco  en  las  cosas,  no  es  mas  que  una  con- 
tradicción, es  empeñarse  en  levantar  una  doctrina, 
que  la  mas  sencilla  reflexión  rechaza,  y  muestra  como 
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contraria  á  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  cuando 
se  deja  guiar  por  las  leyes  inflexibles  de  la  lógica. 

Smith,  que  ha  desarrollado  y  defendido  esa  doctrina, 
del  mismo  modo  que  Ricardo,  sienta  primero,  que 
el  valor  de  una  cosa  es  igual  á  la  cantidad  de  tra- 
bajo que  es  necessario  dar  en  cambio  para  adquirirla 
ó  comprarla.  —  Luego  si  7"  denota  el  trabajo  y  A  la 

cosa,  tendremos:  A  =  T,  2T,  3T,  4T ,  lo  que 

equivale  á  decir,  que  es  igual  al  producido  del  trabajo 
que  habilita  para  comprarla;  y  expresando  ese  producto 
porP,  tendremos  entonces :  A^  P,2  P,  3  P,  etc. ,  etc.  ; 
pero  como  el  valor  de  las  cosas  es  mas  frecuente- 
mente estimado  en  dinero,  que  en  trabajo  ú  otras  co- 
sas, si  designamos  á  la  moneda  por  M,  resultarla  : 
A  =  M,  2M,  SM ,  etc. 

Es,  pues,  evidente  que  Smith  define  el  valor  de 
una  cosa,  como  algo  externo  á  la  cosa  misma  :  — 
como  aquello  por  lo  cual  la  cosa  pueda  cambiarse;  y 
por  consiguiente,  es  claro  que  el  valor  de  A  debe  va- 
riar directamente,  como  T,  P  6  M.  —  Cuanto  mas 
T,  P,ó  M  deba  darse  por  A,  mayor  será  su  valor  :  — 
cuanto  menos  M,  P  ó  T  deba  darse  por  A,  menor  será 
su  valor;  y  es  igualmente  claro  que  si  una  alteración 
cualquiera  se  produce  en  las  relaciones  de  cambio, 
entre  A  y  esas  cantidades,  el  valor  de  A  ha  cambiado. 

Smith  reconoce,  entonces,  que  el  valor,  como  la 
distancia,  requiere  dos  objetos.  —  Si  un  cambio  se 
verifica  en  la  posición  de  cada  uno,  la  distancia  entre 
ellas  ha  variado  ;  pero  no  los  objetos  entre  los  cuales 
el  cambio  ha  tenido  lugar.  —  Si  la  relación  de  cam- 
bio entre  dos  cantitades  se  altera,  su  valor  ha  cam- 
biado, no  las  cantitades  cuya  relación  se  ha  alterado. 

Desde  luego,  es  evidentemente  claro,  que  no  puede 
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haber  cosa  alguna  con  valor  invariable.  Ninguna  posi- 
bilidad hay  de  que  una  cosa  tenga  un  valor  invariable, 
á  menos  que  su  relación  de  cambio  con  todas  las 
otras  cosas  se  conserve  fija.  Podemos,  por  lo  tanto,  afir- 
mar, que  por  la  naturaleza  de  las  cosas,  ninguna 
existe  como  tipo  invariable  de  valor,  por  el  cual  pu- 
dieran medirse  las  variaciones  en  el  valor  de  las  otras 
cosas;  porque  por  la  verdadera  naturaleza  de  las  co- 
sas, la  condición  esencial  de  la  que  fuera  de  un  valor 
invariable  es  que  ninguna  otra  pueda  variar  de  valor; 
y  por  consiguiente,  la  verdadera  condición  de  la  que 
fuera  un  tipo  invariable,  seria  la  de  no  poder  ser  me- 
dida de  variaciones. 

Después  de  sentados  esos  precedentes,  Smith  pro- 
cura descubrir  cuál  es  la  cosa  que  pudiera  ser  una 
medida  ó  tipo  invariable  de  valor.  —  Dice  que  el  oro 
y  la  plata  no  pueden  serlo,  porque  varian  en  su  valor, 
pudiendo  comprarse  con  ellas,  algunas  veces  mas  y 
otras  veces  menos  trabajo  y  otras  cosas.  —  «.  Pero 
))  así  como  una  medida  de  cantidad,  dice,  tal  como  un 
»  pié  natural,  un  palmo,  ó  una  braza,  que  continua- 
»  mente  varian  en  su  extensión  no  podrían  ser  una 
»  medida  segura  de  la  cantidad  de  otras  cosas,  asi 
)>  también  lo  que  varia  continuamente  de  valor,  no 
))  puede  ser  una  medida  segura  del  valor  de  los  de- 
))  más.  Iguales  cantidades  de  trabajo  en  todos  tiempos 
»  y  lugares,  puede  decirse  que  son  de  igual  valor  para 
»  el  trabajador.  Eñ  su  estado  ordinario  de  salud,  vi- 
»  gor  é  inteligencia  y  en  el  grado  ordinario  de  su  co- 
))  nocimiento  y  destreza,  puede  obtener  siempre  la 
»  misma  porción  de  comodidades,  libertad  y  bienes- 
»  tar.  El  precio  que  pague  debe  siempre  ser  el 
»  mismo,  cualquiera  que  sea  la  cantidad  de  bienes 
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»  que  reciba  en  cambio.  Puede  á  la  verdad  comprar 
»  algunas  veces  mayor  y  otras  menor  cantitad  de  esos 
»  bienes;  pero  su  valor  es  el  que  varia  y  no  el  del 
»  trabajo  con  que  se  compran.  En  todos  tiempos  y 
))  lugares,  es  caro  lo  que  es  difícil  conseguir  ó  cuesta 
»  mucho  trabajo  para  adquirirlo ;  y  es  barato  lo  que 
»  se  puede  obtener  fácilmente  ó  con  muy  poco  tra- 
»  bajo.  El  trabajo,  entonces,  que  nunca  varia  en  su 
»  propio  valor,  es  también,  únicamente,  el  definitivo 
»  y  real  tipo  ó  medida  por  la  cual  el  valor  de  todas 
»  las  otras  cosas,  en  todos  tiempos  y  lugares,  puede 
»  ser  eslimado  y  com.parado.  —  Este  es  su  precio  real; 
»  la  moneda  únicamente  es  su  precio  nominal. 

»  Por  consiguiente,  el  trabajo  aparece,  como  la 
»  única  universal  y  segura  medida  del  valor,  ó  el 
))  único  padrón  por  el  cual  puede  compararse  el  valor 
»  de  todas  las  cosas,  en  todos  tiempos  y  lugares.  » 

«  Ahora  bien  la  completa  confusión  de  ideas  en  esta 
doctrina  es  manifiesta.  Un  pié,  ó  una  braza,  es  una  can- 
tidad absoluta,  que  puede,  por  lo  tanto,  aumentar  ó 
disminuir  por  sí  misma,  pero  el  valor  según  la  propia 
definición  de  Smith,  es  una  relación,  y  por  eso  pode- 
mos justamente  decir,  que  así  como  un  pié  natural, 
que  varia  constantemente  en  su  propia  extensión,  no 
puede  ser  una  medida  segura  de  la  extensión  de  las 
otras  cosas;  así  también,  una  cantidad  que  varia  siem- 
pre en  su  propia  relación,  no  puede  ser  una  medida 
segura  de  la  relación  de  las  demás  cosas.  La  total  con- 
fusión de  ideas  sobre  la  naturaleza  misma  de  las  co- 
sas, no  puede  ser  mas  patente.  —  Podemos  medir  un 
árbol  con  una  yarda,  porque  las  dos  son  cantitades 
singulares;  pero  es  imposible  que  una  cantidad  sin- 
gular pueda  medir  una  relación. 
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))  Smith  nos  dice  que  iguales  cantidades  de  trabajo 
son  siempre  de  un  valor  igual  para  el  trabajador. 
¡Cómo!  —  ¿Si  un  hombre  ejecuta  una  cierta  cantidad 
de  trabajo  y  obtiene  por  él  1,000  libras  esterlinas,  su 
trabajo  es  del  mismo  valor,  cuando  solo  obtiene  cinco 
shelines? 

))  La  incongruencia  de  las  ideas  en  este  capítulo  de 
Smith,  es  palpable.  Define  primero  el  valor  de  A, 
como  la  cantidad  de  cosas  que  con  él  pueda  com- 
prarse, y  variando  en  seguida,  como  la  cantidad 
misma ,  cambia  repentinamente  la  concepción  de 
valor,  en  la  cantidad  de  trabajo  empleado  para  pro- 
ducir A  ;  y  i  dice  que  el  valor  de  A  es  invariable,  en 
tanto  que  es  producido  por  la  misma  cantidad  de  tra- 
bajo, y  que  este  valor  es  el  mismo,  cualquiera  que  sea 
la  cantidad  de  cosas  que  con  él  puedan  comprarse ! 

»  En  suma,  la  fundamental  objeción  contra  la  posi- 
bilidad de  un  padrón  del  valor,  es  simplemente  esta: 
—  Que  el  valor  es  siempre  una  relación,  y  que  una 
cantidad  singular  no  puede  ser  medida  de  una  relación. 
Y  sin  embargo,  no  pai'ece  en  manera  alguna  extraño 
que  hombres  ilustrados  y  doctas  asociaciones  soliciten 
que  el  gobierno  instituya  una  investigación  para  hallar 
el  medio  de  asegurar  y  determinar  un  variable  padrón 
de  valor,  con  el  mismo  empeño  y  contracción  que  pusie- 
ron para  fijar  el  padrón  de  la  longitud,  de  las  medidas 
y  de  los  pesos.  —  Ellos  han  podido  mantener  fijos 
el  peso  y  la  pureza  de  la  moneda  acuñada  del  Reino  ; 
pero  tanto  podrán  gobernar  las  variaciones  del  valor, 
como  reglar  el  movimiento  de  los  astros  por  las  leyes 
del  Parlamento.  » 

La  lógica  invencible  de  este  razonamiento  hacia  decir 
á  M.  Wolowski,  respondiendo  á  la  4^*  cuestión  de  la 
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información  sobre  la  cuestión  monetaria  en  1870  :  — 
a  Pienso,  como  todos  nuestros  maestros  en  Economia 
Política  sin  excepción,  y  me  complazco  en  encontrarme 
sobre  este  punto,  do  acuerdo  con  JNI.  Chevalier,  con  el 
cual  tengo  el  pesar  de  disentir  en  algunas  otras  ;  pienso 
que  no  existe  padrón  invariable  de  valor,  porque  el 
valor  es  una  relación  ;  y  porque  la  expresión  metálica 
para  determinarlo,  designa  igualmente  una  relación.  Es 
la  expresión  de  toda  especie  de  productos,  de  servicios, 
de  efectos,  en  una  tercera  mercadería  que  sirve  de 
comparación  á  las  otras  mercaderías  y  á  todos  los  ser- 
vicios. Los  metales  preciosos  constituyen  esta  tercera 
mercadería,  el  valor  en  numerario  expresa  una  relación ; 
el  precio,  que  es  simplemente  la  comparación  entre 
los  productos  y  los  servicios  de  una  parte,  y  los  metales 
preciosos  de  la  otra,  da  la  traducción  del  valor  en  metal 
precioso  ;  es  también  una  relación. 

»  El  tiempo  y  el  espacio  ninguna  influencia  tienen 
sobre  la  determinación  del  peso,  sobre  el  cálculo  de  la 
distancia;  puede,  entonces,  haber  padrones  íijospara  el 
peso  y  para  la  distancia.  El  tiempo  y  el  espacio,  por 
el  contrario,  ejercen  una  acción  constante  sobre  la  de- 
terminación de  los  precios  por  medio  de  una  traducción 
del  valor  en  fracciones  del  metal  precioso,  cuya  can- 
tidad varia,  cuya  relación  con  la  masa  de  transacciones 
á  efectuar  cambia  sin  cesar.  No  existe,  pues,  no  puede 
existir,  padrón  fijo  invariable  del  valor  (1).  » 

Esclarecida  la  noción  fundamental  del  valor ;  deter- 
minada con  precisión  su  naturaleza  y  condiciones  ; 
despojada  la  ciencia  de- los  errores  del  valor  intrínseco 
y  del  padrón  de  valor,  que  tantos  males  y  pertuba- 

(I)  Wmlowíki,  EnqiiHcs  sur  la  qiieslion  inonóíaire,  páp'.  13. 

I.  3 
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ciones  han  traído  en  su  aplicación,  pero  que  jamás 
podrán  prevalecer  en  adelante,  solo  queda  para  com- 
pletar la  teoría  y  descubrir  en  toda  su  plenitud  el 
mecanismo  natural  y  admisible,  por  medio  del  cual 
el  hombre  llena  en  la  vida  social  sus  necesidades,  y 
se  procura  su  bienestar,  averiguar  con  toda  exac- 
titud cuál  es  la  causa  ú  origen  del  valor,  y  descubrir 
la  ley  que  preside  y  gobierna  su  manifestación  y  sus 
variaciones. 

Para  alcanzar  estos  resultados  y  obtener  en  toda  su 
extensión  la  verdadera  y  científica  teoría  del  valor, 
M.  Macleod  se  sirve  del  método  de  Bacon,  al  cual  se 
deben  los  inmensos  progresos  y  fundamentales  prin- 
cipios que  han  conquistado  la  ciencias  en  las  dos 
últimas  centurias.  Aplicando  los  preceptos  del  gran 
filósofo,  somete  á  la  prueba  de  la  experiencia,  las 
doctrinas  hasta  hace  poco  prevalentes,  para  elimi- 
narlas, sí  no  corresponden  á  los  resultados  de  la 
prueba,  é  inducir,  en  consecuencia,  el  principio  fun- 
damental que  domina  y  rige  todas  las  manifestaciones 
del  valor. 

Siguiendo  las  reglas  del  gran  maestro,  se  forma 
una  colección  de  todos  los  casos  ó  ejemplos  para 
someterlos  á  la  observación  y  examinar  cuáles  son 
las  causas  que  acompañan  ó  que  preceden  en  todos 
ellos  al  fenómeno  que  se  investiga ,  excluyendo  á 
aquellas  en  cuya  ausencia  })uecla  j)rodurcirse  el  fenó- 
meno, tomando  nota  de  aquellas  en  cuya  presencia  se 
produce  siempre,  y  observando  entre  estas  últimas,  las 
que  varían  en  grado,  es  dccii-,  las  que  aumenten  ó 
disminuyen  con  él,  acompañándolo  en  todas  sus  varia- 
ciones. Sí  del  examen  resulta  que  el  fenómeno  se  pro- 
duce siem])re  en  presencia  de  una  causa  determinada, 
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si  todas  SQS  variaciones  corresponden  á  modiíicaciones 
ó  variaciones  en  esa  causa,  aumentando,  dismi- 
nuyendo, ó  desapareciendo,  cuando  aumente,  dismi- 
nuya ó  desaparezca  la  causa,  se  habrá  encontrado 
entonces  el  verdadero  origen  del  fenómeno,  y  se  habrá 
descubierto  la  única  y  genuina  ley,  que  inquebranta- 
blemente rige  todas  sus  manifestaciones. 

Tal  es  el  procedimiento  que  con  éxito  tan  brillante 
se  ha  aplicado  á  las  ciencias  físico-naturales ;  y  el 
mismo  que  se  ha  empleado  para  descubrir  la  causa  del 
valor  y  la  ley  natural  á  que  invariablemente  obedece, 
asentando  así  á  la  ciencia  económica,  en  el  mismo 
sólido  pedestal  sobre  que  descansan  las  ciencias 
exactas. 

«  Todas  las  cantidades  económicas  que  tienen  valor 
pueden  dividirse  en  tres  especies,  cada  una  de  las 
cuales  contiene  variedad  de  casos  de  la  misma  natu- 
raleza. Esas  tres  especies  son  las  siguientes  : 

))I.  Propiedad  corporal  ó  material,  en  la  cual  están 
comprendidas  las  siguientes  variedades  :  —  tierra,  di- 
nero, maderas,  ganados,  granos  y  frutos  de  la  tierra, 
casas,  muebles,  paños,  minerales,  piedras  preciosas, 
artículos  manufacturados  de  todas  clases,  etc.,  etc. 

»  II.  Propiedad  inmaterial,  quecomprende  toda  clase 
de  trabajo  :  —  agrícola,  artístico,  profesional,  cientí- 
fico, literario,  etc. 

))  III.  Propiedad  incorporal,  que  abraza  las  varieda- 
des siguientes  :  —  crédito,  fondos  públicos,  toda  espe- 
cie de  deudas,  propiedad  literaria,  patentes  de  inven- 
ción, acciones  de  sociedades  de  comercio,  la  bondad 
de  un  negocio,  la  práctica  de  una  profesión,  peaje, 
barcaje,  renta  de  la  tierra,  y  rentas  anuales  de  toda 
clase ; 
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))  Para  descubrir  la  causa  del  valor  en  esas  diferentes 
cantidades,  debemos  ante  lodo,  por  una  sistemática 
serie  de  exclusiones,  eliminar  las  erróneas  ideas  y 
falsas  doctrinas  ;  y  completando  este  procedimiento 
debemos  descubrir,  de  una  manera  positiva,  la  causa 
general  y  común  á  todas  esas  cantidades  ;  de  tal 
suerte  que  liallándose  esa  causa  presente,  el  valor 
exista;  que  cuando  aumente,  suba  el  valor;  que  cuando 
disminuya,  el  valor  decrezca;  y  cuando  no  concurra, 
no  haya  valor. 

))  La  primera  y  mas  popular  doctrina  en  los  últimos 
tiempos,  ha  sido  la  de  que  el  trabajo  es  la  causa  del 
valor.  —  Podemos  entonces  proclamar  este  Jema :  — 
Que  si  el  trabajo  es  la  única  causa  del  valor,  cuanto 
mayor  sea  la  suma  de  trabajo  empleado  en  cualquier 
cosa,  tanto  mayor  debe  ser  su  valor.  —  Porque,  si 
de  dos  cosas  producidas  por  la  misma  suma  de  tra- 
bajo, la  una  tiene  valor  y  la  otra  no,  debe  haber 
alguna  otra  causa  del  valor,  fuera  del  trabajo,  lo  que 
es  contrario  á  la  hipótesis.  » 

Examinemos  entre  tanto  alguna  de  las  necesarias 
consecuencias  de  la  doctrina  que  considera  al  traljajo 
como  la  única  causa  del  valor. 

I.  Todas  las  variaciones  en  el  valor  deben  ser  el 
efecto  de  variaciones  en  el  trabajo. 

Esta  alirmacion  es  maniüestamente  contraria  á  la 
la  verdad  de  las  cosas,  acreditada  por  la  experiencia; 
porque  muchas  cosas  materiales  hay  que  tienen  valctr, 
en  las  cuales  ningún  trabajo  ha  sido  empleado  :  —  el 
espacio  de  tierra,  asiento  de  una  gran  ciudad,  por 
ejemi)lo,  no  es  en  numera  alguna  })rodue[o  del  trabajo, 
y  sin  embargo,  considerables  diferencias  en  el  valor 
se  notan  pi'ácticamente,  según  (jue  se  trale  de  un  ter- 
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reno  ubicado  en  el  centro  de  la  ciudad,  ó  en  los 
parajes  mas  concurridos,  ó  en  los  barrios  mas  comer- 
ciales; disminuyendo  ó  aumentando  de  valor,  á  me- 
dida que  se  encuentran  mas  cercanos  ó  mas  distantes 
del  centro  de  la  moda  ó  del  comercio  ;  y  llegando  á 
perderlo  casi  totalmente,  cuando  el  comercio  ó  la  moda 
abandona  un  paraje,  para  radicarse  en  otro.  ¿El  valor 
de  la  tierra  en  este  caso,  puede  decirse  que  es  el  resul- 
tado del  trabajo  ?  —  ¿  Son  debidas  al  trabajo  todas 
estas  variaciones  o  alteraciones  en  el  valor  de  la 
tierra  ? 

La  doctrina  que  profesa  que  no  hay  producto  natu- 
ral que  tenga  valor,  sin  que  le  haya  sido  incorporado 
el  trabajo,  es  también  contraria  á  la  experiencia.  El 
propietario  de  una  mina  de  carljon  ó  de  una  cantera 
de  piedra,  pide  y  recibe  precio  por  el  carbón,  el  már- 
mol ó  la  piedra  de  construcción,  tal  como  se  encuentra 
en  la  mina  ó  en  la  cantera,  sin  que  la  haya  tocado  la 
mano  del  homljre.  —  ¿  Debe  suponerse  que  los  pro- 
pietarios de  estas  minas  quieran  dejar  llevar  el  carbón 
ó  el  mármol  sin  recibir  algo  en  cambio  ?  —  ¿Si  una 
persona  encuentra  un  diamante  ó  un  pedazo  de  oro 
por  casualidad,  querrá  dejarlo  llevar  por  otra  antes 
de  tomarlo?  —  ¿Es  cierto,  por  ventura,  lo  que  dice 
M.  GuUocb,  que  el  trabajo  de  tomarlo,  es  lo  que  da 
valor  al  diamante,  ó  al  oro  ? 

La  misma  pregunta  podíamos  hacer  respecto  de  los 
árboles  que  crecen  en  los  bosques,  y  los  cuales  no 
solo  tienen  valor,  tales  como  la  naturaleza  los  pro- 
duce, sin  trabajo  alguno  de  sus  propietarios;  sino 
también  diferentes  valores,  a})licablcs  y  referentes  á 
las  diferentes  maderas  que  proporcionan.  Estos  ejem- 
plos bastan  para  comprobar  que  hay  una  gran  can- 
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tidacl  de  cosas  materiales  que  tienen  valor,  en  las 
cuales  ningún  trabajo  ha  sido  empleado,  y  cuyo  valor, 
por  consiguiente,  no  puede  ser  el  resultado  del  tra- 
bajo. 

II.  Si  el  trabajo  es  la  única  causa  del  valor,  todas 
las  cosas  producidas  por  la  misma  suma  del  trabajo 
deherian  tener  un  valor  igual. 

Pero  esta  doctrina  es  contraria  también  á  la  expe- 
riencia. ¡Si  fuera  verdadera,  el  diamante  y  el  rubí  ha- 
llados al  mismo  tiempo  deberían  ser  de  un  igual  valor! 
—  Si  un  cazador,  haciendo  uso  de  una  escopeta  de 
dos  tiros,  mata  un  faysan  con  uno  de  ellos  y  un 
cuervo  con  el  otro,  las  dos  aves  deberían  ser  de  un 
valor  igual.  —  Si  con  la  misma  cantidad  de  trabajo 
un  pescador  toma  en  su  red  un  tiburón  y  un  salmón, 
¿  tendrán  los  dos  peces  un  igual  valor  ?  —  Estos 
ejemplos  y  muchos  otros  que  seria  fácil  presentar, 
demuestran  que  existe  multitud  de  productos  dife- 
rentes, obtenidos  exactamente  por  la  misma  suma  de 
trabajo,  y  con  valores  manifiestamente  diversos. 

III.  Si  el  trabajo  es  la  causa  del  valor,  el  valor  debe 
ser  proporcional  al  trabajo. 

Es  también,  manifiestamente,  contraria  á  toda  expe- 
riencia esta  doctrina.  Supóngase  que  por  una  feliz 
casualidad,  un  buscador  de  oro  encuentra  un  pedazo 
del  precioso  metal  en  la  superficie  de  la  tierra,  mien- 
tras que  otro  buscador,  después  de  muchos  meses  de 
trabajo,  encuentra  otro  pedazo  exactamente  igual. 
Según  esta  doctrina,  este  último  pedazo  de  oro,  debia 
ser  inmensamente  mas  valioso  que  el  otro.  O  supón- 
gase que  algunos  buscadores  encuentran  oro  cerca  del 
mercado;  y  que  una  suma  igual  la  obtienen,  merced  á 
enormes  trabajos  en  las  montañas,  distantes  muchos 
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cientos  de  millas.  Este  último  se  ha  producido  y  colo- 
cado en  el  mercado,  con  una  suma  de  trabajo  y  de 
costo  enormemente  mayor  que  el  otro;  ¿pero  será  por 
eso  mas  valioso?  —  La  menor  experiencia  demuestra 
que  no  puede  ser  así;  sino  al  contrario,  que  cosas  de  la 
misma  calidad  deben  tener  el  mismo  precio,  en  el 
mismo  tiempo,  y  en  el  mismo  mercado. 

IV.  En  fin^  si  el  trabajo  es  la  única  causa  del  valor, 
una  cosa  producida  por  el  trabajo  debe  tener  siempre 
el  mismo  valor. 

Pero  esto  es  notoriamente  contrario  á  la  experiencia; 
porque  es  notorio  que  una  cosa  puede  tener  valor  en  un 
lugar  y  no  en  otro.  Los  mismos  productos  varian  cons- 
tantememente  de  valor,  hora  por  hora,  dia  por  dia,  año 
por  año.  Los  cuadros  de  algunos  maestros  son  cada 
vez  mas  apreciados,  al  paso  que  los  de  otros  dismi- 
nuyen siempre  de  valor,  mucho  después  que  han 
desaparecido  de  la  tierra  los  que  los  pintaron.  ¿Cómo 
puede  suceder  esto,  si  el  trabajo  es  la  única  causa  del 
valor  ? 

Pero  lo  que  mas  claramente  comprueba  que  el  tra- 
bajo no  es  la  causa  de  valor,  es  el  alcance  extravagante 
que  Ricardo  ha  dado  á  su  teoría,  que  por  otra  parte, 
conviene  perfectamente  con  el  resultado  lógico  de  su 
doctrina.  —  «  El  trabajo,  dice,  de  un  millón  de  hom- 
bres, en  manufacturas,  debe  siempre  producir  el  mismo 
valor.»  —  Es  obvio  entre  tanto,  que  si  las  manufacturas 
no  pueden  venderse  por  algo,  no  tienen  valor;  y  es 
contrario  al  sentido  común  que,  ya  sea  que  se  vendan 
por  1,000  ó  por  10,000  libras  esterlinas,  tengan  el 
mismo  valor. 

Vemos  por  consiguiente,  que  muchas  cosas  mate- 
riales en  las  cuales  ningún  Iraljajo  ha  sido  incorpo- 
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rado,  tienen  sin  embargo  valor;  y  en  muchas  otras,  pro- 
ducto del  trabajo,  no  es  estela  forma  ó  causa  de  sa  valor. 

Ahora,  con  respecto  á  la  segunda  especie  de  can- 
tidades económicas,  designada  con  el  nombre  de  pro- 
piedad inmaterial,  que  comprende  toda  especie  de 
trabajo,  una  sola  observación  es  suficiente.  Si  el  tra- 
bajo es  la  única  causa  de  valor,  ¿cuál  es  la  causa  del 
valor  del  trabajo  i 

Con  respecto  á  la  tercera  especie  de  cantidades  eco- 
nómicas, bajo  la  designación  de  propiedad  incorporal, 
muchas  especies  hay  que  son  asociadas  con  el  tra- 
bajo, tales  como  los  derechos  de  autor,  patentes  de 
invención,  la  ventaja  de  un  negocio,  ó  la  práctica  de 
una  profesión ;  pero  la  misma  observación  que  á  los 
objetos  materiales  con  los  cuales  el  trabajo  está  aso- 
ciado, puQde  aplicárseles,  para  demostrar  que  él  no 
puede  ser  la  causa  de  su  valor. 

Si  una  persona  emplea  una  enorme  suma  de  tra- 
bajo en  la  publicación  de  una  obra,  aun  cuando  la  ley 
le  reconozca  su  propiedad  literaria;  ¿cuál  será  su 
valor,  si  nadie  quiere  comprársela?  Lo  mismo  puede 
decirse  de  las  patentes  de  invención :  —  mucho  tra- 
bajo puede  haber  sido  empleado  en  la  perfección  de  un 
invento;  pero  si  nadie  compra  la  nueva  máquina, 
¿cuál  será  su  valor?  —  Otras  muchas  cosas  hay  en  la 
propiedad  incorporal,  como  en  la  propiedad  corporal, 
que  tienen  valor  y  que  no  están  asociadas  con  el  tra- 
bajo; tal  es  el  crédito  de  todas  clases.  —  Si  un  co- 
merciante solvente  acepta  una  letra  de  cambio,  ó  un 
banco  emite  notas,  este  papel  comercial  tiene  valor, 
y  es  materia  de  comercio,  como  todas  los  econo- 
mistas lo  reconocen;  —  ¿pero  cuál  es  el  trabajo  incor- 
porado en  él  ? 
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De  estos  indisputables  ejemplos,  resultado  de  la 
experiencia  práctica,  se  infiere  la  innegable  conse- 
cuencia, que  el  trabajo  no  es,  en  manera  alguna,  la 
forma  ó  causa  del  valor,  ni  siquiera  una  condición 
necesaria  de  su  existencia;  porque  en  el  hecho,  en  la 
región  mas  comercial  del  mundo,  una  gran  porción 
de  la  propiedad  avaluable,  no  es  el  resultado  del  tra- 
bajo. Bastarla  un  solo  caso  en  que  el  valor  no  fuera 
el  efecto  del  trabajo,  para  que,  según  las  leyes  do  la 
filosofía  inductiva,  estuviéramos  autorizados  para 
afirmar  que  el  trabajo  no  es  la  sola  causa  del  valor ; 
y  la  multitud  de  ejemplos  presentados,  demuestran 
hasta  la  evidencia  la  verdad  del  hecho  y  de  la  aplica- 
ción de  la  regla. 

Queda,  otra  doctrina,  proclamada  por  J.-B.  Say, 
que  hace  depender  el  valor  de  las  cosas  de  su  utilidad  ; 
pero,  como  lo  veremos  en  seguida,  es  mas  especiosa 
que  sólida.  Basta,  en  efecto,  la  mas  ligera  reflexión, 
para  convenir  que  le  es  aplicable  la  misma  fatal 
objeción,  que  á  la  doctrina  anterior,  que  ha  querido 
suplantar ;  porque  haciendo  del  valor,  una  calidad  de 
la  cosa,  inherente  y  absoluta,  no  deberla  variar,  mien- 
tras que  la  cosa  se  mantuviera  sin  alteración  alguna ; 
siendo,  sin  embargo,  evidente,  que  permaneciendo 
exactamente  las  mismas  calidades  de  las  cosas,  estas 
pueden  usarse  en  algún  tiempo  y  en  otro  no ;  en 
algunos  lugares  y  no  en  otros ;  y  variar,  ó  perder  su 
valor,  según  el  caso. 

Por  una  parte ,  una  cosa  usual  por  si  misma, 
puede  sufrir  una  diminución  de  su  valor  por  un 
exceso  de  cantidad.  —  Nada  mas  necesario  y  usual 
que  el  agua,  pero  su  excesiva  cantidad  la  despoja  de 
todo  su  valor.  —  Los  granos  son  también  muy  nece- 
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sarios,  mas  si  en  una  región  agrícola,  ocurre  que 
durante  algunos  años  se  produzca  el  trigo  en  excesiva 
abundancia,  sin  que  pueda  exportarse  fácilmente,  se 
perderá  sobre  la  tierra,  sin  cosecharlo,  por  falta  de 
pueblo  que  lo  consuma.  Los  ganados  tan  necesarios 
y  útiles  para  el  alimento  de  los  hombres  y  los  usos 
de  la  industria ,  vagaban  libremente  por  nuestros 
campos,  no  hace  aun  medio  siglo,  porque  el  consumo 
era  todavía  muy  inferior  á  la  gran  cantidad  del  pro- 
ducto. 

Por  otra  parte,  se  ha  observado  mucho  tiempo  há, 
que  gran  cantidad  de  cosas  que  carecen  de  utilidad, 
tienen  enorme  valor,  siendo  inútil  mencionar  los 
conocidos  y  numerosos  ejemplos  tan  frecuentemente 
citados.  Y  á  la  verdad,  seria  bien  aventurado- añrmar, 
que  la  utilidad  comprende  una  gran  parte  de  las  cosas 
que  tienen  valor. 

Por  último,  un  breve  examen  demostraría  que 
siendo  la  idea  de  utilidad  de  una  expresión  tan  vaga, 
no  podría  constituírsela  como  base  del  valor.  Gran 
número  de  cosas  hay  que  tienen  valor  respecto  de  las 
cuales  seria  preciso  envilecer  la  palabra  utilidad, 
para  aplicárselas.  Los  gustos  depravados  y  apetitos 
licenciosos  de  una  gran  porción  de  la  especie  humana, 
coníieren  valor  á  cosas  de  la  naturaleza  mas  nociva  y 
perjudicial.  En  otro  tiempo  habia,  y  hoy  sucedería  lo 
mismo  sin  el  excesivo  rigor  de  la  ley,  una  gran  venta 
de  obras  de  la  mas  baja  literatura  y  de  pinturas  licen- 
ciosas. —  Es  imposible  negar  que  tales  cosas  tienen 
valor  y  son  riqueza,  puesto  que  se  las  vende,  del 
mismo  modo  que  las  mas  excelentes;  pero  ¿se  envile- 
cería la  palabra  utilidad,  al  extremo  de  aplicárselas? 
—  Y  sin  embargo,  cuando  lan  despreciables  objetos 
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encuentran  una  tan  amplia  y  fácil  venta,  ningún  econo- 
mista podria  rehusarse  á  considerarlas  como  riqueza. 

Si,  pues,  el  trabajo  y  la  utilidad,  no  pueden  sos- 
.  tener  la  prueba  á  que  se  les  somete  como  causa  del 
valor,  ¿qué  es  lo  que  queda?  —  Únicamente  lo  que 
los  antiguos  escritores,  Aristóteles,  el  autor  del  diá- 
logo de  Eryxias,  y  los  jurisconsultos  Romanos,  y  en 
los  tiempos  modernos,  los  fisiócratas,  Smith,  Gon- 
dillac,  Whateley,  Bastiat,  J.-3.  Say,  y  muchos  otros, 
han  observado  :  la  canihiabílMacl.  —  ¿  Y  de  qué 
depende  la  cambiabilidad  ?  Si  deseo  vender  alguna 
cosa,  ¿qué  es  necesario  para  que  lo  consiga?  —  Sim- 
plemente que  alguno  la  solicite  ó  la  demande.  Aris- 
tóteles la  llamaba  Xpsíx,  ó  demanda,  que  tan  estre- 
chamente vincula  y  liga  á  la  sociedad. 

Hemos  descubierto,  entonces,  la  verdadera  causa 
ú  origen  del  valor.  Es  la  demanda.  —  El  valor,  no 
es  una  calidad  del  objeto,  sino  una  afección  de  la 
voluntad.  El  único  origen,  fuente  ó  causa  del  valor,  es 
el  deseo  humano.  Guando  hay  demanda,  las  cosas 
tienen  valor;  cuando  la  demanda  aumenta  (permane- 
ciendo la  misma  existencia)  el  valor  aumenta;  cuando 
la  demanda  decrece,  el  valor  decrece  :  y  cuando  no 
hay  demanda,  el  valor  no  existe. 

En  cualquiera  de  las  especies  de  cantidades  econó- 
micas en  que  hemos  dividido  la  riqueza,  y  en  cual- 
quiera de  los  ejemplos  ú  objetos  comprendidos  en 
cada  una  de  esas  especies,  podemos  oljservar  con 
exactitud ,  que  la  demanda  es  la  única  causa  del 
valor,  porque  es  inseparable  de  su  existencia,  y  lo 
acompaña  en  todas  .sus  variaciones  y  modifica- 
ciones, que  responden  siempre  y  necesariamente  á 
variaciones  y  modificaciones  de  la  demanda.  —  Ella 
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es  la  que  distingue  entre  el  diamíante  y  el  rubí ;  la  que 
estimula  la  producción  de  todas  las  cosas  materiales 
(jue  el  hombi'e  necesita  ó  desea;  la  que  determina,  en 
fin,  las  modificaciones,  é  infinitas  variaciones  de  los 
precios.  Ella  es  la  que  impulsa  al  labrador,  al  arte- 
sano, al  industrial,  á  aplicar  su  dinero  y  su  trabajo  á 
la  producción  de  objetos  que  son  solicitados,  y  tienen 
por  eso  valor;  ella  es  la  que  induce  á  los  hombres  á 
adquirir  conocimientos  especiales  en  la  legislación,  en 
la  medicina,  en  la  ingeniería  y  en  todas  las  ciencias 
y  las  artes  y  en  todas  las  profesiones  que  habilitan 
para  producir  objetos  ó  prestar  servicios,  que  recla- 
man ó  desean  los  demás  hombres,  en  la  vida  social. 
Es,  por  último,  la  única  que  satisface  en  la  observa- 
ción práctica,  y  con  toda  exactitud;  los  preceptos  de 
la  lógica  inductiva,  que  según  el  método  de  Bacon, 
son  la  mas  segura  guía  ¡jara  descubrir  la  verdad 
y  comprobarla. 

Queda  solo  ahora  por  investigar  cuál  es  la  ley 
general  del  valor,  que  rige  y  gobierna  todas  sus 
variaciones ;  y  los  .mismos  principios  de  lógica  induc- 
tiva que  han  sido  el  poderoso  instrumento  del  pro- 
greso en  las  ciencias  exactas,  deben  servir  para  demos- 
trar con  la  misma  claridad  y  energía,,  cuál  es  la  ley 
natural  á  que  está  sometido  el  valor. 

Uno  de  esos  principios  de  la  ciencia  experimental, 
proclama  que  solo  es  cierta  y  verdadera  aquella  ley 
que  rige  todos  los  casos  comprendidos  en  el  sujeto ; 
debiendo  entonces  reconocerse  como  incuestionable  : 
—  «  Que  si  dos  ó  mas  formas  de  expresión  pueden 
»  explicar  y  com})render  algunos  fenómenos  relativos 
))  al  lu'ecio,  ó  á  los  cambios  del  precio,  aquella  forma 
))  de  expresión  debe  únicamente  ser  adoptada  como 
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))  verdadera,  que  explique  todos  los  fenómenos  de  la 
j)  ciencia,  y.  no  algún  caso  aislado  únicamente.  » 

Invocando  el  principio  de  continuidad  de  la  ciencia 
y  arguyendo  por  la  analogía  de  las  demás  ciencias  fí- 
sicas;  podemos  afirmar  entonces  con  seguridad,  que 
por  variados  y  complicados  que  sean  los  diferentes 
fenómenos  del  valor,  no  hay  posibilidad  deque  pueda 
haber  mas  que  una  general  teoría  ó  la  ley  del  valor, 
cualquiera  que  sea.  Suponer  que  los  fenómenos  de  la 
ciencia  puedan  ser  explicados  por  diversas  teorías  en 
conflicto,  seria  negar  y  destruir  el  principio  de  gene- 
ralidad de  la  ciencia. 

Otro  principio  de  la  lógica  inductiva,  llamado  ley 
de  continuidad,  expresa:  —  «  Que  una  cantidad  no 
»  puede  ])asar  de  una  suma  á  otra,  por  algún  cambio 
»  de  condiciones,  sin  pasar  tamljien,  por  todas  las  mag- 
»  nitudes  intermedias,  relativas  á  las  condiciones  in- 
))  termedias ;  de  suerte  que,  si  puede  hallarse  una  ley 
»  que  gobierne  las  relaciones  cambiables  entre  dos 
))  cantidades  generales  económicas,  esa  ley  debe  ne- 
))  cesariamente  gobernar  las  relaciones  cambiables  de 
»  todas  las  cantidades.  » 

Lord  Landerdale,  en  una  obra  citada  por  Ricardo, 
dice  :  —  a  Que  de  dos  cantidades  que  pueden  variar, 
»  si  se  supone  que  la  variación  tiene  lugar  en  una  de 
))  ellas,  permenaciendo  la  otra  en  el  mismo  estado,  su 
»  valor  puede- ser  influenciado    por  cuatro  causas. 

»  Puede  aumentar  de  valor : 

I.  Por  una  diminución  en  la  cantidad. 

II.  Por  un  incremento  en  la  demanda. 
»  Puede  disminuir  el  valor  : 

I.  Por  un  aumento  en  la  candidad. 

II.  Por  una  diminución  en  la  demanda. 
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)'  Y  como  las  variaciones  en  la  otra  candidad,  pue- 
den ser  influenciadas  por  las  mismas  cuatro  causas  ; 
es  claro  que  las  variaciones  de  ambas  cantidades,  pue- 
den ser  influenciadas  por  ocho  causas  diferentes  ;  y 
si  ellas  están  relacionadas  con  la  forma  de  una  ecua- 
ción algebraica,  debe  ser  esta  manifiestamente  la  ver- 
dadera general  ecuación  de  la  Economía.  Esta  general 
ecuación,  debe  comprender  la  totalidad  de  la  ciencia; 
y  como  abraza  no  menos  de  ocho  independientes  va- 
riables, queda  comprobada  por  eso  solo,  la  naturaleza 
extremadamente  complicada  de  esta  ciencia. 

))  Ahora  bien,  Ricardo  admite  esta  ley  como  verda- 
dera, para  todos  los  efectos  monopolizados,  y  para  to- 
dos los  demás,  durante  un  período  limitado  ;  pero  la 
necesidad  de  aplicar  la  lógica  inductiva,  debia  indu- 
cirlo á  pensar,  que  si  esa  ley  es  verdadera  en  un  caso, 
debiera  serlo  en  todos  los  demás. 

»  El  hecho  es,  que  la  ley  de  la  existencia  y  la  de- 
manda, de  que  el  anterior  extracto  de  lord  Landerdale 
es  una  completa  expresión,  es  admitida  por  todos  los 
economistas  como  verdadera,  cuando  el  precio  de  las 
cosas  está  muy  bajo,  y  admitida  también,  cuando  el 
precio  está  muy  alto.  Ninguna  otra  ley  cualquiera,  mas 
que  la  ley  de  la  existencia  y  la  demanda,  opera  en  los 
dos  extremos  de  los  precios;  y  por  consiguiente,  es  de 
toda  evidencia,  á  virtud  de  la  ley  de  continuidad,  que 
todos  los  precios  intermedios,  deben  ser  gobernados, 
sola  y  exclusivamente,  por  la  misma  ley. 

»  Para  obtener  esta  expresión  general,  hemos  se- 
guido el  método  usual  en  todas  las  ciencias  físicas.  — 
Hemos  obtenido  independientes  variables,  y  las  biz- 
mes relacionado  con  una  ley  general  ó  fórmula.  — 
Pero  una  dificultad  se  levanta,  que  pone  en  dúdalos  re- 
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saltados  ;  porque  no  se  puede  dar  precisión  ó  sumas 
numéricas  á  los  coeficientes.  —  Es  difícil,  probable- 
mente imposible,  decir  qué  variaciones  numéricas  en 
la  existencia  y  la  demanda,  producen  determinadas 
variaciones  numéricas  en  el  precio.  En  algunos  casos 
se  ha  conseguido,  como  en  los  granos  ;  pero  se  reco- 
noce que  es  manifiestamente  imposible  en  general 
obtener  datos  numéricos  exactos. 

»  Esta  dificultad  ó  entera  imposibilidad  de  dar  valo- 
res exactos  á  los  coeficientes,  es  la  que  ha  inducido  á 
algunos  escritores  á  suponer  que  es  imposible  hacer 
de  la  Economía  una  ciencia  exacta ;  suponiendo  que 
para  que  una  ciencia  sea  exacta,  es  necesario  que 
sus  leyes  sean  capaces  de  precisar  cuantitativamente 
sus  efectos.  Pero  este  es  un  error  que  ha  sido  es- 
pecialmente notado  por  Gomte,  quien  ha  patentizado 
la  diferencia  que  separa  la  certidumbre  de  la  preci- 
sión, en  la  ciencia.  —  Para  constituir  una  ciencia 
exacta,  no  es  necesario  que  sus  leyes  puedan  ser  con- 
firmadas con  precisión  numérica,  sino  únicamente  que 
el  razonamiento  sea  exacto  ó  cierto.  Dice  ese  escritor, 
que  esta  peligrosa  preocupación  ha  nacido  de  que  la 
precisión  de  las  diferentes  ciencias  es  muy  desigual, 
sin  que  por  eso  sea  menor  su  certidumbre.  Precisión 
y  certidumbre,  son  significaciones  perfectamente  dis- 
tintas. Una  proposición  absurda  puede  ser  muy  precisa, 
como  la  de  que  los  ángulos  de  un  triángulo  son  iguales 
á  tres  rectos  ;  mientras  que  una  proposición  cierta 
puede  no  ser  precisa,  como  la  de  que  tal  hombre  mo- 
rirá. —  Por  consiguiente,  aun  cuando  las  diferentes 
ciencias  puedan  variar  en  precisión,  eso  no  afecta  su 
certidumbre.  Esta  observación  se  aplica  forzosamente 
á  la  Economía.  Muchas  personas  están   dispuestas   á 
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})ensar  que  no  tiene  valor  alguno,  porque  no  señala 
sus  resultados  con  la  misma  precisión  numérica  que 
las  ciencias  matemáticas  ;  pero  este  es  un  grave 
error. 

»  Las  causas  de  los  fenómenos,  pueden  ser  determi- 
nadas en  Economía,  con  positiva  certidumbre;  y  si  se 
quiere  producir  un  efecto  dado,  el  método  adecuado 
para  conseguirlo,  puede  ser  indicado,  con  perfecta  se- 
guridad. —  Esto  es  lo  que  necesariamente  constituye 
una  ciencia  exacta. 

»  Al  considerar  esta  ecuación  general  de  la  Economía, 
hemos  hecho  aplicación  del  aforismo  de  Bacon,  según 
el  cual  :  —  «  Lo  que  en  teoría  es  la  causa,  en  la  prác- 
))  tica  es  la  regla.  «  —  Ningunas  otras  cantidades  mas 
que  la  demanda  y  la  existencia,  aparecen  en  la  ecua- 
ción. Esto  nos  enseña  que  ninguna  otra  causa  influye 
en  el  valor,  sino  la  intensidad  de  la  demanda  y  la 
limitación  de  la  existencia  ó  de  la  oferta.  Nos  enseña 
tamljien,  que  ni  el  trabajo,  ni  el  costo  de  producción, 
ni  otra  causa  cualquiera,  pueden  tener  alguna  in- 
fluencia directa  en  el  valor  ;  y  que  si  alguna  indi- 
recta tienen,  ella  puede  únicamente  considerarse,  y 
no  de  otra  manera,  que  como  medios  de  alterar  la 
demanda  y  la  existencia  :  así  es  que,  ningún  cambio 
en  el  trabajo  ó  en  el  costo  de  producción  puede  tener 
alguna  influencia  en  el  valor,  sin  que  vayan  acom- 
pañados de  un  cam1)io  en  la  demanda  ó  en  la  exis- 
tencia. ■» 

Tales  son  las  últimas  conclusiones  de  la  ciencia,  en 
esla  fundamental  é  importante  materia,  comprobadas' 
por  el  riguroso  método  que,  con  éxilo  seguro,  se  ha 
empleado  siempre  para  desculjrir  la  verdad  en  las 
ciencias  exactas.  —  La  extensión  que  ha  tomado  esla 
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exposición  se  explica,  no  solo  porque  carecemos  del 
talento  necesario  para  reducir  á  mas  sucintas  pro- 
porciones una  materia  tan  vasta  y  tan  ampliamente 
tratada  ;  sino  también,  porque  no  es  posible  concretar 
ideas  expresadas  con  toda  claridad,  sin  sacrificar  el 
fondo  á  la  forma  del  escrito. 

Cada  uno  de  los  puntos  esclarecidos,  de  las  nociones 
explicadas,  de  la  relaciones  descubiertas  y  comproba- 
das, que  contiene  este  resumen  de  la  teoría  del  valor, 
reviste  por  otra  parte  una  importancia  capital  en  la 
cuestión  que  se  debate  ;  y  no  era  posible  omitir  alguno 
de  ellos,  si  se  busca  con  sinceridad  una  solución  deter- 
minada por  la  razón  y  apoyada  en  la  ciencia. 


III 

Leyes  que  rigen  la  moneda. 

La  moneda,  la  define  el  mismo  Maclcod,  diciendo 
que  es  «  una  cantidad  económica  que  puede  el  deudor 
»  compeler  por  la  ley  el  acreedor  á  que  la  reciba  en 
»  pago  de  su  deuda  »  ;  calificándola  por  estas  palabras, 
como  uno  de  los  objetos  que  constituyen  la  riqueza, 
á  que  aplica  la  designación  técnica,  de  cantidad  eco- 
nómica. —  Hemos  visto,  en  efecto,  precedentemente, 
que  al  hacer  clasificaciones  generales  de  las  distintas 
especies  de  objetos  ó  cosas,  que  constituyen  la  riqueza, 
y  que  forman  la  materia  de  la  ciencia  económica,  co- 
loca, á  la  moneda  en  la  primera  categoría,  la  propie- 
dad corporal,  que  comprende  todas  las  cosas  materia- 
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les  que  son  riqueza  y  tienen  por  eso  mismo  valor  ;  y 
tan  aparente  y  característica  es  esta  condición  de  la 
moneda,  que  la  elige  como  el  tipo  de  las  cosas  mate- 
riales susceptibles  de  valor. 

Desde  la  mas  remota  antigüedad,  y  á  medida  que  la 
frecuencia  de  relaciones  entre  los  hombres  y  los  pro- 
gresos de  su  vida  social,  aumentaban  los  cambios,  se 
hizo  sentir  la  necesidad  de  un  objeto  de  apreciación 
general,  que  evitara  los  inconvenientes  de  la  permuto, 
forma  sin  duda  primitiva  de  todo  comercio.  —  A  este 
objeto  ó  mercancía,  alude  Aristóteles  cuando  dice  :  — 
«  Pero  con  respecto  á  un  cambio  futuro,  si  nada  nece- 
»  sitamos  alpresente,  pero  que  puede  tener  lugar  cuando 
»  ocurra  la  necesidad,  la  moneda  es  nuestra  seguridad, 
»  porque  es  indispensable  que  el  que  la  tiene  consigo 
»  esté   en  aptitud  de  obtener  lo  que  necesita.  » 

Estas  palabras  del  füósofo,  exj)lican  suficientemente 
la  naturaleza  de  la  moneda  y  el  origen  así  como  los 
efectos  que  estaba  destinada  á  producir.  —  Apenas  la 
permuta  y  los  cambios  adquirieron  algún  desenvolvi- 
miento entre  los  hombres,  debió  notársela  desigualdad 
de  valor  ó  estimación  atrilniida  á  los  diversos  objetos 
ó  servicios,  que  eran  materia  de  los  cambios,  y  la  si- 
tuación difícil  en  que  se  encontraba  aquel,  que  que- 
riendo ó  pudiendo  dar  una  cosa,  ó  prestar  un  servicio, 
no  necesitaba,  sin  embargo,  recibir  la  cosa  ó  servicio 
que  se  lo  ofrecía  en  cambio. 

Esa  es  la  idea  que  el  jurisconsulto  Paulo  desenvuelve 
con  ese  estilo  admirable  que  caracteriza  la  legislación 
romana,  en  el  siguiente  fragmento,  que  forma  la  ley  1*, 
título  I,  libro  XVIII  del  Digesto.  «  Origo  emendi  ven- 
))  dendique  á  permutationibus  coepit :  Olim  enim  non  ita 
»  erat  nummus ;  ñeque  aliud  merx,  aliud  pretium  voca- 


CURSO  FORZOSO.  51 

»  batur:  sedunusquisqiie  secundum  necessitatcm  tem- 
»  porum,acrerum,iitilibus  inutilia  permutabat,  qimndo 
))  plerumque  evenit,  ut,  quod  alteri  superest,  alteri  desit : 
))  Sed  qiiia  non  semper,  nec  facile  concurrebat,ut,  cum 
»  tu  haberes,  quod  ego  desiderarem,  iuvicem  Imberem, 
»  quod  tu  accipere  velles,  electa  materia  est,  cujus 
))  publica,  ac  perpetua  aestimatio  difficultatibus  permu- 
))  tationum,  cequalitate  quantitatis  subvcniret  :  eaque 
»  materia  forma  publica  percussa,  usum  dominiumque, 
»  non  tam  ex  substancia  proebet,  quam  ex  quanlitate  : 
))  nec  ultra  merx  utrumque,  sed  alterum  pretiiim 
»  vocatur.  » 

La  noción  fundamental  de  la  moneda,  tal  como  fuera 
comprendida  desde  la  mas  remota  antigüedad,  se  en- 
cuentra asi  claramente  explicada  en  ese  famoso  texto. 
Una  cosa  material,  una  mercadería,  que  gozaba  de  una 
pública  y  perpetua  estimación,  se  eligió  para  servir  de 
tertium  comparationis,  equilibrar  las  desigualdades  de 
la  permuta  y  facilitar  en  todo  tiempo  los  cambios.  Ga- 
rantida por  esta  autoridad,  forma  publica  percussa,  no 
debia  inspirar  la  menor  duda  su  calidad ;  con  ella 
podria  adquirirse  el  uso  y  el  dominio,  no  tanto  por  la 
sustancia  misma,  como  por  su  cantidad,  que  seria  la 
medida  común  de  los  valores  ;  y,  para  caracterizar  esta 
función  peculiar  que  se  le  atribula,  y  para  distinguirla 
de  las  otras  cosas,  se  la  llama  desde  qyúowcq^  precio . 

Tal  es  también  la  noción  y  la  doctrina  que  la  ciencia 
moderna  proclama  sobre  la  naturaleza  de  la  moneda  y 
sus  funciones. 

«  Todas  las  naciones,  dice  Macleod  (1),  desde  muy 
temprana  época,  han  sentido  la  necesidad  de  tener  al- 

(1)  Principios  de  Economía,  pájr.  189. 
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guna  cosa  que  represente  y  mida  la  deuda  que  podría 
resultar  de  un  cambio  desigual;  y  se  han  fijado,  inva- 
riablemente, en  alguna  sustancia  material,  para  este 
propósito.  —  Para  que  la  moneda  representara  la 
deuda  del  servicio  rendido,  y  pudiera  en  cualquier 
tiempo  poner  á  su  poseedor  en  aptitud  de  obtener  lo 
que  necesitara  en  un  tiempo  futuro,  era  indispensable 
que  la  sustancia  elegida  tuviera  una  estimación  ó  valor 
general,  fuera  divisible  en  pequeñas,  fracciones,  no  se 
deteriorara  fácilmente,  por  el  uso  ó  por  el  tiempo,  y 
fuera  de  una  composición  uniforme.  — Tomados  es- 
tos requisitos  en  consideración,  agrega  (pág.  190),  es 
notorio  que  ninguna  sustancia  conviene  á  esas  cali- 
dades como  el  metal.  —  Es  uniforme  en  su  compo- 
sición, y  puede  dividirse  en  cualquier  número  de  frac- 
ciones de  igual  peso,  y  de  un  valor  igual,  que  pueden 
reunirse  y  formar  un  total  de  valor,  igual  al  de  todas  las 
fracciones.  Por  este  medio  si  establecemos  una  relación 
entre  la  suma  de  la  deuda  y  una  cantidad  de  metal,  esta 
cantidad  de  metal  representa  la  totalidad  de  la  deuda,  y 
cualquier  número  de  las  fracciones  en  que  esté  dividido, 
representa  una  suma  proporcional  de  la  misma  deuda.  » 

Esta  es  la  verdadera  naturaleza  de  la  moneda,  tal 
como  ha  sido  comprendida  por  muchos  escritores. 

((  Esta  mercadería,  dice  José  Garnier,  en  su  tratado 
de  Economía  Política  (pág.  15),  de  aprecio  general  y 
que  es  el  objeto  de  un  mayor  número  de  cambios  que 
otras,  que  es  el  intermediario  en  los  cambios  á  causa 
de  las  propiedades  reunidas  en  ella  que  la  hacen  mas 
cómoda,  constituye  la  moneda.  —  Sucede  siempre  en 
un  país  avanzado  en  civilización,  y  en  una  localidad 
donde  haya  cierta  actividad,  que  cada  uno  retira  de  sus 
productos  ó  s(M'vicios,  un  valor  equivalente  en  una  can- 
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tidad  de  esta  mercadería  intermediaria  ó  moneda,  y  que 
se  procura  los  productos  ó  servicios  de  que  tiene  nece- 
sidad, dando  en  cambio  una  cantidad  equivalente  de 
moneda.  En  el  lenguaje  usual,  la  palabra  venta,  de- 
signa el  cambio  de  un  producto  ó  de  un  servicio  por 
moneda,  y  la  palabra  compra,  el  cambio  de  moneda  por 
un  producto  ó  servicio.  Desde  el  origen  de  las  socie- 
dades, y  por  razones  que  después  expresaremos,  los 
hombres  aceptan  generalmente  en  cambio  de  sus  pro- 
ductos ó  de  sus  servicios,  como  mercadería  universal  é 
intermediaria,  ó  moneda,  dos  metales,  el  oro  y  la  plata, 
dispuestos  para  mayor  comodidad  en  la  forma  de  piezas 
ó  discos,  á  que  se  llama  moneda,  numerario,  especies 
y  plata ;  porque  este  último  metal  ha  sido  hasta  los  úl- 
timos tiempos  el  mas  aburjdante  y  mas  frecuentemente 
empleado.  —  El  valor  de  esas  piezas,  de  esas  canti- 
dades determinadas  de  mercadería  intermediaria  y  uni- 
versalmente  aceptada,  valor  con  el  cual  cada  uno  se 
famihariza,  forma  una   medida,   sino   completamente 
exacta,  por  lo  menos  aproximativa  y  cómoda  de  los  va- 
lores, de  los  productos  del  trabajo  y  de  los  servicios.  » 
Después  de  demostrar  Bastiat  que  el  oro  y  la  plata 
tienen  valor  y  son  útiles,  explica  de  esta  manera  su 
verdadera  función  como  moneda  ó  numerario  :  —  «Te- 
neis  un  escudo.  —  ¿  Qué  significa  en  vuestras  manos? 
—  Es  el  testigo  y  la  prueba  de  que  en  una  época  cual- 
quiera habéis  ejecutado  un  trabajo  que  en  lugar  de 
aprovecharlo,  lo  habéis  hecho  gozar  á  la  sociedad,  en 
la  persona  de  vuestro  cliente.  —  Este  escudo  com- 
prueba que  habéis  hecho  im  servicio  á  la  sociedad,  y 
además,  constata  el  valor  de  ese  servicio.  —  Com- 
prueba también  que  no  habéis  recibido  de  la  sociedad 
aun,  un  servicio  real  equivalente,  cual  competía  á  vucs- 
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tro  derecho.  Para  colocaros  en  condición  de  ejercerlo, 
cuando  y  como  os  plazca,  la  sociedad,  por  mano  de 
vuestro  cliente,  os  ha  dado  un  reconocimiento,  un  tí- 
tulo, una  libranza  del  Estado,  un  pedazo  de  metal,  un 
escudo  en  fin,  que  no  difiere  de  los  titules  fiduciarios, 
sino  en  que  lleva  su  valor  en  si  mismo ;  y  si  sabéis 
leer  con  los  ojos  del  espíritu  las  inscripciones  grabadas 
en  él,  descifrareis  distintamente  estas  palabras  :  — 
Haced  al  portador  un  servicio  equivalente  al  que  ha 
prestado  á  la  sociedad,  valor  recibido,  constatado,  pro- 
bado, medido,  por  el  que  tengo  yo  mismo  (1).  w 

Ducrock,  en  una  interesante  lección  sobre  este  tó- 
pico de  la  moneda,  adoptando  la  fórmula  de  Aristóteles, 
da  esta  definición  :  —  «La  moneda,  es  una  mercade- 
))  ría  destinada  á  facilitar  el  cambio  entre  otras  merca- 
»  derías.  »  Se  ha  dicho  también,  agrega,  que  la  mo- 
neda es  un  signo  que  representa  el  valor  de  todas  las 
mercaderías ;  pero  esta  definición  dada  por  Montes- 
quieu  en  el  Espiritu  de  la  Leyes,  la  universalidad 
de  los  economistas  la  rechaza,  llegando  Juan  B.  Say 
á  decir  un  poco  duramente  y  de  una  manera  demasiado 
absoluta  :  —  «  ¡  Convengamos  en  que  Montesquieu  no 
entendía  una  palabra  en  la  teoría  de  la  moneda  !  —  Y 
todos  sio-uen  la  definición  de  Aristóteles. 

))  Conmigo,  Señores,  y  á  pesar  de  habitudes  contra- 
rias de  lenguaje,  no  hesitareis  en  hacer  otro  tanto. 
Al  través  de  los  siglos,  después  de  numerosas  vicisitu- 
des, á  pesar  de  las  preocupaciones,  la  naturaleza  y  fun- 
ciones de  la  moneda  han  permanecido  las  mismas,  ta- 
les cuales  fueron  descritas  por  este  ilustre  represen- 
tante de  la  antigüedad  griega. 

(1)  Armonías  económicas,  lomo  V.  pág.  80. 
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»  ¡  La  moneda  es  un  instrumento  ele  los  cambios,  un 
instrumento  de  comercio  !  —  Pero  no  lo  es,  sino  por- 
que al  mismo  tiempo,  y  en  sí  misma,  es  una  mercade- 
ría; es  decir,  una  cosa  útil  y  cambiable. 

))  La  moneda  sirve  de  medida  á  los  valores,  solo 
porque  ella  misma  es  un  valor. 

»  Esta  definición  de  la  moneda  condena  la  seguida 
fórmula  indicada  ;  envejecida  bandera  de  una  doctrina, 
que  durante  muchos  siglos  ha  esparcido  por  el  mundo 
sus  desastrosos  resultados.  Diciendo  que  la  moneda 
es  el  signo  representativo  del  valor  de  las  mercaderías, 
consideraba  las  especies  como  signos  escogidos  arbi- 
trariamente, y  á  los  cuales  podría  aplicárseles  un  valor 
de  convención. 

»  Esta  doctrina,  que  nos  muestra  la  historia,  engen- 
drada en  otro  tiempo  por  la  ignorancia  ó  la  avidez  de 
los  príncipes,  debe  ser  enérgicamente  rechazada. 

»  La  ciencia  económica  enseña  que  la  moneda  no  es 
un  signo.  —  Debe  ser  una  realidad.  — No  debe  limi- 
tarse á  tener  un  valor  de  convención  ;  debe  tener  un 
valor  real ;  en  una  palabra,  es  una  mercadería. 

»  Antes  de  ser  moneda,  el  oro  y  la  plata,  á  los  cuales 
todas  las  civilizaciones  han  atribuido  esta  función,  son 
en  el  estado  de  lingotes,  verdaderas  mercaderías.  — 
¿Cómo  dudarlo,  en  presencia  de  esta  rama  floreciente 
del  comercio  nacional,  llamado  el  comercio  de  los 
metales  preciosos? — ¿Cómo  dudarlo,  en  presencia 
del  empleo  cotidiano  del  oro  y  de  la  plata,  en  diferen- 
tes industrias,  como  la  joyería,  la  relojería,  la  platería? 
—  Antes,  como  después  de  la  amonedación,  el  oro  y 
la  plata  continúan  siendo  mercaderías,  porque  nada  es 
mas  fácil  por  la  refundición,  que  convertir  las  especies 
amonedadas  en  lingotes.  —  Independientemente  de  su 
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calidad  de  moneda,  cada  pieza  tiene  en  si  misma  un 
valor  como  pedazo  de  oro  ó  de  plata,  y  por  eso  es  una 
mercadería.  —  ¡Mercadería  excepcional,  sin  duda  !  — 
i  Mercadería  de  que  todo  el  mundo  es  negociante !  — 
Porque  además  de  este  elemento  de  valor  propio  que  le 
pertenece  como  metal  precioso,  es  un  elemento  de  valor 
particular,  como  instrumento  de  los  cambios ;  y  las 
piezas  de  moneda  no  son  aptas  para  desempeñar  este 
papel,  sino  en  razón  del  valor  que  tienen  en  sí  mismas, 
é  independientemente  de  toda  convención,  y  que  reside 
en  la  parte  de  oro  ó  plata  que  contienen  (1).  » 

El  distinguido  economista  español  Flores  Estrada, 
en  un  todo  conforme  con  las  apreciaciones  y  los  juicios 
de  los  otros  escritores,  y  particularmente  de  Macleod, 
nos  dice  que.  —  «  Una  moneda  es  una  pieza  de  metal, 
cuya  cantidad  y  calidad  son  determinadas  por  la  ley  y 
acreditadas  con  el  sello  nacional.  Estas  circunstancias 
hacen  que  los  habitantes  del  país  la  reciban  por  toda 
su  cantidad  y  calidad  nacional,  en  trueque  de  otros 
productos  ó  de  trabajo,  sin  ensayarla  ni  pesarla,  ope- 
raciones en  otro  caso  indispensables,  cuya  falta  causa- 
ría en  los  cambios  un  retardo  sumamente  perjudicial. 

)j  Gonelfm  de  evitar  los  inconvenientes  que  á  los  cam- 
bios ofrecía  con  frecuencia  la  disconformidad  entre  el 
objeto  ofrecido  en  cambio  y  la  necesidad  del  que  pro- 
curaba negociarlo,  se  buscó  un  artículo  de  riqueza  que 
todos,  sin  poner  la  menor  dificultad,  recibiesen  en 
cambio,  y  que  además  de  ser  generalmente  apetecido, 
fuera  divisible  en  partes  tan  diminutas,  que  el  valor  del 
equivalente  deseado.  Descubierto  el  artículo  que  reu- 


íl)  La  moneda  bajo  el  punto  de  vista  ele  la  Economía  Política  v  del  de- 
frlio,  págs.  7  á  10. 
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niese  dichas  calidades,  el  individuo  que  queria  cam- 
biar sombrero  por  arroz,  en  vez  de  exponerse  á  perder 
el  tiempo,  yendo  á  ofrecerlo  al  poseedor  del  arroz,  acu- 
diría al  poseedor  de  la  moneda,  á  causa  de  ser  una 
mercadería  que  recibían  sin  la  menor  dificultad,  y  con 
la  que  él  tenia  seguridad  de  procurarse  la  cantidad  de 
arroz  que  solicitaba. 

í  De  los  varios  productos  industriales  no  hay  uno 
que  reúna  como  el  oro  y  la  plata,  las  calidades  necesa- 
rias para  ser  mercadería  universal.  —  Gozan  de  una 
divisibilidad  indefinida,  divisibilidad  que  no  causa  di- 
minución alguna  en  su  precio  respectivo ;  tienen  mu- 
cho valor  en  poco  volumen,  se  trasportan  con  facili- 
dad sin  deteriorarse;  por  último,  son  de  gran  duración. 
Prescindiendo  de  tan  importantes  calidades,  el  oro  y  la 
plata  no  satisfacen  directamente  ninguna  necesidad 
del  hombre,  ni  sirven  de  materia  para  fabricar  los  ins- 
trumentos que  se  emplean  en  la  producción  de  la  ri- 
queza. Tan  sigulares  circunstancias  hacen  ver  que  la 
naturaleza  destinó  los  metales  preciosos,  para  ser  mer- 
cancía de  constante  circulación.  Los  restantes  produc- 
tos, tarde  ó  temprano,  pasan  de  mercadería  á  ser  objeto 
de  consumo ;  solo  el  dinero  es  siempre  mercancía.  — 
Por  último,  el  dinero,  á  diferencia  de  los  otros  artículos 
de  riqueza,  es  estéril  mientras  se  halla  en  poder  de  su 
dueño ;  para  que  sea  productivo,  es  indispensable  que 
entre  en  circulación. 

))  A  pesar  de  tan  plausibles  circunstancias  que  deter- 
minaron á  todos  los  pueblos  civilizados  á  preferir  los  dos 
metales  para  mercancía  universal,  debieron  notarse  en 
ellos  dos  inconvenientes  que  quizá  ningún  otro  pro- 
ducto ofrecia  :  —  l.^La  dificultad  de  conocer  con  la 
exactitud  que  se  requiere,  la  cantidad  de  metal  conté- 
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nido  en  cada  moneda,  no  pudiendo  averiguarse  sin  una 
balanza  delicada  y  perfecta,  que  no  es  fácil  lleven  siem- 
pre consigo  los  que  efectúan  las  permutas.  —  2.°  La 
dificultad  de  conocer  la  calidad  del  metal  de  cada  mo- 
neda, pues  el  oro  y  la  plata  se  adulteran  por  la  simple 
operación  de  fundirlos  con  otros  metales,  y  solo  los  quí- 
micos, después  de  un  ensayo  prolijo,  conocen  la  aliga- 
ción de  las  monedas. 

»  Estas  operaciones,  aun  cuando  no  requieren  mas 
dificultad  que  la  de  realizarlas,  con  su  frecuente  repeti- 
ción, retardarían  demasiado  los  convenios.  —  A  fin  de 
precaver  semejantes  embarazos,  se  acudió  al  recurso  de 
sellar  el  dinero,  acreditando  de  la  manera  mas  autén- 
tica, la  cantidad  y  calidad  de  los  metales  preciosos; 
esto  es,  se  inventó  la  moneda.  La  operación  de  fabri- 
carla exigia  mucha  confianza,  pues  sin  ella  no  se  evita- 
rla las  operaciones  de  pesarla  y  ensayarla.  Por  tanto  en 
los  varios  países  fué  una  prerogativa  concedida  exclu- 
sivamente al  jefe  del  Estado,  por  ser  la  persona  que  á 
causa  de  su  posición  social,  inspira  mayor  confianza. 
Sin  embargo  de  que  Storch  considera  este  privilegio 
como  un  verdadero  monopolio,  y  de  que  un  autor  in- 
glés afirme  no  ser  completamente  libre  el  país  en  que 
no  sea  permitido  á  cualquier  individuo,  fabricar  mo- 
neda de  la  calidad  que  le  acomode  ;  si  no  estuviese  re- 
servado al  jefe  del  Estado  fabricar  el  dinero,  no  se  evi- 
tarían los  indicados  inconvenientes  (i).  » 

No  es  posible  prescindir  de  la  autoridad  mas  conspi- 
cua en  esta  materia,  si  se  quiere  llegar  hasta  la  eviden- 
cia del  conocimiento,  sobre  la  naturaleza  de  la  moneda 
y  sus  funciones.  Hé  aquí  como  se  expresa  Miguel  Che- 

(1)  Tratado  de  Economía  Política,  lomo  II,  p;ígs.  47  ú  oO. 
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valier  en  esto  punto  :  —  «  La  calidad  de  mercadería  es  de 
tal  manera  inherente  á  la  moneda,  que  en  su  origen,  en 
lugar  de  recibir  obligatoriamente  la  forma  de  un  disco 
regular,  bajo  la  cual  los  metales  preciosos  circularon 
mas  tarde  y  corren  hoy  mismo,  pasaban  de  mano  en 
mano  en  la  forma  de  lingotes, y  los  particulares  que  loa 
tomaban  en  pago,  ó  que  tenian  que  pagar  en  ellos  una 
cantidad  convenida,  los  pesaban  en  su  balanza.  — 
Así  procedieron  Abraham  y  el  vendedor  que  le  trasmi- 
tió la  propriedad  de  un  canT[oo,  para  sepultura  de  los 
suyos;  y  lo  mismo  hacenlos  Chinos^  que  han  conservado 
hasta  hoy  muchos  usos  de  los  tiempos  primitivos  (i).  » 

De  que  el  valor  es  una  relación  de  cambio  entre  dos 
cantidades  económicas,  se  sigue  necesariamente,  que 
la  moneda  debe  ser  un  objeto  cambiable,  un  artículo  de 
riqueza,  para  que  pueda  establecer  la  relación  de  valor 
con  la  cosa  porque  se  cambia  ;  y  se  sigue  también  for- 
zosamente, que  el  valor  de  la  moneda,  que  consiste  en 
las  cosas  que  se  dan  en  cambio  por  ella,  es  un  punto 
extraño  á  las  funciones  del  poder  público.  El  valor, 
como  relación,  requiere  necesariamente  dos  objetos, 
entre  los  cuales  la  voluntad  de  los  contratantes  ejercita 
sus  facultades  de  comparación,  de  afección  y  de  juicio, 
que  el  poder  público  en  caso  alguno  podría  prever  ni 
determinar ;  y  se  halla  fuera  de  toda  posibilidad,  que 
aun  siendo  determinable  esa  relación,  pudiera  ser  de- 
terminada respecto  de  todas  las  cosas  susceptibles  de 
ser  cambiadas  por  moneda. 

El  valor  es  una  relación  esencialmente  variable,  y 
por  su  propria  naturaleza  resiste  la  fijación  de  un  pa- 
drón ó  tipo  permanente,  que  pudiera  ser  medida  de  sus 

(1)  Dictionnaire  de  l'Economie  politique,  verb.  monnaie. 
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variaciones;  y  es  por  consiguiente  imposible,  que  el 
poder  público  pueda  realizar  un  hecho,  contrario  á  la 
esenc  ia  de  las  cosas  y  á  la  naturalezadc  las  relaciones 
necesarias  que  de  ellas  se  derivan. 

No  hay,  en  fin,  cosa  alguna  en  el  universo,  que  pueda 
tener  un  valor  intrínseco,  porque  la  palabra  misma  im- 
porta la  negación  de  esa  calidad,  desde  que  ella  expresa 
la  idea  de  una  relación  entre  dos  objetos;  relación  ac- 
cidental, extrínseca  y  variable,  como  el  infinito  número 
de  cosas  entre  las  cuales  pudiera  producirse.  No  hay, 
pues,  medio  humano,  al  alcance  del  poder  público,  para 
destruir  la  clara  y  fundamental  noción  del  valor,  y  cam- 
biar por  un  acto  de  su  voluntad  las  leyesexternas  é  in- 
mutables que  rigen  la  naturaleza  y  gobiernan  la  exis- 
tencia misma  del  hombre,  sometido,  como  todos  los 
seres  de  la  creación,  á  su  inquebrantable  obediencia. 

¿  Cuál  es,  entonces,  las  misión  del  poder  público, 
respecto  de  la  moneda  y  de  su  valor  ? 

((  Todos  los  escritores  recuerdan  las  vejaciones  y 
atentados  á  la  propiedad  que  en  épocas  de  ignorancia  y 
de  opresión,  llevaron  á  cabo  los  gobiernos,  abusando 
del  derecho,  por  la  fuerza,  sin  haber  conseguido  jamás, 
sin  embargo,  detener  un  solo  instante  el  cumplimiento 
ineludible  de  las  leyes  naturales  que  rigen  el  valor  y  la 
moneda.  De  la  prudente  resolución  de  haberse  confiado 
al  jefe  del  Estado  la  facultad  de  acuñar  moneda,  al- 
gunos han  inferido  que  el  gobierno  debia  fijar  el  valor 
de  la  moneda.  —  En  efecto,  hubo  tiempos  en  que  igno- 
rando la  ciencia  de  la  Economía,  los  gobiernos  recurrie- 
ron con  frecuencia  á  este  medio  tan  violento  como  ab- 
surdo. De  los  innumerables  males  que  en  la  edad  me- 
dia aflijieron  á  la  Europa,  no  fué  el  menor,  alterar 
con  frecuencia  el  peso  y  la  ley  de  la  moneda. 
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»  Durante  algunos  siglos,  no  hubo  un  solo  gobierno 
que  no  intentara  violar  las  leyes  inmutables  de  la  na- 
turaleza, con  decretos  relativos  á  fijar  caprichosamente 
el  valor  de  la  moneda;  decretos  tan  insensatos,  como 
los  que  condenaban  el  movimiento  de  la  tierra,  y  al 
célebre  Galileo  que  lo  demostraba.  —  Por  mas  que  la 
ley  diga  :  — Tal  cosa  tiene  valor  fijo,  —  en  vano  lo 
dirá,  si  la  naturaleza  lo  repugna.  —  Con  una  misma 
moneda,  unas  veces  se  compraban  mas  artículos,  otras 
menos;  pero  como  el  dinero  solo  constituía  la  mercan- 
cía universal,  se  creia  que  era  una  medida  fija,  y  que 
solo  el  valor  de  los  otros  productos  era  el  que  variaba. 
Por  tal  razón  sojuzgó,  que  el  valor  de  la  moneda  de- 
pendía de  la  voluntad  del  legislator.  —  No  se  advirtió, 
que  aun  cuando  el  valor  de  la  moneda  fuera  invariable 
de  suyo",  no  siéndolo  el  do  los  restantes  artículos,  la 
ley  no  podía  causar  el  efecto  que  se  deseaba,  pues  el 
valor  convencional  del  dinero,  no  se  gradúa  por  el  di- 
nero mismo,  sino  por  los  productos  que  en  cambio  de 
él  son  recibidos  (1).  )> 

«  La  moneda  no  vale,  dice  Ghevalier,  sino  por  la 
cantidad  de  metal  lino  que  contiene,  es  ese  un  punto 
sobre  el  cual  no  hay  discusión,  ni  en  el  terreno  de  la 
ciencia,  ni  en  la  práctica  de  los  gobiernos  civilizados  ; 
pero  en  otro  tiempo  y  particularmente  en  la  época  de 
la  edad  media,  gobiernos  ignorantes  y  avaros,  han 
intentado  establecer  una  doctrina,  según  la  cual  la 
moneda  tendría  valor  por  la  efigie  grabada  en  ella  ó 
por  la  voluntad  del  príncipe  que  la  hacia  acuñar. 
—  Vinieron  en  consecuencia  multiplicadas  falsificacio- 
nes, que  consistían  en  reemplazar  el  metal  precioso 

(1)  Florbs  Esthada,  obra  citada,  pág.  53. 
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por  la  liga;  y  es  así  como  sucedió,  que  lo  que  se  lla- 
maba primitivamente  una  libra  ó  un  marco,  porque 
conforme  á  la  naturaleza  de  las  cosas,  tenia  efectiva- 
mente ese  peso,  se  ha  reducido  á  la  pequeña  cantidad 
de  metal  que  lleva  hoy  ese  nombre;  de  suerte  que  en 
Francia,  bajo  el  antiguo  régimen,  la  cantidad  de  mo- 
neda llamada  libra,  habia  caido  á  tal  punto  en  1789, 
que  no  era  mas  que  la  octogésima  sétima  parte  de 
lo  que  habia  sido  bajo  Garlo-Magno. 

»  Esa  locución  comunmente  usada,  según  la  que  la 
moneda  es  un  signo  representativo,  manifiesta  un  error 
que  no  solamente  es  grosero,  sino  también  extrema- 
damente peligroso.  —  El  oro  y  la  plata  amonedados,  en 
vez  de  ser  simplemente  signos  representativos  del  va- 
lor de  las  mercaderías,  son  ellos  mismos  mercaderías, 
y  no  figuran  en  los  cambios  sino  á  título  de  mercaderías 
y  en  la  proporción  de  su  valor.  —  La  suma  de  oro  ó 
de  plata  con  que  se  paga  un  objeto,  es  perfecto  equiva- 
lente, en  el  momento  de  la  transacción.  —  La  doctrina 
que  sostiene  que  la  moneda  es  un  representativo  del 
valor,  es  precisamente  la  misma  que  príncipes  de  la 
edad  media  invocaban  para  falsificarla.  » 

Mencionando  los  inconvenientes  que  el  uso  de  la 
moneda  en  lingotes  ó  barras,  traería  al  que  tuviera 
que  recibirla  en  pago  en  esa  forma  rudimentaria, 
viéndose  obligado  á  pesar  el  metal  y  verificar  su  ley, 
Macleod  expone  (pág.  363  y  369)  el  medio  que  se  ha 
encontrado  mas  adecuado  para  evitarlos.  Las  naciones, 
dice,  han  adoptado  una  práctica  conveniente  para  salvar 
esas  dificultades. 

«  Dividen  el  lingote  en  piezas  de  cierto  peso  definido, 
graban  en  ellas  el  sello  del  Estado,  para  certificar  al 
público,  que  esas  piezas  tienen  una  fineza  y  un  peso 
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fijos,  y  les  dan  ciertos  nomljres  por  los   cuales  son 
comunmente  conocidas. 

»  Estas  piezas  de  barra  ó  lingote,  con  el  sello  público 
que  comprueba  su  peso  y  metal  fino,  con  el  nombre 
por  que  son  públicamente  conocidas,  y  destinadas  al 
comercio,  sin  necesidad  de  previo  examen,  se  llaman 
moneda  acuñada:  —  Casi  parece  superfino  hacer 
notar,  que  este  sello  ó  certificado  en  ninguna  manera 
afecta  el  valor  del  metal  ó  la  cantidad  de  cosas  que 
puedan  cambiarse  por  él.  Su  único  objeto  es  salvar 
la  dificultad  de  pesar  y  ensayar  el  metal  en  las  tran- 
sacciones comerciales.  Ni  puede  tampoco  el  nombre 
de  la  pieza  acuñada,  en  manera  alguna  afectar  su 
valor.  —  Los  valores,  es  verdad,  son  estimados  por  el 
número  de  estas  piezas  de  metal  ó  moneda  acuñada, 
pero  es  perfectamente  claro  que  necesariamente  se 
implica  en  el  convenio,  que  estas  monedas  deben  con- 
tener una  cierta  cantidad  definida  de  metal. 

»  Sin  embargo  de  la  perfecta  claridad  de  estas 
nociones,  cierta  confusión  en  este  punto  ha  sido  el 
origen  de  todas  las  extravagancias  en  la  cuestión  de 
la  circulación,  que  por  tanto  tiempo  han  mortificado 
el  oido  público.  —  Casi  todas  han  nacido  de  confundir 
el  nombre  ó  denominación  de  la  moneda  acuñada,  con 
su  valor;  su  nombre,  con  su  poder  de  comprar;  supo- 
niendo que  si  la  legislatura  da  en  llamar  libra  á  un 
cheling,  por  eso  solo  debe  el  cheling  tener  el  valor 
de  una  libra.  —  Cualquiera  que  grave  en  su  espíritu 
este  simple  principio  :  —  que  aun  cuando  el  sello  da  á 
la  moneda  acuñada  circulación  legal,  es  el  peso  del 
metal  fino,' lo  que  le  da  valor,  —  puede  dirigirse  con 
seguridad  al  través  del  movedizo  y  escabroso  campo  de 
las  controversias  monetarias.  » 
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De  esta  suerte,  la  ciencia  condena  los  antiguos 
errores  y  confunde  la  pervertida  doctrina  que  atribuia 
al  poder  público  la  facultad  de  imprimir  un  valor  arbi- 
trario á  la  moneda ;  doctrina,  que  aun  cuando  jamás 
haya  podido  predominar,  ha  dejado,  sin  embargo,  su 
huella  marcada  en  la  legislación  y  en  los  escritos  de  los 
jurisconsultos. 

La  facultad  de  acuñar  moneda,  que  fué  confiada  á  la 
autoridad  como  una  garantía  de  exactitud  é  igualdad, 
que  dispensarla  de  la  necesidad  de  averiguar  el  peso  y 
la  ley  de  cada  moneda,  llegó  á  convertirse,  por  un 
abuso  de  poder,  en  una  prerogativa  exhorbitante, 
inherente  y  propia  del  poder  soberano.  Ejerciendo  esta 
facultad,  sin  otro  límite  que  el  de  su  necesidad  ó  conve- 
niencia, sin  mas  criterio  que  el  de  su  propia  voluntad, 
llegó  á  persuadirse  qae  si  daba  á  un  cheling  el  nombre 
de  libra,  debia  por  eso  solo  el  cheling  tener  el  valor 
de  una  libra ;  ó  que  si  mandaba  recibir  un  billete  por 
su  valor  escrito,  ese  billete  había  de  tener  el  mismo 
valor  de  la  moneda  expresada ;  porque  así  lo  exigía 
la  necesidad  ó  la  conveniencia  del  soberano  ;  y  porque 
quod  principi  placuit  legis  habet  vigorem. 

Así  pensaba  Blackstone,  consignando  sin  sospe- 
charlo aun,  los  errores  de  esa  antigua  doctrina  y 
siguiendo  las  tradiciones  funestas  de  la  edad  media. 
No  de  otra  manera  piensa,  también,  el  moderno  Tifaní, 
para  quien  las  nociones  fundamentales  de  la  ciencia 
económica,  son  completamente  desconocidas.  «  Siendo 
la  moneda  el  medio  del  comercio,  ha  dicho  el  primero, 
darle  autoridad  y  hacerla  corriente,  es  una  prerogativa 
del  rey,  como  arbitro  del  comercio  doméstico.  La 
acuñación  de  moneda  es  en  todos  los  Estados  un  acto 
del  poder  soberano.  La  denominación  ó  valor,  en  que 


CIRSO  FORZOSO.  6o 

la  moneda  ha  de  ¡¡asar,  también  es  una  prerogativa  del 
rey.  »  —  «  Gomo  medio  de  cambio,  ha  dicho  el  segundo, 
como  medio  para  su  fin,  la  moneda  no  tiene  valor,  sino 
Ja  voluntad  soberana  grabada  en  su  superficie ;  y  en 
cuanto  al  uso  y  circulación,  su  valor  es  tan  inmutable 
como  la  autoridad  que  lo  creó.  Mide  todos  los  valores 
por  el  suyo  y  no  conoce  otra  medida  de  valor.  Siendo 
su  valor  fijado  por  Ja  voluntad  deJ  soberano,  y  no  por 
las  calidades  intrínsecas  de  la  sustancia  en  que  está 
impresa,  no  puede  legalmente  variar.  Su  proporción 
relativa  á  las  demás  cosas,  puede  perturbar  sus  valores 
relativos;  pero  su  valor  legal  queda  lijo  é  inmutable, 
mientras  el  precio  de  los  artículos  medidos  por  ella 
sube  y  baja.  » 

En  cada  una  de  estas  palabras  puede  decirse  que  hay 
un  error  grave ;  y  las  ideas  acusan  una  completa  igno- 
rancia de  la  noción  elemental  de  la  moneda  y  del  valor. 
La  ciencia  económica,  que  se  ha  desarrollado  después 
de  Blackstone,  no  ha  alcanzado  todavía  á  Tifani ;  pero 
para  ambos  ha  escrito  Macleod,  tan  clara  y  concluyente 
exposición  de  la  teoría  de  la  moneda  y  del  valor,  fundada 
en  la  naturaleza-  de  las  cosas  y  en  la  experiencia  de 
todos  los  tiempos,  que  no  es  lícito  ya  repetir  esos 
errores,  ni  detenerse  á  refutarlos. 

Siendo  la  moneda  un  artículo  de  riqueza,  una  cosa 
material,  producto  del  trabajo,  una  cantidad  económica, 
cambiable  por  su  propia  naturaleza,  y  destinada  por 
sus  condiciones  particulares,  á  ser  mercancía  interme- 
diaria de  los  cambios,  y  servir  de  medida  comparativa 
del  valor  de  las  demás  cosas,  es  evidente  que  deben 
producirse  en  ella  los  mismos  fenómenos  que  respecto 
de  todos  los  artículos  de  riqueza,  porque  proviene  de  la 
misma  causa  y  está  gobernada  por  las  mismas  leyes. 

I.  5 
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El  valor  de  la  moneda,  como  el  de  las  otras  cosas  que 
constituyen  la  riqueza,  no  es  por  consiguiente  determi- 
nable  de  antemano;  no  se  puede  fijar  de  una  manera 
invariable,  y  tiene  que  ser  por  su  propia  naturaleza 
el  resultado  del  libre  acuerdo  de  los  contratantes  en  los 
cambios.  —  Gomo  todos  los  demás  valores,  el  de  la 
moneda  no  está,  ni  puede  estar  sometido  á  la  voluntad 
del  poder  público,  como  no  lo  están  las  necesidades 
que  por  su  uso  está  destinada  á  llenar  en  la  vida  social, 
como  no  lo  está  el  de  todas  las  otras  cosas  necesarias, 
útiles  ó  agradables  para  el  hombre,  y  que  puede  adquirir 
dando  moneda  en  cambio ;  porque  no  están  ni  pueden 
estar  dependientes  de  su  voluntad,  ni  sometidas  á  sus 
disposiciones,  la  naturaleza  de  las  cosas,  ni  las  rela- 
ciones necesarias  que  de  ella  se  derivan. 

Gomo  artículo  de  riqueza,  como  mercancía  interme- 
diaria de  los  cambios,  como  valor  en  fin,  la  moneda  es 
de  la  misma  condición  que  las  demás  cantidades  eco- 
nómicas que  la  ciencia  comprende ;  su  valor  tiene  el 
mismo  origen,  se  produce  del  mismo  modo  y  obedece  á 
la  misma  ley  de  la  oferta  y  la  demanda,  que  por  su  natu- 
raleza y  origen,  domina  y  rige  todos  los  demás  valores. 

Siempre  que  esta  verdad,  tan  simple  y  claramente 
demostrada,  ha  sido  desconocida  por  el  poder  público, 
que  ha  introducido  alteraciones  en  el  peso  y  ley  de 
la  moneda,  intentando  conservarle  su  primitivo  valor, 
ó  cuando  ha  querido  atribuir  á  papel  moneda  ó  billetes 
de  curso  forzoso,  el  mismo  valor  que  tenían  cuando 
eran  convertibles  ó  el  que  arbitrariamente  quisiera 
designarle,  para  imponerlo  en  esas  condiciones  en 
las  transacciones  privadas,  la  experiencia  ha  venido 
á  comprobar  la  exactitud  de  la  teoría,  anulando  los 
efectos  del  precepto  escrito,  por  el  cumplimiento  real  é 
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inquebrantable  de   las  leyes  naturales.  —  Ninguna 
medida   coercitiva,  por  violenta   que   baya    sido,   ha 
podido  impedir  que  el  precio  de  las  cosas  se  elevara  en 
proporción  de  la  diminución  del  valor  de  la  moneda ; 
y  el  papel  de  curso  forzoso,  no  ha  conservado  un  solo 
instante  desde  su  aparición,  el  valor  escrito  con  que 
intentara  imponerse.  —  El  hecho  se  ha  consumado, 
á  pesar  de  las  medidas  mas  enérgicas  para  evitarlo, 
á  pesar  del  terror  del  cadalso,   con  que  se  procuraba 
impedirlo.  Y  el  único  resultado  de  todas  esas  tentativas 
de  la  fuerza  contra  el  derecho,    del  error   contra  la 
verdad  científica^  de  la  voluntad  caprichosa  del  hombre 
contra  las  leyes  de  la  naturaleza,  ha  sido  el  inútil  sacri- 
ficio de  muchas  víctimas,   sangre  derramada,   males 
sin  número,   sin  que  un  solo  instante,   en  ninguna 
época,  ni  en  las  mas  variadas  circunstancias  en  que 
se  han  puesto  en  práctica,  hayan  alcanzado  jamás  el 
efecto  deseado. 

Por  el  contrario,  toda  vez  que  este  error  ha  revestido 
la  forma  de  precepto,  ha  tenido  que  desaparecer  humi- 
llado ante  el  orden  inmutable  que  rige  la  naturaleza 
de  las  cosas.  El  mismo  poder  público  que  dictara 
el  precepto,  se  ha  visto  reducido  á  reconocer  su  com- 
pleta ineficacia  y  la  inutilidad  de  todos  sus  esfuerzos 
en  esa  lucha  por  un  imposible ;  y  siempre  que  se  ha 
encontrado  en  la  necesidad  de  verificar  cambios,  con  la 
moneda  que  emitiera  ó  alterara,  ha  tenido  que  some- 
terse al  imperio  de  la  ley  que  rige  invariablemente  el 
valor,  y  que  aceptar  la  depreciación  que  es  consecuen- 
cia necesaria  y  directa  del  cumplimiento  de  esa  ley. 

Entre  nosotros,  como  en  todas  partes  del  mundo, 
la  naturaleza  y  la  ciencia  imponen  sus  legítimos  pre- 
ceptos ;  y  nuestra  legislación  positiva,  y  la  experiencia 
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propia  atestiguan  suficientemente,  que  no  liemos  podido 
sustraernos,  ni  á  la  influencia  que  la  ciencia  ejerce 
en  la  inteligencia,  ni  á  la  constante  aplicación  de  la  ley 
natural  que  rige  el  valor  de  la  moneda,  como  el  de  las 
demás  cosas  que  constituyen  la  riqueza. 

Nuestra  carta  fundamental,  autoriza  al  Congreso 
«  para  hacer  sellar  moneda,  fijar  su  valor  y  el  de  las 
extranjeras  (1)» ;  y  cuando  ese  alto  poder  del  Estado, 
ha  hecho  uso  de  esa  atrihucion,  estableciendo  el  sis- 
lema  de  nuestra  circulación  monetaria,  ha  determinado, 
como  base  y  padrón,  una  moneda  de  oro  con  el  peso  de 
un  gramo  y  dos  tercios  y  novecientos  milésimos  de  fino, 
que  llama  peso  fuerte,  y  á  la  cual  relaciona  todas  las  de- 
más piezas  que  el  sistema  comprende.  —  Fijar  el  valor 
de  la  moneda,  para  el  legislador,  es  determinar  el  peso 
y  fino  del  metal  que  cada  pieza  contenga;  y  no  deter- 
minar la  relación  de  cambio  con  las  infinitas  cosas  que 
la  moneda  está  destinada  á  comprar ;  sin  confundir  la 
cantidad  y  calidad  del  metal,  con  su  valor  ;  cl  nombre 
ó  denominación  de  la  moneda,  con  su  poder  de  com- 
prar.'La  cláusula  constitucional,  autoriza  también  para 
fijar  el  valor  de  las  monetlas  extranjeras  ;  y  cuando  el 
leoiislador  ha  hecho  uso  de  esta  facultad,  se  ha  concre- 
tado  á  ordenar  que  el  poder  ejecutivo  determine  la  rela- 
ción de  todas  las  monedas  extranjeras,  con  la  moneda 
nacional,  teniendo  solo  en  cuenta  la  cantidad  de  oro  y 
plata  y  finos  que  contengan  (2). 

Por  consiguiente,  para  el  legislador,  fijar  el  valor 
de  la  moneda  no  es  determinar  en  manera  alguna  la 
relación  de  cambio  en  que  puede  encontrarse  con  los 
demás  articules  d(^  riqueza  ;    sino   certificar  de   una 

(1)  Inciso  10,  artículo  G7  de  la  Constilucion. 

(2)  Ley  de  29  de  suliembrc  de  1875,  artícu        1°  á  3í). 
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manera  auténtica  que  las  fracciones  de  metal  que  con 
el  sello  del  Estado,  con  el  nombre  propio  que  la  ley  les 
da  y  á  que  atribuye  las  funciones  de  mercaderías  inter- 
mediarias de  los  cambios  y  la  facultad  de  cháncela r 
obligaciones,  tienen  el  pesoy  íino  que  la  ley  determina. 
Conociendo  el  lenguaje  incorrecto  de  que  generalmente 
se  hace  uso,  refiriéndose  al  valor  de  la  moneda,  el 
legislador  no  les  ha  dado  á  las  palabras  que  emplea  la 
cláusula  constitucional,  la  significación  gramatical  que 
á  cada  una  correspondiera,  aplicada  á  otras  cosas  ; 
sino  el  sentido  genuino  y  natural  que  la  ciencia  les 
atribuye ;  fijar  el  valor  de  la  moneda,  quiere  decir 
determinar  el  peso  y  fino  que  cada  una  de  las  distintas 
piezas  de  moneda  contiene,  peso  y  tino  verificado,  com- 
probado y  certificado  por  el  cuño  y  sello  del  Estado  ; 
y  no  el  aprecio,  estimación  ó  valor  que  las  piezas  de 
moneda  tendrán  con  relación  á  otras  mercaderías,  ó  á 
una  cantidad  económica  cualquiera. 

Existiendo  en  varias  provincias  de  la  República 
diversas  especies  de  moneda,  la  Constitución  determina 
que  el  pago  de  las  contribuciones  nacionales,  calcu- 
ladas todas  en  pesos  fuertes  de  diez  y  seis  por  onza  de 
oro,  según  el  sistema  anterior  á  la  ley  de  29  de 
setiembre  de  1875,  podrá  hacerse  «  en  la  moneda  que 
»  fuese  corriente  en  las  provincias  respectivas, /jo/' síz 
»  justo  equivalente  (1).  » 

El  nombre  y  designación  de  esa  moneda  no  ejerce 
influencia  alguna  sobre  su  valor,  que  para  la  Consti- 
tución no  consiste  en  otra  cosa  que  en  la  relación  de 
cambio  en  que  se  encuentra  con  la  moneda  nacional, 
con  el  peso  fuerte  de  diez  y  seis  en  onza  de  oro.  Cual- 

(1)  AiHículo  (J7,  inciso  1°  de  la  Coiisliluciüii. 
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quiera  que  fuese  la  designación  de  esa  moneda,  su 
valor  seria  la  suma  que  habria  necesidad  de  entregar, 
para  comprar  ó  cambiar  por  ella  un  peso  fuerte ;  su 
precio  y  relación  que  en  definitiva  determina  siempre 
la  ley  natural  del  valor,  la  existencia  y  la  demanda. 

De  esta  suerte,  nuestra  legislación  entiende  y  prac- 
tica las  verdaderas  nociones  de  la  ciencia  económica, 
reconociendo  y  acatando  su  exactitud  demostrada  hasta 
la  evidencia;  reconciendo  y  acatando  también,  el  pre- 
dominio absoluto  y  exclusivo  de  las  leyes  naturales, 
según  las  cuales  se  produce,  se  manifiesta,  y  se  modi- 
fica el  valor. 

La  experiencia  no  ha  sido  entre  nosotros  menos 
fecunda  en  ejemplos  prácticos,  de  la  inutilidad  de  todo 
esfuerzo  humano  por  quebrantar  las  leyes  naturales 
que  rigen  el  valor;  y  desde  1826,  de  cuya  época  data 
en  esta  provincia  el  imperio  del  curso  forzoso,  que 
degeneró  después  en  la  moneda  corriente  destituida 
de  toda  relación  oficial  con  la  moneda  verdadera, 
jamás  ha  podido  mantener  el  papel  el  valor  escrito 
que  se  le  daba  con  relación  al  oro.  La  ley  de  los  cam- 
inos, la  ley  del  valor,  era  sin  duda  desconocida  en  el 
precepto  escrito  por  la  ley  positiva;  pero  nunca  dejó 
de  predominar  de  una  manera  inquebrantable  en  la 
práctica,  sometiendo  á  su  imperio  al  mismo  poder 
público  que  llegó  á  contrariarla.  Siempre  que  para 
necesidades  del  Estado  hubo  de  verificar  un  cam- 
bio entre  el  papel  y  la  moneda  metálica ,  tuvo  el 
gobierno  que  inclinarse  sumiso  ante  la  ley  del  valor, 
y  pagar  con  el  equivalente  según  el  precio  de  plaza,  la 
moneda  de  oro  ó  plata  que  deseaba  adquirir. 

Ahora  mismo,  la  ley  de  25  de  setiembre  de  1875, 
que  ha  dado  curso  legal  en  toda  la  nación  á  veinte 
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millones  de  pesos  fuertes  en  billetes  del  Banco  de  la 
Provincia,  eximidos  de  la  conversión,  declara  que  serán 
recibidos  en  todas  las  oficinas  y  dependencias  nacio- 
nales por  su  valor  escrito,  «  con  excepción  de  un  cin- 
»  cuenta  por  ciento  de  los  impuestos  de  aduana  que  se 
»  pagarán  en  moneda  corriente,  con  arreglo  al  artí- 
»  culo  167  de  la  Constitución  ;  »  es  decir ,  por  su 
justo  equivalente.  La  misma  ley  reconoce  entonces 
que  el  valor  escrito  de  los  billetes  no  designa  la  rela- 
ción de  cambio  con  la  moneda  metálica;  que  esa  desig- 
nación del  papel  de  curso  forzoso  no  tiene  mas  objeto 
que  recordar  la  promesa  futura  é  indefinida  del  banco 
emisor,  de  devolver  la  moneda  metálica  que  el  billete 
expresa,  cuando  llegase  la  época  de  la  conversión;  que 
aun  cuando  recibe  por  su  valor  escrito,  en  pago  de  toda 
deuda  nacional  esos  billetes  de  curso  forzoso ,  con 
excepción  del  cincuenta  por  ciento  de  los  impuestos 
de  aduana,  es  para  dar  al  papel  un  empleo  ventajoso, 
que  detenga  en  lo  posible  su  depreciación ;  y  el  verda- 
dero valor  de  esos  billetes  lo  determina  el  precio  del 
mercado,  que  somete  al  papel  de  curso  forzoso,  como 
á  cualquier  otro  efecto  cambiable,  á  las  leyes  que  rigen 
el  valor:  —  á  la  existencia  y  la  demanda.  Y  así  vemos 
prácticamente  que  la  misma  autoridad  encargada  de 
aplicar  la  ley,  de  mantener  su  estricto  rigor  y  obser- 
vancia, bace  saber  públicamente  cada  semana,  cuál 
es  la  relación  entre  el  papel  y  la  moneda,  con  arreglo 
al  precio  del  mercado,  según  los  datos  oficiales  que  le 
comunica  la  Bolsa  de  comercio,  á  fin  de  que  los  pagos 
en  metálico,  puedan  verificarse  in  specie,  ó  en  billetes, 
por  un  valor  equivalente. 

Hé  aquí  bien  definida  y  circunscripta  por  la  ciencia 
y  por  nuestra  legislación  positiva  que  se  inspira  en 
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SUS  principios,  la  acción  del  poder  público  respecto 
del  valor  de  la  moneda.  En  cnanto  á  la  moneda  metá- 
lica, la  acción  del  Estado  se  contrae  á  determinar  con 
exactitud  el  peso  y  lino  de  la  moneda  que  garante  el 
sello  nacional ;  y  cuál  es  la  relación  de  las  monedas 
extranjeras,  tomando  en  consideración  únicamente,  la 
cantidad  de  oro  y  plata  íina  que  contengan,  ó  en  otros 
términos,  cuál  es  el  equivalente  en  moneda  extranjera 
de  la  moneda  nacional  tomando  en  cuenta  solamente 
su  peso  y  la  pureza  del  metal. 

En  cuanto  al  papel  moneda  ó  billete  de  curso  forzoso, 
el  poder  público  se  limita  á  revestirlo  con  la  facultad 
legal  de  chancelar  obligaciones  sin  que  las  denomina- 
ciones que  contenga  ó  las  cantidades  que  exprese  en 
moneda  nacional,  tengan  otro  efecto  que  el  de  hacer 
constar  la  obligación  de  devolver  en  moneda  la  can- 
tidad que  indique  el  dia  de  la  conversión. 

El  billete  de  banco  no  es  moneda,  sino  una  obliga- 
ción de  pagar  á  su  presentación  y  á  la  vista  una  deter- 
minada suma  de  moneda.  Su  valor  en  moneda  depende 
de  la  seguridad  con  que  pueda  conseguirse  la  conver- 
sión ;  y  cuando  el  hecho  acompaña  á  la  promesa,  cuando 
el  banco  que  los  emite  cambia  sin  dificultad  el  billete 
por  moneda,  el  valor,  que  es  su  relación  de  cambio,  es 
exactamente  igual  al  de  la  moneda.  Pero  cuando  el 
curso  forzoso  liberta  al  banco  emisor  de  la  obligación 
de  satisfacer  en  moneda  el  importe  del  billete  á  la  vista 
y  al  portador,  cuando  la  ley  lo  aparta  de  la  dura  alter- 
nativa en  que  se  veria  colocado  de  liquidar  ó  pagar,  su 
relación  de  cambio  con  la  moneda  se  altera  necesaria- 
mente, su  estimación  decaC;  obedeciendo  á  las  leyes 
naturales  que  rigen  el  valor,  porque  el  oro  y  la  plata 
temen  su  contacto  y  se  retiran  de  la  circulación. al 
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mismo  tiempo  que  los  motivos  determinantes  del  curso 
forzoso  influyen  directamente  en  el  aumento  de  la 
emisión.  La  escasez  del  numerario  que  produce  el 
curso  forzoso  y  la  abundancia  de  billetes  que  llena 
el  vacío  que  deja  aquel,  ocasionan  una  alteración  en 
la  existencia  y  la  demanda,  que  trae  consigo  las  varia- 
ciones tan  naturales  como  imprescindibles  en  su  valor. 

La  ley  puede  bien  imponer  la  necesidad  legal  de 
aceptar  el  billete  como  instrumento  de  los  cambios, 
como  medio  liberatorio  de  las  obligaciones  de  dar  su- 
mas de  dinero;  puede,  en  una  palabra,  conferir  al  papel 
un  curso  legal  y  los  atributos  propios  de  la  moneda ; 
pero  no  podia  jamás  lijar  su  valor,  determinar  su  rela- 
ción de  cambio  con  la  verdadera  moneda,  ni  con  las 
otras  cosas  que  con  él  pudieran  adquirirse,  como  no 
lo  puede  hacer  con  la  moneda  misma,  ni  con  una  can- 
tidad económica  cualquiera. 

El  principio  es  absoluto,  la  ley  natural  ineludible ;  y 
aun  cuando  asi  no  fuera,  si  la  misión  del  Estado  se 
reduce  á  comprobar  y  veriticar  el  peso  y  lino  de  la  mo- 
neda metálica,  que  certifica  con  su  sello,  y  que  es  la 
mercancía  universal  intermediaria  de  los  cambios,  sin 
que  alcance  su  autoridad  á  fijar  el  valor  de  esa  mer- 
cancía, en  sus  funciones  propias,  ¿cómo  podría  fijar 
la  relación  de  cambio  del  papel,  con  esa  misma  mer- 
cancía ?  —  ¿  Puede  fijarse  el  valor  de  una  promesa  de 
dar  una  cosa  cierta,  cuando  no  se  puede  fijar  el  valor 
de  la  cosa  prometida  ? 

Por  grandes  que  fuesen  los  esfuerzos  de  inteligencia 
y  de  dialéctica  que  se  opusieran,  lo  lógica  inflexible 
obligaría  siempre  á  reconocer,  que  es  de  todo  punto 
imposible  que  la  ley  positiva  determine  el  valor  de  la 
moneda  de  cualquiera  especie  que  sea,  como  el  de 
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toda  cosa  cambiable,  porque  la  naturaleza  lo  repugna, 
la  ciencia  lo  demuestra  con  una  evidencia  que  subyuga, 
y  la  experiencia  lo  comprueba  de  una  manera  inva- 
riable. 


IV 

El  curso  forzoso  en  Estados-Unidos,  Francia  é  Inglaterra. 
Disposiciones  patrias. 

Bajo  la  influencia  de  que  la  moneda  es  un  signo 
representativo  de  los  valores  cuya  determinación  cor- 
responde al  Estado,  como  suma  expresión  de  las  con- 
veniencias y  necesidades  públicas,  se  ha  pretendido 
muchas  veces  fijar  el  valor  del  papel  moneda  conser- 
vándole la  misma'  relación  con  el  metal  acuñado  que 
designa,  como  cuando  el  cambio  podia  obtenerse  sin 
dificultad  por  el  portador  á  la  presentación  del  billete. 
Ese  error  que  se  ha  traducido  en  precepto  del  legis- 
lador en  casi  todas  las  naciones,  defendido  por  la 
autoridad  y  la  fuerza  pública,  y  protegido  también  por 
la  acción  de  la  justicia,  jamás  ha  podido,  sin  embargo, 
prevalecer  en  la  práctica,  porque  entraña  una  viola- 
ción clara  y  manifiesta  de  las  leyes  naturales  que 
rigen  el  valor.  La  verdad  y  el  derecho  apenas  tenian 
un  eco  débil  en  las  asambleas  legislativas  y  en  el  foro, 
y  ahogada  su  defensa  por  el  grito  aterrador  de  las 
grandes  crisis,  tenian  que  recurrir  á  la  práctica  de  los 
hechos,  que  con  su  muda  elocuencia  comprobaban  su 
existencia,  su  exactitud  y  íirmeza.  Recien  en  los  tiem- 
pos modernos  cuando  las  lecciones  de  la  experiencia 
y  los  progresos  de  la  ciencia  económica,  han  dispuesto 
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los  cánimos  para  oir  tranquilos  la  voz  de  la  razón, 
prestándose  al  raciocinio  y  al  convencimiento,  pueden 
traerse  á  los  debates  del  foro,  las  cuestiones  de  dere- 
cho que  entraña  el  papel  moneda  y  examinar  deteni- 
damente los  principios  ele  legislación  y  de  doctrina, 
seo-un  los  cuales  debieran  resolverse. 

¿  Qué  es  una  libra  esterlina,  y  en  qué  consiste  el 
compromiso  de  pagar  una  libra? —  se  preguntaba  sir 
Robert  Peel,  en  el  memorable  discurso  que  fundó  la 
reforma  del  Banco  de  Inglaterra  y  de  la  circulación 
monetaria  del  Reino  :  «  Si  una  libra  dice,  no  es  mas 
que  un  modo  simple  de  reglar  cuentas,  una  abstrac- 
ción, una  ficción,  un  ser  de  razón  que  no  existe  ni  en 
la  ley  ni  en  la  práctica,  hay  motivos  para  adoptar  una 
serie  de  disposiciones  conformes  á  ese  principio ;  pero 
si  la  libra,  que  es  la  denominación  común  y  familiar 
del  .valor,  es  otra  cosa  que  una  ficción;  si  esa  pala- 
bra, significa  alguna  cosa  real,  si  implica  la  idea  de 
una  cierta  cantidad  de  metal  precioso,  de  cierto  peso 
y  con  determinada  aligación;  si  es  esa  la  única  y 
verdadera  definición  de  la  libra,  será  necesario  aplicar 
á  la  circulación  un  orden  de  disposiciones  bien  dife- 
rente. Entre  tanto,  el  proyecto  del  gobierno,  reposa 
todo  entero  sobre  este  punto,  que  conforme  á  la  prác- 
tica usual,  á  la  ley  y  á  las  reglas  de  nuestra  antigua 
economía  monetaria,  el  sentido  de  la  palabra  libra, 
no  significa  ni  mas  ni  menos  que  una  cierta  cantidad 
de  oro  marcado  con  un  sello,  que  comprueba  su  fino 
y  peso ;  el  compromiso  de  pagar  una  libra,  no  es  asi, 
ni  mas  ni  menos,  que  la  promesa  de  pagar  al  por- 
tador, á  su  primera  requisición,  una  cantidad  deter- 
minada de  ese  metal  precioso.  » 

Si  sustituimos  la  palabra  peso  fuerte  á  la  de  libra, 
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de  que  hace  uso  sir  Robert  Peel,  tendremos  una 
exacta  y  perfecta  definición  de  nuestra  unidad  mone- 
taria, empleada  antes  como  después  de  la  ley  de  29  de 
setiembre  de  1875,  usual  y  legalmente,  como  la  deno- 
minación común  del  valor  de  las  cosas,  y  una  inteli- 
gencia clara  de  lo  que  importa  un  billete  de  banco,  ó 
])romesa  de  entregar  una  cantidad  determinada  de  pe- 
sos fuertes,  en  los  metales  preciosos  de  curso  legal. 

Natural  y  necesario  es,  entonces,  que  cuando  esos 
billetes  se  conviertan  en  papel  moneda,  por  la  obli- 
gación de  recibirlos,  sin  el  derecho  de  exigir  el  pago 
de  la  promesa  que  contienen,  su  relación  de  valor, 
cambie,  porque  cambien  sus  condiciones.  —  ¿Cómo 
impedir  que  respecto  de  ellos  se  cumplan  las  leyes 
invariables  y  perpetuas  que  rigen  el  valor? 

Hoy  en  posesión  de  las  verdaderas  doctrinas  de  la 
noción  del  valor,  demostradas  por  la  ciencia,  y  com- 
probadas por  la  experiencia,  nadie  duda  ya,  que  sean 
cuales  fueren  las  combinaciones  de  la  política  humana, 
no  podrá  conseguirse  nunca  que  se  alteren  las  rela- 
ciones necesarias  que  derivan  de  la  naturaleza  de  las 
cosas  ;  que  se  quebranten,  si({uiera  por  excepción  en 
alguna  circunstancia,  las  leyes  que  rigen  el  valor  de  la 
moneda.  Pero  no  siempre  igual  convencimiento  ha 
dominado  todos  los  espíritus,  ni  esas  nociones  han 
sido  conocidas  y  apreciadas  de  la  misma  manera  y  en 
toda  su  extensión ;  y  hasta  en  los  tiempos  presentes, 
pugna  todavía  el  error  por  a])rirse  paso,  procurando 
alejar  la  época  de  su  completa  y  definitiva  conde- 
nación. 

Podemos  echar  una  rá[)ida  ojeada,  sobre  los  mas 
notables  ejemplos  de  esta  lucha  entre  el  error  y  la 
verdad,  entre  el  poder  y  el  derecho,  entre  la  autoridad 
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Iiiimana  y  la  naturaleza,  para  obtener  todo  el  resul- 
tado que  la  experiencia  ofrece  á  la  razón  y  que  cons- 
tituye la  prueba  evidente  de  la  buena  doctrina.  Ese 
resultado  obtenido,  merced  á  toda  clase  de  sacrificios, 
nos  presenta  siempre  á  la  verdad  y  al  derecho  predo- 
minando en  la  práctica,  y  luchando  en  la  legislación 
con  la  arbitrariedad  y  el  error  que  á  su  turno  predo- 
minaban en  la  voluntad  del  legislador  y  en  la  acción 
del  poder  público. 

Los  bonos  territoriales  de  los  Estados-Unidos,  emi- 
tidos en  la  época  de  la  Independencia  y  garantidos  con 
las  propiedades  nacionales,  llegaron  á  una  deprecia- 
ción tan  rápida  y  tan  grande,  que  el  público,  á  pesar  de 
su  reconocido  patriotismo,  acabó  por  rehusar  absolu- 
tamente, servirse  de  semejante  medio  de  circulación, 
que  fué  preciso  sustituir  con  muchos  gastos,  é  infi- 
nidad de  quebrantos,  con  la  moneda  metálica. 

En  Francia  el  papel  moneda  apareció  en  abril  de 
1790,  por  una  emisión  de  400.000,000  de  libras  en  bi- 
lletes garantidos  también  por  la  propiedad  territorial, 
á  que  se  le  dio  el  nombre  de  asignados,  cuyas  emi- 
siones se  multiplicaron  por  la  crisis  política  de  la  época, 
la  falta  de  crédito  público  y  las  dificultades  financieras 
del  gobierno.  En  fin,  habiendo  alcanzado  el  valor 
nominal  de  los  asignados  emitidos  por  el  gobierno 
francés,  á  la  enorme  cifra  de  45,000.000,000  de  libras, 
el  valor  efectivo  de  ese  papel  cayó  á  cero.  Goqíielin 
nos  dice,  que  no  obstante  los  esfuerzos  del  gobierno, 
que  luchaba  con  todas  sus  fuerzas  contra  la  deprecia- 
ción del  papel,  se  vio  él  mismo  obligado  á  reconocerla 
y  sancionarla.  El  hecho  mas  significativo  á  ese  respecto 
se  produjo  en  1795.  En  el  nuevo  empréstito  forzoso  á 
que  se  recurrió  en  ese  año,  los  asignados  no  fueron 
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recibidos  sino  por  la  centésima  parte  de  su  valor 
nominal.  En  esas  condiciones,  parecía  que  se  renun- 
ciarla, en  adelante,  al  empleo  de  un  titulo  tan  degra- 
dado por  los  mismos  que  lo  emitian,  pero  nuevas 
emisiones  hicieron  caer  los  asignados  á  medio  por 
ciento  de  su  valor  y  muy  luego  á  nada.  En  el  mes  de 
febrero  de  1796,  el  mismo  gobierno  que  habia  decre- 
tado la  pena  de  muerte  contra  aquellos  que  rehusaran 
aceptarlos  por  su  valor  nominal,  rompió  solemnemente 
las  planchas  de  su  impresión ,  viéndose  reducido  á 
renunciar  él  mismo  á  servirse  de  ellos  (1). 

El  27  de  febrero  de  1797,  el  Banco  de  Inglaterra 
que  por  las  dificultades  de  la  época  y  los  empréstitos 
al  gobierno  para  satisfacer  urgentes  necesidades  pú- 
blicas, veia  agotarse  el  numerario  en  sus  cajas,  sus- 
pendió los  pagos  en  moneda,  declarando  públicamente 
que  el  estado  satisfactorio  y  próspero  de  sus  negocios 
debia  disipar  toda  duda  sobre  la  solidez  y  perfecta 
seguridad  de  sus  billetes.  Al  mismo  tiempo,  una  gran 
reunión  de  banqueros  y  comerciantes  bajo  la  presi- 
dencia del  lord  Corregidor,  adoptó  unánimemente  la 
siguiente  resolución  :  «  Los  abajo  firmados,  persuadi- 
dos de  cuan  necesaria  es,  en  las  presentes  circuns- 
tancias, la  conservación  del  crédito  público,  nos  apre- 
suramos á  declarar  que  no  nos  rehusamos,  en  ningún 
caso,  á  recibir  los  billetes  del  Banco,  en  pago  de  su- 
mas que  se  nos  deban ;  y  que  todos  nuestros  esfuer- 
zos se  contraerán  á  conseguir  que  nuestros  pagos  se 
efectúen  de  la  misma  manera.  » 

Pero  en  la  libre  Inglaterra,  el  derecho  tiene  un  culto, 
respetado  aun  por  la  omnipotencia  del  Parlamento ;  y 

(1)  Hahdy  de  Deaulieu,  Écononiie  politique,  pág.  192;  y  Coquelin, 
verb.  assignatSi 
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tan  arraigado  en  el  corazón  y  las  costumbres  del  pue- 
blo, que  la  autoridad  no  se  atreve  á  violarlo,  ni  en  las 
circunstancias  supremas  de  un  peligro  común.  El 
consentimiento  casi  unánime  de  la  nación  liabia  aco- 
gido favorablemente  los  billetes  del  Banco,  privados 
de  la  conversión  por  la  suspensión  de  pagos ;  y  sin 
embargo,  cuando  el  Parlamento  sancionó  por  la  ley  de 
3  de  mayo  siguiente,  la  medida  provisoria  adoptada  por 
el  directorio  del  Banco,  lo  hizo  en  tales  términos  que 
merecen  ser  recordados  siempre  por  la  posteridad^  por 
la  prudencia  y  sabiduría  que  demuestran,  y  el  pro- 
fundo respeto  al  derecho  privado,  que  tributan. 

Hé  aquí  los  términos  de  esa  célebre  ley : 

«  1.°  El  Banco  queda  libre  de  toda  responsabilidad, 
por  la  suspensión  de  pagos  á  consecuencia  de  órdenes 
del  Consejo. 

2.°  Le  es  prohibido  al  Banco  reembolsar  á  ningún 
acreedor,  en  dinero  contante,  excepto  en  ciertos  casos  y 
procediendo  conforme  á  la  ley. 

3.°  El  Banco  puede  entregar  dinero  contante  para 
pagos  al  ejército  ó  armada,  por  orden  del  Consejo  pri- 
vado. 

4.°  El  Banco  no  puede  hacer  ningún  adelanto,  que 
pase  de  600,000  libras  esterlinas  para  el  servicio  público 
en  dinero  contante  ó  notas,  durante  la  suspensión. 

5.°  Si  alguna  persona,  deposita  alguna  suma,  no  me- 
nor de  500  libras  esterlinas  en  oro,  tomando  notas,  el 
Banco  puede  devolver  in  specie  tres  cuartas  partes  de 
la  suma. 

6.°  Puede  adelantar  100, OOOlibras  esterlinas  en  dinero 
contante  á  los  banqueros  de  Londres,  Westminster  y 
Southwark;  y  al  Banco  de  Escocia,  y  al  Real  Banco  de 
Escocia,  25,000  á  cada  uno. 
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7.°  El  pago  de  deudas  en  notas  de  banco  será  consi- 
derado como  hecho  en  dinero  contante,  si  es  ofrecido  y 
aceptado  como  tal. 

8."  Ningún  deudor  puede  ser  oljligado  á  dar  fianzas, 
ni  ser  preso  por  deudas,  á  menos  que  se  pruebe  que  no 
lia  ofrecido  el  pago  en  billetes. 

9.^  Los  billetes  de  Ijanco  serán  recibidos  á  la  par  en 
pago  de  impuestos.  » 

Así  entendía  y  practicaba  la  ley  inglesa,  este  tan 
peligroso  como  extremo  remedio  del  curso  forzoso, 
salvando  en  toda  su  integridad  el  derecho  privado,  que 
pudiera  verse  comprometido ,  por  la  nueva  moneda 
introducida  repentinamente  en  la  circulación.  Era  ella 
recibida  con  aplauso  de  la  nación,  que  creia  salvar  las 
dificultades  de  la  situación,  proveyendo  de  los  recursos 
necesarios  al  gobierno  y  dominando  al  mismo  tiempo 
la  crisis  monetaria;  contaba  con  la  adhesión  del  comer- 
cio del  país,  representado  por  las  cuatro  mil  firmas  de 
la  City,  que  absorvian  casi  la  totalidad  de  los  intereses 
comprometidos ;  podía  decirse,  entonces,  que  el  con- 
sentimenlo  unánime  determinaba  de  antemano,  un 
cambio  á  la  ¡¡ar,  apoyado  en  el  patriotismo  y  en  las 
conveniencias  del  país;  y  sin  embargo,  la  ley  se  limita 
á  declarar,  que  los  billetes  representarán  exactamente 
la  moneda  que  expresen,  y  serán  considerados  los  pa- 
gos que  con  ellos  se  liagan  como  pagos  en  metálico, 
«  siempre  que  fueran  ofrecidos  y  aceptados  en  esa 
»  condición.  » 

La  ley  se  adelantaba  así,  al  hecho  imprescindible 
de  la  depreciación  del  papel,  resultado  inevitable  de 
las  leyes  naturales  que  rigen  el  valor;  y  respetando  el 
derecho  nacido  de  ese  hecho,  al  mismo  tiempo  que  la 
libertad  de  conlralar,  deja])a  á  los  particulares  reglar, 
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en  sus  Iransaccioiios  privadas,  la  extensión  de  su  inte- 
rés, la  medida  de  sus  propias  convenieneias.  Los  bi- 
lletes lendrian  igual  valor  en  moneda,  á  su  valor  es- 
crito, siempre  que  el  consentimiento  de  los  contratan- 
tes así  lo  estableciera.  Fuera  de  ese  caso,  los  billetes 
lendrian  el  valor  que  la  ley  de  la  existencia  y  la  de- 
manda les  fijara  con  relación  á  la  moneda,  del  mismo 
modo  y  en  igualdad  de  condiciones,  que  respecto  de 
cualquier  otro  artículo  cambiable ;  y  de  esta  suerte  queda- 
ban reconocidos  de  antemano,  los  hechos,  y  las  conse- 
cuencias que  por  viilud  de  las  leyes  naturales  debie- 
ran forzosamente  ocurrir  en  la  práctica,  aun  cuando  la 
ley  adoptara  disposiciones  diamelralmente  contrarias. 
Y  esos  hechos  y  esas  consecuencias,  se  produjeron 
como  siempre ;  el  precio  á  la  par  solo  pudo  mantenerse 
en  los  primeros  tiempos,  merced  al  influjo  de  circuns- 
tancias tan  favoi'ables,  como  en  ninguna  época  en  na- 
ción alguna  habían  hasta  entonces  concurrido;  pero, 
muy  luego  la  depreciación  se  manifestó  y  llegó  solo  á 
la  tercera  parte  en  su  relación  con  la  moneda,  por  los 
esfuerzos  del  gobierno  y  los  sacrificios  que  se  impuso 
la  nación  inglesa,  hasta  que  en  1821  el  Banco  volvió 
á  la  conversión  en  oro  y  á  la  [)ar. 

En  1822,  aparecía  entre  nosotros  recién,  la  moneda 
fiduciaria,  con  el  establecimiento  del  Banco  de  Des- 
cuentos, que  las  circunstancias  del  país  no  permitieron 
desarrollar  ni  robustecer  lo  bastante  para  vencer  las 
dificultades  de  una  época  azarosa,  aun  cuando  la  pros- 
peridad acompañara  sus  primeros  pasos.  Para  salvar 
la  institución,  y  en  la  esperanza  de  obtener  los  bene- 
ficios calculados  para  el  desenvolvimiento  del  comer- 
cio, la  industria  y  el  crédito,  se  levantó  sobre  su  base 
el  Banco  Nacional,  en  1826,  (¡ue  no  oljstante  sus  ma- 
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yores  seguridades  y  recursos,  tampoco  pudo  dominar 
el  germen  del  mal,  ni  resistir  las  consecuencias  de  la 
situación  política  y  de  las  exigencias  públicas. 

El  8  de  mayo  de  1826,  el  Congreso  exoneraba  al 
Banco  Nacional  de  pagar  sus  billetes,  por  el  término 
de  dos  años,  en  otra  forma  que  en  lingotes,  de  esta 
suerte :  —  En  el  primer  semestre,  contado  desde  el  25  de 
mayo  de  ese  año,  la  tercera  parte  de  su  giro ;  —  en  el 
segundo  semestre,  la  mitad;  —  y  en  el  tercero,  las  dos 
terceras  partes.  Los  artículos  siguientes  de  esa  célebre 
ley,  desde  la  cual  data  entre  nosotros  el  imperio  del 
curso  forzoso,  disponían : 

«  8.°  Los  billetes  del  Banco  Nacional,  son  en  todo  el 
»  territorio  de  la  República,  moneda  corriente  por 
»  su  valor  escrito. 

y)  9.°  Desde  el  25  de  mayo  de  1828,  el  Banco  co- 
»  menzará  á  pagar  sus  billetes,  en  moneda  metálica. 

»  10.  Dos  meses  antes  del  término  designado  para 
T)  el  pago  en  moneda,  será  reglada  la  forma  en  que 
»  deba  hacerse,  por  la  legislatura  nacional.  » 

La  ley,  como  se  ve,  se  limitaba  á  suspender  en  parte 
el  peso  de  los  compromisos  del  Banco,  sin  exonerarlo 
totalmente  de  la  obligación  de  pagar  sus  deudas  en  me- 
tálico, que  debia  cumplir  en  la  forma  de  lingotes,  pro- 
gresivamente, hasta  llegar  en  el  término  de  dos  años, 
al  cambio  á  la  par.  Parecía  una  imitación  de  la  ley 
inglesa;  pues  aun  cuando  sus  billetes  eran  declarados 
moneda  corriente,  por  su  valor  escrito,  estaban  ase- 
gurados desde  el  principio  por  un  cambio  de  la  tercera 
parte  en  metálico;  y  su  relación  con  el  oro,  no  era  fn 
jada  de  una  manera  invariable,  ni  impuesta  al  tenedor. 

Y  sin  embargo,  dos  días  después,  el  poder  ejecutivo  ex- 
pedía un  decretOj  fiel  expresión  de  la  vieja  y  falsa  doc- 
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trina  que  considera  á  la  moneda  como  un  signo  de  los 
valores,  y  que  ha  pretendido  siempre  en  vano,  susti- 
tuir las  combinaciones  arbitrarias  de  los  hombres,  a 
orden  que  rige  la  naturaleza  de  las  cosas.  El  error  que 
dirige  la  concepción  de  las  ideas,  el  desconocimiento 
de  la  verdad  científica  y  de  los  principios  y  leyes  in- 
variables del  valor  y  de  la  moneda,  se  muestran  con 
toda  claridad  y  sin  reserva  alguna,  en  los  fundamentos 
de  ese  no  menos  célebre  decreto. 

((  Después  que  por  la  ley,  dice,  los  billetes  del  Banco 
Nacional  son  moneda  corriente  en  todo  el  territorio ; 
cuando  la  nación  no  tiene  un  medio  metálico  de  circu- 
lación que  le  sea  propio,  y  que  el  Congreso  General  so 
propone  fijar  el  peso,  tipoy  ley  de  la  moneda  nacional, 
es  urgente  que  la  autoridad  se  interponga  para  no  per- 
mitir que  el  interés  individual  se  subleve,  y  aspire  á  que 
se  subordinen  á  ellos  intereses  públicos.  La  habitud 
contraída  bajo  el  régimen  colonial  en  que  no  se  conocía 
otro  medio  circulante,  que  las  onzas  de  oro  y  pesos  de 
plata,  cuya  ley  y  peso  estaban  calculados  precisamente 
contratos  intereses  de  estos  países,  empieza  á  introducir 
en  los  contratos  un  desorden,  que  deja  en  íncertidumbre 
el  precio  de  las  cosas,  y  vacilantes  las  obligaciones  que 
se  estipulan.  Los  menos  advertidos  son  víctimas  de  la 
previsión  cautelosa,  con  que  proceden  algunos  mas 
expertos.  En  los  contratos  empieza  á  ponerse  condi- 
ciones, que  directamente  tienden  á  burlar  el  cumpli- 
miento de  la  ley,  y  frustar  los  buenos  efectos  que  ella 
se  propone.  Tales  condiciones  dan  motivo  á  reclamos 
y  cuestiones;  producen  en  la  sociedad  inconvenientes 
de  grave  trascendencia.  El  presidente  de  República,  á 
quien  sobre  el  particular  se  ha  consultado  varias  dudas 
por  el  tribunal  de  Comercio,  después  de  haber  oido  el 
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dictamen  del  superior  tribunal  de  Justicia  y  del  íiscal 
del  Estado,  considerando  que  el  orden  público  y  segu- 
ridad de  las  transacciones,  reclaman  que  la  moneda  cor- 
riente reconocida  y  establecida  por  la  ley,  sea  el  único 
regulador  en  todo  contrato  que  no  sea  de  puro  mutuo; 
que  por  ella  debe  lijarse  el  precio  de  las  cosas  y  reglarse 
las  obligaciones  á  que  so  comjn'ometen  los  que  contra- 
tan :  que  los  antiguas  onzas  de  oro  y  pesos  de  plata, 
no  son  ya,  ni  pueden  ser  en  lo  sucesivo,  medio  de  cir- 
culación, sino  un  artículo  de  })uro  comercio  :  en  confor- 
midad á  lo  que  dispone  la  ley  del  Congreso  de  8  del  cor- 
riente, lia  acordado  y  decreta: 

»  Art.  1."  Todo  contrato  de  venta,  locación,  ju'éstamo 
ú  otro  cualquiera  que  i)or  su  naturaleza  induzca  obliga- 
ción de  dar  á  cierto  plazo,  una  cantidad  de  dinero,  resul- 
tará legalmente  cumplido,  siempre  que  la  cantidad  esti- 
pulada, se  entregue  en  la  moneda  corriente  que  la  ley 
reconoce  como  tal,  en  todo  el  territorio  del  Estado. 

»  Art.  2."  Toda  condición  que  en  los  contratos  arriba 
expresados,  tienda  á  excluir  la  intervención  de  la  mo- 
neda corriente,  para  hacer  efectivos  los  pagos,  se  ten- 
drá como  no  puesta  y  sin  valor  ni  efecto  alguno.  — 
KivADAviA.  —  Julián  S.  de  Agüero.  )> 

En  los  considerandos  de  este  decreto,  se  encuentran 
consignados  los  mismos  argumentos  que  siempre  se 
han  invocado  i)or  el  poder  contra  el  derecho,  por  la 
voluntad  arbitraria  contra  la  k-y  natural,  por  el  error 
conti'a  la  verdad  cientiíica.  La  moneda,  signo  ;  la  facul- 
tad de  im[)rimirle  valor;  el  interés  público  })redomi- 
nante  ;  el  derecho  de  imponer  un  medio  discrecional  de 
circulación  y  de  (U^terminar  el  precio  de  las  cosas,  tales 
son  en  resumen,  los  motivos  y  los  liiirs  de  la  disposi- 
ción gubernativa  (jue  dejamos  trascripta.  Es  siempre 
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la  misma  y  antigua  doctrina,  con  su  bandera  desple- 
gada, que  según  la  expresión  de  Quesnay,  pretende  su- 
plantar las  combinaciones  arbitrarias  de  los  hombres, 
al  orden  inmutable  que  rige  la  naturaleza  de  las  cosas. . 

El  decreto  hace  constar,  que  «  en  los  contratos  em- 
»  pieza  á  ponerse  condiciones,  que  directamente  tienden 
))  á  l)urlar  el  cumplimiento  de  la  ley  y  frustrar  los  bue- 
))  nos  efectos  que  ella  se  propone  «  ;  y  así  tenia  que  su- 
ceder y  no  de  otra  manera  ;  porque  no  era  mas  que  el 
cumplimiento  lógico  é  ineludible  de  las  leyes  naturale 
que  rigen  la  moneda  y  el  valor  ;  así  tenia  que  suceder  y 
ha  sucedido  siempre,  porque  la  voluntad  del  hombre, 
que  bien  puede  predominar  en  la  ley  escrita,  jamás  ha 
podido  prevalecer  en  oti'a  ley  superior  á  su  poder,  ni 
gobernar  y  dirigir  según  su  intención,  las  relaciones 
necesarias  fundadas  en  la  naturaleza  de  las  cosas. 

La  razón  y  la  experiencia,  sin  embargo,  debían  haber 
demostrado  que  si  la  ley  del  Congreso  no  se  imponía 
en  la  práctica,  y  en  los  dos  días  trascurridos  empe- 
zaba esta  á  sugerir  condiciones,  que  tendían  á  burlar 
sus  propósitos,  el  decreto  del  gobierno  no  debería  ser 
mas  eficaz  y  prepotente.  \o  lo  fué  en  efecto;  porque 
un  año  mas  tarde,  un  cambio  en  el  personal  del  go- 
bierno trajo  también  un  cambio  radical  en  las  ideas 
y  en  la  doctrina  ;  camljio  tanto  mas  honroso  para  los 
que  lo  cumplieron,  cuanto  noble  y  verdadera  era  la 
causa  que  levantaban  y  desconocidas  y  nuevas  las  no- 
ciones que  difundían.  La  doctrina  y  los  principios  que 
el  decreto  de  22  de  setiembre  de  1827  proclama,  fun- 
dados en  la  verdad  y  el  derecho,  estaban  destinados  á 
prevalecer  invariablemente  entre  nosotros,  no  obstante 
disposiciones  posteriores,  que  en  vano  intentaron  revo- 
carlo ;  prevalecen  y  rigen  hasta  hoy  mismo  ;  y  son  la 
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la  misma  doctrina  y  principios,  que  desques  de  mu- 
chas dudas  y  vacilaciones,  ha  consagrado,  cuarenta  y 
siete  años  mas  tarde,  la  suprema  Corte  de  la  gran  Re- 
pública que  nos  sirve  de  modelo. 

Hé  aquí  cómo  se  expresa  ese  decreto,  para  siempre 
entre  nosotros  memorable  : 

(( Buenos  Aires,  22  de  setiembre  de  1827.  —  Consi- 
derando el  gobierno  de  la  Provincia,  ser  contrario 
á  la  buena  fe,  base  principal  del  comercio  y  de  todas 
las  relaciones  sociales,  la  falta  de  cumplimiento  en 
los  contratos ;  que  con  ella  se  atacan  los  principios 
de  justicia;  que  autorizarla  es  faltar  á  la  moral,  al  or- 
den establecido  por  las  leyes  y  proteger  el  fraude  :  — 
Reflexionando  que  el  decreto  de  10  de  mayo  de  1826, 
dado  por  el  presidente  de  la  República,  por  el  que  se 
dispone  que  todo  contrato  de  venta,  locación,  préstamo 
ú  otro  cualquiera,  que  por  su  naturaleza  induzca  obli- 
gación de  dar  á  cierto  plazo  una  cantidad  de  dinero, 
resulta  legalmente  cumplido,  siempre  que  la  cantidad 
estipulada  se  entregue  en  moneda  corriente  ;  y  que  toda 
condición  que  en  los  contratos  excluya  la  intervención 
de  la  moneda  corriente,  para  hacer  efectivos  los  pagos, 
se  tenga  por  no  puesta  y  sin  valor  ni  efecto  alguno ;  no 
solo  adolece  de  aquellos  vicios,  sino  que  destruye  la 
libertad  que  tiene  todo  hombre,  para  disponer  de  lo 
suyo  como  mejor  le  convenga,  mientras  no  proceda  en 
oposición  á  las  leyes  y  orden  público  ;  que  en  lugar  de 
hacer  él  á  los  hombres  morales  y  virtuosos,  les  abre  las 
puertas  á  la  mala  fe  :  —  Que  desde  la  publicación  de 
dicho  decreto  se  han  suscitado  muchos  pleitos,  que  no 
hacen  otra  cosa  que  ocupar  la  atención  de  los  tribuna- 
les, y  tener  distraídos  y  envueltos  en  enemistades  y  des- 
avenencias á  los  particulares: — Y  por  último,  recono- 
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ciendo  que  el  poder  ejecutivo  nacional,  no  ha  tenido 
facultades  para  derogar  las  leyes  que  reglan  la  natura- 
leza de  las  obligaciones  y  el  modo  de  su  complimiento  ; 
lia  acordado  y  decreta  : 

»  Art.  1.°  Queda  sin  valor  ni  efecto  en  el  territorio 
de  la  Provincia,  el  expresado  decreto  de  10  de  mayo 
de  1826;  en  su  consecuencia,  vigentes  las  leyes 
que  reglan  los  contratos  y  el  modo  de  su  cumpli- 
miento. 

»  Art.  2.°  El  ministro  secretario  de  Gobierno  queda 
encargado  del  cumplimiento  de  este  decreto  que  se 
trascribirá  á  quienes  corresponda  y  se  dará  al  regis- 
tro oficial.  — DoRREGO.  — Manuel  Moreno.  » 

El  respeto  á  la  buena  fe,  la  libertad  de  contratar,  la 
eficacia  y  firmeza  de  las  convenciones  particulares,  la 
facultad  de  las  partes  de  reglar  las  estipulaciones  res- 
pecto del  valor  ó  de  la  especie  de  moneda  en  sus  con- 
tratos, hé  ahí  los  principios  sobre  que  reposa  esta  reso- 
lución, que  restringe  y  limita  á  sus  verdaderos  términos 
la  acción  del  poder  público,  en  las  relaciones  sociales 
de  interés  privado  relativamente  al  valor  y  á  la  moneda. 
Esos  principios,  muy  adelantados  para  su  tiempo,  en 
1827,  la  ciencia  moderna  los  evidencia  y  comprueba, 
como  consecuencia  necesaria  de  la  teoría  científica  de 
la  moneda  y  del  valor.  Ellos  también  son  los  mismos, 
que  nuestras  Constituciones  han  consagrado  mas  tarde, 
declarando,  la  de  la  Provincia  en  1873  (art.  19),  que 
no  se  dictarán  leyes  que  priven  de  derechos  adquiri- 
dos ó  alteren  los  obligaciones  de  los  contratos. 

Le  sana  doctrina  de  este  último  decreto,  fué  sancio- 
nada con  modiíicaciones  de  detalle,  debidas  á  las  cir- 
cunstancias, por  la  ley  de  30  abril  de  1828.  La  ley  dis- 
tingue las  obligaciones  contraidas  antes  del  9  de  enero 
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de  18"26,  cii  que  el  Banco  de  Descuentos  de  la  Provin- 
cia, fué  exonerado  de  la  conversión  en  oro  de  sus 
notas,  de  las  que  han  sido  estipuladas  después. 

Respecto  de  las  primeras  declara  :  que  esas  obliga- 
ciones se  entienden  contraidas  en  las  monedas  metáli- 
cas que  legalmente  corrían  entonces,  aunque  no  se  hu- 
hieso  expresado  especie  alguna  de  moneda ;  pero  se 
consideran  satisfechas,  mientras  el  Banco  no  convierta 
sus  notas,  haciéndose  el  pago,  la  mitad  solamente,  en 
moneda  de  oro  ó  plata,  y  la  otra  mitad  en  moneda  cor- 
riente ó  notas  de  banco. 

En  cuanto  á  las  obligaciones  posteriores  á  la  fecha 
del  9  de  enero  de  1826,  la  ley  dice  :  —  «  Art.  7.°  Los 
contratos  celebrados  después  de  la  recordada  fecha  de 
9  de  enero,  sin  contener  la  calidad  de  deber  ser  cam- 
plidos  en  dinero  melálico,  en  efectivo,  en  moneda  de 
plata  ú  oro,  ó  en  estas  á  razón  de  diez  y  siete  pesos 
una,  ó  cualquiera  otra  cantidad  semejante,  ó  que  no 
excluyesen  todo  el  papel  creado  ó  por  crear,  serán  sa- 
tisfechos cumplidamente,  entregándose  la  suma  esti- 
pulada en  billetes  de  banco.  »  —  «  Art.  8."  Se  excep- 
túan, por  consiguiente,  del  artículo  anterior,  las  obli- 
gaciones particulares  en  que  resulta  el  compromiso  de 
pagar  en  metálico,  en  efectivo,  en  moneda  de  plata 
ú  oro,  que  deberán  cubrirse  según  su  tenor  literal  y 
riguroso,  tales  cuales  aparecieren  celebradas,  después 
de  la  época  que  marca  el  artículo  anterior.  » 

Así  quedó  determinada  la  lucha  entre  las  dos  doctri- 
nas, la  una  antigua  y  opresora,  derivada  del  poder  ab- 
soluto ;  la  otra  nueva  y  verdadera,  apoyada  en  la  liber- 
tad y  el  derecho,  sintetizada  la  primera  i)or  el  decrelo 
del  10  de  mayo  de  182G,  y  la  segunda  })or  el  de  22  de 
setiembre  de  1827.  Esa  lucha,  fué  de  vario  é  incierto 
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resultado  durante  algún  tiempo,  siguiendo  las  vicisitu- 
des de  la  política,  á  que  estaba  ligada  por  los  hombres 
y  los  partidos  que  en  el  poder  dieron  respectivamente 
á  esas  doctrinas  una  forma  obligatoria.  Podemos  seguir 
rápidamente  el  curso  de  esas  vicisitudes  para  tener  el 
placer  de  ver  muy  luego,  definitivamente  prevalente  y 
afianzada  hasta  nuestros  dias,  la  que  es  conforme  á  la 
libertad  de  contratar  y  á  las  nociones  fundamentales  de 
la  moneda  y  del  valor. 

Un  decreto  de  23  de  diciembre  de  1828  suspendió 
los  efectos  de  la  ley  de  30  de  abril  que  adoptó  la  doc- 
trina del  decreto  de  22  de  setiembre.  «  Se  declara,  decia 
»  el  artículo  2°,  en  todo  su  vigor  y  fuerza,  la  ley  de  8  de 
»  mayo  de  1826,  que  declara  á  los  billetes  de  banco  mo- 
))  neda  corriente  por  su  valor  escrito,  en  toda  la  Repú- 
»  blica,  y  el  decreto  expedido  por  el  gobierno  nacional, 
»  en  10  del  mismo  mes  y  año,  reglando  la  ejecución  de 
))  esta  ley,  y  declarando  que  todo  contrato  que  induzca 
»  obligación  de  pagar  una  cantidad  de  dinero,  resulte 
))  legalmente  cumplido,  siempre  que  se  pague  en  la 
»  moneda  corriente  del  Estado.  » 

Otro  decreto  del  17  de  octul:)re  de  1829,  revoca  el 
anterior,  en  estos  términos  :  —  «  Queda  derogado  el 
decreto  de  22  de  diciembre  de  1828,  y  se  restablece 
en  todo  su  vigor  y  fuerza  la  ley  de  la  honorable  Sala  de 
Representantes,  de  30  de  abril  del  mismo  año  sobre 
contratos  en  metálico.  » 

Pero  el  gol)ierno  de  la  época,  parece  que  no  aceptó 
sin  reservas  la  amplia  doctrina  del  decreto  de  1827 ; 
y  reaccionando  contra  ella,  comenzó  desde  entonces 
esa  cruda  é  infructuosa  guerra  con  el  agio,  que  ninguna 
medida  coercitiva  ha  podido  extinguir.  El  Ivlc  octubre 
de  ese  mismo  año,  el  gobierno  disponía  :  —  «  l.^En  los 
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juzgados  y  tribunales  de  la  Provincia,  no  se  adm-i- 
tirán  las  demandas  que  se  interpongan  exigiendo 
el  cumplimiento  de  contratos  á  término,  para  dar 
y  recibir  monedas  metálicas  ó  fondos  públicos,  por 
valor  determinado  en  moneda  corriente  ;  —  2.°  Lo  dis- 
puesto en  el  artículo  anterior,  no  regirá  en  el  contrato 
á  plazo  definido,  cuando  una  de  las  partes  haya  entre- 
ü-ado  á  cuenta  de  él  un  valor  efectivo  no  menor  del 
tercio  de  su  importe. » 

Dos  decretos  del  7  de  abril  de  1830,  insisten  aun 
en  el  mismo  punto,  agregando  sanciones  penales  para 
asegurar  sus  efectos,  v  El  juez,  dice  uno  de  ellos,  que 
))  contra  el  tenor  del  decreto  del  V  de  octubre  de  18^29, 
»  admitiese  demandas  sobre  cumplimiento  de  contrato 
»  celebrado  á  término,  para  dar  y  recibir  monedas  me- 
»  tálicas  por  valor  determinado  en  moneda  corriente, 
»  será  destituido  de  su  empleo.  »  —  «  Desde  la  publi- 
))  cacion  del  presente  decreto,  dice  el  otro,  y  hasta 
»  que  otra  cosa  se  resuelva  por  la  Legislatura,  queda 
»  prohibido  á  toda  persona  intervenir  como  corredor, 
»  agente  ó  interlocutor,  en  los  contratos  que  se  cele- 
»  bren  de  compra  y  venta  de  monedas  metálicas,  pena 
))  de  pagar  otro  tanto  del  valor  del  contrato,  y  de  des- 
))  titucion  del  empleo  púljlico  que  tenga.  »  —  «  Todo 
»  el  que  se  emplease  como  corredor  intruso,  en  los 
))  contratos  de  que  habla  el  artículo  anterior,  además 
))  de  la  pena  que  se  expresa  en  él,  sufrirá  un  año  de 
))  destierro  en  el  lugar  que  el  gobierno  le  señale.  >; 

La  tiranía  no  podia  menos  de  ser  favorable  á  estas 
medidas  represivas ;  é  intervino  para  confirmarlas  la  ley 
de  18  de  abril  de  1839.  Esa  ley  prohibía  todo  contrato 
de  cambio  ó  de  compra  y  venta  de  moneda  metálica  de 
oro  ó  plata,  por  moneda  corriente,  sin  que  procediera 
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especial  permiso  por  escrito  del  ministro  de  Hacienda, 
que  debia  constar  en  un  libro  llevado  bajo  su  firma  ;  y 
cuyo  permiso  no  seria  concedido  ,  cuando  pudiera 
hacerse  servir  para  el  agio  de  las  monedas,  ni  á  las 
personas  empleadas  ó  que  se  hubiesen  empleado  en 
este  agio.  Los  magistrados  no  debian  admitir  deman- 
das sobre  esta  clase  de  contratos,  remitiendo  al  gobierno 
el  libelo  y  documentos  de  su  referencia ;  y  los  infrac- 
tores de  estas  disposiciones,  sus  cómplices  y  los  que 
por  algún  medio  trabajasen  por  hacerlas  ilusorias, 
debian  sufrir  una  multa  igual  al  valor  del  contrato,  dis- 
tribuida por  igual  entre  el  fisco  y  el  denunciante,  ó 
aplicada  solo  al  fisco,  cuando  no  mediare  denuncia. 

La  audacia  del  error,  como  se  ve,  no  llegaba  hasta 
contrariar  abiertamente  la  doctrina  del  decreto  de  1827 
y  ley  de  30  de  abril  de  18'28;  pero  intentábala  reacción 
y  favorecía  el  resultado  que  buscaban  las  doctrinas 
contrarias  del  decreto  de  10  de  mayo  de  18"26.  Estas 
doctrinas,  á  falta  de  fundamento  en  el  derecho,  se  han 
apoyado  siempre  en  la  fuerza ;  y  de  ahí  la  multa  ó  el 
destierro,  la  nulidad  de  las  obligaciones,  la  privación 
de  audiencia  en  juicio.  La  multa  y  el  destierro,  podian 
fácilmente  cambiarse,  en  los  albores  de  la  tiranía,  por  la 
confiscación  y  la  muerte ;  sobre  todo  ,  cuando  para 
apoyar  la  sanción  de  las  medidas,  se  afirmaba  en  el 
seno  de  la  Legislatura,  que  el  proyecto  de  ley  tendía  á 
dar  realidad  y  efectihilidad  á  la  moneda,  que  tanto  se 
han  afanado  en  deprimir  los  enemigos  del  diverso  or- 
den, que  tenemos  al  frente  ;  ó  mas  explícitamente  aun, 
que  el  proyecto  ponía  una  traba  á  los  unitarios  maqui- 
nadores,  causantes  de  la  alteración  de  la  moneda  me- 
tálica ,  ¡porque  siempre  espavoridos  compraban  oro, 
para  tener  medios  de  fugar  ! 
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Estas  medidas  de  rigor,  por  oira  parle,  no  han  sido 
exclnsivas  á  nuestro  país.  La  guillotina  funcionó  en 
Francia  para  afianzar  el  valor  de  los  asignados  ;  y  el 
Congreso  de  los  Estados-Unidos,  en  los  últimos  tiem- 
pos, erigió  en  delito  el  camljio  del  papel  por  el  oro  á 
diverso  precio  que  el  valor  escrito,  })0i'  medio  de  una 
ley  que  tuvo  una  vida  efímera,  porque  esa  tierra  es 
rebelde  á  la  servidumbi-e  y  á  la  fuerza. 

En  todas  partes,  sin  embargo,  el  resultado  ha  sido 
siempre  el  mismo  :  los  asignados  cayeron  á  cero  á  pe- 
sar del  cadalso,  y  el  poder  hizo  amende  honorable, 
i'ompiendo  públicamente  los  instrumentos  de  su  emi- 
sión. El  Congreso  americano,  revocó  la  ley,  antes  que 
pudiera  ser  judicialmente  aplicada  ;  y  la  misma  tiranía, 
entre  nosotros,  reconociendo  al  fin  la  impotencia  de  sus 
medios  y  la  inutilidad  de  sus  esfuerzos,  revocó  la  dispo- 
sición fundamental  de  la  ley  de  16  de  abril,  dejando  solo 
subsistente  el  permiso  del  ministro  de  Hacienda  res- 
pecto de  la  prenda,  depósito  ó  garantías  de  metálico 
por  deudas  en  moneda  corj'iente. 

Hé  aquí  los  términos  en  que  la  ley  de  G  de  febrero 
de  1(S46,  se  sometía  á  la  buena  doctrina  del  decreto  del 
año  27  y  de  la  ley  de  30  de  alu'il  del  año  :28  :  —  Art.  3"  : 
«  Toda  letra  ó  documento  que  contenga  obligación  de 
pagar  en  metálico ,  será  cumplida ,  pagándose,  como 
hasta  el  presento,  su  equivalente  en  nuestro  p^ip  el  mo- 
neda corriente,  al  cambio  que  tuviese  al  tiempo  del 
pago,  regulado  por  corredores  de  número,  que  nom- 
brarán las  partes,  y  en  caso  de  discordia,  la  dirimirá 
otro,  nombrado  por  el  juez  competente,  cualquiera  que 
sea  la  chiusula  que  en  contrario  contengan  aquellas.  » 
—  Art.  4°  :  «  El  artículo  anterior  comprende  toda  leli'a 
ó  documento  que  procediese  del  interior  de  la  provincia, 
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y  sea  á  pagarse  en  ella »  —  ArL  7"  ;  «  Se  suprimen 

y  prohiben  las  oficinas  y  establecimientos  de  cam- 
bistas y  las  de  corredores  intrusos.  Los  corredores  de 
número,  como  es  de  su  deber,  anotarán  circunstan- 
ciada y  detalladamente  en  sus  libros,  Jas  ventas,  com- 
pras y  cambios,  r  demás  negocios  en  moneda  metá- 
lica de  oro  ó  plata,  que  delien  hacer  personalmente,  y 
en  caso  de  no  verificarlo  así,  perderán  su  empleo.  » 

Esta  ha  sido  la  última  palaljrade  la  legislación,  sobre 
el  valor  del  papel  y  sobre  la  libertad  de  contratar  5  y 
digno  es  de  notarse,  que  con  ella  se  comprueba  no  solo 
el  triunfo  de  la  buena  doctrina  en  el  convencimiento, 
sino  también  en  la  práctica  constante  y  diaria ;  pues 
que  á  pesar  de  las  prohibiciones  y  de  las  penas  ,  la 
misma  ley  constata,  que  hasta  entonces,  las  deudas  en 
metálico  se  pagaban  en  moneda  corriente,  por  su  valor 
equivalente,  al  cambio  del  dia  del  pago. 

La  libertad  de  contratar  en  moneda  metálica  ó  en  pa- 
pel, y  la  facultad  de  convenir  el  pago  en  la  especie  con- 
venida ó  en  la  moneda  corriente,  por  su  justo  equiva- 
lente, que  se  hablan  mantenido  en  la  práctica,  desde  la 
aparición  del  curso  forzoso  entre  nosotros,  y  á  pesar  de 
las  prohibiciones  y  de  las  penas,  se  encuentran  así, 
desde  1846,  autorizadas  y  garantidas  por  la  misma  ley. 
El  oro,  desde  entonces,  dejó  de  estar  amenazado  por  la 
designación  escrita  del  papel  moneda  ;  y  su  valor  obe- 
decía á  las  reglas  que  la  naturaleza  ha  impuesto  á  todos 
los  valores,  y  seguía  las  fluctuaciones  y  los  cambios  que 
la  existencia  y  la  demanda  imponen  á  todos  los  artí- 
culos que  constituyen  la  riqueza. 

Esta  situación  legal,  ha  continuado  sin  interiupcion 
hasta  nuesti'os  dias.  No  puede  decirse  interi'umpida 
por  la  ley  de  18G7  que  creó  la  oiicina  de  cambio,  por- 
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que  esa  ley  no  fijó  de  una  manera  discrecional  y  pura- 
mente arbitraria,  valor  alguno  á  la  moneda.  Aprove- 
chando circunstancias  favorables  y  excepcionales,  que 
trajeron  á  nuestro  mercado  una  gran  abundancia  de 
moneda  metálica,  esa  ley  se  concretó  á  realizar  una  ope- 
ración financiera ;  y  autorizando  el  cambio  recíproco 
entre  el  oro  y  el  papel,  á  razón  de  veinticinco  pesos  de 
esta  moneda  por  un  peso  fuerte,  consiguió  mantener 
fijo  el  precio  del  oro  con  relación  al  papel,  durante  ocho 
años. 

No  puede,  tampoco  decirse  interrumpida  por  la  ley 
de  17  de  mayo  de  1876,  que  decretó  el  curso  forzoso  de 
los  billetes  metálicos  del  Banco  de  la  Provincia,  porque 
el  objeto  de  esta  ley,  fué  únicamente  exonerar  al  Banco 
de  la  obligación  de  convertir  sus  billetes,  dándoles  al 
mismo  tiempo  el  mi^so  legal  de  que  hasta  entonces 
carecían  ;  puesto  que  las  leyes  que  autorizaban  su  emi- 
sión ,  se  limitaron  á  considerarlos  como  moneda  de 
curso  legal,  mientras  fueran  convertibles.  Esa  inten- 
ción de  la  ley,  se  encuentra  por  otra  parte,  expresada 
de  una  manera  intergiversable  en  las  palabras  de  que 
hace  uso  :  —  «  Los  billetes  del  Banco  de  la  Provincia 
serán  de  curso  legal  para  el  pago  de  las  obligaciones 
á  metálico,  como  lo  es  el  papel  moneda  de  la  misma  », 
dice  textualmente  el  artículo  2°  del  decreto  de  16  de 
mayo,  convertido  en  ley  por  la  sanción  legislativa  de 
19  del  mismo  mes. 

La  ley,  como  se  ve,  equipara  temporalmente  el  bi- 
llete de  banco  con  el  papel  moneda  ;  le  da,  como  á  este, 
curso  legal,  y  faculta,  en  fin,  el  pago  de  las  obliga- 
ciones á  metálico  en  las  condiciones  en  que  puede  veri- 
ficarlo y  lo  verifica  el  papel  moneda  ;  convierte,  en  una 
palal)ra,  al  billete  de  banco  en  papel  moneda. 
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Las  condiciones,  entonces,  de  esta  última  moneda, 
son  exactamente  las  mismas  que  las  que  los  hechos  le 
dieron  desde  su  aparición,  entre  nosotros  ;  las  qué  la 
ley  le  reconoció  desde  1846 ;  que  ha  mantenido  siempre 
al  través  de  tantas  vicisitudes  ;  y  que  conserva  intactas 
en  el  dia  presente.  Y  las  mantendrá  y  conservará  siem- 
pre ;  porque  esas  son  las  condiciones  propias  de  su 
naturaleza ,  como  lo  demuestra  la  ciencia  y  lo  com- 
prueba la  experiencia,  á  pesar  de  las  leyes  que  quisie- 
ran oponérselas,  no  obstante  las  sentencias  que  inten- 
taran conmoverlas  ;  y  aun  á  pesar  de  la  fuerza  con  que 
se  procurara  destruirlas. 

¿Por  qué  seríamos,  los  únicos  que  tenemos  antece- 
dentes legales  establecidos  de  la  verdadera  doctrina, 
los  que  en  el  tiempo  presente,  negáramos  los  ojos  á  la 
luz,  y  el  espíritu  al  convencimiento,  cuando  en  otras 
partes  empieza  recien  esa  doctrina  á  abrirse  camino  y 
á  revestir  formas  legales,  con  grandes  esfuerzos,  que 
hemos  realizado  hace  ya  tantos  años?  Si  tal  desacierto 
fuera  posible,  ¿no  seria  capaz  de  apartarnos,  como 
una  última  y  concluyente  prueba,  el  reciente  ejemplo 
de  lo  que  en  circunstancias  iguales  acaba  de  ocurrir 
en  los  Estados-Unidos  de  la  América  del  Norte  ? 

Como  consecuencia  de  las  sucesivas  emisiones  que, 
para  subvenir  á  los  gastos  de  la  gran  guerra  que  sopor- 
taba la  nación,  autorizó  el  gobierno,  los  billetes  de 
los  Estados-Unidos,  habían  llegado  á  una  depreciación 
de  195  por  ciento  el  sábado  12  de  junio  de  1864.  Alar^ 
mado  por  este  hecho  que  se  atribuía,  menos  al  efecto 
natural  de  las  leyes  que  rigen  el  valor,  qUe  á  las  ope^ 
raciones  del  agio,  y  á  las  especulaciones  de  los  cam-^ 
bios,  entre  el  oro  y  el  papel,  el  Congreso  americano, 
procuró  dictar  medidas  que  restituyeran  en  lo  posible ^ 
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SU  valor  escrilo,  á  una  moneda  ,  garantida  por  el  cré- 
dito y  los  inmensos  recursos  de  la  nación ;  y  con  la 
fecha  de  aquel  dia,  se  promulí^ó  una  ley,  destinada  á 
conseguir  este  propósito. 

La  ley  de  17  de  junio,  declaraba  ilegal  y  nulo,  todo 
contrato  sobre  compra  venta  de  oro  por  papel,  ó  vice- 
versa, cuyo  i)ago  debiera  verificarse  á  un  plazo  cual- 
quiera, ó  sobre  cambio  extranjero,  á  un  [)lazo  mayor 
de  diez  dias ;  ó  sobre  préstamo  de  dinero  acuñado 
para  ser  pagado  en  otra  moneda ;  ó  en  papel,  para  ser 
pagado  en  moneda  acuñada,  ó  en  lingotes.  Era,  ade- 
más, prohibido  á  todo  banquero,  corredor  ó  cualquier 
otra  persona,  verificar  compra  de  oro  ó  cambio  extran- 
jero, fuera  del  lugar  ordinario  de  sus  negocios.  Ade- 
más de  la  nulidad  del  contrato,  la  ley  penaba  la  tras- 
gresion  de  sus  disposiciones  con  una  multa  no  menor 
de  mil  pesos,  ni  mayor  de  diez  mil ;  ó  prisión  por 
un  término  no  menor  de  tres  meses,  ni  mayor  de  un 
año  ;  ó  ambas  penas  á  la  vez,  á  juicio  de  la  Corte, 
debiendo  castigarse  la  reincidencia  con  mil  pesos  cada 
voz. 

No  obstante  el  rigor  de  la  ley  y  las  medidas  compul- 
sorias adoptadas  ¡¡ara  hacerla  efectiv¿i,  sus  efectos,  en 
esta  ocasión,  como  siem[)re  que  se  han  empleado  tales 
medios,  fueron  perfectamente  frustratorios  de  sus  fines 
confesados.  El  sábado  17  de  junio,  fecha  de  la  promul- 
gación de  la  ley,  el  papel  valia  105  por  ciento  y  el  -21  del 
mismo  mes  bajó  á  230 ;  y  llegaba  el  1"  de  julio  á  285  por 
ciento.  No  podian  ser  mas  desastrosos  los  efectos  de  la 
ley;  y  el  conveucimieulo  de  (pie  impunemente  no  se  vio- 
lan las  leyes  naturales  ipie  rigen  el  valor,  y  de  que  son 
inútiles  todos  los  esfiii-rzos  de  hi  autoridad  })0r  contra- 
liarlos,  no  i)0(lia  tardar  en  dominar  los  espiritas  mas 
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elevados  de  aquella  nación  de  hombres  eminentemente 
prácticos. 

El  2  de  julio  siguiente  la  ley  fué  revocada,  y  el  in- 
mediato efecto  de  esta  revocación,  fué  el  de  bajar  el 
precio  del  oro  en  el  mismo  dia  de  la  promulgación  de  la 
ley  de  285  á  230  por  ciento.  No  puede  darse  una  prueba 
mayor,  ni  mas  elocuente,  tanto  del  imperio  absoluto  de 
las  leyes  del  valor,  como  del  buen  criterio  y  alta  pru- 
dencia del  legislador,  que  deponiendo  todo  sentimiento 
de  orgullo  ó  amor  propio,  se  sometia  sin  esfuerzo  á  la 
razón,  reconocía  sin  resistencia  su  error,  y  lo  corregía 
sin  vacilación. 

Nos  encontramos  en  un  caso  diferente.  No  necesita- 
mos hacer  esfuerzos  supremos  para  salvar  las  dificul- 
tades y  conflictos  entre  la  ley  y  el  derecho,  que  agitan  á 
otras  naciones,  y  preocupan  á  los  hombres  de  Estado 
y  á  los  jurisconsultos  :  nos  basta  un  poco  de  firmeza 
para  aprovechar  las  lecciones  del  pasado,  continuar  la 
doctrina  fundada  por  nuestros  padres,  que  constituye 
para  nosotros  una  tradición  de  que  no  podemos  apar- 
tarnos, sin  repudiar  la  herencia  legítima  de  sus  traba- 
jos, en  la  organización  del  país  ;  y  pedirles  á  los  jueces 
la  necesaria  energía  para  rechazar  de  la  jurisprudencia, 
un  error  vencido  ya  entre  nosotros  en  la  legislación  y 
en  la  doctrina. 

Esa  herencia  consiste  en  la  conquista  de  los  verda- 
deros principios  incorporados  ya  en  nuestras  leyes, 
que  gobiernan  y  dirigen  todas  las  cuestiones  que  pue- 
dan poducirse  con  motivo  de  la  circulación  monetaria. 
La  facultad  de  acuñar  moneda  y  de  fijar  su  valor, 
corresponde  al  Congreso  ;  y  la  ley  ha  declarado,  que  la 
función  del  Estado  en  el  ejercicio  de  esta  facultad,  con- 
siste en  determinar  como  padrón  monetario,  una  pieza 

I.  7 
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de  oro  con  peso  de  un  gramo  y  dos  tercios  y  novecien- 
tos milésimos  de  fino,  á  que  llama/)eso  fuerte,  y  cenia 
cual  se  relacionan  las  fracciones  y  múltiplos  de  esa  uni- 
dad. El  sello  del  Estado  en  la  moneda  acuñada,  com- 
prueba que  esa  pieza  tiene  el  peso  y  cantidad  de  metal 
fino  que  la  ley  determina,  ya  sea  que  se  trate  de  la 
unidad  monetaria,  ó  de  los  múltiplos  y  submúltiplos 
de  esa  unidad.  Fijar  el  valor  de  la  moneda  es  determi- 
nar el  peso  y  ley  de  cada  una  de  las  piezas  que  se  po- 
nen en  circulación,  y  á  las  que  se  da  el  poder  de  chan- 
celar  las  obligaciones,  que  es  lo  que  constituye  el  curso 
legal. 

La  ley  ha  autorizado  al  poder  ejecutivo  nacional 
para  fijar  el  valor  de  las  monedas  extranjeras  que  ten- 
gan circulación  en  el  país,  solo  teniendo  en  cuenta  la 
cantidad  de  oro  y  plata  linos  que  contengan,  con  rela- 
ción á  nuestro  sistema  monetario.  La  determinación  del 
valor  de  esa  moneda,  consiste,  pues,  únicamente  en  la 
declaración  de  la  relación  que  exista  entre  nuestra  uni- 
dad monetaria,  y  la  cantidad  do  metal  fino  que  la  mo- 
neda extranjera  contenga. 

En  cuanto  al  papel  moneda,  jamás  nuestras  costum- 
bres admitieron  su  imposición  por  el  valor  escrito. 
Aceptando  sus  naturales  efectos  desde  su  aparición, 
nuestras  leyes  se  acordaron  con  los  hechos,  y  le  reco- 
nocieron únicamente  su  valor  verdadero,  el  que  deter- 
mina la  ley  de  los  valores  ;  es  decir,  su  valor  corriente. 
Nuestras  leyes,  de  acuerdo  con  nuestras  costumbres, 
reconocieron  y  autorizaron  la  libertad  de  contratar  en 
cualquier  especie  de  moneda  de  curso  legal,  y  el  consi- 
guiente derecho  de  exigir  el  pago  en  la  misma  moneda 
convenida,  ó  en  otra  de  curso  legal  por  el  valor  equiva- 
lente. 
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Estos  principios,  verdaderas  conquistas  del  derecho, 
impresos  en  nuestras  leyes  y  arraigados  en  nuestras 
costumbres,  son  demasiado  preciosos,  para  que  poda- 
mos abandonarlos  ó  confundirlos,  introduciendo  en 
nuestro  ánimo  la  vacilación  y  la  duda  conque  son  reci- 
bidos en  otras  partes,  por  los  que  empiezan  recien  á 
discutirlos.  Ellos  acabarán,  sin  duda,  por  predominar, 
como  entre  nosotros,  después  de  varias  vicisitudes ; 
pero  deber  nuestro  es,  entre  tanto,  hacernos  cargo  do 
los  últimos  argumentos  que  se  les  oponen,  y  de  los 
progresos  que  la  jurisprudencia  realiza  por  introducir- 
los y  afianzarlos. 


El  curso  forzoso  no  significa  imponer  el  valor  escrito  del  papel 
moneda.  —  Cómo  deben  cumplirse  las  obligaciones  durante  el 
curso  forzoso. 


Gomo  no  es  posible  conciliar  con  la  ley  natural,  ni 
con  la  razón  y  justicia  enque  esta  estriba,  una  doctrina 
que  se  funda  en  la  exhorbitante  facultad  del  soberano, 
para  imprimir  valoi'  arbitrario  á  la  moneda,  para  limi- 
tar la  facultad  de  contratar,  y  para  imponer  en  las 
transacciones  privadas,  por  su  valor  escrito,  el  papel 
moneda,  se  acude  á  un  argumento,  siempre  invocado, 
y  derivado  de  las  circunstancias  de  los  hechos,  ó  de  la 
naturaleza  de  las  necesidades  que  la  medida  legislativa 
está  destinada  á  remediar. 

El  curso  forzoso,  se  dice,  se  presenta  siempre  en  cir- 
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CLinstancias  extraordinarias  y  en  mediu  de  grandes  con- 
flictos, como  un  extremo  recurso  para  subvenir  á  re- 
]jentinas  y  premiosas  necesidades  del  servicio  público. 
Es  la  sociedad  en  peligro,  la  causa  pública  comprome- 
tida, que  sugieren  siempre  el  remedio  del  curso  forzoso, 
como  el  único  capaz  de  salvar  tan  altos  intereses. 
¿  Pueden  entonces  aplicarse  al  régimen  eventual  y  extra- 
ordinario del  curso  forzoso,  los  principios  y  las  reglas 
del  derecho  común,  destinados  á  regir  en  un  estado 
normal  y  de  una  manera  permanente,  las  relaciones 
privadas  de  la  vida  civil?  —  Una  medida  tan  extraordi- 
naria, como  la  que  importa  el  curso  forzoso,  dictada 
precisamente  para  salvar  la  situación  del  país  compro- 
metida por  sucesos  imprevistos,  no  puede  ser  gober- 
nada en  su  aplicación,  sino  por  reglas  excepcionales, 
adecuadas  á  las  circunstancias,  y  propias  á  asegurar 
y  garantir  su  vigor  y  su  eficacia,  de  que  necesariamente 
dependen  sus  resultados. 

A  este  argumento,  mas  especioso  que  sólido,  puede 
fácilmente  contestarse,  en  primer  lugar,  que  la  histo- 
ria del  curso  forzoso,  es  demasiado  conocida  para  que 
pueda  atribuírsele  gran  importancia.  Es  inútil,  en- 
tonces, que  se  imaginen  reglas  excepcionales,  peculia- 
res únicamente  al  curso  forzoso,  cuando  él  ha  producido 
siempre  y  en  todas  partes,  los  mismos  efectos  ;  cuando 
lejos  de  obedecer  á  las  reglas  especiales  que  para  él  se 
dictaron,  ha  ido,  desde  el  primer  momento  de  su  apa- 
rición, á  inclinarse  ante  la  ley  natural,  y  someterse  al 
imperio  del  derecho  común,  despreciando  la  amenaza 
y  el  rigor,  y  á  despecho  de  la  violencia  que  alguna  vez 
llegara  hasta  el  cadalso.  Principios  y  reglas  excepcio- 
nales que  jamás  pudieron  dirigirla  aplicación  del  curso 
forzoso,  ni  gobernar  sus  efectos,  no  son  ni  pueden  ser 
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tales  principios  y  reglas.  Usurpan  el  nombre  á  los  que 
efectivamente  dirigen  y  gobiernan  los  valores,  cual- 
quiera que  sea  su  manifestación  ó  su  forma  ;  y  por  eso 
han  quedado  hasta  ahora  reducidos  á  figurar  escritos  en 
la  legislación,  como  vanas  especulaciones  de  la  fuerza 
contra  el  derecho,  sin  éxito  y  sin  resultado  práctico  al- 
guno en  las  costumbres  de  los  pueljlos. 

En  frente  del  valor  escrito  y  de  la  ley  que  lo  protege, 
se  ha  mantenido  siempre  incólume  y  prepotente,  al 
amparo  de  la  verdad  y  la  justicia,  el  valor  corriente,  do- 
minando, sin  limitación,  todas  las  transacciones  ci- 
viles, vencedor  de  toda  resistencia,  y  acabando  por 
someter,  al  fin,  á  su  influencia,  al  mismo  poder  pú- 
blico que  se  empeñara  en  combatirlo. 

Uno  que  otro  caso,  en  que  el  valor  escrito  se  impu- 
siera, poniendo  á  su  servicio  la  autoridad  de  los  jue- 
ces, es  semejante  al  éxito  que  alguna  vez  el  dolo  y 
el  fraude  pudieran  conseguir,  arrancando  una  senten- 
cia al  error  ó  la  malicia  del  magistrado.  El  principio 
y  la  regla,  no  es  el  éxito  posible,  pero  raro,  del  dolo 
ó  del  fraude,  que  la  moral  condena,  y  la  ley  reprueba ; 
ni  puede  serlo  tampoco  el  valor  escrito,  que  solo  ha 
tenido  aplicación  en  algún  caso  aislado,  á  virtud  de 
la  fuerza  puesta  en  ejercicio  por  la  autoridad ;  pero 
siempre  condenado  por  la  ciencia  y  por  la  justicia, .y 
rechazado  en  la  práctica  por  la  costumbres. 

No  hay,  pues,  ni  puede  haber  tales  principios  y  re- 
glas excepcionales  :  lo  que  ha  habido  es  el  intento, 
siempre  frustrado,  de  introducirlas. 

En  segundo  lugar,  aun  cuando  el  argumento  fuera 
cierto  y  sólido,  podríamos  todavía  preguntarle  :  —  ¿Es 
acaso  de  regular  aplicación  entre  nosotros  ? 

Para  contestar  con  eficacia  esta  pregunta,  es  nece- 
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sario  examinar  con  detención  la  forma  misma  con  que 
el  argumento  se  presenta. 

«  Cuando  el  país  atraviesa  una  época  normal,  se 

»  dice,  y  la  legislación  común  está  en  todo  su  vigor, 

»  abrazando,  en  su  conjunto  y  en  sus  detalles,  todas 

7)  las  relaciones  de  la  vida  civil,  nada  habria  que  ob 

»  jetar  respecto  al  punto  que  nos  ocupa  :  la  uniformi- 

»  dad  mas  completa,  reinaria  en  sus  diversas  mani- 

))  festaciones.  Entonces  diríamos  con  el  articulo  861  del 

))  Código  de  comercio :  —  «  Las  letras  deben  pagarse 

»  en  la  moneda  que  designen.  Sin  embargo,  si  la  mo- 

))  neda  indicada  no  tuviera  curso  en  la  República,  la 

»  cantidad  de  la  letra  será  reducida  á  moneda  corriente, 

»  al  cambio  del  dia  del  vencimiento,  en  el  lugar  del 

))  pago  ;  ))  —  con  el  artículo  926  y  la  ley  3%  titulo  XIV, 

»  pág.  5  :  —  «La  paga  para  ser  legítima,  debe  hacerse 

»  déla  misma  cosa  debida,  y  no  de  otra,  ni  su  valor,  á 

))  no   ser  de    consentimiento   del   acreedor.   De    otro 

))  modo,  no  está  este  obligado  á  recibirla ;  »  —  con 

í)  los  artículos  22,  título  del  pago,  34,  35  y  especial- 

»  mente  el  46,  título  de  Jas  obligaciones  de  dar,  Código 

»  CIVIL  :  —  «Si  la  obligación  del  deudor  fuera  de entre- 

))  gar  una  suma  de  determinada  especie  ó  calidad  de 

»  moneda  corriente  nacional,  cumple    la  obligación, 

»  dando  la  especie  designada  ú  otra  especie  de  moneda 

))  nacional,  al  cambio  que  corra  en  el  lugar,  en  el  dia 

))  del  vencimiento  de  la  obligación  ». 

))  Pero  la  cuestión  no  se  presenta  así  :  una  ley  de 
»  curso  forzoso  y  circunstancias  anormales  se  han 
»  sucedido  ;  y  no  puede  decirse  que  el  derecho  común, 
))  en  la  parle  que  tiene  atingencia,  no  sufra  sus  con- 
»  secuencias  y  sus  limitaciones,  cuando  raras  son  las 
*  relaciones  de  derecho  que  salvan  ilesas  en  medio  de 
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»  ese  desencadenamiento  de  sucesos,  las  mas  veces 
»  imprevistos,  que  se  producen  con  fuerza  irresistible 
))  en  la  ley  y  en  la  acción.  » 

Parece  que  el  párrafo  trascripto  no  fuera  escrito  en 
nuestro  país  y  en  nuestro  tiempo.  El  curso  forzoso  de- 
cretado el  15  de  mayo,  no  ha  venido  entre  nosotros  á  con- 
secuencia de  un  hecho  imprevisto  y  repentino,  que  per- 
turbara profundamente  nuestras  relaciones  civiles  y 
amenazara  la  existencia  misma  de  la  sociedad.  La  cesa- 
ción de  la  oficina  de  cambio,  y  de  la  conversión,  no  es 
mas  que  el  resultado  natural  y  lógico  de  los  fenómenos 
económicos,  en  su  orden  regular,  que  se  han  ido  cum- 
pliendo paulatinamente  y  á  presencia  de  todos,  desde 
que  cesaron  las  causas  accidentales  que  trajeron  á  nues- 
tro mercado  una  extraordinaria  abundancia  de  metálico, 
la  baratura  de  los  capitales  y  el  consiguiente  abuso  del 
crédito.  Hemos  visto  ir  desapareciendo  poco  á  poco,  el 
tesoro  metálico  de  la  oficina  de  cambio  ;  y  nadie  podia 
dudar  que  bien  pronto  se  agotarla,  desde  que  las  cir- 
cunstancias del  país  no  permitían  esperar  que  una  si- 
tuación semejante  á  la  de  1867,  pudiera  reproducirse. 
El  país  se  encontraba,  en  verdad,  en  crisis  comercial 
y  política  que  venia  de  años  atrás ;  pero  el  curso  for- 
zoso era  esperado  y  previsto  ;  y  no  ha  producido  nin- 
guna grande  alteración  en  las  relaciones  de  derecho  que 
tienen  atingencia  con  las  transacciones  de  la  vida  civil. 

Y  luego,  ¿  qué  significa  eso  de  sucesos  que  se  desen- 
cadenan de  improviso,  y  que  se  producen  con  fuerza 
irresistible  en  la  ley  y  en  la  acción,  para  nosotros,  que 
vivimos  desde  1826,  bajo  el  régimen  del  papel  moneda ; 
y  que  hemos  visto  desarrollarse  y  modificarse  nuestras 
instituciones  y  nuestra  legislación,  bajo  el  imperio  de 
ese  régimen  ? 
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El  argumento  tendría  fuerza,  y  seria  exacto,  en 
Francia,  que  con  un  sistema  monetario  completo,  de 
circulación  metálica  no  interrumpido  desde  la  Revo- 
lución, sino  por  la  breve  intermitencia  de  1848,  vio  de 
pronto  sus  fronteras  invadidas,  una  gran  parte  de  su 
territorio  bajo  el  poder  del  enemigo,  cuando  la  nación 
no  estaba  preparada  para  tan  grandes  conflictos  y 
cuando  todos  los  recursos  eran  insuficientes  relativa- 
mente á  la  magnitud  de  los  males  que,  de  improviso, 
soportara,  y  á  la  intensidad  de  la  perturbación  social, 
que  fué  su  consecuencia.  Seria  exacto  en  Inglaterra, 
cuyo  sistema  monetario  bajo  la  base  metálica  no  sufre 
alteración  alguna  desde  1821,  en  que  terminó  el  curso 
forzoso  de  1797.  Seria  aun  adecuado,  aunque  no  justo 
hoy,  en  los  Estados-Unidos,  á  quienes  envolvió  de  im- 
previsto la  guerra  mas  colosal  de  los  tiempos  moder- 
nos, con  una  circulación  monetaria  afianzada  por  el  pro- 
greso y  creciente  riqueza  del  país.  Pero  es  completa- 
mente improcedente  entre  nosotros,  que  tenemos  el 
curso  forzoso  desde  1826,  sin  que  desapareciera  por 
completo  durante  los  ocho  años  de  la  oficina  de  cam- 
bio ;  y  cuando  está  tan  arraigado  en  nuestras  costum- 
bres y  en  nuestros  hábitos,  que  ni  aun  durante  ese 
tiempo  ha  dejado  de  figurar,  así  en  las  transacciones 
comerciales  y  bancarias,  como  en  las  obligaciones  ci- 
viles, con  su  peculiar  designación  de  papel  moneda. 

El  argumento,  parece  decir,  y  dice  en  efecto :  — 
¿  Queréis  aplicar  las  disposiciones  del  Código  de  co- 
mercio y  de  la  ley  civil,  que  suponen  un  orden  nor- 
mal en  la  situación  del  país,  al  curso  forzoso,  que  no 
conocieron  ni  apreciaron?  ¡Cosa  singular! — ¡Olvidar 
nuestros  precedentes  legislativos,  cuando  datan  de 
ayer,  no  mas,  en  nuestra  vida  política  y  civil!  —  Re- 
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cordémolos  un  instante  para  tener  el  placer  de  dar  á 
nuestros  adversarios,  ocasión  de  liacer  honor  á  su  pa- 
labra, y  de  repetir,  de  acuerdo  con  nosotros  :  —  Es 
verdad,  nuestro  país  se  encuentra  en  la  época  nor- 
mal del  papel  moneda ;  «  y  la  legislación  común 
»  (dictada  en  esa  época  y  bajo  su  influencia),  está  en 
))  todo  su  vigor,  abrazando  en  su  conjunto  y  en  sus 
»  detalles,  todas  la  relaciones  de  la  vida  civil.  » 

El  Código  de  comercio,  por  cuya  rama  del  Derecho 
comenzó  la  reforma  de  nuestra  antigua  legislación,  fué 
redactado  de  1856  á  1857,  sancionado  en  la  Provincia 
en  1860,  y  adoptado  como  ley  nacional  en  1863. 

Los  autores  del  Código  de  comercio  hacian  notar 
que,  suponiendo  un  Código  de  comercio  la  existen- 
cia de  leyes  civiles,  que  contengan  los  principios  de 
derecho  común,  de  que  son  una  excepción  las  leyes 
comerciales  en  su  aplicación  particular,  hablan  tenido 
que  trabajar  treinta  capítulos  del  derecho  común,  que 
ocupaban  en  el  Código  los  lugares  que  indicaba  la 
naturaleza  de  la  materia  que  trataban.  «  Podemos  de- 
»  cir,  agregaban,  que  en  esta  parte,  nada  hemos  in- 
»  novado  en  el  derecho  recibido  en  Buenos  Aires.  La 
»  jurisprudencia  era  uniforme  en  todas  las  naciones 
))  respecto  de  las  materias  legislativas  de  esos  treinta 
»  capítulos ;  y  no  hemos  hecho  sino  formular  en  ley 
))  el  derecho  que  ya  existia.  Hemos  tenido  el  cuidado 
»  especial,  repetían  al  concluir  la  nota  de  remisión,  de 
»  no  crear  un  derecho  puramente  ideal,  sino  al  que  fuese 
))  conforme  al  estado  actual  de  la  sociedad  y  á  los 
»  progresos  y  desenvolvimientos  ulteriores  del  comer- 
))  cío,  no  solo  en  el  Estado  de  Buenos  Aires,  sino  en 
»  todos  los  Estados  del  Plata,  y  en  cuanto  fuera  po- 
»  sible,  conforme  también  al  derecho  del  mayor  nú- 
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))  mero  de  naciones  que  comercian  con  Buenos  Aires.» 
Entre  esos  treinta  capítulos  de  derecho  común,  figura 
el  título  del  paffo ;  y  en  él  se  encuentran  los  artícu- 
los 919  y  926,  cuya  perfecta  aplicación  no  rehusarían 
los  contendores  en  una  época  normal. 

En  cuanto  á  la  legislación  puramente  comercial,  los 
autores  del  Código  hacían  presente  que  contaron  con 
la  jurisprudencia  de  los  trihunales  en  falta  de  leyes 
expresas  ;  y  que  no  habían  tenido  que  destruir  costum- 
bres y  usos  inveterados  que  fueran  desconformes  al 
derecho  usado  en  los  pueblos  en  que  la  ciencia  está 
mas  adelantada.  —  «  En  otras  ocasiones,  y  en  mate- 
»  rías  las  mas  importantes  en  el  derecho  comercial, 
))  nos  hemos  guiado  por  las  doctrinas  y  observacio- 
))  nes  de  grandes  jurisconsultos  de  la  Alemania, 
»  apartándonos  totalmente  de  los  Códigos  exísten- 
»  tes ;  y  hemos  proyectado  las  leyes  para  una  jurís- 
»  prudencia  mas  alta,  nacida  de  las  costumbres  de 
))  algunas  naciones ,  que  felizmente  eran  también 
»  las  costumbres  del  comercio  de  Buenos  Aires.  En 
))  la  legislación  de  las  letras  de  camliio,  por  ejem- 
))  pío,  aparecieron  en  los  últimos  años  nuevas  doc- 
))  trinas,  propagadas  por  los  sabios  jurisconsultos 
))  Einest,  Wildner  y  Mittermaier,  variando  absoluta- 
))  mente  los  principios  del  derecho  de  cambio.  Estas 
))  doctrinas  eran  precisamente  los  usos  de  Inglaterra  y 
))  de  Buenos  Aires,  y  el  carácter  que  ellas  daban  á  la 
»  letra  de  cambio,  estaba  también  confirmado  por  las 
))  leyes  y  los  usos  de  los  Estados-Unidos. » 

Entre  las  disposiciones  especíales  á  la  lelra  de  cam- 
bio, figura  el  artículo  861,  que  manda  pagar  toda  letra 
en  la  moneda  que  designe;  y  que  si  esa  moneda  no 
tiene  curso  en  el  Estado,  la  cantidad  do  la  letra  se  re- 
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diizca  á  moneda  corriente,  al  cambio  del  dia  del  venci- 
miento, en  el  lugar  del  pago. 

El  eminente  autor  del  Código  civil,  redactó  el  libro 
segundo  de  su  grande  obra,  en  4866.  En  esc  libro,  y 
en  el  título  de  las  obligaciones  de  dar,  figura  el  capí- 
tulo que  se  refiere  á  las  que  tienen  por  objeto  sumas 
de  dinero,  cuyo  artículo  46  dispone  que  la  obligación 
se  cumpla,  dando  la  especie  designada,  «  ú  otra  es- 
»  pecie  de  moneda  nacional,  al  cambio  que  corra  en 
»  el  lugar,  el  dia  del  vencimiento.  »  Se  sabe,  por  otra 
parte,  que  aun  cuando  el  Código  se  sancionó  en  1869, 
y  empezó  á  regir  desde  1871,  ninguna  alteración  su- 
frieron sus  disposiciones ;  de  suerte  que  el  pensa- 
miento del  legislador  se  refiere  á  la  situación  y  á  la 
época  de  su  redacción.  El  Código  civil,  además,  no 
hace  otra  cosa  que  repetir  las  reglas  expresadas  en 
el  de  comercio,  respecto  del  punto  que  examinamos. 

Entre  tanto,  así  en  1857,  como  en  1866,  se  hallaba 
en  pleno  vigor  el  régimen  del  curso  forzoso,  del  pa- 
pel moneda,  del  billete  inconvertible,  que  databa  de 
1826,  y  que  constituía,  como  hoy  mismo,  la  situación 
normal  del  país.  El  legislador  no  podía  ni  debía  pres- 
cindir de  esa  situación,  muy  anterior  á  la  temporal 
conversión  de  la  oficina  de  cambio,  y  á  los  sucesos 
extraordinarios  que  la  dieron  causa;  y  no  prescindió, 
en  efecto,  porque  encontrándola  autorizada  por  nues- 
tras leyes  y  fundada  en  nuestras  costumbres,  no  hizo 
mas  que  consagrar  la  jurisprudencia  establecida,  y 
repetir  en  sus  disposiciones,  los  principios  y  las  re- 
gias, incorporadas  ya  á  nuestro  derecho,  que  consti- 
tuían también  los  usos  adelantados  del  comercio  de 
Buenos  Aires. 

Esos  principios  y  esas  reglas  eran  nuestro  derecho 
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común  desde  1827,  con  algunas  vicisitudes  al  prin- 
cipio, pero  arraigados  en  nuestras  costumbres  y  de- 
finitivamente confirmados  por  la  ley,  desde  1828.  Se 
hablan  extablecido  y  dictado  bajo  el  régimen  del 
curso  forzoso  y  precisamente  para  regir  las  relacio- 
nes de  derecho  privado  en  las  obligaciones  contraidas 
bajo  el  imperio  de  ese  régimen.  El  papel  moneda  y 
el  curso  forzoso  continuaba  siendo  la  situación  per- 
manente y  normal  del  país,  á  la  época  en  que  se  rea- 
lizaba la  reforma  de  nuestra  legislación  comercial  y 
civil ;  de  suerte  que  cuando  el  legislador  adoptaba  en 
les  nuevos  Códigos  aquellas  reglas  y  principios,  en- 
tendía realmente  «  no  hacer  innovación  alguna  en  el 
»  derecho  establecido,  y  conformarse  en  el  precepto. 
»  escrito,  con  la  jurisprudencia  y  los  usos  del  comer- 
))  cío  de  Buenos  Aires  » . 

El  decreto  del  año  27,  fundándose  en  el  respeto  á 
la  buena  fe,  que  es  la  base  del  comercio ;  á  la  mo- 
ral, que  repugna  el  fraude;  á  la  libertad  de  contratar, 
que  permite  disponer  á  cada  uno  de  sus  bienes,  como 
mas  le  convenga,  revocó  el  decreto  del  año  anterior, 
que  imponía  necesariamente  el  valor  escrito  del  papel 
moneda,  y  anulaba  toda  cláusula  que  lo  excluyera  de 
la  convención.  La  ley  de  30  abril  del  año  28,  confir- 
maba esos  principios  declarando,  que  :  —  «Lasobli- 
))  gaciones  particulares  en  que  resulta  el  compromiso 
»  de  pagar  en  metálico,  en  efectivo,  en  monedas  de 
»  plata  ú  oro,  con  exclusión  de  papel  creado  ó  por 
))  crear,  etc.,  debían  cumplirse  según  su  tenor  literal 
»  y  riguroso,  tales  como  fueron  celebradas;  y  que 
»  las  obligaciones  sobre  sumas  de  dinero,  que  no  con- 
»  tengan  alguna  cláusula  semejante  á  las  anteriores, 
»  serian   satisfechas    cumplidamente   entregando    la 
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»  suma  estipulada  en  los  billetes  de  banco.  »  Por  íhi 
la  ley  de  6  de  febrero  de  1846,  ratificó  aun  esos  mis- 
mos principios,  estableciendo  que  toda  letra  ó  docu- 
mento que  contenga  obligación  de  pagar  en  metálico, 
será  cumplida,  pagándose,  como  hasta  el  presente, 
dice,  su  equivalente  en  nuestro  papel  moneda  cor- 
riente al  cambio  que  tuviese  al  tiempo  del  pago  \  y 
autorizando  la  cotización,  pública  y  oficial  en  la  Bolsa, 
del  metálico,  en  moneda  corriente. 

¿  Hacen  otra  cosa,  que  reiterar  y  repetir  estas  mis- 
mas reglas,  las  disposiciones  del  Código  de  comercio 
y  del  Código  civil  ?  —  «  La  letras  deben  pagarse  en 
»  la  moneda  que  designen.  Si  la  moneda  indicada  no 
»  tuviera  curso  en  el  comercio  del  Estado,  la  cantidad 
T)  de  la  letra  será  reducida  á  moneda  corriente  al  cam- 
))  bio.en  el  dia  del  vencimiento  en  el  lugar  del  pago.» 
—  «  La  paga  para  ser  legítima,  debe  hacerse  de  la 
»  misma  cosa  debida,  y  no  de  otra  ni  su  valor, 
))  á  no  ser  de  consentimiento  del  acreedor.  De  otro 
»  modo,  no  está  este  obligado  á  recibirla  (1).  »  —  «  Si 
»  por  el  acto  por  el  que  se  ha  constituido  la  obligación, 
))  se  hubiera  estipulado  dar  moneda  que  no  sea  de 
»  curso  legal  en  la  República,  la  obligación  debe  con- 
))  siderarse  como  de  dar  cantidades  de  cosas.»  —  «  Si 
»  la  obligación  del  deudor  fuese  de  entregar  una  suma 
»  de  determinada  especie  ó  calidad  de  moneda  corriente 
»  nacional,  cumple  la  obligación  dando  la  especie  desi- 
»  guada  ú  otra  especie  de  moneda  nacional  al  cambio 
»  que  corra  en  el  lugar,  el  dia  del  vencimiento  de  la 
»  obligación  (2).  » 


(Ij  Ai'lículos  861  y  U26,  Gúd.  de  comercio. 

(2)  Artículos  k'i  y  'Hl,  título  da  las  oblijaciuncs  de  dar,  Cód.  civil. 
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¿No  son  por  ventura  las  disposiciones  del  Código 
de  comercio,  exactamente  las  mismas  que  contiene  el 
decreto  de  1827,  y  casi  textualmente  las  de  las  leyes 
de  30  de  abril  de  1828  y  de  6  de  febrero  de  1846?  — 
¿  No  son  las  del  Código  civil,  exactamente  las  mismas 
que  el  Código  de  comercio  contiene? —  Cuando  los 
codificadores  argentinos  llevaron  á  cabo  la  reforma  de 
nuestra  legislación  en  materia  comercial  y  civil,  se  en- 
contraron con  un  derecho  establecido,  radicado  en  nues- 
tras costumbres,  que  estaba  de  perfecto  acuerdo  con 
las  mas  adelantadas  doctrinas  de  la  ciencia  moderna, 
y  por  eso  manifiestan  que  nada  tuvieron  que  innovar 
á  este  respecto,  limitándose  á  dar  forma  legal  á  la  prác- 
tica y  á  la  jurisprudencia  preexistentes.  Si  duda  caber 
pudiera,  de  que  tal  fué,  en  la  intención  y  en  el  hecho, 
el  procedimento  que  observaron,  un  solo  dato  bastarla 
para  disiparla.  Cuando  el  artículo  861  del  Código  de  co- 
mercio, indica  la  reducción  de  la  letra  á  moneda  cor- 
riente, al  cambio  del  dia  del  vencimiento,  se  refiere  al 
artículo  207,  según  el  cual,  «  el  resultado  de  las  ope- 
»  raciones  y  transacciones  que  se  verifican  en  la  Bolsa, 
»  determina  el  curso  del  cambio,  fondos  públicos  na- 
»  clónales  y  otros  cualesquiera  papeles  de  crédito,  cuyo 
»  curso  sea  susceptible  de  cotización,  )>  Así,  la  ley 
mis-ma  decide  que  la  reducción  de  la  cantidad  de  la  letra 
á  moneda  corriente,  debe  hacerse  al  cambio  que  las 
operaciones  de  la  Bolsa  determinen,  según  la  cotización 
(}ue  del  oro  y  del  papel  moneda  se  verifica  públicamente 
desde  1846  hasta  nuestros  dias.  El  equivalente,  enton- 
ces, no  lo  determina  el  valor  escrito,  sino  el  valor  cor- 
riente, proclamado  como  el  único  verdadero  por  la 
Ciencia  moderna ;  y  siempre  que  la  letra  ú  obligación 
no  sea  pagada  en  la  misma  moneda  que  designe^  solo 
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puede  serlo  en  papel  moneda,  por  el  equivalente  del 
cambio  que  determine  la  cotización  pública  el  dia  del 
pago. 

Tales  son  los  principios  y  las  regias  establecidas  por 
nuestro  derecho   y  nuestras  costumbres,   durante   el 
curso  forzoso,  y  destinadas  á  regir  las  relaciones  de  de- 
recho nacidas  en  esa  situación.  Ellas  se  han  aplicado 
constantemente  y  de  la  misma  manera,  antes  como  des- 
pués de  la  promulgación  de  los  Códigos  comercial  y  civil. 
Hoy  mismo  no  se  hace  otra  cosa  diferente;  y  ningún 
motivo  habria  para  cambiar  nuestro  derecho  existente, 
cuando  nuestra  situación  monetaria  es  exactamente  la 
misma;  porque  unos  cuantos  mihones  mas  de  billetes 
de  banco  inconvertibles,  agregados  á  la  circulación  del 
papel  moneda,  no  cambian  ni  alteran  la  situación  jurí- 
dica, ni  el  sistema  establecido  en  el  pais.  Preciso  es  que 
convengamos,  por  consiguiente,  en  que  ellos  son  de 
estricta  aplicación  en  el  presente  caso,  pues  que  fueron 
adoptados  por  la  jurisprudencia  y  establecidos  por  las 
leyes,  para  regir  la  especie  de  obligaciones  de  que  tra- 
tamos, y  resolver  las  mismas  cuestiones  que  deba- 
timos. 

Por  tanto,  si  los  billetes  del  Banco  de  la  Provincia 
son  de  curso  legal  para  el  pago  de  las  obligaciones  á 
metálico,  como  el  papel  moneda  de  la  misma,  según 
los  términos  de  la  ley  de  16  mayo,  debemos  lógica  y 
legalmente  concluir,  que  para  ser  aplicados  esos  bi^ 
lletes  al  pago  de  una  obligación  que  contenga  la  cláu- 
sula de  deber  pagarse  en  moneda  metálica,  en  oro 
efectivo,  etc.,  es  necesario,  reducir  la  cantidad  de  la 
obligación^  á  la  suma  en  billetes  que  determine  su 
precio  corriente;  según  el  cambio  entre  el  oro  y  el  papel 
que  señale  la  cotización  de  la  Bolsa  de  comercio,  el  dia 
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del  pago.  De  otra  suerte,  no  está  obligado  el  acreedor 
á  recibirlos. 

Otra  forma  del  mismo  argumento,  derivada  de  las 
circunstancias  extraordinarias  en  que  el  curso  forzoso 
suele  presentarse,  es  el  motivo  de  orden  público,  con 
que  se  prestigia  la  ley  que  lo  introduce.  —  Una  ley  de 
curso  forzoso,  se  dice,  es  una  ley  de  orden  público,  por 
su  objeto,  y  por  el  momento  en  que  se  presenta  : 
«  contra  ella  ninguna  persona  puede  tener  derechos 
))  irrevocablemente  adquiridos ;  y  las  convenciones  par- 
»  ticulares,  no  pueden  dejarla  sin  efecto  (1).»  Es  ese 
también  el  motivo  en  que  una  Corte  francesa  ha  fun- 
dado la  doctrina  del  valor  escrito  en  el  billete  de  curso 
forzoso. 

No  debemos  seguir  á  nuestros  contendores,  en  el  estu- 
dio de  la  teoría  general  de  las  leyes  de  orden  público  : 
reconocemos,  sin  dificultad,  la  existencia  de  esas  leyes  ; 
su  predominio  sobre  las  de  mero  interés  privado ;  y 
reconocemos,  también,  y  acatamos,  la  exactitud  y  ver- 
dad de  las  máximas  proclamadas  por  los  artículos  cita- 
dos del  Código  civil,  que  consagran  esa  supremacía, 
sin  olvidar  que,  jas  priva tum  siib  tutela  juris  püblici 
jacet,  como  lo  sienta  en  su  aforismo  tercero,  con  gran 
profundidad  de  pensamiento,  el  sabio  canciller  de  In- 
glaterra. 

Para  desvirtuar  el  argumento;  y  mas  todavía,  para 
desecharlo  como  inútil  é  improcedente  en  la  resolución 
de  esta  cuestión,  nos  basta  averiguar  cuál  es  el  orden 
público  que  entraña  una  ley  de  curso  forzoso,  y  cuáles 
son  las  condiciones  de  su  existencia,  que  las  conven- 
ciones particulares  no  podrían  alterar,  sin  subvertir, 

(\)  Artículos  5  y  21,  liUilo  preliiiiiiiar,  Cúi».  civil. 
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por  el  hecho,  mismo,  ose  orden  púbhco  comprometido. 
Y  esta  investigación  no  es  difícil,  porque  son  perfec- 
tamente conocidos  y  evidentes  los  fines  que  una  ley  de 
curso  forzoso  se  propone,  y  los  medios  de  conseguir- 
los, así  como  el  resultado  práctico  que,  invariable- 
mente, en  todo  tiempo  lian  alcanzado.  Su  fin  ha  sido 
siempre  proveer  de  los  recursos  necesarios  al  Es- 
tado, para  repentinas  y  grandes  necesidades  que  no 
podrían  llenarse  con  sus  rentas  ordinarias,  ó  salvar 
grandes  instituciones  bancarias,  cuya  ruina  compro- 
metería la  circulación  monetaria  y  el  l)íenestar  general 
de  la  sociedad;  el  medio  de  conseguir  ese  fin,  ha 
consistido  siempre  en  dar  á  billetes  emitidos  por  el 
Estado  ó  por  un  banco,  el  carácter  de  moneda,  exone- 
rando al  emisor  de  la  obligación  de  convertir;  el 
resultado,  ha  sido  siempre  ventajoso,  cuando  ese  re- 
curso ha  sido  empleado  con  discreción  y  prudencia, 
llegando,  en  caso  contrario,  hasta  producir  la  bancar- 
rota, como  sucedió  con  los  asignados  franceses,  y  con 
el  papel  de  los  Estados-Unidos,  en  la  época  de  la 
guerra  de  la  Independencia.  Apenas  es  preciso  obser- 
var, porque  es  notorio,  que  el  papel  de  curso  foi'zoso, 
jamás  ha  podido  conservar  un  solo  instante  su  valor 
escrito  en  la  circulación  ;  y  en  su  carácter  de  título  de 
crédito,  ha  seguido  desde  el  primer  momento  la  ley 
general  de  los  valores,  y  ha  ido  á  buscar  en  la  oferta 
y  la  demanda  su  valor  corriente,  que  ha  mantenido  en 
la  circulación,  á  pesar  de  todas  las  medidas  de  rigor 
que  se  han  puesto  en  juego  para  impedirlo.  En  estas 
condiciones,  ha  cumplido  siempre  su  misión  y  ha 
llenado  sus  fines ;  sin  que  se  hayan  desmentido,  una 
sola  vez,  las  condiciones  propias  de  su  existencia  ;  y 
sin  que,  en  caso  alguno,  haya  alcanzado  á  cambiarse  á 

I,  8 
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la  par  con  el  oro,  si  no  lo  acompañai-a  el  hecho  de  la 
conversión,  como  sucede  actualmente  en  Francia. 

El  argumento  del  orden  público,  ha  sido  el  motivo 
de  decisión  de  una  sentencia  de  la  Corte  suprema  de 
esa  nación,  que  declaró  nula  en  1873,  la  cláusula  de 
una  obligación,  que  particularmente  prescribia^  que  el 
pago  debia  hacerse  en  moneda  metálica,  y  no  en  papel 
de  curso  forzoso  que  pudiera  ser  ulteriormente  emitido. 

La  doctrina  de  esa  sentencia,  ha  sido  detenidamente 
criticada,  por  un  eminente  profesor  de  derecho, 
M.  Boistel,  con  tal  vigor  de  raciocinio  y  exactitud 
de  ideas,  que  no  debemos  dejar  de  trascribir  sus  mas 
importantes  razonamientos. 

«  La  solución,  dice,  consagrada  por  la  sentencia  de 
))  la  Cámara  Civil,  no  nos  parece  conforme,  ni  al  texto, 
»  ni  al  espíritu  de  la  ley  de  1870,  y  está  además  en 
))  contradicción  con  los  ])rincipios  de  la  ciencia 
»  económica. 

»  Nos  encontramos  desde  luego,  en  presencia  de  una 
»  observación  muy  importante,  y  que  parecerá  sin 
))  duda  decisiva,  cuando  hayamos  apartado  los  argu- 
»  mentes  del  sistema  contrario.  Tal  es  la  de  que  la 
»  ley  de  1870,  al  establecer  el  curso  forzoso,  como  lo 
))  hizo  en  otro  tiempo  el  decreto  de  1790  para  los 
))  asignados,  no  ha  reproducido  la  disposición  de  este 
))  decreto,  que  anulaba  toda  convención  contraria. 
))  Esta  comparación  hace  muy  significativo  el  silencio 
))  del  legislador;  y  en  la  ausencia  de  una  prohibición 
»  formal,  no  queda  mas  que  aplicar  el  principio  de 
))  la  libertad  de  las  convenciones. 

»  Se  responde  en  el  sistema  contrario,  que  la  ley 
)\  de  1870,  interesa  al  orden  público,  y  que  la  con- 
y>  vención  que  })retende  alterarlo,  cae  bajo  la  disposi- 
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»  clon  del  artículo  6"  del  Código  civil.  — Desde  lueo-o, 
»  ¿basta  que  una  ley  interese,  en  una  medida  cual- 
»  quiera,  el  orden  público,  para  que  sea  prohibido  de- 
))  rogarla  por  convenciones  particulares  ?  —  Por  tal 
))  razón,  todas  las  leyes  tendrían  ese  carácter,  absolu- 
»  tamente  prohibitivo  ;  pues  que  siempre  hay  una  con- 
»  sideración  de  interés  general,   que  determina  al  le- 
»  gislador  á  prescribir  una  regla,  mas  bien  que  otra. 
»  Pero  el  orden  público  puede  estar  interesado  en  las 
))  leyes  de  dos  maneras,  ó  en  dos  grados  diferentes. 
»  Por  una  parte,  el  interés  general  puede  exigir,  que  tal 
»  regla  sea  comunmente  observada  en  la  práctica  ge- 
»  neral,  sin  requerir  que  lo  sea  siempre  y  absoluta- 
»  mente  :  puede  ser  que  ningún  inconveniente  social 
»  se  oponga  á  que,  en  ciertos  casos  excepcionales,  y 
»  en  virtud  de  convenciones  formales,  se  derogue  esta 
»  regla  general.  Por  otra  parte,  puede  suceder  que  el 
»  interés  general  exija,  el  respeto  absoluto  de  la  dispo- 
»  sicion  que  la  ley  adopta,  y  se  oponga  á  toda  deroga- 
»  cion,  á  toda  estipulación  contraria.  Es  á  este  último 
»  caso,   únicamente,  que  se  aplica  el  artículo  6"  del 
))  Código  civil ;  y  para  aplicarlo,  es  preciso  investigar 
»  ante  todo,   cuál  ha  sido  la  intención  'del  legislador. 
»  Aplicando  esta  doctrina   á  la  cuestión   que  nos 
»  ocupa,  vemos  que  el  legislador  podía  elegir  entre  los 
»  dos  sistemas  siguientes  :  —  ó  prohibir  absolutam-cnte 
»  toda  exigencia  de  pago  en  numerario,   aun  en   la 
»  hipótesis  de  una  estipulación  formal,  —  ó  establecer 
»  el  curso  forzoso  de  los  billetes  de  banco,  para  los 
»  casos  infinitamente    numerosos   en  que  las  partes 
»  nada  han  dicho  en  la  convención,  sobre  el  modo  de 
»  pago,  y  dejándolas  en  libertad  de  lijar  ese  modo,  si 
»  tienen  en  ello  un  interés  especial. 
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»  A  pi'iori,  no  se  puedo  decir  que  el  orden  jn'iblico 
))  esté  interesado  en  la  adopción  de  un  sistema  mas 
))  que  en  el  otro.  La  cuestión  depende  de  la  aprecia- 
»  cien  de  las  circunstancias  generales  económicas  de 
»  la  éi)oca,  y  no  se  la  resuelve  diciendo,  como  la 
^>  mencionada  sentencia,  (jue  se  trataba  de  conjurar 
j)  una  crisis  monetaria  inminente  ;  y  que  la  ley  parti- 
))  cipaba  del  carácter  de  las  leyes  de  policía  y  de 
»  seguridad.  La  cuestión  queda  siempre  la  misma: 
»  ¿hasta  dónde  llega  el  ])eligro  de  la  crisis?  —  ¿En 
))  qué  medida  una  restricción  á  la  libertad  común,  era 
»  necesaria? — Tocaba  al  legislador, únicamente,  escla- 
»  recemos  sobre  este  punto  ;  y,  en  la  duda,  debería 
»  uno  pronunciarse  en  favor  de  la  libertad.  » 

M.  Boistel,  hace  en  seguida  un  rápido  análisis  de 
las  circunstancias,  calcula  el  inmenso  número  de  trans- 
acciones á  (¡no.  necesai'iamente  del)eria  ai)licarse  el 
})apel,  recuerda  la  prosperidad  íinanciera,  que  no 
liabia  dejado  al  curso  forzoso  mas  que  un  papel  secun- 
dario y  puramente  defensivo,  declara  que  los  pagos 
en  metálico,  tan  frecuentomcuitc*  empleados,  no  han 
traido  ningún  perjuicio  á  los  intereses  generales  de  la 
nación,  ni  al  orden  público,  y  termina  esta  parte  de 
su  argumentación,  diciendo  :  —  a  Dejemos  á  un  lado 
»  estas  consideraciones  derivadas  de  lascircunstancios 
))  en  que  la  ley  ha  sido  votada,  y  de  aquellas  en  que 
»  debia  funcionar.  Ellas  no  jiodiiau  conducirnos  sino 
»  á  una  iul('r[)relacion  del  lodo  favorable  á  la  lil)ertad 
»  de  las  convenciones.  Busquemos  el  pensamiento  del 
»  legislador  en  el  lexto  mismo  de  la  ley,  y  pregunté- 
))  monos,  lio  lo  (pie  ha  debido  (')  jiodido  querer;  sino 
»  lo  que  ha  (piei'ido,  lo  (pie  ha  ex[)resado. 

V  Encontramos  aqui,  destle  el  primer  momento,  el 
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»  argumento  derivado  de  la  ausencia  de  toda  disposi- 
))  cion  prohibitiva  en  la  ley.  Este  argumento,  nos 
))  parece  poderosamente  corroborado  por  las  conside- 
))  raciones  que  preceden.  No  insistiremos  en  él.  Des- 
))  pues  de  este  argumento,  que  no  es  menos  fuerte  por 
»  ser  negativo,  veamos  si  el  texto  no  nos  ofrece  argu- 
)^  mentos  positivos. 

»  ¿Cómo  ha  procedido  el  legislador  de  1870?  Asi- 
))  milando  los  billetes  de  banco  á  las  otras  monedas 
»  legales  ;  eso  nos  bastará  para  fundar  nuestra  tesis. 
))  Es  preciso  no  dejarse  engañar  por  la  denominación 
»  del  curso  forzoso  ;  si  hay  curso  forzoso  para  los 
»  billetes  de  banco,  lo  hay  únicamente,  al  mismo  título 
))  que  para  las  demás  monedas  de  curso  legal.  —  Hé 
))  aquí  como  se  expresa  el  legislador :  —  «Art.  1 .°  A  partir 
))  del  dia  de  la  promulgación  de  la  presente  ley,  los 
))  billetes  del  Banco  de  Francia,  serán  recibidos  como 
»  moneda  legal,  por  las  cajas  públicas  y  por  los  par- 
»  ticulares.  »  —  «  Los  billetes  del  Banco  de  Francia, 
»  están,  pues,  sometidos  á  las  mismas  reglas,  ni  mas 
»  ni  menos  rigurosas,  que  las  demás  monedas  de 
»  curso  legal  en  Francia.  Nuestra  cuestión  sobre  el 
»  terreno  del  texto  de  la  ley,  consiste,  pues^  en  pre- 
»  guntarnos  de  una  manera  general,  si  el  carácter  legal 
))  conferido  á  una  moneda  cualquiera,  se  opone  á  que 
»  se  pueda  estipular  válidamente  en  un  contrato,  que  el 
))  pago  no  se  hará  en  esa  moneda.  Y  aquí  la  cuestión 
»  se  ensancha ;  reviste  un  interés  general  y  pcrma- 
»  nente,  que  sobrevivirá  á  la  abolición  del  curso  forzoso 
»  de  los  billetes;  y  pone  en  juego  la  libertad  de  las 
»  convenciones  sobre  una  multitud  de  puntos  que 
»  pueden  ser  de  una  importancia  capital  para  lodos 
))  los  ciudadanos.  » 
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El  Dr.  Boistel,  compara  la  disposición  del  Código 
penal,  que  prohibe  negarse  á  recibir  monedas  nacio- 
nales, por  el  valor  que  tengan  en  la  circulación,  con 
las  de  los  Códigos  comercial  y  civil,  que  establecen, 
que  una  letra  debe  pagarse  en  la  moneda  que  indique, 
y  que  un  acreedor  no  puede  ser  obligado  á  recibir  una 
cosa  distinta  de  la  que  le  es  debida.  Sostiene  que  á  pe- 
sar del  aparente  choque  de  esas  dispociciones,  es  lícito 
pactar  que  el  pago  se  verifique  en  determinada  moneda 
con  exclusión  de  otras.  «  La  opinión  contraria,  agrega, 
»  produciría  las  consecuencias  mas  perniciosas,  las 
»  dificultades  mas  deplorables  en  la  transacciones 
))  comerciales,  y  aun  en  los  actos  mas  simples  de  la 
))  vida  civil.  Si  no  se  puede  estipular  un  pago  en 
))  ciertas  especies,  todas  las  operaciones  de  cambio 
»  quedan  inmediatamente  suspendidas ;  la  circulación 
»  activa  del  numerario  es  imposible  ;  no  hay  ya  reme- 
))  dio  para  evitar  la  abundancia  do  ciertas  monedas  en 
»  un  punto,  su  escasez  en  otro.  Seria  necesario  prohi- 
))  bir  al  que  comercia  con  un  pais,  en  que  uno  solo  de 
))  los  metales  tiene  curso,  procurarse  en  Francia,  el 
))  metal  que  necesita ;  al  que  debe  emprender  un  viaje, 
»  asegurarse  cierta  suma  en  oro  para  llevarla  ;  al  que 
»  tiene  obreros  que  pagar,  hacerse  prometer  piezas  de 
»  moneda  de  vellón,  de  plata  y  cobre.  Cuando  no  haya 
))  curso  forzoso  de  los  billetes  de  banco,  sei'á  preciso 
))  prohibir  que  el  pago  se  haga  en  billetes  de  banco  y  no 
))  en  especies  metálicas.  Sí;  será  preciso  llegar  á  ese 
»  punto,  y  llegar  irresistiblemente,  ¿¡  fovtiori.  Sí  no  se 
»  puede  escoger  entre  dos  monedas  que  igualmente 
»  tienen  curso  forzoso,  ¿cómo  podrían  pi;eferírse  los 
))  billetes  que  no  lo  tuvieran,  á  las  especies  metálicas  que 
»  lo  tienen?  El  orden  público,  tal  como  se  le  entiende, 
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»  se  opondría.  —  Digamos,  pues,  con  la  inmensa 
»  mayoría  de  los  autores,  que  en  tiempo  normal,  se 
V  puede  estipular  el  pago  en  una  moneda  que  tenga 
))  curso  legal,  con  exclusión  de  las  otras. 

»  Pero  entonces,  de  esto  evidentemente  se  deduce, 
»  que  estando  los  billetes  del  Banco  de  Francia,  según 
»  el  texto  de  la  ley  de  1870,  asimilados  á  las  otras 
«monedas,  se  puede  por  una  estipulación  formal, 
i>  escoger  entre  esas  dos  especies  de  moneda,  separar 
»  la  una  y  hacerse  prometer  el  pago  en  la  otra  especie, 
»  apartar  los  billetes  para  hacerse  pagar  en  oro  ó  en 
»  plata.  Hemos  demostrado  que  ese  sistema,  no  es 
»  contrario  al  interés  público,  que  la  práctica  no  ha 
»  revelado  en  él,  el  menor  inconveniente,  en  el  actual 
»  estado  económico  de  la  Francia.  La  prohibición  que 
»  se  quiere  imponer  á  las  convenciones  de  las  partes, 
))  herirla,  por  el  contrario,  los  intereses  mas  legítimos  ; 
))  destruiría  todas  las  operaciones  de  cambio,  que  tan 
))  útilmente  se  hacen  entre  las  especies  metálicas  y  los 
»  billetes  de  banco ;  impediría  que  un  particular,  al 
))  depositar  en  un  banco  cierta  suma  en  especie,  pu- 
))  diera  estipular  que  le  fuera  devuelta  en  especie ; 
))  y  en  tiempo  de  crisis,  se  opondría  á  esos  depósitos 
»  que  devolverían  por  algún  tiempo  á  la  circulación, 
»  esas  sumas,  que  de  otra  suerte  quedaran  ocultas  é 
»  inactivas,  en  las  cajas  de  los  particulares,  obligados 
»  á  conservarlas,  si  quieren  en  un  momento  dado  tener 
))  numerario.  —  Todo  nos  conduce,  pues,  á  decir, 
»  que  la  estipulación  de  un  pago  en  especies  metálicas, 
»  no  es  en  manera  alguna  contraria  al  curso  forzoso 
»  de  los  billetes  de  banco,  tal  como  lo  ha  entendido  el 
»  legislador  de  1870  ;  que  no  es  en  manera  alguna 
))  contraria  al  interés  general,  tal  cual  lo  ha  entendido 
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))  ese  mismo  legislador,  y  tal  como,  desde  esa  época, 
»  las  circunstancias  lo  han  manifestado ;  y  que,  por 
))  consiguiente,  esa  estipulación  es  perfectamente  lí- 
»  cita(l).  » 

¿Habria  algo  que  agregar  á  la  concluyente  exposi- 
ción de  principios  sobre  la  manera  de  apreciar  el 
interés  público,  y  de  aplicarlo,  para  determinar  la 
inteligencia  y  alcance  de  una  ley  de  curso  forzoso  ?  — 
Una  simple  observación,  desde  luego,  que  nos  es  pe- 
culiar, cual  es  la  de  que,  las  conclusiones  que  deduce, 
no  habrían  dado  ocasión  entre  nosotros  á  un  debate 
jurídico  ;  porque  han  sido  aceptadas,  de  mucho  tiempo 
atrás,  por  la  jurisprudencia  y  la  doctrina,  y  revisten 
en  nuestra  legislación,  el  elevado  carácter  de  reglas 
establecidas.  Es  fuera  de  duda,  que  según  nuestro 
derecho,  las  obligaciones  deben  cumplirse  en  la  moneda 
que  designen  ;  que  la  estipulación  de  un  pago  en  metá- 
lico ,  es  perfectamente  legal  y  válida ;  que  cumple  el 
deudor  entregando  moneda  de  la  misma  especie,  ó 
papel  moneda,  al  cambio  del  dia  del  pago,  según  la 
cotización  pública,  lo  que  equivale  á  entregar  un  valor 
equivalente,  y  aun  la  moneda  misma  estipulada,  en  su 
acepción  jurídica.  Necesitamos,  y  tenemos  garantidas 
por  las  leyes,  la  libertad  de  las  convenciones,  la 
amplia  facultad  de  cambiar  los  metales  por  el  papel, 
sin  la  cual  no  habríamos  podido  retener  en  nuestro 
mercado  los  metales  preciosos,  ni  conservarlos,  ni  pro- 
mover muestra  comunicación  y  relaciones  comerciales 
con  el  resto  del  mundo  civilizado. 

La  disertación  de  M.  Boistel,  nos  presenta,  pues, 
únicamente  un  interés  secundario ;  ({ueríamos,  apenas, 

(1)  I).\LLuz,  Jurispi'uüonce  (jciicralc,  lüú'S,  pág.  177. 
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mostrar  con  un  testimonio  intachable,  cómo  carece  de 
autoridad  una  sentencia,  que  obedece  al  recuerdo  de 
la  época  de  los  asignados,  que  consagra  una  doctrina 
desechada  en  la  práctica  de  los  negocios  y  categórica- 
mente destruida  por  la  lógica  del  raciocinio  ;  cómo  la 
verdad  científica,  de  que  estamos  en  posesión,  empieza 
recien  á  dominar  los  espíritus  mas  elevados ;  y  cómo, 
en  fin,  es  el  eco  de  esos  primeros  debates  y  el  pres- 
tigio de  la  autoridad  que  entre  nosotros  ejercen  las 
teorías  de  derecho  del  viejo  mundo,  lo  que  ha  dado 
causa  á  la  cuestión  que  debatimos. 

Preguntemos  con  M.  Boistel,  ¿qué  es  lo  que  ha  que- 
rido, y  lo  que  ha  dicho  la  ley  de  17  de  mayo?  —  Lo 
que  ha  querido  la  ley  es  salvar  de  una  ruina  inmediata 
al  Banco  de  la  Provincia,  amenazado  por  la  exigencia 
de  conversión,  cuando  el  fondo  metálico  de  la  oficina 
de  cambio,  estaba  agotado;  quería  llenar,  además, 
en  la  circulación,  el  vacío  qne  dejara  todo  el  oro  que 
durante  la  crisis  había  salido  del  país,  para  saldar 
nuestras  obligaciones  con  el  comercio  extranjero.  — 
Para  conseguir  lo  primero,  exoneró  al  Banco  de  la 
obligación  de  convertir  en  metáUco  los  billetes,  emi- 
tidos hasta  entonces  al  portador  y  á  la  vista,  y  el 
antiguo  papel  moneda,  á  razón  de  ^25  por  uno.  Para 
obtener  lo  segundo,  declaró  de  curso  legal  los  billetes 
metálicos,  que  carecían  de  esta  calidad,  porque  no  se 
la  dieron  las  leyes  de  la  Provincia  que  autorizaron  su 
emisión ;  y  porque  las  leyes  nacionales  se  limitaron  á 
reconocerlos  como  moneda,  mientras  fueran  conver- 
tibles á  ia  vista  (1). 

El  texto  de  la  ley  de  17  de  mayo,  está  de  perfecto 

(1)  Leyes  de  22  de  ootiibre  de  18GC>,  17  de  enero  de  1870  y  30  de  junio  de  1873, 
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acuerdo  con  estos  propósitos.  Por  su  artícuo  1°  exo- 
nera al  Banco  de  la  conversión  de  los  billetes  metá- 
licos y  del  papel  moneda  á  razón  de  25  por  uno  ;  y  dice 
en  el  2°;  «  Los  billetes  del  Banco  de  la  Provincia,  se- 
))  rcin  do  curso  legal  para  el  pago  de  las  obligaciones  á 
))  metálico,  como  lo  es  el  papel  moneda  de  la  misma.  » 
La  ley  equipara  y  asimila  el  billete  de  banco  al  papel 
moneda ;  le  da  curso  legal  que  no  tenia,  para  colocarlo 
en  las  mismas  condiciones  que  este  último  y  declara  en 
consecuencia  que  se  aplicará  al  pago  de  las  o])liga- 
ciones  á  metálico,  como  el -papel  moneda  se  aplica,  y 
en  sus  mismas  condiciones,  porque  ambos  revisten 
igual  carácter. 

Si  los  términos  perfectamente  claros  de  la  ley,  se 
encuentran,  pues,  en  completo  acuerdo  con  sus  noto- 
rios propósitos,  es  evidente  que  el  interés  público  está 
comprometido  únicamente,  en  que  el  Banco  no  sea 
obligado  á  convertir  el  papel  por  oro,  y  en  que  los 
billetes  metálicos  conserven  el  curso  legal,  para  el  pago 
de  las  obligaciones. 

El  billete  de  banco,  no  podia  tampoco  quedar  en  otras 
condiciones,  porque,  aun  cuando  la  ley  no  lo  dijera, 
por  el  hecho  solo  de  ser  inconvertible  y  de  tener  curso 
legal,  queda  trasformado  en  papel  moneda,  ó  en  mo- 
neda corriente,  según  la  expresión  peculiar  que  gene- 
ralmente empleamos  para  designarlo.  Por  consiguiente 
toda  convención  que  no  tienda  á  violar  el  propósito  ni 
el  texto  de  la  ley,  es  decir,  que  reconozca  el  curso  legal 
del  papel  moneda,  y  respete  la  exoneración  de  conver- 
sión, que  favorece  al  Banco,  está  plenamente  fuera  del 
alcance  de  la  regla  que  anula  las  convenciones  deroga- 
torias de*  las  leyes  de  orden  púljlico. 
'    Podemos  todavía  agregar,  que  el  orden  público  com- 
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prometido  en  una  ley  de  curso  forzoso,  solo  puede  con- 
sistir en  la  observación  del  curso  legal  de  la  moneda; 
y  que  pretender  extenderlo  hasta  el  mantenimiento 
del  valor  escrito  del  billete,  es  una  utopia  irrealizable, 
que  la  razón  rechaza,  y  á  que  la  naturaleza  se  opone 
con  la  fuerza  irresistible  de  un  imposible.  La  ley  no 
puede  decretar  el  valor,  por  la  misma  razón  que  no 
puede  decretar  la  prosperidad,  ni  el  buen  tiempo ;  por- 
que el  valor  es  una  relación  de  cambio,  y  un  efecto  de 
la  voluntad  individual ;  relación  y  efecto,  que  no  se 
encuentran  al  alcance  del  poder  público.  La  ley  no 
puede  fijar  el  valor  del  papel  moneda  con  relación  al 
oro,  ni  con  relación  á  ninguna  de  las  cosas  que  por 
él  pudieran  cambiarse ;  porque  la  naturaleza  no  con- 
siente un  valor  invariable,  y  la  idea  misma  envuelve 
un  contrasentido  que  no  seria  posible  salvar.  Por  eso 
el  billete  de  banco  ha  conservado  su  valor  escrito, 
mientras  el  hecho  acompañaba  la  declaración,  mientras 
existia  la  conversión ;  y  ha  cambiado  de  valor,  ha  te- 
nido solo  el  valor  corriente,  desde  el  momento  en  que 
el  cambio  á  la  par,  no  era  ya  un  hecho  positivo,  desde 
el  instante  en  que  por  el  curso  forzoso  se  ha  trasfor- 
mado  en  papel  moneda.  Asi  ha  sucedido  entre  nosotros 
en  1826  y  1875  ;  así  ha  sucedito  lambien  en  todas 
partes,  en  todas  las  épocas  ;  asi  suc-ederá  siempre,  á  pe- 
sar de  las  opiniones  contrarias,  de  las  sentencias  y  de 
las  leyes,  que  intentaran  desconocer  la  verdad  de  las 
cosas  y  las  relaciones  necesarias  fundadas  en  su  pro- 
pia naturaleza. 

¿  Qué  significarla  el  orden  público,  si  él  consistiera 
en  el  valor  escrito  del  billete,  en  presencia  deesa  prác- 
tica contraria  de  los  negocios,  públicamente  observada, 
á  vista  de  la  autoridad  y  con  su  conocimiento  y  apro- 
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bacion  ?  ¿  Qué  significaría  un  orden  público  conculcado 
por  la  ley  misma  y  por  medio  de  sus  órganos  mas  ca- 
racterizados, cada  vez  que  necesitan  metálico  ó  tomar 
un  cambio,  y  cada  semana,  cuando  piden  á  la  Bolsa 
el  precio  corriente  del  papel,  para  determinar  el  equi- 
valente que  puede  darse  en  pago  de  contribuciones  na- 
cionales ? 

No  puede  decirse  ({ue  un  estado  de  cosas  que  jamás 
ha  existido,  ni  puede  existir,  constituya  el  orden  públi- 
co ;  porque  razonablemente  no  puede  pretenderse,  como 
eventual  ó  permanente,  un  orden  social,  un  interés  pú- 
blico imposible. 


VI 


Opinión  de  los  autores  y  jurisprinlencia  extranjera  respecto  del  curso 
forzoso.  —  Su  inaplicabilidad  ante  nuestros  Códigos  y  la  doctrina 
en  que  estos  se  fundan. 


Examinando  la  cuestión  que  debatimos,  á  la  luz  de 
los  principios  y  de  las  leyes  económicas,  sobre  el  va- 
lor y  la  moneda,  en  sus  términos  generales  y  en  su 
aplicación  á  nuestro  sistema  ;  sometida  también  al  cri- 
terio de  nuestra  legislación  propia  y  la  doctrina  que  lia 
formado  nuestras  costumbres  y  constituido  nuestro  de- 
recho desde  1826  ;  y  desvirtuados  por  último  los  argu- 
mentos derivados  de  las  circunstancias  extraordinarias 
en  que  el  curso  forzoso  se  presenta,  de;  la  naturaleza  y 
alcance  de  la  ley  que  lo  establece  y  de  la  consideración 
de  orden  público  que  reviste,  solo  nos  queda   que  tra- 
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tar,  de  la  importancia  c^e  tengan  la  opinión  de  los  au- 
tores y  la  jurisprudencia,  que  en  apoyo  de  la  tesis  con- 
traria se  presenten  para  autorizarla. 

Hemos  dicho  antes  de  ahora,  que  la  doctrina  jurídi- 
ca y  económica,  que  forma  nuestro  derecho  y  nuestros 
usos,  y  que  en  esta  ocasión  defendemos,  es  una  doc- 
ti'ina  nueva,  ñuto  de  las  últimas  conquistas  de  la  cien- 
cia económica,  que  empieza  recien  á  ejercer  su  benéíka 
influencia  en  la  legislación,  pero  que  no  está  aun  bas- 
tante difundida,  ni  ha  sido  todavía  aceptada,  en  el  vie- 
jo mundo.  Las  verdaderas  nociones  de  la  moneda  y  el 
valor,  los  principios  fijos  que  las  gobiernan  y  dirigen 
en  su  manifestación  y  en  sus  funciones,  no  han  im- 
preso todavía  el  sello  de  la  verdad  en  la  legislación 
europea  ;  y  la  generalidad  délos  Códigos,  como  los  de 
Francia  é  Italia,  repiten  todavía  con  Papiniano  :  — In 
pecuniam  non  corpora  quis  cogitat ,  sed  quantitatcni ; 
ó  con  Paulo  en  el  texto  antes  citado,  non  tam  ex  sub- 
slantia  procbet,  qiiam  ex  quantitate.  Así  la  obliga- 
ción que  resulta  de  un  préstamo  de  dinero,  tiene  legal- 
ménte  por  objeto  la  cantidad  numérica  enunciada  en 
el  contrato,  y  no  el  valor  que  la  suma  enunciada  ex- 
presa (Ij. 

Una  regla  semejante  que  reposa  sobre  el  manifiesto 
error  de  atribuir  el  valor  de  la  moneda  á  la  voluntad 
del  soberano,  suponiendo  que  este  puede  discrecional- 
mente  fijar  el  que  le  parezca,  porque  es  el  sello  del 
Estado,  y  no  la  cantidad  de  metal,  ni  el  aprecio  que  de 
él  se  haga  en  los  cambios,  lo  que  le  da  valor,  no  puede 
menos  de  inducir  opiniones  equivocadas  y  doctrinas 
deplorables,  de  que  participan  naturalmente  los  esícri- 

1)  Arliculos  iOOó  del  Cúd ,  francés  y  1821  del  Gúd.  ¡Inüaiio. 


1!2(!  CURSO  FORZOSO. 

tores  y  los  jurisconsultos  que  comentan  y  explican    la 
viciosa  teoría. 

No  es,  pues,  sin  desconfianza,  sino  al  contrario, 
con  mucha  precaución,  que  pueden  recibirse  las  opi- 
niones de  los  escritores  de  aquellas  naciones,  cuya  le- 
gislación no  ha  sido  depurada  aun  de  los  antiguos  er- 
rores. Nuestro  codificador  ha  tenido  la  prudencia  de 
constatar  nuestro  progreso,  cuando  después  de  recor- 
dar el  falso  principio  de  la  ley  romana,  declara,  «  que 
por  cierto  la  moneda  no  se  estima  hoy  por  la  cantidad 
que  el  sello  oficial  designe,  sino  por  la  sustancia,  por 
el  metal,  oro  ó  plata  que  contenga.» 

•Solo  un  extraño  olvido  de  nuestros  antecedentes 
doctrinarios  y  legales,  ó  una  lamentable  sumisión  á  la 
autoridad,  generalmente  tan  respetable,  de  los  juris- 
consultos europeos,  ha  podido  inducirla  afirmación  de, 
«  que  recibir  la  moneda,  pero  dejarle  su  precio  en  su 
))  relación  con  el  oro,  es  sustituirse  á  la  autoridad,  de- 
y)  jando  que  el  sello  sea  el  que  el  agio  quiera  imponerle, 
))  pero  no  el  que  esta  le  ha  impuesto,  haciéndose  uso 
»  de  ese  derecho  supremo  de  propia  conservación,  que 
»  tiene  toda  sociedad  organizada. 

No  son,  pues,  en  general,  ni  admisibles,  ni  proce- 
dentes, sobre  este  punto  de  nuestra  legislación,  las 
opiniones  de  autores  que  escriben  bajo  la  influencia  de 
una  doctrina  legal,  enteramente  contraria,  y  que  aun 
soportan  el  yugo  del  antiguo  error.  No  deberíamos,  por 
eso,  detenernos  á  examinar  las  que  se  han  aducido  en 
apoyo  de  tal  afirmación;  pero  tenemos  interés  en  recti- 
ficar algunas  de  esas  citas,  que  ó  no  corresponden  á  la 
cuestión  que  debatimos,  ó  no  son  decisivas  en  el  sen- 
tido que  se  invocan. 

Ante  todo,  debemos  observar,  que  la  doctrina  de  los 
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escritores  franceses  en  esta  materia,  tiene  por  base 
estas  dos  reglas  que  limitan  el  terreno  legal  de  sus  ex- 
ploraciones. 

1."  Que  según  la  disposición  del  artículo  1895  del  Có- 
digo civil,  « la  obligación  que  resulta  de  un  préstamo  de 
))  dinero  no  es  siempre,  sino  de  la  suma  numérica  enun- 
»  ciada  en  el  contrato.  Si  hay  aumento  ó  diminución 
»  en  las  monedas,  antes  de  la  época  del  pago,  el  deudor 
»  debe  dar  la  suma  numérica  prestada^  y  no  debe  dar 
»  sino  esta  suma  en  las  especies  que  tengan  curso  le- 
»  gal  en  el  momento  del  pago.  In  pecunia,  non  cor- 
)-)  pora  qiiis  cogitat ,  sed  quantitatem.  Lo  que  las 
»  partes  consideran  solamente  en  las  especies  amoneda- 
»  das,  no  es  el  valor  intrínseco  del  metal,  como  cuando 
»  se  refieren  á  lingotes  ;  es  la  representación  legal  del 
»  valor  significado,  por  el  cual  el  Estado  las  ha  entre- 
»  gado  á  la  circulación.  »  Así  se  expresa  Demolombe, 
de  acuerdo  con  todos  los  escritores  de  derecho,  que 
convienen  también,  en  que  esta  disposiciones  general, 
aun  cuando  figure  en  el  título  del  préstamo  ;  y  que  se 
aplica  á  todas  las  obligaciones  que  tienen  por  objeto 
una  suma  de  dinero. 

2°  Que  una  terminante  disposición  del  Código  penal 
(art.  415),  castiga  con  multa,  «  á  los  que  rehusen  reci- 
bir especies  ó  monedas  nacionales,  según  el  valor  por 
el  cual  tienen  curso  legal  «.  Disposición  que  restringe 
los  derechos  del  acreedor,  y  que  ha  suscitado  gran  dis- 
cusión para  procurar  conciliaria  con  el  artículo  1248 
del  Código  civil,  según  el  que,  no  puede  ser  obligado  el 
acreedor  á  recibir  otra  cosa  que  aquella  que  le  es  de- 
bida ;  y  con  el  143  del  Código  de  comercio,  que  permite 
estipular  el  pago  en  moneda  determinada. 

Con  la  reserva  consiguiente  á  esta  observación,  ve- 
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riíiquemos  ahora  la  opinión  de  los  jurisconsultos  que 
se  citen  en  apoyo  de  la  tesis  contraria  : 

Laurenl,  aprueba,  es  verdad,  la  opinión  de  la  Corte 
de  Casación,  que  anulaba  como,  contraria  al  orden  pú- 
blico la  cláusula  de  un  contrato  que  estipulaba,  que  el 
pago  debia  hacerse  en  moneda  de  oro,  con  exclusión 
de  los  billetes  de  curso  forzoso.  Desde  luego,  ni  la 
decisión  de  la  Corte  de  Casación,  ni  la  opinión  de  ese 
autor  en  esto  punto,  son  procedentes  ó  decisivas  en 
la  cuestión  que  debatimos,  porque  no  se  trata  en  efecto 
de  excluir  como  medio  de  liberación  el  papel  de  curso 
forzoso  ;  sino  de  saber  si  el  acreedor  está  obligado  á 
recibirlo  por  su  valor  escrito,  lo  que  es  bien  diferente. 
Laurent  agrega  (núm.  564) :  —  ¿Por  qué  valor  se  recibi- 
rán las  monedas  si  ha  habido  aumento  ó  diminución  en 
el  curso  legal?  Y  recordando  el  principio  establecido 
en  el  artículo  1895  del  Código  civil,  declara,  «que  ese 
principio  deriva  de  la  naturaleza  misma  de  la  moneda; 
es  un  medio  de  cambio.  Lo  que  las  partes  consideran 
en  la  moneda,  es  el  valor  que  la  ley  le  atribuye ;  por- 
que es  este  valor  el  que  representa  el  precio  de  las  co- 
sas, es  mas  bien  la  suma,  que  las  especies,  lo  que  las 
partes  tienen  envista»;  opinión  y  principio,  como  se 
ve,  perfectamente  contrarios  al  que  adopta  nuestra  ley 
civil  y  ha  prevalecido  en  nuestro  derecho. 

Demoloinhe,  en  el  párrafo  núm.  :259,  dice:  «  Las 
»  partes  no  pueden  ni  directa  ni  indirectamente  dero- 
»  gar  por  sus  convenciones,  el  principio  que  el  arti- 
»  culo  1895  ha  convertido  en  ley.  Seria  preciso  consi- 
»  derar  como  nula  toda  cláusula  por  la  cual  se  hubiera 
))  conv(>nido  que  el  jiago  de  una  suma  de  dinero  no  po- 
»  dria  hacerse  según  el  valor  nominal  de  las  especies 
»  en  la  época  del  i)ago  ;  ó  que  estipulara  el   abono  de 
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»  alguna  suma  á  título  de  indemnización  por  la  diferen- 
))  cía,  en  el  caso,  que  el  valor  legal  de  la  moneda  sufriera 
»  modificaciones,  en  virtud  de  una  ley,  en  el  intervalo 
»  de  tiempo  entre  la  convención  y  el  pago.  » 

(( Duraii¿on{[),  ha  expresado  una  opinión  contraria 
))  fundándose  en  el  articulo  143  del  Código  de  comercio 
»  que  dice  :  —  Una  letra  de  cambio  debe  ser  pagada 
»  en  la  moneda  que  indique.  ¡Sí,  sin  duda!  Creemos, 
»  en  efecto,  que  si  la  convención,  cualquiera  que  sea, 
»  comercial  ó  civil,  indica  la  moneda  en  la  cual  ei 
))  pago  debe  hacerse,  esta  convención  será  lícita  y  de- 
»  berá  ser  cumplida;  y  eso  sin  distinguir  si  las  partes 
»  han  indicado  moneda  francesa,  ó  moneda  extranjera; 
))  porque  no  apercibimos  en  el  uno  ó  en  el  otro  caso, 
»  motivo  alguno  para  decir  que  esta  convención  seria 
»  contraria  al  orden  público.  Lo  que  pretendemos  es  que, 
»  cuando  el  pago  debe  ser  hecho  en  moneda  francesa, 
»  no  es  permitido  estipular  que  ella  sea  considerada 
))  por  un  valor  superior  ó  inferior  á  su  valor  legal. 

Entonces  pues,  la  opinión  de  este  eminente  escritor, 
lejos  de  ser  adversa  á  nuestra  tesis,  la  sostiene  abier- 
tamente, puesto  que  siendo  legal  y  licita  una.  conven- 
ción que  estipule  el  pago  en  oro,  esa  convención 
debiera  cumplirse  en  moneda  de  esta  clase  y  no  en  otra 
cualquiera,  lo  que  confirma  en  las  palabras  con  que  ter- 
mina el  núm.  26"2.  «  Guando  ocurre,  dice,  que  el  legis- 
))  lador  atribuye  curso  forsoso  á  un  valor  en  papel,  este 
))  valor  llena,  en  efecto,  en  el  comercio  de  los  cambios, 
))  el  oficio  de  una  moneda ;  y  todo  lo  que  acabamos  de 
))  decir  de  la  moneda  metálica,  debe,  en  consecuencia, 
»  ser  aplicado  á  ese  papel  moneda.  » 

(1)  Tomo  XU,  núm.  ;J3. 

I.  'J 
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Massé :  —  Por  una  equivocación,  sin  duda,  se  invoca 
la  opinión  de  este  escritor,  que  tanta  luz  ha  esparcido 
sobre  las  relaciones  del  derecho  comercial.  Permila- 
senos ,  restablecerla ,  trascribiendo  íntegros  los  pár- 
rafos en  que  la  emite  : 

((  Por  la  misma  razón,  dice  el  núm.  2123,  es  preciso 
»  que  la  moneda  empleada  en  el  pago  tenga  curso 
))  legal ;  es  decir,  que  la  autoridad  pública  garanta  su 
»  peso  y  su  título  ;  porque  toda  moneda  que  no  llevara 
»  consigo  esta  garantía  y  que  necesitara  ser  verificada 
))  en  el  momento  de  cada  cambio,  no  seria  mas  que 
))  un  lingote ;  y  no  ofrecería  ninguna  de  las  ventajas 
))  adheridas  á  la  confianza  que  inspira  la  moneda  y 
))  que  facilita  su  rápida  circulación. 

»  2124.   Se  sigue  de  esto,  que  el  deudor  de  una 
»  suma  de  dinero,  no  puede  libertarse  con  signos  que 
»  en  el  comercio  representan  la  moneda,  tales  como 
»  las  letras  de  cambio  ó  billetes  á  la  orden  aun  actual- 
»  mente  exigibles.  Tampoco  podría  obligarse  al  acree- 
»  dor  á  recibir  billetes  de  banco  que,  creados  para  la 
»  comodidad  del  commercio  y  la  facilidad  de  los  pagos, 
»  no  tienen  sin  embargo  curso  forzoso.  » 
En  la  secunda  edición  continuaba  diciendo  : 
«  El  papel  no  reemplaza  al  dinero,  sino  cuando  una 
s)  ley  ha  creado  un  papel  moneda,  asimilado  á  la  mo- 
))  neda  metálica,  y  al  cual  basta  que  la  ley  ordene  atrí- 
))  buir  confianza,  para  que  su  valor  sea  depreciado  y 
»  el  crédito  público  conmovido.  »  En  la  tercera  edición, 
en  lugar  de  las  precedentes  palabras,  se  han  publi- 
cado estas  otras  :  «  No  seria  aun  permitido,  cuando 
»  una  ley  de  orden  público,  da  á  los  billetes  de  banco 
))  un  curso  forzoso,  estipular  que  el  pago  se  haría  en 
)j  especie  de  oro  ó  de  plata  y  no  en  billetes  de  banco  ;  » 
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reproduciendo  así  el  punto  resuelto  por  la  Corte  de 
casación. 

Pero  él  sostiene  siempre  «  que  el  pago  puede  ser 
))  hecho,  por  estipulación  expresa,  en  moneda  deter- 
))  minada;  porque  el  contrato  es  la  ley  de  las  partes,  y 
K  no  es  permitido  á  los  jueces  huscar  en  él,  por  vía  de 
»  una  interpretación,  una  intención  contraria  á  la  que 
»  expresan  los  términos  de  la  convención  :  Observatio 
))  interpretativa  in  materia  monetarum  non  atten- 
»  di  tur,  guando  conventio  solvendi  est  ciara  et  iittc- 
))  raiis.  El  deudor  no  podría  tampoco  dispensarse  de 
))  pagar  en  la  moneda  estipulada,  bajo  el  pretexto  de 
))  su  escazez.  Debe  según  Scaccia,  procurársela  á  cual- 
))  quier  precio  :  Deiñtor  debet  speciem  pecunias  quam 
))  debet,  emere  omni  pretio.  —  Solo  la  ley  tendría  el 
))  poder  de  modificar  su  obligación,  por  ejemplo,  si  las 
»  especies  de  oro  con  las  cuales  había  prometido  pagar, 
);  llegaran  á  ser  desmonetizadas  )>  (núm.  2131). 

Critica  también,  con  no  menos  profundidad  de  ideas, 
que  energía  de  lenguaje  y  acopio  de  erudición,  el  error 
que  entraña  el  artículo  1895  del  Código.  —  «  Hoy,  dice, 
))  que  las  bases  de  la  Economía  Política  debían  haber 
»  penetrado,  si  no  en  las  masas,  por  lo  menos  en  las 
»  regiones  donde  se  preparan  y  se  interpretan  las  leyes, 
))  es  mas  difícil  darse  cuenta  del  artículo  1895  del  Có- 
»  digo  Napoleón,  y  de  las  aprobaciones  que  ha  encon- 
»  trado.  Si  es  cierto,  como  no  se  puede  dudar,  que  el 
»  valor  cambiable  de  la  modeda,  no  depende  del  valor 
j>  que  le  es  atribuido  por  la  autoridad  pública ,  sino  de 
))  su  valor  intrínseco^  combinado  con  el  valor  de  las 
))  cosas  por  las  cuales  puede  cambiarse,  de  tal  suerte 
»  que  se  obtiene  con  el  franco  de  cinco  gramos  el  doblé 
»  de'  lo  que  se  obtendría  con  un  franco  que  no  pesara 
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))  sino  dos  gramos  cinco  decigramos,  os  preciso  concluir 
))  que  la  base  del  artículo  1895  es  completamente  iló- 
))  gica  ;  y  ({ue  se  ha  tenido  razón  en  decir,  que  este 
»  artículo,  ha  admitido  los  viejos. errores  de  los  legistas 
))  sobre  la  moneda.  »  Y  agrega  en  el  núm.  "2134  :  «  La 
))  mayor  parte  de  los  autores  deciden,  que  no  se  debe 
»  considerar  la  estipulación  por  la  cual  se  hubiera  con- 
))  venido,  que  si  el  valor  legal  de  la  moneda  corriente 
))  llegara  á  ser  aumentado  por  acto  del  príncipe ,  el 
»  acreedor  seria  indemnizado  de  la  pérdida  que  este 
»  aumento  del  valor  nominal  le  ocasionarla.  Esta  cláu- 
»  sula,  dicen  ellos,  es  contraria  al  orden  público  ;  tiende 
»  á  desvirtuar  la  voluntad  del  soberano  sobre  el  curso 
»  legal  de  la  moneda  nacional ;  sustituye  al  valor  oli- 
))  cial,  un  valor  dependiente  de  la  apreciación  de  las 
»  partes  ;  deprecia  ó  desmonetiza  las  especies  marca- 
))  das  con  la  efigie  del  poder  soberano.  »  La  opinión 
de  Pothier  (dice  en  la  noüi)  está  curiosamente  fun- 
dada :  «  El  príncipe,  dice,  al  distribuir  su  moneda  á 
))  los  particulares,  para  que  les  sirva  de  signo  de  valor 
))  de  todas  las  cosas,  no  se  las  atribuye  sino  bajo  ese 
»  aspecto ;  no  se  puede,  pues,  prestar  la  moneda  en 
))  sí  misma,  sino  solamente  como  signo  de  la  suma 
»  que  plugo  al  príncipe  hacerle  signilicar.  Por  consi- 
^)  guíente,  no  se  puede  obligar  al  deudor  á  restituir 
))  otra  cosa  que  esta  suma  ;  y  toda  convención  contraria 
))  debe  ser  rechazada,  como  contraria  al  orden  público 
»  y  al  destino  que  el  príncipe  le  ha  dado  á  la  moneda.  » 
))  ¡Cuántos  ciTores  en  tan  pocas  palabras'!  exclama 
»  Massé.  Pero  yo  preliero  la  opinión  contraria  de 
))  M.  Duranlon,  fundada  en  que  la  ley,  suponiendo  que 
»  las  partes  consideran  habitualmente  á  la  moneda 
))  como  suma,  y  no  como  materia  de  un  valor  propio, 
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»  no  se  opone  á  qne  una  convención  particular  y  expresa 
))  estipule,  teniendo  envista  la  materia  y  no  la  suma  nu- 
»  meraria.  Non  tnmquam  sama  sed  tamqiiam  corpora.)) 

La  opinión  de  Massé  no  puede  ,  pues ,  ponerse  en 
duda,  ni  traerse  en  apoyo  de  una  doctrina  que  radical- 
mente combate  en  su  fondo  ;  pues  aun  cuando  él  refiera 
la  resolución  de  la  Corte  de  Casación,  no  por  eso  deja 
de  destruir  fundamentalmente  el  sistema  de  ideas  sobre 
que  reposa,  lamentando  la  ignorancia  de  los  principios 
económicos  sobre  la  moneda;  que  es,  sin  embargo,  la 
única  base  de  la  doctrina  del  artículo  1895. 

FoUeville,  se  encuentra  en  el  mismo  caso  que  Massé. 
Temiendo  peligros  imaginarios,  prefiere  la  solución  de 
la  Corte  de  Casación,  á  la  contraria  que  había  adop- 
tado la  Corte  de  Douai.  Pero  en  él  pueden  leerse  las 
siguientes  palabras,  que  muestran  al  mismo  tiempo  la 
incertidumbre  de  su  esi)iritu  por  ía  opinión  anterior- 
mente emitida ,  y  los  primeros  fulgores  de  la  verdad 
con  que  su  i-azon  se  alumbra. 

a  Hay,  dice,  una  última  combinación,  en  presencia  de 
»  la  cual,  estaríamos  dispuestos  á  volver  al  principio 
»  general  del  artículo  1134,  según  el  cual,  la  convención 
»  constituye  la  ley  de  las  partes  :  queremos  hablar  de  la 
))  especie  siguiente,  sobre  la  cual  se  nos  ha  llamado  la 
))  atención  recientemente  :  —  Pedro  vende  á  Santiago, 
))  después  de  la  })romulgacion  de  la  ley  de  P2  de  agosto 
))  de  1870,  un  inmueble,  por  la  suma  de  300,000  francos, 
»  é  inserta  en  el  contrato  la  cláusula  siguiente  :  El  ad- 
»  quiriente  pagará  en  oro,  ó  en  plata;  pero  si  quiere 
»  aprovechar  de  la  ley  de  curso  forzoso,  para  efectuar 
))  el  pago  en  billetes  de  banco,  deberá  agregar,  á  título 
))  de  suplemento,  una  suma  igual  al  premio  que  el  oro 
»  ó  la  plata  tuviesen  sobre  el  papel  el  día  del  pago.  »  — 
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»  Nos    inclinamos   á  considerar   semejante   cláusula 
»  como  válida  ;  poco  importa,  en  nuestra  opinión,  que 
»  ella  se  encuentre  en  un  contrato  anterior  ó  posterior 
»  á  la  ley  del  curso  forzoso.  Tal  cláusula  constituye, 
))  en  efecto,    mas  bien   una   estipulación    accesoria, 
»  induciendo  un  aumento  de  precio,  que  una  contra- 
))  dicción  formal  á  los  nuevos  principios.  El  pago  se 
»  hará,  á  voluntad  del  deudor,  en  billetes  de  banco, 
»  como  lo  quiere  la  ley,  en  el  interés  público  ;  solo  que 
))  habrá  lugar  á  agregar  una  suma  proporcional  á  la 
»  cifra  de  la  depreciación  del  papel  moneda,  absoluta- 
»  mente  lo  mismo  que  en  derecho  común,  un  deudor 
»  puede  alguna  vez  ser  obligado  á  pagar  intereses,  ó 
»  entregar  ciertos  objetos  in  specie,  además  del  abono 
))  del  principal  de  la  deuda.  La  suma  accesoria  podria, 
»  por  otra  parte,  ser  ella  misma  saldada  en  billetes  de 
»  banco.  Comparad  el  artículo  1243  del  Código  civil  y 
))  el  artículo  143  del  Código  de  comercio.  Es  este  el 
»  caso  de  aplicar  la  juiciosa  reflexión  de  un  viejo  autor : 
))  —  Seepissime  módica  differentia  facti,  maximam 
))  inducit  jurLs  diversitatem.  « 

Nada  mas  concluyente  podria  decirse  en  sostén  de 
nuestra  demanda.  Pedimos  el  pago  de  la  letra  en  oro 
efectivo,  y  estamos  dispuestos  á  recibir  el  equiva- 
lente en  moneda  de  curso  forzoso  en  el  momento  del 
pago.  Creemos  por  eso,  que  otra  equivocación  idéntica 
á  las  anteriores,  ha  podido  únicamente  invocar  la  opi- 
nión de  Folleville  como  favorable  á  la  tesis  contraria , 
siendo  de  advertir  que  él  mismo  ha  insistido  en  sus 
opiniones,  con  mayores  desenvolvimientos,  en  su  ex- 
tensa obra,  posterior  al  artículo  citado,  sobre  la  pose- 
sión de  muebles  y  títulos  al  portador,  página  393  y 
siguientes. 
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Pardessiis  piensa  del  mismo  modo,  que  para  desvir- 
tuar el  efecto  de  la  convención,  seria  necesario  una 
disposición  expresa  de  la  ley ;  y  los  demás  autores  cita- 
dos con  respecto  á  la  jurisprudencia  francesa,  solo  con- 
sideran el  punto,  bajo  el  aspecto  de  hacerse  obligatorio 
el  recibo  de  los  billetes  de  curso  forzoso,  en  pago  de  las 
obligaciones,  sin  preocuparse  especialmente  del  valor 
ó  de  la  validez  de  la  cláusula  convencional  que  fuera 
relativa  á  su  depreciación. 

De  todas  maneras,  la  doctrina  legal  francesa,  que 
tiene  por  base  la  determinación  del  valor  por  la  suma 
que  el  numerario  exprese,  y  no  por  la  cantidad  de  oro 
ó  plata  fina  que  contenga,  no  puede  ser  útilmente  apli- 
cada á  cuestiones  que  se  ventilan  bajo  un  derecho  dife- 
rente, que  deja  el  valor  de  la  moneda  á  la  apreciación 
común,  á  la  ley  que  rige  todos  los  valores,  y  para  el 
cual,  el  sello  del  Estado  no  significa  mas  que  la  exacta 
determinación  del  peso  y  ley  del  metal  que  la  moneda 
contiene.  Cambióse  la  base  de  la  doctrina  legal,  cual 
conviene  á  la  situación  respectiva  entre  uno  y  otro 
derecho  ;  y  la  lógica,  con  su  fuerza  irresistible,  cam- 
biarla la  opinión  y  las  conclusiones  de  los  juriscon- 
sultos que  la  comentan. 

Pasemos  ahora,  á  la  jurisprudencia  de  otras  nacio- 
nes, que  se  trae  también  á  consideración  para  fortificar 
la  teoría  del  pago  obligatorio  de  los  billetes  por  su 
valor  escrito. 

Nada  agregaremos  á  lo  que  hemos  dicho  respecto  .á 
la  jurisprudencia  francesa,  en  la  cual  solo  ha  inter- 
venido una  sentencia  de  la  Corte  de  Casación,  en  opo- 
sición á  otras  resoluciones  de  Cortes  inferiores.  La 
cuestión,  por  otra  parte,  no  ha  presentado  el  interés 
que  siempre  acompaña  este  género  de  debates  ;  porque 
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una  buena  administración,  y  los  numerosos  recursos 
de  la  nación,  la  han  permitido  salvar  de  sus  desastres 
políticos,  sin  gran  menoscabo  de  su  situación  econó- 
mica. La  Francia  ha  ofrecido  al  mundo  el  único  ejemplo 
de  una  nación,  que  ha  soportado,  librada  á  sus  propias 
fuerzas,  una  de  esas  profundas  conmociones,  que  todo 
lo  perturban,  sin  exageración  alguna  en  los  medios,  y 
sin  quebranto  de  sus  instituciones  financieras  y  de  sus 
establecimientos  bancarios.  Por  primera  vez  ha  podido 
observarse,  que  el  crédito  del  país  y  de  un  banco  de  Es 
tado,  mantuvieran  una  gran  circulación  de  papel,  au- 
mentada con  fuertes  emisiones,  sin  grave  depreciación 
de  su  valor,  con  relación  al  oro,  en  medio  de  una  com- 
pleta ruina  política,  y  de  una  laboriosa  y  difícil  reorga- 
nización interna.  El  curso  forzoso,  proclamado  como 
una  medida  de  salvación  en  momentos  supremos,  ha 
quedado  inactivo,  reducido  á  figurar  en  la  ley,  como  un 
medio  defensivo  de  las  considerables  reservas  del  banco, 
de  que  este  no  ha  tenido  que  hacer  uso.  El  banco  con- 
virtió siempre  sus  notas  é  hizo  honor  á  sus  pagos  en 
oro ;  aquellas  recuperaron  bien  pronto  el  poco  terreno 
perdido  al  principio;  y  circulan  hoy  libremente,  con 
todas  las  ventajas  y  sin  ninguno  de  los  inconvenientes 
y  peligros  del  papel  moneda. 

'No  es  extraño,  pues,  que  las  cuestiones  importantes 
que  el  curso  forzoso  levanta,  no  hayan  despertado  en 
esa  nación  el  vivo  interés  que  en  otras  partes  pro- 
mueven. Dos  ó  tres  casos,  únicamente,  han  idoá  buscar 
su  decisión  á  los  tribunales;  de  ellos,  solo  uno  ha  lle- 
gado á  la  Corte  de  casación ;  y  ese  mismo,  no  afectaba 
la  cuestión  de  fondo,  la  cuestión  del  valor. 

En  cuanto  á  la  jurisprudencia  italiana,  tomamos 
de  un  escrito  lleno  de  erudición,  debido  á  la  pluma 
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de  los  Dres.  Ellauri  y  Herrera  y  Obcs,  que  ha  visto  la 
luz  recientemente  entre  nosotros,  los  datos  siguientes  : 

«  Si  hay  algún  país  donde  las  leyes  de  curso  forzoso 
»  hayan  asumido  el  carácter  de  leyes  de  orden  público, 
))  —  por  los  términos  rigurosos  y  la  voluntad  mani- 
))  fiesta  del  legislador,  —  ha  sido  en  Italia.  Sin  em- 
»  bargo,  la  opinión  de  los  jurisconsultos  y  la  práctica 
))  de  los  tribunales,  están  alli  profundamente  divididas. 
))  En  una  ruidosa  causa,  promovida  por  la  Empresa 
»  de  la  Proveeduría  del  Ejército  Italiano  en  la  cani- 
))  paña  de  1866,  contra  el  ministerio  de  la  Guerra,  sobre 
))  la  forma  de  pago,  los  eminentes  jurisconsultos  Mari, 
))  Malenchini,  Astengo,  Bartoli  y  Sciolla,  sostuvieron, 
))  en  publicaciones  especiales,  la  tesis  de  que  el  decreto 
))  real,  que  promulgó  el  curso  forzoso  en  1866,  no  era 
))  una  ley  de  orden  público.  Los  jurisconsultos,  no  me- 
))  nos  ilustrados,  Rusconi  y  Piccimi,  han  sostenido  por 
»  el  contrario,  que  ese  decreto  por  su  origen  y  por  sus 
))  términos,  es  una  ley  de  orden  público. 

))  Las  Cortes  de  Apelación  de  Ñapóles,  de  Genova, 
»  de  Palermo,  de  Triani,  de  Spoleto,  de  Ancona  y  de 
))  Gatania,  han  desconocido  el  carácter  de  ley  de  orden 
))  público  al  decreto  real  de  1866,  declarando  en  con- 
»  secuencia  : 

»  Que  en  virtud  de  las  disposiciones  terminantes  del 
»  decreto  de  10  de  mayo  de  1866,  eran  nulos  todos  los 
))  pactos  y  contratos  particulares,  anteriores  á  la  pro- 
))  mulgacion  del  curso  forzozo,  en  que  se  estipulase 
»  entregar  moneda  de  oro  ó  plata  con  exclusión  del  pa- 
»  peí  moneda  ;  pero  que  ese  decreto  no  se  oponia  á  que 
»  en  los  contratos  posteriores  los  particulares  renun- 
))  ciasen  el  heneñcio  del  curso  forzoso,  pactando  váli- 
»  damente  entregar  moneda  de  oro  ó  plata,  con  exclu- 
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))  sion  del  papel  moneda,  ó  este,  por  su  valor  cor- 
))  riente(l). 

))  Esta  doctrina,  dice  al  impugnarla  el  jurisconsulto 
»  Rusconi,  puede  decirse  que  impera  sin  contradicción 
))  en  toda  la  parte  meridional  de  la  Italia. 

»  Por  el  contrario  las  Cortes  de  Apelación  de  Vene- 
))  cia,  de  Turin,  de  Cásale  y  de  Roma,  han  consagrado 
))  el  principio  de  que  «  el  decreto  real  de  1866,  es  una 
))  ley  de  orden  público,  y  en  consecuencia  que  son 
))  nulos  los  pactos  anteriores  ó  posteriores  á  ese 
»  decreto,  en  que  se  estipule  pagar  en  moneda  metá- 
))  lica,  con  exclusión  del  papel  moneda,  ó  en  este  con 
)í  la  depreciación  del  valor  corriente  (2)  «.     . 

»  Pero  esta  última  doctrina  es  de  difícil,  sino  de 
))  imposible  defensa,  después  que  el  gobierno  italiano 
»  ha  autorizado  oficialmente  que  se  haga  diferencia, 
»  para  el  servicio  público,  entre  el  papel  moneda 
))  y  la  moneda  metálica,  según  el  cambio  del  dia, 
))  lijado  en  la  tarifa  correspondiente  (3). 

»  De  todas  maneras,  esta  disidencia  de  opiniones 


(1)  a  Véase,  en  la  Gazzetta  dei  Trihunali,  de  Ñapóles,  año  XXI,  pág.  148, 
»  y  en  la  Gazzetta  dei  Procuratori,  año  VI,  pág.  346,  las  sentencias  de  la 
»  CoiHe  de  Apelación  de  Ñapóles,  de  1°  de  febrero  de  1868  y  de  7  de  junio 
»  de  1871. —  Véase,  en  el  Circolo  Giuridico,  año  VI,  pág.  232,  la  sentencia 
11  de  la  Corle  de  Palermo,  de  24  de  noviembre  de  1873.  —  Véase,  en  la  Gaz- 
«  zetta  Giuridica  delle  Piiglie,  año  II,  pág.  68,  la  sentencia  de  la  Corle  de 
11  Triani.  — Véase,  en  la  Giurispi'udenza,  de  Turin,  año  X,  pág.  29,  la  sen- 
»  tencia  do  la  Corte  de  Spoleto,  de  18  de  febrero  do  1873.  —  Véase,  en  la  Gaz- 
»  zetta  dei  Tvibunali,  año  XXVI,  pág.  236,  la  sentencia  de  la  Corte  de  Cata- 
»  nia,  de  13  de  febrero  de  1871.  — Y,  en  \a  Gazzetta  dei  Tribunali,  año  XIX, 
»  pág.   277,  la  sentencia  de  la  Corte  de  Genova,  de  31  de  agosto  de  1866.  » 

(2)  «  Véase,  en  la  Gazzetta  dei  Procuratori,  año  II,  pág.  399,  la  sentencia 
»  de  la  Corle  de  Venecia,  de  11  de  enero  de  1868  ;  y,  en  la  Giurispriidenza, 
))  de  Turin,  año  X,  pág.  200,  la  sentencia  de  aquella  Corte,  de  19  de  oclu- 
«  bre  de  1870.  » 

(3)  «  La  Giurisprudenza,  de  Turin,  año  X,  pág.  29,  sentencia  de  la  Corle 
»  de  Spoleto.  » 
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))  y  de  jurisprudencia  en  un  mismo  país  y  una  misma 
j)  legislación,  muestra,  cuando  menos,  que  el  carácter 
))  de  ley  de  orden  público,  no  va  adherido  á  las  leyes 
»  que  crean  el  curso  forzoso  de  un  modo  tan  claro  é 
»  indiscutible,  que  haga  innecesaria  toda  declaración 
»  del  legislador  á  su  respecto.  » 

Entre  los  monumentos  que  la  jurisprudencia  de  otras 
naciones  puede  ofrecer  á  nuestra  investigación,  los 
que  deben  excitar  mas  nuestra  curiosidad  y  nuestro  es- 
tudio, son  los  que  levanta  la  magistratura  de  los  Esta- 
dos-Unidos al  derecho  púbhco,  en  la  administración 
y  la  política.  Siempre  que  se  nos  presenta  uno  de  esos 
arduos  problemas  que  comprometen  la  hbertad,  por- 
que su  decisión  determina  y  limita  el  derecho  indivi- 
dual y  la  acción  del  poder  público,  buscamos,  con  ra- 
zón, en  el  pensamiento  y  el  ejemplo  de  ese  gran  pue- 
blO;  la  lección  y  el  consejo  mas  útil  y  eficaz,  porque  es 
el  mas  conforme  á  nuestros  intereses  y  el  mas  adecuado 
á  nuestras  instituciones.  Nos  ha  dado  el  modelo  do 
su  Constitución;  nos  ha  precedido  en  la  libertad ;  mar- 
cha adelante  en  el  progreso  social,  y  su  palabra,  y  su 
conducta,  tienen,  entonces,  la  autoridad  y  la  legítima 
influencia  que  corresponde  al  hermano  mayor,  al  pri- 
mogénito entre  las  Repúblicas  de  América. 

Nuestros  contendores  no  pueden  por  eso  eximirse 
de  dirigir  una  mirada  anhelosa  hacia  los  Estados-Uni- 
dos, buscando  en  las  decisiones  de  la  Suprema  Corte, 
ultima  ratio  de  todas  las  adtadas  é  interesantes  cues- 
tiones,  nueva  luz  y  nuevo  aliento,  para  la  ya  caduca 
teoría  del  valor  escrito.  Vano  es  su  intento  ;  solo  pue- 
den citar  una  sentencia  que  decide  la  constitucionali- 
dad  de  la  ley  de  curso  forzoso,  cuestión  que  hemos 
dejado  fuera  del  debate  ;  y  que  declara  aplicable  dicha 
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ley  á  las  obligaciones  anteriores  ó  posteriores  á  su 
sanción;  lo  que,  tampoco,  entra  en  los  trrminos  deesta 
discusión. 

En  cuanto  á  la  cuestión  de  fondo,  á  la  cuestión  del 
valor  de  la  moneda,  de  la  libertad  de  las  convenciones, 
de  la  manera  de  cumplirse  las  obligaciones  de  dar 
sumas  de  dinero,  lié  aquí  la  jurisprudencia  estable- 
cida por  la  Suprema  Corte  de  aquella  gran  nación. 

Se  trataba  de  un  documento  suscripto  en  diciembre  de 
1851,  á  favor  de  Federico  Bronson,  comprobando  la  obli- 
gación de  1,400  pesos  fuertes  (dolhirs)  que  debían  pa- 
garse en  enero  de  1857  eyj  oro  y  piala  sellada,  moneda 
legal  de  los  Estados-Unidos,  con  interés  al  7  por  ciento 
hasta  el  día  del  pago,  pagaderos  en  la  misma  moneda. 
Tal  documento  fué  renovado  á  su  vencimiento  por  seis 
años  mas;  y  en  1863,  Rhodes,  que  se  había  constituido 
en  deudor  de  la  obligación,  sustituyendo  á  Cristiano 
Metz,  pretendió  pagar  capital  é  intereses  en  papel  mo- 
neda, por  su  valor  nominal,  amparándose  de  la  ley  de 
curso  forzoso  de  18G2. 

La  Corte  de  Apelación  del  Estado  de  Nueva- York, 
declaró  bien  hecha  y  legítima  la  consignación  judicial 
del  importe  total  de  la  deuda  en  papel  decurso  forzoso, 
efectuada  por  Rhodes  ;  pero  la  Suprema  Corte  revocó 
esta  resolución  en  los  términos  siguientes  : 
((  El  presidente  expuso  la  opinión  de  la  Corte  : 
»  La  cuestión  que  debemos  considerares  esta  : 
»  ¿Estaba  Bronson  obligado  por  ley   á   aceptar  de 
))  Rhodes,  billetes  de  los  Estados-Unidos,  iguales   en 
»  valor  nominal  á  la  suma  adeudada,  como  total   cum- 
))  plimientoy  satisfacción  de  un  contrato,  en  el  que  se 
))  estipula  el  pago  de  esa  suma,  en  oro  y  plata  sellada, 
))  moneda  legal  de  los  Estados-Unidos? 
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))  No  se  ha  pretendido  que  el  pago  real  y  oliancela- 
))  cien  de  una  obligación  por  1,507  pesos  moneda  acu- 
))  üada,  podia  ser  cumplido  por  la  consignación  de  i)a- 
»  peí  moneda,  avaluado  en  el  mercado,  solamente  por 
»  670  pesos  de  moneda  acuñada.  La  cuestión  es  :  —  Si 
))  puede  la  ley  compeler  á  la  aceptación  de  tal  consig- 
))  nación,  por  una  deuda  de  esta  clase. 

í)  La  misión  propia  de  las  Cortes  de  justicia,  esman- 
))  tener  los  contratos,  de  acuerdo  al  legítimo  y  sobrc- 
))  entendido  propósito  de  las  partes. 

»  Debemos  por  esto  inquirir,  cuál  era  el  designio  é 
»  inteligencia  de  Federico  Bronson  y  Cristiano  Melz, 
))  cuando  celebraron  el  contrato  que  está  en  discusión, 
))  en  diciembre  de  1851. 

))  Y  esta  investigación  será  auxiliada  con  las  refe- 
»  rencias  délas  circunstancias,  bajo  las  cuales  el  con- 
»  trato  se  otorgó. 

»  Bronson,  fué  el  ejecutor  encargado,  como  cura- 
))  dor,  de  la  administración  de  un  patrimonio.  Metz  era 
))  el  que  pedia  prestado  á  este  patrimonio.  Era.  deber 
»  claro  del  primero,  garantir  el  completo  pago  del  di- 
))  ñero  prestado  al  segundo. 

))  El  medio  circulante  del  país,  en  ese  tiempo,  con- 
))  sistia  en  notas  de  los  bancos  de  los  Estados,  con- 
»  vertibles  bajo  las  leyes  de  los  mismos,  en  oro,  á  la 
))  vista.  Esta  convertibilidad  (muy  lejos  de  ser  perfecta), 
»  junto  con  las  leyes  del  Congreso,  que  exigían  el  uso 
))  del  metálico  para  toda  clase  de  pagos  y  desembol- 
»  sos  del  gobierno  nacional,  aseguraron  la  presencia 
))  de  algún  metálico  en  la  circulación ;  pero  las  nece- 
))  sidades  del  })ueblo  satisfacíanse  en  general,  entera- 
í)  mente  en  billetes  do  banco.  Los  bancos  de  los  Es- 
))  tados,  acababan  de  salir  de  una   condición  de  gran 
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))  descrédito,  cuyos  efectos  no  se  habían  borrado  to- 
»  davía,  y  la  vuelta  á  una  situación  semejante,  no  era 
»  en  manera  alguna  irracional  preverla.  Estas  apren- 
»  siones  fueron,  en  efecto,  realizadas  por  la  general 
»  suspensión  de  pagos  en  metálico,  que  aconteció  en 
»  1857,  poco  tiempo  después  que  la  obligación  de 
»  Metz  se  hizo  exigible. 

))  No  puede  dudarse,  pues,  que  fué  para  garantir  la 
))  posibilidad  de  pérdidas  á  los  bienes,  y  en  precau- 
))  cion  de  verse  forzado  á  aceptar  un  medio  circulante 
))  fluctuante  é  inconvertible,  que  la  estipulación  ex- 
))  presa  de  pagar  en  oro  opiata  acuñada,  í\ié  puesta  en 
))  el  contrato.  La  ley  no  exigia  semejante  estipulación, 
))  pues  en  ese  tiempo  no  existia  ninguna  moneda, 
»  excepto  el  oro  y  la  plata,  que  tuvieran  curso  legal. 

))  Una  obligación  sin  esa  estipulación,  no  era  legal- 
))  mente  chancelable,  sino  en  metálico.  Los  términos 
))  del  contrato  deben  haber  sido  escogidos,  pues,  para 
»  fijar  definitivamente  el  pacto  entre  las  partes,  y  para 
))  garantir  contra  toda  posibilidad  de  que  se  preten- 
»  diera  que  el  pago,  en  la  forma  ordinaria  de  moneda 
))  corriente,  fuera  aceptado. 

))  La  voluntad  de  las  partes  está,  pues,  manifiesta. 

»  Cualquiera  que  fuese  la  forma  ó  las  fluctuaciones 
»  de  la  circulación  fiduciaria,  este  contrato  no  podía 
))  ser  pagado  con  ella.  El  debía  ser  pagado  en  todo 
»  evento,  en  moneda  metálica,  decurso  legal. 

»  Acabamos  de  advertir  que  la  obligación  legal  de 
))  pagar  en  metálico,  estaba  perfecta  sin  estipulación 
))  expresa.  Sera  útil  considerar  un  poco  mas,  cuál  es 
))  la  importancia  legal  de  la  frase  posos  pagaderos  oii 
»  oro  ó  plata  acuñada,  monada  legal  de  los  Estados- 
»  Unidos. 
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))  Para  formar  correcLo  juicio  en  este  punto,  es  ne- 
»  cesario  examinar  las  leyes  que  regulan  la  moneda. 
))  Seria,  sin  duda,  muy  instructivo  recordar  la  historia 
»  de  la  acuñación  de  moneda  en  Estados-Unidos,  y  la 
»  sucesión  de  leyes  que  han  regulado  el  peso,  pureza, 
»  forma  y  efigie  del  oro  y  plata  acuñada  ;  pero  basta  á 
))  nuestro  propósito  examinar  solo  tres  de  esas  leyes, 
»  la  de  2  de  abril  de  1792,  la  de  18  de  enero  de  1837  y 
))  la  de  3  de  marzo  de  1849. 

»  La  ley  de  1792  estableció  la  casa  de  moneda  para 
))  la  acuñación  de  moneda  nacional.  Esta  ley  fué  el  re- 
))  sultado  de  prolijas  investigaciones  de  toda  la  materia, 
))  en  las  que  Jefferson  y  Hamilton  tomaron  la  parte 
»  principal,  y  sus  principios  generales  han  servido  de 
»  fundamento  á  toda  la  subsiguiente  legislación.  Esa 
))  ley  establece  que  el  cuño  de  oro  consistiría  en  nueve 
))  partes  de  fino  y  una  de  liga,  cuya  liga  seria  de  plata 
))  y  cobre  en  proporciones  convenientes,  y  nunca  me- 
»  ñor  de  la  mitad  de  plata  ;  y  que  el  cuño  de  plata  con- 
))  sistiria  en  1,485  partes  de  fino  y  179  de  una  liga  de 
»  cobre  puro. 

»  La  misma  ley  establecía  el  doUar  como  la  unidad 
»  monetaria;  y  exigia  que  contuviera  416  gramos  de 
))  plata.  Estatuía,  además,  sobre  la  acuñación  de  me- 
))  dios  dollars,  cuartos,  décimos  de  doUar,  etc.,  de  peso 
»  de  la  mitad,  de  la  cuarta  parte,  del  décimo,  etc.j 
»  de  un  doUar.  Se  dispuso  también  sobre  la  acuñación 
»  de  oro,  consistente  en  águilas,  medias  águilas  y  cuarto 
))  de  águilas  conteniendo  respectivamente  290,  135  y 
-»  67  7-2  gramos  de  oro  típico,  y  con  el  valor  respectivo 
»  de  10  dollars,  5  dollars  y  2  7-2  dollars. 

»  Estas  monedas  fueron  declaradas  de  curso  legal 
»  en  toda  clase  de  pagos,  de  acuerdo  con   su  respec- 
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»  tivo  peso  de  oro  ó  })lata,  las  de  peso  completo  por  su 
»  valor  nominal  ó  declarado,  y  las  de  menos  peso  por  su 
»  valor  proporcional.  Y  tales  disposiciones  sobre  oferta 
»  legal  permanecieron  en  toda  su  fuerza  hasta  1887.. 

))  La  ley  que  [)rescrilje  la  liga,  no  lia  cambiado  ja- 
))  más,  pero  la  proporción  entre  la  liga  y  el  lino,  y  el 
»  peso  absoluto  de  las  monedas  han  sufrido  algunas 
))  alteraciones,  parte  en  vista  de  la  conveniencias  del 
»  comercio. 

»  El  único  cambio  de  alguna  importancia  que  sea 
»  necesario  recordar,  es  el  operado  por  la  ley  de  1887. 

))  Esta  ley  establecía  que  el  tipo  del  oro,  y  también 
»  el  de  la  plata,  consistirían  en  adelante  en  nueve 
))  i)arles  de  fino  y  una  de  liga;  que  el  peso  del  padrón 
»  de  oro  en  las  águilas,  seria  de  258  gramos,  y  el  de 
»  las  medias  águilas  y  cuarto  de  águila  respectiva- 
))  mente,  de  la  mitad,  ó  el  cuarto  de  aquel  peso  preci- 
))  sámente ;  y  que  el  peso  del  padrón  de  plata  seria 
))  en  el  doUar,  de4i2  '/^  gramos;  y  el  medio  dollar, 
)j  cuarto  de  dollar,  guineas  y  medias  guineas  exacta- 
»  mente,  la  milad,  la  cuarta  parte,  la  décima,  la  vi- 
))  gcsima  pai'te  de  aquel  peso. 

))  La  ley  de  1849  autorizó  la  acuñación  de  dobles 
»  águilas  y  de  doUars  de  oro,  conformes  en  todo  con 
))  el  padrón  establecido,  y  por  consiguiente,  con  el  peso 
))  respectivo  de  516  gramos  y  25  gramos  Vio. 

))  El  sistema  y  má({uinas  })ara  la  acuñación  hablan 
»  sido  experimentados  antes  que  la  ley  de  1857  fuese 
))  sancionada,  demostrando  que  la  desviación  de  los 
»  pesos  i)rescriptos  era  inapreciable;  y  las  reglas  mas 
))  estrictas  fueron  establecidas,  para  asegurar  la  mayor 
»  exactitud  [losible,  tanto  en  el  i)(^so,  como  en  la  i)U- 
»  reza  del  metal. 
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))  La  mayor  desviación  tolerada  en  cada  moneda, 
))  era  de  medio  gramo  en  la  doble  águila,  en  el  águila 
»  y  la  media  águila,  y  de  un  cuarto  de  gramo  en  el 
»  cuarto  de  águila  y  en  el  dollar  de  oro  ;  y  en  las 
»  monedas  de  plata,  1  V^  gramos  en  el  dollar  y  en  el 
))  medio  dollar,  y  un  gramo  en  el  cuarto  de  dollar,  y 
»  medio  gramo  en  el  décimo  y  medio  décimo. 

»  Con  estas  y  otras  precauciones  contra  la  acuña- 
•fí  cion  de  cualquier  moneda  de  peso  y  pureza  inferior 
))  al  padrón  extablecido,  fué  fácil  hacer  la  moneda  de 
))  oro  y  plata  de  los  Estados-Unidos  de  curso  legal 
))  (lecfal  tender),  por  su  valor  nominal  ó  declarado.  Y 
»  esto  fué  lo  que  hizo  la  ley  de  1837. 

))  El  designio  de  todas  estas  rigorosas  minuciosida- 
»  des  en  la  reglamentación  de  la  moneda  se  com- 
»  prende  fácilmente.  Ellas  indican  la  intención  del  le- 
»  gislador,  de  dar  al  pueblo  una  garantía  eficaz  de 
))  que  las  monedas  convertidas  en  medio  circulante 
»  para  todo  pago,  contenían  el  peso  preciso  de  oro  ó 
))  plata,  del  mismo  grado  de  pureza  declarado  en  la 
»  ley.  Ellas  reconocian  el  hecho  aceptado  por  todo  hom- 
))  bre  en  toda  la  extensión  del  mundo,  que  el  valor  es 
))  inherente  á  los  metales  preciosos;  que  el  oro  y  la 
))  plata  son  en  si  mismos  valores,  y  siendo  tales,  y  en 
»  otros  respectos  mas  adaptables  para  su  fin,  son  la 
))  sola  y  verdadera  medida  del  valor;  que  estos  valores 
))  son  determinados  por  su  peso  y  pureza;  y  que  la 
))  forma  y  sello  son  simplemente  certificados  del  valor 
»  que  conservan  su  absoluta  estimación  según  la  re- 
))  conocida  integridad  y  honradez  del  gobierno  que  da 
»  ese  certificado. 

»  Estas  proposiciones  nos  parece  que  son  inconfes- 
))  tables.  Si  es  así  realmente,  la  investigación  concer- 
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K  niente  al  significado  de  la  frase  un  chilar  pagable 
»  en  oro  ó  plata,  moneda  legal  de  los  Estados-  Unidos, 
»  puede  ser  satisfecha  sin  dificultad.  Cada  uno  de  esos 
»  dollars  es  una  moneda  de  oro  ó  piala,  de  cierto  peso 
))  y  pureza,  según  la  forma  y  sello  que  le  ha  dado  el 
»  cuño  de  los  Estados-Unidos,  y  declarados,  en  con- 
»  secuencia,  de  curso  legal,  para  todo  pago.  Cualquier 
»  suma  de  estos  dollars  representa  la  suma  de  gramos 
»  de  oro  ó  plata  que  contiene  un  dollar  multiplicado 
))  por  el  número  dado. 

»  El  pago  de  dinero  se  efectuará  entregando  el  deu- 
»  dor  al  acreedor  la  suma  debida.  Una  obligación  de 
))  pagar  cierta  suma  de  dollars  en  oro  ó  plata  acuñada, 
»  no  es,  por  consiguiente,  en  el  sentido  legal,  otra 
»  cosa,  que  el  pacto  de  entregar  cierto  peso  de  oro 
);  típico,  representado  por  un  número  de  cuños,  cada 
»  uno  de  los  cuales  atestigua  contener  una  proporción 
»  definida  de  ese  peso. 

))  En  principio,  no  hay  diferencia  alguna,  según  nues- 
))  tra  opinión,  entre  esta  obligación  y  la  de  un  contrato 
»  de  entregar  barras  de  la  misma  pureza.  La  sola  dife- 
»  rencia  que  existe  en  estos  casos,  está  en  el  hecho  de 
))  que  la  exactitud  de  la  suma  ofrecida  en  el  pago  debe 
»  ser  comprobada,  en  el  caso  del  metal  en  barras,  por 
»  su  reconocimiento  y  peso ;  y  en  el  caso  de  las  mone- 
»  das,  se  comprueba  por  medio  de  la  cuenta  y  del  nú- 
»  mero  de  monedas. 

))  No  podemos  suponer  que  el  propósito  de  la  ley 
»  sobre  el  medio  circulante,  fué  sancionar  el  cumpli- 
))  miento  de  estos  contratos  por  la  oferta  de  una  mo- 
))  neda  depreciada,  cualquiera  que  sea  su  denomina- 
))  cion,  equivalente  solo  en  la  suma  nominal  al  valor 
»  real  del  metal  ó  de  los  dollars  acuñados. 


CURSO  FORZOSO.  147 

»  Nuestra  conclusión,  pues,  sobre  esta  parte  de  la 
»  cuestión  es,  que  la  obligación  siih  jiidice,  precisa- 
»  mente  igual,  en  su  sentido  legal,  al  sentido  que 
»  entendieron  darle  las  partes,  es  una  obligacian  vá- 
»  lida,  y  que  debe  ser  satisfecha,  por  la  oferta,  de 
))  acuerdo-  con  sus  términos,  y  no  por  una  oferta  de 
))  pago  meramente  nominal.  Su  espíritu  es  que  el  deu- 
))  dor  se  obligó  á  entregar  al  acreedor  un  cierto  peso 
»  de  oro  y  plata,  de  cierta  pureza,  justificable  por 
))  la  cuenta  de  cuños  declarados  por  ley,  de  oferta 
»  legal  {legal  tender) ;  y  este  pacto  era  perfectamente 
»  legítimo. 

»  Muchos  argumentos  y  ejemplos  de  gran  valor  y 
»  fuerza,  podrían  aducirse  para  el  caso  posible  de  que 
»  fueran  alteradas  las  leyes  que  dan  curso  legal  á  la 
»  moneda,  reduciendo  las  especies  acuñadas  á  la  con- 
))  dicion  legal  de  metal,  así  como  para  el  caso  de  su 
»  actual  condición  de  parcial  desmonelizacion,  produ- 
»  cida  por  la  introducción  en  la  circulación  de  los  bi- 
»  lletes  de  los  Estados-Unidos,  y  de  los  bancos  nacio- 
»  nales;  pero  consideramos  esto  innecesario  para  la 
))  dilucidación  del  punto  controvertido. 

»  No  es  tampoco  esta  la  oportunidad  de  examinar  la 
»  cuestión  de  si  las  cláusulas  de  la  ley  que  declara 
»  moneda  legal  los  billetes  de  los  Estados-Unidos  es- 
))  tan  garantidas  por  la  Constitución. 

»  Proseguiremos  este  examen  bajo  el  supuesto  de 
»  que  esas  cláusulas  son  constitucionales,  así  como 
»  que  las  obligaciones  de  pagar  doUars  acuñados,  de- 
»  ben  ser  consideradas  como  contratos  ordinarios  de 
»  pagar  moneda,  esto  es,  un  contrato  para  pagar  cierto 
))  peso  de  oro  acuñado.  Y  entonces  ¿puede  ser  satisfe- 
»  cho  con  billetes  de  los  Estados-Unidos? 
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j>  ¿  Es  esto  conforme  al  contiiito  y  al  verdadero  es- 
))  i)íritu  de  las  leyes  ? 

»  Debe  tenerse  en  cuenta  que  las  leyes  sobre  la  acu- 
»  nación  de  oro  y  plata  no  han  sido  jamás  derogadas 
))  ni  modificadas.  Subsisten  en  el  libro  de  las  leyes 
»  {Statute-book)  en  toda  su  fuerza  y  vigor.  Y  laacuña- 
))  cion  de  oro  y  plata,  con  ai-reglo  al  padrón,  ha  conti- 
))  nuado;  la  acuñación  actual  ha  alcanzado,  en  los  úl- 
))  timos  años  hscales,  á  19.000,000  de  doUars  mas  que 
»  los  anteriores. 

»  Ni  las  disposiciones  de  las  leyes  que  hacen  la  mo- 
»  neda  acuñada,  de  oro  y  plata,  de  curso  legal  para 
»  toda  clase  de  pagos,  han  sido  derogadas,  ni  moditi- 
))  cadas. 

»  Se  sigue  de  aquí,  que  existían  dos  clases  de  mone- 
))  da  en  circnlacion,  al  tiempo  en  que  se  hizo  la  oferta 
))  en  cuestión,  ambas  autorizadas  por  la  ley,  ambas 
))  de  curso  legal  para  todos  los  pagos. 

»  La  denominación  legal  de  ambas  es  dollars,  pero 
^)  ambas  son  distintas  en  su  naturaleza.  El  doUar  acu- 
))  nado  era,  como  lo  acabamos  de  decir,  uña  pieza  de 
))  oro  ó  }»lata  de  un  detei'minado  grado  de  pureza  y  de 
))  un  determinado  })('so  do  gramos.  El  dollar  en  billetes 
»  era  la  promesa  de  pagar  un  dollar  acuñado.  Pero  no 
))  era  una  promesa  de  pagará  la  vista,  ni  en  plazo  de- 
))  terminado,  ni  era  en  el  hecho  convertible  en  un  dol- 
))  lar  acuñado.  Ertí  imposible  en  In  naturaleza  de  Jas 
))  cosas,  que  csfos  dos  dollars  fueran  un  equivalente 
))  uno  de  otro ;  ni  existe  en  las  leyes  sobre  la  circula- 
))  cion  nada  que  deje  entender  que  fué  el  propósito  del 
))  legislador,  darles  tal  equivalencia.  Ya  se  ha  dicho 
))  antes,  cuan  lejos  están,  en  este  tiempo,  de  ser  un  équi- 
j)  valente  actual. 


CURSO  FORZOSO.  1  ¡y 

))  Así,  pues,  no  existiendo  disposición  expresa  en 
»  contrario,  en  las  leyes  del  Congreso,  es  justo,  sino 
))  de  necesaria  inferencia,  derivada  del  hecho  de  ema- 
))  nar  del  mismo  gobierno  ambas  calificaciones,  que 
))  los  contratos  para  pagar  en  cualquiera  de  ellas,  fue- 
))  ran  igualmente  sancionados  por  la  ley.  Seguramente 
»  no  se  concibe  cómo  puede  cuestionarse  sobre  este 
))  punto.  Las  dudas  que  á  su  respecto  han  surgido  pue- 
»  den  solo  explicarse  por  la  confusión  do  las  ideas  que 
»  sigue  siempre  a  la  alteración  é  incertidumbre  de  la 
»  moneda  como  medida  del  valor. 

»  Las  varias  leyes  relativas  á  la  moneda  y  al  cuj'so 
»  legal,  deben  ser  consideradas  conjuntamente. 

»  Supongamos,  pues,  que  las  leyes  ordenando  la 
»  acuñación  de  doUars  de  oro  y  plata,  se  encuentran 
))  entre  las  leyes  del  mismo  Congreso,  que  autorizaron 
»  la  fabricación  y  emisión  de  dollars  en  billetes;  y  que 
»  las  leyes  sobre  moneda  metálica  y  sobre  papel  mo- 
))  neda,  hacen  respectivamente  al  dollar  acuñado  y  al 
»  dollar  en  billetes,  de  curso  legal  y  forzoso  para  todo 
)j  pago,  como  sucede  actualmente.  Los  dollars  acuñados 
»  valen  ahora  mas  que  los  dollars  en  billetes,  pero  no 
»  es  imposible  que  los  dollars  en  billetes,  siendo  con- 
))  vertibles  en  los  principales  centros  comerciales, 
))  siendo  de  curso  legal,  aceptables  en  pago  de  toda  clase 
»  de  deudas  públicas  y  privadas,  llegaran  á  valer  en  un 
))  momento  dado,  mas  que  el  dollar  acuñado.  ¿  Qué  razón 
))  se  puede  indicar  para  que  un  contrato  de  pagar  en 
»  dollars  acuñados,  pueda  pagarse  en  dollars  en  billetes, 
w  que  no  pudiera  aducirse  para  pagar  con  dollars 
))  acuñados  un  contrato  de  enti-egar  dollars  en  billetes? 

»  No  es  fácil  prever  cuántas  dificultades  de  este  gé- 
»  ñero  pueden  suscistarse,  si  no  se  admite  que  los  pa- 
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»  gos  deben  hacerse,  de  acuerdo  con  los  términos  del 
»  contrato. 

»  Pero  no  estamos  reducidos  á  inducir  el  espíritu  de 
»  las  leyes  sobre  este  medio  circulante,  por  su  compa- 
»  ración  con  las  leyes  sobre  moneda  acuñada.  La  misma 
))  ley  sobre  la  circulación  en  papel,  estatuye  sobre  los 
))  pagos  en  metálico.  Los  derechos  de  importación  de- 
»  ben  ser  pagados  en  metálico,  y  los  intereses  de  las 
))  deudas  públicas,  en  la  ausencia  de  una  cláusula  ex- 
))  presa,  deben  también  ser  pagados  en  metálico.  Y  es 
»  muy  arduo  encontrar  argumentos  para  probar  que 
))  estas  obligaciones  positivas  pudieran  ser  cumplidas, 
»  si  un  contrato  entre  particulares,  para  pagar  doUars 
»  acuñados,  puede  ser  satisfecho  con  la  oferta  de  pagar 
))  su  equivalente  nominal  con  dollars  en  billetes.  El 
))  comerciante  que  tiene  que  pagar  sus  derechos  en  me- 
»  tálico  puede  contratar,  en  el  metálico  que  se  le  exige; 
))  el  banco  que  recibe  metálico  en  depósito  está  obligado 
»  á  devolver  metálico  cuando  se  lo  piden;  el  mandatario 
»  que  se  envia  al  banco  ó  á  la  aduana,  se  obliga  á  pagar 
»  ó  á  entregar  metálico,  de  acuerdo  con  sus  instruccio- 
))  nes.  Todos  estos  son  contratos  expresos  ó  implícitos 
))  de  pagar  metálico.  ¿  No  es  evidente  que  los  derechos, 
))  no  pueden  ser  pagados  en  metálico,  si  estos  con- 
))  tratos  no  son  válidos? 

»  Olro  dato  instructivo  surge  de  otra  dispocicion  de 
»  la  misma  ley.  Se  establece  allí  que  toda  deuda  con 
»  el  gobierno,  excepto  los  derechos  de  importación, 
»  puede  ser  pagada  en  billetes  de  los  Estados-Unidos. 
))  Si  entonces  el  gobierno,  necesitando  mas  metálico 
))  del  que  puede  producir  el  derecho  de  importación, 
»  contrata  con  un  banco  ó  con  un  particular  por  la  su- 
»  ma  requerida,  que  deberá  ser  pagada  en  un  dia  de- 
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»  terminado,  ¿puede  este  contrato  por  metálico  ser 
))  cumplido  entregando  igual  suma  en  billetes?  Segu- 
))  ramente  se  podria,  si  los  billetes  son  de  curso  for- 
))  zoso,  para  los  pagos  que  haga  el  gobierno,  ex- 
))  cepto  derechos  de  importación  é  intereses  de  la 
»  deuda  pública.  Y  entonces  la  interpretación  que  va- 
»  lidara  semejante  pago,  defraudaria  uno  de  los  mas 
»  importantes  propósitos  de  la  ley. 

»  Otro  conocimiento  no  menos  instructivo  resulta  de 
»  los  contratos  del  gobierno  con  los  depositantes  de 
»  metal  en  barras,  en  la  casa  de  moneda,  que  debe 
»  devolver  el  valor  determinado  de  sus  depósitos,  en 
»  moneda  acuñada.  Estas  exigencias  al  gobierno  no 
»  son  distintas  de  las  por  intereses  de  deuda  pública, 
»  y  la  última  ley  ciertamente  hizo  los  billetes  de  los 
»  Estados-Unidos,  aptos  para  pagar  toda  deuda  contra 
»  el  gobierno,  excepto  esos  intereses.  ¿Pero  puede 
»  sostenerse  semejante  interpretación  de  la  ley?  Puede 
»  sancionarse  judicialmente  la  proposición  de  que  el 
))  gobierno  puede  satisfacer  sus  obligaciones  con  los 
))  depositantes  en  barras,  pagando  un  número  de  dol- 
»  lars  en  billetes,  igual  al  número  de  doUars  de  oro  ó 
»  plata  que  se  ha  obligado  á  pagar  de  acuerdo  con  la 
»  ley? 

))  No  creemos  necesario  seguir  adelante  sobre  este 
»  punto.  Nos  parece  claro,  y  fuera  de  toda  controver- 
))  sia,  que  la  ley  debe  recibir  una  interpretación  razo- 
»  nable,  no  solo  garantida,  sino  requerida  por  la  com- 
»  paracion  de  sus  dispociones  con  las  disposiciones 
))  de  otras  leyes,  y  entre  unas  y  otras;  y  que  dada  se- 
))  mojante  razonable  interpretación,  es  forzoso  soste- 
»  ner,  que  los  contratos  expresos  para  pagar  dollars 
))  acuñados,  son  pagables  únicamente  en  dollars  acu- 
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))  nados.  Esos  contratos  no  son  deudas  que  puedan  ser 
»  satisfechas  por  la  oferta  de  billelos  de  los  Estados- 
»  Unidos. 

))  Sigúese  de  aqui  que  la  oferta  que  está  en  conside- 
))  ración,  no  fué  suíiciente;  y  que  la  decisión  que  de- 
»  claraba  satisfecha  la  deuda  fué  errónea. 

»  Algunas  dificultades  se  han  hecho  sentir  respecto 
))  á  las  sentencias  que  se  relacionan  con  los  contratos 
»  para  pagos  en  moneda  sellada.  Las  dificultades  na- 
))  cen  de  la  suposición  de  que  los  perjuicios  pueden 
))  venir  únicamente  de  la  descripción  de  la  moneda. 
))  Pero  la  ley  de  179^2  previene  que  la  moneda  de  cúl- 
))  culo  en  Estados-Unidos  debe  expresarse,  en  pesos, 
))  décimos,  centesimos  y  milésimos ;  y  que  toda  cuenta 
))  en  las  oficinas  públicas,  y  lodos  los  procedimientos 
))  en  las  Cortes  de  los  Estados- Un  idos,  deben  ser  lle- 
»  vados  en  conformidad  á  estas  disposiciones. 

«  Esta  reglamentación  es  parte  de  la  jjrimera  dispo- 
))  sicion  sobre  acuñación,  é  indudablemente  se  refiere 
))  á  las  monedas  acuñadas,  determinadas  por  ella; 
))  pero  es  reglamentación  general  y  relativa  á  todas  las 
»  cuentas  y  procedimientos  judiciales.  Guando,  por  esta 
»  causa,  dos  descripciones  de  moneda  fueron  sancio- 
»  nadas  i)or  ley,  ambas  expresadas  en  pesos  fuertes, 
))  y  ambas  obligatorias  para  los  pagos,  es  necesario, 
»  con  el  objeto  de  evitar  ambigüedades  y  prevenir  una 
»  omisión  de  la  justicia,  considerar  esta  reglamenta- 
»  cion  como  aplicable  igualmente  á  las  dos.  —  Guando, 
))  por  esta  razón  se  manda  ejecutar  contratos  pagade- 
))  ros  en  moneda  acuñada,  las  sentencias  deben  dic- 
»  isivse  e\i)TGSixm\o  pesos  fuertes  acuñados  y  partes  do 
»  pesos;  y  cuando  los  contratos  digan  que  la  suma  debe 
»  pagarse  en  pesos  fuertes,  en  general,  sin  especificar 
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))  en  qué  descripción  de  circulación,  el  pago  debe  lia- 
»  cerse,  y  las  sentencias  deben  dictarse,  en  general, 
))  sin  tal  especificación,  en  dollars. 

»  Acabamos  de  adoptar  esta  regla,  como  resolución 
«  en  derecho,  confirmando  una  sentencia  de  la  C^^rte 
»  de  Circuito  del  distrito  de  California,  en  favor  do  los 
y)  Estados-Unidos,  por  1,388  pesos  fuertes  y  10  centa- 
))  vos,  pagaderos  en  oro  y  plata  sellnda,'^  ^Qniencidi?, 
»  por  contratos  expresos  entre  particulares  para  que 
M  el  pago  en  moneda  sellada  fuera  hecho  de  la  misma 
))  manera. 

))  Resulta  que  el  fallo  de  la  Corte  de  ai)elaciones  de 
»  New-York  debe  ser  revocado,  y  la  causa  devuelta  á 
»  esta  Corte  para  los  ulteriores  procedimientos.   » 

En  el  caso  de  Butter  V.  Horwitz,  la  Corte  de  Mary- 
land  liabia  fallado  que  el  capital  de  la  deuda  debería  ser 
pagado  en  oro  efectivo  ;  pero  que  los  intereses  y  per- 
juicios deberían  abonarse  en  papel  moneda  por  su  va- 
lor escrito.  Llevado  el  caso  en  apelación  ante  la  Supre- 
ma Corte,  esta  confirmó  en  1868  la  doctrina  estable- 
cida en  el  caso  anterior,  y  revocó  la  sentencia  do  la 
Corte  de  Maryland,  en  cuanto  al  pago  en  papel  mo- 
neda. 

En  esa  ocasión,  el  presidente,  exponiendo  la  opinión 
de  la  Corte,  dijo  : 

«  Los  principios  que  determinaron  el  caso  de  Bjf'oy?- 
))  son  contra  Rhodes  determinarán  nuestro  juicio  en 
»  este  caso. 

))  El  propósito  obvio  del  contrato  que  tenemos  de- 
»  lante,  era  asegurar  el  pago  de  una  renta  en  oro  y 
))  plata,  y  precaverla  de  las  fluctuaciones  á  las  cuales 
))  la  circulación  del  país  estaba  sujeta,  en  los  días  que 
j)  precedieron  y  siguieron  al  establecimiento  de  nuestra 
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))  independencia,  como  tamliien,  cualquier  futuro  inci- 
))  dente  de  fluctuaciones  por  arbitrarias  ó  inciertas 
»  medidas  sobre  su  valor,  ya  fueran  dictadas  por  ley 
))  ó  establecidas  por  el  uso. 

))  Se  habia  convenido  en  la  Corte  inferior  que  la  renta 
»  adeudada  por  arrendamiento,  reducida  á  la  moneda 
))  acuñada  do  oro  y  plata,  era  el  dia  l°de  enero  de  1866, 
))  de  cuarenta  pesos  fuertes  ;  y  se  dictó  sentencia  en  27 
»  de  junio  de  1866  por  49  pesos  fuertes  y  71  cen- 
))  tavos. 

»  Esta  sentencia  fué  dictada  como  el  resultado  legal 
»  de  las  proposiciones  :  —  1.^  Que  el  convenio  en  el 
))  arrendamiento  demandado  determinaba  cierta  suma 
»  de  oro  y  plata  en  pago  de  la  renta  ;  y  2.°  Que  los  per- 
»  juicios  por  su  falta  de  cumplimiento  debian  ser  car- 
))  gados  en  medio  circulante  legal  {legal  tender,  cur- 
»  rency). 

»  La  primera  de  estas  proporciones  es,  á  nuestro 
))  juicio,  correcta;  la  segunda  la  creemos  errónea. 

))  No  es  necesario  ir  tan  lejos  para  determinar  esta 
»  conclusión.  Queremos  únicamente  presentar  breve- 
»  mente  las  proposiciones  generales  en  que  se  apoya; 
))  alo-unas  de  las  cuales  acabamos  de  demostrar  mas 
»  extensamente  en  el  caso  de  Bronson  y  Rhodes. 

»  Un  contrato  para  pagar  cierta  suma  en  oro  y 
))  plata  acuñada,  es  en  sustancia,  y  por  su  efecto  legal, 
»  un  contrato  para  entregar  cierto  peso  de  oro  y  plata, 
))  de  cierta  pureza.  Los  perjuicios  por  falta  de  cum- 
»  plimiento  de  tal  contrato  deben  ser  reparados  por  la 
))  ley,  como  la  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato 
»  para  entregar  barras  de  oro  y  plata  ú  otras  cosas. 
))  Pero  cuando  el  contrato  es  para  entregar  en  pago 
»  moneda  acuñada,  ó  barras  de  oro  y  piala,  ó  de  otra 


CURSO  FORZOSO.  155 

»  calidad,  los  perjuicios  por  falta  de  cumplimionto 
»  deben  ser  cargados  en  moneda  legal,  es  decir,  en 
»  moneda  declarada  ser  de  curso  legal  en  los  pagos, 
»  por  una  ley  dictada  de  acuerdo  con  la  Constitución 
»  de  los  Estados-Unidos. 

»  No  era  necesario,  en  el  caso  de  S^'Oíj.soíj  "^  Rhodes, 
•>->  ni  es  necesario  ahora,  para  decidir  la  cuestión,  inves- 
))  ligar  si  las  disposiciones,  que  hacen  á  las  notas  do 
»  los  Estados-Unidos  de  curso  legal,  están  amparadas 
»  por  la  Constitución.  No  expresamos  opinión  en  este 
»  punto  ;  pero  asumimos,  para  el  presente  caso,  la 
»  constitucionalidad  de  estos  actos.  Procediendo  sobro 
»  esta  proposición,  encontramos  dos  descripciones  de 
.))  moneda  legal  en  uso  por  las  disposiciones  del  Con- 
))  greso,  en  cada  una  de  las  cuales  los  perjuicios  por 
))  falta  de  cumplimiento  á  los  contratos,  celebrados 
»  antes  ó  después  de  la  fecha  do  esas  disposiciones 
))  sobre  la  circulación,  deben  ser  propiamente  pagados, 
»  á  menos  que  no  huliiora  mediado  convenio  entre  las 
))  partes.  Pero  el  propósito  obvio  en  los  contratos 
))  para  pagos  ó  entregas  de  moneda  acuñada  ó  barras 
))  de  oro  y  plata,  evitando  las  fluctuaciones  en  los 
))  medios  de  pago,  garante  la  inferencia  de  que  era  la 
))  inteligencia  entre  las  partes  que  tales  contratos 
))  fueran  satisfechos,  aun  antes  ó  después  del  juicio, 
»  únicamente  por  el  ofrecimento  de  moneda  acuñada, 
))  mientras  no  existe  alguna  expresa  estipulación ;  en 
))  los  contratos  para  pago  en  moneda  en  general, 
))  garante  la  opuesta  inferencia,  de  ser  entendido 
))  entre  las  partes,  que  tal  contrato  pueda  ser  satis- 
». fecho,  antes  ó  después  del  juicio,  por  el  ofrecimento 
»  de  cualquier  moneda  legal.  » 

El  Presidente  agrega  otras  consideraciones  corro- 
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Ijurantcs  de  la  opinión  qn(3  emite,  y  termina  decla- 
rando «  que  la  sentencia  de  la  Corte  de  Maryland  fué 
))  erróneamente  dictada;  que  los  perjuicios  debian  ser, 
)>  en  la  suma  declarada,  y  los  intereses,  debian  ser 
))  pagados  en  oro  y  plata  sellados  ;  y  que  en  conse- 
»  cuencia  la  sentencia  deljia  ser  revocada  y  devuclla 
)>  para  los  ulteriores  procedimientos  (1).  » 

«  Demanda  de  los  albaceas  de  Broderich  contra 
y>  Magrair: 

»  En  1858,  Broderich  dio  á  Magrair  un  vale  pagadero 
»  en  oro  á  época  determinada.  Habiendo  muerto  al 
w  poco  tiempo  Broderich,  los  albaceas  de  este,  al  ven- 
w  cimiento  del  vale,  pretendieron  pagarle  en  papel 
»  moneda  de  curso  forzoso. 

»  La  Corte  de  San  Francisco  de  California  condenó 
»  á  los  deudores  á  pagar  en  oro  sellado,  y  la  Corle 
»  Suprema  confirmó  esta  sentencia  en  diciembre  de 
))  18(39  (^2).  )) 

«  Demanda  de  Decom  contra  Sears  : 
»  Se  trataba  aquí  de  un  arrendamiento  de  tierras 
))  por  100  años,  constituido  en  1828.  El  pago  del 
))  arriendo  habia  sido  estipulado  en  oro  sellado  de 
»  peso  y  calidad  determinada.  Amparándose  de  la  ley 
,w  de  1862,  el  arrendatario  prelendió  pagar  el  arriendo 
»  en  papel  de  curso  forzoso. 

))  La  Corte  de  Massachussets  declaró  bien  hecho  el 
))  pago  en  esa  forma. 

))  Llevada  la  causa  en  apelación  ante  la  Suprema 
»  Corte,  esta  revocó  en  1878  la  sentencia  de  la  Corte  de 
))  Massachussets,  declarando  que  el  pago  del  arriendo 


íl)  WnUacfís  Boporís,  tomo  ^II,  ]i;iLr.  ¿58  á  2(VI. 
(1)   Wallacc's  Br^porls,  louu.  \\\\,  pág.  GiO. 
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»  debia  hacerse  en  la  moneda  estipulada  con  exclusión 
))  del  papel  moneda  (1).  » 

La  Suprema  Corte  halda  decidido,  además,  en  va- 
rios otros  casos,  que  las  deudas  provenientes  de  contra- 
tos celebrados  con  anterioridad  al  25  de  febrero  de 
186'2,  fecha  de  la  ley  que  estaldeció  el  curso  forzoso,  v 
cuyo  pago  se  hubiera  estipulado  en  moneda  legal  de  los 
Estados  Unidos,  sin  especificación  expresa  de  oro  ó 
plata  acuñados,  debian  ser  satisfechas  en  esta  última 
moneda,  por  cuanto  la  voluntad  de  las  partes  no  podía 
menos  de  haberse  referido  á  la  moneda  de  oro  y  plata, 
única  que  en  esa  época  tenia  circulación  legal. 

Era,  como  se  ve,  llevar  demasiado  lejos  la  doctrina 
establecida  en  la  causa  de  Bronson  contra  Rhodes,que 
aseguraba  la  libertad  de  las  convenciones  y  consignaba 
los  verdaderos  principios  del  valor,  aplicados  á  la  mo- 
neda. Era  también,  limitar,  mas  de  lo  estrictamente  re- 
querido en  justicia,  la  acción  de  una  ley  sobre  circula- 
ción monetaria,  destinada  i)or  su  misma  naturaleza  á 
producir  sus  efectos  en  todas  las  obligaciones  pen- 
dientes á  la  época  de  su  promulgación  ;  y  por  la  grave- 
dad de  la  materia,  y  por  la  novedad,  sin  dnda,  de  la  doc- 
trina, la  Snprema  Corte  resolvió  reconsiderar  estas  cau- 
sas, consagrando  á  la  materia  el  mas  detenido  examen. 

La  Corte  Snprema,  en  esta  reconsideración,  volvió 
sobre  su  sanción  anterior,  en  cuanto  eximia  de  la  apli- 
cación de  la  ley  de  curso  forzoso  las  deudas  existentes, 
provenientes  de  contratos  celebrados  con  anterioridad; 
pero  así  entendida  la  ley,  la  declaró  inconstitucional, 
negando  al  Congreso  la  facultad  de  crear  papel  mo- 
neda de  curso  forzoso. 

(1,1   WaHace's  licporls.  tomo  U,  \),\g.  rJ79. 
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Permítasenos  trascribir  aun  la  parte  de  la  sentencia 
que  se  refiere  á  la  cuestión  legal,  por  la  perfecta  justicia 
de  sus  apreciaciones  y  la  lógica  exactitud  del  raciocinio. 

Dice  así  : 

«  La  cuestión,  presentada  á  nuestra  resolución  por 
»  vía  de  revisacion  (record)  en  este  caso  es,  si  el  acree- 
))  dor  de  un  vale  hecho  antes  del  25  de  febrero  de  186'2, 
»  está  ó  no  obligado  á  recibir  en  pago  billetes  de  los 
))  Estados-Unidos,  por  una  suma  de  valor  nominal, 
))  igual  á  la  suma  debida,  de  acuerdo  con  sus  términos. 
))  Y  aquí  se  hace  necesario,  en  primer  lugar,  interpre- 
))  tar  aquella  cláusula  de  la  sección  1^  de  la  ley  del 
))  Congreso,  sancionada  aquel  dia,  que  declara  los  bi- 
))  Uetes  de  los  Estados-Unidos,  cuya  emisión  fué  auto- 
»  rizada  por  ley,  de  curso  legal  y  forzoso  para  el  pago 
))  de  toda  deuda.  Esta  cláusula  tiene  gran  importancia 
))  aquí,  y  esta  Corte  ha  resuelto  que  de  acuerdo  con  su 
))  verdadera  interpretación,  ni  las  contribuciones   im- 
))  puestas  por  las  legislaturas  de  los  Estados,  ni  las  de- 
»  mandas  sobre  contratos  en  que  se  estipula  en  térmi- 
))  nos  expresos  la  entrega  de  moneda  acuñada  ó  de  me- 
»  tal  en  barras, están  incluidas  en  el  propósito  del  legis- 
»  lador,  bajo  la  denominación  de  deudas  públicas  ó  pri- 
))  vadas.  Es  una  regla  establecida  para  la  intepreta- 
))  cion  de  las  leyes,  que  los  términos  empleados  por  el 
»  legislador  no  deben  recibir  una  explicación  que  re- 
))  pugne  á  los  principios  reconocidos  de  justicia  y  equi- 
))  dad,  siempre  que  sea  posible  darles  otra  interpreta- 
))  cion  conforme  á  estos  principios. 

»  Pero  esta  regla  no  puede  subsistir,  cuando  la  vo- 
))  luntad  del  legislador  es  clara.  Excepto  en  los  casos 
»  raros  y  difíciles  de  suponer,  en  que  la  ley  establezca 
))  la  violación  completa  de  todos  los  principios  do  nio- 
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))  ral  y  de  deber  social,  los  tribunales  deben  dar  efeclo 
))  al  propósito  claro  y  manifiesto  del  legislador,  si  no  re- 
»  pugnaálaley  fundamental  consignada  en  la  Gonstitu- 
»  clon.  Aplicando  esta  regla  á  la  ley  en  consideración, se 
»  ve  que  hay  fuertes  razones  para  interpretar  la  palalira 
»  deudas,  como  refiriéndose  solo  á  las  deudas  contrai- 
»  das  posteriormente  á  la  sanción  de  la  ley.  Porque  na- 
»  die  podrá  cuestionar  que  los  billetes  de  los  Estados- 
»  Unidos,  que  la  ley  ha  hecho  de  curso  legal  y  for- 
»  zoso  para  los  pagos^  son  esencialmente  distintos  en 
))  su  naturaleza,  y  siendo  inconvertibles  en  metálico, 
))  son  necesariamente  distintos  en  valor,  á  la  moneda  le- 
))  gal  estipulada  por  las  partes  en  los  contratos  para  el 
»  pago  de  dinero,  celebrados  antes  de  la  sanción  de  esa 
))  ley.  La  moneda  legal  en  uso  entonces  y  que  tenia 
))  curso  forzoso  para  los  pagos,  era  el  oro  y  la  plata 
))  acuñada.  La  moneda  fiduciaria,  en  uso  bajo  la  ley,  y 
))  que  se  ha  declarado  en  sus  disposiciones  que  sea  mo- 
))  neda  legal  de  curso  forzoso,  eran  billetes  ó  prome- 
))  sas  de  pagar,  impresos  en  papel,  preparados  en  for- 
»  ma  conveniente  para  la  circulación,  y  protegidos 
»  contra  las  falsificaciones  por  medio  de  penas.  La  pri- 
»  mera  moneda  tiene  valor  intrínseco,  determinado 
»  por  el  peso  y  pureza  del  metal ;  la  segunda  no  tiene 
»  valor  intrínseco,  sino  valor  de  venta,  determinado 
y)  por  la  cantidad  en  circulación,  por  su  aceptación 
y)  general  en  los  pagos,  y  por  la  confianza  en  su  pro- 
))  hable  conversión  en  metálico. 

))  En  ambas,  se  adhiere  un  cierto  valor  adicional, 
»  derivado  de  su  adaptabilidad  para  la  circulación,  por 
))  efecto  de  la  forma  y  del  sello  que  le  imprime  la  aulo- 
»  ridad  nacional,  y  de  las  leyes  que  las  hacen  respecliva- 
»  mente  de  curso  legal  ¡ 
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))  Los  contratos  de  entregar  moneda,  celebrados 
))  antes  de  la  ley  de  18G:2,  se  refieren  á  la  moneda  acu- 
))  nada,  y  no  pneden  ser  satisfechos  de  otro  modo,  — 
»  salvo  el  consentimiento  del  acreedor,  —  que  por  la 
))  oferta  de  la  suma  debida  en  moneda  acuñada.  Todo 
1)  contrato  de  esa  clase  era,  en  la  acepción  legal,  un 
))  contrato  para  el  pago  de  metálico. 

))  Es  una  ley  bien  conocida  de  la  circulación,  que  los 
»  billetes  ó  promesas  de  pagar  dinero,  á  menos  de  ser 
»  conveniente  y  prontamente  convertibles  en  metálico 
»  á  voluntad  del  portador,  no  pueden  jamás,  excepto 
))  en  consideraciones  anoi'males  y  extraordinarias,  cir- 
))  cular  á  la  par  con  el  metálico.  Es  otra  ley  igualmente 
))  conocida,  que  la  depreciación  de  los  billetes  debe 
))  aumentar  [)or  el  aumento  de  la  cantidad  puesta  en 
))  circulación  y  por  la  diminución  de  la  confianza  en 
))  su  rescate.  Su  valor  está  en  razón  inversa  de  esas 
))  condiciones.  Ninguim  Jey,  por  el  hecho  de  crear  el 
»  curso  forzoso ,  puede  camhmr  mate  r  mime  ule  el 
))  efecto  de  estas  leyes.  Su  fuerza  ha  sido  poderosa- 
))  mente  evidenciada  en  la  historia  de  los  billetes  de  los 
))  Estados-Unidos.  Empezaron  con  una  pequeña  depre- 
))  ciacion  en  las  primeras  emisiones  de  marzo  de  1862 
))  y  llegaron,  en  julio  de  1864,  al  tipo  de  dos  dollars  y 
»  ochenta  y  cinco  centavos  por  un  i)eso  en  oro,  y  des- 
))  pues  volvieron  á  subir  al  precio  actual  de  un  dollar  y 
))  treinta  y  cinco  centavos  en  pa})cl ,  i)or  un  peso  en 
))  oro. 

))  Admitiendo,  pues,  que  los  contratos  susodichos 
)>  estallan  de  acuerdo  con  el  espíritu  de  la  ley,  y  reco- 
»  nociendo  que  la  ley  está  garantida  por  la  Constitu- 
))  cion,  se  sigue  que  el  portador  de  un  billete  o  promesa 
))  de  i)agar,  hecba  antes  de  la  ley  de  1862,  por  1,000  dol 
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»  lars  pagaderos  en  oro,  como  lo  acabamos  de  decir, 
))  de  acuerdo  con  la  voluntad  de  las  partes,  habría  sido 
))  obligado  á  recibir,  cuando  la  depreciación  llegó  á  su 
))  mas  alto  grado,  mil  doUars  en  billetes  ;  sin  embargo, 
»  con  los  1,000  doUars  que  se  le  debian  según  el  con- 
))  trato ,  hubiera  podido  comprar  ese  dia  2,855  de 
))  aquellos  dollars  en  papel. 

»  Después  de  la  sanción  de  la  ley,  todo  pago  de  un 
»  vale  de  fecha  anterior,  ha  tenido  semejante  cuando 
))  no  peor  resultado. 

»  Ahora  no  se  necesita,  seguramente  ningún  argu- 
»  mentó  para  probar  que  una  ley,  que  obliga  á  la  acep- 
))  lacion  en  pago  de  otra  moneda  que  la  estipulada, 
))  altera  arbitrariamente  los  términos  del  contrato  y 
))  modifica  la  obligación,  y  que  la  extensión  de  esta  mo- 
))  dificacion  está  en  proporción  de  la  desigualdad  del 
»  pago  aceptado  bajo  la  coacción  de  la  ley,  y  el  que  se 
»  debia  por  los  términos  del  contrato.  Ni  se  necesitan 
))  tampoco  argumentos  para  probar  que  el  efecto  prác- 
»  tico,  de  semejante  ley,  es  contrario  á  la  justicia  y  á 
))  la  equidad.  Se  sigue  de  aquí  que  ninguna  interpreta- 
))  cion  que  atribuye  semejante  efecto  práctico  á  la  ley 
»  del  Congreso,  debe  ser  admitida  ni  aplicada,  si  nin- 
))  guna  otra  puede  ser  armonizada  con  el  propósito 
))  manifiesto  de  la  Legislatura. 

y)  ¿  Cuál  es,  pues,  ese  propósito  manifiesto  ?  —  ¿  Es- 
»  tamos  autorizados  á  decir,  como  verdadera  y  razo- 
))  nable  interpretación  de  la  ley,  que  el  Congreso  no 
))  entendió  que  la  palabra  deudas  usada  en  la  ley, 
»  incluyera  las  deudas  contraidas  antes  de  su  sanción? 
))  En  el  caso  de  Bronson  y  Rhodes,  creemos  estar 
»  seguros  de  no  haber  errado,  al  decir  que  esta  pala- 
»  bra  usada  en  la  ley,  no  incluye  las  obligaciones 
I.  11 
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))  contraidas  expresamente  en  oro  ó  plata,  ya  sea  en 
))  metal  acuñado  ó  en  barras.  Estas  conclusiones  se 
))  apoyan  también  en  los  términos  de  la  ley,  que  no 
))  solo  permite,  sino  que  exige  pagos  en  metálico  por 
))  el  gobierno ;  y  desde  entonces,  puede  asegurarse, 
»  independientemente  de  las  consideraciones  relativas 
))  á  la  ley  de  los  contratos  para  la  entrega  de  especí- 
»  fica  moneda,  que  la  le^sanciona  los  contratos  par- 
»  ticulares  y  especiales  para  pagos  semejantes  ;  de 
»  otro  modo,  las  disposiciones  relativas  á  los  pagos 
»  que  deben  hacerse  al  gobierno,  podrían  difícilmente 
))  cumplirse.  Así ,  estas  consideraciones ,  no  deben 
))  aplicarse  al  caso  en  cuestión.  No  hay  nada  en  los 
))  términos  de  la  ley,  que  se  refiera  á  ninguna  dife- 
))  rencia  en  sus  efectos  bajo  la  denominación  de  deu- 
))  das  pagables  generalmente  en  moneda,  es  decir,  en 
))  dollars  y  partes  de  dollars.  Sus  términos,  por  el 
))  contrario,  en  su  mas  obvia  acepción,  incluyen  toda 
»  deuda  que  no  ha  sido  especialmente  espeeiíicada  en 
))  oro  ó  plata,  ya  nazca  en  contratos  anteriores  y  que 
))  se  debían  de  antemano,  ya  nazcan  de  tales  contratos 
»  para  pagarse  en  un  día  futuro,  ya  nazcan  y  se  ha- 
»  gan  exigibles  por  un  contrato  subsiguiente.  Una  in- 
))  terpretacion  estricta  y  literal,  según  la  sugerida  por 
))  el  juez,  M.  Story,  con  respecto  á  la  misma  palabra 
»  usada  en  la  Constitución,  limita  la  palabra  deuda,  á 
))  las  deudas  existentes,  y  si  esta  interpretación  no 
))  puede  ser  sancionada  aquí,  porque  la  limitación  esta- 
»  blecida  por  ella  no  j)uede  reconciliarse  con  la  inten- 
))  cion  y  el  propósito  claros  de  la  ley,  es  sin  embargo, 
))  concluyente,  contra  toda  interpretación  que  tienda  á 
))  excluir  de  sus  efectos  las  deudas  existentes. 

»  La  misma  conclusión  resulta  respecto  de  la  ex- 
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))  cepcion  sobre  intereses  de  préstamos  y  derechos  de 
»  importación,  aplicada  á  los  efectos  de  la  ley  sobre 
»  cm'so  forzoso. 

»  Por  estas  razones,  no  nos  creemos  autorizados, 
»  ni  en  plena  libertad  para  decir  que  la  ley  no  enten- 
))  dio  incluir  en  la  palabra  deudas  las  contraidas  an- 
»  teriormente  á  su  sanción.    « 

En  un  caso  posterior  aun  (1),  la  Corte  Suprema  con- 
firmó la  decisión  contenida  en  la  primera  parte  del 
fallo  anterior,  que  dejamos  trascripto,  declarando  que 
las  obligaciones  estipuladas  á  pagar  i22072ef/a  legal  de  los 
Estados-Unidos,  estaban  comprendidas  en  la  palabra 
deudas  de  que  hacia  uso  la  ley  de  25  de  febrero  de  1862  ; 
eran  chancelables  con  el  papel  moneda  de  los  Estados- 
Unidos,  por  su  valor  escrito  ;  y  que  dicha  ley  era  cons- 
titucional y  válida  (2). 

Esta  ha  sido  la  última  palabra  de  la  Suprema  Corte 
de  los  Estados-Unidos  en  las  numerosas  y  difíciles 
cuestiones  relativas  al  curso  forzoso  que  han  ido  á  lla- 
mar su  atención,  provocar  su  estudio,  y  reclamar  su 
decisión.  La  Suprema  Corte  ha  tenido  ocasión,  con 
este  motivo,  de  recordar  y  establecer  los  verdaderos 
principios  del  valor  y  de  la  circulación  monetaria ;  no 
solo  con  relación  á  la  teoría  científica,  sino  también, 
y  muy  especialmente,  con  respecto  á  la  acción  de  los 
poderes  públicos,  al  sistema  adoptado  por  las  leyes,  y 
á  las  relaciones  de  derecho  privado  que  pudieran  ser 
afectadas  por  ellos. 

Y  los  ha  recordado  y  establecido,  declarando  : 

«  Que  es  un  hecho  reconocido  y  aceptado  por  todo 
hombre,  en  toda  la  extensión  del  mundo,  que  el  oro  y  la 

(1)  Nox  V,  Lee  y  Parker,  V.  Davis* 

(2)  Wallace's  Reports,  tomo  U,  pág.  682. 
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plata  son  por  sí  mismos  valores  ;  y  siendo  tales,  y  bajo 
otros  respectos  mas  adaptaljles  para  su  ñn,  son  la  única 
y  verdadera  medida  del  valor ;  que  su  valor  se  deter- 
mina por  su  peso  y  pureza ;  y  que  la  forma  y  sello  son 
simplemente  certificados  del  valor  que  conserva  su  ab- 
soluta estimación  según  la  reconocida  integridad  y 
honradez  del  gobierno  que  da  eso  certificado. 

»  Que  todas  las  medidas  y  precauciones  adoptadas 
por  el  legislador  en  la  acuñación,  no  se  dirigen  mas 
que  á  dar  al  pueblo  una  garantía  eficaz,  de  que  las 
monedas  convertidas  en  medio  circulante  para  todo 
pago ,  contienen  el  peso  preciso  de  oro  ó  plata,  del 
mismo  grado  de  pureza  declarado  en  la  ley. 

»  Que  por  el  hecho  de  dar  circulación  á  los  billetes, 
sin  revocar  las  leyes  sobre  acuñación  y  moneda  metá- 
lica ,  existen  en  circulación  dos  especies  de  dollars 
ambos  de  curso  legal  para  todos  los  pagos  :  el  dollar 
acuñado,  que  es  una  pieza  de  oro  ó  plata,  de  un  deter- 
minado grado  de  pureza  y  de  un  determinado  peso  de 
gramos ;  y  el  dollar  en  billetes,  que  es  una  promesa 
de  pagar  un  dollar  acuñado  ,  pero  no  una  promesa 
de  pagar  á  la  vista,  ni  en  plazo  determinado,  ni  en  el 
hecho,  convertible  en  un  dollar  acuñado. 

))  Que  es  imposible  en  la  naturaleza  de  las  cosas, 
que  estos  dos  dollars  sean  el  uno  el  equivalente  del 
otro.  Es  una  ley  bien  conocida  de  la  circulación,  que 
los  billetes  ó  promesas  de  pagar  dinero,  á  menos  de 
ser  conveniente  y  i)rontamente  convertibles  en  metá- 
lico, á  volundad  del  portador,  no  pueden  circular  á  la 
par,  con  el  metálico.  Es  otra  ley  igualmente  conocida, 
que  la  depreciación  de  los  billetes  debe  aumentar  por 
el  aumento  de  la  cantidad  puesta  en  circulación  y  por  la 
diminución  de  la  confianza  puesta  en  su  rescate.  Su 
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valor  está  cii  razón  inversa  de  estas  condiciones;  y 
ninguna  ley,  por  el  hecho  de  crear  el  curso  forzoso, 
puede  materialmente  cambiar  el  efecto  de  estas  leyes. 
))  El  pago  de  dinero  se  efectúa  entregando  el  deudor 
al  acreedor  la  suma  debida ;  y  cuando  no  hay  especifi- 
cación convenida  de  la  moneda  en  que  el  pago  debe 
hacerse,  cumple  el  deudor  entregando  la  suma,  en 
cualquieradelas  especies  de  dollars,  de  circulacionlegal. 
»  Que  una  obligación  de  pagar  cierta  suma  de  dol- 
lars en  oro  ó  plata  acuñada,  no  es  en  el  sentido  legal 
otra  cosa,  que  el  pacto  de  entregar  cierto  peso  de  oro 
tii)ico,  representado  por  un  número  de  cuños,  cada 
uno  de  los  cuales  atestigua  contener  una  proporción 
definida  de  ese  peso. 

))  Que  esta  obligación  es  legal  y  válida,  y  debe  ser  satis- 
fecha de  acuerdo  con  sus  términos,  y  no  por  una  oferta 
de  pago  meramente  nominal  en  moneda  depreciada. 

»  Que  es  de  toda  evidencia  que  una  ley  que  obliga 
la  aceptación  en  pago,  de  otra  moneda  que  la  estipu- 
lada, altera  arbitrariamente  los  términos  del  contrato 
y  modifica  la  obligación ;  siendo  notorio  que  el  efecto 
práctico  de  semejante  ley,  es  contrario  á  la  justicia  y  á 
la  equidad.  » 

Compárense  esas  decisiones  de  la  Suprema  Corte, 
con  los  preceptos  de  nuestro  derecho  escrito  y  con  las 
costumbres  que  radicaron  en  el  pueblo,  y  se  verá,  para 
honra  nuestra,  que  son  los  mismos  principios  y  reglas 
confirmados  y  proclamados,  cuarenta  y  cinco  años  mas 
larde,  por  el  mas  alto  tribunal  de  aquel  pueblo  americano. 
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VII 

Resúmejí  y  conclusión. 

Llegamos  al  término  de  nuestra  investigación,  con  la 
seguridad  que  inspira  la  convicción  de  haber  compro- 
bado la  exactitud  de  la  teoria  que  sostenemos ;  y  de  ver 
apoyadas  y  confirmadas  por  los  principios  de  la  cien- 
cia moderna,  la  doctrina  y  la  jurisprudencia  fundadas 
por  nuestros  padres  desde  1827. 

La  libertad  de  las  convenciones  y  el  valor  corriente 
de  la  moneda  de  papel,  bajo  el  imperio  del  curso  for- 
zoso,, son  teorías  conformes  á  la  naturaleza  íntima  y 
condiciones  de  la  noción  elemental  del  valor ;  y  no  mas 
que  aplicaciones  lógicas  é  ineludibles  de  las  reglas  in- 
mutables que  presiden  á  su  manifestación  y  sus  modi- 
ficaciones. Esas  reglas  determinaron  la  creación  de  la 
moneda,  la  dieron  el  carácter  peculiar  que  reviste,  y  go- 
bernáronlas funciones  que  desempeña  en  los  cambios, 
con  la  invariable  firmeza  de  una  ley  natural,  que  nunca 
consiguieron  quebrar  las  mas  ingeniosas  combinacio- 
nes de  los  hombres,  ni  la  energía  de  todo  su  poder. 

El  valor  es  una  relación  de  cambio,  esencialmente 
variable,  como  la  voluntad  humanado  que  es  un  efecto; 
y  porque  es  una  relación,  ha  rechazado  como  un  error 
la  idea  de  un  valor  intrínseco ;  y  porque  es  esencial- 
mente variable,  ha  resistido  al  intento  de  una  medida  ó 
padrón,  que  jamás  podrá  conseguirse  porque  se  lucha 
por  un  imposible. 
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Si  el  valor  es  una  relación  de  cambio  y  si  es  indeter- 
minable de  antemano ,  no  puede  ser  en  ningún  caso 
determinado  por  el  poder  público,  en  la  moneda,  que 
como  artículo  de  riqueza  y  cosa  cambiable,  está  some- 
tida á  los  mismos  principios  y  leyes  que  rigen  el  valor 
de  las  demás  cosas.  La  función  de  la  autoridad,  por  su 
naturaleza  y  sus  íines,  se  limita  á  certificar  la  calidad  y 
cantidad  de  metal  fino,  que  cada  pieza  de  moneda  con- 
tiene, dejando  que  su  estimación  ó  valor  lo  determine 
la  ley  de  los  cambios,  la  ley  de  todos  lo  valores,  la 
oferta  y  la  demanda. 

El  papel  moneda,  que  es  un  título  de  crédito  á  plazo 
indefinido  y  de  pago  incierto,  está  sometido  á  las  mis- 
mas reglas  á  que  obedecen  los  valores  de  su  género.  La 
designación  escrita  de  la  moneda  acuñada  que  repre- 
senta, no  importa  mas  que  el  compromiso  actual  de  su 
conversión  futura  por  esa  suma ;  pero  su  valor  como 
moneda,  como  intermediario  en  los  cambios,  sigue  y  obe- 
dece la  ley  de  todos  los  valores,  la  oferta  y  la  demanda, 
que  necesariamente  le  imprime  el  valor  corriente. 

Tales  son  los  principios  fundamentales  evidenciados 
por  la  ciencia  moderna  y  comprobados  por  la  experien- 
cia de  todos  los  tiempos  y  de  todos  los  pueblos,  justifi- 
cando la  exactitud  de  aquella  máxima  de  Bacon,  sín- 
tesis de  la  mas  profunda  observación,  y  á  la  que  tanto 
progreso  deben  las  ciencias  naturales  y  de  aplicación  : 
«  Lo  que  en  teoría  es  la  causa,  en  la  práctica  es  la 
))  regla.  » 

Esos  mismos  principios,  con  sus  lógicas  consecuen- 
cias, son  los  que  constituyen  el  sistema  adoptado  por 
nuestra  legislación  monetaria ;  los  que  han  determinado 
las  reglas  de  nuestro  derecho,  y  formado  nuestras  cos- 
tumbres, en  la  solución  de  los  conflictos  de  derecho 
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privado,  con  relación  á  la  moneda,  y  en  el  cumplimiento 
de  las  obligaciones  de  dar  sumas  de  dinero,  bajo  el  im- 
perio del  curso  forzoso. 

Defendemos  el  valor  corriente  porque  es  el  único 
legítimo  y  verdadero  valor.  «  El  carácter  general  de  la 
»  moneda,  como  lo  hemos  establecido  anteriormente, 
»  consiste  en  procurará  su  propietario  un  poder  que  le 
))  permita  adquirir  todas  las  riquezas ;  y  este  poder  se 
»  funda  en  el  hecho  de  que  la  moneda  es  apreciada  y 
»  aceptada  por  todo  el  mundo.  Esta  estimación  gene- 
»  ral  es  lo  único  que  hace,  no  solamente  que  alguna 
))  cosa  que  sin  ella  no  seria  moneda,  lo  sea ;  sino  que 
))  fija  en  qué  medida  esa  cosa  se  haga  moneda,  y  por 
))  consiguiente,  cómo  debe  apreciarse  el  valor  que  se 
))  le  atribuye.  Eso  es  precisamente  lo  que  constituye  la 
))  la  naturaleza  del  valor  corriente.  Asi,  el  valor  cor- 
»  riente,  considerado  como  medida  determinante  del 
))  monto  de  una  sumado  dinero,  es  una  consecuencia 
»  inmediata,  derivada  de  la  naturaleza  general  de  la 
»  moneda  (1).  » 

Defendemos  el  valor  corriente,  porque  es  el  único  que 
nuestro  sistema  monetario  reconoce  en  la  moneda;  por- 
que él  responde  á  las  tradiciones  de  nuestro  derecho,  y 
porque  constituye  la  doctrina  que  ha  formado  nuestra 
jurisprudencia  é  inspirado  nuestras  leyes,  desde  18!27 
hasta  la  fecha  ;  jurisprudencia  y  doctrina  conformes  á 
nuestras  instituciones,  adecuadas  á  nuestros  intereses, 
confirmadas  y  autorizadas  por  la  jurisprudencia  y  la 
práctica  recientes  de  la  nación  que  nos  sirve  de  modelo. 

Es  esa  doctrina  y  esa  jurisprudencia  la  única  que  nos 
permitirá  esperar  que  dentro  de  un  término,  no  muy 

(1)  Saviuny,  Derecho  de  his  ubliguciones,  loaiu  U,  pág.  61. 
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lejano  quizás,  podamos  volver  á  la  conversión  de  nues- 
tro papel,  y  consigamos  establecer  de  una  manera  per- 
manente, el  verdadero  y  seguro  sistema  de  una  circu- 
lación monetaria.  Es  la  única  que  se  concilla  con  la 
estabilidad  y  la  influencia  en  nuestro  mercado,  de  los 
metales  preciosos,  que  son  la  base  indispensable  de 
aquel  sistema,  y  la  única  y  verdadera  moneda  de  circu- 
lación general  en  el  mundo  civilizado.  Es  la  única  que 
se  acuerda  con  los  principios  de  justicia  que  deben  pre- 
sidir las  relaciones  de  derecho  privado  ;  con  la  buena 
fe  que  es  la  base  de  las  convenciones,  del  crédito  y  muy 
principalmente  de  las  relaciones  comerciales.  Es  la 
única,  en  fin,  conforme  á  nuestras  instituciones  libres 
y  á  los  mas  caros  intereses  del  país. 

La  doctrina  del  valor  escrito  no  solo  contraría  la 
ciencia ,  sino  que  también  conculca  los  principios  de 
nuestra  constitución  política  y  las  reglas  del  derecho 
proprio.  Proclama  la  supremacía  de  la  fuerza  y  del  po- 
der absoluto  ;  y  parece  repetir  con  Pothier.  «  El  prín- 
»  cipe  no  distribuye  su  moneda  á  los  particulares,  sino 
»  para  que  les  sirva  de  signo  del  valor  de  todas  las 
))  cosas,  pudiendo  usar  de  ella  únicamente  bajo  este 
))  aspecto.  El  deudor,  por  consiguiente,  no  debe  mas 
»  que  la  suma  indicada  en  la  obligación  ;  y  toda  con- 
))  vención  contraria  debe  ser  rechazada  como  opuesta 
))  al  orden  público  y  al  destino  que  el  príncipe  ha  dado 
»  á  la  moneda.  » 

No,  nosotros  defendemos,  en* la  teoría  del  valor  cor- 
riente, el  derecho  patrio  ;  un  derecho  americano  fun- 
dado en  los  instituciones  libres,  que  no  atribuyen  al 
poder  público,  constituido  bajo  la  forma  republicana, 
mas  facultad  y  atribuciones  respecto  de  la  moneda,  ({ue 
las  que  le  confiere  la  ley,  de  acuerdo  con  los  principios 
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proclamados  por  la  ciencia  y  con  las  limitaciones 
constitutionalesque  garanten  la  propiedad  y  la  libertad 
de  las  convenciones.  Defendemos,  por  último,  la  juris- 
prudencia y  la  doctrina  que  es  la  herencia  de  nuestros 
padres  ;  y  que  se  compone  del  rico  patrimonio,  fruto  de 
su  constante  labor  y  patrióticos  esfuerzos,  por  legarnos 
una  organización  fundada  sobre  la  sólida  base  de  la 
libertad  y  el  derecho,  en  armonía  con  las  luces  de  nues- 
tro siglo,  y  los  últimos  progresos  de  la  legislación  y  la 
política  ;  y  adecuada  para  el  inmenso  desarrollo  de 
nuestra  nacionalidad,  y  á  la  futura  grandeza  de  la  patria, 
que  sin  duda  anhelaban  para  sus  hijos. 

No  debemos  perjudicarnos  á  tal  punto  que  repudie- 
mos aquella  preciosa  herencia,  para  aceptar  el  error  de 
envejecidas  doctrinas,  hijas  del  absolutismo  y  de  la 
ignorancia,  en  la  época  oscura  en  que  se  produjeron  y 
desarrollaron  ;  no  podemos  ni  debemos  violentar  el 
cumplimiento  de  las  leyes  naturales  que  rigen  el  valor ; 
ni  tenemos  necesidad  de  colocarnos  en  la  posición 
desairada,  en  que  siempre  quedaron  los  que  acome- 
tieron tal  imposible. 

De  acuerdo  con  estas  observaciones,  deberán  ser 
desechadas  para  siempre  de  los  debates  del  foro  aquel 
error  y  aquellas  doctrinas,  como  han  sido  desechadas 
por  la  ciencia,  por  nuestro  derecho,  y  por  nuestra 
jurisprudencia  práctica. 


II 

PRUEBA  DE  LA  FILIACIÓN  NATURAL 

POSESIÓN    DE    ESTADO    (1) 


Importancia  de  las  cucsüones  de  estado.  — 2.  Sus  diOcuItades;  opinión  del 
caneilleí'  d'Aguesseau.  —  3.  Objeto  del  informe.  —  4.  Interés  actual  de  la 
causa.  — 5.  Condición  en  que  se  presenta  la  parte  demandante.  — 6.  Casos 
análogos  determinaron,  en  la  legislación  francesa,  la  prohibición  de  la  inda- 
gación de.la  paternidad.  — 7.  Palabras  de  Bigot-Préameneu  á  este  respecto. 

—  8.  Fundamentos  de  la  demanda.  —  9.  No  es  posible  analizar  la  prueba  en 
este  escrito.  —  10.  Cuestiones  de  derecho  que  surgen  de  la  causa.  — 
11.  Inamovilidad  de  los  principios  de  la  filiación.  —  12.  El  origen  y  naci- 
miento del  hombre  son  un  misterio  de  la  naturaleza.  —  13.  Lo  que  decide  del 
nacimiento  no  es  una  certidumbre,  sino  una  presunción  legítima.  —  14. 
La  legislación  romana  reconocióla  imposibilidad  de  probar  la  paternidad. 

—  15.  Necesidad  de  distinguir  la  filiación  legítima  de  la  natural  para  adoptar 
diferentes  presunciones.  —  IG.  Hechos  que  sirven  de  base á  la  presunción 
en  la  fdiacion  legítima.  —  17.  Fundamento  moral  de  la  presunción.  — 
18.  Su  necesidad  reconocida.  —  19.  La  maternidad  legitima  se  establece 
por  la  partida  de  bautismo,  pero  no  la  natural.  —  20.  Razón  de  esta 
distinción.  —  21.    Diferencia  entre   la  flliacion    legítima   y   la  natural.  — 

22.  Aplicación  del  principio,  á  la  prueba  de  la  flliacion  legítima  y  natural.  — ■ 

23.  La  base  del  estado  de  hijo  natural,  es  el  reconocimiento  de  los  pa- 
dres. —  24.  Formas  en  que  puede  hacerse  el  reconocimiento.  —  25.  La 
partida  de  bautismo  no  puede  servir  de  prueba  en  la  filiación  natural.  — 
2G.  Fundamento  de  esta  afirmación.  —  27.  Opinión  de  Laurent  sobre  la 
partida  de  nacimiento.  —  28.  La  disposición  del  artículo  1°,  título  de 
las  pruebas  del  nacimiento  de  las  personas,  Código  civil,  se  refiere  á  la 
filiación  legítima.  — 29.  Disposición  del  Código  de  Freitas  á  este  respecto. 
—  30.  Título  de  la  fíliacioa  natural,  reconocimiento  de  los  padres.  —  31.  De- 
rechos de  los  hijos  naturales.  —  32.  La  ley  exige  el  reconocimiento  délos 
hijos  naturales   para  el  ejercicio  de  sus  derechos  con  relación  á   sus  pa- 


(l)  Informe  en  derecho  en  una  causa  sobre  filiación  natural. 
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(Ires.  —  3"}.  La  partida  es  ineficaz  para  i)robai'  el  parto  y  la  identidad  do 
las  personas.  —  S'».  La  declaración  de  la  madre  no  es  admitida  como 
prueba.  —  35.  El  reconocimiento  expreso  ó  tácito,  judicial  ú  extrajudicial, 
es  la  prueba  única  posible  de  la  filiación  natural  paterna.  —  3G.  Refuta- 
clon  del  principio  sentado  por  la  CJámara  de  Apelación,  que  la  partida  de 
nacimiento  prueba  la  paternidad.  —  37.  Importancia  do  la  declaración  de 
los  testigos  en  la  partida  de  nacimiento.  —  38.  Falsa  aplicación  que  hnce 
la  Camarade  los  artículos  1°  y  2°,  título  del  nncimicnto  de  las  persoiins, 
CÓDIGO  CIVIL.  —  39.  Hei'hos  que  pueden  ser  objeto  de  la  prueba  respecto  del 
padre  y  do  la  madre  en  la  filiación  natural.  —  40.  El  reconocimiento  del 
padre,  como  único  medio  do  prueba  de  la  paternidad  naturaL  —  4L  Ne- 
cesidad del  reconocimiento  en  la  legislación  romana.  —  42.  Legislación 
española  ol  respecto.  —  43.  Opinión  de  Cárdenas.  —  44.  La  posesión  de 
estado  como  único  medio  del  reconocimiento  tácito  según  nuestra  legis- 
lación. —  45.  Opinión  del  codificador  sobre  la  posesión  de  estado.  — 
46.  Opinión  de  M.  Demolombe.  — 47.  Prueba  de  la  filiación  natural  por  la 
posesión  de  estado.  —  48.  Elementos  que  constituyen  la  posesión  do  es- 
tado. —  49.  Nomcn.  —  Tractatus.  —  Fama.  —  50.  Otros  requisitos  ijue 
deben  concurrir  en  la  posesión  de  estado.  —  51,  \'alor  de  la  declaración 
de  los  testigos  en  la  causa.  —  52.  Importancia  de  la  prueba  producida  en 
la  causa.  —  53.  No  es  posible  analizar  la  prueba  en  este  escrito.  — 
54.  Pero  la  Corte  debe  examinarla  para  establecer  la  doctrina  y  fijar  la 
jurisprudencia.  —  55.  Perniciosos  defectos  de  la  incerlidumbre  en  la 
doctrina  y  en  la  jurisprudencia.  —  5G.  Conclusión. 


Buenos  Aires,  30  de  noviembre  de  1875. 

Suprema  Corte  de  Justicia  : 

1.  De  todas  las  cuestiones  que  versando  sobre  inte- 
reses civiles,  vienen  á  buscar  el  definitivo  fallo  de  los 
tribunales,  las  cuestiones  de  estado  revisten,  sin  duda 
alguna,  la  mas  alta  importancia,  porque  son  las  únicas 
que  tienen  el  raro  privilegio  de  comprometer  al  mismo 
tiempo  en  resolución  los  mas  caros  intereses  de  la  so- 
ciedad y  de  los  individuos.  El  estado  del  bonibre,  su 
condición  civil,  no  solo  envuelven  cuestiones  de  inte- 
rés, de  un  orden  puramente  privado,  sino  que  se  rela- 
cionan, además,  de  una  manera  (Crecía,  con  la  organi- 
zación de  la  familia,  la  paz  del  hogar,  el  ejercicio  do 
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los  derechos  civiles,  y  por  ellos,  con  el  orden  social. 
'2.  En  esta  ocasión,  y  ya  que  una  cuestión  de  estado 
se  presenta,  pidiendo  solución  al  mas  alto  tribunal  en 
la  gerarquía  judicial,  puede  repetir  el  abogado  con 
d'Aguesseau  :  ({ue  entre  todas  las  causas  sometidas  á 
la  resolución  de  los  jueces,  ningunas  hay  que  merez- 
can ser  examinadas  con  mas  atención  y  cuya  decisión 
sea  mas  difícil,  que  aquellas  en  que  se  trata  de  ase- 
gurar el  estado,  la  calidad  y  el  nacimiento  de  las  par- 
tes. La  naturaleza  se  oculta  en  esta  especie  de  causas 
bajo  velos  tan  diferentes,  la  verdad  se  oscurece  en 
ellas  por  tantas  y  tan  variadas  nubes,  que  general- 
mente las  mismas  partes,  aun  las  mas  interesadas,  no 
pueden  descubrir  la  verdadera  luz  que  debe  guiarlas  ; 
inciertas  de  suestado,  vienen  á  conocer  sus  destinos 
por  nuestros  juicios,  y  á  recibir,  por  decirlo  así,  de 
la  justicia,  un  nuevo  ser,  un  segundo  nacimiento,  ó 
la  certidumbre  de  su  condición  civil,  vaga  ó  descono- 
cida hasta  entonces. 

3.  Gomo  cuestión  de  estado,  que  une  á  su  impor- 
tancia la  gravedad  de  la  situación  en  que  viene  á  pro- 
ducirse, V.  E.  ha  permitido  en  la  que  vamos  á  tratar, 
un  estudio  en  derecho  que  debiera  corresponder  á  la 
magnitud  del  asunto,  y  á  las  justas  exigencias  del 
momento  en  que  se  presenta  para  satisfacer  la  inten- 
ción que  ha  inducido  el  permiso  de  que  hago  uso ; 
pero  la  insuficiencia  do  mis  facultades  me  arrebata 
esta  legítima  esperanza,  y  apenas  si  consigo  señalar 
los  puntos  capitales,  que  puedan  servir  de  guía  á  mis 
jueces,  para  reclamar  á  su  respecto  una  madura  y  re- 
flexiva decisión. 

4.  La  causa,  por  otra  parte,  es  por  sí  sola  intere- 
sante.  Lo  es,  })ür  la  naturaleza  de  los  intereses  que 
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compromete  y  también  por  la  ocasión  en  que  se  pre- 
senta ;  porque  es  esta  la  vez  primera  que  después  de 
la  fundamental  reforma  de  nuestra  ley  ciyil,  que  tan 
profundamente  ha  alterado  en  mas  de  un  punto  tras- 
cendental la  ley  y  las  tradiciones  de  nuestra  organiza- 
ción social  en  las  relaciones  privadas,  viene  á  solicitar 
de  la  suprema  autoridad  judicial  un  fallo  definitivo,  la 
cuestión  de  la  filiación  natural,  que  tanta  alarma  ha 
causado  en  nuestras  costumbres,  que  tantos  intereses 
ilegítimos  ha  despertado  desde  su  aparición,  que  tan 
hondamente  ha  conmovido  á  las  familias  y  alterado  la 
paz  del  hogar  con  el  temor  de  ver  introducirse  elemen- 
tos bastardos  y  desquiciadores,  en  su  organización  y 
en  sus  derechos. 

La  sabiduría  del  tribunal  llamado  por  la  Constitu- 
ción á  dar  movimiento  y  vida  á  la  ley  escrita,  á  esta- 
blecer la  unidad  de  la  jurisprudencia  y  de  la  doctrina, 
y  á  determinar  la  justa  inteligencia  y  aplicación  del 
precepto  legal,  llenará  sin  duda  en  este  caso  la  alta 
misión  que  la  Constitución  del  Estado  le  confiara.  Y 
ojalá  ({ue  desde  el  estado  de  la  defensa  pueda  haber 
contribuido  en  alguna  mínima  parte  al  fallo  que  V.  E. 
pronuncie  en  esta  causa,  devolviendo  la  tranquilidad  á 
las  familias  y  asegurando  sobre  las  bases  firmes  del 
derecho  y  de  una  recta  aplicación  de  las  leyes,  su  paz 
interior,  la  seguridad  y  firmeza  de  sus  relaciones  civi- 
les y  la  certidumbre  de  su  condición,  tan  amenazadas 
hoy  por  la  audacia  de  los  errores  y  por  la  corrupción 
que  introducen  los  intereses  ilegítimos. 
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5.  Una  mujer  bastante  atrevida  para  arrojar  lejos  de 
sí  el  velo  del  pudor  con  que  guardan  su  recato  las  per- 
sonas de  su  sexo,  viene  á  hacer  pública  confesión  de 
sus  faltas,  pues  mas  de  una  se  ha  visto  obligada  á  de- 
clarar en  esta  causa,  guiada  por  el  interés  pecuniario, 
que  no  se  atrevió  á  gestionar  ante  la  justicia  en  diez 
y  ocho  años  que  corrieron  desde  que  se  produjo  la 
causa  á  que  los  atribuye;  que  falta  descaradamente  á 
la  verdad  presentándose  como  mujer  casada  que  ha 
obtenido  la  venia  de  su  esposo,  á  quien  hace  aparecer 
firmando  á  su  ruego  para  manifestar  en  seguida,  cuando 
se  ve  apremiada  á  comprobar  la  verdad,  que  ese  pre- 
tendido matrimonio  es  uno  de  tantos  errores  de  que  no 
teme  declararse  culpable,  reclama  ante  la  justicia  la 
filiación  natural  de  un  hijo,  hasta  ahora  desconocido, 
y  cuya  paternidad  atribuye  á  una  persona  respetable  de 
nuestra  sociedad,  que  no  puede  defenderse  ni  contestar, 
porque  la  muerte  selló  sus  labios  para  siempre. 

6.  T.  P.,  falsamente  casada  con  V.,  que  gestiona 
por  ella,  cuyo  falso  matrimonio  ha  tenido  que  reco- 
nocer atribuyéndolo  á  una  equivocación,  como  si  fuera 
posible  un  error  propio,  sobre  el  estado  personal  del 
que  lo  hace  constar  en  un  escrito  que  suscribe  ;  que  ha 
tenido  hijos  de  diferentes  personas,  según  su  propia 
confesión,  y  que  ha  llevado  una  vida  demasiado  libre 
para  suponerla  víctima  de  la  seducción  y  atribuir  algún 
crédito  á  su  palabra,  es  sin  duda  uno  de  aquellos  ejein- 
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píos  que  llevaron  á  los  legisladores  iranceses  á  cegar 
totalmente  la  fuente  del  fraude  y  de  la  inmoralidad, 
induciéndolos  á  pensar  que  la  prohibición  absoluta  de 
la  indagación  de  la  paternidad,  debia  impedir  en  ade- 
lante los  perniciosos  efectos  del  vicio  y  de  la  corrup- 
ción, amparados  hasta  entonces  por  una  legislación 
demasiado  benigna  é  imprevisora  en  materia  de  filiación 
ilegitima. 

7.  A  ellos  se  referia  sin  duda  Bigot  Préameneu, 
cuando  decia  al  cuerpo  legislativo  francés  :  «  Desde 
))  largo  tiempo,  en  el  antiguo  régimen,  un  grito  gene- 
V  ral  se  habia  levantado  contra  las  investigaciones  de 
»  la  paternidad.  Ellas  exponian  á  los  tribunales  á  los 
))  debates  mas  escandalosos,  á  los  juicios  mas  arbi- 
))  trarios,  á  la  jurisprudencia  mas  variable. 

»  El  hombre  cuya  conducta  era  la  mas  pura ;  aquel 
»  cuyos  cabellos  hablan  emblanquecido  en  el  ejercicio 
»  de  todas  las  virtudes,  no  se  hallaba  al  abrigo  de  los 
»  ataques  de  una  mujer  impudente,  ó  de  hijos  que  le 
»  eran  extraños.  En  una  palabra,  las  investigaciones 
»  de  la  paternidad,  eran  consideradas  como  el  azote  de 
))  la  sociedad.  ¡  Cuántas  mujeres  impudentes,  agregaba 
))  en  otra  parte,  osaban  publicar  su  debilidad  bajo 
))  pretexto  de  recobrar  su  honor!  ¡Cuántos  intrigantes, 
»  nacidos  en  la  condición  mas  abyecta,  tenian  el  incon 
))  cebible  atrevimiento  de  pretender  introducirse  en  las 
»  familias  mas  distinguidas  y  sobre  todo  las  mas  opu- 
»  lentas  !  Puede  consultarse  á  este  respecto  la  colección 
))  de  causas  célebres  ;  y  no  se  sabrá  qué  admirar  mas, 
»  si  la  insuficiencia  de  nuestras  leyes  sobre  este  im- 
))  portante  olgeto,  ó  la  temeridad  de  los  que  de  ellas  se 
))  hacian  un  título  para  extraviar  la  juslicia  y  turbarla 
»  sociedad,  m 
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8.  T.  P.  apoya  sus  pretensiones  : 

Primero  :  en  una  partida  de  bautismo  en  la  que 
aparece  inscripto  un  niño  llamado  M.  como  hijo  legí- 
timo de  M.  G.  y  de  la  reclamante. 

Segundo  :  En  las  declaraciones  de  tres  testigos  que 
refiriéndose  á  la  época  del  nacimiento  del  niño,  dicen 
que  el  señor  G.  visitaba  á  la  P.,  que  le  pagaba  pensión, 
que  sufragaba  los  gastos  de  alquiler,  y  que  hacia  cari- 
cias al  recien  nacido  ;  pero  ninguno  de  ellos  ha  podido 
dar  noticia  exacta  de  la  persona  del  señor  G.,  todos  se 
han  confundido  en  los  detalles  de  los  hechos  ;  alguno  ■ 
lo  sabe  por  el  dicho  de  la  madre,  y  ninguno  era  persona 
de  la  amistad  ó  de  la  relación  del  padre  que  pretenden 
adjudicar. 

9.  No  es  este,  Excmo.  Señor,  el  momento  de  analizar 
la  prueba  que  V.  E.  apreciará,  sin  duda,  en  su  justo 
valor ;  y  no  puedo,  por  eso,  hacer  notar  los  errores  de 
conocimiento  propio  en  que  los  testigos  incurren  y  que 
acusan  la  inseguridad  de  sus  deposiciones,  ni  siquiera 
las  contradicciones  de  la  misma  demandante,  que  no 
conoce  á  V.,  á  quien,  sin  embargo  presenta  como  su 
esposo,  y  que  firma  por  ella  sus  escritos ;  ni  recuerda 
la  partera  ([ue  la  asistió  en  la  época  del  alumbramiento. 

10.  Pero  del  examen  de  la  causa,  aparecen  bien  ex- 
plícitas las  graves  cuestiones  de  derecho  que  en  ella 
se  comprometen  y  de  cuya  solución  pende  su  resul- 
tado aun  con  prescindencia  completa  de  los  hechos  que 
han  sido  materia  de  la  prueba. 

Esas  cuestiones  se  refieren  todas  á  la  filiación  natu- 
ral y  pueden  en  este  caso  concretarse  á  las  siguientes  : 

¿  Cuál  es  la  prueba  de  la  filiación  natural  ? 

¿Puede  probarse  la  filiación  después  de  la  muerte 
del  padre  ? 

L  ,2 


178  FILIACIÓN  IfATURAL. 


II 


11.  Examinando  la  primera  cuestión  de  derecho,  nos 
veremos  desde  luego  obligados  á  recordar  los  princi- 
pios fundamentales  á  que  obedece  la  doctrina  de  nues- 
tra legislación  civil,  en  materia  de  filiación,  y  por  los 
cuales  esta  causa  debe  ser  decidida.  Esos  principios 
no  son  una  novedad  que  la  reforma  haya  introducido 
recientemente  entre  nosotros.  La  naturaleza  los  funda 
con  la  inmutabilidad  inherente  á  sus  preceptos ;  y  los 
legisladores  de  lamas  remota  antigüedad  les  han  dado 
forma  y  expresión  que  han  podido  resistir  á  la  prueba 
del  tiempo  y  de  una  larga  experiencia.  La  ciencia  los 
ha  respetado  siempre,  por  eso,  en  toda  su  integridad, 
y  sus  últimos  esfuerzos  se  concretan  á  restituirles  su 
primitivo  vigor,  desvirtuado  por  los  abusos  judiciales 
que  tienen  por  origen  la  lenidad  ó  el  error  en  la  apli- 
cación de  la  ley,  y  la  lucha  constante  de  los  intereses 
bastardos  en  la  práctica  del  foro. 

El  codificador  argentino,  que  ha  recogido  la  última 
palabra  de  la  ciencia  moderna,  ha  consagrado  en  toda 
su  pureza  esos  principios  ;  y  aprovechando  el  resultado 
de  las  pacientes  investigaciones  de  los  jurisconsultos, 
y  el  juicio  crítico  sobre  la  reforma  casi  universal  de  la 
legislación  en  el  presente  siglo,  ha  procurado  afirmar 
la  filiación  y  las  relaciones  de  familia,  sobre  las  bases 
seguras  de  la  moral  y  el  derecho. 

Un  rápido  examen  de  esas  reglas  primordiales  en 
que  descansa  el  grandioso  edificio  de  la  sociedad  civil 
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nos  es,  por  consiguiente,  indispensable,  para  seguir 
después  al  legislador,  hasta  las  mismas  fuentes  que  le 
han  ofrecido  la  sana  doctrina  con  que  las  ha  restau- 
rado á  su  antigua  firmeza,  depurándolas  de  los  vicios  y 
defectos  con  que  el  uso  de  los  tiempos  las  ha  desfigu- 
rado, 

12.  Aunque  nada  sea  mas  importante  al  hombre  en 
sus  relaciones  civiles,  que  el  conocimiento  de  su  es- 
tado, preciso  es  confesar,  sin  embargo,  que  nada  hay 
que  le  sea  hasta  ahora  mas  oculto. 

El  nacimiento  y  el  origen  del  hombre,  dice  el  can- 
ciller d'Aguesseau,  su  calidad  de  hijo,  y  de  hijo  legi- 
timo, son  otros  tantos  misterios  cuya  prueba  le  rehusa 
la  naturaleza.  En  vano  es  que  procure  investigarlos. 
Nadie,  como  ha  dicho  el  mas  antiguo  de  los  poetas, 
puede  averiguar  quién  es  su  padre,  y  mucho  menos 
probarlo  á  los  demás;  por  eso,  con  un  motivo  aná- 
logo, hablando  del  nacimiento  del  hombre:  Plinio  se 
expresaba  con  tanta  amargura  como  exactitud,  di- 
ciendo :  Miseret  me,  at  que  etiam  pudet ;  ws timan tem 
qaam  sit  frivola  Jiominis,  animantium  omnium  su- 
perbissimi,  origo...  Heu  dementiam  existiman  ti  am 
ab  US  i  ni  tus  ad  superJjiam  geni  tos ! 

Seria  pues  un  trabajo  inútil  buscar  pruebas  verda- 
deras, pruebas  ciertas  y  auténticas  en  un  asunto  que 
no  admite  mas  que  conjeturas,  presunciones,  proba- 
bilidades, 

13.  Lo  que  decide  del  nacimiento  de  los  hombres, 
no  es  el  grado  de  certidumbre,  sino  el  grado  de  vero- 
similitud ;  y  cuando  esta  verosimilitud  es  apojíada  por 
la  ley,  aprobada  por  las  opiniones  de  los  doctores,  con- 
firmada por  la  autoridad  de  la  cosa  juzgada,  adquiere 
el  nombre  y  la  fuerza  de  presunción  legitima,  y  se  la 
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considera,  por  decirlo  así,  como  un  débil  resplandor 
de  verdad  que  suple  á  la  luz  para  los  que  marchan  en 
las  tinieblas. 

14.  Parece  que  los  jurisconsultos  romanos  hubie- 
ran querido  señalar  este  principio  que  caracteriza  la 
prueba  de  la  filiación,  en  aquella  famosa  ley  que  de- 
cide que  un  testador  no  puede  imponer  al  que  pasa 
por  su  hijo,  la  necesidad  de  probar  la  verdad  de  su 
estado.  Esta  condición  se  considera  como  imposible. 
Lucias  Tiíiiis  ita  testamentiim  fecit  :  Aurelios  Glau- 
Dius  natus  ex  illa  muliere,  si  filiu  meu  se  esse  ju- 

DICI      PROBAVERIT    HERES    MIIII     ESTO.    PailluS    respOUCUl , 

fílium  de  quo  qmcrerctur,  non  sub  ea  conditione  in- 
stitiim  videri,  quso  in  potestati  ejas  est :  et  ideo  testa- 
mentam  nulliiis  esse  monienfi  (i). 

La  misma  legislación,  que  ha  pasado  como  razón 
escrita  con  sus  principios  inmutables,  hasta  nosotros, 
al  través  de  una  larga  y  profunda  critica  científica,  se 
ha  visto  obligada  á  reconocer  su  impotencia  ;  y  la  máxi- 
ma pa/ei'  vero  is  est,  queni  nuptiie  demonsfrant,  no  es 
mas  que  la  confesión  paladina  de  la  inutilidad  de  los 
esfuerzos  humanos  para  descorrer  el  velo  del  misterioso 
secreto  de  la  naturaleza. 

15.  Partiendo  de  esta  base,  de  que  no  han  podido 
prescindir  los  jurisconsultos  de  todos  los  tiempos  y  de 
todas  la  naciones,  las  leyes  y  la  doctrina  han  tenido  que 
adoptar  diferentes  presunciones  y  probabilidades  que 
fundan  también  diferentes  reglas,  según  que  se  trate  de 
apreciar  la  filia(Mon  legítima  ó  la  filiación  natural. 

IG.  Resj)ecto  de  la  primera,  un  primer  hecho,  el 
matrimonio,  que  reposa  solire  la  fe  debida  á  los  actos 

(1)  DrcKsro,  ley  8.J,  xxxv,  líluld  1",  '/e  conditionibus  o.t  (ÍDnioiisíi-.ilioiiihits 
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públicos,  sirve  de  base  ala  presunción  legal.  Un  se- 
gundo hecho,  susceptible  de  ser  directamente  probado 
porque  se  manifiesta  por  signos  exteriores,  el  emba- 
razo, el  alumbramiento,  sirve  para  comprobar  la  ma- 
ternidad con  el  grado  de  certidumbre  con  que  pudiera 
comprobarse  cualquier  hecho  exterior.  Por  eso  las 
leyes  y  los  jurisconsultos  dicen  que  la  madre  siempre 
es  cierta,  sobretodo,  en  la  filiación  legítima;  porque 
el  hecho  de  la  maternidad,  aparece  siempre  en  tal  caso, 
de  una  manera  pública  y  evidente,  manifestado  y  pro- 
clamado á  los  ojos  de  todos  por  los  padres,  los  mis- 
mos que  tendrían  mayor  interés  en  ocultarlo,  y  consta- 
tado á  instigación  suya  en  los  registros  públicos. 

El  hecho  del  matrimonio  y  el  hecho  de  la  maternidad, 
fundan,  pues,  la  base  de  la  filiación  legítima  compro- 
bada con  la  partida  de  bautismo,  á  virtud  de  la  pre- 
sunción legal  consagrada  en  la  máxima  :  pater  vero 
is  esí,  qiiem  nuptide  denionstrant.  » 

17.  La  ley,  dice  d'Aguesseau,  jamás  presume  el 
crimen,  siempre  es  favorable  á  la  inocencia;  aun 
cuando  un  mismo  efecto  pudiera  atribuirse  á  dos  cau- 
sas, la  una  injusta,  la  otra  justa  y  legítima,  ella  re- 
chaza absolutamente  la  primera,  para  adherirse  única- 
mente á  la  última.  Así,  aunque  pueda  suceder  que  un 
hijo  concebido  durante  el  matrimonio,  deba  únicamente 
la  vida  al  crimen  déla  madre,  sin  embargo,  porque 
puede  ser  que  solo  sea  el  fruto  de  la  unión  legitima,  se 
presume  siempre  que  la  madre  es  inocente,  y  el  hijo  le- 
gitimo, hasta  que  lo  contrario  se  demuestre  con  prue- 
bas evidentes. 

18.  No  basta  siquiera  probar  la  infidelidad  déla  madre 
para  deducir  la  ilegitimidad  del  hijo.  La  ley  se  opone  á 
esta  consecuencia  injusta  y  se  declara  en  favor  del  hijo. 
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con  estas  famosas  palabras  tan  frecuentemente  invocadas 
en  este  materia  :  cumpossit  et  illa  adultera  esse,  et  im- 
púber defunctum  patrem  hahuisse.  El  nombre  y  la 
dignidad  del  matrimonio,  la  unión  pública  y  constante, 
la  presunción  siempre  favorable  á  la  inocencia  y  al  es- 
tado de  los  hijos,  son  los  elementos  de  las  pruebas  de 
la  filiación  y  de  la  fe  que  merecen  los  registros  del 
estado  civil. 

El  mismo  ilustre  canciller,  reconoce,  sin  embargo, 
que  nada  es  mas. inseguro  que  la  certidumbre  que 
pueda  ofrecer  la  prueba  del  registro  civil,  porque  nada 
mas  fácil  de  alterar  ó  simular  que  una  partida  de  na- 
cimiento; pero  agrega,  en  seguida,  que  sin  embargo  es 
la  grande,  mas  aun,  es  casi  la  única  prueba  que  se  pueda 
tener  del  estado  de  los  hombres.  Que  se  destruya  esta 
prueba,  y  la  sociedad  civil  se  verá  conmovida  en  sus 
mismos  fundamentos ;  nada  quedarla  ya  de  cierto  en- 
tre los  ciudadanos  si  se  hace  á  un  lado  este  argumento  ; 
por  dudoso  que  sea,  todo  será  aun  mas  dudoso  si  no 
se  la  admite,  si  se  la  rechaza  sin  convincentes  pruebas 
de  falsedad  (1). 

19.  PeroLaurent(2)  observa  con  razonque  no  toda  filia- 
ción materna  es  la  que  se  establece  por  la  partida  de  naci- 
miento, sino  solamente  la  maternidad  legítima;  es  decir 
que  cuando  el  hijo  produce  su  partida  de  nacimiento 
para  probar  su  filiación  materna,  el  matrimonio  es  cons- 
tante. Es  preciso  colocarse  pues  en  esta  hipótesis  para 
ver  si  la  prueba  resultante  de  la  partida  de  nacimiento 
es  tan  dudosa  como  parece  decirlo  d'Aguesseau. 

¿  Tendrían  los  padres  algún  interés  en  ocultar,  en 
desfigurar,  en  alterar  la  prueba  que  atestigua  su  dicha? 

(1)  Tomo  IV  de  sus  obras,  pág.  'iíáO. 

(2)  Principes  do  Droit  civil,  tonuí  HI,  iiúni.  360. 
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Así,  solo  en  casos  excesivamente  raros  la  declaración 
del  nacimiento  no  será  conforme  á  la  realidad.  Lo  que 
lo  prueba,  es  la  rareza  de  los  monumentos  que  la  juris- 
prudencia nos  ofrece  sobre  esta  materia.  Podemos, 
pues,  decir  que  la  filiación  materna  reposa  sobre  una 
prueba  que  según  todas  las  probabilidades  es  la  expre- 
sión de  la  verdad. 

En  cuanto  á  la  filacion  natural,  como  los  hechos  son 
diversos,  la  presunción  legal  no  tiene  razón  de  ser,  y 
la  doctrina  misma  tiene  que  adoptar  conclusiones  muy 
diferentes,  porque  la  naturaleza  de  las  cosas  establece 
insensiblemente  entre  unos  y  otros  hijos  esas  diferen- 
cias. 

20.  Falta  en  primer  lugar  el  antecedente  del  matri- 
monio, á  quien  la  ley  procura  honrar  y  proteger,  por- 
que es  la  fuente  moral  de  la  familia,  y  la  familia  es  la 
base  del  orden  social.  La  familia,  dice  Portalis,  es  el 
santuario  de  las  costumbres;  en  ella  las  virtudes  pri- 
vadas preparan  al  hombre  para  el  ejercicio  de  las  vir- 
tudes públicas.  Faltando  el  matrimonio,  falta  la  base 
de  la  presunción  legal  que  da  al  hijo  nacido  durante 
la  unión,  por  padres  legitimes,  á  los  ligados  por  el 
vínculo  consagrado,  y  presta  entera  fe  á  la  partida  de 
nacimiento. 

Sin  duda  que  el  hijo  natural  tiene  padres,  pero  estos 
no  están  ligados  por  ningún  vinculo  legal;  su  unión 
reprobada  por  la  ley  y  por  las  costumbres,  casi  nunca 
ofrece  caracteres  de  publicidad;  se  oculta  como  un  es- 
cándalo á  la  vista  de  los  demás;  y  cuando  un  hijo  ha 
sido  el  fruto  de  esa  unión  ilegitimay  reservada,  hasta  la 
misma  madre  evita  proclamar  su  vergüenza  y  su  desho- 
nor, haciendo  inscribir  su  nombre  en  el  registro  civil. 

La  maternidad,  por  los  signos  visibles  con  que  se 
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produce,  puede  serpi'obada  como  un  hecho  cualquiera, 
pero  con  las  pruebas  inciertas  y  variables  que  propor- 
ciona el  testimonio  de  los  hombres  y  no  con  la  prueba 
inquebrantable  é  ineludible  de  una  presunción  legal. 

21.  El  mismo  jurisconsulto  autor  de  nuestro  Código 
civil  explicaba  la  diferencia  entre  la  filiación  natural  y 
la  legítima,  en  estas  elocuentes  palabras  que  trascribo 
de  la  defensa  en  una  causa  enteramente  idéntica  á  la 
presente  :  «  El  hijo  nacido  de  un  matrimonio  legitimo, 
»  tiene  su  filiación  bajo  el  amparo  de  todas  las  pre- 
»  sunciones  de  derecho,  si  no  media  la  imposibilidad 
))  demostrada  de  la  cohabitación.  Su  estado  de  fami- 
»  lia  está  cubierto  de  toda  prueba  en  contrario  y  aun 
))  en  los  muy  pocos  casos  en  que  su  legitimidad  puede 
»  ser  atacada,  comienza  el  pleito  teniendo  á  su  favor 
»  las  presunciones  juris  de  ser  hijo  legitimo,  bas- 
»  tantos  para  conservarle  la  posesión  de  la  herencia 
))  durante  el  litis.  El  matrimonio  obra  una  presunción 
))  legal  déla  paternidad,  y  es  el  padre  tan  cierto  como 
»  la  madre  que  le  ha  creado  en  su  seno  (1). 

))  La  dignidad  del  matrimonio,  la  cohabitación  po- 
»  sible,  la  presunción  siempre  favorable  á  la  inocen- 
»  cia  de  la  madre,  ha  hecho  adoptar  como  una  de  las 
»  bases  de  la  sociedad  civil,  la  regla  que  el  hijo  con- 
»  cebido  durante  el  matrimonio  tiene  por  padre  al  ma- 
))  rido  de  la  madre.  Illum  patrem  loges  jiidicant  quem 
»  nuptise  demonstrant .  La  maternidad  prueba  la  pater- 
))  nidad  ;  aunque  la  madre  diese  á  su  hijo  un  padre  des- 
»  conocido,  la  ley  le  conoce  :  es  el  marido  de  la  ma- 
»  dre,  la  ignorancia  de  ella  ó  sus  conjeturas,  todo  cede 
»  á  la  presunción  de  la  ley  (2). 

(1)  Proemio  al  lílulo  2",  pág.  4. 

(2)  Ley  7",  título  2°,  pág.  4. 
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))  Por  el  contrario,  el  hijo  natural  siempre    tiene 
»  una  filiación  equívoca,  y  lejos  de  ser  favorecido  con 
»  las  presunciones  de  ley  (porque  es  imposible  pre- 
»  sumir  una  filiación  que  no  tiene  un  antecedente  pú- 
»  blico  y  legal  como  el  matrimonio),  el  derecho   ha 
»  visto  que  convenia  mas  á  la  sociedad  que  no  se  in- 
»  dagara  y  que  quedara  cubierta  con  el  velo  que  desde 
»  el  primer  dia  la  ocultó.  Si  alguna  vez  permite  la  in- 
»  dagacion  y  las  pruebas  de  la  paternidad  ó  mater- 
»  nidad,  las  deja  meramente  á  la  par  de  los  hechos 
»  ordinarios  bajo  las  presunciones  llamadas  de  hombre 
»  que  resulten  de  las  circunstancias  que  demostrare  el 
»  que  se  dice  hijo.   Él,  probando  la  maternidad,  no 
»  podia  inferir  legalmente  quién  fuera  su  padre,  ni  el 
»  reconocimiento  de  su  padre  natural  concluirla  sobre 
»  la  filiación  materna.  Su  filiación  y  las  pruebas  de 
»  ella,  pueden  dividirse,  mientras  que  el  hijo  legítimo 
»  tiene  un  título  indivisible  :  su  padre,  es  el  marido 
))  de  su  madre,  y  su  madre,  la  mujer  de  su  padre.  )j 
2*2.  Veamos  sí  estos  principios  están  conformes  con 
la  doctrina  legal,  para  establecer  con  claridad  las  di- 
ferencias entre  la  prueba  de  la  filiación  legítima  y  la 
filiación  natural. 

Nuestra  legislación  civil  se  ocupa  con  separación  de 
los  hijos  legítimos  y  de  los  hijos  naturales,  y  consa- 
grando como  preceptos  los  principios  de  la  doctrina 
de  derecho,  establece  con  separación  los  medios  por 
que  se  prueba  la  filiación  de  unos  y  otros. 

La  filiación  legítima  se  prueba,  dice  el  artículo  34, 
título  de  los  hijos  legítimos,  por  la  inscripción  en 
los  registros  parroquiales,  tanto  del  nacimiento  como 
del  matrimonio  de  los  padres,  y  por  la  posesión  cons- 
tante del  estado  de  hijo  legítimo,  fundaba  en  actos  que 
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la  demuestren.  A  falta  de  inscripción  en  los  libros 
parroquiales  y  de  la  posesión  de  estado,  la  filiación 
legítima  puede  probarse  con  testigos,  cuando  la  ins- 
cripción en  los  registros  se  ha  hecho  bajo  falsos  nom- 
bres, ó  como  de  padres  no  conocidos. 

La  partida  de  matrimonio,  y  la  partida  de  nacimiento, 
constituyen  el  título  de  la  filiación  legítima. 

A  falta  de  título,  la  posesión  de  estado  le  suministra 
al  hijo  una  prueba  evidente  de  su  legitimidad,  por 
medio  de  los  variados  hechos  que  constituyen  un  re- 
conocimiento expreso  y  público  de  sus  padres,  que  lo 
han  considerado  como  hijo  del  matrimonio  y  le  han 
dado  y  mantenido  la  posesión  de  ese  estado. 

Aun  faltando  el  título  y  la  posesión  de  estado,  que 
unidos  constituyen  la  mas  evidente  de  las  pruebas  de 
la  filiación,  todavía  el  hijo  puede  probar  su  legitimidad, 
comprobando  con  testigos  la  identidad  de  su  persona 
con  la  del  nacido  durante  el  matrimonio,  pero  ano- 
tado en  el  registro  civil,  bajo  falso  nombre  ó  como 
de  padres  no  conocidos.  Esa  misma  prueba  de  la  iden- 
tidad podría  ofrecer  según  la  ley  en  caso  que  faltara 
la  incripcion  en  los  libros  parroquiales  ;  pero  en  todos 
estos  casos  la  existencia  del  matrimonio  anterior  al  na- 
cimiento, debe  ser  un  hecho  probado  y  constante,  para 
que  pueda  demostrarse  el  hecho  tangible  de  la  mater- 
nidad y  el  de  identidad,  á  fin  de  que  pueda  presentarse 
la  base  de  la  presunción  legal :  patrem  vero  is  est, 
quem  nuptise  demonstrant. 

(c  Los  hijos  naturales,  tienen  acción,  dice  el  artí- 
»  culo  2°,  título  de  los  hijos  naturales,  para  pedir 
»  ser  reconocidos  por  el  padre  ó  la  madre,  ó  para  que 
))  el  juez  los  declare  tales  cuando  los  padres  negasen 
»  que  son  hijos  suyos,  admitiéndoseles,  en  la  inves- 
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»  tigacion  de  la  paternidad  ó  de  la  maternidad,  todas 
);  las  pruebas  que  se  admiten  para  probar  los  hechos 
))  y  que  concurran  á  demostrar  la  filiación  natural.   « 

23.  La  base  de  su  estado  es  el  reconocimiento  de  los 
padres,  que  puede  ser  voluntario  ó  forzoso.  Ese  reco- 
nocimiento lo  necesitan  para  ser  considerados  como 
hijos  y  tener  derecho  á  exigir  los  alimentos ;  lo  nece- 
sitan para  poder  ser  legitimados  por  el  subsiguiente 
matrimonio  de  sus  padres  ;  lo  necesitan,  en  fin,  para 
hacer  valer  los  derechos  hereditarios  que  las  leyes  les 
acuerdan.  Sin  ese  reconocimiento,  no  pueden  invocar 
relación  alguna  de  filiación,  ni  derecho  que  derive  de  la 
calidad  de  hijo  natural. 

24.  Al  exigir  la  ley  el  reconocimiento  como  única 
prueba  de  la  filiación,  ha  sido  generosa  y  amplia  en 
los  medios  por  que  puede  verificarse  en  las  formas  que 
puede  revestir.  Puede  ser  expreso  y  constante  de  es- 
critura pública  ó  privada  ;  hacerse  judicial  ó  extraju- 
dicialmente ;  en  la  partida  de  nacimiento  ó  en  dispo- 
sición de  última  voluntad  ;  y  aun,  sin  necesidad  de 
documento  alguno,  por  la  posesión  de  estado,  el  mas 
formal  y  decisivo  de  todos  los  medios  por  que  pueda 
constatar  el  reconocimiento.  Bastan,  en  fin,  en  las  dis- 
posiciones de  última  voluntad,  los  términos  enuncia- 
tivos ó  de  frase  incidente,  en  que  se  manifieste  la  vo- 
luntad de  reconocer  (1),  y  solo  exige  formas  especiales, 
cuando  hayan  de  producirse  los  importantes  efectos 
de  la  legitimación  (2). 

El  reconocimiento  forzoso,  según  la  ley,  solo  ocurre 
cuando  los  padres  negasen  que  son  hijos  suyos,  y  en- 
tonces la  fihacion  tendría  que  demostrarse  para  al- 

(1)  Artículos  9°  y  10,  título  de  los  hijos  naturales. 
(i2)  Artículo  8°  del  mismo  título. 
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caiizar  su  cumplimiento,  que  es  el  reconocimiento,  pol- 
los medios  que  se  admiten  para  proliar  los  hechos  y 
que  en  tal  caso  se  dirigirían  á  constatar,  respecto  del 
padre,  la  verdad  de  la  unión  ilegítima,  el  nacimiento 
ocurrido  á  consecuencia  de  esa  unión,  la  identidad  del 
reclamante  y  los  actos  del  padre  que  concurran  á  de- 
mostrar el  reconocimiento  tácito  de  la  filiación  y  que 
constituyen  la  posesión  de  estado. 

Respecto  de  la  madre,  el  hecho  del  embarazo  y  la 
identidad  de  la  persona,  quia  semper  certa  est  etiam 
si  vulgo  conceperit,  como  con  toda  energía  lo  expre- 
saba la  ley  romana  (i),  ó  porque  la  madre  siempre  es 
cierta  del  hijo  que  nace  de  ella  que  es  suyo,  como  decía 
la  ley  de  Partida,  «  lo  que  non  es  el  padre  de  los  que 
nacen  de  tales  mujeres  (^)  ».  El  hecho  del  embarazo 
y  del  nacimiento  unido  á  la  identidad  de  la  forma, 
si  fuera  negada,  constituirían  en  todo  caso  la  prueba 
mas  completa  de  la  maternidad. 

25.  La  sentencia  apelada,  agrega  un  nuevo  elemento 
desconocido  hasta  ahora  en  la  ciencia  y  en  la  legisla- 
ción como  prueba  de  la  filiación  natural ;  y  haciendo 
una  falsa  aplicación  del  artículo  1",  título  de  las 
pruebas  del  nacimiento,  quiere  inducir  la  paternidad 
y  maternidad  de  la  filiación  ilegítima  de  las  constan- 
cías  de  la  partida  de  bautismo,  cuando  en  ella  no  consta 
un  reconocimiento  expreso. 

Dar  al  asiento  del  registro  parroquial  el  efecto  de 
probar  la  paternidad,  es  subvertir  las  nociones  elemen- 
tales y  los  principios  sobre  que  reposad  valor  jurídico 
de  las  pruebas  en  general,  y  luchar  contra  una  impo- 
sibilidad de  hecho,  reconocida  por  la  razón  y  compro- 

(1)  DiGESTo,  ley  5-',  título.  4%  libru  II. 
(2j  Ley  5»,  título  l'.l,  pnrüda  -i'. 
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bada  por  la  experiencia  de  los  siglos;  impuesta  por  la 
naturaleza  al  Derecho,  que  ha  proclamado  su  impor- 
tancia para  vencerla  y  destruirla,  al  establecer  como 
único  fundamento  de  la  filiación  y  del  estado  de  los 
hombres,  una  presunción  legal.  * 

26.  Una  partida  de  nacimiento  es  el  asiento  del  re- 
gistro parroquial  en  que  el  cura  hace  constar  según 
declaración  de  dos  testigos,  que  ha  administrado  el  sa- 
cramento del  bautismo,  dado  nombre  cristiano  á  una 
criatura  que  se  le  presenta,  según  la  declaración  de 
dos  personas,  y  es  hija  de  tales  padres  ó  simplemente 
hija  de  la  persona  á  quien  designan  como  madre,  ó  de 
padres  no  conocidos,  si  los  declarantes  se  abstienen 
de  pronunciar  sus  nombres. 

En  presencia  de  estos  hechos,  la  mas  sencilla  no- 
ción de  derecho,  haria  retroceder  invenciblemente  al 
espíritu  mas  osado,  que  llevara  su  temeridad  hasta 
pi'etender  afirmar,  que  la  partida  de  nacimiento  es  sus- 
ceptible de  producir  prueba  completa  de  la  paternidad 
y  maternidad.  El  oficial  público  que  autoriza  el  acto  es 
extraño  completamente  á  los  hechos  constitutivos  de 
la  filiación  ;  no  conoce,  ni  está  obligado  á  conocer  á  las 
personas  de  que  emanan  esos  hechos  ;  ningún  ante- 
cedente ha  podido  inducirlo  á  afirmar  ni  á  negar  la 
procedencia  del  niño  á  quien  administra  el  sacramento; 
y  su  intervención  en  cuanto  al  estado  civil,  se  limita  á 
hacer  constar  las  referencias  de  los  padrinos,  care- 
ciendo asi  su  testimonio  de  todo  elemento  de  certi- 
dumbre y  aun  de  probabilidad  que  pudiera  apoyarlo. 
Su  declaración,  por  consiguiente,  carece  de  todo  valor 
sobre  las  circunstancias  del  estado  civil,  y  su  persona 
se  encuentra  colocada  fuera  do  las  condiciones  po- 
sibles en  que  debe  hallarse  un  oficial  público,  para 
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que  los  actos  que  autorice  puedan  merecer  entera  fe. 

Los  testigos,  respecto  de  los  cuales  ninguna  condi- 
ción exige  el  derecho  sino  es  la  de  poseer  el  libre  uso 
de  su  razón,  no  se  hallan  tampoco  en  condiciones  de 
declarar  sobre  el  conocimiento  de  hechos  cuyo  secreto 
la  naturaleza  ha  reservado  á  los  hombres ;  y  carecen 
también  de  las  condiciones  y  requisitos  legales  cuya 
comprobación  seria  necesaria  para  que  la  posibilidad 
de  la  certitumbre  pudiera  acompañar  sus  declaracio- 
nes. Quizá  conocen  á  los  padres  y  están  en  posesión 
de  los  datos  mas  indispensables  para  creer  con  alguna 
probabilidad  que  el  niño  que  presentan  en  la  fuente 
bautismal,  es  el  fruto  de  la  unión  de  determinadas  per- 
sonas :  quizá  también  son  completamente  ágenos  al 
conocimiento  de  todo  hecho  ó  dato  anterior ;  no  tienen 
motivo  alguno  para  atribuir  la  paternidad  ó  mater- 
nidad, mas  bien  á  una  persona  que  á  otra  cualquiera ; 
han  sido  llamados  en  su  tránsito  por  la  calle ;  y  al  de- 
clarar el  nombre  de  los  padres,  no  hacen  mas  que  re- 
petir el  encargo  de.  una  persona  respecto  de  la  cual 
ningún  motivo  tienen  para  atribuirle  la  paternidad  ó 
maternidad. 

¿Qué  prueba,  pues,  en  general,  una  partida  de  naci- 
miento ?  En  cuanto  á  las  relaciones  del  estado  civil,  un 
hecho,  un  solo  hecho  de  cuya  existencia  no  puede  du- 
darse y  respecto  del  cual  el  párroco,  oficial  púbhco,  y 
testigos,  pueden  dar  entera  fe.  Ese  hecho  es  el  del  na- 
cimiento. 

27.  ¿  Qué  es  una  partida  de  nacimiento  ?  se  pregunta 
Laurent  (1) .  Impropiamente  se  le  llama  así .  El  solo  hecho 
que  el  oficial  público  constata,  es  que  un  niño  ha  na- 

(1)  Tomo  III,  iiüiii.  394. 
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cido  :  en  cuanto  al  punto  de  saber  de  quiénes  procede 
este  niño,  el  oficial  del  estado  civil  se  limita  á  consig- 
nar las  declaraciones  de  los  comparecientes.  ¿  Quiénes 
son  los  comparecientes?  son  personas  que  han  asistido 
al  parto,  dice  el  artículo  56  (Código  francés).  ¿Pero, 
quién  garante  que  en  verdad  hayan  asistido  ?  Ni  siquiera 
están  obligadas  á  hacer  esa  declaración,  y  pueden  por 
consiguiente  declarar  falsos  hechos.  Son  simples  testi- 
monios que  emanan  del  primer  venido,  sin  la  garantía 
del  juramento  que  la  ley  exige  en  general  á  los  testigos. 
Según  el  derecho  común,  semejante  testimonio  no  ten- 
dría ningún  valor.  El  artículo  319,  dice  :  «  que  la  partida 
de  nacimiento  prueba  la  filiación  de  los  hijos  legí- 
timos». Esto  no  es  exacto.  La  partida  de  nacimiento, 
no  prueba  jamás  la  filiación  paterna,  aunque  la  ley 
prescriba  enunciar  los  nombres  del  padre  y  de  la 
madre  ;  la  filiación  paterna  se  establece  por  las  presun- 
ciones legales  que  acabamos  de  explicar.  Solo  puede 
tratarse,  pues,  de  la  prueba  de  la  maternidad.  Para 
constatar  la  filiación  materna,  es  preciso  probar :  que 
tal  mujer  há  dado  á  luz  un  niño  y  que  el  hijo  que  pre- 
tende haber  nacido  de  ella,  es  idéntico  con  aquel  á 
quien  dio  el  ser.  La  prueba  de  la  filiación,  implica, 
pues,  dos  hechos :  el  parto  y  la  identidad.  En  cuanto 
al  parto,  se  prueba  por  la  partida  de  nacimiento,  pero 
es  evidente  que  este  acto  no  prueba  la  identidad  ;  pu- 
diendo  cualquiera  hacerse  entregar  un  testimonio  de 
la  partida  del  registro  del  estado  civil,  el  hecho  de 
poseer  un  título,  no  prueba  que  el  poseedor  es  el  hijo 
cuyo  nacimiento  constata  la  partida;  es  preciso,  pues, 
que  pruebe  su  identidad.  En  cuanto  al  parto,  se  prueba 
por  la  partida  de  nacimiento,  pero  para  eso  es  pre- 
ciso que  el  hijo  que  suministra  la  prueba  sea  legi- 
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timo,  os  decir,  que  conste  el  matrimonio  de  la  madre. 
Ya  hemos  dicho  anteriormente  por  ({ué  razón  el  de- 
recho presta  fe  á  la  partida  de  nacimiento,  cuando  este 
procede  de  una  unión  legítima.  Repetiremos  aun  que 
el  hecho  del  matrimonio  anterior,  por  las  condiciones 
de  publicidad  en  que  se  presenta,  por  el  honor  y  el 
respeto  con  que  la  sociedad  lo  rodea,  por  el  favor  con 
que  la  moral  y  la  ley  lo  protegen,  es  un  antecedente 
poderoso  para  inducir  la  maternidad  y  paternidad  que 
consta  de  las  partidas  del  registro.  «  ¿  Por  qué  la  ma- 
»  ternidad  siendo  cierta,  no  prueba  la  filiación  natural, 
»  así  como  la  fdiacion  legítima  ?  Si  la  madre  es  cierta, 
))  como  dicen  los  jurisconsultos  romanos,  aunque  sea 
»  natural,  es  solamente  en  la  inteligencia  de  que  el  he- 
»  cho  de  la  maternidad,  puede  ser  probado  como  todo 
»  hecho ;  pero  no  resulta  de  ahí  que  la  ley  deba  y 
))  pueda  admitir  las  mismas  pruebas  para  la  filiación 
»  natural  que  para  la  filiación  legítima.  Si  se  trata  de 
»  un  hijo  nacido  en  el  matrimonio,  la  declaración  del 
»  nacimiento  será,  salvo  muy  raras  excepciones,  la 
»  expresión  de  la  verdad ;  la  indicación  del  nombre  de 
))  la  madre,  debe,  pues,  probar  la  filiación  legítima, 
»  mientras  que  la  madre  natural  tiene  la  mas  poderosa 
»  de  las  razones  para  callar  su  nombre  ó  para  ocul- 
»  tarlo  :  declarar  su  nombre,  es  proclamar  su  ver- 
))  güenza,  es  eternizar  su  deshonor.  El  legislador  desde 
D  luego,  debe  desconfiar  de  las  indicaciones  que  los 
»  declarantes  den  al  oficial  público ;  no  puede  ver  en 
))  ellas  la  expresión  de  la  verdad,  porque  con  mucha 
»  frecuencia  reconocería  como  verdadero  lo  que  es 
»  falso  (1).  )) 

(1)  Laurent,  lomo  III,  riúin.  302. 
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No  necesito  traer  en  apoyo  de  esta  tesis  tan  racional 
como  estrictamente  lógica,  mayor  número  de  autori-  ■ 
dades ;  ni  acumular  las  citas  para  comprobar  que  la 
doctrina  de  derecho  como  la  ley  positiva  en  todas  las 
legislaciones  de  los  pueblos  civilizados,  la  partida  de 
nacimiento,  solo  comprueba  por  sí,  ese  único  hecho, 
el  nacimiento  del  niño  :  que  otro  hecho  mas,  la  iden- 
tidad, es  necesario  que  se  pruebe  para  demostrar  la 
filiación  materna ;  y  cuando  el  nacimiento  es  el  fruto 
de  una  unión  legitima,  la  partida  prueba  entonces  la 
paternidad  y  maternidad  legítima,  mientras  no  sea  des- 
truida por  pruebas  concluyentes. 

28.  La  disposición  general  del  artículo  1°,  titulo  de 
las  pruebas  del  nacimiento  de  las  personas,  Código 
CIVIL,  según  la  cual,  el  día  del  nacimiento,  con  las  cir- 
cunstancias de  lugar,  sexo,  nombre,  apellido,  pater- 
nidad y  maternidad,  se  prueba  por  certificados  extraí- 
dos de  los  registros  parroquiales,  solo  se  refiere  á  la 
filiación  legítima  garantida  por  el  titulo  del  matrimo- 
nio, no  obstante  la  generalidad  de  los  términos  en  que 
está  concebida. 

Una  demostración  concluyente  de  esta  verdad  legal, 
puede  hacerse  no  solo  consultando  la  naturaleza  de  los 
hechos  sobre  que  versa  la  regla,  sino  también  la  fuente 
de  donde  ha  sido  tomada. 

En  cuanto  á  los  hechos,  ellos  se  presentan  en  toda 
su  energía,  comprobando  la  imposibilidad  legal  de 
constatar  por  un  medio  cualquiera  que  ofrezca  proba- 
bilidad de  certidumbre,  la  filiación  natural,  que  pa- 
rezca indicada  en  una  partida  del  registro  parroquial, 
no  solo  respecto  del  padre,  á  lo  que  se  opone  una  im- 
posibilidad de  hecho  de  que  la  ley  solo  ha  podido 
libertarse  por  medio  de  una  presunción  legal  aun  en 

L  i3 
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la  unión  legítima,  sino  también  respecto  de  la  madre 
cuyo  embarazo  y  alumbramiento,  así  como  la  identi- 
dad del  hijo,  son  hechos  extraños  á  las  constancias  de 
la  partida,  y  al  conocimiento  de  las  personas  que  en 
ella  intervienen,  y  que  pueden  y  deben  por  consiguiente 
ser  materia  de  otra  prueba,  de  otra  fe  que  la  que  el  solo 
registro  suministra. 

29,  En  cuanto  á  la  fuente  de  donde  ha  sido  tomada 
la  disposición  del  citado  artículo  primero,  bastará 
consignar,  que  ella,  como  todas  las  que  contienen  los 
diez  artículos  de  ese  titulo,  son  tomadas  á  la  letra  del 
proyecto  de  Código  civil  que  el  señor  Freitas  redactó 
para  el  Brasil,  para  convencerse  que  su  inteligencia  y 
su  espíritu  se  limita  y  concreta  al  único  caso  de  la 
filiación  legítima,  en  el  que  concurren  los  elementos 
indispensables  de  convicción  que  pudieran  fundar  la 
justicia  del  precepto. 

El  artículo  234  de  ese  proyecto  de  Código,  dice  así : 
«  El  día  del  nacimiento,  con  las  circunstancias  de 
lugar,  domicilio  ó  residencia,  sexo,  nombre  apellido, 
paternidad  y  maternidad,  se  prueba  de  la  siguiente 
manera : 

))  1.°  De  los  nacidos  enel  Imperio  por  certificaciones 
auténticas  extraídas  de  los  asientos  del  registro  público 
para  tal  fin  instituido  ;  ó  de  las  constancias  de  los 
libros  eclesiásticos,  como  actualmente  se  practica,  ó 
por  el  mo.do  que  el  gobierno  determine  en  sus  regla- 
mentos. 

))  2."  De  los  nacidos  en  alta  mar,  por  copias  auténti- 
cas de  los  actos  que  con  ocasión  de  tales  accidentes, 

etc »  y  así  á  la  letra  hasta  el  artículo  239,   que 

corresponden  exactamente  á  los  artículos  del  título  5° 
de  nuestro  Código,  que  son  una  fiel  y  exacta  traduc- 
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cion  de  aquellos,  con  la  única  excepción  de  hallarse 
en  este  refundidos  en  uno  solo  los  artículos  236  y  237, 
componiendo  el  artículo  8°  de  nuestro  Código,  sobre 
la  .presunción  de  verdad  que  acompaña  á  los  extractos 
del  registro  y  el  derecho  de  impugnarlos  en  todo  ó  en 
parte,  ó  de  exigir  la  prueba  de  la  identidad  de  la  per- 
sona. 

Entre  tanto,  en  esa  misma  legislación  que,  como  la 
nuestra,  trae  estas  reglas  bajo  el  título  de  nacimiento 
de  las  personas  en  general,  reglas  particulares  rigen 
la  filiación  legítima,  que  es  la  regla  general  en  el  he- 
cho y  en  el  derecho,  como  fuente  de  la  familia  y  base 
de  la  sociedad  civil. 

Así  cuando  trata  de  establecer  cuál  es  la  prueba  de 
la  filiación  legítima,  se  empieza  categóricamente  en 
los  términos  siguientes  (artículo  1491)  :  «  Prueban  la 
))  filiación  del  que  se  dice  hijo  legítimo  ó  pretende  esa 
»  calidad,  por  la  certificación  del  respectivo  naci- 
V  miento,  y  justificación  de  la  identidad  de  la  persona. 
»  Esas  certificaciones,  son  el  título  de  la  filiación  (artí- 
»  culo  234).  A  falta  de  título  de  la  filiación,  son  admi- 
»  sibles  otras  pruebas  en  los  casos  previstos  en  el 
»  artículo  235.  »  Ese  artículo  234,  es  el  mismo  que 
declara  que  el  día  del  nacimiento,  con  la  circunstancia 
de  lugar,  domicilio,  sexo,  nombre  y  apellido,  pater- 
nidad y  maternidad,  se  prueba  por  los  certificados  ex- 
traídos de  los  registros  públicos  ó  parroquiales. 

Guando  trata  de  los  hijos  ilegítimos  y  sobre  todo  de 
los  naturales,  como  la  situación  y  condiciones  son  dife- 
rentes, son  también  diversas  las  reglas  y  el  procedi- 
miento. 

En  primer  lugar,  el  proyecto  de  Código  brasilero, 
siguiendo  las  huellas  trazadas  por  el  Código  francés, 
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proscribe  la  indagación  de  la  paternidad,  con  excep- 
ción de  los  casos  siguientes :  4 ."  cuando  el  que  se  pre- 
tende hijo  exige  por  sí  ó  por  su  representante  ne- 
cesario, la  prestación  de  alimentos  solamente  ;  2.°  en 
los  casos  de  estupro  ó  rapto,  si  la  época  de  la  concep- 
ción, coincidiera  con  la  que  la  mujer  estuvo  en  poder 
del  autor  de  tales  delitos.  En  el  primer  caso,  la  acción 
se  ejercita  por  un  procedimiento  especial  y  se  funda 
en  el  juramento,  denominándose  por  esta  razón  acción 
de  juramento  de  alma ;  en  el  segundo  caso,  la  prueba 
versa  únicamente  sobre  la  coincidencia  de  la  época  de 
la  concepción,  con  la  que  estuvo  la  madre  en  poder 
del  estuprador  ó  raptor,  con  la  circunstancia  especial 
de  que  no  hacen  prueba  alguna  por  sí  solas  ni  la  par- 
tida de  nacimiento  que  indique  la  paternidad,  ni  la 
justificación  de  los  hechos  que  contribuyan  á  demos- 
trar la  posesión  de  la  filiación  (1). 

Prohibida  así  la  indagación  de  la  paternidad,  la 
filiación  de  los  hijos  naturales  en  cuanto  al  padre,  solo 
puede  demostrarse  por  el  reconocimiento  voluntario  y 
libre  que  conste  de  escritura  pública  en  testamento  ó 
oodicilo.  El  reconocimiento  de  los  hijos  naturales, 
dice  el  artículo  1580,  pena  de  nulidad,  no  podrá  ser 
hecho  sino  por  escritura  pública  ó  en  testamento  ó 
codicilo ;  bastando  que  la  voluntad  de  reconocer  se 
manifieste  aun  en  testimonios  enunciativos  ó  de  una 
ñ'ase  incidente.  Cualc/iiiera  otra  forma  de  reconoci- 
miento no  hará  prueba  alguna. 

En  cuanto  á  la  filiación  materna,  el  artículo  1598, 
determina  que  :  «  Se  prueba  la  maternidad  de  los  hi- 
))  jos  naturales  no  reconocidos,  del  mismo  modo  que 

il)  Fhuit.vs,  Proveció  de  Códiijo  Cir/ 7,  artículos  151)4,  1595  y  1596. 
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»  la  de  los  hijos  legítimos,  cuando  la  maternidad  de 
»  estos  es  disputada,  según  lo  dispuesto  en  el  artículo 
»  1498.  La  partida  de  nacimiento  en  que  se  haya  indi- 
»  cada  la  maternidad  no  hará  por  si  sola  prueba  al- 
))  guna;  ni  tampoco  cualquier  justificación  de  posesión 
))  de  estado.  » 

El  artículo  1498,  á  que  hace  referencia  el  anterior, 
dispone  que  la  prueba  en  tal  caso  debe  versar  :  1.°  so- 
bre el  parto  de  la  mujer  á  quien  la  maternidad  se 
atribuye;  2."  sobre  la  indentidad  del  hijo  que  esa  mu- 
jer ha  dado  á  luz,  con  aquel  que  se  dice  ó  pretende  ser 
su  hijo. 

30.  Así,  pues,  el  único  título  de  la  filiación  natural, 
en  la  misma  legislación  proyectada,  que  contiene  el 
principio  establecido  por  nuestro  título  1°,  de  las  prue- 
bas del  nacimiento  de  las  personas,  exacta  y  fiel  tra- 
ducción de  aquel ;  el  único  de  la  filiación  natural  es  el 
reconocimiento  délos  padres  ;  y  la  inteligencia  genuina 
y  clara  del  jurisconsulto  y  del  legislador,  en  cuanto  á 
la  regla  establecida  sobre  la  prueba  del  nacimiento,  es 
que  ella  sola  alcanza  y  comprende  á  la  filiación  legí- 
tima, á  la  que  únicamente  podia  referirse,  si  hemos  de 
reconocer  que  el  derecho  jamás  está  reñido  con  la  razón, 
y  que  solo  los  hechos  verdaderos,  existentes  ó  futuros, 
pueden  dar  origen  á  una  regla  de  derecho  óá  una  acción 
civil. 

Nuestro  legislador,  como  otro  cualquiera  en  circuns- 
tancias idénticas,  y  partiendo  de  los  mismos  principios 
que  se  imponen  con  lógica  inflexible,  ha  tenido  que 
adoptar  iguales  conclusiones;  y  si  recorremos  siquiera 
rápidamente  las  diversas  instituciones  del  derecho  en 
que  el  interés  de  los  hijos  naturales  reclame  el  esta- 
blecimiento de  una  regla  de  conducta,  veremos  al  ins- 
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tante  que  su  condición  y  su  estado,  dependen  del  reco- 
nocimiento de  los  padres;  que  solo  á  virtud  de  ese 
reconocimiento  la  ley  les  reconoce  derechos  que  declara 
y  reglamenta,  y  que  fuera  del  reconocimiento  no  exis- 
ten á  los  ojos  de  la  ley,  ni  filiación,  ni  relaciones  de 
familia,  ni  derechos  é  intereses  que  de  ellas  deriven. 

En  efecto,  la  ley  define  los  hijos  naturales  diciendo 
que  son  los  hijos  nacidos  fuera  de  matrimonio,  de  pa- 
dres que  al  tiempo  de  la  concepción  de  aquellos  pudie- 
ron casarse  aunque  fuera  con  dispensa  (1). 

Gomo  todos  los  Códigos  de  las  naciones  civilizadas, 
la  ley  consagra  un  titulo  especial  á  esta  clase  de  hijos. 
Sus  derechos  y  sus  intereses,  son  objeto  de  reglas  par- 
ticulares, no  siempre  idénticas  á  las  que  rigen  los  de- 
rechos é  intereses  de  los  hijos  legítimos,  porque  ha 
tenido  que  reconocer  que  su  situación  y  condiciones 
son  diferentes  en  el  orden  social. 

31.  Veamos,  cuáles  son  esas  reglas  especiales. 

Esos  hijos,  así  definidos  por  la  ley  que  los  llama 
naturales,  tienen  acción  para  poder  ser  reconocidos 
por  sus  padres,  ó  para  que  el  juez  los  declare  tales 
cuando  los  padres  niegan  que  son  hijos  suyos  (2). 

La  ley  les  da  acción  para  pedir  el  reconocimiento, 
sin  duda  porque  sin  él  no  tienen  título  alguno  que  com- 
pruebe su  filiación,  á  diferencia  del  hijo  legítimo,  que 
dueño  de  su  estado  desde  el  momento  de  la  concepción 
en  el  matrimonio,  no  necesita  de  reconocimiento  algu- 
no, porque  tiene  en  su  favor  la  presunción  legal,  y 
porque  puede  invocar  el  título  legítimo  de  su  partida 
de  nacimiento,  que,  unido  al  que  constituye  la  partida 
de  matrimonio,  le  garante  su  condición  civil,  incon- 

(1)  Articulo  1°,  título  de  la  legitimación. 

(2)  Ci5r).  CIVIL,  art.  2°,  titulo  de  los  hijos  nnlurales. 
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movible  por  sí  sola,  mientras  pruebas  concluyentes  no 
vengan  á  destruirla,  en  los  raros  casos  en  que  esa 
prueba  es  admisible  ;  la  ley  autoriza  el  reconocimiento 
del  padre  y  de  la  madre,  porque  la  partida  de  bautismo 
no  hace  fe  ni  prueba  alguna  para  constituir  un  estado 
de  que  carece,  mientras  sus  padres  por  un  acto  volun- 
tario expresa,  ó  tácitamente,  no  se  lo  den  ante  la  socie- 
dad ó  el  derecho. 

La  ley,  en  fin,  para  garantir  el  ejercicio  de  esa  acción 
de  que  depende  el  estado  civil  del  hijo  natural,  que 
solo  por  su  medio  podria  conseguir,  le  ofrece  todos  los 
medios  que  se  admiiten  para  probar  los  hechos  y  que 
concurran  á  demostrar  la  filiación,  sin  mencionar  los 
registros  parroquiales  que  no  son  medios  comunes  de 
proljar  los  hechos,  y  precisamente  porque  esos  regis- 
tros solo  comprueban  la  filiación  legítima  al  favor  de 
una  presunción  legal  que  no  pueden  invocar  los  hijos 
naturales ;  porque  los  hechos  que  constituyen  la  filia- 
ción, son  completamente  extraños  á  la  certidumbre  que 
se  hace  constar  en  el  registro,  y  objeto  únicamente  de 
las  pruebas  comunes. 

La  ley,  por  último,  no  expresa  que  estas  pruebas  co- 
munes de  los  hechos  admisibles  para  provocar  el  recono- 
cimiento forzoso,  serian  solo  admisibles  en  defecto  de  la 
partida  de  bautismo,  ó  en  falta  de  las  enunciaciones  pre- 
cisas en  dicha  partida  sobre  la  paternidad  ó  maternidad, 
porque  considera  con  razón  que  esas  enunciaciones  no 
hacen  prueba  ni  fe  alguna  tratándose  de  la  filiación  na- 
tural, no  pudiendo  atribuírseles  mas  valor  que  el  que 
merece  una  mera  indicación,  útil  para  el  hijo  que  in- 
vestiga su  origen  y  procura  obtener  los  datos  necesarios 
con  cuya  justificación  se  hallará  en  aptitud  de  obtener 
judicialmente  el  reconocimiento  de  su  padre  ó  madre. 
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La  exactitud  de  estas  observaciones  queda  compro- 
bada plenamente  en  la  disposición  del  artículo  8°,  título 
de  Ja  legitimación,  que  al  exigir  el  reconocimiento  de 
los  padres  indica  la  partida  de  bautismo  como  uno 
de  los  documentos  capaces  de  comprobar  ese  recono- 
cimiento, sin  referirse  al  caso  posible  de  expresarse  en 
la  partida  los  nombres  de  los  padres,  ya  porque  la  par- 
tida nada  prueba  por  sí  respecto  de  la  filiación  natural, 
ya  también  porque  en  ningún  caso  podrían  tomarse  como 
un  reconocimiento  las  constancias  de  un  documento 
que  no  han  suscrito  los  padres  y  en  cuya  redacción  no 
han  tenido  intervención  alguna. 

32.  Guando  la  ley  habla  de  los  derechos  y  obligacio- 
nes entre  padres  é  hijos  en  las  relaciones  de  familia, 
se  refiere  siempre  y  exclusivamente  al  hijo  natural  reco- 
nocido, porque  solo  él,  á  virtud  del  reconocimiento 
podría  invocar  los  derechos  y  el  estado  de  filiación 
respecto  de  determinada  persona  que  lo  acepte  y  con- 
sidere como  su  hijo. 

Si  se  trata  de  la  legitimación  por  subsiguiente  ma- 
trimonio, la  ley  exige  el  reconocimiento  expreso,  com- 
probado de  una  manera  fehaciente,  ó  en  la  partida  de 
nacimiento,  ó  ante  el  juez  del  lugar  levantándose  el 
acta  correspondiente,  ó  por  escritura  pública,  ó  en  pre- 
sencia del  párroco  y  testigos  del  matrimonio,  si  se  hi- 
ciese al  contraerse  este  y  tal  reconocimiento  debe  tener 
lugar  antes  de  celebrarse  el  matrimonio,  ó  en  el  acto 
de  inscribirse  en  el  registro,  ó  dos  meses  después  de  ce- 
lebrado (1).  La  ley  se  ocupa  en  este  caso  de  uno  de  los 
mas  importantes  efectos  del  matrimonio,  y  no  obstante  el 
marcado  favor  que  dispensa  á  la  institución  fundamen- 
tal  do  la  sociedad,  contra  las  tradiciones  de  nuestro 

(1)  Arlículds  7"  y  8",  título  de  lu  legitiiaution. 
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antiguo  Derecho,  que  protegidas  por  la  máxima  de  las 
Decretales  :  tanta  est  vis  nmtrimonii,  ni,  qui  antea 
sunt  geniti,  post  contractum  matrimoniam  legitimi 
haheantur,  hablan  atribuido  al  solo  hecho  de  la  cele- 
bración, el  efecto  de  producir  la  legitimación  de  los 
hijos  naturales,  exige  sin  embargo  el  reconocimiento 
expreso  dentro  de  un  plazo  limitado,  para  que  los  hijos 
anteriores  á  la  unión  puedan  gozar  de  los  benehcios 
legales  de  la  legitimación. 

En  fin,  cuando  la  ley  trata  de  los  derechos  heredita- 
rios del  hijo  natural,  la  ley  no  los  reconoce  ni  los  con- 
cede sino  en  favor  de  los  hijos  legalmente  recono- 
cidos {\).  Donde  quiera  que  las  leyes  se  ocupen  de 
los  hijos  naturales  para  garantir  sus  intereses,  para 
reconocer  sus  relaciones  de  familia  ó  para  reglamentar 
sus  derechos,  el  reconocimiento  de  los  padres  es  la 
base  y  punto  de  partida  de  sus  disposiciones ;  el  reco- 
nocimiento es  lo  que  constituye  su  estado  de  familia; 
el  reconocimiento,  es  el  único  título  de  su  filiación ;  el 
reconocimiento,  es,  por  último,  la  única  fuente  legítima 
y  pura  de  todos  sus  derechos. 

La  partida  de  nacimiento,  no  ha  probado  nunca  por 
si  sola,  ni  prueba  aun  la  filiación  natural;  prueba  sin 
duda  alguna  la  legítima,  al  favor  de  la  presunción  legal 
que  protege  al  matrimonio  ;  pero  respecto  de  la  natural 
como  los  hechos  que  la  constituyen  son  ágenos  á  la 
certidumbre  de  los  que  la  partida  constata,  solo  quedan 
comprobados  respecto  de  la  madre,  cuando  se  haya 
justificado  el  parto  y  la  identidad  del  hijo. 

33.  Esta  comprobación,  es  extraña  á  las  constancias 
de  la  partida  y  objeto  de  una  prueba  diversa  y  exterior 
por  decirlo  asi,  respecto  de  los  hechos  certificados  pw 

(1)  Artículo  i;í,  título  i/g  la  sucesión  de  los  ¡i'ijos  naturales 
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la  partida  misma.  La  ineficacia  de  la  partida  para  jus- 
tificar el  parto  y  la  identidad,  se  funda  no  solo  en  la 
naturaleza  de  las  cosas,  sino  también  en  la  calidad  de 
los  testigos  en  cuyas  declaraciones  se  apoyan  las  indi- 
caciones de  la  partida,  porque  careciendo  ó  pudiendo 
carecer  del  conocimiento  propio  sobre  esos  hechos,  no 
son  hábiles  para  declarar  sobre  ellos,  ni  su  declaración 
podria  tener  el  efecto  de  atribuir  la  maternidad  sin  que 
en  el  instrumento  mismo  constaran  las  calidades  nece- 
sarias constitutivas  de  su  aptitud,  para  que  su  testi- 
monio mereciera  entera  fe. 

34.  Gomo  lo  hemos  recordado  antes  de  ahora,  esas 
calidades  que  producirían  -la  aptitud  de  los  testigos 
serian  imposibles  respecto  de  la  paternidad,  porque  es 
imposible  al  conocimiento  humano  la  certidumbre  res- 
pecto del  hecho  de  la  generación.  Un  testigo,  uno  solo 
podria  hallarse  en  condiciones  mas  ó  menos  adecuadas 
para  abrigar  por  lo  menos  una  creencia  probable  sobre 
ese  misterioso  secreto  que  ha  ocultado  hasta  ahora  la 
naturaleza  con  un  velo  impenetrable;  y  ese  testigo  seria 
la  madre.  Pero  la  ley  rechaza  de  la  manera  mas  formal 
el  testimonio  mismo  de  la  madre,  como  un  elemento 
posible  de  decisión  en  las  difíciles  cuanto  trascenden- 
tales cuestiones  de  estado.  En  el  matrimonio  legítimo, 
colmado  del  favor  de  la  ley,  garantido  en  su  estabilidad 
contra  las  incertidumbres  y  dudas  del  espíritu  ,  por 
medio  de  pesunciones  que  alejan  la  amenaza  de  una 
prueba  contraria,  y  en  los  casos  excepcionales  en  que 
la  legitimidad  de  los  hijos  se  pone  en  cuestión,  la  ley 
no  tiene  en  cuenta,  ni  como  prueba,  ni  como  elemento 
capaz  de  fundar  una  presunción,  la  manifestación  de  la 
esposa,  sobre  hechos  de  cuya  secreta  verdad  solo  ella 
puede  estar  en  posesión,  si  á  alguien  fuera  lícito  cono- 
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cerlos  con  exactitud.  «  Cualquiera  declaración  ó  con- 
»  fesion  de  la  madre,  afirmando  ó  negando  la  paterni- 
»  dad  del  marido,  no  hará  prueba  alguna  »,  dice  enér- 
gica y  terminantemente  el  artículo  16,  título  de  los 
lujos  Jegí timos,  Código  civil. 

Natales,  non  confessio  asignat  parentes,  decía  la  ley 
romana  (1)  y  la  ley  9%  título  14,  pág.  3,  hace  ver  también 
que  la  declaración  de  la  madre  en  nada  perjudica  la 
condición  de  los  hijos.  El  derecho  ha  afianzado  asi  el 
estado  de  los  hombres,  que  no  podría  defender  de  la 
variedad,  é  incertidumbre  de  su  testimonio,  levan- 
tando la  presunción  legal  contra  cualquier  elemento  de 
prueba,  contra  cualquier  convicción  individual  y  aun 
acallando  la  voz  del  único  testigo  que  tiene  algún  mo- 
tivo para  sospechar  siquiera  el  secreto,  solo  porque 
una  verdadera  certidumbre  es  imposible. 

La  lógica  de  los  principios,  la  consecuencia  en  el 
sistema,  ha  debido  inducir  al  legislador  á  concordar 
sus  disposiciones  en  la  relación  que  corresponde, 
cuando  se  ha  ocupado  de  fijar  las  reglas  que  determi- 
nan el  estado  y  condición  de  los  hijos  naturales;  y  co- 
mo ningún  antecedente  pudiera  determinar  el  esta- 
blecimiento de  una  presunción  cualquiera,  como  no 
encuentra  motivo  alguno  que  lo  induzca  á  favorecer 
una  unión  que  reputa  ilegitima,  con  la  eficacia  y  rigor 
con  que  protege  al  matrimonio ;  como  ningún  signo 
visible  y  público  puede  inclinarlo  á  establecer  con  una 
probabilidad  cualquiera,  cuál  sea  el  origen  y  vínculo 
de  la  filiación  natural,  la  hace  depender  en  un  todo  del 
reconocimiento.  Pero  toma  sin  embargo  sus  precau- 
ciones para  que  la  manifestación  de  voluntad  de  uno, 

(1)  CdDioo,  ley  22,  título  16,  libro  VII. 
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no  altere  ni  perjudique  la  voluntad  del  otro,  y  ha  esta- 
blecido en  consecuencia  que  :  «  En  el  reconocimiento 
))  que  hagan  los  padres  de  sus  hijos  naturales,  es  pro- 
))  hibido  declarar  el  nombre  de  la  persona  en  quien  ó 
))  de  quien  se  tuvo  el  hijo,  á  menos  que  esa  persona  lo 
»  tenga  ya  reconocido  (1).  »  Así  queda  asegurada  la 
plena  libertad  de  la  manifestación  de  voluntad,  que,  por 
los  hechos  que  constituyen  la  posesión  de  estado,  ó  de 
una  manera  expresa,  puedan  hacer  los  padres  naturales 
al  reconocer  á  sus  hijos,  sin  que  en  caso  alguno  la  ma- 
ternidad del  uno  induzca  la  paternidad  del  otro,  ó  al 
contrario. 

Así  es  también  como  el  derecho  ha  constituido  como 
único  título  de  la  filiación  natural,  el  reconocimiento  de 
los  padres,  acto  voluntario  y  unipersonal,  completa- 
mente independiente  de  las  sugestiones  ó  probabili- 
dades de  la  persona  que  concurrió  á  producir  la  causa 
de  que  es  su  resultado  la  filiación,  objeto  del  recono- 
cimiento. La  declaración  de  la  madre,  nada  prueba  en 
la  filiación  legítima;  mucho  menos  debe  probar,  por 
consiguiente,  en  la  filiación  natural,  so  pena  de  intro- 
ducir en  la  mas  respetable  de  las  instituciones  del  de- 
recho, el  estado  de  los  hombres,  la  mas  completa  inse- 
guridad y  de  exponerse  á  cometer  graves  errores,  que 
no  tardarían  en  producir  la  confusión  en  la  sociedad, 
por  la  injusticia;  y  la  anarquía  y  disolucion.de  las  fa- 
milias, como  sus  mas  inmediatos  efectos. 

35.  Fuera  del  reconocimiento  expreso  ó  tácito,  judi- 
cial (3  extrajudicial,  no  hay  prueba  posible  de  la  filia- 
ción natural  paterna,  porque  jamás  reconoció  nuestro 
derecho  aquella  famosa  máxima  del  presidente  Fabre  : 

(1)  CÓDIGO  CIVIL,  arl.  11,  tíliilñ  de  los  hijos  naíuralos. 
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crcditur  virgini  clicenti  so  ah  aliqíio  agnitam  et  ex  eo 
prpegnantem  esse;  máxima  fecunda  en  abusos  y  en  es- 
cándalos, que  el  derecho  francés  admitió  siempre  con 
reservas  que  fueron  limitando  su  aplicación  hasta  de- 
jarla totalmente  desvirtuada;  y  por  mas  favor  que  dis- 
pensara á  la  desgraciada  condición  de  los  hijos  ilegi- 
times, jamás  consintió  en  que  la  confesión  misma  de 
la  madre,  pudiera  servir  de  antecedente  para  inducir 
la  filiación  paterna,  hasta  que  en  la  reforma  que  nos  ha 
dado  el  Código  civil,  ha  concluido  por  restaurar  en 
toda  su  exactitud  y  antiguo  vigor,  el  principio  de  la 
ley  romana  :  grande  proojudicium  adferi  pro  filio, 
confessio  patris,  estableciendo  como  única  fuente  de 
la  filiación  ilegítima  el  reconocimiento  de  los  padres. 

36.  La  sentencia  de  la  primera  Cámara  de  Apela- 
ciones sienta  que  el  nacimiento  del  menor  con  las  cir- 
cunstancias de  nombre  y  apellido,  paternidad  y  mater- 
nidad se  hallaría  acreditado  con  la  parí  ida  exhibida. 
Asi  sucedería,  en  efecto,  si  se  tratara  de  la  filiación 
lee^itima  v  el  niño  bautizado  con  el  nombre  de  M., 
fuera  el  fruto  venturoso  de  un  matrimonio  verdadero ; 
porque  entonces  la  partida  constituirla  un  título  au- 
téntico de  su  filiación ;  y  amparado  por  la  presunción 
legal  tendría  necesariamente  por  padre  al  marido  de 
la  madre ;  título  que  no  caería  sino  ante  pruebas  con- 
trarias y  concluyentes,  en  los  casos  excepcionales  y 
raros  de  parto  supuesto,  separación  por  divorcio,  y 
otros  que  menciona  la  ley  en  el  título  de  los  hijos  le- 
gítimos, Código  civil;  y  aun  entonces  protegido  por 
numerosas  restricciones  opuestas  al  desconocimiento, 
y  por  el  rol  de  demandado,  que  guardaría  en  la  causa, 
cargando  sobre  el  contrario  todo  el  peso  de  la  prueba. 

Pero  tratándose  de  filiación  natural,  tal  afirmación 


206  FILIACIÓN  NATURAL. 

importa  sin  duda  alguna,  un  error,  convicto  y  confeso 
ante  las  nociones  elementales  del  derecho  en  materia 
de  filiación,  y  ante  las  disposiciones  legales  que  rigen 
particularmente  á  los  hijos  naturales.  La  partida,  en 
este  caso,  solo  prueba  el  nacimiento ;  no  prueba  si- 
quiera la  maternidad;  y  el  joven  M.,  á  pesar  de  las 
declaraciones  de  la  partida,  andarla  buscando  la  ma- 
dre que  le  dio  á  luz,  como  busca  al  padre  que  le  dio  el 
ser,  si  T.  P.  no  lo  hubiera  reconocido,  dándole  la  po- 
sesión de  la  filiación  materna  y  presentándole  como 
hijo  suyo,  lo  que  hace  innecesario  la  prueba  del  alum- 
bramiento y  de  la  identidad,  que  en  otro  caso  se  habia 
visto  obligado  á  producir. 

Si  la  partida  de  nacimiento  no  prueba  la  maternidad, 
a  fortiori  tampoco  prueba  la  paternidad,  porque  fal- 
tando el  matrimonio  legítimo,  no  hay  base  alguna  para 
atribuir  la  paternidad  á  una  persona  determinada, 
siendo  imposible  la  aplicación  de  la  regla  ■ —  pater  is 
est,  qaem  nuptise  demonstrant. 

Mas  aun,  la  misma  declaración  de  la  madre,  fundada 
en  el  conocimiento  propio  de  los  hechos,  sobre  la  pater- 
nidad del  hijo  que  alimentó  en  su  seno;  y  aun  cuando 
hubiera  dictado  las  indicaciones  de  la  partida,  suscri- 
biendo en  ella  un  reconocimiento  expreso  y  auténtico, 
seria  de  ningún  valor  ni  efecto  para  atribuir  la  pater- 
nidad á  una  persona  cualquiera.  Una  pretensión  seme- 
jante se  estrellarla  inútilmente  ante  el  precepto  expreso 
y  categórico  de  estas  dos  disposiciones  legales  :  «  En 
»  el  reconocimiento  que  hagan  los  padres  de  sus  hijos 
))  naturales,  es  prohibido  declarar  el  nombre  de  la 
»  persona  en  quien  ó  de  quien  se  tuvo  el  hijo,  á  menos 
»  que  esapersona  lo  tenga  ya  reconocido  (1).  »  « Cual- 

(1)  CÓDIGO  CIVIL,  art.  11,  título  de  los  hijos  üatai'ales. 
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))  quiera  declaración  ó  confesión  de  la  madre,  afir- 
»  mando  ó  negando  la  paternidad  del  marido,  no  hará 
»  prueba  alguna  (1).  » 

Estas  dos  reglas  legales  opondrían  siempre  una  bar- 
rera invencible  á  la  declaración  del  mejor  testigo  en 
que  pudiera  fundarse  la  indicación  de  la  paternidad 
contenida  en  la  partida  de  nacimiento ;  sobre  todo, 
cuando,  como  en  el  caso  de  esta  causa,  ese  testigo  no 
puede  pretender  para  su  certidumbre,  mayor  fe  y  cré- 
dito que  el  que  la  ley  acuerda  á  la  esposa  legítima,  ni 
se  halla  en  condiciones  de  invocar  la  máxima  —  vir- 
gini  parturienti  creditur  —  proscripta  en  nuestra  le- 
gislación y  nunca  admitida  en  nuestro  derecho  para 
decidir  cuestiones  de  estado. 

La  sentencia  de  la  Cámara  de  Apelaciones  agrega 
que,  ((  no  puede  acordarse  á  la  partida  un  grado  me- 
»  ñor  que  el  de  semi-plena  ó  adminiculativa  á  la  prueba 
»  que  tal  documento  produce  sobre  las  enunciadas  cir- 
))  cunstancias,  siendo  él  un  certificado  en  forma  de  la 
»  deposición  de  dos  testigos  hecho  ante  un  funcionario 
))  público,  asentado  en  los  libros  parroquiales  )). 

Admitiendo  la  semi-pléna  prueba  como  elemento  de 
decisión  en  las  cuestiones  de  estado,  bastarla  una  sola 
consideración  para  desechar  in  limine  la  partida  de 
nacimiento  en  la  filiación  natural,  como  un  elemento 
cualquiera  de  convicción,  que  pudiera  fundar  no  solo 
la  certidumbre,  sino  también  una  simple  presunción, 
porque  es  evidente,  que  cuando  la  ley  no  ha  prestado 
fe  alguna  á  un  instrumento  público  para  comprobar  la 
verdad  del  acto  á  que  se  refiere,  no  puede  el  magis- 
trado, sin  violar  la  ley,  atribuirle  un  grado  cualquiera 
de  probabilidad  para  apoyar  su  juicio. 

(1)  GÚDioo  CIVIL,  ai't.  lU,  título  de  los  hijos  legítimos. 
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37.  ¿Qué  inducción,  por  otra  parte,  podría  sacar  el 
juez  sobre  la  paternidad  del  bautizado,  de  las  declara- 
ciones de  los  testigos?  El  oficial  público,  puede  asegu- 
rar la  exactitud  de  lo  que  ha  pasado  en  su  presencia,  es 
decir,  que  dos  personas  á  quienes  designa,  han  mani- 
festado que  el  niño  que  le  presentaban  era  hijo  de  los 
padres  que  nombraban;  pero  en  cuanto  á  la  realidad  de 
los  hechos  á  que  estas  declaraciones  se  refieren,  qu¿G 
nonfíunt,  ni  disponuntur,  sed  íantum  recitantar,  como 
dice  Dumolin,  en  manera  alguna  puede  garantirla.  Los 
testigos,  como  hemos  dicho  ya,  no  declaran  sobre  un 
hecho'  propio  ni  de  que  puedan  tener  conocimiento 
pleno;  ninguna  precaución  se  adopta  para  garantir,  ni 
siquiera  la  verdad  del  alumbramiento  de  la  persona  á 
quien  designan  como  madre,  único  hecho  probable  por 
la  propia  certidumbre  en  materia  de  filiación;  no  se 
sabe  si  conocen  ó  no  á  los  padres  que  nombran,  y  en 
ningún  caso  podrían  afirmar  que  el  niño  debe  el  ser  á 
la  persona  á  quien  imputan  la  paternidad.  Ni  se  sabe 
siquiera  quiénes  son  esos  testigos,  que  no  se  han  pre- 
sentado en  la  causa  á  manifestar  los  detalles  de  los 
hechos  que  pudieron  producir  su  mera  creencia,  al  atri- 
buir la  filiación  como  procedente  de  las  personas  que 
indicaron  en  la  partida.  ¿Qué  inducción,  qué  admini- 
culo de  prueba,  puede  sacar  el  magistrado  de  declara- 
ciones de  testigos  que  se  encuentran  en  semejantes 
condiciones? 

Tales  declaraciones,  deberían  ser  desechadas  por  las 
reglas  del  derecho  común  como  con  toda  razón  decia 
Laurent,  y  no  pueden  siquiera  tomarse  en  considera- 
ción para  examinar  su  contenido  en  presencia  de  las 
disposiciones  terminantes  de  la  ley,  que  rechaza  como 
ineficaz  y  sin  valor  alguno  la  declaración  del  único  tes- 
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tigo  posible  sobre  la  paternidad,  la  madre  del  recien 
nacido;  y  que  solo  admite  como  prueba  de  la  filiación, 
el  reconocimiento  individual  del  padre.  Puede  ser  que 
los  testigos  declaren  la  verdad  como  es  posible  también 
que  declaren  la  mentira ;  pero  cuando  se  trata  de  un 
hecho  impenetrable  por  su  naturaleza  al  conocimiento 
del  hombre,  ni  el  criterio  del  jurisconsulto,  ni  la  ley 
tienen  motivo  ni  antecedente  alguno  para  suponer  mas 
bien  que  manifiestan  la  verdad  en  un  caso,  que  declaran 
la  mentira  en  otro,  lo  que  arrebata  á  su  testimonio  la 
mas  tenue  luz  de  probabilidad.  Creyendo  en  sus  decla- 
raciones, siquiera  sea  para  atribuirles  la  débil  influen- 
cia de  un  indicio  lejano,  se  expone  el  juez,  según  la  pre- 
visión de  Laurent,  á  creer  como  verdadero,  lo  que  es 
falso,  error  de  que  he  debido  apartar  á  la  sentencia,  el 
ejemplo  mismo  de  la  partida  exhibida.  Esos  testigos 
cuyas  declaraciones  quiere  considerar  como  una  semi- 
plena prueba  ó  como  una  presunción  adminículo  de  la 
prueba,  declaran  un  hecho  perfectamente  probable  hasta 
la  evidencia,  susceptible  de  toda  certidumbre,  y  sobre 
el  cual  puede  abrigarse  la  mas  profunda  convicción, 
cual  es  la  legitimidad ;  hecho  que  ha  resultado  mani- 
fiestamente falso  en  la  causa,  por  explícita  confesión 
del  mas  interesado  en  su  verdad.  Y  cuando  el  juez  tiene 
que  reconocer  que  los  testigos  han  mentido  sobre  un 
hecho  cuya  verdad  pudo  serles  constante,  admite  como 
probable  su  declaración  sobre  un  hecho  cuya  averigua- 
ción es  imposible  al  conocimiento  humano,  yá  cuya 
prueba  ha  renunciado  la  ley  como  impenetrable  secreto 
de  la  naturaleza  ! 

Si  esos  testigos  hubieran  afirmado  su  declaración 
sobre  el  juramento,  garantía  que  no  guarda  la  verdad 
del  testimonio  en  las  partidas  de  nacimiento,  habrían 
I.  i'i 
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cometido  el  feo  delito  del  perjurio  y  se  habrian  hecho 
indignas  de  toda  fe  y  crédito  sus  declaraciones  :  y  aun 
cuando  en  este  caso  no  sean  perjuros,  no  por  eso  deja- 
rían de  estar  convictos  de  falsedad  é  inhabilitados  en 
esa  condición  para  poder  dar  fe  de  la  verdad  de  los 
hechos ,  porque  «  non  puede  ser  testigo  orne  contra 
quien  fuesse  provado  que  dixera  falso  testimonio  (1)  ». 
¡A  las  declaraciones  de  tales  testigos,  sin  embargo,  la 
sentencia  apelada  adjudica  el  mérito  de  la  semi-plena 
prueba ! 

38.  Si,  como  queda  demostrado,  la  única  prueba  de 
la  filiación  natural  es  el  reconocimiento  de  los  padres  ; 
si  la  partida  de  nacimiento  del  que  se  pretende  hijo  no 
puede  en  ningún  caso  fundar  su  filiación  por  si  sola 
contra  la  madre  que  no  lo  haya  reconocido,  y  mucho 
menos  contra  el  padre,  es  una  consecuencia  lógica  que 
la  sentencia  apelada  ha  incurrido  en  el  error  de  hacer 
una  falsa  aplicación  en  esta  causa  de  los  artículos 
1**  y  2*^,  título  del  nacimiento  de  las  personas,  que  única 
y  exclusivamente  se  refieren  á  la  filiación  legítima. 


III 


39.  La  ley  autoriza  la  investigación  de  la  paternidad 
ó  maternidad,  por  todas  las  pruebas  que  se  admiten 
para  probar  los  hechos  y  que  concurran  á  demostrar 
la  filiación  natural  (2).  Estos  medios  de  prueba,  se  di- 


(1)  Leyes  9"  y  13,  tílulo  8°,  libro  II,  Fuero  Real,  y  8',  til.  líi,  partida 3» 

(2)  CÓDIGO  CIVIL,  art.  2°,  título  de  los  hijos  naturales. 
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rigen  á  obtener  el  reconocimiento  de  los  padres  por  la 
vía  judicial,  demostrando  su  filiación  cuando  estos  ne- 
gasen que  son  hijos  suyos. 

Desde  luego,  hay  que  observar  que  cuando  la  ley 
expresa  la  admisión  de  todos  los  medios  de  prueba 
por  que  se  justifican  los  hechos,  cuida  de  calificarlos 
para  evitar  equivocaciones  que  inducirían  á  los  mas 
graves  errores.  La  ley  agrega  que  esos  hechos  deben 
concurrir  á  demostrar  la  filiación  natural,  limitando 
así  la  aplicación  de  los  medios  de  prueba  á  los  hechos 
determinantes  de  la  filiación. 

Hemos  visto  ya,  cómo  la  partida  de  nacimiento  no 
prueba  en  ningún  caso  la  filiación  natural.  ¿Cuáles 
serian  entonces  los  hechos  que  contribuyeran  á  demos- 
trarla? 

La  naturaleza  de  las  cosas  indica  desde  luego  una 
distinción  necesaria  y  de  suma  importancia  en  la  ma- 
teria. Gomo  los  agentes  de  los  hechos  concurrentes  á 
la  demostración  de  la  filiación  natural,   desempeñan 
diverso  rol,  las  pruebas  tienen  que  ser  diferentes  como 
lo   son  los  objetos  á  cuya  comprobación  se  dirigen, 
como  son  diversos  los  hechos  que  justificarían  la  filia- 
ción con  relación  al  padre  y  con  relación  á  la  madre. 
Y  apartándonos  de  la  hipótesis  en  que  el  hijo  desco- 
nocido ó  negado  concretara  sus  medios  de  justificación 
á  la  producción  de  una  prueba  preconstituida  de  un 
reconocimiento  anterior  y  expreso,  que  no  es  el  caso 
discutido  en  esta  causa,  veamos  qué  hechos  pueden  ser 
objeto  de  la  prueba  respecto  del  padre  y  respecto  de  la 
madre  ;  qué  clase  de  prueba  puede  producirse,  y  cuáles 
son  las  calidades  indispensables  que  deben  constituirla 
para  que  dé  por  resultado  la  demostración  de  la  filia^ 
cion  natural. 
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Eli  Olíanlo  á  la  madre,  fácilmente  se  comprende  al 
instante  que  la  prueba  debe  ser  directa  sobre  los  hechos 
característicos  de  la  filiación,  porque  ellos  aparecen 
con  signos  visibles  é  inequívocos,  casi  públicos  y  por 
consiguiente  de  fácil  comprobación.  El  embarazo,  el 
alumbramiento  y  la  identidad,  son  tres  hechos  sobre 
los  cuales  el  testimonio  de  los  hombres  puede  recaer 
con  toda  seguridad,  siendo  por  eso  susceptibles  de  una 
perfecta  certidumbre.  El  embarazo  y  el  alumbramiento 
determinarían  siempre  el  hecho  del  nacimiento  y  la 
época  en  que  tuvo  lugar.  La  prueba  de  la  identidad, 
justificaría  la  verdad  de  la  íiliacion  del  hijo  desco- 
nocido. 

Así,  la  prueba  de  estos  hechos  que  demostraría  in- 
mediata y  directamente  la  filiación  natural,  es  de  todo 
punto  indispensable  para  que  la  maternidad  se  atri- 
buya á  una  persona  determinada.  Sin  ellos,  no  podría 
establecerse  ni  autorizarse  judicialmente  relación  al- 
guna de  íilíacion  entre  el  que  se  dice  hijo  y  la  persona 
de  quien  })retcnde  hacerse  reconocer  como  tai. 

En  cuanto  al  padre,  la  prueba  directa  es  imposible, 
porque  ningún  hecho  exterior  que  aparezca  por  un 
signo  visible  susceptible  de  probarse  por  el  testimonio 
de  los  hombres,  revela  la  existencia  de  la  paternidad. 
Aun  tratándose  de  la  filiación  legítima,  la  ley  ha  tenido 
que  contentarse  con  una  presunción  á  ({ue  ha  dado  el 
carácter  de  prueba  plena  y  concluyente.  Del  hecho  del 
matrimonio  ha  inducido  la  i)aternidad,  hallando  que  la 
cohabitación  común,  la  santidad  del  matrimonio,  la 
conveniencia  general,  la  favorable  suposición  de  la  fide- 
lidad y  do  la  virtud,  y  sobre  todo,  su  ])ro})ia  impoten- 
cia, si  no  son  concluyentes,  son  por  lo  menos  muy 
buenas  razones  para  establecer  como  un  principio  im- 
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perioso  que  el  hijo  nacido  durante  el  matrimonio, 
tiene  por  padre  al  marido  de  la  madre. 

Pero  es  evidente  por  una  parte  que  la  presunción 
legal  es  imposible  tratándose  de  la  filiación  natural, 
porque  no  existe  el  matrimonio  que  es  su  base,  y  por- 
que es  el  resultado  de  una  unión  ilegítima,  reprobada 
por  la  ley,  contraria  á  la  moralidad  de  las  costumbres, 
que  ataca  el  matrimonio,  base  de  la  familia  y  de  la 
sociedad;  unión  que  la  ley  recuerda,  solo  como  un 
hecho  posible  de  que  por  desgracia  se  presentan  fre- 
cuentemente ejemplos,  y  de  cuyos  resultados  no.  puede 
desentenderse  sin  violar  los  altos  principios  de  la  jus- 
ticia y  de  la  razón  y  perpetuar  en  seres  inocentes  y  des- 
graciados, las  consecuencias  de  una  acción  culpable, 
en  la  que  no  tomaron  parte  y  de  que  no  deben  ser  res- 
ponsables. 

40.  Faltando  el  matrimonio  y  la  presunción  legal  que 
es  su  consecuencia  inevitable  respecto  de  la  filiación ; 
faltando  además  todo  signo  visible  demostrativo  de  la 
paternidad,  es  evidente  también  que  solo  queda  como 
única  prueba,  como  el  solo  elemento  de  certidumbre, 
por  peligroso  y  aventurado  que  sea  respecto  de  la  ver- 
dad estricta,  el  reconocimiento  del  padre ;  unas  veces 
emanado  de  la  voluntad  libre  y  claramente  manifestada 
que  reviste  todos  los  caracteres  de  una  confesión  explí- 
cita y  espontánea;  otras  veces  presumido  é  impuesto 
por  la  autoridad  de  la  justicia  que,  declarando  los 
hechos  como  existentes  y  probados,  obliga  al  padre  á 
reconocer  su  verdad  en  el  mismo  grado  de  certidumbre 
con  que  aparecen  á  la  conciencia  de  los  magistrados. 

¿Cómo  negar  al  conocimiento  voluntario,  el  efecto  de 
atribuir  la  paternidad  respecto  de  aquel  que  la  reconoce 
y  acepta  con  todas  sus  consecuencias  legales?  ¿Por 
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qué  seria  mas  dura  la  ley,  ó  mas  incrédula  que  aquel 
que  interesado  como  ninguno  en  desligarse  de  las  rela- 
ciones de  un  estado  civil  que  tan  graves  compromi- 
sos y  deberes  impone,  establece  él  mismo  ese  estado, 
acepta  los  compromisos  que  de  él  derivan  y  se  dispone 
á  cumplirlos  con  la  conformidad  y  satisfacción  que  ex- 
perimenta siempre  el  hombre  que  obedece  con  buena 
voluntad  los  dictados  de  su  conciencia? 

¿Por  estricta  adhesión  á  los  principios,  por  el  rigor 
del  derecho,  ó  mas  bien  por  su  impotencia  para  descu- 
brir la  verdad,  habia  la  ley  de  privar  al  niño  desgra- 
ciado, de  un  apoyo  que  la  naturaleza  le  ha  dado,  y  que 
ella  no  puede  suplir,  aunque  no  tenga  el  medio  seguro 
de  encontrarlo,  cuando  no  se  encuentra  desde  el  -ins- 
tante que  abre  sus  ojos  á  la  luz  y  lo  reclama  por  su 
primer  gemido? 

La  filosofía  del  derecho,  y  las  reglas  inflexibles  de  la 
lógica,  han  obligado  á  detenerse  á  la  ley  ante  los  funes- 
tos resultados  de  una  doctrina  demasiado  rigurosa  para 
ser  justa;  y  desde  los  tiempos  mas  remotos  el  recono- 
cimiento del  padre,  su  propia  confesión,  confessio  rei, 
regina prohationum,  ha  sido  considerado  como  el  me- 
dio mas  directo,  como  la  prueba  mas  legítima  de  la 
filiación  natural  paterna.  El  principio  de  que  el  reco- 
nocimiento del  padre  revestía  la  mayor  importancia 
para  decidir  la  filiación  del  hijo,  grande  pr¿ejuc¡iciiim 
adfert  pro  filio  confessio  patris,  ha  sido  adoptado  por 
nuestras  mas  antiguas  leyes  como  el  medio  mas  se- 
guro, el  único  de  que  era  lícito  valerse  para  decidir  del 
estado  y  condición  del  hijo  y  de  base  para  sus  rela- 
ciones de  familia  y  gobierno  de  sus  intereses. 

4J .  Entre  los  romanos,  en  que  el  concubinato  reves- 
tia  la  forma  de  una  institución  social  reglamentada  y 
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tolerada  por  la  ley,  á  tal  punto  que  no  diferia  del  matri- 
monio sino  por  la  intención,  pudiendo  con  frecuencia 
confundirse  con  él,  el  reconocimiento  no  era  necesario 
para  admitir  un  vínculo  natural  entre  el  padre  y  los 
hijos  que  nacian  de  esa  unión,  aun  cuando  no  se  pro- 
dujeran las  mismas  relaciones  civiles  que  entre  padres 
é  hijos  legítimos.  El  reconocimiento  era  sin  embargo 
indispensable  en  los  últimos  tiempos  en  que  el  concu- 
binato perdía  el  favor  de  la  legislación  primitiva,  para 
establecer  la  filiación  paterna,  no  siendo  en  tal  caso 
ventajoso  sino  á  los  hijos  de  concubinas  y  no  á  los  de- 
más espúreos,  que  según  la  expresión  de  Gayo,  patrem 
Imhere  non  intellicjiíntar  cum  incertus  sit,  inde  solent 
spurii  ñlii  appellari,  vel  qaasi  sine  patre  fílii  (1). 

42.  La  ley  7%  título  22,  libro  IV,  del  Fuero  Real,  nos 
habla  del  caso  de  un  reconocimiento  expreso  cuya  firma 
indica  para  ser  valedero,  y  que  debía  surtir  segiin  la 
opinión  de  los  intérpretes,  todos  los  efectos  de  una  ver- 
dadera adopción  :  «  Quien  quisiere,  dice  la  ley,  recibir 
»  por  su  fijo,  fijo  que  haya  en  muger  que  no  sea  de 
»  bendición,  recíbalo  ante  el  rey,  ó  ante  homes  bue- 
))  nos,  é  diga  en  tal  manera  este  es  mí  fijo  que  he  de 
»  tal  muger,  nómbrela,  é  desde  aquí  adelante  quiero 
»  que  sepacles  que  es  mí  fijo,  é  que  lo  recibo  por  fijo  : 
»  é  si  aquel  que  así  lo  recibiere  por  fijo,  muriere  sin 
»  manda,  tal  fijo  herede  lo  suyo,  si  fijos  legítimos  no 
»  hobiere,  ó  nietos,  ó  dende  ayuso  :  é  si  manda  qui- 
))  siere  facer,  fágala  sin  empescímiento  de  aquel  fijo 
))  que  así  recebió  :  y  el  fijo  que  así  fuere  recebido,  haya 
»  honra  de  fidalgo  si  su  padre  fuere  fidalgo  :  y  esto  se 
»  entiende  de  los  fijos  naturales.  » 

(1)  Wetter,  Derecho  romano,  §314  bis. 
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•  Las  leyes  de  partida  que  conocían  también  la  insti- 
tución de  la  barraganía,  ocupándose  de  los  hijos  natu- 
rales bajo  el  titulo  de  la  legitimación,  mencionan  tam- 
bién el  reconocimento  del  padre  como  uno  de  los  me- 
dios de  produrcirse.  La  base  de  toda  legitimación,  era 
necesariamente  el  reconocimiento  que  podia  hacerse, 
según  las  leyes  5%  6"^  y  7%  titulo  13,  partida  4"^,  pública- 
mente ante  los  magistrados,  por  testamento  ó  por  ins- 
trumento público. 

Por  fm,  la  ley  11  de  Toro,  deíiniendo  lo  que  debia 
entenderse  por  hijos  naturales,  declara  que  deban  ser 
considerados  como  tales  los  que,  «  al  tiempo  que  na- 
»  cieren  ó  fueren  concebidos,  sus  padres  podian  casar 
»  con  sus  madres,  justamente  sin  dispensación,  con 
»  tanto  que  el  padre  lo  reconozca  por  su  fijo  ». 

Así,  según  todas  las  prescripciones  de  nuestro  dere- 
cho, desde  los  mas  remotos  tiempos,  no  se  admite  otra 
prueba  que  el  reconocimiento  del  padre,  para  probar 
la  filiación  natural.  La  forma  sin  embargo  de  este  reco- 
nocimiento, no  estaba  claramente  determinada.  La  que 
expresa  la  ley  del  fuero  real,  convienen  todos  los  intér- 
pretes en  atribuirla  únicamente  á  la  adopción ;  las  que 
mencionan  las  leyes  de  partida  se  refieren  á  la  legiti- 
mación, y  la  ley  de  Toro,  ninguna  forma  expresa  á  vir- 
tud de  la  cual  deba  constar  el  reconocimiento  del  pa- 
dre, que  no  obstante,  según  su  terminante  expresión, 
es  un  elemento  esencial  de  la  filiación  natural  paterna. 

Pero  sean  cualesquiera  las  dificultades  que  la  falta 
de  una  forma  determinada  pueda  ofrecer  para  la  deci- 
sión de  las  causas  sobre  filiación  natural,  la  verdad  es, 
que  solo  es  posible  demostrarla  y  reconocerla  cuando 
sea  posible  demostrar  el  reconocimiento  expreso  ó  tá- 
cito del  padre,  su  propia  confesión,  ya  sea  constante 
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de  documento  público  ó  privado,  ya  de  hechos  que 
comprueben  la  existencia  de  la  manifestación  de  su 
voluntad;  no  hay,  no  ha  existido  jamás  otro  medio  de 
prueba,  desde  que  no  se  produce  hecho  alguno  exterior 
característico  de  la  paternidad  y  que  deba  necesaria- 
mente inducirla. 

43.  Esas  dificultades,  no  son  por  otra  parte,  de  los 
tiempos  presentes.  Cárdenas,  el  profundo  critico  de 
nuestra  antigua  legislación ,  decia  á  este  respecto  : 
«  Es  también  punto  dudoso  en  nuestra  jurisprudencia 
si  para  el  reconocimiento  de  los  hijos  naturales  basta 
cualquier  acto  del  padre,  aunque  sea  equívoco  y  de 
doble  sentido,  como  alimentarlos,  llamarlos  hijos  ú 
otros,  ó  si  es  necesario  una  declaración  expresa.  »  La 
misma  ley  11  de  Toro,  citada  antes,  declara  hijo  natu- 
ral al  que  tiene  el  hombre  de  mujer  que  vive  en  su  com- 
pañía, como  sea  una  sola,  ó  al  que  el  mismo  padre 
reconoce  por  suyo,  aunque  no  viva  con  mujer  alguna. 
Las  palabras  de  esta  ley,  por  cierto  no  muy  claras  ni 
precisas,  son  :  «  con  tanto  que  el  padre  lo  reconozca 
por  su  hijo,  puesto  que  no  haya  tenido  mujer  de  quien 
lo  hubo  en  su  casa,  ni  sea  una  sola.  »  Pero  no  dice 
la  ley  cómo  ha  de  hacerse  este  reconocimiento,  de 
cuyo  silencio  infieren  unos  intérpretes^  que  debe  bas- 
tar cualquier  signo  que  lo  manifieste,  y  otros  que  debe 
verificarse  el  acto  con  arreglo  á  la  ley  7*,  titulo  22, 
libro  IV  del  fuero  real,  que  manda  que  los  padres  re- 
conozcan á  sus  hijos  «  ante  el  rey  ó  ante  unos  bue- 
nos ))  y  por  palabras  terminantes.  Si  esta  ley  se  con- 
sidera por  todos  vigente,  no  habría  cuestión,  pues 
llena  sin  duda  el  vacío  de  la  de  Toro,  que  omitió  decir 
la  forma  en  que  habia  de  practicarse  el  reconocimiento 
de  los  hijos  naturales;  pero  la  dificultad  está  en  que  la 
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primera  no  lia  sido  incluida  en  la  Recopilación,  ni  en 
ninguna  de  las  otras  colecciones  legales,  y  esta  pre- 
sunción de  no  uso,  se  halla  confirmada  además  por  la 
derogación  expresa  de  lo  dispuesto  en  la  segunda  parte 
de  la  misma  ley,  á  saber  :  la  preferencia  de  los  hijos 
naturales  sobre  los  ascendientes  legítimos  en  la  suce- 
sión de  los  que  mueren  sin  descendientes.  Nuestra  re- 
ciente legislación  civil,  pudo  y  debió  evitar  esas  dudas, 
fuente  fecunda  de  graves  perturbaciones  en  las  rela- 
ciones de  familia  y  en  los  intereses  sociales,  por  la 
incertidumbre  del  derecho  y  la  consiguiente  vacilación 
de  la  jurisprudencia.  Ya  que  tan  benévola  y  generosa 
se  ha  mostrado  al  reglamentar  las  relaciones  civiles  de 
los  hijos  naturales,  hubiera  procurado  disminuir,  por 
lo  menos,  la  posibilidad  del  h'aude,  la  propagación  del 
abuso,  la  desmoralizadora  frecuencia  con  que  el  escán- 
dalo pudiera  producirse,  limitando  ó  caracterizando  los 
hechos  susceptibles  de  inducir  un  reconocimiento  tá- 
cito, en  falta  de  un  reconocimiento  expreso. 

Las  cuestiones  á  que  daba  lugar  en  la  práctica,  el 
vacio  de  la  ley  de  Toro,  bastaban  para  indicar  suficien- 
temente la  necesidad  de  llenarlo  con  reglas  previsoras 
y  equitativas.  Pero  ya  sea  la  dificultad  que  la  materia 
computa  por  si  misma,  ya  sea  también  la  imposibili- 
dad de  determinar  con  precisión  y  clasificar  los  hechos 
que  constituyen  la  posesión  de  estado,  base  única  del 
reconocimiento  tácito,  la  verdad  es  que  el  legislador  ha 
retrocedido  ante  los  obstáculos  casi  insuperables  de  la 
materia,  y  dominado  por  la  idea  de  que  la  posesión  de 
estado  es  la  mejor  y  mas  fundada  de  las  pruebas  en 
materia  de  filiación,  se  ha  limitado  á  sentar  el  princi- 
pio, dejando  al' criterio  y  prudente  arbitrio  de  los  jue- 
ces y  á  las  regias  de  la  doctrina,  el  encargo  de  apreciar 
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en  cada  caso  el  grado  de  certidumbre  que  esos  hechos 
merezcan  y  la  determinación  de  los  principios  por  que 
deban  dirigirse  al  juzgarlos. 

44.  De  todos  modos,  no  puede  ponerse  en  duda,  que 
es  el  reconocimiento  la  base  de  la  fdiacion ;  que  el  re- 
conocimiento puede  constar  de  una  manifestación  ex- 
presa de  voluntad ;  ó  debe  inducirse  de  la  posesión  de 
estado  que  es  la  mas  evidente  y  la  mas  enérgica  de  las 
pruebas  de  un  reconocimiento  tácito ;  y  que  fuera  del 
reconocimiento  expreso  ó  por  la  posesión  de  estado,  no 
hay  prueba  posible  de  la  filiación  natural. 

Que  el  legislador  argentino  cuando  ha  autorizado  la 
investigación  de  la  paternidad,  cuando  ha  dado  á  los 
hijos,  acción  para  hacerse  reconocer  judicialmente  por 
sus  padres,  cuando,  para  alcanzar  un  éxito  favorable  en 
el  ejercicio  de  esta  acción,  les  ofrece  todos  los  medios 
de  prueba  por  los  cuales  se  justifican  los  hechos,  solo 
ha  pensado  en  la  posesión  de  estado  de  cuyos  hechos 
comprobados  únicamente  pueden  concurrir  á  demos- 
trar la  filiación  natural,  importando  un  verdadero  reco- 
nocimiento, es  también  un  principio  cuya  exactitud  no 
puede  ponerse  en  duda. 

¿Qué  otros  hechos,  en  efecto,  que  los  que  imputan 
una  verdadera  posesión  de  estado,  son  capaces  de  in- 
ducir la  paternidad  natural?  ¿Si  por  falta  de  un  hecho 
exterior  que  la  determine,  la  ley  se  ha  visto  obligada  á 
extablecer  una  presunción  legal  para  consolidar  la  le- 
gitimidad de  la  filiación  proveniente  de  un  matrimonio 
verdadero,  qué  otro  hecho  distinto  de  los  que  suponen 
un  reconocimiento,  podria  indicarla,  en  la  filiación  na- 
tural? ¿De  qué  otra  manera  que  por  medio  del  recono- 
cimiento, pudiera  el  padre  creer  y  el  hijo  probar  la 
relación  de  filiación  que  existe  entre  uno  y  otro  ? 
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Cuando  vemos  al  legislador  argentino  abandonar 
el  sistema  adoptado  por  el  Código  francés,  y  por  las 
demás  legislaciones  modernas  que  han  seguido  sus 
huellas,  cuando  le  vemos  levantarse  con  tanta  energía 
contra  la  prohibición  de  la  investigación  de  la  pater- 
nidad, que  para  evitar  el  escándalo  y  reprimir  las  fre- 
cuentes injusticias  ó  impedir  las  vergonzosas  especu- 
laciones por  medio  de  las  cuestiones  de  filiación  y  de 
estado,  lo  vemos  apegado  á  una  sola  idea  que  exclusi- 
vamente lo  domina.  La  injusticia  evidente  de  rechazar 
la  demostración  de  la  paternidad,  cuando  esta  aparece 
comprobada  y  públicamente  manifestada  por  el  que  so 
cree  padre  del  hijo  á  quien  reconoce  en  ese  carácter, 
ejerce  tal  influencia  sobre  su  espíritu,  que  no  puede 
trepidar  en  la  elección  de  los  términos  de  un  dilema 
de  hierro  :  ó  admite  la  prueba  de  la  posesión  de  es- 
tado, ó  cierra  la  puerta  á  toda  relación  de  paternidad 
natural. 

La  elección  no  podía  ser  dudosa.  El  reconocimiento 
expreso,  constante  de  escritura  pública,  del  registro 
bautismal,  ó  del  testamento  del  padre,  no  puede  re- 
posar sino  en  una  mera  creencia  sobre  la  filiación. 
Ningún  hecho  tangible,  perceptible  á  su  conocimiento 
ó  el  de  otras  personas,  podría  robustecerla  ó  compro- 
barla ;  y  no  precediendo  en  este  caso  la  presunción 
legal,  que  al  fin  es  una  mera  presunción,  por  falta  de 
base,  no  queda  otro  recurso  que,  ó  desconocer  absolu- 
tamente una  relación  que  no  tiene  prueba  alguna  en  que 
apoyarse,  ó  admitir  la  creencia  del  padre  como  el  único 
elemento  de  que  pudiera  derivar.  Lo  primero,  era  re- 
sistir á  la  evidencia  de  los  hechos  y  ponerse  en  pugna 
con  las  leyes  de  la  naturaleza  que  se  imponen  y  no  se 
discuten ;  era  levantarse  contra  eete  eterno  é  inmutable 
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principio:  que  todo  efecto  reconoce  una  causa,  y  ad- 
mitir para  el  hombre  un  origen  distinto  de  la  unión  de 
los  sexos,  desvario  imposible  ante  la  razón  y  la  lógica. 
Lo  segundo,  obligaba  al  legislador  á  aceptar  todos  los 
medios  por  que  esa  creencia  del  poder  pudiera  ser  com- 
probada, y  ofrecei'  en  consecuencia  al  hijo  y  al  padre 
los  medios  de  producirla  y  constatarla ;  y  como  esos 
medios  son  siempre  manifestaciones  de  voluntad  ex- 
presas ó  tácitas,  las  pruebas  preconstituidas,  las  prue- 
bas escritas,  así  como  la  posesión  de  estado  que  por 
medio  de  hechos  diversos  y  variados  demuestran  esa 
manifestación  de  voluntad,  son  los  únicos  medios  de 
prueba  de  la  filiación  natural  paterna  ;  porque  esos 
hechos  son  los  únicos  que  concurren  á  demostrar  la 
filiación  natural,  según  expresión  de  la  ley. 

45.  Si  la  naturaleza  misma  de  las  cosas,  no  indicara 
invariablemente  que,  fuera  del  reconocimienta expreso, 
solo  por  la  posesión  de  estado  puede  admitirse  la  com- 
probación de  la  filiación  natural,  ahí  está  consignada 
la  opinión  del  codificador  en  escritos  anteriores  á  la  re- 
dacción de  su  Código  y  la  nota  con  que  ilustra  la  dis- 
posición de  artículo  2°,  título  de  los  hijos  naturales. 
En  ella  demuestra  elocuentemente,  cómo  las  legisla- 
ciones que  resisten  la  indagación  de  la  paternidad,  se 
ven  sin  embargo  en  la  necesidad  de  permitirla  por  las 
pruebas  comunes  de  los  hechos  accesorios  que  consti- 
tuyen la  posesión  dé  estado,  cuando  esta  es  por  su  na- 
turaleza una  prueba  mas  perentoria  que  la  escritura 
pública,  que  los  actos  auténticos  ;  cuando  es  la  evi- 
dencia misma,  la  prueba  viva  y  animada,  la  prueba  que 
se  ve,  que  se  toca,  que  marcha,  que  habla  ;  la  prueba 
en  carne  y  hueso  como  decía  una  Corte  francesa ;  pu- 
diendo  el  juez,  por  los  hechos  que  constituyen  la  pose- 
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sion  de  estado,  dar  una  sentencia  sobre  la  paternidad 
con  una  conciencia  mas  segura,  que  la  que  le  daria  una 
escritura  pública,  un  asiento  bautismal. 

Aun  en  las  legislaciones  que  prohiben  la  indigacion 
de  la  paternidad,  notables  escritores  han  demostrado 
que  no  podi'a  rechazarse  la  prueba  de  la  posesión  de  es- 
tado como  la  única  determinante  de  la  íiliacion  ;  y  que 
era  una  inconsecuencia  admitir  el  reconocimiento  por 
escritura  pública  ó  acto  auténtico  y  rechazarlo  por  la 
posesión  de  estado,  la  mas  eficaz  y  concluyente  de  las 
pruebas  del  reconocimiento. 

46.  Desde  1846,  M.  Demolombe  habia  adelantado 
una  opinión  según  la  cual  la  posesión  de  estado  debia 
admitirse  como  prueba  de  la  filiación  natural  paterna, 
así  como  se  la  admitía  respecto  de  la  materna,  sin  que 
por  eso  quedara  desvirtuado  el  principio  de  la  indaga- 
ción de  la  paternidad. 

((  Hé  aquí  mi  punto  de  partida,  decía  : 

»  El  padre  natural  puede  reconocer  á  su  hijo  ;  luego, 
))  la  posesión  de  estado  es  un  verdadero  reconoci- 
))  miento.  Cuando  un  hombre  ha  tratado  á  un  niño 
))  como  suyo,  pública  y  constantemente  ;  cuando  lo  ha 
»  presentado  como  tal  en  su  familia,  en  la  sociedad  ; 
»  cuando  le  ha  dado  su  nombre  ;  cuando  en  calidad  de 
))  padre  ha  provisto  siempre  á  sus  necesidades,  á  su 
))  crianza,  á  su  educación ;  es  imposible  decir  que  no 

))  lo  ha  reconocido Es  verdad  que  este  reconocí- 

»  miento  no  está  consignado  en  un  acto ;  todo  lo  que 
»  de  eso  puede  deducirse,  es  que  es  todavía  mas  com- 
.»  pleto  y  deciviso  aun. 

))  En  efecto,  ¡  qué  de  ventajas  tiene  la  posesión  de  es- 
»  tado  sobre  el  título !  El  título  no  prueba  la  identidad. . . 
))  La  posesión  de  estado  la  prueba  necesariamente. 
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»  El  título  es  la  obra  de  un  momento,  de  una  confe- 
»  sion  instantánea....  La  posesión  de  estado  es  un  re- 
»  conocimiento  continuo,  perseverante,  de  todos  los 
»  dias,  de  todos  los  instantes. . . . 

»  El  título  es  frecuentemente  secreto,  ignorado.... 
»  La  posesión  de  estado  es  un  reconocimiento  público, 
»  notorio,  que  tiene  por  testigos  la  familia,  la  sociedad 
»  toda. 

))  La  posesión  es  la  mas  antigua,  la  primera  prueba 
»  del  estado  de  los  hombres.  «Seria  conmover  los  fun- 
»  damentos  de  la  tranquilidad  pública,  decía  Gochin 
»  en  el  negocio  Bourgelat,  no  reconocer  la  autoridad 
»  de  la  posesión  pública  del  estado.  Aquel  que  la  tiene 
»  en  su  favor,  no  está  obligado  á  producir  otras  prue- 
))  bas ;  ella  ocupa  el  lugar  de  todos  los  títulos  que  las 
»  leyes  exigen  ». 

»  ¡  La  posesión  de  estado ! . . .  Pero  esta  es,  por  decirlo 
así,  una  prueba  viva,  un  testimonio  flagrante...  Ella 
tiene  todo  el  poder,  ó  mas  bien  toda^  \a  persistencia  de 
un  hecho,  que  la  ley  no  puede  desconocer  por  lo  mismo 
que  no  puede  impedir  su  existencia. 

»  ¿Por  qué  pues  esta  prueba  tan  decisiva,  que  según 
los  términos  del  artículo  319  hace  fe  de  la  filiación  le- 
gítima, que  según  la  oginion  general  de  los  autores 
hace  fe  igualmente  de  la  filiación  natural,  respecto  de 
la  madre,  había  de  perder  toda  su  autoridad,  toda  su 
fuerza  respecto  del  padre  ?  ¿  Por  qué  cuando  el  padre 
ha  reconocido  el  hijo  como  suyo,  cuando  la  familia,  la 
sociedad  lo  han  reconocido  también  como  tal,  por  qué 
solo  la  ley  no  querría  reconocerlo  ? 

»  Dos  razones  principales  me  parecen  haber  determi- 
nado esta  opinión  :  la  primera,  deducida  del  artículo 
340,  que  prohibe  la  indígacion  de  la  paternidad ;  la 
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segunda,  deducida  del  silencio  que  guarda  el  Código 
civil  sobre  la  posesión  de  estado  en  el  capítulo  do  Jos 
hijos  naturales. 

))  En  primer  lugar,  en  cuanto  al  artículo  340,  me  pa- 
rece que  no  pueden  invocarse  ni  su  texto  ni  sus  mo- 
tivos. 

))  Su  texto  prohibe  la  investigación  de  la  paternidad. 
Pero  no  se  trata  aquí  de  parte  del  hijo,  de  indagar  Ja 
paternidad,  de  intentar  una  acción  de  reclamación  de 
estado...  ¡Su  estado!  él  lo  posee.  ¡La  paternidad!  está 
confesada,  está  reconocida.  No  hay  en  efecto  acción  po- 
sible de  reclamación  de  estado,  de  parte  de  aquel  que 
posee  su  estado.  Esta  acción  no  existe,  no  puede  ser 
intentada,  sino  á  falta  de  posesión  constante  (1).  No  se 
reclama,  no  se  investiga  lo  que  se  posee;  por  eso  todos 
los  autores  y  particularmente  M.  Duranton(2),  piensan 
que  los  herederos  del  hijo  podrían  invocar  los  derechos 
resultantes  de  su  posesión  de  estado,  si  esos  derechos 
les  fueran  contestados,  aun  cuando  el  hijo  hubiera 
muerto  cinco  años  después  de  su  mayor  edad  (3).  ¿Por 
qué?  Porque  no  se  trata,  en  el  artículo  329,  sino  de  los 
casos  en  que  se  reclame  un  estado  que  el  hijo  había  po- 
dido reclamar  por  sí  mismo.  Guando  en  ese  caso  no  ha 
reclamado  en  los  cinco  años  de  su  mayor  edad,  la  ley 
presume  que  él  mismo  ha  reconocido  que  su  acción  no 
era  fundada.  Pero  cuando  el  hijo  poseía  su  estado, 
como  entonces  no  podía  proceder  en  justicia,  nada 
puede  inducirse  de  su  inacción.  De  conformidad  á  estos 
principios,  la  ley  (4),  declara  :  que  a({uel  que  posee 
una  calidad,  nada  \icuc  (|ue  ¡irobar  y. debe  desempeñar 

(1)  Ai'líeaio  328. 

(2)  Tomo  ni,  pág.  151. 

(3)  Artículos  32U  y  330. 

(^)  Dir.ESTO,  XV,  De  probafioiiibufs. 
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el  rol  de  demandado  en  el  ¡¡roceso  en  que  esta  calidad 
sea  materia  de  cuestión. 

»  El  artículo  8"  de  la  ley  12  de  Brumaiúo,  año  II,  que 
prohibió  la  investigación  de  la  paternidad,  nos  propor- 
ciona sobre  este  punto  un  argumento  que  no  carece  de 
interés.  Este  artículo  está  concebido  en  los  siguientes 
términos  : 

«  Para  ser  admitido  al  ejercicio  de  los  derechos  ex- 
presados en  la  sucesión  de  su  padre  muerto,  los  hijos 
nacidos  fuera  de  matrimonio  están  obligados  á  probar 
su  posesión  de  estado.  Esta  prueba  no  podrá  resultar 
sino  de  la  presentación  i'e  escritos  públicos  ó  privados 
del  padre  ó  como  consecuencia  de  los  cuidados  de  que 
hubieran  sido  objeto  á  título  de  paternidad  y  sin  inter- 
rupción, tanto  en  lo  relativo  á  los  alimentos  como  en 
su  educación  )^ . 

»  Así  la  misma  ley,  el  mismo  artículo  que  prohibe  la 
indagación  de  la  paternidad  antes  admitida,  consagra 
la  posesión  "de  estado,  como  })rueba  de  la  paternidad 
natural.  ¿  Puede  decirse  mas  claramente  que  aquel  que 
posee  su  estado,  no  tiene  que  investigarlo?  Conozco 
todos  los  cargos  de  exageración,  de  retroactividad  en 
que  la  ley  de  12  de  Brumario  ha  incurrido.  Pero  en 
cuanto  á  la  disposición  que  acabo  de  citar,  no  creo  que 
l)ueda  ser  objeto  de  reproche  alguno. 

))  Y  aquí,  ningún  equívoco  es  posible ;  si  sucediera 
({ue  la  posesión  de  estado  fuera  desconocida  y  que  se 
hiciera  necesario  probarla,  esta  prue])a  no  constituiría 
seguramente  una  investigación  de  la  paternidad  ;  de 
otra  manera  seria  preciso  decir  también,  que  si  el 
padre  pretendiera  negar  un  reconocimiento  auténtico, 
la  acción  que  se  intentara  contra  él  para  hacer  valer 
los  efectos  de  ese  reconocimiento,  constituiría  también 

I.  16 
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una  indagación  de  la  paternidad,  y  debería  ser  des- 
echado ;  de  lo  que  se  seguiría  que  el  estado  del  hijo  na- 
tural jamás  estaría  asegurado  y  dependería  indefinida- 
mente de  la  voluntad  ó  de  los  caprichos  del  padre.  No 
podría  suceder  esto ;  una  cosa  es  investigar  la  pater- 
nidad, otra  reclamar  los  efectos  de  la  paternidad  ya 
probada  y  reconocida.  Y  entre  tanto,  es  esta  última  po- 
sesión la  del  hijo  que  tiene  posesión  de  su  estado, 
idéntica  asi  como  la  del  hijo  que  tiene  un  acto  autén- 
tico de  reconocimiento. 

»  El  texto  del  artículo  340,  no  es  pues,  aplicable.  ¿Lo 
serán  por  ventura  sus  motivos? 

))  Creo  que  la  prohibición  de  investigar  la  paternidad, 
se  funda  principalmente  :  1.°  sobre  el  escándalo  de 
esa  clase  de  investigación;  2.°  sobre  la  incertidumbre 
del  resultado,  sobre  la  imposibilidad  de  probar  el  hecho 
misterioso  de  la  paternidad. 

»  Ninguno  de  esos  motivos  me  parece  que  puede  ser 
invocado.  Por  una  parte,  el  escándalo  no  existe;  no 
se  trata  de  hacer  una  inquisición  sobre  las  relaciones 
secretas,  las  habitudes  íntimas  del  pretendido  padre... 
¿  Tal  hombre  ha  educado,  ha  alimenLado,  establecido 
á  este  niño  ?  ¿Le  ha  dado  su  nombre  ?  ¿ Le  ha  presen- 
tado como  su  hijo  á  la  familia,  á  la  sociedad?  ¿Ha 
provisto  en  su  calidad  de  padre,  constantemente,  pú- 
blicamente, á  todas  sus  necesidades?  En  una  pala- 
bra, ¿  se  encuentran  en  la  causa  los  tres  caracteres  de 
la  posesión,  nomen,  tractatiis,  fama  ?Hé  aquí  los  he- 
chos positivos  que  se  trata  de  probar ;  ¿  hay  en  ello  el 
menor  motivo  de  escándalo  ? 

»  Por  otra  parte,  nada  de  incierto,  ninguna  prueba 
mas  fácil ;  los  hechos  constitutivos  de  la  posesión  de 
estado  son  de  tal  naturaleza  que  la  investigación  será 
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frecuentemente  perentoria ;  porque  esos  hechos  deben 
ser  públicos,  notorios,  unánimes.  » 

47.  Limito  aquí  la  trascripción,  porque  estas  últi- 
mas palabras  del  eminente  escritor,  me  traen  forzosa- 
mente al  punto  principal  de  la  proposición  que  exa- 
mino, cual  es  la  prueba  de  la  filiación  natural  por  la 
posesión  de  estado,  y  porque  la  segunda  parte  de  la 
demostración  á  que  se  dedica,  ninguna  importancia 
tiene  respecto  de  nuestra  legislación  que  admite  la 
prueba  de  la  posesión  de  estado,  tanto  respecto  del 
padre  como  de  la  madre. 

Dos  observaciones,  sin  embargo,  debo  consignar  : 
la  primera  es,  que  la  teoría  del  eminente  escritor  ha  sido 
universalmente  desechada  en  la  jurisprudencia  fran- 
cesa, tanto  por  la  opinión  común  dje  los  comentadores, 
como  por  las  decisiones  de  las  Cortes  superiores  de 
justicia,  porque  es  un  error  evidente  afirmar  que  no  se 
investiga  la  paternidad  cuando  se  produce  la  prueba  de 
la  posesión  de  estado,  el  único  de  los  medios  posibles 
de  comprobarla.  Una  legislación  como  la  francesa  que 
prohibe  la  indignación  de  la  paternidad  sin  admitir 
otra  prueba  de  esa  filiación  que  el  reconocimiento  vo- 
luntario del  padre,  constatado  en  forma  auténtica,  no 
podría  aceptar  la  posesión  de  estado  que  necesaria- 
mente supone  un  reconocimiento  no  comprobado  en 
la  forma  legal,  y  que  importa  la  declaración  de  pater- 
nidad por  la  autoridad  de  la  justicia,  que  la  ley  ha  que- 
rido proscribir.  El  mismo  Demolombe,  hace  constar 
el  imponente  número  de  autoridades  que  condenan  su 
doctrina  en  su  tratado  de  la  paternidad  y  de  la  filiación, 
números  478  y  479. 

La  segunda  es  que  los  argumentos  que  M.  Demolombe 
hace  saber  en  defensa  de  su  doctrina,  son  excelentes, 
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pero,  dirigidos  únicamente  al  legislador,  como  lo  hace 
notar  Laurent.  El  nuestro  no  ha  resistido  á  esa  convic- 
ción, y  al  admitir  la  prueha  de  la  posesión  de  estado 
como  capaz  de  determinar  las  relaciones  de  la  filiación 
natural,  no  ha  hecho  mas  que  ser  consecuente  con  la  ló- 
gica de  los  principios  y  i'cconocer  que  si  en  algún  caso 
la  manifestación  de  voluntad  del  padre  es  admitida 
como  prueba,  la  posesión  de  estado  debe  ocupar  un 
lugar  preferente  y  superior  á  la  escritura  pública,  al 
documento  auténtico,  para  comprobar  esa  misma  ma- 
nifestación de  voluntad. 

48.  ¿  Pero  qué  es  la  posesión  de  estado  y  qué  he- 
chos la  constituyen? 

El  estado  consiste  en  las  relaciones  que  la  natura- 
leza y  la  ley  civil  establecen  independientemente  déla 
voluntad  de  las  partes,  entre  un  individuo  y  los  que 
le  han  dado  el  ser.  Esta  exacta  definición  de  una  Corte 
francesa,  demuestra  que  el  hijo  natural  así  como  el 
legítimo,  tiene  un  estado  que  abraza  respecto  de  uno, 
relaciones  mas  extensas  que  respecto  del  otro,  porque 
su  posición  legal  es  la  misma,  pero  que  no  por  eso  deja 
de  comprender  en  los  dos,  todas  la  relaciones  que 
emanan  como  de  una  fuente  natural  de  su  filiación 
ri'S])ectiva. 

La  posesión  de  estado  })uede  definirse  :  la  reunión 
de  hechos  que  comprueban  la  condición  civil  de  una 
persona  y  que  refiriéndose  á  la  filiación,  consisten  cu 
el  nombre  que  lleva  esa  i)ersona  y  con  el  cual  es  co- 
nocida del  ])úblic()  en  el  lugar  que  ocupa  en  la  familia 
seo'un  su  calidad  en  la  reputación  de  que  goza  en  la 
sociedad;  cu  el  tratamiento  favorable  que  ha  recibido 
del  padre  y  madre  que  han  provisto  á  sus  alimentos  y 
educación ;  en  el  reconocimiento  de  sus  ascendientes 
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y  demás  parientes  que  lo  han  recibido  y  acogido  como 
tal,  en  la  opinión  que  siempre  han  aln'igado  sobre 
su  condición  los  vecinos  y  los  amigos  de  la  familia, 
en  fin,  en  la  relaciones  de  parentezco  que  la  fama  le 
atribuye. 

Nomeu,  tractatus,  ñinm. 

49.  Nomen  :  es  preciso  quo  el  hijo  haya  siemi)re  lle- 
vado el  apellido  de  aquellos  de  quienes  pretende  pro- 
ceder, porque  por  la  trasmisión  del  nombre  se  perpe- 
túa la  familia  y  se  revelan  ante  todo  las  relaciones  de 
paternidad  y  de  filiación. 

Tractatus:  es  preciso  que  aquellos  de  quienes  el 
niño  se  pretende  hijo,  lo  hayan  considerado  efectiva- 
mente como  su  hijo;  que  lo  hayan  educado,  mantenido, 
establecido  como  tal,  si  ha  sido  eso  posible  por  su 
edad;  en  una  palabra,  que  pública  y  constantemente 
hayan  llenado  para  con  él  los  deberes  naturales  y  ci- 
viles que  la  ley  impone  á  los  padres  para  con  sus  hijos. 

Fama  :  es  preciso  que  los  padres  lo  hayan  presen- 
tado como  su  hijo  ásu  familia,  á  sus  amigos,  á  las  per- 
sonas de  su  conocimiento,  y  que  la  familia  y  la  socie- 
dad lo  hayan  siempre  reconocido  y  considerado  como 
tal ,  vicinis  scien  tihiis  ( 1 ) . 

Tales  son  los  hechos  constitutivos  de  la  posesión  de 
estado  y  (¡ue  inducen  el  reconocimiento,  única  fuente 
probatoria  de  la  paternidad  natural.  «  Cuando  un  hom- 
»  bre  ha  sostenido  y  mantenido  á  la  madre,  dice  el  co- 
))  diticador  argentino,  cuando  ha  mantenido  y  sostc- 
»  nido  al  hijo  de  ella,  tratándolo  como  suyo,  cuando 
))  lo  ha  presentado  como  tal  á  su  familia  y  á  la  socic- 
»  dad,  y  en  calidad  de  padre  ha  provisto  á  su  educa- 

(1)  Cúdigo  de  Noptiis,  libro  IS.;  Pkoudhon,  Élat  des  personnes,  lomo  II, 
pág.  82 ;  De.mulumde,  tomo  V.  núui.  207;  LauuiíiNt,  tomo  III,  núm.  483. 
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»  cion;  cuando  ante  cien  personas  y  en  diversos  actos 
»  ha  confesado  ser  padre  de  él,  no  puede  decirse  que 
»  no  ha  reconocido  al  hijo  de  una  manera  tan  probada 
))  como  si  lo  hubiera  hecho  por  una  confesión  judicial. 
»  La  posesión  de  estado,  agrega,  los  hechos  que  la 
»  constituyen,  son  un  reconocimiento  continuo,  perse- 
»  verante  de  muchos  y  variados  actos  de  todos  los  dias, 
»  de  todos  los  instantes.» 

50.  Y  siguiendo  las  opiniones  del  mismo  juriscon- 
sulto que  ha  ligado  para  siempre  un  nombre  á  nues- 
tra legislación  civil  debemos  agregar  todavía  que  puesto 
que  la  posesión  de  un  estado,  es  la  posesión  de  un 
conjunto  de  derechos,  ella  debe  revestir  los  mismos 
caracteres  que  la  ley  y  la  doctrina  establecen  para  la 
posesión  de  las  cosas  corporales.  Que  debe  ser  pública 
y  no  precaria,  que  debe  ser  de  buena  fe  y  no  efecto  del 
fraude,  del  engaño  ó  de  una  usurpación,  que  debe  ser 
constante  y  no  interrumpida  por  actos  que  comprueben 
el  desconocimiento  y  hagan  sospechar  un  verdadero 
atentado  contra  el  nombre  ó  los  intereses  de  la  familia 
en  que  pretende  introducirse  el  que  la  invoca ;  porque 
sin  estos  requisitos  no  existiría  la  posesión  de  un  es- 
tado que  importa  la  oposición  general  de  ese  estado, 

el  reconocimiento  de  las  personas  que  pudieran  ser 
afectadas  por  las  relaciones  que  él  induce,  ni  podria 
útilmente  invocarse  para  ser  mantenido  en  su  posesión 
y  para  obtener  de  la  justicia  su  declaración  y  el  res- 
peto obligatorio  de  los  que  la  desconozcan. 

En  esas  condiciones  indispensables  de  toda  pose- 
sión de  estado,  admite  la  ley  la  prueba  de  la  íiliacion 
natural.  Solo  demostrando  los  hechos  constitutivos  de 
esa  posesión  podria  pretenderse  la  declaración  de  pa- 
ternidad ;  á  esos  hechos  se  Venere  la  ley  cuando  au- 
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toriza  al  hijo  para  hacerse  reconocer  como  tal  por  una 
acción  en  justicia,  cuando  lo  autoriza  para  probarlos 
hechos  concurrentes  á  la  demostración  de  la  filiación 
natural,  porque  solo  de  esos  hechos  puede  inducirse 
por  las  presunciones  de  hombre  y  por  las  pruebas 
comunes,  el  reconocimiento  del  padre,  la  verdad  de  la 
filiación  paterna. 

A  un  hijo  que  pueda  comprobar  la  posesión  de  su 
estado  en  los  términos  con  que  la  caracterizan  la  doc- 
trina y  ley  uniformes,  se  refiere  sin  duda  la  disposi- 
ción del  artículo  13,  titulo  de  los  hijos  naturales, 
porque  solo  probando  el  reconocimiento  del  padre  ex- 
presamente manifestado  ó  inducido  de  los  hechos  que 
constituyen  la  posesión  de  estado  pública,  constante  y 
de  buena  fe,  podria  decirse  hijo  natural  legalmen te 
reconocido,  y  reclamar  en  tal  carácter  su  parte  legitima 
en  la  sucesión  de  su  padre.  Solo  un  hijo  en  esas  con- 
diciones podria  decir  á  sus  jueces  que  la  época  de  la 
prueba  de  su  estado,  no  puede  perjudicar  los  derechos 
adquiridos  á  virtud  de  ese  mismo  estado,  y  que  la  sen- 
tencia del  magistrado  solo  podria  tener  por  efecto  no 
crearle  una  condición  civil  de  que  estaba  ya  en  pose- 
sión, sino  reconocerla  y  declararla. 

Pero  el  hijo  que  no  puede  invocar  ninguno  de  los 
hechos  constitutivos  de  la  posesión  de  estado,  que  no 
produce  prueba  alguna  que  demuestre  siquiera  un  ante- 
cedente, un  dato,  una  circunstancia  que  le  dé  el  nomcn, 
tractatus  y  fama  que  caracterizan  esa  posesión ;  que 
no  ha  sido  creado  en  la  casa  de  su  padre,  que  no  ha 
recibido  jamás  sus  caricias  y  sus  cuidados  ;  que  no  ha 
sido  presentado  ni  conocido  en  la  familia,  ante  sus 
amigos  y  ante  la  sociedad;  que  ha  pasado  oculto  y  des- 
conocido veinte  años  sin  reclamar  esta  filiación  de  que 
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no  ha  estado  ni  está  en  posesión,  que  viene  después  de 
cinco  años  de  la  muerle  de  su  pretendido  padre  á  pro- 
curar introducirse  en  una  familia  que  no  le  pertenece, 
no  ya  para  procurarse  las  ventajas  y  los  beneficios  de 
su  condición  civil,  sino  buscando  una  parte  en  la  he- 
rencia de  una  persona  fallecida  cinco  años  antes,  con 
quien  jamás  mantuvo  vínculo  alguno  de  parentezco,  y 
que  en  apoyo  de  sus  pretensiones  solo  aduce  un  titulo 
que  no  lo  es  porque  no  tiene  valor  alguno  en  la  filia- 
ción natural,  título  falso  como  que  es  redactado  bajo 
la  fe  de  falsos  testigos,  cuyo  delito  está  comprobado 
en  el  documento  mismo ;  y  declaraciones  vagas  é  in- 
ciertas de  personas  desconocidas,  extrañas  á  la  rela- 
ción y  á  la  amistad  del  padre  que  tan  gratuitamente 
quieren  adjudicar  y  á  quien  no  conocen  de  una  manera 
fija,  ese  hijo,  Excmo.  Señor,  no  })uede  ser  considerado 
un  solo  instante  como  hijo  legalmente  reconocido,  por- 
que no  solo  no  aduce  como  prueba  de  su  filiación,  un 
reconocimiento  expreso  del  padre  que  busca,  sino  que 
tampoco  ha  estado  nunca  en  posesión  de  un  estado  en 
que  recien,  á  los  efectos  de  la  herencia,  quisiera  colo- 
carse. 

51.  Las  declaraciones  de  dos  testigos,  pues  la  sen- 
tencia apelada  consiente  en  prescindir  de  una,  por  no 
dar  razón  de  su  dicho;  ó  de  tres  testigos,  si  se  quiere, 
sobre  la  existencia  de  relaciones  ilícitas  entre  dos  per- 
sonas, de  las  que  la  una  pagaba  el  alquiler  de  la  habi- 
tación de  la  otra  y  hacia  caricias  á  un  infante,  dicién- 
dole  su  hijo,  aun  suponiéndolas  contestes  y  conformes 
entre  sí;  aun  admitiendo  cuino  constantes  y  probados 
esos  hechos,  no  comprobarían  jamás  la  i)osesion  de 
estado,  ni  el  reconocimienlo  del  padre. 

El  alquiler  de  la  casa,  una  pensión  sumistrada  por 
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alg'iin  tiempo,  son  servicios  ordinarios  y  comunes  del 
hombre  cfue  disfruta  de  los  favores  que  una  mujer  com- 
placiente dispensa,  velados  por  el  secreto  del  hogar. 
El  dulce  nombre  de  hijo  y  suaves  caricias  prodigadas  á 
un  tierno  infante,  no  son  mas  que  demostraciones  de 
sentimientos  afectuosos  que  un  homlu'e  regularmente 
sensible  y  de  buen  carácter  dispensa  á  las  criaturas  de 
tierna  edad,  á  quienes  ve  con  frecuencia  y  que  perte- 
necen á  las  personas  de  su  relación  ó  intimidad. 

Esos  dos  hechos  son  inciertos  y  vagos,  para  deter- 
minar por  si  mismos  una  relación  de  filiación;  porque 
son  susceptibles  de  aplicaciones  diversas,  de  un  uso 
frecuente  en  la  vida  social,  y  de  una  inteligencia  que 
varia  según  las  circunstancias,  las  personas,  y  la  opor- 
tunidad en  que  se  emplean  las  expresiones  con  que  se 
manifiestan. 

Deducir  de  la  existencia  de  una  relación  ilícita  y  de 
palabras  cariñosas  prodigadas  á  un  niño  de  tierna 
edad,  una  relación  de  paternidad,  es  desconocer  la  ver- 
dad de  los  hechos,  comprobada  por  la  experiencia  de 
todos  los  tiempo?,  de  todos  los  dias  en  la  vida  social: 
es  cerrar  el  oido  á  la  voz  imperiosa  de  la  naturaleza  de 
las  cosas,  que  ha  negado  al  hombre  toda  certidumbre 
para  investigar  el  misterioso  proceso  de  su  origen ;  es 
desconocer  el  principio  y  el  objeto  de  la  presunción 
legal  con  que  la  ley  protege  la  filiación  legítima  que 
procede  del  matrimonio;  es  convertir  la  excepción  fun- 
dada en  una  estricta  necesidad,  de  rodear,  fortalecer  y 
elevar  con  todo  el  honor  y  consideraciones  posibles  á 
la  institución  fundamental  de  la  sociedad,  para  evitar 
la  confusión  y  la  incertidumbre  consiguientes  á  la  abso- 
luta carencia  de  toda  prueba  evidente  sobre  la  pater- 
nidad ;  es,  en  fin,  llevar  la  exageración  fuera  de  todo 
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límite  posible  y  propiciar  un  padre  á  todo  aquel  que 
quisiera  procurárselo  para  aliviar  su  suerte  y  compar- 
tir su  fortuna. 

Que  se  suponga  como  hijo  del  marido  al  nacido 
durante  un  matrimonio  legítimo,  se  comprende  y  se 
explica,  dados  los  antecedentes  que  justifican  la  pre- 
sunción, y  en  presencia  de  la  necesidad  que  la  reco- 
mienda y  exige.  Pero  suponer  que  un  hombre  que  man- 
tuvo ilícitas  relaciones,  temporales  y  pasageras,  es  el 
padre  de  un  hijo  de  la  mujer  con  quien  mantuvo  esas 
relaciones,  como  otros  anteriores  y  posteriores  las  cul- 
tivaron, solo  por  mera  creencia  de  tres  testigos  que 
presenciaron  las  caricias  de  que  el  niño  era  objeto  y  los 
dones  con  que  compensaba  los  favores  que]  recibía,  es 
en  realidad  desvirtuar  la  letra  y  el  espíritu  de  la  ley, 
puesto  que  lleva  la  presunción  legal,  fuera  de  su  base 
legítima  y  fuera  de  los  términos  hábiles  que  le  sirven 
de  invariable  fundamento.  Con  una  facilidad  semejante 
en  la  doctrina,  con  una  elasticidad  tan  extraordinaria 
en  los  principios  y  en  las  aplicaciones  de  las  reglas  de 
derecho,  no  habría  un  solo  hombre  con  fortuna  sin 
hijos  ilegítimos  ;  y  la  mayor  confusión  y  desorden  rei- 
narían en  las  familias  que  habrían  perdido  para  siem- 
pre la  tranquilidad,  el  honor  y  las  consideraciones  mo- 
rales, inseparables  de  su  reposo  y  eslabilidad. 

52.  En  todo  caso,  una  prueba  semejante  á  la  que 
sirve  do  fundamento  á  la  acción  de  filiación  deducida 
en  esta  causa,  no  tendría  mas  valor  que  el  de  un  indi- 
cio, el  de  un  adminículo  de  ])rueba,  según  la  expresión 
de  la  sentencia,  que  unido  á  otros  datos,  á  otros  hechos, 
á  otras  pruebas,  pudiera  concurrir  á  demostrar  el  re- 
conocimiento del  padre,  que  la  nuidre  intentara  res- 
pecto de  un  infante  todavía,  fruto  de  una  relación  ili- 
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cita.  Pero  tratándose  de  un  joven  de  veinte  años,  ni 
siquiera  de  elemento  de  prueba  para  indicar  una  sospe- 
cha, pueden  servir  los  hechos  dudosos  é  inciertos  de  la 
época  de  su  infancia,  si  pretende  obtener  un  reconoci- 
miento judicialmente  comprobado  por  la  posesión  de 
estado. 

Efectivamente;  no  pudiendo  verificarse  respecto  de 
un  infante  los  mismos  hechos  que  suponen  un  recono- 
cimiento; é  importando  la  posesión  de  estado,  que  se 
producirían  durante  todo  el  tiempo  trascurrido  hasta 
cerca  de  la  mayor  edad,  en  un  joven  de  veinte  años,  es 
claro  que  las  caricias  del  padre,  los  alimentos  suminis- 
trados á  la  madre,  el  pago  de  los  gastos  necesarios  al 
alumbramiento,  la  manifestation  de  sus  creencias  sobre 
la  filiación  á  su  familia  ó  á  las  personas  de  su  intimi- 
dad y  confianza,  ó  siquiera  á  personas  respetables  de 
su  relación;  unido  todo  esto  á  cartas  emanadas  del  pre- 
tendido padre  y  otros  hechos  análogos  y  concurrentes, 
podrían  determinar  una  posesión  de  estado,  que  no  es 
imposible,  aun  respecto  del  niño  oculto  todavía  en  el 
seno  materno.  La  regla  á  virtud  de  la  cual  nasci funis 
pro  jam  nato  hahetur,  qiiando  de  ejus  commodo  agi- 
tar, seria  aquí  de  una  perfecta  aplicación,  pues  que  su 
condición  civil  y  sus  derechos,  aunque  eventuales  y 
dependientes  del  nacimiento,  tienen  por  punto  de  par- 
tida legal  la  época  de  la  concepción. 

Pero  tratándose  de  un  joven  de  veinte  años,  ¿cómo 
pueden  inducir  posesión  de  estado,  ni  reconocimiento 
del  padre  en  la  filiación  ilegítima,  los  hechos  equívocos 
é  inciertos  de  que  hace  mérito  la  prueba  producida? 
¿Dónde  están  los  actos  de  posesión  de  estado,  dis- 
tintos y  caracterizados  que  por  la  educación,  el  trato 
intimo  y  recíproco,  la  admisión  en  la  familia  ó  en  el 
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círculo  de  las  relaciones  del  padre,  la  opinión  general 
en  la  sociedad  ó  entre  los  vecinos,  perniilirian  inducir 
nn  recon(jciniieido  do  la  íiliacion,  perseverante  y  con- 
tinuo hasta  el  rallecimiento  del  })adre? 

53.  Quizá  me  hallarla  facultado  para  ocuparme  de 
esclarecer  la  verdad  de  los  hechos,  analizando  con 
cuidado  las  declaraciones  de  los  testio-os,  ya  que  la 
Cámara  de  Apelaciones  ha  sentado  como  caest ion  de 
derecho  la  de  si  está  ó  no  prohada  en  esta  causa  la 
fdiacion  naturttl  (pie  se  discute;  pei'o  jirefiero  atenerme 
estrictamente  al  cumplimiento  de  mi  deher,  porcpie  si 
realizara  aquel  pensamiento,  me  a])rovecharia  de  un 
error  maniíiesto  de  apreciación  y  estralimitaria  las  fa- 
cultades  que  V.  E.  me  ha  acordado. 

54.  V.  E.  antes  de  dictar  la  suprema  resolución  do 
esta  causa,  hará  sin  duda  un  examen  analítico  de  la 
prueha  producida,  verihcará  los  hechos  y  llegará,  estoy 
seguro,  á  persuadirse  de  que  si  la  doctrina  y  la  juris- 
prudencia se  contentaran  con  antecedentes  tan  vagras, 
tan  destituidos  de  valor  intrínseco,  tan  amenazadores 
para  la  verdad  y  la  justicia,  no  solamente  se  hahria 
atentado  á  la  letra  de  la  ley,  sino  que  se  hahria  viciado 
su  espíritu,  porque  la  íiliacion  natural  no  reposaría  ya 
sohre  el  reconocimiento  tácito  ó  expreso  del  padre,  sino 
sohre  el  acaso  de  la  suerte  que  pudiera  inducir  al  osado 
ó  al  codicioso  á  huscar  un  padre  fallecido  ya,  pero 
cuyo  patrimonio  pudiera  partir  con  sus  hijos  legítimos. 

55.  La  incertidumhre  de  la  doctrina  traei'ia  como 
consecuencia  necesaria  la  variedad  de  los  fallos,  la  di- 
versidad de  reglas  (|ue  tan  hondamente  perturharía  á 
la  sociedad  y  al  derecho,  y  que  con  tanta  elocuencia 
como  exactitud  jjíntaha  Cárdenas  en  El  Derecho  Mo- 
derno, con  estas  palahras  : 
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rt  De  osla  diversidad  de  pareceres  y  mas  aun  de  la 
))  jurisprudencia  predominante  eu  los  tribunales,  nace 
»  esa  muchedumbre  de  pleitos  escandalosos,  oprobio 
»  de  la  justicia  y  desolación  de  la  sociedad,  en  que  las 
»  presunciones  mas  remotas  y  los  indicios  nuis  dudo- 
»  sos  se  erigen  en  pruebas  fehacientes;  se  trafica  ver- 
»  gonzosamente  con  el  pudor  de  las  mujeres;  se  dan 
))  padres  ricos  á  los  hijos  que  no  lo  pueden  tener  co- 
»  nocido;  y  muchos  intrigantes  sin  hogar  y  sin  pa- 
))  rientes,  se  introducen  con  malas  artes  en  el  seno  de 
»  familias  respetables.  Mujeres  sin  pudor,  que  no  sa- 
))  ben  quizá  el  hombre  de  quien  hubieron  el  hijo  que 
»  han  dado  á  luz,  se  lo  atribuyen  al  que  mejor  les  place 
))  de  entre  los  varios  que  han  podido  engendrarlo  y  los 
))  tribunales  dispuestos  casi  siempre  á  acceder  á  estas 
1)  pretensiones  interesadas,  declaran  la  filiación,  fun- 
^)  dados  en  la  mera  posibilidad  sin  tener  en  cuenta  que 
1)  la  paternidad  disputada  puede  imputarse  también  á 
))  otros  de  quienes  no  se  hace  mención  en  el  juicio,  y 
))  que  sin  embargo  tuvieron  acceso  carnal  con  la  ma- 
»  dre  de  la  criatura.  » 

56.  V.  E.  eslá  llamado,  al  decidir  esta  causa,  á  íijar 
la  jurisprudencia,  á  determinar  la  verdadera  inteligen- 
cia y  el  espíritu  de  la  ley,  á  señalar  á  la  doctrina  rum- 
bos invariables,  base  segura;  y  su  justicia  y  su  ilus- 
tración me  garanten  de  que  no  se  iniciará  la  serie  de 
escándalos  y  de  inmoralidades  que  llevaron  á  otras  le- 
gislaciones á  prohibir  al)solutamente  la  indagacií^n  de 
la  paternidad.  Tengo  por  eso  })lena  confianza  en  que 
la  decisión  de  esta  causa  afianzará  los  principios  y  la 
verdadera  doctrina  de  nuestra  ley  civil,  según  la  cual 
no  es  admisible  una  reclamación  de  íiliacion  natural, 
que  no  se  funde  en  el  reconocimiento  expreso  del  padre 
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Ó  en  la  posesión  de  estado  legalmente  comprobada; 
declarando  en  consecuencia  que  la  sentencia  apelada 
ha  hecho  una  falsa  aplicación  de  las  disposiciones  con- 
tenidas en  los  artículos  i"  y  2",  título  de  Jas  pruebas 
del  nacimiento  de  Jas  personéis,  Código  civil;  y  que 
ha  dejado  de  aplicar  el  artículo  2",  título  de  los  Jiijos 
naturales,  y  el  13,  título  de  la  sucesión  de  Jos  mismos 
Jiijos,  así  como  las  leyes  indicadas  en  el  escrito  de 
apelación  (1). 


(1)  La  Suprema  Corto  falló  la  causa  de  acuerdo  con  las  doctrinas  del  pre- 
cedente Informe  en  Derecho. 


III 

PATRIA  POTESTAD  SOBRE  LOS  HIJOS  NATURALES 


Fundamentos  de  la  doctrina  jurídica.  —  Limitaciones  del  poder 
paterno  (1). 


En  la  legislación  civil  francesa,  el  artículo  383  hace 
extensivas  á  los  padres  y  madres  de  hijos  naturales 
legalmente  reconocidos,  las  disposiciones  de  otros  cua- 
tro artículos  del  mismo  título  de  la  patria  potestad, 
que  se  refieren  al  ejercicio  del  derecho  de  corrección 
que  compete  al  padre  sobre  la  persona  de  sus  hijos,  y 
en  virtud  del  cual  puede  én  un  caso  exigir  la  orden  de 
detención  y  en  otros  solí  citarla  nde  la  autoridad  judicial. 
Ninguna  otra  disposición  Ua  procurado  establecer  las 
reglas  de  derecho  por  que  debieran  regirse  las  relacio- 
nes entre  padres  é  hijos  naturales  ;  y  aunque  la  juris- 
prudencia y  la  doctrina  han  procurado  llenar  esa  de- 
ficencia,  ni  los  tribunales  ni  los  jurisconsultos  han 
conseguido  formar  un  cuerpo  de  preceptos  sobre  este 

(1)  Artículo  coa  motivo  de  una  sentencia  que   declaró  que  la  madi'c   lenií 
patria  potestad  sobre  sus  hijos  naturales. 


340  PATRIA  POTKSTAD 

punto  tan  interesante  y  de  tan  írecncnle  estudio.  De 
allí  que  la  mayor  parte  de  las  cuestiones  á  que  da  lu- 
gar el  silencio  de  la  ley  escrita  no  reconozca  solucio- 
nes jurídicas  que  revistan  la  doblo  autoridad  de  la  de- 
cisión judicial  y  de  la  o[)inion  común  de  los  autores, 
quedando  libradas  á  la  incertidumbre  de  resoluciones 
contradictorias. 

Tres  distintas  opiniones  dividen  á  los  jurisconsultos 
en  esta  materia.  Los  unos  piensan  que  la  ley  ha  cons- 
tituido el  poder  ])aterno  únicamente  en  la  familia  (pie 
reconoce  por  fuente  el  matrimonio  legítimo  ;  y  que  la 
autoridad  de  los  padres,  como  conjunto  de  sus  deberes 
y  derechos,  solo  es  conferida  y  garantida  por  la  ley  á 
los  padres  legítimos.  En  consecuencia,  las  relaciones 
entre  padres  é  hijos  naturales  no  tienen  otra  fuente 
legal,  que  las  disposiciones  expresas  del  derecho  á  su 
respecto,  sin  (pie  pueda  deducirse  legítimamente  regla 
alguna  para  determinarlas,  de  los  principios  y  funda- 
mentos sobre  que  reposa  el  poder  paterno  (1). 

Otros,  sin  decidirse  formalmente  sobre  la  califica- 
ción y  extensión  de  las  relaciones  jurídicas  enlre  ])a- 
dres  naturales,  se  limitan  á  reconocerlas  como  funda- 
das en  el  derecho  natural,  considerándolas  con  abs- 
tracción del  derecho  positivo  y  no  dándoles  mas  ex- 
tensión que  la  necesaria  para  la  correlación  exigida 
entre  los  deberes  do  los  unos  y  los  derechos  de  los 
otros.  Consideraciones  morales  forzosamente  deduci- 
das de  la  condición  de  padi'os  y  vi  interés  de  los  mis- 
mos hijos,  son  la  base  de  esas  relaciones,  ])ara  cuyo 
ejercicio   y  apreciación,   los  jueces  disponen  de  una 

(1)  Véase  ñola  1',  ji  171 ,  Zaciiaui.k,  [lor  >[assi.:  y  Vi:tir,i.;;  CoYKyA.  Proycclo 
do  Cddirjo  civil,  arl.  170;  y  Chac.un.  Esludin  úci  Cntlii/i,  civil  rli'ilaau, 
p'g.  221». 
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autoridad  muclio  mas  extensa  y  discrecional,  que  la 
que  tienen  respecto  de  las  relaciones  entro  padres  é 
hijos  legítimos  (1), 

Por  fin,  otros  piensan  que,  fundándose  en  la  nalu- 
leza  y  en  el  interés  de  los  hijos  el  principio  del  poder 
patrio,  es  imposible  desconocerlo  en  los  padres  natu- 
rales, cualesquiera  que  sean  las  limitaciones  de  la  ley 
civil,  al  ejercicio  de  ese  poder,  limitaciones  muy  con- 
formeS;  por  otra  parte,  á  los  intereses  de  la  moral  so- 
cial y  á  los  de  los  mismos  hijos.  «  Es  preciso,  pues, 
D  dice  ZacharÍ8e(2),  sentar  el  principio,  que  el  padre  y 
»  madre  de  hijos  naturales  reconocidos,  tienen,  en 
»  general,  con  abstracción  de  las  disposiciones  espe- 
))  ciales  de  la  ley  y  sin  perjuicio  de  sus  prescripciones, 
«  todos  los  derechos  de  los  padres  legítimos  que  deri  • 
))  van  estrictamente  del  deber  de  los  padres  de  educar 
))  a  sus  hijos  naturales;  pero  que  no  tienen  otros  dere- 
»  chos,  y  mas  aun  que  los  derechos  que  se  les  recono- 
»  cen  solo  los  tienen  con  la  reserva  de  la  facultad  que 
»  debe  darse  al  juez,  de  restringir  ó  aun  de  suspender 
))  enteramente  en  ciertos  casos,  en  que  el  interés  de 
»  los  hijos  así  lo  requiera,  el  ejercicio  de  la  patria  po- 
»  testad.  )) 

Demolombe  (3),  recuerda  primero  que  elpoder  paterno, 
en  su  acepción  técnica  y  especial,  no  se  prolonga  mas 
allá  de  la  emancipación  ó  de  la  mayor  edad  del  hijo,  y 
tiene  por  único  objeto  la  educación  de  este.  Los  me- 
dios legales  de  esta  educación  son  los  establecidos  en  el 
título  de  la  patria  potestad,  es  decir:  —  el  derecho  de 
guarda  y  dirección  y  el  derecho  de   corrección.    Si, 


(1)  Marcadé,  sobre  el  artículo  398  ;  Aubry  y  Rau,  tomo  IV,  pág.  712. 

(2)  Zachariíe.  Droit  civil  anotado  por  Massé  y  Vergé,  tomo  I,  pág.  334 

(3)  Tomo  VI,  números  614  á  Glb'. 

I.  16 
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pues,  el  padre  y  madre  naturales  tienen  el  deber  im- 
puesto por  la  ley  de  educar  á  sus  hijos,  tienen  también 
la  patria  potestad  que  no  es  mas  que  el  medio  legal  de 
la  educación ;  y  si  tienen  la  patria  potestad,  tendrán 
también  los  medios  legales  de  ejercitarla,  á  saber,  el 
derecho  de  guarda  y  el  de  corrección. 

Hé  aquí  los  términos  en  que  demuestra  su  proposi- 
ción ese  notable  escritor  : 

«  Pregunto,  en  primer  lugar,  si  el  padre  y  madre  na- 
))  turales  se  hallan  encargados  por  la  ley  de  la  educación 
»  de  sus  hijos. 

»  La  afirmativa  es  inconstestable. 

))  1."  Hemos  dicho  ya  que  el  artículo  203  que  impone 
»  al  padre  y  madre  legítimos  la  obligación  de  alimentar, 
»  mantener  y  educar  á  sus  hijos,  era  igualmente  aplica- 
))  ble  al  padre  y  madre  naturales  (1).  Esa  es,  en  efecto, 
))  una  obligación  natural  que  la  ley  positiva  no  podia 
))  menos  de  consagrar. 

))  3."  Además  todos  los  artículos  del  Código,  que  re- 
))  gian  las  relaciones  jurídicas  del  padre  y  madre  natu- 
))  i-ales  con  sus  hijos,  suponen  necesariamente  que  la 
))  educación  de  esos  hijos,  el  cuidado  de  protegerlos  y 
))  dirigirlos,  se  halla  confiado  por  la  ley  á  sus  padres. 

))  Sobre  todo,  al  acordar  el  artículo  383  al  padre  y 
))  madre  naturales  el  derecho  de  corrección,  consagrado 
»  la  manera  mas  evidente,  su  derecho  de  educación  ; 
))  acordarles  el  medio  y  la  manera  de  ejercitar  la  auto- 
))  ridad  paterna,  es  acordarles  aparentemente  esta  au- 
))  torídad  misma. 

»  Es  verdad  que  puede  objetarse  que  el  artículo  383, 
))  declara  solamente  aplicables  al  padre  y  madre  natu 

^1)  Tomo  IV,  núm.  IG, 
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»  rales  los  cuatro  artículos  del  título,  que  hablan  del 
»  derecho  de  corrección  (1)  y  que  no  menciona  el  artí- 
»  culo  37^2  que  precisamente  es  el  que  coloca  al  hijo 
»  bajo  la  autoridad  de  sus  padres. 

))  Pero  es  claro  que  esta  objeción  no  es  seria.  En 
»  primer  lugar,  lo  repito,  ¿  cómo  seria  posible  que  el 
»  padre  y  madre  naturales  tuvieran  el  derecho  de  cor- 
»  reccion,  sin  la  autoridad  de  que  es  un  medio  ese  de- 
))  recho  ?  ¿  Cómo  podrían  tener  el  derecho  de  corrección 
»  si  no  se  hallaran  encargados  de  la  dirección  y  edu- 
»  cacion  de  sus  hijos?  ¿Cuándo  acabaría  á  su  respecto 
»  ese  derecho  de  corrección,  si  el  artículo  37:2  no  les 
»  fuera  aplicable  ?  « 

Y  por  último,  después  de  manifestar  que  el  primi- 
tivo proyecto  contenia  un  artículo  concebido  así  :  «  Los 
«  artículos  del  presente  título  serán  comunes  al  padre  y 
»  madre  de  hijos  naturales  legalmente  reconocidos  (2),» 
de  lo  que  hubiera  resultado  que  todo  el  título  de  la 
patria  potestad,  comprendiéndose  los  artículos  que 
instituyen  el  usufructo,  hubiera  sido  aplicable  al  padre 
y  madre  naturales,  lo  que  no  entraba  en  la  idea  del  le- 
gislador, por  cuya  razón  se  modificó,  aunque  con  una 
redacción  demasiado  restrictiva,  agrega  que  puede 
sentarse  esta  proposición,  á  saber  : 

«  Que  el  hijo  natural  se  halla  colocado  bajo  la  auto- 
))  ridad  de  sus  padres,  hasta  su  mayor  edad  ó  su  eman- 
»  cipacion. » 

Con  estos  antecedentes  fácil  es  comprender  que  el 
legislador  argentino  ha  adoptado  esta  última  opinión 
en  cuanto  á  las  relaciones  de  derecho  entre  padres  é 


(1)  Artículos  376,  377,  378  y  379. 

(2)  Logré,  Législation  civil,  tomoVU,  pág.  14. 
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lujos  naturales,  y  escapando  al  reproche  que  con  razón 
dirige  Goyena  á  los  jurisconsultos  franceses,  ha  esta- 
hlecido  claramente  el  principio  que  «  el  padre  y  la  ma- 
))  dre  tienen  sohre  sus  hijos  naturales  los  mismos 
))  derechos  y  autoridad  que  los  padres  legítimos  sobre 
))  sus  hijos  ))  (1).  La  autoridad  y  los  derechos  que,  fun- 
dados en  la  naturaleza,  la  ley  civil  consagra,  consti- 
tuyen la  patria  potestad  que  se  encuentra  así  deferida 
á  los  padres  legítimos  y  naturales  en  igualdad  de  con- 
diciones. 

Podría,  sin  embargo,  objetarse  que,  cuando  la  ley 
ha  definido  la  patria  potestad,  fijando  su  naturaleza  y 
extensión,  ha  declarado  expresamente  en  el  título  que 
el  Código  la  dedica,  que  ella  consiste  «  en  el  conjunto 
))  de  derechos  que  las  leyes  conceden  á  los  padres, 
«  desde  la  concepción  de  los  hijos  legítimos,  en  la 
»  persona  y  bienes  de  dichos  hijos,  mientras  sean  me- 
))  ñores  de  edad  y  no  estén  emancipados  »  (^2) ;  resul- 
tando como  consecuencia  forzosa  :  —  1."  que  la  i)atria 
potestad  solo  se  reconoce  en  los  padres  de  hijos  legí- 
timos, sobre  la  persona  y  bienes  de  dichos  hijos;  — 
y  2."  que  la  patria  potestad  comprende  no  solo  las 
derechos  relativos  al  gobierno  de  la  persona,  sino  tam- 
bién al  gobierno  y  dirección  de  los  bienes  de  los  hijos 
menores  de  edad  y  no  emancipados.  Que,  por  consi- 
guiente, quedan  excluidos  los  hijos  naturales  de  la 
patria  potestad,  ya  por  su  misma  condición,  ya  tam- 
bién porque  los  derechos  acordados  á  sus  padres  no 
comprenden  los  bienes  de  sus  hijos,  respecto  de  los 
que  no  tienen  la  adminislracion  ni  el  usufructo  (3). 


(1)  Artículo  5°,  título  5",  de  los  hijos  naturales. 

(2)  CÓDIGO  CIVIL,  art.  1°,  título  rfe  la  patria  potestad. 

(3)  CÓDIGO  CIVIL,  art.  13,  título  do  ios  iiijos  naturales. 
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La  objeción  no  es,  en  verdad,  fundamental;  y  fácil 
es  contestar  que  el  legislador,  al  constituir  el  poder 
paterno,  ha  podido  únicamente  tener  en  vista  la  familia 
legítima  para  establecer  las  relaciones  de  derecho  que 
rigen  la  condición  y  estado  de  las  personas  que  la 
componen,  porque  el  matrimonio  es  el  tipo  de  la  unión 
y  la  única  fuente  legal  de  las  relaciones  de  familia ; 
sin  perjuicio  de  dictar  las  reglas  convenientes,  en  su 
oportuno  lugar,  cuando  ocurriera  apreciar  las  conse- 
cuencias necesarias  de  una  unión  ilícita.  Si  hay  una 
omisión  ó  un  error  en  la  deñnicion  de  la  patria  potes- 
tad, ese  error  ó  esa  omisión  no  son  seguramente  de 
fondo  ó  de  doctrina,  sino  de  redacción  ó  de  forma ; 
pero  de  cierto  que  no  existe  contradicción,  ni  una  exclu- 
sión, por  el  hecho  de  definir  la  patria  potestad  con 
referencia  á  los  padres  legítimos  y  hacerla  después 
extensiva,  con  una  reglamentación  especial,  á  los  pa- 
dres naturales. 

Las  limitaciones  de  la  patria  potestad  conferida  á  los 
padres  naturales,  no  pueden  tampoco  servir  de  funda- 
mento para  desconocer  su  existencia  ni  disminuir  su 
importancia.  La  ley  civil,  poruña  parte,  no  crea  por 
sí  sola  una  relación  de  derecho  :  se  concreta  á  consig- 
nar como  un  hecho,  la  condición  en  que  la  naturaleza 
ha  colocado  á  padres  é  hijos,  imponiendo  á  aquellos 
el  deber  de  cuidar  y  educar  á  sus  hijos,  colocándolos 
á  ese  ün  bajo  su  autoridad  y  dirección,  é  imprimiendo 
á  estos  esos  sentimientos  de  obediencia  y  de  respe- 
tuosa afección  que  forman  la  mas  sólida  base  de  esa 
autoridad  ;  y,  por  otra  parte,  las  limitaciones  impuestas 
al  ejercicio  de  la  autoridad  de  los  padres,  son  otras 
tantas  garantías  de  una  buena  y  prudente  dirección 
con  que  la  ley  procura  asegurar  la  moral  y  la  justicia 
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en  el  gobierno  de  la  familia.  Esas  limitaciones,  además, 
son  comunes  á  padres  legítimos  y  naturales ;  y  de  que 
sean  para  estos  mas  importantes  y  numerosas,  solo 
puede  deducirse  que  su  autoridad  y  facultades  son 
menos  extensas  que  la  autoridad  y  facultades  de  los 
padres  legítimos  ;  pero  de  ningún  modo  que  carezcan 
de  la  patria  potestad  que  á  estos  se  reconoce. 

Preguntándose  si  la  constitución  civil  del  poder  pa- 
terno se  ha  dictado  en  el  interés  de  los  padres  ó  en  el 
de  los  hijos,  Demolombe  responde  decididamente  (1) 
que  el  poder  paterno  ha  sido  establecido  por  la  ley  en 
el  interés  de  los  padres,  en  el  de  los  hijos  y  en  el  in- 
terés del  Estado.  La  combinación  de  estos  tres  intereses 
legítimos  tiene  una  influencia  decisiva  en  el  alcance 
de  las  disposiciones  de  la  ley  que  reglamentan  el  ejer- 
cicio de  la  patria  potestad,  y  que  adoptan  restricciones 
convenientes  al  poder  natural  de  los  padres,  fortale- 
ciendo mas  la  autoridad  en  la  familia  que  es  la  base 
del  Estado,  que  en  la  familia  formada  por  vínculos 
que  la  moral  reprueba.  La  ley  protege,  estimula  y  ro- 
dea de  garantías  á  la  primera ;  y  romo  el  origen  de  la 
segunda  no  merece  sus  simpatías  ni  su  aprobación, 
constituye  el  poder  paterno  bajo  el  punto  de  vista  del 
interés  de  los  hijos,  único  interés  digno  de  su  protec- 
ción;  sanciona  las  relaciones  que  naturalmente  in- 
duce la  paternidad  y  que  imponen  la  moral  y  la  piedad 
fihal ;  pero  lio  acuerda  las  ventajas  y  prerogativas  con 
que  favorece  á  la  paternidad  legítima. 

Déla  doctrina  adoptada  por  el  Código,  resulta,  pues, 

claramente:  1.°  que  los  padres  naturales  tienen  patria 

•  potestad  sobre  sus  hijos,  y  unos  y  otros  están  somc- 

.    (1)  Tomo  VI,  núm.  200. 
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tidos  respectivamente  no  solo  á  los  deberes  que  la  ley 
consigna,  sino  también  á  los  que  se  deducen  de  las 
relaciones  que  la  naturaleza  ha  establecido  entre  padres 
é  hijos,  siendo  estas  relaciones  una  fuente  legítima 
para  la  decisión  de  los  jueces,  en  falta  de  precepto 
escrito ;  —  2.°  que  establecida  esta  patria  potestad,  á 
diferencia  de  la  del  padre  legítimo,  en  el  interés  del 
hijo  mas  bien  que  en  favor  del  padre,  los  jueces  dis- 
ponen de  un  poder  discrecional  para  restringirla  y 
limitarla  hasta  donde  sea  conveniente  al  interés  de  los 
hijos,  buscando  siempre  en  este  interés  la  regla  de  sus 
decisiones. 

Pensamos  en  consecuencia  que  la  sentencia  de  pri- 
mera instancia  aplica  bien  la  doctrina  legal  cuando 
establece  que  la  madre  tiene  la  patria  potestad  sobre 
su  hijo  natural,  pero  se  aparta  de  la  teoría  y  preceptos 
de  la  ley  cuando  afirma  que  no  puede  privarse  de  aquella 
á  la  madre  cuya  mala  conducta  no  se  ha  justificado, 
aplicando  equivocadamente  el  artículo  46,  título  de  la 
patria  potestad,  y  olvidando  la  disposición  expresa, 
propia  del  caso  siihjudice  que  encarga  al  juez  suspender 
ó  restringir  el  ejercicio  del  derecho  de  los  padres  natu- 
rales, cuando  así  convenga  al  interés  de  los  hijos  (1). 

La  ley  no  puede  estimular  ni  pi'oteger  las  uniones 
ilícitas;  solo  el  interés  de  los  hijos  la  preocupa  cuando 
reglamenta  el  poder  de  los  padres ;  y  da  al  juez  auto- 
ridad bastante  para  velar  por  ese  interés  y  limitar  el 
poder  de  los  padres,  siempre  que  pueda  ser  perjudi- 
cado. 

(1)  Artículo  6°,  título  de  los  hijos  naturales. 


IV 

TESTAMENTO  RECÍPROCO 


Aplicación  del  artículo  4°,  título  12,  libro  IV,  Código  civil.  —  Fun- 
damentos de  la  prohibición  legal  del  testamento  recíproco.  — 
El  testamento  recíproco  otorgado  antes  de  la  promulgación  del 
Código  civil,  es  válido.  —  Aplicación  de  la  regla  tempus  regit 
actiun  (1). 

El  testamento  recíproco,  permitido  por  nuestra  anti- 
gua legislación,  ha  sido  abolido  por  el  artículo  13, 
título  11,  libro  IV,  CÓDIGO  civil,  que  dice  así ;  «  Un  tes- 
»  ta mentó  no  puede  ser  hecho  en  el  misino  acto,  por 
»  dos  ó  mas  personas,  sea  en  favor  de  un  tercero;  sea 
»  á  titulo  de  disposición  recíproca  y  mutua.  » 

Las  dificultades  y  cuestiones  á  que  puede  dar  lugar 
un  testamento  recíproco,  son  la  causa  determinante  de 
la  prohibición,  dificultades  que  se  refieren  las  unas  al 
acto  en  sí  mismo  y  las  otras  á  su  ejecución.  La  teoría 
de  la  disposición  legal  está  tomada  de  la  legislación 
francesa  en  la  que  ha  dado  motivo  á  controversia  de 
opiniones  y  soluciones  distintas  de  la  jurisprudencia, 

(1)  Artículo  con  motivo  de  una  sentencia  que  declaró  válido  un  testamento 
recíproco  otorgado  con  anterioridad  á  la  vigencia  del  Código  civil. 
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que  se  cortaron  definitivamente  por  la  abolición  abso- 
luta del  testamento  conjuntivo,  ya  fueran  recíprocas  las 
disposiciones  entre  los  testadores,  ya  en  favor  de  un 
tercero. 

Demolombe  recuerda  que  el  testamento  recíproco  ó 
conjuntivo  ofreció  el  medio  de  arreglar,  entre  marido  y 
mujer,  por  una  equitativa  combinación,  los  intereses 
de  las  dos  familias ;  despertaba  ó  excitaba  esos  sen- 
timientos de  benevolencia  y  afección,  que  son  una  de  las 
mas  seguras  bases  de  la  familia  y  de  la  sociedad  ;  res- 
pondía, en  fin,  al  respeto  de  la  voluntad  manifestada 
en  un  acto  solemne,  y  á  la  libertad  que  todo  hombre 
debe  gozar  para  disponer  de  sus  bienes  en  favor  de 
otro,  en  cambio  de  ventajas  que  este  le  ofrezca  ó  que 
asegure  á  sus  parientes  ó  amigos. 

Tales  eran,  en  efecto,  las  ventajas  de  esta  especie  de 
testamentos;  pero  también,  ¡  cuántos  peHgros  y  dificul-. 
tades  no  ha  traído  ! 

«  Es  preciso  ver,  dice  (i),  las  perplejidades  que  esta 
»  forma  de  testar  había  suscitado  en  la  jurisprudencia 
»  de  los  parlamentos  y  cu  la  doctrina  de  los  juriscon- 
»  sultos. 

»  El  testamento  es  un  acto  esencialmente  revocable. 

»  ¿Cómo  conciliar  esta  regla  con  los  testamentos 
))  conjuntivos? 

»  ¿Se  dirá  que  uno  de  lo  testadores  no  podrá  revo- 
»  car  sus  disposiciones  sin  el  consentimiento  del  otro, 
))  ó,  por  lo  menos,  sin  darle  aviso?  —  Esta  solución 
))  parecería  lógica,  pues  que  habiéndose  formado  ese 
»  testamento  común  por  el  concurso  de  dos  voluntades, 
))  no  debería  disolverse  sino  por  el  mismo  concurso ; 

(1)  Tomo  XXI,  iiúm.  13. 
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»  así  también  lo  exigiría  la  equidad,  pues  que  una  de 
))  las  disposiciones  es  entonces  la  condición,  y,  por 
))  decirlo  así,  la  causa  de  la  otra. 

»  Tal  era,  en  efecto,  la  jurisprudencia  del  parlamento 
»  de  París,  que  no  admitía  la  revocación  por  uno  de 
))  los  co-testadores,  sino  cuando  era  precedida  ó  acom- 
»  panada  de  una  notificación  auténtica  hecha  al  otro 
»  testador,  antes  de  la  última  enfermedad  ;  y  se  llegaba 
»  hasta  decir  que  el  testador  superviviente  no  podía  ya 
»  revocar  la  disposición  que  hubiera  hecho  en  favor  de 
»  un  tercero,  después  de  haber  adquirido  la  liberalidad 
»  del  testador  premuerto. 

»  Pero  ¡  qué  atentado  entonces  á  la  libertad  de  revo- 
»  cacion  !  si  uno  de  los  testadores  había  muerto,  el  tes- 
j)  lamento  del  superviviente  quedaba  siempre  irrevo- 
»  cable. 

))  Hé  ahí  á  lo  que  los  parlamentos  de  los  países  de 
»  derecho  escrito  resistían  generalmente ;  y  decidían, 
»  por  el  contrarío,  que  cada  uno  de  los  testadores  con- 
))  servaba  siempre  la  facultad  de  revocación,  aun  des- 
))  pues  de  la  muerte  de  su  cotestador. 

))  Pero  ¿qué  quedaba  entonces  de  ese  carácter,  en 
»  cierto  modo  sinalagmático  del  testamento  mutuo,  y 
»  de  la  buena  fe  y  la  lealtad  que  la  mutua  promesa  su- 
»  ponía? 

»  ¡Ah!  ¡Precisamente  la  lealtad  y  buena  fe  no  pre- 
))  sidían  siempre  á  esta  mutualidad  testamentaria;  y 
))  muy  generalmente  el  testamento  del  uno  no  era  mas 
))  que  el  cebo  captatorio  para  atraer  el  testamento  del 
»  otro! 

»  Tal  es  el  doble  motivo  do  la  prohibición  que  pro- 
»  nuncia  nuestro  artículo  68,  después  del  artículo  77  de 
))  la  ordenanza. 
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»  El  motivo  clü  esta  loy,  decia  Pothier,  parece  haber 
»  sido  asegurar  á  los  testadores  mas  libertad,  y  evi- 
))  tar  que  estuvieran  expuestos  á  las  sugestiones  de  la 
»  persona  con  que  hicieran  conjuntamente  su  lesta- 
»  mentó.  » 

El  respeto  á  las  convenciones  y  la  justicia  que  exige 
no  dejar  á  una  sola  de  las  partes  la  facultad  de  disolver 
la  obligación  que  contrajo,  conducen  necesariamente  á 
negar  el  derecho  de  revocación  al  co-testador,  sin  el 
consentimiento  del  otro  ;  mientras  que  la  libre  disponi- 
bilidad de  los  bienes  para  después  de  la  muerte  y  el 
carácter  esencialmente  revocable  del  testamento,  acon- 
sejan rechazar  todo  vínculo  que  ligue  la  voluntad  del 
testador,  toda  fuerza  ó  imposición  que  limite  el  libre  y 
absoluto  ejercicio  de  su  derecho. 

Esta  lucha  de  principios  contrarios,  igualmente  apli- 
cables á  un  solo  acto,  debe  necesariamente  producir 
soluciones  opuestas  y  la  consiguiente  incertidumbre  en 
la  jurisprudencia  y  la  doctrina  ;  y  justifica  plenamente 
la  prohibición,  aun  cuando  nuestra  jurisprudencia  y 
nuestro  foro  no  se  hayan  resentido  de  los  inconve- 
nientes y  dilicultades  que  se  han  notado  cu  la  práctica 
de  la  leo-islacion  francesa.  Una  forma  de  testar  incom- 
patible  ya  sea  con  la  buena  fe,  ya  con  la  naturaleza  del 
testamento,  era  necesario  prohibirla  (1). 

Marcado  recházala  opinión  que  funda  la  ])rohibic¡on 
del  testamento  conjuntivo  en  la  completa  libertad  de 
que  debe  gozar  el  disponente  y  que  se  hallarla  limitado 
porque  cada  uno  se  encuentra  sometido  á  la  influencia 
del  co-testador  (2).  Esta  explicación,  dice,  es  in(íxacta  ; 

(1)  Jenet,  tomo  Xn,  pág.  553. 

(2)  TouLLiEn,  torno  \'  uúin,  ?Ai);  Vazeillk,  artículo  908,  núm.  1  y  2;  De- 
MANTE,  tomo  U,  núm.  341. 
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porque  la  donación  debe  ser  tamliien  el  resultado  do  la 
sola  voluntad  del  donante,  y  muchas  donaciones,  sin 
embargo,  pueden  hacerse  conjuntivamente  en  un  solo 
acto.  Es  preciso  no  buscar  la  causa  de  la  prohibición 
de  la  ley,  sino  en  la  revocabilidad  absoluta  del  testa- 
mento (1). 

Sin  negar  la  exactitud  de  la  observación  de  Mar- 
cada, ni  la  eficacia  del  fundamento  que  da  á  la  prohi- 
bición, el  legislador  argentino  contesta  que  debe  exigir 
la  ley  una  voluntad  mas  plena  y  completa  de  parte  del 
testador  que  la  que  exige  del  donante.  «  El  temor  de 
)->  una  sorpresa  es  menos  grande  cuando  se  trata  de 
))  despojarse  actual  é  irrevocablemente  de  una  parte 
))  de  los  bienes,  que  cuando  se  dispone  de  ellos  para 
»  un  tiempo  en  que  la  vida  haya  acabado.  El  testador 
»  es  mas  accesible  á  las  seducciones  que  no  tienen  un 
»  efecto  actual,  que  el  donante,  que  siempre  será  con- 
»  tenido  de  desprenderse  de  lo  suyo,  sin  poderse  arj'e- 
))  pentir.  El  primero  es  mas  fácil  en  sus  liberalidades 
»  porque  no  debe  ver  sus  consecuencias  ;  el  segundo 
))  es  mas  reservado,  por  el  sentimiento  que  inspira  la 
»  desapropiación  de  los  bienes  (2).  «  La  absoluta  li- 
bertad de  que  debe  gozar  el  testador  y  la  naturaleza 
esencialmente  revocable  del  testamento,  como  genuina 
expresión  de  la  última  voluntad,  concurren,  pues,  á 
fundar  con  igual  vigor  la  disposición  prohibitiva  del 
testamento  conjuntivo. 

En  cuanto  á  la  validez  de  un  testamento  r.^cí[)roco 
otorgado  con  anterioridad  á  la  promulgación  del  Có- 
digo civil,  es  una  cuestión  transitoria  que  se  resuelve 
según  el  principio  general  sobre  retroactividad  de  las 

(1)  Marcadé,  tomo  IV  pág.  3. 

(2)  CÓDIGO  CIVIL,  nota  alai-tículo  13,  lít.  ll,lib,  IV. 
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leyes,  del  que  es  una  aplicación  especial  á  los  testa- 
mentos, el  artículo  4%  titulo  12,  libro  IV,  Código  civil, 
que  la  sentencia  invoca  para  darle  una  solución  afir- 
mativa. El  principio  de  la  no  retroactivida  de  las  leyes 
tiene  por  efecto  inmediato  negar  en  general  á  la  nueva 
ley  toda  influencia  sobre  los  actos  anteriores  á  su  im- 
perio; y  cuando  se  trata  de  la  forma  de  los  actos,  y  no 
se  puede  dudar  que  el  testamento  reciproco  es  una 
forma  de  la  facultad  de  testar,  el  principio  es  de  una 
absoluta  aplicación. 

Savigny  recuerda  la  ley  dictada  para  el  imperio  de 
Oriente  por  el  emperador  Teodosio  II  en  440,  ley  que 
ha  ejercido  después  la  mas  decidida  influencia,  tanto 
en  la  legislación,  como  en  la  práctica  y  en  la  doctrina 
de  los  autores  ;  y  que,  la  primera,  consigna  en  el  dere- 
cho positivo  el  principio  de  la  no  retroactividad.  Ella 
está  concebida  en  los  términos  siguientes  : 

«  Leges  et  constitutiones  futuris  certum  est  daré  for- 
»  mam  negotiis;  non  ad  facta  proeterita  revocari  nisi 
»  nominatim  et  de  proeterito  tempore  et  adhuc  penden- 
»  tibus  negotiis  cautum  sit.  (1)  » 

El  eminente  jurisconsulto  antes  citado,  después  de 
examinar  la  naturaleza,  extensión  é  influencia  de  ese 
principio  que  ha  pasado  á  todas  las  legislaciones,  des- 
cendiendo á  su  aplicación  en  las  diversas  relaciones  de 
adquisición  de  derechos,  se  expresa  así  : 

«  La  forma  de  los  actos  jurídicos  debe  también  re- 
))  girse  exclusivamente  por  la  ley  en  vigor  á  la  época 
))  en  que  el  acto  se  otorgó,  de  suerte  que  una  ley  pos- 
»  terior  ninguna  influencia  tiene  sobre  su  validez,  ya 
»  sea  que  prescriba  una  forma  mas  fácil  ó  mas  difícil. 

(1)  Ley  7"  título  14,  libro  I,  G. 
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))  Se  puede  expresar  esta  proposición  on  estos  térmi- 
))  nos  :  tempiis  regit  actam,  en  paralelo  á  la  regla  de 
))  derecho  local  locus  regit  acíum,  y  aun,  ella  repre- 
))  senta  un  grado  mas  elevado  de  certidumbre  y  de  ne- 
»  cesidad  que  esta  última  :  porque  puede  mirársela 
»  como  una  regla  fundada  en  un  derecho  consuetudi- 
»  nario  general  y  destinada  á  favorecer  los  actos  jurí- 
))  dicos.  En  efecto,  en  cuanto  á  la  regla  del  derecho 
»  local,  motivos  de  equidad  inducen  algunas  veces  á 
»  permitir  á  las  partes  la  elección  entre  dos  derechos, 
»  el  del  lugar  donde  el  acto  ha  pasado  y  el  del  lugar  al 
»  que  el  acto  pertenece  por  otras  relaciones ;  por 
»  ejemplo,  el  derecho  del  domicilio.  Respecto  de  la 
))  regla  tempiis  regit  actiun,  esta  alternativa  es  impo- 
»  sible;  porque  nadie  puede  prever  que  la  forma  del 
».  acto  será  cambiada  por  una  ley  futura,  y  cómo  será 
»  cambiada.  Así  todos  los  autores  están  conformes  en 
»  reconocer  esta  regla  (1 ).  ■» 

De  acuerdo  con  esta  doctrina,  la  ley  declara  que 
«  las  formas  y  solemnidades  de  los  contratos  y  de  todo 
»  instrumento  público,  son  regidos  por  las  leyes  del 
»  país  donde  se  hubiesen  otorgado  (í2).  «  ce  Respecto  á 
))  las  formas  y  solemnidades  de  los  actos  jurídicos,  su 
))  validez  ó  nulidad  será  juzgada  por  las  leyes  y  usos 
»  del  lugar  en  que  los  actos  se  realizaren  (3).  »  Estas 
dos  disposiciones  no  son  mas  que  la  proclamación  de 
la  regla  locus  regit  actum;  pero  cuando  se  trata  de 
reglamentar  la  forma  de  los  actos  jurídicos  en  general, 
la  ley  la  defiere  expresando  que  «  la  forma  es  el  con- 
))  junto  de  las  prescripciones  de  la  ley,  respecto  de  las 


(1)  Tratado  de  derecho  romano,  tomoVUI,  ^389,  pág.  402. 
2)  CÓDIGO  CIVIL,  art.  12,  título  1°,  libro  I. 
(3)  CÓDIGO  CIVIL,  art.  7»,  título  2»,  sección  2%  libro  I. 
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))  solemnidades  que  deben  o])servarse  al  tiempo  de  la 
))  formación  del  acto  jurídico...  (1)  »  lo  que  importa 
establecer  terminantemente  la  regla  tempus  regit  ac- 
turn,  desde  que  la  forma  conveniente  y  legítima  del 
acto  consiste  únicamente  en  la  observancia  de  las  leyes 
que  rigen  al  tiempo  de  su  formación . 

Estos  principios  y  reglas  bastaban  para  resolver  sin 
dificultad  toda  cuestión  relativa  á  la  forma  de  los  actos 
jurídicos;  y  solamente  la  aplicación  particular  que  do 
ellos  hace  Savigny  al  testamento,  como  ejemplo,  ha 
podido  determinar  la  disposición  del  articulo  4", 
titulo  1^2,  libro  IV,  que  reproduce  las  mismas  pala- 
bras de  aquel  célebre  autor. 

«  La  forma  del  testamento^  dice,  entra  en  el  ele- 
»  mentó  de  hecho.  Así  el  testamento  es  válido  ó  nulo, 
»  según  que  la  forma  })rescripta  })or  la  ley  vigente  en- 
»  toncos,  ha  sido,  ó  no,  observada  ;  de  suerte  que  una 
))  ley  posterior  no  puede  cambiar  nada,  en  pro  ni  en 
»  contra  del  testamento.  Esta  regla  está,  pues,  de  per- 
»  fecto  acuerdo  con  las  reglas  generales  anteriormente 
»  establecidas. 

»  Así  en  virtud  de  esta  regla,  un  testamento  ológrafo, 
»  hecho  bajo  el  imperio  del  derecho  francés,  queda 
))  válido,  aun  cuando  antes  de  la  muerte  del  testador, 
))  el  derecho  francés  hubiera  sido  reemplazado  por  el 
»  derecho  prusiano,  que  no  reconoce  los  testamentos 
»  ológrafos.  Recíprocamente,  un  testamento  ológrafo 
»  hecho  bajo  el  derecho  del  imperio  prusiano  queda 
»  nulo,  aunque  durante  la  vida  del  testador  se  introdu- 
))  jera  en  el  país  el  derecho  francés  que  admite  esta 
))  forma  de  testamento  i^I).  » 

(I)  Cónico  CIVIL,  artículo  30,  tílulo  2»,  libro  I. 

(3)  Tratado  de  Derecho  romano,  tomo  \'UI,  Tpñg.  457. 
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La  validez  del  testamento  recíproco,  que  la  senten- 
cia reconoce,  está,  por  consiguiente,  perfectamente 
fundada  en  la  disposición  legal  que  aplica  y  en  la  doc- 
trina de  que  se  deduce. 
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Aplicación  de  los  artículos  36  y  31,  título  12,  libro  IV,  Código  civil. — 
El  objeto  de  una  formalidad  en  los  actos  jurídicos,  solo  puede  con- 
seguirse legalmente  por  la  observancia  déla  forma  proscripta.  — 
La  designación  de  la  edad  tiene  por  objeto  constatar  la  identidad 
é  individualidad  del  testigo.  —  La  declaración  de  mayor  edad,  no 
comprende  ni  suple  aquella  designación.  —  En  el  testamento  pú- 
blico debe  constar,  por  mención  expresa,  la  lectura  del  testamento 
al  testador.  La  constancia  de  haber  sido  dictado  por  el  testador, 
no  comprende  ni  induce  el  cumplimiento  de  aquella  formalidad  (1). 


Pocas  veces  hemos  visto  antes  de  ahora  demostra- 
do el  estudio  del  juez  en  la  sentencia  misma  que  pro- 
nuncia; muy  raras  veces  también  hemos  podido  ob- 
servar desarrollada  con  detención  la  doctrina  jurídica, 
y  expuestos  los  principios  que  debian  aplicarse  á  la 
cuestión  ocurrente ;  y  estas  dos  circunstancias  que  re- 
saltan en  la  sentencia  precedente,  nos  inducen  á  feli- 
citar al  joven  magistrado  que  abandona  con  entereza 


(1)  Artículo  á  propósito  de  una  sentencia  que  declaró  válido  un  testamento 
por  acto  público,  que  no  contenia  la  designación  de  la  edad  de  los  testigos. 
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las  conocidas  prácticas,  no  teme  al):)r(lar  las  cuestiones 
en  el  terreno  de  la  ciencia,  y  las  resuelve  apreciando, 
según  su  criterio,  la  doctrina  de  derecho  y  el  espíritu 
del  legislador.  Si  tal  procedimiento  es  el  resultado  de 
un  propósito  deliberado  y  reflexivo,  debe  sin  duda  al- 
guna, ofrecerle  la  doble  ventaja  de  mantener  siempre 
vivos  en  su  espíritu  el  amor  á  la  ciencia  y  la  dedicación 
al  estudio,  prestando  al  mismo  tiempo  un  recomcn- 
dalile  servicio  á  la  lep;islacion  y  al  foro.  La  doctrina 
del  legislador  expuesta  por  el  juez  en  su  sentencia 
queda  así  sometida  á  la  discusión  del  foro,  de  los  tri- 
bunales superiores  y  de  la  crítica;  impone  necesaria- 
mente un  examen  detenido  de  sus  fundamentos,  y  muy 
difícil  será  que  no  resulte  al  íin  constatada  la  verdad 
en  toda  su  pureza,  sólidamente  establecida  la  jurispru- 
dencia, y  averiguados,  en  muchos  casos,  el  error  ó  de- 
fecto de  la  ley.  Si  es  penosa  la  labor,  también  es  no- 
table el  servicio  que  presta,  y  ni  la  una  ni  el  otro  han 
de  quedar  sin  la  debida  recompensa. 

Estos  pensamientos  que  la  sentencia  nos  sugiere, 
son  tanto  mas  sinceros,  cuanto  que  estamos  en  com- 
pleta oposición  con  la  solución  que  adopta  ;  y  agra- 
decemos por  eso  la  precisión  y  claridad  con  que  es- 
tán expuestas  las  ideas  y  i'azones  que  la  apoyan,  por- 
que su  discusión  y  examen  no  pueden  extraviarse  en 
la  investigación  de  supuestos  fundamentos. 

El  ministerio  de  Menores  hizo  dos  observaciones  al 
testamento  presentado.  En  su  primera  vista  hace  notar 
la  falta  de  mención  de  la  edad  de  los  testigos ;  y  en  la 
segunda,  agrega  que  no  consta  de  una  manera  expresa 
que  los  testigos  hayan  visto  el  testamento  al  firmarlo, 
circunstancia  indispensable  según  la  disposición  del 
artículo  37,  titulo  12,  libro  IV,  Código  civil.  La  sen- 
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tencia,  además,-  se  hace  cargo  de  una  tercera  obje- 
ción referente  á  la  residencia  de  los  testigos,  cuya  de- 
signación exige  la  lev  y  que  solo  liabia  indicado  el 
ministerio  de  Menores  como  una  demostración  del  es- 
píritu de  la  ley,  que  procuraba  garantir  con  tales  de- 
signaciones la  identitad  de  los  testigos. 

El  juez  se  propone  averiguar  cuál  es  el  objeto  do  la 
ley  que  exige,  bajo  pena  de  nulidad  del  testamento,  la 
designación  del  nombre  de  los  testigos,  su  residencia 
y  edad ;  y  considerando  este  punto  con  relación  á  la 
capacidad  de  los  testigos,  sienta  que  lo  que  ha  querido 
el  legisl-ador,  es  que  pueda  asegurarse  el  escribano  de 
que  aquellos  tienen  la  edad  requerida  para  autorizar 
el  acto.  El  espíritu  de  investigación  en  materias  de  for- 
malidades de  los  actos  solo  puede  ser  útil  para  apre- 
ciar el  resultado  práctico  que  su  observancia  ofrezca  ; 
y  únicamente  oportuno  cuando  se  trate  de  examinar  la 
conveniencia  ó  justicia  de  la  ley  para  demostrar  la  ne- 
cesidad de  su  reforma.  Pero  en  la  aplicación  t!e  las 
leyes,  cuando  es  preciso  ajustar  la  forma  del  acto  á 
condiciones  de  antemano  prescriptas  y  reí|utn'idas 
como  necesarias  para  su  existencia  y  validez,  no  puede 
sobreponerse  el  criterio  del  magistrado  ó  del  juris- 
consulto, al  criterio  de  la  ley,  ni  decidir  que  tal  for- 
malidad es  inútil  ó  que  el  objeto  de  la  ley  se  ha  con- 
seguido por  otro  medio  que  el  indicado  por  ella.  Las 
formas  estaWecidas  como  condiciones  de  la  existencia, 
como  requisitos  esenciales  de  la  validez  de  los  actos 
juiidicos,  forman  parte  del  derecho  público,  fuera  del 
alcance  de  la  voluntad  de  los  particulares  que  en  nin- 
gún caso  podrían  alterarlas  ni  suplirlas,  y  fuera  tam- 
bién de  la  interpretación  y  juicio  discrecional  del  juez, 
para  el  cual  son  i-eglas  precisas  de  que  no  debe  pres- 
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cindir.  Cualesquiera  que  sean  los  motivos  inductivos 
del  legislador  y  el  objeto  que  se  propuso  conseguir  al 
establecer  ciertas  formas  ó  requisitos  como  condición 
de  la  validez  de  un  acto  jurídico,  ese  acto  será  nulo  si 
carece  de  la  forma  ó  requisitos  prescriptos,  porque 
solo  en  esa  forma  la  ley  lo  reconoce  y  le  da  efectos  ju- 
rídicos. Si  el  objeto  de  la  ley  puede  alcanzarse  por 
otros  medios,  si  la  formalidad  determinada  carece  de 
la  eficacia  que  el  legislador  le  atribuyó,  si  la  verdad  del 
acto  que  se  proponía  garantir  puede  quedar  asegurada 
aun  omitiendo  la  forma  indicada,  habría,  sin  duda, 
llegado  la  ocasión  de  reformar  la  ley;  pero  mientras 
ella  subsista,  no  puede  el  juez  reconocer  la  validez 
del  acto  sino  reviste  las  condiciones  legales  de  su  exis- 
tencia. 

Estas  consideraciones  en  general  referentes  á  los 
actos  jurídicos,  son  particularmente  aplicables  á  los 
testamentos ;  porque  las  formalidades  testamentarias 
no  son  prescriptas  como  pruebas,  sino  como  una  forma 
esencial,  y  la  falta  de  una  sola  forma  anula  el  testa- 
mento {i),  de  suerte  que,  aun  cuando  pudiera  probarse 
que  el  objeto  de  la  ley  en  tal  forma  exigida,  se  ha  con- 
seguido de  otix)  modo  que  llenando  esa  forma,  ó  que 
del  testamento  mismo  resulta  obtenido  el  fin  sin  ne- 
cesidad de  la  forma  prevista,  siendo  esta  una  condición 
esencial  de  la  validez  del  acto  y  no  una  mera  prueba 
de  su  verdad,  el  testamento  seria  nulo,  por  falta  de  un 
requisito  esencial.  Sin  duda  que  las  formas  con  que  la 
ley  rodea  al  testamento  solo  tienen  por  objeto  garantir 
la  verdad  y  exactitud  de  la  manifestación  de  voluntad 
que  contiene,  pero  esta  manifestación  solo  existe  en  la 

(1)  CÓDIGO  CIVIL,  nota  al  artículo  1°,  título  12,  libro  IV. 
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forma  determinada  por  la  ley,  única  manera  de  consta- 
tarse. «  Esta  prueba,  dice  Jurgole  (1),  que  es,  según 
»  los  intérpretes,  la  causa  formal  de  la  voluntad,  con- 
»  siste  en  la  observancia  de  las  formalidades  pres- 
»  criptas  por  el  derecho  (2).  Es  necesario  observarlas 
»  puntualmente  sin  que  los  testadores  puedan  dero- 
»  garlas  en  alguna  manera,  porque  ellas  hacen  parte 
»  del  derecho  público  (3).  De  otro  modo  el  testamento 
»  es  ineficaz,  tanquam  non  jure  factum  (4),  sin  que 
»  pueda  distinguirse  entre  lo  que  es  necesario  para 
»  la  prueba  legitima,  de  lo  que  es  necesario  para  esta 
»  prueba  y  que  las  leyes  no  exigen  sino  por  forma- 
»  lidad ;  porque  esta  distinciones  falsa  y  contraria  á 
»  las  reglas,  pues  que  las  leyes  no  mantienen  lasdispo- 
»  siciones  por  la  sola  fuerza  de  la  voluntad  del  tes- 
»  tador,  como  quiera  que  conste;  sino  exigen  que 
»  esta  voluntad  se  constate  de  cierta  manera  que  la 
))  haga  eficaz.  La  facultad  do  testar  es  puhlicijuris{b). 
»  Así,  pues,  cuando  la  ley  la  acuerda  y  establece  for- 
»  malidades,  estas  son  como  una  condición  necesaria 
»  de  la  validez  de  las  disposiciones.  Es  preciso,  pues, 
»  cumplir  esas  condiciones  ;  de  lo  contrario  la  ley  no 
))  las  autoriza;  son  nulas  é  ineficaces  ».  Merlin  con- 
cluye, que  la  forma  es  lo  que  da  el  ser  y  constituye  la 
esencia  del  testamento. 

Si  la  voluntad  del  testador  no  se  manifiesta  legal- 
mente,  si  el  testamento  carece  de  alguna  forma  exi- 
gida, ¿qué  fin  útil  puede  proponerse  la  investigación 
del  objeto  de  la  forma  omitida,  cuando  ese  objeto  solo 

(1)  Citado  por  Merlin,  Bep.  de  jurisprudenco,  verb.  test.,  secc.  2",   art.  1». 

(2)  DiGESTO,  ley  qui  testamento  faceré  possint. 

(3)  DiGESTO,  ley  55,  de  legatis,  1°;  y  C,  ley  13,   de  testamentis. 

(4)  DiGESTO,  ley  1",  de  injusto,  rapto  et  irrito  testamento. 

(5)  DiGESTO,  ley  qui  testamento  faceré  possint. 
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puede  pro))arse  por  medio  de  la  forma  prescripla ; 
cuando  esta  no  puede  omitirse,  ni  suplirse  por  otro 
procedimiento;  y  cuando  la  naturaleza  del  acto  jurí- 
dico y  los  principios  obligarían  siempre  á  confesar  que 
la  omisión  produce  necesariamente  la  nulidad,  que  la 
ley  pronuncia  por  sí  misma,  cualquiera  que  sea  la 
opinión  del  magistrado  ? 

La  verdad,  la  firmeza  y  la  estabilidad  de  los  actos 
jurídicos  desaparecerían  completamente,  si  la  obser- 
vancia de  las  formas  que  la  ley  ha  prescripto  como  ne- 
cesarias y  sin  Jas  cuales  no  les  da  ni  les  reconoce 
efectos  de  derecho,  dependiera  de  la  apreciación  del 
magistrado  sobre  el  fin  de  esas  formas  y  de  su  juicio 
discrecional  sobre  si  ese  fin  se  ha  conseguido,  á  pesar 
de  haberse  omitido  en  la  celebración  del  acto.  Toda 
solemnidad  habría  desaparecido  de  los  actos  jurídicos 
y  quedarían  estos  librados  ala  instabilidad,  deficiencia 
é  incertidumbre  de  las  pruebas  comunes  :  la  ley  habría 
perdido  su  imperio  y  se  habría  erigido  en  regla  el  cri- 
terio y  prudente  arbitrio  del  juez. 

Un  ejemplo  de  los  errores  y  peligros  á  que  pudiera 
conducir  una  doctrina  semejante  sobre  la  aplicación 
de  las  leyes  que  rigen  las  formas  de  los  actos  jurídicos, 
es  tal  vez  el  mismo  caso  que  examinamos.  La  ley 
exige,  bajo  pena  de  nulidad  del  testamento,  que  el 
escribano  designe  el  nombre  de  los  testigos,  su  resi- 
dencia y  edad;  é  investigando  el  juez  el  objeto  que  la 
ley  se  propone  con  tales  designaciones,  concluye  de- 
clarando que  el  manifiesto  propósito  es  hacer  constar 
la  capacidad  de  los  testigos,  debiendo  cuidar  el  escri- 
bano de  que  estos  tengan  la  edad  requerida.  Esta  conclu- 
sión la  creemos  completamente  equivocada  :  —  1.»  por- 
que la  ley  no  se  ocupa  manifiestamente  de  los  vicios  in- 
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trínsecosdel  acto,  en  el  artículo  36,  título  12,  libro  IV, 
Código  civil;  sino  de  la  forma  que  debe  revestir  un 
testamento  por  acto  público,  consagrándole  exclusiva- 
mente á  ese  objeto  el  capítulo  2°  del  título  42;  del  mis- 
mo modo  que  el  1"  á  la  forma  del  testamento  ológrafo 
y  el  8"  á  la  del  testamento  cerrado;  —  2.°  Porque  el 
Código  dedica  un  título  especial  á  las  reglas  sobre  la 
capacidad  de  los  testigos  cuyas  condiciones  de  habi- 
lidad no  puetien  hacerse  constar  en  el  testamento,  ni 
harían  prueba  aun  cuando  constaran  :  —  3.»  porque 
ningún  medio  tiene  el  escribano  para  asegurarse  de  la 
capacidad  del  testigo,  desde  que  la  designación  de  la 
edad  debe  suministrarla  el  testigo  mismo  y  la  ley  no 
lo  autoriza  para  exigir  prueba  alguna  de  su  verdad. 

El  objeto  evidente  de  la  ley  al  exigir  como  una  forma 
necesaria  del  testamento  público  la  designación  del 
nombre,  residencia  y  edad  de  los  testigos,  es,  sin  duda, 
garantir  y  hacer  constar  en  el  acto  mismo,  la  identidad 
de  las  personas  que  concurrieron  á  su  celebración, 
dando  á  las  partes  interesadas  una  base  segura  para 
que  puedan  apreciar  su  legalidad.  Por  medio  de  esas 
designaciones,  el  heredero  ah  ínteslaio,  queda  habili- 
tado para  verificar  si  es  exacto  que  las  personas  indi- 
cadas concurrieron  efectivamente  al  otorgamiento  del 
acto  y  esa  prueba  le  es  fácil  porque  no  puede  dudar  de 
su  identidad.  Una  persona  designada  por  su  nombre, 
su  residencia  y  su  edad,  no  puede  confundirse  con  cual- 
quiera otra  persona,  siendo  imposible  que  concurran 
en  las  dos  precisamente  las  tres  circunstancias  :  alguna 
de  ellas  establecerá  siempre  la  individualidad,  y  de 
esta  suerte  la  simulación  y  el  fraude  se  hace  muy  difí- 
cil ó  imposible  de  ocultar. 

Todas  las  legislaciones  aseguran  la  identidad  de  los 
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testigos  con  la  mención  expresa  de  su  nombre  y  domi- 
cilio. El  Código  civil  francés  guarda  silencio  á  este 
respecto  ;  pero  la  jurisprudencia  ha  establecido  como 
regla  que,  siendo  el  testamento  un  acto  público,  deben 
cumplirse  en  él  todas  las  formas  exigidas  en  los  docu- 
mentos públicos,  bajo  pena  de  nulidad.  «  Según  los 
))  términos  del  artículo  12  de  la  ley  de  25  ventoso,  año 
»  XI,  dice  Demolombe,  (1)  todos  los  actos  públicos 
))  deben  enunciar  los  nombres  de  los  testigos  y  su  resi- 
»  dencia,  y  no  habiendo  dictado  el  Código  Napoleón 
»  regla  alguna  especial  á  este  respecto,  se  debe  aplicar 
»  este  artículo  12,  no  solo  respecto  del  nombre  de  los 
»  testigos  (lo  que  de  sí  se  desprende)  sino  también  en 
»  cuanto  á  la  residencia ;  porque  es  necesario  que  las 
i)  partes  interesadas  puedan  conocerlos  para  verificar 
))  su  capacidad,  y  buscarlos  si  es  preciso ;  debiendo 
))  además,  si  se  trata  de  un  testamento  cerrado,  ser 
»  llamados  para  su  apertura.  En  efecto,  esto  no  se  re- 
»  fiere  á  la  cuestión  de  la  capacidad  legal,  la  única  de 
»  que  el  Código  se  haya  ocupado  ;  es  un  punto  que  se 
»  comprende  en  la  forma  misma  del  acto ;  es  simple- 
»  mente,  en  una  palabra,  el  medio  de  constatar  la  indi- 
»  vidualidad  y  la  identidad  de  los  testigos,  medio  de 
»  que  el  Código  no  se  ha  preocupado.  »  Estas  mismas 
razones  fundan  la  decisión  de  varias  sentencias  de  ca- 
sación que,  conforme  á  esta  doctrina,  anularon  testa- 
mentos, en  que  se  habia  omitido  la  mención  de  la  resi- 
dencia de  los  testigos,  supliendo,  así,  con  esa  regla  de 
jurisprudencia,  siempre  confirmada,  el  silencio  del  Có- 
digo en  este  punto  (2). 

(1)  Tomo  XXI,  núm.  189, 

(2)  V.  Mkulin,  Repcrtoire  de  JurisprudcDcc,  verb.    tcstament,   secc.  2*, 
I  3°,  artículo  2",  núiii.  8. 
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Al  nombre  y  residencia  del  testigo,  nuestro  Código 
civil  agrega  una  tercera  designación,  la  edad,  no  para 
determinar  la  capacidad,  sino  para  caracterizar  mas 
explícita  é  indudablemente  la  individualidad  é  identi- 
dad del  testigo.  Hemos  dicbo  ya  que  el  artículo  36, 
título  12,  solo  se  refiere  á  la  forma  del  acto  y  no  á  las 
calidades  de  los  testigos,  á  las  que  dedica  un  título  es- 
pecial; y  basta  fijarse  en  que,  siendo  una  obligación 
del  escribano  la  designación  de  la  edad,  como  la  del 
nombre  y  residencia  de  los  testigos,  la  cuestión  de 
capacidad  no  se  halla  prevenida  ni  resuelta,  por  esas 
indicaciones.  Lo  único  que  determinan  es  la  indivi- 
dualidad ó  identidad  del  que  aparece  como  testigo. 
Entre  tanto,  la  declaración  de  mayor  edad,  que  puede 
no  constar  al  escribano,  solo  se  refiere  á  la  capa- 
cidad, que  tampoco  queda  probada  por  esa  declara- 
ción ;  y  no  conviene  ala  disposición  de  la  ley  que  manda 
se  designe  la  edad  del  testigo,  como  signo  caracterís- 
tico de  su  individualidad  y  no  como  un  indicio  de 
su  capacidad.  La  mención  de  la  mayor  edad,  que 
determina  la  época  de  la  capacidad,  no  suple  á  la 
designación  de  la  edad  ({ue  sirve  para  caracterizar  al 
testigo :  la  edad  de  este  no  quedaría  designada  con  la 
mas  plena  prueba  de  su  capacidad,  y  se  habría  faltado 
al  precepto  de  la  ley  que  exige  esa  designación  ;  es  de- 
cir, la  expresión  del  número  de  años  que  cuenta  el 
testigo  ;  del  mismo  modo  que  la  firma  del  testigo  al  pié 
del  testamento  no  suple  la  designación  de  su  nombre,  y 
se  habría  violado  la  ley  declarando  válido  un  testamento 
en  que  el  escribano  hubiera  omitido  esa  designación. 

El  artículo  3°  del  mismo  título  y  libro  del  Código 
civil  dispone  :  «  que  el  testamento  debe  ser  leido  al  tes- 
))  tador  en  presencia  de  los  testigos,  que  deben  verlo,  » 
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disposición  lomada  de  la  ley  13,  lilulo  ^25,  libro  IV, 
B.  C.  (1),  que  rige  la  forma  de  las  cscriluras  públi- 
cas y  el  procedimiento  del  escribano  en  el  acto  de  su 
otorgamiento.  Dicha  ley,  después  de  expresar  que  el 
escribano  debe  asentar  en  el  protocolo  con  loda  minu- 
ciosidad las  cláusulas  y  condiciones  (jue  las  partes 
otorgaren,  agrega  :  «  y  que  asi  como  fueren  escritas 
»  tales  notas  los  dichos  escribanos  las  lean,  presentes 

))  las  partes  y  los  testigos  » de  suerte  que,  después 

de  la  redacción  de  la  escritura,  debe  constar  que,  el 
escribano  dio  lectura  al  otorgante  en  presencia  de  Los 
testigos,  firmándole  en  seguida.  La  constancia  de  esta 
formalidad  debe  hallarse  en  el  testamento  mismo  ¿y 
puede  decirse  probada  por  la  mención  de  que  el  testa- 
dor dictó  sus  disposiciones  al  escribano  en  presencia 
de  los  testigos?  —  Seguramente  que  no.  La  redacción 
del  testamento  y  su  lectura  al  testador  son  dos  actos 
completamente  distintos  el  uno  del  otro,  independientes 
entre  sí,  y  en  ningún  caso  el  uno  puede  ser  compren- 
dido en  el  otro,  ni  deducirse  recíprocamente  como  con- 
secuencia necesaria. 

En  efecto,  el  testamento  puede  redactarse  de  tres 
modos  :  L°  dictando  su  contenido  el  testador  al  escri- 
bano; —  2.°  dándoselo  escrito  ya,  })ara  que  lo  auto- 
rizo; ■ — •  y  3.*^  dándole  por  escrito  solamente  las  dispo- 
siciones para  que  lo  redacte  en  la  forma  ordinaria  (i), 
pero  en  cualquiera  de  estos  casos,  la  lectura  })Osterior  á 
la  redacción,  es  indispensable  para  que  el  testador,  y 
los  testigos  sobre  todo,  tengan  conocimiento  y  perfecta 
conciencia  del  acto  que  suscriben  y  autorizan.  En  el 
primero  y  tercer  caso,  el  escribano  ha  podido  incluir 

(1)  Nueva  recopilación,  1,  til.  23,  lib.  X. 

(2)  CÚDiGü  csviL,  ai't.   3c,  título  y  lib.  cit. 
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cláusulas  ó  disposiciones  que  el  testador  no  escribiera 
ni  dictara;  en  el  segundo,  el  escrito  puede  ser  comple- 
tamente extraño  al  acto  que  se  celebra,  ó  puede  agre- 
garse por  el  escril)ano  alguna  disposición  que  aparezca 
dictada  y  que  incluya  al  llenar  las  formas  del  otorga- 
miento que  solo  él  puede  cumplir.  Solo  se  evitan  la  fal- 
sedad y  el  fraude  posibles  haciendo  necesaria  la  lectura 
del  testamento  una  vez  concluido,  lectura  que  permite 
á  todos  el  conocimiento  exacto  de  la  verdad  y  legitimi- 
dad del  acto  á  cuya  celebración  concurren,  y  que  auto- 
riza al  testador  para  reflexionar  sobre  sus  disposiciones, 
poder  reparar  una  omisión  ó  modificar  su  voluntad.  Un 
testamento  firmado,  sin  que  conste  su  lectura  al  testador 
y  testigos,  no  puede  suministrar  la  prueba  de  que  con- 
tiene la  manifestación  genuina  y  exacta  de  la  voluntad 
del  otor2:ante,  ni  del  conocimiento  v  conciencia  de  los 
testigos  sobre  el  acto  que  autorizan,  y  la  ley  ha  querido 
asegurar  y  comprobar  en  cuanto  es  posil)le  aquella  ma- 
nifestación y  este  conocimiento,  agregando  una  cir- 
cunstancia mas  á  la  lectura  que  ordena  la  ley  Reco- 
pilada —  la  de  que  los  testigos  vean  al  testador,  — 
es  decir,  se  persuadan  que  el  documento  que  suscri- 
ben contiene  las  disposiciones  cuya  lectura  han  escu- 
chado y  la  manifestación  de  la  voluntad  del  que  lo 
otorga. 

«  El  que  no  vea  al  testador  en  el  acto  del  otorga- 
))  miento,  y  para  los  fines  de  la  ley,  es  enteramente 
»  igual  al  ciego  (1).  » 

La  mención  de  Imljor  dictado  el  testador  sus  dispo- 
siciones en  presencia  de  los  testigos,  no  comprende  la 
la  constancia  de  haberse  leído  el  testamento  ;  y  la  omi- 

(1)  GoYKNA,  tjDia.  al  ai'l.  r)o5,  pi-nyecto  de  C')á.  oiv.  e.'ipañol. 


270  FORMALIDADES 

sion  de  esta  circunstancia  constituye  un  vicio  de  forma 
que  anula  necesariamente  el  acto. 

En  fin,  respecto  de  la  objeción  sobre  la  residencia, 
debemos  recordar  que  el  ministerio  de  Menores  la 
habia  indicado  como  una  demostración  del  objeto  de 
la  ley,  que  procuraba  garantir  la  identidad  de  los  testi- 
gos con  la  designación  de  su  nombre,  su  residencia  y 
edad  :  pero  creemos  con  la  sentencia  que  la  vecindad 
comprende  necesariamente  la  indicación  de  la  residen- 
cia, desde  que  ella  señala  el  lugar  donde  una  persona 
habita  con  ánimo  de  permanecer.  La  mención  de  la  ve- 
cindad es  la  designación  de  la  residencia  habitual  del 
testigo;  y  el  precepto  de  la  ley  está  cumplido  con  la 
expresión  de  ese  elemento  de  la  identidad.  La  ley  no 
exige  que  las  formas  se  llenen  con  palabras  sacramen- 
tales cuya  sustitución  ningún  perjuicio  puede  traer  á  la 
validez  del  acto  :  esas  formas  no  son  mas  que  la  cons- 
tatación legal  de  haberse  otorgado  el  acto  jurídico  en 
las  condiciones  requeridas  para  que  pueda  producir 
efectos  de  derecho,  y  cualesquiera  que  sean  las  pala- 
bras con  que  se  manifieste  que  esas  condiciones  se  han 
cumplido,  el  acto  será  legítimo,  porque  los  preceptos 
de  la  ley  habrán  sido  observados. 

Creemos,  en  resumen,  que  el  juez  no  debe  interpre- 
tar una  ley  de  forma  para  investigar  si  el  objeto  del 
legislador  se  ha  cumplido,  aun  cuando  se  haya  omitido 
la  forma  prescripta  para  conseguirlo  ;  que  esa  omisión 
causa  necesariamente  la  nulidad  del  acto  jurídico;  que 
la  designación  de  la  edad  tiene  por  objeto  comprobar  la 
identidad  é  individualidad  del  testigo  ;  y  que  esta  con- 
dición no  queda  suphda  con  la  declaración  de  la  mayor 
edad,  circunstancia  que  solo  se  refiere  á  su  capacidad; 
que  es  indispensable  la  mención  especial  de  haberse 
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leido  el  testamento  y  que  la  constancia  de  haberse  dic- 
tado por  el  testador  no  comprende  aquella  condición  de 
la  ley ;  que,  en  fin,  la  indicación  de  la  vecindad,  im- 
porta la  indicación  de  la  residencia^  y  que,  por  consi- 
guiente, la  formalidad  exigida  por  la  ley  á  este  res- 
pecto, queda  cumplida  con  aquella  indicación. 

Las  observaciones  del  ministerio  de  Menores  eran, 
por  lo  tanto,  perfectamente  fundadas  en  las  disposi- 
ciones de  la  ley,  que  afecta  de  nulidad  el  testamento  en 
que  no  se  cumpla  cualquiera  de  las  formas  que  pres- 
cribe ;  y  es  probable  que  su  justicia  hubiera  sido  defi- 
nitivamente reconocida,  si  la  causa  hubiera  sido  llevada 
en  apelación  ante  los  tribunales  superiores. 

La  doctrina  adoptada  por  la  sentencia  en  los  puntos 
indicados,  es  casi  seguro,  en  nuestra  opinión,  que  no 
se  verá  confirmada  por  la  jurisprudencia,  y  pondremos 
especial  cuidado  en  consignar  la  opinión  definitiva  de 
los  tribunales  sobre  esta  interesante  materia. 


VI 


DOCUM  ENTOS  HABILITANTES 


Aplicación  de  los  artículos  1"  y  8°,  titulo  4",  sección  2=*,  libro  I,  Código 
civil.  (1).  —  Cuando  los  otorgantes  de  una  escritura  fuesen  repre- 
sentados por  procuradores,  ó  cuando  las  parles  se  refieren  en  la 
escritura  á  algún  otro  instrumento  público,  ¿es  necesaria  la  tras- 
cripción del  documento  habilitante  ó  referido,  ó  basta  la  trascrip- 
ción de  la  cláusula  que  contenga  la  habilitación?  —  Antecedentes 
y  doctrina  jurídica  de  los  artículos  citados.  —  Fundamento  de  sus 
disposiciones.  —  La  trascripción  del  documento  habilitante  ó  de 
referencia  es  indispensable  para  cumplir  el  precepto  y  fin  de  la 
ley. 


Para  examinar  si  la  resolución  definitivamente  adop- 
tada en  el  caso  de  que  acabamos  de  dar  cuenta,  es 
conforme  á  la  disposición  legal,  y  determina  con  exacti- 
tud la  verdadera  inteligencia  de  esta,  mereciendo  la  sen- 
tencia de  segunda  instancia  el  honor  de  fijar  la  juris- 
prudencia en  este  punto  de  casi  diaria  aplicación,  es 


(i)  Arlículo  publicado  con  motivo  de  una  sentencia  que  declaró  que  bas- 
taba como  documento  habilitante  de  la  personería  de  un  albacea,  la  tras- 
cripción de  la  cláusula  del  testamento  en  que  fue  instituido. 

I.  18 
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necesario  comprobar  los  antecedentes  y  referencias  que 
invoca  la  vista  fiscal  en  apoyo  de  la  opinión  que  con- 
signa. 

Desde  luego  debemos  reconocer,  que  las  disposiciones 
y  doctrina  del  título  cuarto,  sección  y  libro  citado,  del 
Código  civil,  están  conformes  con  la  doctrina  y  disposi- 
ciones de  los  artículos  705  y  siguientes,  que  tratan  de 
las  escrituras  públicas,  del  proyecto  de  Código  del 
Dr.  Freitas  :  mas  aun,  reconocemos,  como  lo  sienta  la 
vista  fiscal,  que  los  títulos  3",  4°,  y  5",  sección  2%  libro  II, 
del  Código  civil  son  idénticos  á  los  artículos  (po- 
dríamos decir  capítulos)  2%  3° y  4°,  sección  3%  libro  I, 
de  aquel  proyecto  de  Código  trabajado  para  el  Brasil. 
La  vista  fiscal  agrega  «  que,  algún  cambio  mecánico 
»  en  el  orden  de  los  artículos  y  alguna  sustitución  de  pa- 
»  labras,  para  acomodar  el  precepto  á  nuestras  tradi- 
))  clones  mejores,  ha  dado  lugar  á  una  redacción  que 
»  no  ha  dejado  claro  el  pensamiento.  » 

Esperamos  demostrar  sin  esfuerzo  que  las  ideas  y 
disposiciones  son  claras  y  terminantes,  conformes  en 
un  todo  á  la  fuente  de  donde  han  sido  tomadas,  de  que 
son,  puede  decirse,  copia  literal ;  y  que  ninguna  con- 
fusión ha  podido  traer  el  cambio  de  palabras,  nece- 
sario á  la  diversa  organización  de  los  registros  pú- 
blicos, ni  la  alteración  en  el  orden  numérico  de  los 
artículos,  que  en  todo  caso  habría  sido  imposible 
evitar. 

El  Código  civil  proyectado  para  el  Brasil  toma  por 
base  de  sus  disposiciones  sobre  la  prueba  de  los  actos 
jurídicos,  como  lo  hace  el  nuestro,  la  organización 
existente  de  los  registros  públicos,  porque  en  la  cons- 
titución del  Código  civil,  no  puede  entrar  la  organiza- 
ción y  reforma   do  las  oficinas  públicas,  que  corres- 
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ponden  á  un  orden  muy  diferente  de  ideas  y  de  objeto. 
En  el  Brasil,  los  /c?/)e//o/7es,  conservando  allí  los  escri- 
banos su  nombre  romano,  tienen  dos  libros:  el  uno  de 
Notas  en  que  asientan  y  escriben  las  escrituras  de 
obligación  que  otorgan  los  particulares  ;  el  otro  áe  Re- 
gistro  donde  consignan  y  asientan  los  documentos 
habilitantes  de  la  personería  y  los  documentos  que 
sirven  de  antecedente  á  la  escritura.  Por  eso,  es  que 
la  escritura  de  obligación  se  consigna  en  el  libro  de 
Notas;  el  contenido  de  los  documentos  habilitantes  y 
antecedentes  en  el  de  Registro,  y  estos  mismos  docu- 
mentos se  guardan  en  el  cartorio,  oficina  ó  archivo 
del  escribano  (1). 

Entre  nosostros  los  escribanos  solo  llevan  un  libro 
de  registro  donde  se  protocolizan  todos  los  documen- 
tos públicos,  limitándose  á  la  declaración  de  que  se 
ha  tenido  á  la  vista  el  documento  habilitante  ó  de  re- 
ferencia, y  si  este  es  público,  indicándose  el  protocolo 
en  que  conste  la  anotación  que  se  hace  de  estos  docu- 
mentos; y  por  eso  es  que  las  disposiciones  de  nuestro 
Código  civil,  en  materia  de  escrituras  públicas,  solo 
pueden  referirse  al  único  libro  de  registro,  ó  protocolo 
de  escrituras,  que  tienen  actualmente  nuestras  ofici- 
nas ;  no  pudiendo,  como  materia  propia  de  la  organi- 
zación judicial  y  del  procedimiento,  y  agena  á  legisla- 
ción puramente  civil;  ó  no  queriendo,  por  considerar 
mas  sencillo  y  conveniente  este  sistema,  introducir  en 
él  modificación  alguna. 

Comparemos  las  disposiciones  de  los  dos  Códigos, 
para  ver  si  el  cambio  de  palabras  ó  de  colocación  de 
los  artículos,  ha  podido  alterar  las  ideas,  ó  producir 


(1)  Artículos  706,  709  y  712,  núm.  5,  Proyecto  del  Dr.  Freitas. 
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alguna  coiifasion  en  el  genuino  sentido  de  las  disposi- 
ciones que  uno  y  otro  consignan. 


CÓDIGO  BRASn.ERO 

Art.  712,  núm.  5.  —  Si  los  otorgan- 
tes fueraa  representados  por  procura- 
dor, ó  representante  necesario,  debe 
el  tabelión  declarar  que  se  le  presentó 
la  respectiva  procuración  y  documen- 
tos habilitantes;  trascribiendo  aquella 
y  estos,  en  su  libro  de  Registros,  men- 
cionando en  la  escritura  el  número  de 
ese  libro  y  la  foja  de  la  trascripción, 
y  archivando  todo  en  su  oficina. 

Art.  713,  núm.  3. —  Si  los  otorgantes 
se  refiereu  á  algún  instrumento  público 
ú  particular  que  presentaren  como  ha- 
ciendo parte  integrante  de  la  escritu- 
ra, debe  también  el  tabelión  dar  fe  de 
que  ese  instrumento  referido  le  fué 
presentado  y  de  que  lo  trascribió  en 
su  libro  de  Registros,  cuyo  número  y 
foja  indicará.  Ese  instrumento  será 
restituido  al  otorgante  que  lo  presentó, 
con  la  nota  de  registrado. 


CÓDIGO  CIVIL  ARGENTINO 


Art.  7°,  título  4°,  sección  2»,  libro  I. 
—  Si  los  otorgantes  fuesen  represen- 
tados por  procuradores,  el  escribano 
debe  expresar  que  se  le  ha  presentado 
el  respectivo  poder,  trascribiéndolo 
en  el  libro  de  Registro,  junto  con  la 
escritura.  Lo  mismo  debe  hacer  cuan- 
do las  partes  se  refieran  á  algún  otro 
instrumento  público.  Pero  si  los  ins- 
trumentos estuviesen  otorgados  en  el 
Registro  del  escribano,  bastará  que 
este  dé  fe  de  hallarse  en  su  protocolo, 
indicando  la  foja  en  que  se  encon- 
traren. 


Comparando  estas  diposiciones  en  los  dos  Códigos, 
es  fácil  persuadirse  que  las  ideas  y  las  disposiciones 
son  idénticas,  aun  cuando  no  contengan  el  mismo  n li- 
mero de  palabras  y  exista  la  alteración  consiguiente  á 
la  organización  actual  de  las  respectivas  oíicinas  públi- 
cas. En  efecto  los  dos  Códigos  disponen  :  —  1."  Que 
cuando  las  partes  sean  representadas  por  procuradores, 
ya  sean  estos  voluntarios  ó  necesarios,  el  escribano 
debe  dar  fe  de  que  se  le  presentaron  los  respectivos 
poderes  ó  habilitaciones  ;  —  2."  Que  estos  poderes 
deben  ser  trascriptos  por  el  escribano,  según  el 
proyecto  de  Código  brasilero  en  el  libro  de  Registros ; 
según  el  Código  argentino ,  en  el   mismo  protocolo, 
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junto  con  la  escritura;  —  3."  Que  cuando  las  partes  se 
refieran  en  la  escritura  cá  algún  otro  documento  público 
ó  particular,  debe  tener  lugar  la  misma  trascripción, 
según  el  proyecto  del  Dr.  Freitas,  en  el  libro  de  Regis- 
tros ;  según  el  Código  argentino,  junto  con  la  escritura, 
en  el  protocolo.  La  disposición  del  proyecto  de  Código 
brasilero  agrega  que  estos  documentos  deben  ser  de- 
vueltos á  los  interesados  con  la  nota  de  registrados; 
es  decir,  de  trascriptos  en  el  libro  de  Registros;  dispo- 
sición que  no  tiene  razón  de  ser  en  el  nuestro,  porque 
trascriptos  en  la  misma  escritura,  constará  necesaria- 
mente su  registro  en  el  testimonio  que  se  expida.  El 
Código  civil  agrega  á  su  disposición,  que  la  trascrip- 
ción no  es  necesaria,  cuando  los  documentos  de  refe- 
rencia consten  en  el  archivo  del  escribano  debiendo 
este  en  tal  caso  dar  fe  de  que  se  hallan  en  su  protocolo 
é  indicar  la  foja  en  que  se  encuentren  ;  y  esto  mismo  lo 
dispone  el  artículo  7:2"2  del  proyecto  de  Código  brasi- 
lero, cuando  el  documento  de  referencia  se  encuentre 
trascripto  ya  y  anotado  en  el  libro  de  Notas,  siendo 
manifiestamente  inútil  una  segunda  trascripción. 

Este  breve  análisis  nos  demuestra  que  la  vista  fiscal 
está  en  error  cuando  cree  que  en  el  libro  de  Registros 
del  Código  brasilero,  solo  se  anotan  las  circunstancias 
y  objetos  sustanciales  del  documento  ;  porque,  dice, 
registrar  un  documento,  no  es  copiarlo  integramente, 
es  sentar  un  extracto  de  él,  es  hacer  una  anotación, 
como  la  que  practica  la  oficina  de  hipotecas.  La  simple 
lectura  de  las  disposiciones  mencionadas  no  permite 
duda  alguna  ;  el  precepto  es  claro  y  terminante ;  manda 
trascribir  la  procuración  y  documentos  habilitantes  en 
el  libro  de  Registros ;  y  de  seguro  que  no  se  trascribe 
un  documento  cuando  se  le  anota  simplemente  ó  se  le 
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extracta.  La  designación  del  libro  con  el  nombre  de 
Registros,  tampoco  ha  debido  inducir  en  error,  porque 
la  forma  del  registro  se  hallaba  expresamente  orde- 
nada ;  y  porque  en  lenguaje  curial  la  palabra  importa 
solo  el  asiento  ó  constancia  que  se  deja  en  un  libro  de 
una  obligación  ó  de  un  acto  jurídico,  en  la  forma  que 
la  ley  prescriba ;  y  así  se  llama  Registro  de  Hipotecas 
al  libro  donde  solo  se  toma  razón  de  una  escritura  hi- 
potecaria, anotando  ciertas  circunstancias  esenciales 
que  la  ley  determina  ;  y  también  se  llama  Registro  Pú- 
blico al  libro  que  forma  el  escribano  de  todas  las  escri- 
Iteras  públicas,  in  extenso,  que  ante  él  los  particulares 
otorgan.  —  Nadie  podría  con  razón  pretender  que  de- 
biera valer  como  escritura  pública  el  extracto  ó  anota- 
ción de  un  testamento,  de  una  enagenacion  de  bienes 
raíces  ó  de  una  constitución  de  hipoteca,  que  se  encon- 
trara en  el  libro  de  Registro  de  un  escribano,  porque 
se  habrían  violado  las  leyes  que  prescriben  el  modo  y 
forma  de  registrar  en  el  protocolo  tales  actos. 

Creemos  haber  demostrado  que  las  disposiciones  de 
los  dos  Códigos  son  perfectamente  idénticas;  que  en 
los  dos,  la  idea  y  los  preceptos  son  iguales ;  y  que  en 
ambos  la  forma  ó  la  expresión  del  mandato  es  termi- 
nante, ordenándose  que  el  escribano  trascriba  los  po- 
deres y  documentos  habilitantes  ó  de  referencia  :  debe- 
mos agregar  únicamente  que  también  los  dos  Códigos 
anulan  las  escrituras  en  que  no  se  hayan  cumplido  esas 
formalidades  (1). 

¿Será  verdad  que  la  trascripción  de  los  documentos 
habilitantes  y  de  referencia,  no  responde  á  convenien- 
cia alguna,  dificulta  por  su  morosidad  la  celeridad  de 


(1)  Proyecto   del  Dr.  Freitas,  art.    728;    y  arl.    8°,    título  y  libro  citado, 
Código  civil. 
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las  transacciones,  perjudica  al  comercio  y  recarga  los 
costos  del  otorgamiento  de  los  actos?  Examinemos. 

La  trascripción  de  los  documentos  habilitantes  y  de 
los  que  sirven  de  antecedente  ó  de  base  á  las  cláusulas 
de  una  escritura  pública,  tiene  por  fundamento  y  por 
razón,  la  necesidad  de  comprobar  la  legitimidad  de  la 
personería  en  virtud  de  la  que  un  procurador  ó  man- 
datario se  obliga  por  otro,  ó  trasmite  los  derechos  de 
este;  ó  la  legitimidad  de  la  fuente  de  donde  emanan  los 
derechos  á  que  la  escritura  pública  se  refiere.  Esta 
comprobación  no  puede  hacerse  mas  completa  y  eficaz 
que  por  medio  de  la  trascripción  de  los  documentos, 
porque,  incorporados  en  esa  forma  á  la  escritura,  los 
otorgantes  adquieren  fácil  y  pleno  conocimiento,  no 
solo  de  su  personería  y  carácter  legítimo,  sino  también 
de  la  naturaleza,  antecedentes,  origen  y  legitimidad  de 
los  derechos  y  obligaciones  sobre  que  versa  la  transac- 
ción ó  acto  jurídico  que  celebran.  Cada  una  de  las 
partes  se  encuentra  de  esta  suerte  en  aptitud  de  apre- 
ciar hasta  qué  punto  y  con  qué  facultad  puede  la  otra 
comprometerse ;  y  cuáles  son  el  origen  y  condición 
legal  de  los  derechos  que  se  le  trasmiten  ó  con  los 
cuales  se  relaciona  directamente  el  acto  jurídico  que 
otorga ;  facilita  notablemente  la  inspección  y  examen 
de  estos  puntos  tan  esenciales,  en  las  ulteriores  tras- 
misiones, porque  la  escritura  contiene  reunidos  todos 
los  elementos  necesarios  para  apreciarlos,  ó  se  encuen- 
tran anotados  y  trascriptos  en  el  protocolo  del  escri- 
bano que  autoriza  la  escritura. 

No  puede  negarse,  pues,  que  la  firmeza  y  estabilidad 
de  los  actos  jurídicos  queda  asegurada,  en  cuanto  es 
posible,  con  ese  procedimiento,  que  disminuye  las 
cuestiones  judiciales  y  que  inspira  confianza   en  las 
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transacciones.  Ni  creemos  tampoco  que  la  importancia 
y  resultados  de  estas  ventajas,  pueden  quedar  equili- 
brados con  el  mayor  costo  de  las  escrituras  y  el  mayor 
tiempo  requerido  para  su  redacción;  porque  uno  y  otro, 
fuera  de  ser  insignificantes,  no  compensarían  jamás 
los  costos  y  el  tiempo  invertidos  en  ventilar  y  decidir 
las  cuestiones  judiciales  á  qae  da  lugar  nuestro  vicioso 
aunque  sencillo  sistema  anterior.  Según  él  bastaba  que 
el  escribano  diera  fe  de  que  habia  tenido  á  la  vista  el 
documento  habilitante  ó  que  el  de  referencia  constaba 
en  el  registro  ó  archivo  de  tal  otra  oficina ;  pero  el 
examen  de  estos  antecedentes  era  no  solo  difícil,  sino 
también  oneroso,  acreciendo  la  dificultad  y  los  gastos, 
á  medida  que  las  trasmisiones  del  mismo  derecho  se 
sucedían,  y  se  perdia  con  el  tiempo  el  origen  de  que 
emanara.  Por  el  sistema  actual  cada  título  contendrá 
su  filiación  y  su  historia,  y  su  examen  é  investigación 
serán  siempre  fáciles  y  seguros. 

En  cuanto  á  los  asuntos  comerciales,  preciso  es  con- 
venir en  que  la  disposición  del  Código  civil  ningún 
perjuicio  puede  ocasionarles,  porque,  reconociendo 
por  base  la  confianza  y  la  buena  fe,  y  requerí endo  una 
celeridad  que  no  permite  el  procedimiento  civil,  cual- 
quiera que  sea  el  sistema  que  se  adopte  para  la  redac- 
ción de  las  escrituras  públicas,  muy  rara  vez  acude  el 
comerciante  á  esta  prueba  de  las  obligaciones  que  con- 
trae ó  de  los  derechos  que  adquiere. 

Por  lo  que  respecta  á  la  solución  jurídica  que  ha 
recibido  en  segunda  instancia  el  caso  de  que  tratamos, 
debemos  declarar  que  no  la  creemos  conforme  á  la 
letra,  ni  al  espíritu  de  la  ley.  No  es  conforme  á  la  letra, 
porque,  según  el  precepto  expreso  y  sentido  gramatical 
de  la  palabra  que  emplea,  es  preciso  trascribir  el  do- 
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cumento  habilitante  ;  y  ese  documento  es  el  testamento 
y  no  la  cláusula,  que  forma  solo  una  parte  del  docu- 
mento. No  es  conforme  al  espíritu  de  la  ley,  porque 
esta  ha  querido  hacer  constar  la  legitimidad  de  la  per- 
sonería ó  del  documento  de  referencia  de  la  escritura, 
facilitando  su  examen  al  interesado  bn  esa  comproba- 
ción, por  medio  de  la  trascripción  que  lo  habilita  á  ve- 
rificar si  los  documentos  habilitantes  están  en  debida 
forma  y  si  con  arreglo  á  ellos  la  persona  que  trasmite 
ó  se  obliga,  se  encuentra  facultada  legalmente  para 
otorgar  el  acto  que  celebra  ó  trasmitir  los  derechos  que 
trasfiera.  La  trascripción  de  la  cláusula  habilitante  de 
un  testamento,  como  de  un  poder,  no  daria  jamás  el  re- 
sultado que  la  ley  quiere  obtener,  porque  no  provee  por 
sí  misma  al  interesado  del  medio  de  comprobar  la  lega- 
lidad de  la  facultad  que  confiere,  desde  que  esta  de- 
pende de  la  legalidad  y  firmeza  del  documento  que  la 
contiene.  Puede  ser  exacto  que  el  testamento  ó  el  poder 
contenga  la  cláusula  que  se  trascribe  en  la  escritura; 
pero  ese  testamento  ó  poder  puede  ser  nulo  por  defi- 
ciencia de  las  formalidades  y  traer  consigo,  por  consi- 
guiente, la  nulidad  de  la  cláusula  en  él  expresada,  que- 
dando así  burlado  el  fin  de  la  ley,  que  era  garantir  la 
firmeza  del  acto  jurídico  por  medio  de  la  trascripción 
del  documento,  que  ofrece  fácil  y  seguro  examen  de 
la  legitimidad  de  la  personería  ó  del  derecho  que  se 
trasmite. 

Si  el  Código  civil  prescribe  terminantemente  que  se 
trascriban  en  la  escritura  los  poderes,  documentos  ha- 
bilitantes ó  de  referencia;  si  esta  disposición  está  per- 
fectamente conforme  con  la  fuente  de  donde  ha  sido 
tomada;  si  ella  reconoce  formales  é  importantes  fun- 
damentos que  no  se  lícito  desechar;  si  no  es  posible 
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dudar  de  la  inteligencia  gramatical  y  jurídica  de  las 
palabras  con  que  se  expresa  el  precepto  legal;  y  si, 
como  queda  demostrado,  no  ha  caido  el  legislador  ar- 
gentino en  confusión  de  ideas  ni  en  error  alguno  de 
doctrina,  habiendo  introducido,  por  el  contrario,  deli- 
beradamente y  con  perfecto  conocimiento  de  la  mate- 
ria, un  nuevo  sistema  de  procedimiento  en  las  formali- 
dades de  las  escrituras  públicas,  bajo  cuya  observancia 
únicamente  deben  merecer  la  plena  fe  y  crédito  que  la 
ley  les  atribuye,  forzoso  es  concluir  que  la  sentencia  de 
segunda  instancia  no  ha  de  fijar  la  jurisprudencia  en 
este  punto  ;  y  que,  examinado  con  mayor  detención,  ha 
de  confirmar  la  resolución  de  primera  instancia,  per- 
fectamente conforme,  como  la  creemos,  al  precepto  y 
doctrina  de  los  articules  T  y  8°,  titulo  4°,  sección  2% 
libro  I,  Código  civil. 


VII 


DERECHOS  DEL  LOCATARIO 


¿  El  inquilino  tiene  derecho  á  que  se  cumpla  su  contrato  por  el  com- 
prador de  la  finca  arrendada  por  su  antecesor  ?  —  ¿  Puede  con- 
siderarse ese  derecho  como  unjus  iii  re  ?(1) 


No  es  seguramente  bajo  el  punto  de  vista  de  nuestro 
antiguo  derecho,  que  ofrece  intei'és  la  cuestión  deba- 
tida para  la  práctica  de  nuestro  foro  y  el  estudio  de  la 
doctrina  que  deba  prevalecer,  ya  sea  que  la  conside- 
remos respecto  de  la  disposición,  por  otra  parte  tan 
terminante,  de  la  ley  de  partida,  ya  con  relación  á  la 
tan  agitada  discusión  de  los  comentadores  sobre  los 
efectos  del  arrendamiento  ad  decenium.  El  Código  civil 
ha  adoptado  una  doctrina  enteramente  contraria  á  la  de 
la  ley  de  Partida  y  del  derecho  romano  ;  y  el  verdadero 
interés  de  actualidad  consiste  en  investigar  los  funda- 

(1)  Artículo  publicado  con  motivo  de  una  sentencia  que  declaró  insubsis- 
tente, por  enagenacion  de  la  finca,  un  contrato  do  arrendamiento  anterior  á 
la  vigencia  del  Código  civil. 
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mentos  de  esta  variación  radical  en  tan  importante 
materia  y  prevenir  la  solución  que  la  jurisprudencia 
dará  á  las  opiniones  controvertidas  con  este  motivo. 

La  enajenación  de  la  finca  arrendada,  por  qualquier 
acto  ''jurídico  que  sea,  no  perjudica  Ja  subsistencia  de 
la  locación  :  hé  ahi  el  principio  consignado  en  el  ar- 
tículo G",  título  6°,  sección  3%  libro  II,  Código  civil, 
conforme  con  el  artículo  1743,  Código  Francés,  1589 
Napolitano,  1617  de  Holanda,  1597  de  Italia,  1704  de 
la  Luisiana,  y  1502  del  proyecto  de  Código  de  Goyena. 
Los  demás  Códigos  modernos,  incluyendo  entre  ellos 
el  de  Chile  y  el  proyecto  del  Dr.  Freitas,  solo  aceptan 
esa  solución  como  una  excepción  á  la  regla  general 
que  hace  caducar  la  locación,  cuando  el  locadorH^oierde 
su  carácter  de  propietario. 

El  eminente  jurisconsulto,  autor  del  Código  civil, 
dice  en  la  nota  explicativa,  después  de  las  referencias 
á  las  otras  legislaciones  :  «  Aubry  et  Rau,  en  el  pár- 
))  rafo  369,  nota  18,  sostienen  perfectamente  nuestro 
))  artículo,  cjue  es  el  mismo  que  el  del  Código  francos. 
))  Pero  lo  que  mejor  se  ha  escrito  á  favor  de  la  doctrina 
))  del  artículo  y  contra  la  ley  citada  de  partida,  se 
»  halla  en  la  revista  de  Cárdenas,  tomo  II,  I  45.   » 

Juzgamos  necesario  trascribir  las  dos  citas  en  que  se 
funda  el  principio  adoptado  por  nuestro  Código  civil, 
para  apreciar  convenientemente  en  seguida  la  doctrina 
que  establece. 

a  Dos  sistemas,  dicen  Aubry  et  Rau,  se  han  pro- 
»  puesto  para  explicar  la  disposición  de  este  artículo. 
))  Según  el  primero,  enseñado  por  M.  Troplong  (1),  el 
»  derecho  puramente  personal,  que  según  el  derecho 

(I)  Tonifi  11,  m'ini.  /|01  á  /lOG. 
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))  romano  y  la  anligua  jurispradoncia,  conferia  la  lo- 
»  cacion  al  tomador,  bajo  el  imperio  del  Código,  liabria 
»  cambiado  en  un  derecho  real.  Para  refutar  esta  0})i- 
»  nion  basta  notar  que  la  obligación  de  mantener  la  lo- 
»  cacion,  no  se  impone  á  todo  tercer  detentador  como 
»  tal,  sino  solamente  á  los  causa  habientes  del  loca- 
))  dor.  El  segando  sistema  defendido  por  M.  Terry  (Ij, 
»  consiste  en  decir  que   por  el   efecto  mismo  de  la 
»  venta  el  adquiriente  se  encuentra  virtualmente  subro- 
»  gado  en  las  obligaciones  como  en  los  derechos  del 
»  locador.  Pero  esta  opinión  contraria  á  la  regla  en  vir- 
»  tud  de  la  cual  al  sucesor  particular  no  pasan  las  obli- 
»  gaciones  personales  de  su  autor,  conducirla,  por  otra 
»  parte,  á  esta  consecuencia  inadmisible  :  que  el  ad- 
»  quiriente  no  solo  estarla  privado  del  derecho  de  hacer 
»  cesar  la  locación,  sino  que,  aun  renunciando  á  exigir 
»  el  alquiler,  podria  ser  competido  á  cumplir  todas  las 
»  obligaciones  que  ese  contrato  imponía  al  vendedor. 
»  En   nuestra  opinión,  es  preciso  no  ver  en  el   artí- 
»  culo   1743  mas   que  una   extensión  de  la  máxima 
»  nemo plus  jar is  in  alium  irans  ferré  potest  qaam  ipse 
»  habet,  máxima  que  no  se  aplicaba  en  otro  tiempo 
))  sino  al  caso  de  colisión  entre  dos  derechos  reales  con- 
»  cedidos  por  la  misma  persona  y  que  los  redactores 
))  del  Código  han  creido  equitativo  y  útil  admitir  para 
»  la  hipótesis  en  que  un  propietario,  sin  operar  una 
»  verdadera  desmembración  del  dominio  por  la  consti- 
»  tucion  de  un  derecho  real,  ha  limitado  simplemente 
))  el  ejercicio  de  su  derecho  de  propiedad  por  la  conce- 
))  sion  de  un  derecho  personal  de  goce  en  la  cosa.  » 
El   señor  Cárdenas,    en  la   serie  de   artículos   que 


(1)  íievue   (1:2  lúgislatioa  Cranqaise  el  é¿ranrjl:re,  tomo  ^'^I  y  IX,  p:'iLr.  COO 
y  849,  pág.  123. 
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escribió  en  El  Derecho  Moderno,  sobre  los  vicios  y 
defectos  de  la  legislación  española,  apoyando  las  re- 
formas introducidas  por  el  proyecto  de  Código  de 
Goyena,  combate  la  doctrina  de  la  ley  de  partida  y  del 
derecho  romano,  al  mismo  tiempo  que  funda  el  artí- 
culo 1502  del  proyecto  de  Código,  idéntico  al  1743  del 
Código  francés,  en  los  términos  siguientes  : 

«  Aunque  algunas  leyes  modernas  han  reformado 
»  en  parte  nuestra  antigua  legislación  sobre  arrenda- 
»  mientes,  todavía  quedan  en  ella  algunos  vicios  de 
»  que  conviene  purgarla.  Cuando  se  vende  una  finca 
»  arrendada^  permiten  las  leyes  al  nuevo  dueño  expeler 
))  al  arrendatario,  como  el  arrendador  no  hubiere  es- 
»  tipulado  con  el  comprador  la  substancia  del  arren- 
»  damiento  hecho,  ó  como  no  sea  este  vitalicio  ó 
»  perpetuo  (1).  A  estas  dos  excepciones  añaden  los 
»  comentaristas  la  de  que  el  arrendador  se  hubiere 
»  obligado  con  el  arrendatario  á  no  enagenar  la  finca 
»  durante  el  tiempo  del  contrato,  hipotecándola  á  la 
»  seguridad  de  esta  promesa.  La  única  acción  que, 
»  fuera  de  estos  casos,  queda  al  arrendatario  cuando 
»  se  rescinde  un  contrato  por  venta  del  predio,  es  re- 
»  clamar  del  arrendador  los  daños  y  perjuicios  que  le 
»  ocasione  (para  lo  cual  no  hay  regla  especial  alguna 
))  en  nuestra  jurisprudencia),  y  según  algunos  autores 
»  la  de  retener  la  posesión  de  la  finca  enagenada,  hasta 
»  lograr  aquella  indemnización. 

))  La  gran  razón  en  que  los  jurisconsultos  romanos 
»  fundaban  este  derecho,  era  después  de  todo  una  in- 
»  signe  falsedad  ó  una  despreciable  sutileza.  Decian 
))  que,  como  el  arrendatario  no  tiene  derecho  real  en  la 

(1)  Ley  19,  tomo  VIH,  partida  5». 
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»  cosa,  ni  tampoco  derecho  personal  contra  el  com- 
)>  prador,  con  quien  nada  habia  estipulado,  no  podia 
»  ejercitar  su  acción  contra  aquella  ni  tampoco  obligar 
»  á  este  á  que  le  mantuviera  en  el  arrendamiento.  Pero 
))  aunque  las  leyes  romanas  no  contaban  el  derecho  del 
))  arrendatario  á  disfrutar  conforme  á  su  contrato  de  la 
»  cosa  arrendada,  en  el  número  de  los  derechos  reales, 
))  si  atendemos  á  la  naturaleza  y  esencia  de  estos  de- 
)■)  rechos,  fácilmente  comprenderemos  que,  sin  incurrir 
»  en  grave  inconsecuencia,  no  se  le  puede  negar  aquella 
))  calificación.  ¿  Cuál  es  la  esencia  de  los  derechos 
))  reales  sino  Versar  sobre  una  cosa  determinada  afec- 
»  tándola  en  sus  condicionnes  jurídicas?  Los  derechos 
»  reales  que  no  son  el  mismo  dominio,  ¿  qué  otra  cosa 
))  son  sino  modificaciones  y  limitaciones  de  la  pro- 
»  piedad  impuestas  por  la  ley  ó  por  la  voluntad  pri- 
»  vada?  Ahora  bien,  el  que  arrienda  limita  su  derecho 
))  de  propietario,  obligando  su  propiedad  á  un  tercero, 
»  lo  mismo  que  el  que  hipoteca  constituye  usufructo  ó 
»  establece  un  censo.  Si  este  acto  tiene  todas  las  con- 
))  diciones  legales  necesarias,  debe  también  obligar  al 
))  tercero,  así  como  obliga  la  hipoteca  y  el  usufructo,  y 
T)  por  consiguiente  establecer  á  favor  del  arrendatario 
»  un  derecho  que  podrá  ejercitar  contra  cualquiera  por 
))  razón  del  predio  obligado.  El  que  vende  una  finca  de 
))  que  no  puede  usar  mientras  no  se  cumpla  el  arren- 
y)  damiento  pendiente,  no  puede  enagenar  mas  que  su 
))  derecho,  esto  es  el  dominio,  con  esta  limitación ;  si 
»  la  trasfiere,  sin  embargo,  como  libre,  damas  de  lo 
»  que  puede,  y  es  responsable  para  con  el  comprador 
»  de  los  perjuicios  que  le  ocasione  su  malicia ;  pero 
j)  este  no  debe  tener  facultad  para  lanzar  al  arrenda- 
))  tario,  porqué  no  teniendo  el  vendedor  semejante  de- 
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rccho,  mal  habrá  podido  trasmitírselo.  Si  el  com- 
prador aceptó  la  venta,  sabiendo  el  arrendamiento, 
mucho  menos  pudiera  justificar  su  pretensión  de 
lanzar  al  arrendatario,  puesto  que  al  vender  no  solo 
no  le  trasmitió  este  derecho,  sino  que  ni  siquiera  in- 
tentó trasmitírselo.  Luego  es  de  justicia  rigurosa  y 
conforme  á  los  eternos  principios  de  derecho,  que  los 
que  tengan  fincas  arrendadas  por  tiempo,  se  manten- 
gan en  la  posesión  de  ellas,  aunque  varié  su  dueño, 
á  pesar  de  cuanto  digan  las  leyes  romanas  que  deci- 
dían esta  cuestión,  no  por  máximas  de  equidad,  sino 
por  reglas  tan  arbitrarias  como  inflexibles.  Entre  el 
inquilino  que  reclama  el  uso  de  la  casa,  en  cuya  po- 
sesión está  por  virtud  de  un  contrato  público,  y  el 
comprador  que  pretende  disponer  libremente  de  ella 
por  virtud  también  de  otro  contrato,  en  que  ha  me- 
diado engaño,  debe  ser  preferido  el  primero,  porque 
>  está  en  posesión  y  es  mas  antiguo  en  derecho ;  y 
'  queden  para  el  segundo  la  indemnización  ó  la  res- 
I  cisión  del  contrato.  Lo  contrario  es  infringir  todas 
'  las  reglas  de  la  justicia.  El  antiguo  dueño  trasmitió 
'  al  arrendatario  un  derecho  que  tenia ;  pero  al  vender 
sin  la  condición  de  respetar  el  arrendamiento,  tras- 
mitió al  comprador  un  derecho  que  entonces  no  era 
suyo :  ¿  cuál  de  estos  derechos  deljerá  ser  mas  firme 
y  digno  de  respeto?  Conforme  con  esta  doctrina  se 
dispone  en  el  proyecto  que  el  arrendamiento  subsista 
aunque  se  enagene  la  linca  arrendada,  siempre  que 
el  primer  contrato  conste  de  una  manera  pública  y 
auténtica  y  sin  perjuicio  de  cualquier  pacto  en  con- 
trario (1).  )) 

(1)  Ai'líuulo  1502. 
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Vemos,  pues,  que  para  sostener  la  subsistencia  de 
la  locación,  cuando  el  locador  enagena  la  cosa  arren- 
dada, hay  tres  sistemas  diversos,  según  los  cuales  la 
doctrina  es  conforme  á  los  principios  de  la  ciencia  y 
á  los  preceptos  de  la  justicia ;  y  sin  embargo,  cada 
uno  de  esos  sistemas  reposa  en  una  base  distinta  de 
los  otros,  adopta  una  teoría  diversa  y  lleva  á  conse- 
cuencias opuestas  aunque  reconozcan  la  misma  solu- 
ción de  derecho. 

En  efecto :  el  primer  sistema  consiste  en  declarar 
que  la  locación  importa  la  trasmisión  de  un  derecho 
real  á  favor  del  locatario,  que  por  su  naturaleza  limita 
los  derechos  del  propietario  que  lo  constituyó  y  los  de 
su  cesionario.  El  segundo  se  funda  en  que  la  trasmi- 
sión de  la  propiedad  opera  también  una  subrogación 
en  todos  los  derechos  como  en  las  obligaciones  que, 
relativas  á  esa  propiedad,  recalan  en  la  persona  del 
trasmitente.  El  tercero,  en  fin,  no  ve  en  el  principio 
establecido  por  la  ley,  mas  que  la  aplicación  de  la  regla 
según  la  que  nadie  puede  trasmitir  mas  derechos  que 
los  que  tiene  ;  y  estando  limitado  por  una  obligación  el 
derecho  á  gozar  de  la  cosa  que  se  enagena,  ella  pasa 
al  adquiriente  en  su  condición  actual  y  con  la  limitación 
convenida. 

El  señor  Cárdenas  adopta  confusamente  esos  tres 
sistemas  para  combatir  la  ley  de  partida  y  apoyar  la 
reforma  en  el  sentido  de  mantener,  á  pesar  de  la  ena- 
genacion  de  la  cosa,  los  derechos  del  locatario;  y  ora 
pretende  que  el  arrendamiento  constituye  un  derecho 
real,  una  verdadera  desmembración  de  la  propiedad, 
en  nada  diferente  de  la  hipoteca,  del  usufructo  ó  el 
censo  ;  ora  se  apoya  en  la  imposibilidad  de  enagenar 
mas  derechos  que  los  que  pertenecen  al  trasmitente, 

I.  19 
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declarando  adem'ás  que  en  equidad  y  justicia,  el  arren- 
datario que  ha  adquirido  legítimamente  en  virtud  de  un 
contrato  el  derecho  á  gozar  de  la  cosa  que  alquila,  debe 
ser  preferido  al  comprador  que  ha  adquirido  la  propie- 
dad en  virtud  también  de  un  contrato  en  que  ha  mediado 
engaño. 

¿  Cuál  de  esos  sistemas  ha  preferido  el  Código  al 
establecer  la  subsistencia  de  la  locación  en  caso  de 
venta  de  la  cosa  arrendada  ?  —  Si  hemos  de  seguir  la 
intención  del  autor  y  la  sana  doctrina,  á  nuestro  juicio 
bien  consultada  en  este  punto,  la  disposición  de  la  ley 
se  funda  en  consideraciones  de  bienestar  y  conveniencia 
general,  al  mismo  tiempo  que  de  justicia  y  equidad.  Hay 
gran  conveniencia  en  garantir  de  toda  incertidumbre  la 
duración  del  arrendamiento;  en  favorecerlo,  para  la 
seguridad  de  la  habitación,  para  los  trabajos  de  la  agri- 
cultura y  las  empresas  importantes,  que  requieren  ge- 
neralmente un  largo  periodo  durante  el  cual  solo  es 
posible  practicar  con  ventaja  trabajos  y  obras  de  con- 
sideración ó  alcanzar  los  beneficios  de  un  crecido  ca- 
pital empleado.  Hay  también  equidad  y  justicia  en  ase- 
gurar la  estabilidad  y  el  respeto  de  los  contratos, 
impidiendo  que  el  engaño  y  la  mala  fe  dejen  burlados 
los  derechos  adquiridos  legítimamente  é  insubsistentes 
los  compromisos  contraidos,  cuando  no  se  puede  invo- 
car, sobre  todo  para  violarlos,  mas  que  el  estricto  rigor 
de  una  doctrina  de  derecho  á  que  en  esto  caso  pudiera 
aplicársele  el  aforismo  summum  jus  summa  injuria  ; 
y  cuando  para  mantenerlos  puede  recordarse  con  razón 
que  ninguna  de  las  partes  puede  tener  en  su  mano  el 
medio  de  violar  las  obligaciones  que  ha  contraído,  y 
que  es  conforme  á  derecho  que  aquel  que  cumple  con 
sus  obligaciones  tenga  los  medios  de  compeler  á  su 
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deudor  á  que  ejecute  las  suyas.  Ninguna  de  las  partes 
puede  disolver  un  contrato  sin  el  consentimiento  de  la 
otra,  y  esa  resolución  podria  sin  embargo  realizar  el 
locador  si  el  contrato  de  arrendamiento  no  fuera  respe- 
tado por  el  comprador  de  la  cosa  arrendada.  Es  por 
esas  razones,  dice  Leclerq  en  su  interesante  obra  so- 
bre los  principios  de  las  legislaciones  francesa  y  roma- 
na, que  la  venta  de  la  cosa  alquilada  no  causa  la  reso- 
lución del  contrato  de  locación ;  puede  decirse  en  este 
caso  que  no  teniendo  el  vendedor  la  plena  propiedad  de 
la  cosa,  pues  que  ha  enagenado  momentáneamente  su 
goce,  no  ha  podido  trasmitir  al  adquiriente  mas  dere- 
chos que  los  que  tenia;  y  este^  por  consiguiente,  no 
puede  expulsar  al  locatario.  Es,  en  una  palabra,  la 
aplicación  al  contrato  de  locación  de  la  máxima  nemo 
plus  jiiris  in  aliiim  trans ferré  potest  quam  ipse  ha- 
bet. 

Tal  ha  sido  por  lo  menos  la  intención  del  legislador, 
que  aparece  mucho  mas  explícita  al  refutar  la  teoría  de 
Cárdenas  y  de  Troplong  que  ven  en  el  derecho  del  lo- 
catario á  hacer  respetar  su  contrato  del  comprador,  un 
verdadero  jiis  in  re  constituido  en  su  favor,  en  virtud 
del  contrato  mismo,  por  la  ley. 

Hé  aquí  las  palabras  con  que  Marcadé  (1)  refuta  esa 
teoría  :  «  El  articulo  1743,  cambiando  en  esto  los  anti- 
»  guos  principios,  declara  que  el  arrendamiento  de  un 
»  inmueble  (siempre  que,  bien  entendido,  tenga  fecha 
))  cierta)  subsiste  á  pesar  de  la  enagenacion  que  el  lo- 
))  cador  haya  hecho  del  inmueble  arrendado ;  el  adqui- 
»  riente,  á  no  ser  expresa  reserva  en  el  contrato,  no 
»  puede  en  ningún  caso  desalojar  al  arrendatario  ó 

(1)  Tomo  n,  núm.  364  y  S65 
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))  inquilino.  Así  mientras  que  el  arrendamiento  en  otro 
»  tiempo  no  valia  sino  contra  el  arrendador  (ó  su  sucesor 
))  universal)  y  cesaba  cuando  cesaba  la  propiedad  de 
»  este  (salvo  el  derecho  del  locatario  á  los  daños  y  per- 
))  juicios)  hoy,  por  el  contrario,  tiene  una  existencia 
))  independiente  y  se  ejerce  en  toda  su  duración,  contra 
»  todo  propietario  del  inmueble.  Por  consiguiente,  dice 
))  Troplong,  no  es  ya  un  derecho  relativo,  es  un  dere- 
))  cho  absoluto ;  no  es  un  derecho  contra  determinada 
»  persona,  es  un  derecho  contra  el  inmueble  mismo, 
))  cualquiera  que  sea  la  persona  á  quien  este  inmueble 
))  pertenece ;  no  es  ya  un  jus  ad  rem,  es  Mnjus  in  re, 
))  un  derecho  real,  inmueble  por  su  objeto. 

»  ¿  Es  lógica  esta  argumentación  ?  ¿  Es  esto  exacto  ? 
))  No,  seguramente.  El  derecho  real  jV/.s  in  re  es  verda- 
))  deramente  absoluto  y  sin  relación  alguna  con  deter- 
»  minada  persona ;  se  ejerce  desde  luego  sin  ningún 
»  auxilio  extraño,  sin  ningún  intermediario  entre  él  y 
))  su  objeto ;  nada  tiene  que  pedir  ni  esperar ;  y  no 
»  argumenta  con  obligación  alguna  particular.  ¿  Es  ese 

))  el   derecho  del    locatario?  Veamos Guando   la 

))  cosa  que  he  alquilado  no  se  halla  en  estado  de  ser- 
))  virmo,  al  locador,  al  propietario,  voy  á  pedir  su  res- 
))  tablecimiento,  porque  es  él  el  obligado  á  conservarla, 
))  como  está  obligado  á  ponerla  en  buen  estado  de  ser- 
y)  vicio  antes  de  entregármela.  Guando  hay  necesidad 
))  de  reparaciones  ulteriores,  de  trabajos  sin  los  cuales 
»  mi  derecho  no  pudiera  ejercerse,  á  esc  propietario 
y)  es  á  quien  joic/o  esos  trabajos,  á  quienyj/ífo  que  ponga 
»  la  cosa  en  condiciones  de  ejercer  mi  derecho,  y  él 
»  está  obligado  á  ejecutar  esos  trabajos.  Así,  pues,  yo 
))  no  estoy  en  relación  directa  é  inmediata  con  esta  co- 
»  sa,  no  ejerzo  mi  derecho  sobre  ella,  sino  por  un  in- 
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»  fermeclíario,  su  propietario,  y  fundándome  en  la 
»  obligación  de  este  para  conmigo;  así,  pues,  yo  no 
))  tengo  en  realidad  el  derecho  independiente  y  absoluto 
))  de  gozar  de  la  cosa,  sino  simplemente  el  derecho  de 
»  exigir  al  propietario  que  me  haga  gozar  de  ella.  El 
))  propietario,  de  tal  suerte,  está  obligado  á  liacermo 
»  gozar,  que  si  mi  goce  se  encuentra  disminuido,  sin 
))  culpa  de  alguien,  sea  por  la  destrucción  de  la  cosa, 
))  sea  por  los  inconvenientes  de  largas  reparaciones, 
))  tendré  derecho  á  una  diminución  proporcional  del 
»  alquiler;  solo  que,  como  es  por  fuerza  mayor  que  el 
»  locador  no  cumple  con  su  oJjIigacion,  la  ley  no 
))  agrega  á  la  dispensa  de  ejecutar  mi  obligación  recí- 
»  proca,  los  daños  y  perjuicios.  Considerad  bien  ese 
»  derecho  del  locatario,  no  ejercitándose  jamás  sino 
))  por  intermedio  del  locador,  no  conservándose  sino 
»  por  su  intervención,  llamándole  cada  dia  para  com- 
))  pelerlo  ad  facienduní  et  praístandiim,  y  os  pregun- 
))  taréis  si  hubo  jamás  una  circunstancia  en  que  el 
»  derecho  personal,  eljusadrem,  esté  mejor  caracte- 
»  rizado,  mas  claro,  mas  palpable.  » 

El  autor  compara  en  seguida  el  derecho  del  locatario 
con  el  del  usufructuario,  derecho  absoluto,  indepen- 
diente, que  le  es  propio,  de  gozar  de  la  cosa  en  el 
estado  en  que  se  halle,  conservándola  él  mismo,  sin 
facultad  de  reclamar  diminución  de  precio,  por  dimi- 
nución de  goce  que  no  provenga  de  culpa  del  nudo  pro- 
pietario, para  hacer  resaltar  la  diferencia  con  el  que 
solo  tiene  el  simple  derecho  de  compeler  á  determi- 
nada persona  á  que  le  Jiaga  gozar  de  la  cosa. 

Pero,  en  fin,  si  el  derecho  del  locatario,  no  es  un 
jus  in  re,  él  se  ejerce  sin  embargo  contra  una  persona 
que  no  ha  contratado  expresamente,  contra  cualquier 
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propietario  que  suceda  al  que  contrató;  y  si  bien  ese 
hecho  no  destruye  la  teoría,  ha  servido,  sin  embargo, 
á  M.  Troplong,  como  á  Cárdenas,  para  querer  expli- 
carlo por  la  constitución  de  un  pretendido  derecho  real. 
El  derecho  del  locatario  contra  el  comprador,  es  siem- 
pre tan  personal  como  lo  era  contra  el  primitivo  dueño. 
((  Cuando  compréis  la  casa  que  tengo  alquilada,  iré  á 
))  deciros,  como  lo  diria  al  propietario,  estáis  obligado 
»  á  practicar  tales  reparaciones,  á  reedificar  tal  parte 
»  del  edificio,  á  ejecutar  tales  trabajos  necesarios  al 
»  ejercicio  de  mi  derecho ;  diré  que  estáis  obligado 
»  para  conmigo,  única  y  especialmente,  y  no  cual- 
»  quiera  otra  persona,  á  hacerme  gozar  de  la  cosa; 
))  procederé,  no  generaliter  et  in  rem,  sino  persona- 
»  liter,  in  personan!,  prevaliéndome  de  la  relación  que 
»  existe  entre  vos  y  yo,  para  obligaros  ad  faciendum 
))  et  prsestandum ;  invocaré,  en  fin,  contra  vos  una 
»  obligación  personal;  pero,  ¿de  dónde  viene  esta  obli- 
»  gacion?  Hé  aqui  toda  la  cuestión,  toda  la  dificultad. 
))  Pues  bien,  esta  dificultad  no  es  grande,  porque  pue- 
»  den  darse  tres  respuestas  en  lugar  de  una;  puede 
))  escogerse  entre  tres  fuentes  para  esta  obhgacion, 
))  cuyo  principio  ha  ido  á  buscar  M.  Troplong  en  la 
»  realidad  de  mi  derecho,  sin  apercibirse  de  la  contra- 
»  dicción  que  hay  en  hablar  de  derecho  real,  cuando 
))  se  invoca  una  obligación  personal. 

»  Hay  en  nuestro  derecho  cinco  fuentes  de  las  obli- 
»  gaciones  :  el  contrato,  el  cuasi-contrato,  el  delito,  el 
»  cuasi-delito,  y  la  ley;  y  podemos  hallar  en  el  contrato 
»  ó  el  cuasi-contrato,  ó  si  se  quiere,  en  la  ley,  la  fuente 
))  de  la  obligación  de  que  se  trata.  1."  Cuando  com- 
))  prais  el  inmueble  que  me  está  alquilado  por  un  con- 
»  trato  con  fecha  cierta,  sabiendo  ó  debiendo  saber, 


DERECHOS  DEL  LOCATARIO.  295 

»  (porque  nemo  jiis  ignorare  censctur)  que  el  adqui- 
»  riente  está  obligado  á  respetar  mi  derecho  y  á  sufrir 
))  la  obligación  de  su  vendedor  ¿no  se  forma  una  con- 
»  vención  tácita  por  la  cual  os  comprometéis  á  conti- 
))  nuar  esta  obligación?  2.°  El  cuasi-contrato  es  el 
))  hecho  voluntario  y  lícito  que  produce  una  obligación 
))  respecto  de  la  que  no  ha  habido  convención;  así 
»  cuando  compráis  un  inmueble  arrendado  por  un 
»  contrato,  con  fecha  cierta,  realizáis  un  hecho  que  la 
))  ley  ha  podido  considerar  suficiente  para  producir  la 
»  obligación  de  que  se  trata.  3."  Si  no  se  quiere  mirar 
»  la  compra  como  el  hecho  por  sí  mismo  generador  de 
»  la  obligación,  si  el  espíritu  no  considera  al  hecho 
»  sino  como  la  ocasión  y  no  como  la  causa  eficiente  de 
»  la  obligación*  esta  obligación  vendrá  entonces  direc- 
))  tamente  de  la  ley,  que  la  impone  al  adquiriente,  en 
»  su  calidad  de  tal;  y  habremos  llegado  á  la  quinta 
»  causa  de  las  obligaciones,  en  vez  de  quedarnos  en 
»  la  primera  ó  la  segunda.  »  Mayor  desenvolvimiento 
da  el  mismo  antor,  tratando  especialmente  de  la  loca- 
ción (1). 

Tal  es  también  la  opinión  del  autor  del  Código,  que 
adopta  la  teoría  de  Marcada  y  se  vale  de  sus  mismos 
argumentos  y  aun  de  sus  palabras  para  refutar  la  opi- 
nión contraria  de  Troplong. 

Debemos  sin  embargo  hacer  notar  : 
1.°  Que  el  artículo  del  Código,  no  es  el  1743  del  Có- 
digo francés,  aunque  este  consigna  el  mismo  principio 
que  ha  sido  adoptado  por  las  demás  legislaciones  ci- 
tadas de  conformidad  sobre  este  punto;  es  mas  bien 
el  1704  del  Código  de  Luisiana.  El  Código  francés  li- 
li) Tomo  VI,  pág  482  y  siguientes. 
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mita  el  derecho  del  locatario  al  caso  en  que  su  contrato 
conste  de  escritura  pública  ó  de  documento  privado  con 
fecha  cierta,  porque  es  necesario  que  pueda  probar  que 
ha  adquirido  su  derecho  á  la  cosa  con  anterioridad  á  la 
venta.  Se  han  debido  establecer  esas  distinciones,  dice 
Leclerq  (1),  para  evitar  los  ñ^audes,  para  dar  estabilidad 
al  contrato  de  venta,  cuyos  efectos  pudieran  fácilmente 
burlarse  alquilando  la  cosa  vendida  por  un  documento 
privado  y  antidatado;  y  con  el  objeto  de  conservar  tam- 
bién la  estabilidad  de  la  locación,  se  ha  establecido  que 
la  venta  no  la  resuelva,  siempre  que  conste  por  escri- 
tura pública  ó  privada  con  fecha  cierta.  La  constancia  y 
publicidad  del  contrato,  como  condición  de  su  subsis- 
tencia en  caso  de  enagenacion,  habria  sido  conforme  á 
los  fundamentos  en  que  reposa  el  principio,  y  habria 
procurado  evitar,  ó  por  lo  menos  impedir  el  fraude,  ha- 
ciendo imposibles  los  arriendos  simulados  ó  supuestos, 
en  perjuicio  de  los  derechos  del  comprador.  Gomo  el 
Código  no  establece  esa  limitación,  no  tendrá  el  com- 
prador otro  recurso  que  la  acción  por  dolo  ó  engaño 
contra  su  vendedor. 

2.°  Que  las  palabras  de  que  hace  uso  el  articulo  6°  al 
referirse  á  la  enagenacion,  por  cualquier  acto  jurídico, 
incluyen  todos  los  medios  y  condiciones  de  una  tras- 
misión cualquiera  de  dominio,  ya  sea  total  ó  parcial, 
ya  sea  por  causa  onerosa  ó  lucrativa,  ya  también  por 
titulo  universal  ó  singular.  De  modo  que  para  nosotros 
quedan  resueltas  las  dudas  promovidas  por  los  auto- 
res, sobre  si  quedaban  comprendidos  todos  los  modos 
de  enagenacion  en  el  espíritu  del  legislador,  cuando  la 
ley  se  referia  á  la  venta  de  la  cosa  arrendada. 

(1)  Tomo  VI,  pág.  39. 
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Condición  de  los  censos  en  nuestro  derecho  actual  (1). 


No  nos  detendremos  á  examinar  la  solución  que  ha 
merecido  la  cuestión  sobre  prescriptibilidad  de  los 
censos,  porque  creemos  bien  fundada  la  doctrina  que 
ha  prevalecido  y  bastante  explícitos  los  argumentos  le- 
gales y  las  razones  que  la  apoyan.  Esa  doctrina  ha 
perdido  además  mucho  de  su  importancia ;  y  su  estu- 
dio y  aplicación  solo  pueden  ser  útiles  con  referencia  á 
los  casos  que  se  presenten  de  constitución  de  censos^ 
anterior  á  nuestra  legislación  actual. 

El  Código  civil  adopta  el  principio  que  «  los  dere- 
»  chos  reales  solo  pueden  ser  creados  por  la  ley  »,  no 
pudiendo  tener  otro  efecto  las  convenciones  particu- 


(1)  Arlículo    con   motivo  de  una  sentencia    que  declaró    prescriptibles   los 
censos. 
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lares  ó  disposiciones  de  última  voluntad  que  establez- 
can otros  nuevos  ó  modifiquen  los  que  la  ley  recono- 
ce, que  el  de  crear  derechos  personales,  si  como  ta- 
les pudiesen  valer  (1). 

La  constitución  de  los  censos  que  solo  pudiera  con- 
servarse como  un  derecho  real,  no  solo  ha  desapare- 
cido de  la  enumeración  de  los  que  pueden  afectar  la 
propietad  real,  sino  que  es  aun  combatida,  como  fuente 
fecunda  de  dificultades  y  de  pleitos  y  como  contraria 
al  cultivo,  prosperidad  y  libre  trasmisión  de  las  here- 
dades y  bienes  raíces. 

Fundando  el  principio  arriba  mencionado^  el  codifi- 
cador argentino  dice  en  la  nota  al  articulo  1°,  titulo  y 
libro  citados  :  —  «El  derecho  romano  no  reconoce  al 
»  lado  de  la  propiedad,  sino  un  pequeño  número  de 
»  derechos  reales,  especialmente  determinados,  y  era, 
»  por  lo  tanto,  privada  la  creación  de  nuevos  derechos 
»  reales.  Mas  desde  la  edad  media  las  leyes  de  casi 
»  todos  los  Estados  de  Europa  crearon  derechos  reales 
»  por  el  arrendamiento  perpetuo  ó  por  el  contrato  de 
»  cultura  perpetua  y  por  mil  otros  medios.  En  España 
»  la  constitución  de  rentas  perpetuas,  como  los  censos, 
»  creó  un  derecho  real  sobre  los  inmuebles  que  las  de- 
»  bian ;  y  el  acreedor  del  canon  tenia  derecho  para 
»  perseguir  la  cosa,  á  cualquier  mano  que  pasase.  Los 
))  escritores  españoles  se  quejan  de  los  males  que  ha- 
»  bian  producido  los  derechos  reales  sobre  una  misma 
^)  cosa,  el  del  propietario,  y  el  del  censualista,  pues 
»  las  propiedades  iban  á  su  ruina.  En  otros  casos 
»  se  veia  ser  uno  el  propietario  del  terreno  y  otro 
»  el  de  los  árboles  que  en  él  estaban.  Algunas  veces 

(1)  CÓDIGO  CIVIL,  artículo  1°,  tít.  4°,  lib.  HI. 
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»  era  uno  el  propietario  del  pasto  que  naciera  y 
»  otro  el  de  las  plantaciones  que  hubiesen  hecho.  La 
))  multiplicidad  de  los  derechos  reales  sobre  unos  mis- 
))  mos  bienes  es  una  fuente  fecunda  de  conspiraciones 
»  y  de  pleitos,  y  puede  perjudicar  mucho  á  la  explota- 
»  cion  de  esos  bienes  y  á  la  libre  circulación  de  las 
))  propiedades,  perpetuamente  embarazadas,  cuando 
»  por  las  leyes  de  sucesión  esos  derechos  se  dividen 
»  entre  muchos  herederos,  sin  poderse  dividir  la  cosa, 
))  asiento  de  ellos.  Las  propiedades  se  desmejoran  y 
»  los  pleitos  nacen  cuando  el  derecho  real  se  aplica  á 
))  una  parte  material  de  la  cosa,  que  no  constituye, 
»  por  decirlo  así,  una  propiedad  desprendida  y  dis- 
»  tinta  de  la  cosa  misma;  y  cuando  no  constituye  una 
»  copropiedad,  susceptible  de  dar  lugar  á  la  división 
»  entre  los  comuneros,  ó  á  la  licitación.  )) 

Estas  razones  generalmente  aplicables  á  todas  las 
desmembraciones  del  dominio  que  como  otros  tantos 
derechos  reales  pueden  afectar  la  propiedad  raíz,   de- 
terminan la  abolición  de  los  censos,  que  se  hallan  ex- 
cluidos de  la  enumeración  contenida  en  el  artículo  2°  del 
mismo  título.  El  legislador,  sin  embargo,  da  motivos 
especiales  para  la  supresión  del  derecho  de  superficie 
y  del  enfitéusis  ;  y  aun  parece  deducirse  que  solo  esos 
derechos  reales,  de  los  reconocidos  hasta  entonces  por 
nuestra  antigua  legislación,  quedan  suprimidos.  Solo 
de  ellos  se  ocupa  en  la  nota  siguiente,  declarando  que 
«  no  enumera  el  derecho  del  superficiario  ni   la  enfi- 
»  téusis,  porque  por  este  Código  no  pueden  tener  lu- 
))  gar».  La  supresión,  no  obstante,   es  mas  extensa. 
Del  principio  establecido  en  el  articulo  1"  y  de  la   enu- 
meración contenida  en  el  2°  se  deduce  lógicamente  que 
la  supresión  alcanza  á  los  censos  consignativoy  reser- 
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vativo,  que  solo  podrían  subsistir  como  derechos  rea- 
les y  que  la  voluntad  del  individuo,  cualquiera  que  sea 
su  manifestación,  no  podrá  ya  establecer.  Si  se  hace 
abstracción  del  derecho  real,  del  gravamen  del  bien 
raíz  el  censo  reservativo  seria  imposible  y  el  consigna- 
tivo  se  confundirla  perfectamente  con  el  préstamo  á 
interés. 

Al  ocuparse  de  esta  materia  el  señor  Goyena  en  su 
proyecto  de  Código  civil  hace  un  ligero  resumen  de  la 
legislación  general,  que  nos  parece  útil  Irascribir. 

«  Antes  de  entrar  al  artículo,  dice,  haré  una  breve 
))  reseña  de  lo  que  sobre  esta  materia  se  encuentra  en 
»  los  Códigos  antiguos  y  modernos. 

))  El  Código  francés  reconoce  nuestro  censo  con- 
»  signativo  con  el  nombre  de  renta  perpetua,  y  trata 
»  de  ella  brevemente  en  el  título  del  préstamo,  artí- 
»  culo  1099  y  siguientes. 

»  Reconoce  también  el  censo  vitalicio  con  el  nombre 
»  de  renta  vitalicia,  en  el  título  de  ios  contratos  aiea- 
))  torios,  artículo  1968  y  siguientes;  y  en  el  530  viene 
))  á  reconocer  el  censo  reservativo  dejando  al  arbitrio 
))  de  las  partes  arreglar  las  cláusulas  y  condiciones  de 
»  la  redención,  con  tal  que  la  irredimibilidad  no  exceda- 
»  de  30  años  :  el  Código  napolitano,  títulos  11  y  13, 
»  liliro  III,  copia  en  un  todo  al  francés ;  lo  mismo  viene 
»  á  hacer  el  holandés  en  sus  títulos  15  y  16,  libro  III. 

))  El  de  Vaud,  capítulo  3°,  título  7°,  libro  III,  artícu- 
»  los  1394  y  siguientes,  llama  carta  de  renta  á  \sl  per- 
»  petua  del  francés,  y  en  el  capítulo  2^,  título  10,  trata 
»  de  la  vitalicia  desde  el  artículo  1451. 

»  El  sardo,  título  14,  libro  III,  articulo  1988  y  si- 
))  guíenles,  reconoce  nuestro  censo  consignativo,  reser- 
»  vativo,  vitalicio  y  aun  el  enfitéutico.  Se  puede  estipu- 
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))  lar  una  prestación  anual  ó  renta,  sea  en  dinero  ó  en 
»  frutos  (ciérrate),  mediante  la  cesión  de  un  inmueble, 
T)  ó  el  pago  de  un  capital  que  el  cedente  se  priva  de 
«  exigir,  artículo  1938  :  en  el  primer  caso  se  llama  renta 
j)  inmueble  [fondiaria,  foncieré)  ;  la  constituida  me- 
))  diante  un  capital,  se  llama  renta  simple,  ó  censo ;  la 
))  concesión  de  un  inmueble  á  titulo  oneroso,  bajo  cual- 
»  quier  denominación,  como  enñté'isis,  etc.,  se  go- 
»  bierna  por  las  reglas  del  contrato  de  venta,  artí- 
))  culo  1940  y  siguientes;  de  la  renta  vitalicia  trata  en 
»  la  sección  2%  capítulo  2°,  título  16,  de  los  contratos 
»  de  suerte,  artículo  2011  y  siguientes. 

))  El  de  la  Luisiana  reconoce  también  el  reservativo, 
))  y  lo  define  en  el  artículo  2750  :  lo  llama  renta  in- 
))  mueble  (foncieré),  ó  arriendo  á  renta,  pero  perpe-' 
»  tuo. 

»  El  prusiano,  sección  2\  titulo  11,  parte  1  ,  reco- 
»  noce  y  define  la  enfitéusis. 

»  En  la  legislación  de  las  Partidas,  no  se  habla  sino 
»  del  censo  enfitéutico,  ley  28,  título  8",  partida  5''; 
))  estando  prohibido  el  interés  del  dinero,  mal  podia 
»  reconocerse  el  censo  consignativo  ó  vitalicio.  En  el 
))  título  15,  libro X,  Novísima  Recopilación,  se  hablado 
))  las  cuatro  especies. 

»  En  derecho  romano  se  trata  únicamente  del  enfitéu- 
«  sis  ;  el  título  15",  libro  L,  del  Digesto  es  de  censibus; 
))  pero  esta  palabra  solo  significa  allí  la  descripción  de 
y>  las  personas  y  bienes  (sobre  todo,  los  raíces),  de  los 
r>  ciudadanos  para  contribuir  en  justa  proporción  á  las 
))  cargas  del  Estado  :  leyes  3^  y  4^  de  dicho  título  (1).  » 

Hemos  visto  que,  no  pudiendo  el  individuo  constituir 

(1)  GoYENA,  Proyecto  de  Código  civil,  tomo  UI,  pág.  492. 
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por  voluntad  propria,  derecho  alguno  real  fuera  de  los 
enumerados  por  la  ley  ;  y  no  hallándose  en  esa  enume- 
ración ninguno  de  los  censos,  forzoso  era  concluir  que 
hablan  desaparecido  de  nuestra  legislación.  Sin  em- 
bargo, algunas  páginas  mas  adelante,  en  el  título  6°,  do 
las  restricciones  j  límites  del  dominio,  el  artículo  A° 
dispone  que  :  —  «  Los  propietarios  de  bienes  raíces  no 
))  pueden  constituir  sobre  ellos  derechos  enñtéuticos, 
»  ni  de  superficie,  ni  imponerles  censos,  ni  rentas,  que 
»  se  extiendan  á  mayor  término  que  el  de  cinco  años, 
))  cualquiera  que  sea  el  fin  de  la  imposición;  ni  hacer 
»  en  ellos  vinculación  alguna.  » 

Evidentemente,  esta  disposición  solo  ha  podido  con- 
signarse por  un  olvido  del  principio  y  reglas  adopta- 
das, y  especialmente  fundadas  en  los  artículos  1°  y  '2° 
del  título  anterior.  Si  la  propiedad  raíz  no  puede  reco- 
nocer otros  derechos  reales  que  los  autorizados  por  la 
ley  5  y  si  la  voluntad  del  propietario  es  ineficaz  para 
crearlos,  forzoso  es  concluir  que  las  convenciones  ó 
disposiciones  de  última  voluntad  que  constituyeran  un 
gravamen  sobre  la  propiedad,  una  desmembración  del 
dominio,  tal  como  el  derecho  de  superficie,  censo  enfi- 
téutico,  consignativo  ó  reservativo,  ó  renta  perpetua,  no 
tendrían  el  poder  de  establecer  el  derecho  real  por 
tiempo  alguno.  La  cuestión,  entonces,  no  es  de  una 
limitación  al  ejercicio  de  un  derecho,  sino  una  cuestión 
de  principio  sobre  la  existencia  del  derecho  mismo  :  no 
importa  una  regla  sobre  la  duración  del  derecho  esta- 
blecido, sino  una  prohibición  expresa  de  establecerlo. 
No  es  posible  bailar  término  medio  á  este  dilema  :  —  ó 
el  propietario  no  puede  constituir  sobre  sus  bienes 
raíces  mas  derechos  reales  que  los  reconocidos  por  la 
ley,  y  entonces  no  puede  establecer  sobre  ellos  ni  ren- 
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tas,  ni  censos,  ni  derecho  de  superficie,  ni  enfitéusis;  ó 
puede  constituir  estos  derechos  por  cinco  años,  y  en- 
tonces su  facultad  alcanza  á  crear  y  trasmitir  derechos 
reales  que  la  ley  no  reconoce  y  reprueba.  Cualquiera  de 
los  extremos  induce  necesariamente  la  violación  de  la 
disposición  legal  que  el  otro  contiene  ;'  y  en  esta  oposi- 
ción manifiesta  de  dos  reglas  de  derecho,  no  dudamos 
que  la  jurisprudencia,  de  acuerdo  con  la  bien  fundada 
doctrina  que  limita  la  facultad  de  constituir  derechos 
reales  á  los  que  la  ley  reconoce,  negarla  el  ejercicio  de 
la  autorización  conferida  por  el  articulo  4°  del  título  6°. 

En  la  consideración  de  esta  materia  ocurre  á  la  in- 
vestigación otra  cuestión  interesante.  ¿Es  permitida 
por  la  legislación  actual  la  constitución  de  rentas  per- 
petuas? ¿Qué  reglas  y  principios  deben  regirla? 

Explicando  el  alcance  del  contrato  oneroso  de  renta 
vitalicia,  que  define  el  artículo  1%  título  12,  sección  2% 
libro  II,  dice  el  codificador  argentino  en  la  nota  :  — 
«  No  tratamos  de  la  constitución  de  rentas  perpetuas, 
»  como  eran  los  censos,  porque  esa  clase  de  renta  no 
»  podrá  constituirse  sino  sobre  bienes  raíces;  pues 
»  cuando  tratemos  de  los  derechos  reales,  establecere- 
»  mos  que  en  ellos  no  se  pueden  reconocer  gravámenes 
»  de  rentas  de  ninguna  clase  por  mas  de  diez  años.  » 

Es  preciso  reconocer  que  la  naturaleza  misma  y  aun 
los  fines  á  que  se  dirige  la  constitución  de  una  renta 
perpetua,  exigen  el  gravamen  de  un  bien  raíz  que  res- 
ponda con  su  valor  al  cumplimiento  de  la  fundación  ;  y 
con  sus  frutos,  á  la  satisfacción  de  la  renta  impuesta. 
Pero  han  sido  en  todo  tiempo  tan  graves  los  inconve- 
nientes económicos  de  las  imposiciones  perpetuas  que 
pesaban  como  un  derecho  real,  como  una  desmembra- 
ción del  dominio,  sobre  los  bienes  raíces  afectados ;  y 
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tales  los  perjuicios  que  causaban  al  desarrollo  de  la  ri- 
queza, á  la  libre  trasmisión  de  la  propiedad  y  á  la  con- 
fianza y  seguridad  que  esta  debe  siempre  inspirar,  que 
el  mismo  jurisconsulto,  autor  del  Código,  propuso  y 
obtuvo  la  abolición  de  la  renta  perpetua  mas  general- 
mente usada  entre  nosotros,  la  fundación  de. capella- 
nías ó  memorias  piadosas,  por  ningún  género  de  im- 
posición que  pudiera  gravar  los  bienes  raíces. 

«  En  lo  sucesivo  ninguna  capellanía,  ó  memoria  pia- 
))  dosa  podrá  fundarse  sobre  bienes  raíces,  ni  por  cen- 
»  sos  perpetuos,  ni  por  otro  género  de  imposición  que 
»  grave  dichos  bienes  con  rentas  perpetuas  »,  dice  el 
artículo  3°  de  la  ley  de  16  de  julio  de  1857.  —  De 
suerte  que  el  único  género  de  imposiciones  ó  rentas 
perpetuas  entre  nosotros  conocidas  con  el  fin  de  ins- 
tituciones piadosas,  quedó  abolido  como  gravamen  de 
la  propiedad  raíz.  —  Un  diputado  preguntaba  si  cuan- 
do las  fundaciones  se  hicieran  sobre  bienes  raíces 
serian  nulas  ó  se  reputarían  hechas  en  dinero,  y  el 
ministro  de  Gobierno  contestó  que  «  si  la  imposición  se 
»  funda  sobre  un  bien  raíz,  se  entiende  fundada  sobre 
»  su  valor;  así,  si  una  pía  memoria  se  funda  sobre  una 
»  finca,  debe  precederse  á  venderla  ó  á  que  el  propie- 
»  tario  de  la  finca  dé  los  dos  mil  pesos  para  consig- 
))  narlos  en  el  Banco.  Lo  que  dice  el  artículo  es  que 
))  no  habrá  fundaciones  perpetuas  sobre  bienes  rai- 
»  ccs\  reducirlas  á  dinero,  quiere  decir.  Siesasfunda- 
))  ciones  se  hicieran,  no  tendrán  valor  alguno  sobre  los 
»  mismos  bienes  raíces  (1).  » 

Así  la  legislación  anterior  al  Código  civil,  había 
excluido  á  los  bienes  raíces  de  toda  imposición  per- 

(1)  Diaro  de  Sesiones  ilc  la  C.áiuora  de  Diputados,  sesión  del  11  de   ogosto 
de  1856. 
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pelua  constitutiva  de  renta ,  libertándolos  de  las  fun- 
daciones piadosas  que  como  censos  consignativos 
pesaban  sobre  ellos.  Toda  fundación  de  aquel  carácter 
no  podia  gravar  ya  al  bien  raíz  afectado  con  un  de^ 
recho  real,  y  para  tener  efectos  legítimos,  para  hacerse 
efe.ctiva  debía  hacerse  sobre  el  capital  numerario,  de- 
positándose en  el  Banco  de  la  Provincia,  la  suma  que 
en  dinero  ó  fondos  públicos  constituyera  la  fundación. 
Esta  misma  doctrina  parece  aceptada  por  el  Código 
civil.  —  Ningún  censo  en  efecto  es  reconocido  como 
un  derecho  real  que  pueda  gravitar  sobre  los  bienes 
raíces ;  ninguna  renta  perpetua  puede  constituirse 
sobre  ellos.  ¿Cómo,  pues,  tendrían  valor  y  efectos 
legales  las  fundaciones  de  rentas  perpetuas  sino  es 
consignando  el  capital  numerario  que  debiera  produ- 
cirlos ?  Y,  sin  embargo,  las  vacilaciones  y  las  dudas 
asaltan  al  espíritu  en  este  punto  porque  en  vano  se 
buscarían  en  el  Código  civil  los  principios  y  las  reglas 
á  que  deberían  ajustarse  las  imposiciones  de  rentas 
perpetuas.  El  legislador  se  refiere  al  título  de  los 
derechos  reales,  porque  reconoce  que  esa  clase  de 
renta  solo  puede  constituirse  sobre  bienes  raíces,  al 
mismo  tiempo  que  declara  que  esas  rentas  no  pueden 
ser  perpetuas  y  que  no  excederán  del  término  de  diez 
años.  Cuando  llegamos  á  los  derechos  reales  encon- 
tramos excluidos  como  tales  á  los  censos,  base  única 
y  legítima  de  la  renta  perpetua  ;  —  y  como  hemos  visto 
que  es  inaplicable  como  contraria  al  principio  en  que 
se  funda  la  exclusión,  la  facultad  conferida  á  los  pro- 
pietarios para  imponer  rentas  sobre  sus  bienes  raíces 
que  se  extiendan  k  mayor  término  que  el  de  cinco 
años. 

Resulta  en  consecuencia  que  excluidos  los  censos 
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de  la  enumeración  de  los  derechos  reales  que  puedan 
constituirse  sobre  la  propiedad,  é  inhabilitados  los 
propietarios  para  imponer  como  un  gravamen  renta 
alguna  sobre  los  bienes  raíces,  la  constitución  de  ren- 
tas perpetuas  no  reconoce  en  nuestro  derecho  princi- 
pio ni  regia  expresa  á  que  ajustarse,  habiendo  quedado 
sin  efecto  alguno  la  referencia  que  el  legislador  argen- 
tino hizo  al  título  de  los  derechos  reales,  cuando  se 
ocupaba  en  la  redacción  del  Código  del  contrato  one- 
roso de  renta  vitalicia.  Las  fundaciones  de  rentas  per- 
petuas son  materia  que  ha  escapado  á  la  legislación 
civil  de  la  Repúbüca,  y  que,  por  consiguiente,  no- re- 
conoce hoy  otra  base  que  la  legislación  particular  de 
cada  Estado,  á  cuyas  disposiciones  deberá  necesaria- 
mente ajustarse  en  cuanto  sean  conformes  como  lo 
son  las  nuestras  á  los  principios  establecidos  en  el 
Código  civil  sobre  la  constitución  y  trasmisión  de  la 
propiedad  raíz. 


IX 


JUICIO  DE  MENSURA 


El  juicio  de  mensura  es  por  su  naturaleza,  esencialmente  distinto 
del  de  reivindicación  y  del  de  deslinde  ó  amojonamiento.  —  El 
auto  que  aprueba  ó  desaprueba  una  mensura,  no  bonifica  ni  daña 
la  calidad  intrínseca  de  los  títulos.  —  La  protesta  alegada  por  un 
lindero  con  motivo  de  la  mensura  de  un  terreno,  aunque  este  se 
halle  dividido  por  cerco,  no  es  motivo  suficiente  para  que  se  sus- 
penda el  juicio  de  mensui'a.  —  El  juez  no  puede  decretar  e.v 
officio  la  nulidad  de  lo  actuado.  —  La  acción  de  fíiiiiim  regundo- 
rum  es  admisible,  aun  en  la  ciudad,  respecto  de  los  terrenos 
no  edificados  ;  pues  solo  respecto  á  los  edificados,  se  refiere  al 
articulo  75,  título  del  condominio,  Código  civil. 


D.  José  Ig-artúa,  con  fecha  23  de  abril  de  1873,  promovió  poi 
ante  el  juzgado  de  primera  instancia  un  expediente  de  mensur 
sobre  un  terreno  que  le  pertenecia  en  esta  ciudad.  D''  María  Rubio 
de  Vermoellen,  que  era  lindera  de  este  terreno,  protestó  de  la 
mensura  ante  el  Departamento  Topográfico,  cuya  protesta  se 
notificó  á  Igartúa,  el  cual  en  consecuencia  pidió  al  juez  que  con- 
firiese traslado  á  la  señora  de  Vermoellen  para  que  fundase  su 
protesta  á  fin  de  poder  apreciar  los  razonamientos  en  que  apoyase 
su  oposición.  La  señora  de  Vermoellen,  sin  evacuar  el  traslado, 
solicitó  del  juez  que  ordenase  fuesen  traídos  ad  effectum  videndi 
los  autos  sobre  mensura  de  un  terreno  de  su  propiedad  que  cor^ 
rian  por  la  escribanía  de  Munilla  y  juzgado  del  Dr.  Pardo,  puesto 


308  JUICIO  DE  MCNSURA. 

(jue  sin  tenerlos  á  la  vista  le  era  poco  menos  que  imposible  eva- 
cuar el  traslado  conferido.  Igartúa  se  opuso  áque  se  accediese 
á  esta  articulación,  diciendo  que  si  necesitaba  datos  ó  títulos  de 
propiedad  la  parto  contraria,  que  á  su  disposición  lo  tenia  todo 
en  su  propio  expediente,  el  cual  nada  tenia  que  ver  con  el  pro- 
movido por  él,  por  ser  dos  juicios  enteramente  distintos,  y  que  lo 
que  procedía,  era  que  el  juez  mandase  evacuar  derechamente  el 
traslado  pendiente. 

El  juez  dictó  una  providencia  para  mejor  proveer  mandando 
que  los  autos  en  cuestión  fuesen  traídos  ad  effectum  videndi, 
librándose  oficio  al  juez  que  entendía  en  ellos,  el  cual  contestó 
que  no  se  hallaban  en  estado  y  que  se  remitirían  oportunamente. 

No  se  conformó  Igartúa  con  este  auto  y  pidió  que  se  revocase, 
fundándose  en  que  la  agregación  del  expediente  no  era  indispen- 
sable puesto  que  de  él  podia  la  parte  interesada  tomar  los  datos 
y  sacar  los  testimonios  que  creyese  necesarios,  y  además  que  la 
señora  Vcrmoellen,  como  interesada  en  seguir  detentando  un 
terreno  que  no  le  correspondía,  procurarla  eternizar  la  tramita- 
ción de  su  propio  expediente,  poniendo  de  este  modo  al  jai'onto 
despacho  del  de  Igartúa,  obstáculos  y  entorpecimientos  que  el 
no  podría  salvar.  Dióse  traslado  á  la  señora  de  Vermoellen,  la 
cual  pidió  que  no  se  hiciese  lugar  á  la  petición  de  la  parte  con- 
traria, puesto  que  eran  inexactas  sus  afirmaciones,  porque  en 
ambos  expedientes  se  trata  de  un  mismo  terreno,  y  ella  no  es  la 
única  interesada  en  los  autos  de  mensura  de  su  terreno,  toda  vez 
que  en  ellos  se  ventila  un  pleito  en  que  intervienen  tres  ó  cuatro  ; 
y  además  que  no  seria  nada  justo  que  se  sacasen  testimonios  de 
las  piezas  mas  importantes  de  un  expediente  tan  voluminoso,  lo 
cual  demandaría  mucho  tiempo  y  daría  lugar  á  muy  crecidos 
gastos.  El  juez  dictó  el  auto  siguiente  : 


Buenos  Ali-es,  22  de  julio  de  1874. 

Vistos  estos  autos  nuevamente  para  resolver  el  ¡artículo  pro- 
movido á  foja  21  por  el  representante  de  D^  María  Antonia  Rubio 
de  Vermoellen,  y  observando  el  juzgado  que  ellos  revisten  la 
orfma  de  juicio  d    deslinde,  donde  se  ha  practicado  la  diligencia 
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de  mensura  y  plano  que  obran  de  fojas  9  á  12,  en  la  cual  apa- 
rece invadida  una  parte  del  terreno  que  dicha  señora  posee  en 
esta  ciudad,  por  la  ubicación  que  el  agrimensor  da  á  la  propiedad 
de  D.  José  de  Igartúa,  que  solicitó  la  operación  ; 

Y  considerando  :  —  1.°  Que  la  acción  de  deslinde  conferida  á 
los  colindantes  por  la  ley  10,  título  15,  partida  6%  tiene  por 
objeto  la  determinación  por  medio  de  mojones  ó  señales,  de  los 
límites  de  sus  respectivas  propiedades,  cuando  estuviesen  con- 
fundidos por  haber  sido  aquellos  removidos  ó  porque  trátase  de 
lijarlos  por  primera  vez. 

2.°  Que  la  inteligencia  de  esta  ley,  como  puede  verse  en  los 
tratados  de  práctica  de  Castro  y  Estoves  Saguí,  como  asimismo 
en  Escriche  (1),  es  que  dicha  acción  solo  procede  tratándose 
de  campos  ó  terrenos  cuyos  limites  hubiesen  sido  alterados^  y  los 
colinderos  de  común  acuerdo  conviniesen  en  lijar  los  verda- 
deros términos  de  sus  respectivas  heredades,  previas  todas 
aquellas  diligencias  que  en  tales  casos  se  practican. 

3."  Que  por  este  medio  de  tan  frecuente  uso,  se  evitan  litigios 
onerosos  entre  los  colindantes,  aclarando  el  límite  de  sus 
hereJades  por  el  único  posible  proceder  en  terrenos  ó  campos 
de  alguna  extensión,  y  en  los  que  siempre  es  factible  se  pro- 
duzca alguna  alteración  en  sus  términos,  por  la  manera  como  se 
opera  su  separación  ó  deslinde. 

4.°  Que  en  consecuencia,  tratándose  en  el  presente  caso  de  ter- 
renos urbanos  que  se  hallan  divididos  por  un  cerco,  la  separa- 
ción de  una  y  otra  propiedad  está  realizada,  y  es  evidente  que  no 
procede  la  acción  de  deslinde ;  no  obstante  lo  cual,  si  D.  José 
Igartúa  cree  tener  derecho  á  una  parte  del  terreno  ocupado  por 
su  vecina,  puede  deducir  la  acción  reivindicatoría  correspon- 
diente. 

5.°  Que  estas  doctrinas  tienen  el  mas  completo  apoyo  en  las 
disposiciones  del  moderno  Código  civil,  que  establece  como  ante- 
cedente indispensable  para  la  acción  de  deslinde  la  contigüidad  y 
confusión  de  dos  predios  rústicos,  negándola  terminantemente 
para  dividir  los  predios  urbanos  (2),  de  modo  que  es  de  todo  punto 
improcedente  é  inútil  la  prosecución  del  presente  juicio. 

(1)  Verb.  amojonamiento. 

(2)  Arlículo  7G,  lílulu  8»,  lib.  3». 
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Por  estos  fundamentos,  y  sin  perjuicio  de  las  acciones  que 
J.  José  Igartúa  quiera  ejercitar  en  forma  de  derecho,  el  juzgado 
declara  sin  valor  ni  efecto  lo  actuado  y  manda  que  se  archive  el 
expediente,  previo  pago  de  costas  en  el  orden  causado  y  reposi- 
ción de  sellos. 


Luís  Beláustegui. 


Ante  mi :    M.  Pérez  Gomar, 
Secretario. 


A  consecuencia  de  este  auto,  D.  José  Igartúa  presentó  el  si- 

líonfa  ocfritn  • 


guiente  escrito 


Buenos  Aires,  4  de  setiembre  de  1874. 

José  Igartúa,  etc.,  digo  :  Que  se  me  ha  notificado 
el  auto  de  V.  S.,  foja  30  vuelta,  por  el  cual  sin  perjuicio 
de  las  acciones  que  tenga  y  pueda  ejercitar,  declara  sin 
valor  ni  efecto  lo  actuado  y  manda  que  se  archive  este 
expediente,  previo  pago  de  costas. 

Tal  resolución,  señor  juez,  dictada  ex  oficio  sin  que 
proceda  gestión  ni  provocación  alguna  de  parte,  y 
cuando  se  hallaba  pendiente  el  incidente  promovido 
sobre  agregación  del  expediente  de  mensura  de  la  se- 
ñora Vermoellen,  me  ha  sorprendido  sobre  manera  por 
el  fondo  y  la  forma. 

Por  la  forma,  porque  aparece  una  sentencia  sobre  un 
punto  que  no  ha  sido  motivo  de  cuestión  entre  las 
partes  interesadas,  que  siquiera  es  objeto  de  petición 
de  alguna  de  ellas,  que  no  ha  sido  sometido  á  la  deci- 
sión judicial  y  respecto  del  cual  no  han  sido  oidas. 

Y  si  se  tiene  presente  que  el  auto  no  tiende  tu  prescri- 
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bir  la  observancia  de  alguna  forma  violada  del  procedi- 
miento, ni  tiende  á  hacer  efectiva  la  aplicación  de 
alguna  regla  legal  desconocida  por  las  partes,  no  puede 
negarse  que  ella  importa  una  decisión  voluntaria  y 
extraña  á  la  cuestión  que  ventilan  las  partes,  dictada  de 
oficio  por  el  juez  y  que  tiende  á  imprimir  una  dirección 
nueva  á  la  gestión  de  los  derechos  de  uno  de  los  liti- 
gantes. 

Este  solo  defecto,  baria  nula  é  insubsistente  esa  sen- 
tencia, permítame  V.  S.  que  lo  diga  con  franqueza, 
declarando  que  bien  distante  está  mi  espíritu  de  querer 
dirigir  un  reproche  á  la  reconocida  integridad  y  notoria 
ilustración  del  magistrado  que  abrumado  por  un  tra- 
bajo asiduo  y  constante,  apenas  dispone  del  tiempo  ne- 
cesario para  dar  vado  á  los  numicrosos  asuntos  que 
diariamente  reclaman  su  despacho,  sin  que  pueda  dedi- 
car á  todos  ellos  el  tiempo  de  meditación  y  de  estudio 
que  algunos  requieran. 

Me  ha  sorprendido  también  la  sentencia  por  la  reso- 
lución de  fondo  que  contiene,  extraña  á  la  naturaleza 
del  juicio  que  he  promovido,  al  procedimiento  que  por 
antigua  y  constante  práctica,  ese  juicio  reconoce,  y 
contraria  á  la  misma  teoría  de  derecho  que  parece  que- 
rer consagrar. 

Una  mensura,  señor  juez,  no  tiene  entre  nosotros 
por  único  y  exclusivo,  objeto  una  acción  de  fíniíim 
regiindorum  en  su  verdadera  acepción  jurídica,  ó  una 
cuestión  entre  partes  sobre  establecimiento  ó  remo- 
ción de  límites. 

En  general,  dos  circunstancias  han  influido  directa- 
mente para  que  el  juicio  de  mensura  revista  mayor  im- 
portancia, tenga  diversos  efectos  y  sea  por  su  natura- 
leza muy  distinto  del  juicio  de  apeo  ó  amojonamiento 
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conocido  en  la  Europa.  La  primera  de  esas  circunstan- 
cias, es  la  falta  casi  absoluta  de  limites  naturales  que 
pudieran  servir  para  demarcar  desde  muy  remota  fecha 
la  propiedad  territorial.  La  segunda  es  la  constante 
costumbre  de  adquirirse  y  trasmitirse  el  suelo  en  áreas 
determinadas  por  medida  de  extensión  y  no  por  la  de- 
marcación de  limites.  Podria  aun  agregarse  una  tercera 
circunstancia,  y  es  la  de  que  en  un  pueblo  naciente 
ocupando  un  vasto  territorio,  y  empujado  por  un  rápido 
progreso  material,  el  fraccionamiento  de  la  propiedad 
territorial  es  de  fecha  reciente,  se  realiza  mas  bien 
todos  los  dias,  y  las  distintas  porciones  en  que  se  sub- 
divide,  carecen  de  ubicación  determinada  y  de  limites 
reconocidos  é  invariables. 

((  De  aquí  es  que  una  mensura,  entre  nosotros,  es  la 
inteligencia  y  aplicación  del  título  sobre  el  terreno,  com- 
prendiendo dos  problemas  de  naturaleza  muy  diversa  : 
uno  jurídico  y  otro  geodésico;  uno,  la  inteligencia  de 
los  títulos  y  la  apreciación  de  la  autoridad  de  los  hechos 
existentes ;  otro,  la  aplicación  sobre  el  terreno  de  esa 
inteligencia,  el  procedimiento  práctico.  —  Así,  una 
mensura  contiene  una  relación  escrita  en  la  que  se 
explica  y  describe  minuciosamente  la  operación,  y  otra 
gráfica  en  que  se  hace  la  representación  geométrica  del 
terreno  medido,  sus  distancias,  rumbos,  accidentes  de 
su  topografía  y  avaluación  de  su  superficie. 

))  El  agrimensor,  entre  nosotros,  no  es  en  la  genera- 
lidad de  los  casos,  el  ejecutor  de  una  limitación  orde- 
nada por  el  juez,  no  es  el  perito  que  informa  sobre  el 
estado  de  las  cosas  sometidas  á  su  inspección  ;  el  agri- 
mensor es  algo  mas,  es  mucho  mas ;  es  el  encargado 
de  traducir  en  hechos  las  designaciones  de  los  títulos, 
para  lo  que  tiene  que  entenderlos,  que  interpretarlos, 


JUICIO  DE  MENSURA.  313 

que  conciliarios,  que  descubrir  sus  errores,  que  corre- 
girlos ;  y  el  resultado  de  su  espinosa  tarea  á  este  res- 
pecto, tiene  luego  que  ponerlo  en  relación,  que  compa- 
rarlo con  los  hectios  existentes,  para  lo  cual  es  forzoso 
valorarlos,  acatando  en  consecuencia  unos  y  despre- 
ciando otros,  sometiendo  unas  veces  los  títulos  á  los 
hechos  y  otras  haciendo  prevalecer  aquellos.  La  regla 
única  sobre  la  mas  difícil  parte  de  su  comisión  está  ex- 
presada por  esta  extensa  palabra :  su  criterio.  Su  misión 
lo  lleva  irresistiblemente  al  vasto  campo  de  las  apre- 
ciaciones conjeturables,  á  los  dominios  del  derecho.  » 

Asi  explica  un  distinguido  abogado  de  nuestro  foro, 
el  Dr.  D.  Juan  S.  Fernandez,  agrimensor  también,  en 
un  notable  trabajo  sobre  el  origen  y  división  de  nuestra 
propiedad  territorial,  la  naturaleza  de  una  mensura  y 
las  delicadas  funciones  que  en  ella  cumplen  al  agri- 
mensor. 

Esa  explicación  está  conforme  con  las  ideas  mani- 
festadas por  la  oficina  científica  que  preside  y  dirige 
esos  importantes  trabajos  sobre  nuestra  propiedad  ter- 
ritorial, pues  refiriéndose  á  la  práctica  tan  necesaria 
para  los  agrimensores,  dice  en  la  página  61  de  las  Ins- 
trucciones :  «  Ella  no  consiste  solamente  en  el  manejo 
»  de  los  instrumentos,  traza  de  rumbos  y  medición  de 
»  líneas,  cuyo  aprendizaje  es  facilísimo ;  sino  muy 
))  principalmente  en  el  buen  criterio  que  llega  á  for- 
»  marse  el  agrimensor  con  el  estudio  que  hace  prácli- 
»  camente,  para  juzgar  con  precisión  y  acierto  del  caso 
»  que  le  ocurre,  y  cuál  deba  ser  su  procedimiento,  ya 
»  sea  que  se  trate  de  preferente  ubicación  de  títulos, 
»  del  establecimiento  de  .deslindes  de  propiedades  que 
»  se  sobreponen  ó  de  complicadas  divisiones  que  deba 
»  ejecutar.  » 
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Una  mensura,  pues,  contiene  necesariamente  :  1.°  la 
precisa  ubicación  del  terreno  á  que  el  titulo  se  refiere; 
2.°  la  determinación  del  área  ó  extensión  de  ese  ter- 
reno ;  3.°  la  forma  geométrica  que  le  corresponde ; 
4."  en  fin,  la  determinación  de  los  límites  que  lo  cir- 
cunscriben. 

Desde  luego  resulta  que  una  mensura  entre  nos- 
otros, es  una  cosa  muy  distinta  de  la  operación  pericial 
que  tendria  por  objeto  una  simple  acción  de  fíniíim  re- 
gundorum,  es  decir,  el  establecimiento  ó  remoción  de 
límites  controvertidos  entre  dos  propietarios;  y  la  prác- 
tica diaria  y  constante  de  nuestros  tribunales,  acredita 
que  de  mil  casos,  uno,  tiene  por  objeto  la  mensura 
establecer  ó  remover  un  límite  disputado. 

El  mismo  Dr.  Fernandez,  bace  notar  en  la  obra 
antes  citada,  página  48,  que  la  mensura  y  el  amojona- 
miento, son  dos  operaciones  distintas,  aun  cuando  el 
lenguaje  general  Jas  confunda  y  su  diferencia  es  muy 
clara,  dada  la  naturaleza  de  una  mensura,  de  la  que  el 
amojonamiento  ó  deslinde,  no  es  mas  que  uno  solo  de 
sus  resultados. 

El  mismo  agrega,  en  la  página  72,  que  comparado 
nuestro  procedimiento  con  el  empleado  en  otras  na- 
ciones, no  puede  menos  de  parecer  extraña  la  extrema 
sencillez  á  que  lo  hemos  reducido.  Que  la  mensura  se 
pide  y  se  concede  en  todos  los  casos  aunque  haya  amo- 
jonamiento, aun  cuando  se  trate  de  reivindicar,  y  que 
ella  se  autoriza  por  la  mera  petición  del  propietario 
acompañando  los  títulos  de  su  propiedad.  Podría  sin 
embargo  observarse  en  favor  de  esa  sencillez  del  proce- 
dimiento, que  la  mensura  es  un  juicio  que  puede  ser 
preparatorio  del  ejercicio  de  muchas  acciones  y  puede, 
por  consiguiente,  tener  objetos  muy  diversos. 
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El  mismo  Dr.  Esteves  Saguí,  invocado  por  la  sen- 
tencia, se  ocupa,  al  tratar  del  juicio  de  deslinde  y  amo- 
jonamiento, de  los  distintos  casos  por  que  puede  pro- 
moversC;  expresando  en  el  número  1503  de  su  obra 
que  :  «  Guando  se  quiere  esclarecer  la  propiedad  terri- 
»  torial  entre  los  que  tienen  campos  ó  áreas  linderas  ; 
))  ya  sea  para  impedir  la  intromisión  del  uno  en  el  ter- 
»  reno  del  otro  y  exigir  la  reparación  de  daños,  ó  ya 
))  para  conocer  la  posición  que  corresponda  á  la  pro- 
»  piedad  que  uno  tenga,  se  usa  del  juicio  sumario  de 
»  deslinde  ó  mensura.  » 

En  este  caso,  el  procedimiento  se  reduce  á  pedir  que 
se  mande  practicar  la  mensura,  con  citación  de  linde- 
ros, por  el  agrimensor  público  que  al  efecto  se  pro- 
pone, acompañándose  los  titules  de  propiedad.  A  este 
pensamiento  se  provee  admitiendo  la  mensura  y  se  or- 
dena que  el  agrimensor,  previa  aceptación  jurada  del 
cargo,  proceda  á  practicarla  con  citación  de  linderos, 
debiendo  estos  concurrir  por  sí  ó  por  apoderados  el  dia 
que  haya  de  verificarse  la  operación,  exhibiendo  al 
efecto  sus  títulos  en  ese  acto. 

Cuando  media  cuestión  entre  partes  sobre  los  lí- 
mites, se  agrega  entonces  en  el  pedimento  la  circuns- 
tancia de  que  el  contrario,  nombre  dentro  de  tercer  dia 
otro  perito  por  su  parte,  si  no  se  conforma  con  el  pro- 
puesto, bajo  apercibimiento  de  hacerse  el  nombra- 
miento de  oficio. 

Se  procede  asi  á  la  ejecución  de  la  mensura,  y  si  al 
verificarse  hubiese  oposición  de  linderos,  estos  forman 
su  protesta;  y  se  les  oye  después  bajo  los  trámites  ordi- 
narios hasta  decidirse  el  punto  de  la  dificultad,  previo 
informe  del  Departamento  Topográfico. 

Castro,  en  su  práctica  forense,  se  coloca  también  en 


316  JUICIO  DE  MENSURA. 

los  dos  casos,  es  decir,  el  uno  de  cuestión  entre  partes 
sobre  un  límite  determinado,  el  otro  una  mensura  ge- 
neral para  la  determinación  y  deslinde  de  una  propie- 
dad en  toda  su  circunferencia,  indicando  en  ambos 
casos  el  procedimiento  que  acabo  de  mencionar. 

Tal  es,  señor  juez,  la  naturaleza,  objetos  y  procedi- 
mientos del  juicio  de  mensura  que,  en  el  caso  presente, 
ha  sido  fielmente  observado,  sin  que  le  sean  aplicables 
las  consideraciones  de  la  sentencia  para  desvirtuarlo. 

Yo  he  pedido  la  mensura  para  que  por  ella  se  deter- 
mine la  extensión  de  mi  propiedad,  la  forma  que  esa 
extensión  tiene  en  el  terreno  y  los  limites  que  deben 
circunscribirla.  Si  una  cuestión  de  fíniíim  regiindo- 
rum  ó  de  reivindicación,  aparece  y  se  ejercita,  será  sin 
duda  una  consecuencia,  un  resultado  del  juicio  de  men- 
sura, porque  mientras  esta  no  se  halle  aprobada  como 
corresponde  por  la  autoridad  judicial,  previo  informe 
de  la  oficina  facultativa,  yo  no  sé,  señor,  cuál  es  el  ter- 
reno que  corresponde  á  mi  titulo,  cuál  es  la  forma  de 
ese  terreno  y  si  hay  ó  no  algún  límite  que  remover  ó 
que  fijar,  ni  si  tengo  ó  no  una  porción  de  mi  propiedad 
que  reivindicar  ó  devolver. 

La  acción  de  fíniíim  recjundorum  puede  ser  un  re- 
sultado de  la  mensura  ;  pero  esta  no  es  exclusivamente 
el  ejercicio  de  esa  acción,  ni  la  tiene  por  único  objeto ; 
y  la  sentencia  que  asi  lo  establece,  adopta  una  teoría 
contraria  evidentemente  á  nuestra  práctica  inconcusa,  á 
la  naturaleza  del  juicio,  á  la  forma  del  procedimiento 
observado  hasta  ahora  sin  alteración  y,  debo  decirlo, 
también  á  la  realidad  de  las  cosas. 

La  sentencia  se  funda  además  en  que,  siendo  un  ter- 
reno urbano  el  que  motiva  esta  causa,  tampoco  proce- 
dería la  acción  de  deslinde  ó  íiniíim  regundoruní,  sino 
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la  de  reivindicación.  Invoca  para  ello  la  disposición  de 
la  ley  10,  titulo  15,  partida  6^  y  el  artículo  76,  titulo 
del  condominio,  Código  civil,  y  debo  manifestar  que,  en 
mi  opinión,  no  es  exacta  la  doctrina  que  atribuye  á 
esas  dos  disposiciones  legales. 

Tanto  la  ley  de  partida,  como  el  artículo  citado  del 
Código  civil,  se  apoyan  en  la  doctrina  y  en  las  dispo- 
siciones del  derecho  romano  que  fundan  la  teoría  de  la 
ley. 

La  ley  de  partida  dice  :  «  que  levantándose  des- 
))  acuerdo  entre  los  herederos,  ó  entre  los  otros  con 
»  quien  oviessen  sus  heredades  vecinas,  sobre  los 
»  mojones,  ó  los  términos  de  algún  campo,  ó  de  otra 
»  heredad  de  la  herencia,  de  manera,  que  se  non  pue- 
))  dan  avenir  á  partirla ;  estonce,  para  toller  tal  de- 
))  sacuerdo,  deve  el  juez  yr  á  aquel  campo  ó  aquella 
))  heredad,  é  ver  que  es  aquello  sobre  que  se  desacuer- 
»  dan.  » 

En  la  nota,  la  palabra  heredad,  dice  el  glosador,  que 
debe  entenderse  de  los  predios  rústicos,  pues  en  los 
urbanos  no  cabe  el  juicio  de  demarcación  de  límites, 
según  la  ley  4%  §  10,  título  1*^,  libro  X,  del  Digesto. 

Entre  tanto  esa  ley  romana,  refiriéndose  al  juicio  de 
ñniam  regundoriun,  dice  textualmente  lo  siguiente  : 
«  Ideo  judiciiim  locum  Imhet  in  conñnio  proediorum 
»  rusticorum  :  urhanoriun,  displicuit  :  ñeque  enini 
»  confínes  lii,  sed  magis  vicini  dicuntiir,  et  ea  co- 
»  muniJms  parietihus  plerumque  disterminantur.  Et 
))  ideo  et  si  in  agris  sedifícia  jiiveta  sint,  locus  liuic 
»  acíioni  non  erit  :  et  in  urbe  Iiorlorum  latitud  o  con- 
»  tingere  potest,  ut  etiam  fínium  regundorum  agi 
»  possit.  )) 

A  los  efectos  de  la  ley  llama,  pues,  predio  rústico  á 
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todo  terreno  sin  edificio,  y  predio  urbano  á  todo  ter- 
reno edificado.  Es  la  misma  inteligencia  que  la  ley  2% 
título  31,  partida  8%  da  á  la  servidumbre  urbana,  di- 
ciendo que  asi  se  llama  en  latin  á  aquella  que  ha  un 
edificio  en  otro,  mientras  que  la  ley  3%  siguiente,  llama 
servidumbre  rústica  á  la  que  ha  un  heredamiento  en 
otro,  así  carrera  ó  vía. 

Maynz,  explicando  esta  misma  acción  de  fínium  re- 
ffundorum,  dice  en  el  §  360  :  que  la  acción  supone  la 
confusión  de  límites  de  dos  ó  varios  proedia  rustica 
contiguos,  y  que  se  aplica  en  la  ciudad  á  los  jardines 
contiguos,  pero  no  á  los  edificios. 

Wetter  (1),  manifiesta  que  la  acción  no  se  refiere  ni 
se  aplica  sino  á  terrenos  no  edificados,  estando  los  edi- 
ficios limitados  por  sí  mismos. 

Demolombe,  en  fin  (2),  refiriéndose  al  artículo  646 
del  Código  francés,  dice  que  :  él  se  ha  referido  sin  duda 
á  propiedades  rurales,  es  decir,  á  aquellas  que  no  están 
edificadas  y  que  solo  se  componen  del  terreno,  cual- 
quiera que  sea  el  lugar  donde  ese  terreno  esté  situado, 
deduciendo  en  consecuencia,  de  acuerdo  con  la  letra 
de  la  ley  romana  y  la  doctrina  de  sus  comentadores  : 
1°  que  aun  en  la  campaña,  la  acción  de  limitación  ó 
fínium  regundorum,  no  es  admisible  relativamente  á 
los  edificios,  pudiendo  solo  entonces  intentarse  la  ac- 
ción reivindicatoría ;  2"  que  aun  en  la  ciudad,  aquella 
acción  es  admisible  relativamente  á  los  terrenos  no  edi- 
ficados, como  patios  y  jardines,  aun  cuando  fueran  con- 
tiguos á  edificios. 

Podría  aun  aumentar  las  citas  y  desarrollar  aun  mas 
las  aplicaciones  de  la  doctrina,  si  no  temiera  moles  lar 

(1)  Derecho  romano,  g  271. 

(2)  Tomo  XI,  num.  264. 
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demasiado  la  atención  de  V.  S.,  creyendo  por  otra 
parte,  que  bastan  las  observaciones  que  dejo  consio- 
nadas  para  fundar  la  insubsistencia  del  auto  de  que 
reclamo. 

En  esta  virtud  :  á  V.  S.  suplico  se  sirva  revocar  por 
contrario  imperio  la  resolución  de  foja  30  vuelta  á  3"2, 
concediéndome  en  caso  denegado  el  recurso  de  apela- 
ción que  desde  ahora,  en  subsidio,  interpongo  para 
ante  el  Superior  Tribunal  de  justicia  en  su  ^sala  de  lo 
civil  en  turno. 

Es  justicia,  etc. 

José  Igartúa. 
Moreno. 


Conferido  traslado  de  este  escrito,  la  parte  contraria  lo  evacuó 
pidiendo  al  juzgado  que  no  hiciese  lugar  á  lo  solicitado  por  Igar- 
túa. 

Practicada  la  mensura,  dice,  á  solicitud  de  la  parte  contraria, 
observó  el  agrimensor  en  su  nota  de  foja  11  que,  en  su  opinión, 
el  terreno  de  Igartúa  debia  avanzar  unos  cartoce  metros  en  el 
de  Vermoellen,  hallándose  esta  fracción  dentro  del  cerco  de  de- 
marcación de  este  último  terreno.  Lo  que  se  pretendía,  pues,  por 
Igartúa  era  que  se  le  entregase  ese  terreno  que  ella  posee  actual- 
mente ;  la  acción  que  según  esto  debia  intentar  Igartúa,  era  la 
de  reivindicación  y  no  la  de  deslinde.  Hé  aquí  por  qué  el  juez  es- 
tuvo en  su  lugar  al  dictar  el  auto  de  foja  30,  puesto  que,  orde- 
nando la  ley  el  ejercicio  de  una  acción  determinada,  no  podia 
permitir  que  aquella  se  violase  impunemente,  viniendo  de  este 
modo  á  hacer  efectiva  la  aplicación  de  una  regla  legal  descono- 
cida por  las  partes. 

Respecto  de  la  naturelza  del  juicio  de  mensura,  dice  que,  en 
primer  lugar,  el  terreno  en  cuestión  tiene  su  cerco  fijo  y  deter- 
minado, además  que  el  agrimensor  no  tiene  la  importancia  que 
Igartúa  le  atribuye,  pues  de  otro  modo  vendría  á  colocarse  por 
encima  de  toda  ley  y  abrogarse  facultades  omnímodas. 
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Concluye  diciendo  que  es  en  vano  que  Igarlúa  trate  de  desvir- 
tuar el  efecto  del  artículo  76,  del  condominio,  que  ordena  se  in- 
tente la  acción  reivindicatoría  cuando  se  trata  de  predios  urba- 
nos ;  que  además  viene  á  confirmar  su  opinión  el  articulo  75  del 
mismo  título  que  dice  :  «  Guando  los  límites  de  los  terrenos  es- 
tán contestados,  la  acción  competente  á  los  colindantes  es  la  d;.; 
reivindicación,  para  que  á  uno  de  los  poseedores  se  le  restituya 
el  terreno  que  ocupa  el  otro  »;  y  la  nota  del  arlículo  74  :  «  La 
acción  de  deslinde  es  muy  distinta  de  la  acción  reivindicatorin, 
que  se  da  cuando  los  límites  no  estuviesen  confundidos  y  se 
hallaren  ya  demarcados  ». 


El  juez  dictó  el  auto  que  sigue  : 

Buenos  Aires,  4  de  sclicmbi'c  cíe  1874. 

Vistos  :  por  los  fundamentos  de  la  providencia  recurrida  de 
foja  30,  y  considerando  además,  en  cuanto  á  la  forma  de  dicho 
pronunciamiento  : 

1."  Que  aun  cuando  el  demandado  no  haya  hecho  observación 
al  ejercicio  de  la  acción  contra  él  instaurada,  es  uno  de  los  pri- 
mordiales deberes  de  los  que  administran  justicia  velar  por  la 
estricta  observancia  de  las  leyes  y  aun  el  espíritu  de  la  legisla- 
ción vigente  sobre  procedimientos,  que  el  juez  no  debe  consentir 
que  los  juicios  se  sustancien  de  manera  que  ningún  resultado 
práctico  puedan  producir  para  los  litigantes  (1). 

Y  considerando  en  cuanto  al  fondo  de  la  providencia  recur- 
rida. 

2.°  Que  practicada  la  operación  de  mensura  y  presentada  al 
juzgado,  con  el  informe  de  foja  11,  y  la  protesta  formulada  á 
foja  19,  que  fuese  oida  la  protestante  doña  María  Antonia  Rubio 
de  Vermoellen  para  que  fundase  su  oposición. 

3.°  Que  entre  tanto,  y  resultando  del  mismo  expediente,  que 
están  cuestionados  los  límites  de  los  terrenos  respectivos,  la  ac- 

(i)  Ley  7%  til.  14,  I'art.  3\ 
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cion  que  compete  al  colindante  es  la  de  reivindicación  para  que 
se  le  restituya  en  la  posesión  en  que  se  encuentra  su  vecino  y  á 
que  aquel  cree  tener  derecho  (1). 

4."  Que  correspondiendo  á  la  poseedora  doña  María  Antonia 
Rubio  de  Vermoellen  el  rol  de  demandada  en  este  juicio,  la  pro- 
secución de  los  procedimientos  en  la  forma  en  que  estaban  ini- 
ciados, invierte  totalmente  el  orden  legal,  imponiéndole  las  obli- 
gaciones y  responsabilidades  de  parte  actora  y  sometiéndola  á 
la  sumaridad  que  es  esencia  en  el  juicio  de  mensura. 

Por  estos  fundamentos,  no  ha  lugar  á  la  revocatoria  solicitada 
en  el  escrito  de  foja  33,  pero  atenta  la  apelación  subsidiariamente 
deducida,  se  concede  esta,  en  relación,  para  ante  el  Superior  Tri- 
bunal de  justicia  en  su  sala  de  lo  civil,  á  donde  se  elevarán  los 
autos  en  la  forma  de  estilo. 

Luís  Beláustegui. 


He  a({ui  la  sentencia  pronunciada  sobre  este  asunto  por  la  Cá- 
mara de  Apelaciones  en  lo  civil. 


Buenos  Aires,  30  de  noivembre  de  1875. 
Señores  :  Eguía.  —  Mavtincz.  —  Basavilhaso. 

Y  vistos,  considerando  :  Primero.  Que  ü.  José  Igartúa  solicitó 
en  su  escrito  de  foja  7  que  se  autorizase  la  mensura  judicial  del 
terreno  qne  expresa,  proponiendo  para  practicar  esa  diligencia  al 
agrimensor  D.  Hipólito  Gaillard. 

Segundo.  Que  verificada  la  operación  enunciada,  y  después  del 
auto  de  foja  15,  se  pidió  por  Igartúa  á  foja  19  se  confiriese  tras- 
lado á  la  señora  Vermoellen,  que  habia  protestado  de  dicha  ope- 
ración para  que  expusiera  los  fundamentos  de  su  oposición,  dán- 
dosele en  seguida  vista  (á  Igartúa)  á  fin  do  pedir  lo  que  creyese 
justo  y  conveniente  á  sus  derechos. 

(1)  Código  civil,  artículo  75,  lít.  del  condominio . 

I.  21 
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Tercero  :  Que  la  petición  de  Igartúa  expresada  en  el  precedente 
considerando,  es  la  que  ha  dado  origen  á  la  tramitación  que  se  ha 
seguido,  completamente  inútil  para  los  fines  á  que  es  encaminada 
la  gestión  de  Igartúa,  y  contraria  á  la  naturaleza  del  juicio  ini- 
ciado en  el  escrito  de  foja  7. 

Cuarto  :  Que  si  no  bastasen  los  términos  del  recordado  escrito 
de  foja  7,  la  exposición  hecha  por  Igartúa  (foja  39  vuelta)  haria 
conocer  que  él  se  ha  propuesto  al  iniciar  este  juicio  saber  cuál 
terreno  le  corresponde  después  de  la  enagenacion  anotada  al  fin 
del  testimonio  de  foja  1,  cuál  es  la  formula  de  ese  terreno;  ó  si 
en  dicho  terreno  hay  algún  límite  que  remover  ó  que  fijar,  ó  al- 
guna porción  que  reivindicar  ó  devolver  :  á  la  consecución  de 
cuyos  propósitos  se  encaminarla  formulando  después  de  practi- 
cada la  mensura,  las  peticiones  conducentes  á  autorizarla,  ó  aun 
entablando  las  acciones  que  según  su  propia  aserción  (foja  40), 
puedan  ser  el  resultado  de  la  misma  mensura,  pero  en  manera 
alguna  pretendiendo,  como  lo  hace  (foja  18),  que  la  señora  Ver- 
moellen  asuma  el  rol  de  actora  fuera  de  los  únicos  casos  en  que 
esto  es  procedente  según  las  disposiciones  de  las  leyes  46  y  47, 
titulo  2°,  partida  3^ 

Quinto  :  Que  el  procedimiento  actuado  á  instancia  de  Igartúa 
(foja  19)  no  debe  llevarse  adelante,  por  no  ser  la  prosecución  del 
iniciado  con  el  escrito  de  foja  7,  en  que  solo  se  trata  de  uno  de 
aquellos  actos  de  jurisdicción  voluntaria,  en  los  que  es  de  esencia 
que  no  exista  contradicción  de  parte,  como  no  lo  es  del  que  cor- 
responde á  la  naturaleza  y  objeto  del  juicio  de  mensura  según 
lo  define  y  explica  el  práctico  Estoves  Sagui  en  los  números  1503 
y  siguientes,  tomando  por  base  las  disposiciones  del  decreto  pa- 
trio de  28  de  junio  de  1827,  que  habria  hecho  preceder  la  men- 
sura de  la  citación  judicial  del  dueño  del  terreno  contiguo  al  ter- 
reno que  fuese  objeto  de  tal  mensura,  y  del  nombramiento   por 
el  mismo  de  otro  perito,  si  no  se  conformase  con  el  propuesto  por 
el  dueño  del  terreno  que  debiera  mensurarse,  lo  que  no  ha  suce- 
dido en  este  caso. 

Por  estas  consideraciones  :  se  declara  nulo  todo  lo  actuado  en 
este  expedieate  desde  la  foja  19  adelante,  confirmándose  en  con- 
secuencia en  esta  sola  parte  la  resolución  apelada,  corriente  á 
foja  30  vuelta,  y  revocándose  en  todo  lo  demás  que  resuelve ;  sa- 
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tisfechas  las  costas  anteriores  ala  providencia  de  foja  56,  devuél- 
vanse. Repónganse  los  sellos. 

Eguía.  —  Martínez, 

Ante  mi  :    Carlos  Miguel  Pérez, 
Secretario. 


En  discordia,  y  vistos :  Considerando  :  —  Primero  :  que  al 
solicitar  D.  José  Igartúa  á  foja  7,  que  el  juez  a  quo  autorizara 
la  mensura  de  un  sobrante  de  terreno  de  que  es  propietario,  se- 
gún lo  comprueban  los  títulos  acompañados  de  fojas  1  á  7,  no 
ha  deducido  la  acción  de  deslinde,  sino  que  se  ha  limitado  sim- 
plemente á  pedir  una  diligencia  tendente  á  determinar  con  exac- 
titud la  ubicación  y  extensión  de  su  terreno,  según  él  mismo  lo 
expresa  á  foja  7. 

Segundo  :  que  este  objeto  es  el  que  generalmente  tienen  los 
juicios  de  mensura  que  se  promueven  en  la  Provincia,  cuyo 
procedimiento  es  distinto  al  que  debe  observarse  en  el  juicio  de 
deslinde,  para  ejercitar  la  acción  del  mismo  nombre,  á  que  se 
refiere  el  artículo  76,  título  8°,  libro  III,  Código  civil. 

Tercero  :  que  si  bien  este  juicio  no  está  autorizado  expresa- 
mente por  las  leyes,  ha  sido  introducido  por  la  práctica  y  consen- 
tido por  la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  como  implícitamente 
lo  dice  el  práctico  Estoves  Saguí  en  sus  Procedimientos  Civiles, 
número  1503,  al  señalar  como  uno  de  los  objetos  del  juicio  de 
deslinde  ó  mensura,  el  conocer  la  porción  que  corresponde  á 
la  propiedad  que  uno  tenga. 

Cuarto  :  que  siendo  el  objeto  de  este  juicio  un  acto  de  jurisdic- 
ción voluntaria,  en  que  la  intervención  del  juez  es  necesaria 
para  darle  vaUdez  (1),  no  puede  el  juez  negarse  á  intervenir  en  el 
juicio,  porque  baria  ilusorio  el  derecho  del  propietario  á  promo- 
verlo. 


(1)  Artículo  4"  del  decreto  de  25  de  setiembre  de  182i;  inciso  1°,  art.  C" , 
ley  7  de  octubre  de  1857;  y  art.  íjo  de  las  Instvuccioaos  para  los  acfn'inon  - 
sores. 
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Quinto:  que  si  bien  la  oposición  de  la  señora  Vermoellen, 
como  lindera,  convertirla  el  acto  de  jurisdicción  voluntaria  en 
acto  de  jurisdicción  contenciosa,  esta  oposición  no  ha  sido  de- 
ducida aun,  y  por  lo  tanto  no  ha  llegado  la  oportunidad  de  re- 
solver si  es  ó  no  procedente  el  juicio  contradictorio,  y  por  con- 
siguiente si  debe  continuarse  dando  á  dicha  señora  la  intervención 
que  se  le  ha  dado  á  foja  17  vuelta,  á  petición  de  ella  misma,  ó  si 
debe  limitarse  el  juez  á  resolver  sobre  la  mensura,  como  acto 
de  jurisdicción  voluntaria. 

Sexto :  que  aun  considerada  la  petición  de  foja  7  como  desti- 
nada á  instaurar  la  acción  de  deslinde,  el  juez  a  quo  no  habría 
podido  rechazarla  de  oficio,  porque  siendo  el  deber  del  juez  pro- 
nunciar su  fallo  con  arreglo  á  lo  que  resulta  de  lo  expuesto  y 
probado  por  las  partes,  «  para  oyr  é  librar  las  contiendas  de  los 
ornes  que  antello  viniessen  (1),  »  y  sus  concordantes,  no  puede 
prescindirse  de  la  audiencia  de  aquellas. 

Sétimo  :  que  la  ley  7*,  título  14,  partida  3*,  en  que  se  funda  el 
juez  a  quo,  no  tiene  aplicación  alguna  al  presente  caso,  porque 
ella  se  limita  á  ordenar  al  juez  que  no  consienta  que  las  partes 
produzcan  prueba,  que  no  pueda  aprovecharles  por  no  pertene- 
cer al  pleito  principal. 

Octavo  :  finalmente,  que  en  contraposición  á  esta  ley,  que  solo 
por  analogía  podría  aplicarse,  rigen  las  leyes  15,  título  22;  5", 
título  26  ;  S'^y  8%  título  10,  partida  3%  que  declaran  nulo  el  fallo 
del  juez  que  es  dado  «  sobre  alguna  cosa  ante  que  sea  fecha 
»  demanda  ó  respuesta  sobrella». 

Por  estos  fundamentos  y  los  concordantes  del  escrito  de 
foja  83  á  42,  se  declara  nulo  é  insubsistente  el  auto  de  foja 
30  vuelta,  y  satisfechas  las  costas  anteriores  á  la  providencia 
de  foja  56  devuélvanse  al  juzgado  de  su  procedencia  para  que 
resuelva  sobre  el  artículo  promovido  á  foja21.  Rei)ónganse  los 
sellos. 


Basavilbaso. 


Ante  mí :     Carlos  Miguel  Pei'ez, 
Secretario. 


1)  Ley  5",  til.  i  ,  purl.  3". 
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D.  José  Igartúa  interpuso  el  recurso  por  inaplicabilidad  de 
ley  para  ante  la  Suprema  Corte  de  justicia,  que  le  fué  concedido. 
Y  habiendo  solicitado  que  se  le  permitiese  informar  en  derecho 
á  su  abogado  defensor,  este  presentó  el  siguiente  informe  : 


Buenos  Aires,  10  de  julio  de  1875. 

Suprema  Corte  de  Justicia  : 

V.  E.  me  ha  concedido  que  informe  en  derecho  en 
el  juicio  de  mensura  iniciado  por  D.  José  Igartúa, 
para  exponer  los  fundamentos  legales  que  favorecen  la 
causa  que  patrocino  ;  y  es  de  mi  deber,  para  llenar 
las  condiciones  del  permiso  de  V.  E.  y  corresponder 
á  los  respetos  que  le  son  debidos,  presentar  la  cues- 
tión con  toda  claridad  y  precisión  y  limitarme  á  una 
exposición  sucinta  de  los  motivos  legales  que  le  son 
referentes. 

José  Igartúa,  acompañando  los  títulos  que  justifican 
su  propiedad  de  un  terreno  de  quinta  situado  á  in- 
mediación de  la  plaza  «  11  de  Setiembre  »,  se  pre- 
sentó pidiendo  la  mensura  de  dicho  terreno,  con  el  fin 
«  de  determinar  con  exactitud  la  ubicación  y  exten- 
sión del  sobrante  que  le  quedaba,  después  de  la  ena- 
genacion  que  habia  verificado  de  una  parte  de  dicho 
terreno  ».  Accediendo  el  juzgado  de  primera  instancia 
á  esta  petición,  comisionó  al  agrimensor  propuesto 
para  que  verificara  la  operación  de  mensura,  que  al 
realizarse  por  el  perito,  previa  citación  de  linderos  y 
demás  formalidades  legales,  fué  protestada  por  la  se- 
ñora de  Vei'moellen,  cuya  protesta  fué  dirigida  en 
tiempo  oportuno  al  presidente  del  Departamento  Topo- 
gráfico. 
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De  la  mensura  y  protesta  presentada,  el  juzgado 
confirió  á  mi  parte  traslado  y  vista  al  agente  fiscal, 
foja  15;  y  evacuándolo,  solicité  que  se  diera  vista  á  la 
señora  de  Vermoellen  para  que  fundara  su  protesta, 
que  no  contenia  ningún  motivo  de  derecho  para  opo- 
nerse^ como  lo  hacia,  á  la  aprobación  de  la  mensura, 
y  que  se  limitaba  á  expresar  que  habiéndose  medido 
su  terreno  por  otro  agrimensor  y  pendiente  todavía 
esta  operación  déla  aprobación  judicial,  pedia  que  se 
suspendiera  la  secuela  de  esta  causa  á  fin  de  que  se 
tuvieran  á  la  vista  las  dos  mensuras  para  resolverla. 

Esta  indicación  de  la  protesta,  revistió  mas  tarde  la 
forma  de  una  articulación,  foja  21,  que  sustanciada  en 
forma,  dio  lugar  al  auto  de  fojas  30  vuelta  á  32,  que 
ha  dado  origen  al  incidente  que  viene  hoy  buscando  la 
resolución  de  V.  E. 

En  dicho  auto,  el  juez  de  primera  instancia  en  vez 
de  resolver  la  articulación  promovida,  foja  21,  equivo- 
cando manifiestamente  la  naturaleza  del  juicio  instau- 
rado y  las  doctrinas  legales  referentes  á  la  acción  de 
fíninm  regundorum,  al  mismo  tiempo  que  extralimitaba 
sus  funciones  de  magistrado  decidiendo  ex  offício  un 
punto  de  derecho  que  no  había  sido  materia  de  litigio  ni 
de  discusión  entre  las  partes,  anula  todo  lo  obrado,  re- 
servando á  Igartúa  la  acción  reivindicatoría  que  pudiera 
corresponderle,  desde  que  declaraba  improcedente  la 
de  mensura  ó  deslinde. 

Los  errores  de  derecho  de  esta  sentencia,  han  sido 
corregidos  por  la  primera  Cámara  de  Apelaciones  en 
lo  civil  ;  pero  desconociendo  á  su  vez  la  naturaleza  y 
objeto  del  juicio  de  mensura,  así  como  el  procedi- 
miento que  la  leyes  patrias  y  una  jurisprudencia  cons- 
tante le  han  impreso,  limita  la   nulidad  pronunciada 
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en  primera  instancia  á  las  actuaciones  posteriores  á 
foja  19,  revocando  en  todo  lo  demás  el  auto  de  primera 
instancia. 

No  es  ya  porque  la  acción  de  fínium  regundoriim, 
no  proceda  respecto  de  predios  urbanos,  considerán- 
dose equivocadamente  como  tales  los  terrenos  de  quinta 
ó  sin  edificio,  ubicados  en  el  egido  de  una  ciudad,  que 
se  niega  á  mi  parte  el  derecho  de  continuar  el  juicio 
de  mensura  hasta  su  definitiva  conclusión,  obteniendo  • 
aprobación  judicial,  previa  audiencia  y  discusión  de  las 
partes  interesadas  en  su  resultado.  Este  error  del 
auto  de  primera  instancia  ha  sido  reconocido  y  conde- 
nado por  la  primera  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  civil. 

Ahora  se  le  niega  á  Igartúa  ese  derecho,  se  le  im- 
pide continuar  y  concluir  el  juicio  de  mensura,  se  le 
paraliza  su  acción,  se  le  prohibe,  en  fin,  averiguar  con 
intervención  de  la  justicia,  enjuicio  contradictorio  con 
los  que  niegan  su  derecho,  cuál  es  la  ubicación  y  ex- 
tensión de  un  terreno  de  su  propiedad  que  por  medio 
de  la  mensura  debian  quedar  determinadas  con  preci- 
sión. 

La  cuestión  versa,  pues,  sobre  la  naturaleza,  objeto 
y  procedimientos  del  juicio  de  mensura. 

Yo  no  debo,  Excmo.  Señor,  repetir  las  considera- 
ciones expuestas  á  foja  35,  referentes  á  este  punto,  que 
doy  aquí  por  reproducidas  y  de  que  V.  E.  se  instruirá 
al  estudiar  esta  causa.  Debo  solo  limitarme  á  hacer 
resaltar  las  diferencias  que  existen  entre  el  juicio  de 
deslinde  y  el  de  mensura,  para  comprobar  el  error  de 
la  sentencia  apelada  y  recordar  las  disposiciones  pa- 
trias y  la  jurisprudencia  que  viola  dicha  sentencia. 

Una  de  las  fuentes  mas  autorizadas  de  la  doctrina 
jurídica,   en  materia  de  procedimientos  civiles,  es  la 


328  JUICIO  DE  MENSURA. 

obra  que  con  ese  título  debemos  á  la  contracción  y  al 
estudio  de  uno  de  nuestros  mas  distinguidos  abogados. 
Pero,  por  relevante  que  sea  su  mérito,  por  legítima 
que  sea  su  autoridad  no  es  posible  desconocer  que  un 
examen  crítico  fundamental  y  recto,  podría  descubrir 
deficiencias  y  errores  en  la  doctrina  legal,  ya  porque 
inherentes  á  la  naturaleza  humana,  ya  porque  es  im- 
posible abarcar  con  un  criterio  siempre  exacto,  todas 
las  ramificaciones  y  detalles  de  un  trabajo  intelectual 
y  científico  de  vastas  proporciones. 

Uno  de  esos  errores  ha  dado  margen  al  que  la  sen- 
tencia apelada  consigna. 

El  Dr.  Estoves  Saguí,  en  su  importante  obra  sobre 
los  procedimientos  civiles,  consagra  un  capítulo  espe- 
cial al  juicio  de  deslinde  y  amojonamiento,  en  el  cual 
no  solo  trata  del  que  con  ese  nombre  conocían  nuestras 
antiguas  leyes  y  derivaba  su  origen  del  derecho  ro- 
mano, como  ejercicio  de  la  acción  íinhini  regunclorum, 
sino  también  del  juicio  de  mensura  establecido  por 
nuestras  leyes  patrias  y  la  jurisprudencia  de  nuestros 
tribunales  y  que  á  pesar  de  analogías  y  afinidades 
con  aquel,  es  sin  embargo  distinto  en  su  objeto  y  en 
el  procedimiento,  como  que  tiene  por  base  las  condi- 
ciones, especiales  de  nuestro  suelo,  las  tradiciones  his- 
tóricas sobre  determinación  de  la  propiedad  territorial 
que  nos  son  propias  y  costumbres  arraigadas  en  la 
solución  de  las  cuestiones  á  que  da  lugar  la  determi- 
nación del  área  de  un  terreno  con  relación  al  título  que 
constituye  el  derecho. 

ElDr.  Estoves  Saguí,  confundiendo  los  objetos  de  uno 
y  otro  juicio,  declara  en  el  número  1503,  que  (.<  cuando 
»  se  requiere  establecer  la  propiedad  territorial  entre 
i)  los  que  tienen  campos  ó  áreas  linderas  ;  ya  sea  para 
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»  impedir  la  intromisión  del  uno  en  el  terreno  del  otro 
))  y  exigir  la  reparación  de  daños,  ó  ya  para  conocer 
»  la  porción  que  corresponda  á  la  propiedad  que  uno 
))  tenga  :  se  usa  del  juicio  sumario  de  deslinde  ó  men- 
»  sur  a.  » 

En  el  número  siguiente  indica  los  primeros  trámites 
que  corresponden  no  al  juicio  de  deslinde  sino  al  de 
mensura;  y  cuando  quiere  explicar  el  objeto  de  la 
citación  de  linderos,  número  1505,  trae  estas  textuales 
palabras.  «  La  citación  tiene  además  el  objeto  de  que 
»  propongan  otro  perito  por  su  parte,  si  no  estuviesen 
»  conformes  con  el  nombrado,  á  fin  de  que  juntos 
))  verifiquen  la  mensura.  Pero  esto  generalmente  tiene 
))  lugar  cuando  media  cuestión  entre  partes,  n 

Hé  aquí,  Excmo.  Señor,  perfectamente  confundidos 
el  juicio  de  deslinde  y  el  juicio  de  mensura,  equivocando 
la  operación  gráfica  que  sirve  de  elemento  de  prueba 
ó  de  decisión  en  el  juicio  de  deslinde,  ó  como  medio  de 
ejecución  de  la  sentencia  que  en  ese  juicio  recaiga, 
con  el  juicio  de  mensura,  mucho  mas  general  y  amplio, 
y  que  comprende  á  la  vez  la  determinación  de  la  pro- 
piedad territorial,  su  ubicación,  la  extensión  del  área 
que  contenga,  la  forma  geométrica  que  le  corresponda, 
y  la  fijación  de  sus  límites,  todo  con  relación  al  título 
que  consagre  el  derecho  de  propiedad,  y  á  los  títulos  y 
formas  gráficas  de  las  propiedades  colindantes. 

Esta  distinción  entre  el  juicio  de  mensura  y  el  de 
deslinde,  que  está  en  la  naturaleza  de  las  cosas,  no 
la  debemos,  Excmo.  Señor,  á  nuestro  propio  exa- 
men. Además  de  su  valor  intrínseco,  tiene  por  apoyo  la 
incontestable  autoridad  de  un  distinguido  juriscon- 
sulto, á  cuyo  espíritu  observador  y  profundo  deben 
muchos  abogados  de  nuestro  foro,  nociones  exactas  y 
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fundamentales  en  la  ciencia  del  procedimiento  civil. 

La  hemos  recibido  de  los  labios  del  Dr.  Acevedo, 
que  enseñando  esta  parte  tan  interesante  de  la  cien- 
cia del  derecho,  nos  hacia  comprender  el  error  del 
Dr.  Estoves  Saguí,  sobre  este  punto,  en  las  siguientes 
palabras  que  literalmente  trascribimos,  consignadas  en 
una  nota  que  debia  servir  de  guía  al  espíritu  estudioso 
para  el  desenvolvimiento  de  las  ideas  : 

«  El  juicio  de  mensura  y  el  deslinde,  no  deben  con- 
))  fundirse,  porque  el  primero  tiene  lugar  cuando  se 
))  trata  de  determinar  la  propiedad  territorial  ó  de  fijar 
»  y  señalar  con  mojones  las  líneas  que  separan  un  ter- 
»  reno  de  las  heredades  contiguas,  sin  que  haya  des- 
))  acuerdo  previo  entre  las  partes,  mientras  que  por  el 
»  contrario,  el  juicio  de  deslinde  se  verifica  cuando 
»  disputando  dos  ó  mas  linderos  acerca  de  sus  terrenos 
»  ó  heredades,  se  trata  de  acreditar  la  verdadera  y  anti- 
))  gua  hnea  divisoria  y  restablecer  ios  mojones  perdi- 
»  dos,  ó  alterados  por  malicia  ó  por  descuido.  » 

))  Se  diferencia  :  Primero.  En  que  el  juicio  de  men- 
))  sura  tiene  por  objeto  medir  y  determinar  cuál  sea 
))  la  ubicación,  extensión  ó  límites  de  una  heredad  ó 
»  tierra,  mientras  que  por  el  deslinde  se  procura  resta- 
»  blecer  la  antigua  línea  que  ha  sido  alterada  ú  oscure- 
))  cida. 

))  Segundo.  El  juicio  de  deslinde  tiene  por  único 
))  objeto  derimir  las  cuestiones  suscitadas  acerca  del 
»  verdadero  límite ;  no  así  el  de  mensura. 

»  Tercero.  El  juicio  de  deslinde  supone  siempre  la 
»  existencia  de  un  juicio  de  mensura  anterior;  no  así 
»  este  la  de  aquel. 

))  Cuarto.  El  procedimiento  en  el  de  mensura  es  el 
))  que  indica  el  Dr.  Estoves  Saguí,  mientras  que  en  el 
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»  de  deslinde  se  observa  lo  que  prescribe  la  ley  11,  tí- 
))  tulo  15,  partida  Q\  y  8'  y  13,  titulo  14,  partida.  3'.  » 

¿  Cuál  es  el  procedimiento  que  indica  el  autor  ? 

El  está  expresado  en  todos  sus  detalles,  en  los  nú- 
meros 1504,  1507,  1508  1509  y  1510  ;  y  este  proce- 
dimiento, distinto  del  correspondiente  al  juicio  de  des- 
linde, se  halla  establecido  por  decretos  patrios  y  por 
la  jurisprudencia  que  conculca  la  sentencia  en  mayoría 
de  la  Cámara  de  Apelaciones  en  lo  civil. 

El  que  solicita  la  mensura  é  inicia  el  juicio,  se  pre- 
senta acompañando  los  títulos  de  propiedad  y  pi- 
diendo que  se  mande  practicar  la  operación,  con  cita- 
ción de  linderos,  por  el  agrimensor  público  que  al  efecto 
proponga. 

El  juicio  comienza  así  por  un  acto  de  jurisdicción 
voluntaria ;  pero  lleva  en  §í  el  germen  de  jurisdicción 
contenciosa,  sin  la  cual,  la  operación  de  mensura  care- 
cería de  todo  objeto  jurídico  y  estaría  desprovista  de 
toda  autoridad,  quedando  circunscripta  á  los  estrechos 
límites  de  un  acto  enteramente  privado  y  unipersonal, 
incapaz  de  producir  efecto  alguno  de  derecho. 

El  juicio  se  abre  verdaderamente  con  la  operación 
misma  de  la  mensura  que  el  perito  practica  por  comisión 
del  juez  competente,  en  presencia  de  los  linderos  que 
manifiestan  su  voluntad  de  aceptar  la  traza  de  las  líneas 
que  circunscriben  y  dividen  la  propiedad  en  cuestión, 
de  las  colindantes,  ó  reclaman  de  su  establecimiento 
como  usurpaciones  ó  avances  á  sus  derechos  propios. 

Desde  que  una  mensura  no  es  mas  que  la  expresión 
gráfica  del  título  que  traduce  en  formas  geométricas 
sobre  el  terreno,  el  silencio  ó  la  protesta  de  los  propie- 
tarios colindantes,  importan  el  reconocimiento  del  de- 
recho que  eltítíilo  consagra,  ó  su  negación  expresa. 
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Si  al  verificarse  la  operación  no  se  formula  protesta 
alguna,  y  se  halla  científicamente  ejecutada,  la  apro- 
bación judicial  procede  de  derecho ;  y  queda  establecido 
para  en  adelante,  el  precedente  legal  del  reconoci- 
miento délos  límites  establecidos,  que  dan  forma  gráfica 
al  título  del  terreno  mensurado  respecto  de  todos  los 
propietarios  colindantes,  que  citados,  presenciaron  la 
operación  de  mensura  y  aprobaron  el  establecimiento 
de  los  límites  que  el  perito  ejecutó  ;  sin  que  tengan  des- 
pués derecho  á  desconocerla  ó  contrariarla  sino  en  los 
casos  de  error  de  cálculo  ó  de  error  científico  en  la  apre- 
ciación del  área  ó  de  los  ángulos  que  debieran  dar  una 
dirección  determinada  á  las  líneas,  por  cuya  razón  se 
dice  que,  en  principio  y  por  regla  general,  una  men- 
sura aprobada  no  pasa  en  autoridad  de  cosa  juzgada. 

Por  el  contrario,  cuando  Ja  mensura  se  protesta  es 
necesario  deslindar  el  conflicto  de  derecho;  es  preciso 
que  el  reclamante  venga  á  hacer  saber  sus  pretensiones 
en  juicio;  se  requiere  en  fin,  que  exponga  ante  el  ma- 
gistrado los  motivos  que  le  impulsan  para  rechazar  la 
operación  practicada  y  para  afirmar  que  son  heridos  y 
conculcados  sus  derechos. 

Por  eso  es  que  el  artículo  11  del  decreto  de  25  de 
setiembre  de  1824,  dispone  que  «  siempre  que  alguna 
»  de  las  partes  ó  lindero,  proteste  contra  la  mensura, 
))  alegando  mejor  derecho,  la  cuestión  se  ventilará  con 
))  arreglo  á  las  leyes  ante  los  tribunales  ordinarios  ». 
Por  eso  también  en  las  instrucciones  para  los  agri- 
mensores, aprobadas  por  el  gobierno  en  1861  (1),  se 
reglamenta  con  prolijidad  en  los  artículos  10  á  14  in- 
clusive, el  modo  y  forma  de  la  citación  de  linderos;  en 

(1)  Registro  oficial  de  ese  nfio,  pág.  IXá  y  siguientes. 
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el  artículo  38  se  ordena  que  consignen  las  protestas 
verbales  y  en  el  40,  que  todo  agrimensor  debe  hacer 
constar  los  linderos  que  asistieron  á  su  operación, 
quienes  por  sí  y  cuales  fueron  representados,  por 
quiénes  y  con  qué  poder ;  si  se  conformaron  ó  no 
con  la  mensuro;  y  si  la  objetaron,  con  qué  funda- 
mento . 

La  jurisprudencia,  de  acuerdo  con  las  disposiciones 
patrias,  ha  establecido  invariablemente  el  procedi- 
miento adecuado  para  dar  solución  á  las  cuestiones 
que  origina  una  mensura,  llevando  el  juicio  hasta  su 
definitiva  determinación,  y  por  eso  toda  vez  que  una 
protesta  se  presenta  en  una  diligencia  de  mensura,  se 
da  vista  de  ella  al  querellante,  quien  expone  los  mo- 
tivos de  hecho  ó  de  derecho  que  fundan  su  oposición, 
y  la  causa  se  ventila  y  se  decide  por  los  trámites  co- 
munes establecidos  por  las  leyes  para  los  juicios 
ordinarios. 

Este  procedimiento  está  conforme  con  la  naturaleza 
misma  de  las  cosas,  porque  aquel  que  se  opone  á  una 
mensura,  aquel  que  rechaza  el  establecimiento  de  las 
líneas  que  le  dan  forma  geométrica  sol) re  el  terreno, 
al  derecho  de  propiedad  que  el  título  consagra,  está 
obligado  á  declarar  qué  motivo  determina  su  oposi- 
ción, porque  de  otra  manera,  dependería  de  su  volun- 
tad y  de  su  mera  negativa  el  derecho  de  propiedad  á 
cuyo  reconocimiento  se  niega. 

Sin  los  fundamentos  de  la  protesta,  ¿cómo  se  sabría 
sí  ella  se  funda  en  un  error  de  hecho,  padecido  por  el 
agrimensor,  ó  en  un  desconocimiento  del  derecho  del 
título  que  se  ubica?  ¿Cómo  sabría  el  dueño  del  título 
que  se  ubica,  si  debía  ó  no  reconocer  la  oposición  que 
se  le  hace  v  consentir  en  la  modificación  de  la  men- 
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sura  practicada,  si  no  conoce  los  motivos  que  deter- 
minan y  autorizan  esa  oposición? 

La  obligación  por  otra  parte,  de  fundar  la  protesta 
en  el  juicio  de  mensura,  no  altera  en  manera  alguna 
el  rol  que  debieran  asumir  los  interesados  en  el  juicio, 
porque  una  vez  conocidos  los  fundamentos  de  la  pro- 
testa, toca  siempre  al  que  solicitó  la  mensura  intro- 
ducir la  acción  que  corresponde  á  su  derecho.  Será 
una  reivindicación,  si  de  los  fundamentos  de  la  pro- 
testa resulta  que  la  oposición  se  funda  en  pretensiones 
de  dominio  que  no  debe  reconocer;  será  una  acción  de 
remoción  de  mojones  ó  de  límites,  si  ella  se  apoya  en 
una  línea  mal  establecida  por  error  de  cálculo  ó  de 
apreciación  de  los  títulos  que  no  debieran  subsistir. 
Será  cualquiera  acción,  en  fin,  según  la  que  corres- 
ponda al  ejercicio  de  los  derechos  que  la  protesta  con- 
culque; pero  siempre  la  parte  que  solicitó  la  mensura, 
al  evacuar  el  traslado  que  se  le  confiere  del  escrito  en 
que  se  fundó  la  protesta,  asumiendo  el  rol  de  deman- 
dante, introduce  en  juicio  la  acción  que  corresponda  ; 
y  el  resultado  de  la  causa  corresponde  también  á  estos 
antecedentes,  porque,  ó  bien  se  aprueba  la  mensura 
tal  como  se  practicó  reconociéndose  en  toda  su  pleni- 
tud los  derechos  del  demandante,  es  decir  del  que  soli- 
citó la  operación,  ó  bien  se  desaprueba  y  se  manda 
modificar  haciendo  justicia  á  las  excepciones  ó  pre- 
tensiones del  demandado,  es  decir,  del  que  protestó  la 
mensura. 

Tal  es  la  doctrina  constante,  tal  el  procedimiento 
invariablemente  seguido  en  esta  clase  de  juicios  y  res- 
pecto del  cual  puedo  invocar  sin  temor  alguno  la  larga 
práctica  y  el  conocimiento  personal  de  todos  y  cada 
uno  de  los  magistrados  que  componen  este  augusto 
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tribunal,  cuyos  trabajos  en  el  foro  y  en  la  magistra- 
tura, les  han  ofrecido,  sin  duda  alguna,  mil  ocasiones 
de  comprobar  la  exactitud  de  esta  exposición. 

Resulta  por  consiguiente,  evidentemente  demostrado 
que  la  sentencia  de  que  me  quejo  ante  V.  E.,  viola  las 
disposiciones  patrias  y  la  jurisprudencia  establecida, 
desconociendo  el  procedimiento  para  el  juicio  de  men- 
sura y  los  derechos  que  él  acuerda  á  las  partes,  pade- 
ciendo el  error  de  afirmar  que  puede  el  que  protesta 
una  mensura  asumir  en  algún  caso  el  rol  de  deman- 
dante, y  de  que  el  juicio  deba  paralizarse  siempre  que 
exista  una  protesta  para  dar  lugar  á  una  acción,  cuyo 
ejercicio  será  imposible  sin  conocer  la  clase  de  vio- 
lación á  los  derechos  del  demandante,  por  la  exposi- 
ción de  los  fundamentos  en  que  se  apoye  la  protesta. 

Por  estas  consideraciones  y  motivos  concordantes 
de  la  sentencia  en  minoría  de  la  primera  Cámara  de 
Apelaciones  de  lo  civil,  pido  á  V.  E,  revoque  la  sen- 
tencia en  mayoría,  y  declarando  nulo  é  insubsistente 
el  auto  de  foja  30  vuelta,  devuelva  esta  causa  al  juz- 
gado de  su  procedencia  para  que  resuelva  sobre  el 
artículo  promovido  á  foja  21. 

José  María  Moreno. 


ACUERDO  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


En  Buenos  Aires,  á  veinte  y  ocho  de  enero  de  mil  ochocientos 
sententa  y  seis,  reunida  la  Suprema  Corte  de  justicia  para  pro- 
nunciar sentencia  en  el  recurso  de  inaplicabilidad  de  la  ley, 
interpuesto  por  D.  José  Igartúa,  en  los  autos  que  sigue  con  la 
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señora.  D''  María  A.  Rubio  de  Verinoellen,  sobre  mensura  ;  prac- 
ticada la  insaculación  proscripta  por  la  Constitución,  en  su  artí- 
culo 171,  resultó  para  la  votación,  el  siguiente  orden  :  Doc- 
tores Villegas,  Kier,  Escalada,  González. 

D.José  Igartúa,  solicitó  á  foja  7,  mensura  de  un  terreno,  cuyos 
títulos  acompaña.  Practicada,  foja  9  á  12,  la  protestó  la  lindera 
D*  María  A.  de  Vermoellen.  Habiéndose  ordenado  se  fundase, 
pidió  para  ello,  la  protestante,  se  trajera  á  la  vista  un  expediente 
donde  corría  una  operación-  hecha  anteriormente  en  su  terreno, 
por  otros  agrimensores;  conlra  la  adquiescencia  del  contrario, 
el  juez,  foja  24,  para  mejor  i)rovcer,  mandó  traer  esos  antece- 
dentes, que  no  se  encontraban  en  estado.  Igaitúa,  insistió  á 
foja  26,  el  que  la  señora  Rubio,  fundase  su  protesta  con  ó  sin  la 
mensura  anterior,  y,  combatido  este  pedido  á  foja  29,  el  juzgado 
dio  la  resolución  foja  30  vuelta,  en  la  que  se  declaró  sin  valor  lo 
actuado,  en  razón  de  que,  tratándose  de  cercos,  no  procedía 
juicio  de  deslinde  sino  el  de  reivindicación. 

Igartúa,  combatió  eso  auto  á  foja  33,  que  sostuvo  la  contra- 
parde  a  foja  -45.  El  juzgado  mantuvo  su  resolución,  insistiendo  en 
(jue  el  caso  era  una  cuestión  de  reivindicación  y  que  el  juez  es- 
taba en  el  deber  de  cortar  el  juicio,  según  la  ley  7*,  titulo  14, 
partida  S^,  cuando  ningún  resultado  práctico  debiera  producir ; 
concluía  otorgando  en  relación  ol  recurso  pedido. 

La  Sala  de  Apelaciones,  en  mayoría,  expuso  en  el  auto 
foja  58,  que  el  juicio  de  jurisdicción  voluntaria,  iniciado  por 
Igartúa,  había  perdido  su  carácter  ante  la  protesta  y  contienda 
con  la  señora  Vermoellen,  i)or  lo  (juc  anulaba  el  procedimiento 
desde  la  foja  19. 

Esos  son  los  antecedentes  de  autos  sin  que  haya  hechos  diver- 
gentes que  fijar. 

La  cuestión  jurídica  de  procedimiento  os  : 

«  ¿  Puede  continuarse  un  juicio  de  mensura  cuando  el  lindero 
»  que  la  protesta,  alega  derechos  á  parte  del  terreno  que  com- 
»   prende  la  operación,  dividido  por  cerco?  ». 

El  Dr.  Villegas  dijo  :  Mi  opinión  es  afinnativa. 

La  mesura,  para  que  legalmente  sea  considerada  tal,  no  puede 
ejecutarse  sin  mandato  judicial.  El  agrimensor  no  es  entonces 
sino  el  que,  con  su  ciencia,  pone  en  el  suelo  las  señales  mate- 
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ríales  de  la  extensión  que  se  le  ha  ordenado  medir.  La  opera- 
ción no  va  mas  lejos. 

Ese  mandato  puede  ser,  ó  bien  dando  el  juez  designado  los 
límites  para  que  exprese  la  extensión  que  hay  desde  ó  dentro 
de  ellos  ;  ó  bien  entregando  el  título  escrito  para  que  lo  indique 
sobre  la  superficie. 

Es  esto  lo  que  se  ha  hecho  en  el  caso  actual.  El  Juez  Dr.  Bc- 
láustegui,  ordenó  entregar  al  agrimensor  Gaillard,  los  títulos 
de  Igartúa,  para  que,  con  arreglo  á  lo  en  ellos  expresado, 
declarase  su  encuadre  en  el  suelo. 

El  auto  que  apruebe  ó  desapruebe  la  mensura,  no  es  una  reso- 
lución que  importe  propiedad  ;  es  simplemente  una  declaratoria 
de  que,  sobre  los  títulos  ó  linderos  dados,  la  operación  cien- 
tífica de  demarcación  es  exacta.  Los  requisitos,  que,  fuera  de  ese 
punto,  se  exigen  en  el  acto,  no  son  sino  circunstancias  para 
apreciar  mejor  la  medición. 

El  auto  que  aprueba  ó  desaprueba  la  operación,  no  bonifica 
ni  daña  la  caUdad  intrínseca  de  los  títulos,  ni  perjudica  á  dere- 
chos que  por  contrato  ó  prescripción  se  hubiesen  introducido 
por  terceros,  dentro  del  área  que  el  título  señala. 

Es  por  consiguiente  un  juicio,  con  ó  sin  protesta,  esencial- 
mente diverso  á  los  de  reivindicación  y  deslinde.  La  reinvindíca- 
cíon  es  la  atracción  de  lo  propio,  indebidamente  tenido  por  otro. 
El  de  deslinde,  es  el  restablecimiento  de  las  señales  divisorias 
colocadas  por  orden  de  la  autoridad  ó  el  consentimiento,  ó  tam- 
bién por  primera  fijación,  en  cuyo  caso  se  haría  necesaria  la 
operación  de  mensura  y  su  discusión  sobre  el  mérito  cientí- 
fico de  ella. 

Y  no  solo  es  esa  la  doctrina  que  surge  de  la  naturaleza  de  los 
juicios,  sino  que  ella  tiene  apoyo  en  textos. 

El  articulo  11  del  decreto  de  25  de  setiembre  de  1824,  dice  : 
«  Siempre  que  alguna  de  las  partes  ó  lindero  proteste  contra  la 
»  mensura,  alegando  mejor  derecho,  la  cuestión  se  ventilará  con 
»  arreglo  a  las  leyes  antes  los  tribunales  ordinarios.  »  Luego 
hay  juicio  de  mensura  cuando  sobreviene  la  cuestión  por  la  pro- 
testa de  lindero. 

Los  artículos  26,  39  y  46  de  las  Instrucciones  sancionadas  en 
octubre  de  1861,  someten  al  juicio  de  mensura  la  cuestión  sobre 

I.  22 
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remoción  de  mojones  mal  coiocados,  y  mandan  se  consignen 
todos  los  incidentes  para  que  sirvan  de  prueba  en  el  juicio.  Luego 
no  es  un  juicio  limitado  á  una  tramitación  sin  contienda. 

En  la  resolución  dictada  por  la  mayoría  de  la  Cámara  de  Ape- 
laciones, no  se  ha  aplicado  la  doctrina  legal,  ni  los  preceptos  de 
1824  y  1861. 

No  es  ese  el  solo  vicio  de  la  resolución  apelada. 

Las  partes,  continuando  el  procedimiento,  habian  acatado  la 
validez  de  él,  y  contra  ese  consentimiento,  el  juez  ultra  petita, 
lo  declara  nulo  de  oficio,  en  nombre  de  una  ley  de  partida  que 
solo  se  refiere  á  los  puntos  á  probar,  y  con  olvido  de  las  otras 
oportunamente  recordadas  por  el  vocal  Dr.  Basavilbaso  en  su 
voto  disidente. 

La  consecuencia  de  mi  voto  manifestado,  es  por  la  declaración 
de  validez  en  los  procedimientos  declarados  sin  valor  y  nulos  en 
las  resolucions  apeladas,  debiendo  el  juez  de  primera  instancia 
decidir  el  incidente  pendiente  desde  foja  21. 

Los  Dres.  Kier,  Escalada,  González  manifestaron  estar  de 
acuerdo  con  lo  expuesto  por  el  Dr.  Villegas,  y  se  adhirieron  á  su 
voto. 

Con  lo  que  terminó  el  Acuerdo  que  firmaron  los  señores  de  la 
Suprema  Corte. 

Villegas.  —  Kier.  —  Escalada. — 
González. 

Ante  mí :      Aurelio  Prado, 
Secretario. 

Es  copia  del  Acuerdo  existente  á  foja  doscientas  sesenta  y  ocho 
del  libro  respectivo. 

Aurelio  Prado, 

Secretario. 


Buenos  Aires,  10  de  febrero  de  1876. 

Considerando  :  1°  Que  la  operación  de  mensura  no  es  otra 
cosa  que  la  fijación  en  el  terreno,  de  los  límites  que  establece 
el  título  ó  que  se  han  designado  al  agrimensor  en  el  acto  de  su 
nombramiento.  2°  Que  la  operación  de  deslinde,  es  una  variante 
de  la  de  mensura,  destinada  á  fijar  la  linea  divisoria  ó  restablece» 
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los  mojones  perdidos.  3°  Que  los  juicios  á  que  da  lugar  el  des- 
linde y  la  mensura  son  diversos  por  su  naturaleza  de  los  de  rei- 
vindicación, en  los  que  solo  se  trata  de  recuperar  el  bien  propio 
detentado  por  otra  persona.  4°  Que  cuando  una  mensura  ha  sido 
protestada,  sea  cual  sea  su  objeto,  da  lugar  á  un  juicio  ordinario. 
5°  Que  este  es  el  procedimiento  marcado  en  el  artículo  11  del 
decreto  de  25  de  setiembre  de  1824,  y  en  los  artículos  26, 
39  y  46  de  las  Instrucciones  para  agrirnensores ,  aprobadas  en 
3  de  octubre  de  1861.  6°  Que  el  juez,  contra  la  conformidad  de 
los  interesados  y  fuera  de  lo  pedido  en  los  autos,  no  ha  podido 
declarar  la  nuhdad  de  lo  actuado  (1). 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  existe  inaplicabilidad 
de  ley  en  la  sentencia  pronunciada  en  mayoría  por  la  Cámara 
primera  de  lo  civil,  áfoja  58,  y  mandamos  se  devuelvan  los  autos 
por  su  orden  para  que  el  juez  de  primera  instancia  decida  el  in- 
cidente pendiente  desde  foja  21.  —  Repónganse  los  sellos. 

SisTO  Villegas.  —  Alejo  B.  González.  — 
Manuel  M.  Escalada.  — Sabiniano  Kier. 


Ante  mí:       Aurelio  Prado, 
Secretario. 


(1)  Ley  15,  título  22,  partida  3'. 


DERECHO  ADMINISTRATIVO 


PERSONAS  jurídicas 


Diversas  jurisdicciones  á  que  están  sometidos  los  actos 
de  las  personas  jurídicas  (1). 

1.  Introducción.  —  2.  Historia  del  caso.  —  3.  Nulidad  del  juicio  seguido.  — 
La  municipalidad  al  contratar  en  este  asunto  lo  hacia  ejercitando  funcio- 
nes públicas  y  administrativas.  —  5.  Carácter  esencial  de  las  personas  ju- 
rídicas.—  6.  Error  del  Código  de  Chile.  —  7.  Nuestra  legislación  adopta 
la  buena  doctrina.  —  8.  Caracteres  diversos  de  la  persona  jurídica  de 
existencia  necesaria. — 9.  ¿En  qué  carácter  contrató  la  municipalidad  de 
Mercedes? —  10.  La  capacidad  de  persona  jurídica  es  un  elemento  indis- 
pensable de  la  administración  pública.  Examen  de  esta  teoría.  —  11.  Dis- 
tintas jurisdicciones  á  que  puede  quedar  sometida  la  persona  jurídica.  — 
12.  Jurisdicción  contencioso-administrativa.  División  entre  esta  y  la  civil. 
Casos  de  competencia  en  una  y  otra  jurisdicción. —  13.  Existencia  legal  y 
constitucional  de  lo  contencioso  administrativo.  —  14.  Casos  expresamente 
determinados  por  la  Constitución,  artículo  129.  —  15.  Ley  de  30  de  no- 
viembre de  1857.  Origen  de  la  jurisdicción  del  Superior  Tribunal  en  los 
casos  contencioso  administrativos.  —  16.  División  entre  lo  contencioso 
administrativo,  lo  puramente  administrativo  y  lo  contencioso  civil.  Opi- 
niones de  varios  autores.  —  17.  Identidad  entre  la  doctrina  de  los  auto- 
res citados  y  nuestras  leyes.  — 18.  Condiciones  esenciales  para  establecer 
lo  contencioso  administrativo.  —  19.  El  juez  de  primei'a  instancia  al  re- 
solver el  asunto  Delaguila  extralimita  sus  facultades.  Demostración.  — 
20.  El  poder  ejecutivo  debe  reclamar  su  ejercicio.  —  21.  Conclusión. 

1.°  Habia  pensado  que  la  resolución  de  este  asunto 
debia  postergarse  hasta  que  el  Superior  Tribunal  de 
justicia  decidiera  la  cuestión  de  competencia  de  juris- 


(1)  Vista  fiscal  en  el  asunto  Delaguila  y  la  municipalidad  de  Mercedes. 
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dicción  promovida  por  el  gobierno  en  la  reclamación 
deducida  por  los  empresarios  de  las  obras  públicas  de 
la  ciudad  de  Mercedes  ;  porque  la  sentencia  en  tal  caso 
recaída  debia  bacer  jurisprudencia  perfectamente  apli- 
cable á  casos  idénticos,  como  el  presente,  pero  aun 
cuando  dicho  asunto  ha  sido  resuelto,  el  Superior  Tri- 
bunal se  ha  abstenido  de  pronunciarse  sobre  la  cues- 
tión de  competencia,  juzgando  que  la  ley  que  autorizó 
el  crédito  necesario  para  el  abono  del  saldo  del  importe 
de  esas  obras,  habia  concluido  la  cuestión  de  compe- 
tencia, desde  que  autorizaba  al  poder  ejecutivo  para 
verificar  el  pago,  determinándose  así  la  autoridad  que 
debia  conocer  y  decidir  la  reclamación  pendiente.  Sea 
cual  fuere  el  mérito  de  esta  consideración  del  Superior 
Tribunal,  ella  no  es  aplicable  sino  al  caso  especial  que 
la  motivaba,  de  suerte  que  hoy  me  veo  en  la  necesidad 
de  reiterar  á  V.  E.  los  fundamentos  de  la  opinión  que 
el  gobierno  adoptó,  respecto  de  la  competencia  de  juris- 
dicción en  la  reclamación  de  Barrabino  agregando  las 
consideraciones  particulares  que  la  naturaleza  del  pre- 
sente caso  sugiere. 

2."  La  municipalidad  de  ^Mercedes  sacó  á  remate  la 
percepción  del  impuesto  de  abasto  y  corrales  por  el 
año  de  1868  aceptando  la  propuesta  mas  ventajosa  de 
D.  Rafael  Delaguila,  con  el  cual  celebró  el  contrato  que 
consta  del  documento  acompañado  eji  copia,  y  en  virtud 
del  cual  se  le  autorizaba  para  cobrar  dicho  impuesto 
por  sí  ó  por  sus  delegados,  facultándolo  también  por  la 
cláusula  segunda  para  cobrar  cuatro  pesos  por  cada 
animal  yeguarizo,  «  previniéndole  que  de  cualquier 
cantidad  que  perciba,  proveniente  de  animales  yegua- 
rizos que  se  beneficien  en  graserias  ó  vapores  tendrá 
que  dar  cuenta  mensualmente  á  esta  municipalidad 
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para  su  indemnización  por  pertenecer  este  derecho  ex- 
clusivamente al  gobierno.  » 

A  consecuencia  de  la  diversa  inteligencia  que  las 
partes  contratantes  dieron  á  la  estipulación  contenida 
en  esa  cláusula  de  la  que  instruyen  tanto  la  nota  de  la 
municipalidad  como  los  documentos  de  foja  5  á  foja  10 
del  expediente  agregado  ;  el  contratante  se  presentó 
demandando  á  la  municipalidad  ante  el  juez  de  pri- 
mera instancia  en  lo  civil  por  el  estricto  cumplimiento 
del  contrato,  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios 
y  el  abono  de  las  costas  y  costos  que  se  causasen.  El 
juzgado  admitió  la  demanda,  prohibió  á  la  municipa- 
lidad todo  procedimiento  ulterior  sobre  el  asunto, 
foja  19,  y  después  de  recibir  la  causa  á  prueba,  sen- 
tencia declarando  que  á  Delaguila  corresponde  percibir 
el  impuesto  de  saladeros  y  graserias,  sin  perjuicio  de 
que,  sea  á  cargo  de  la  municipalidad  indemnizar  al 
gobierno  por  el  importe  de  este  impuesto  con  lo  que 
mensualmente  percibe  del  rematador  Delaguila,  foja  107 
y  foja  110. 

3.°  El  juicio  seguido  ante  la  jurisdicción  civil  ordi- 
naria sobre  la  inteligencia  de  un  contrato  celebrado 
por  la  municipalidad  como  autoridad  administrativa  de 
los  intereses  públicos,  puesto  que  versa  sobre  la  per- 
cepción de  la  renta  municipal  y  que  compromete  ade- 
más los  intereses  del  Estado,  por  cuanto  en  él  se  com- 
prende la  percepción  de  un  impuesto  que  forma  parto 
de  las  rentas  generales  de  la  Provincia,  es  un  juicio 
perfectamente  nulo  y  de  ningún  valor,  porque  es  ageno 
á  la  jurisdicción  civil  y  carece  de  autoridad  para  de- 
cidir tales  cuestiones  el  juez  que  ha  sentenciado. 

4.°Porque  la  municipalidad  de  Mercedes,  deciaáV.  E. 
en  el  caso  de  Barrabino,  es  persona  civil  capaz  de  ad- 
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quir,  de  obligarse  y  de  obrar  en  justicia,  como  los  par- 
ticulares, el  juez  ha  creido  que  estaba  sujeta  á  su  ju- 
risdicción y  cumplió  un  deber  resolviendo  con  arreglo 
á  la  ley  la  demanda  entablada,  olvidando  sin  duda,  que 
una  municipalidad  no  es  persona  civil  en  todos  sus 
actos,  aun  cuando  tenga  la  capacidad  de  serlo  en  al- 
gunos, y  que  ejerciendo  las  funciones  públicas  y  admi- 
nistrativas que  la  ley  le  ha  confiado,  no  puede  ser  con- 
siderada en  aquel  carácter^  porque  todos  los  actos  que 
celebre  en  el  ejercicio  de  sus  funciones  se  hallan  fuera 
del  alcance  del  derecho  privado  y  de  las  jurisdicciones 
establecidas  para  aplicarlo. 

5°.  La  capacidad  de  las  personas  jurídicas,  sujetos 
del  derecho  de  Jos  bienes  creados  artificialmente,  se 
halla  circunscripta  á  los  limites  del  derecho  privado  y 
particularmente  al  derecho  de  los  bienes,  lo  que  no  im- 
porta afirmar  según  Savigny  (1),  que  en  la  realidad  de 
los  casos  esta  capacidad  sea  su  carácter  exclusivo  ó 
dominante.  Tienen  por  el  contrario  objetos  especiales 
generalmente  muy  superiores  á  esta  capacidad  y  de  lo 
que  ella  no  es  mas  que  un  instrumento.  Tales  son  por 
ejemplo  las  villas  y  ciudades  en  las  que  la  reunión  de 
sus  caracteres  politice  y  administrativo  es  mucho  mas 
importante  que  su  carácter  privado,  es  decir  su  calidad 
de  personas  jurídicas. 

6.°  Dominado  por  esta  idea  el  Código  de  Chile  no 
reconoce  en  los  límites  del  derecho  civil  ni  legisla  sobre 
las  personas  jurídicas  de  carácter  político,  tales  como 
la  nación,  el  fisco  y  las  municipalidades,  porque  estas 
se  rigen  por  las  disposiciones  del  derecho  público  y 
por  reglamentos  especiales^  excluyendo  por  razón  idén- 

(1)  Derecho  romano,  tomo  II,  pág.  85. 
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tica    los  que  tengan    carácter  religioso  ó  mercantil. 

7.°  Nuestra  reciente  legislación  ha  corregido  el  error 
del  Código  de  Chile,  en  cuanto  se  abstiene  de  conside- 
rar en  las  relaciones  civiles  apersonas  jurídicas  de  ca- 
rácter público  que  tienen  sin  embargo  la  capacidad  y 
la  posibilidad  de  crear  esas  relaciones  del  mismo  modo 
que  una  persona  natural,  pero  no  ha  desconocido  en 
ellas  su  carácter  dominante  ni  confundido  el  ejercicio 
de  sus  actos  (1). 

Asi  aun  cuando  el  Estado  ó  una  municipalidad  pue- 
den adquirir,  poseer  y  obligarse  como  un  individuo, 
no  pierden  por  eso  su  carácter  público ;  y  la  relación 
de  derecho  que  crean  como  persona  quedará  sometida 
á  la  jurisdicción  respectiva,  según  que  el  acto  cele- 
brado corresponda  al  ejercicio  de  funciones  públicas 
y  administrativas  ó  al  dominio  exclusivo  del  derecho 
privado. 

8."  En  el  primer  caso  el  acto  ó  el  contrato  en  su  natu- 
raleza y  efectos  será  apreciado  y  juzgado  por  los  tribu- 
nales administrativos,  ó  contencioso-administrativos, 
puesto  que  se  ha  realizado  en  la  esfera  de  esa  jurisdic- 
ción y  hace  parte  de  las  materias  que  lo  conciernen; 
en  el  segundo,  por  los  tribunales  ordinarios  establecidos 
para  aplicar  las  reglas  del  derecho  puramente  privado, 
en  las  cuestiones  promovidas  entre  los  individuos,  por- 
que la  persona  jurídica  había  ejercitado  su  capacidad 
en  los  límites  de  ese  derecho  y  había  adquirido  ó  con- 
traído una  obligación  en  el  modo  y  forma  que  lo  haría 
una  persona  natural  ejercitando  su  acción  individual, 
según  su  propio  interés,  dentro  de  los  límites  que  el 
derecho  le  asigna. 

(1)  CÓDIGO  CIVIL,  nota  al  art.  4°  y  5°,  título  1*,  libro  I. 
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9."  Ese  distinto  rol,  que  desempeñan  las  personas 
jurídicas  de  carácter  público  ó  administrativo,  á  los 
que  llama  Savigny  de  existencia  necesaria  porque  son 
elementos  constituidos  del  Estado  y  en  su  mayor  parte 
de  una  existencia  anterior,  no  ha  podido  pasar  des- 
apercibido al  magistrado  porque  le  servia  de  base  indis- 
pensable para  conocer  su  competencia.  ¿En  qué  ca- 
rácter ha  procedido  la  municipalidad  de  Mercedes  al 
celebrar  el  contrato  á  que  la  demanda  se  refiere?  In- 
dudablemente en  el  carácter  público  que  inviste  y  en 
el  ejercicio  de  las  funciones  económicas  y  administra- 
tivas que  la  ley  le  confia  ;  puesto  que  solo  en  ese  ca- 
rácter y  en  virtud  deesas  funciones  podia  contratar  con 
particulares  la  construcción  de  ediíicios  públicos  del 
municipio.  No  es  entonces  la  persona  jurídica,  ejerci- 
tando su  capacidad  en  los  limites  del  derecho  privado, 
sino  la  autoridad  que  cumple  con  sus  deberes  en  la 
gestión  de  los  negocios  públicos  ;  no  es  una  persona 
que  adquiere  y  se  obliga  en  su  interés  individual,  sino 
el  funcionario  que  administra  los  intereses  generales 
del  municipio  ;  y  por  consiguiente  los  actos  y  contra- 
tos que  celebre  en  su  constitución  y  efectos,  quedan 
fuera  de  la  jurisdicción  civil  ordinaria  y  sometidos  á  la 
jurisdicción  administrativa  ó  contencioso-administra- 
tiva,  según  el  caso. 

10.  Si  examinamos  un  momento  la  naturaleza  y 
tendencias  de  la  administración  pública,  fácilmente 
veremos  que  la  capacidad  de  persona  jurídica  es  un 
elemento  indispensable  y  constitutivo  de  las  institu- 
ciones ó  autoridades  encargadas  deesa  administración, 
es  el  único  medio  eficaz  de  alcanzar  sus  fines,  es  la 
misma  acción  gubernativa  de  los  intereses  que  le  son 
confiados.  Solo  teniendo  la  capacidad  de  adquirir  y  de 
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contraer  obligaciones  pueden  dar  dirección  y  ade- 
cuado empleo  á  los  medios  que  la  sociedad  pone  en 
sus  manos  para  proveer  á  sus  necesidades  y  mejorar 
su  condición  general,  para  procurar  el  bienestar,  la 
seguridad  y  el  progreso  intelectual  y  material  de  la  co- 
munidad. Solo  ejercitando  esa  capacidad  podrian  com- 
prometer la  acción  individual  por  medio  del  vínculo 
jurídico  y  compelerla  al  cumplimiento  del  compromiso 
acudiendo  á  la  autoridad  de  la  ley  y  exigiendo  su  ex- 
plicación;  solo  así  podrian  trasmitir  derechos  al  indi- 
viduo, correlativos  de  sus  obligaciones,  y  hacer  el  cam- 
bio de  valores  indispensable  para  llenar  los  objetos 
prácticos  de  su  institución;  solo  así,  en  una  palabra, 
podrian  gobernar  los  intereses  que  administran  y 
darles  una  conveniente  y  legítima  aplicación. 

A  estas  consideraciones  particulamente  propias  de 
las  instituciones  de  la  administración  pública  pero  ge- 
neralmente aplicables  á  cualquier  establecimiento  ó 
institución  de  interés  general,  pueden  agregarse  las 
dificultades  é  inconvenientes  insuperables  á  que  daría 
lugar  la  administración  de  intereses  comunes,  si  ella 
no  fuera  dirigida  en  representación  de  una  personali- 
dad puramente  jurídica  creada  por  la  ley  y  que  rea- 
sume en  sí  todos  los  intereses  que  comprende.  Si  por 
el  contrario  esa  representación  se  ejerciera  en  nombre 
de  cada  uno  de  los  individuos  comprometidos  ó  copar- 
tícipes en  esos  intereses,  la  mas  completa  confusión 
se  produciría  al  instante,  haciendo  absolutamente  im- 
posible el  orden  en  la  administración,  la  regularidad 
en  los  procedimientos,  y  la  consecución  de  los  fines 
para  que  fueran  acumulados  esos  intereses.  De  ahí  la 
necesidad  de  esa  creación  ficticia  en  el  derecho  de  los 
bienes  que  se  llama  personajurídica  que  maneja  los  inte- 
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reses  colectivos  oorrespondientes  á  su  institución,  y 
que  como  medio  de  gobierno  y  dirección  de  esos  intereses 
adquiere,  se  obliga,  y  responde  en  los  límites  de  la  ca- 
pacidad que  el  derecho  asigna  al  hombre  en  virtud  de 
su  propia  manifestación  y  por  eso  el  Estado,  los  muni- 
cipios y  otras  instituciones  que  forman  partes  constitu- 
tivas de  aquel,  así  como  las  fundaciones  ó  estable- 
cimientos particulares,  pero  consagrados  al  bien  ó 
utilidad  general,  son  personas  jurídicas  en  el  derecho 
privado  y  ejercitan  su  capacidad  en  la  esfera  que  le  es 
necesaria  á  los  objetos  de  su  institución,  es  decir  en  el 
derecho  délos  bienes. 

Pero  esta  capacidad  de  persona  no  induce  en  nin- 
guna manera  una  sola  y  exclusiva  jurisdicción  á  que 
deba  quedar  sometida  la  decisión  de  las  cuestiones  que 
promuevan  á  consecuencia  de  los  actos  que  celebre. 
El  error  cometido  á  este  respecto  por  el  juez  que  ha  en- 
tendido en  los  asuntos  promovidos  por  Barrabino  y 
Delaguila  y  del  que  ha  participado  otro  señor  juez  de 
primera  instancia,  como  aparece  de  una  sentencia  pu- 
blicada por  la  prensa  diaria  y  referente  á  una  cuestión 
sobre  propiedad  de  terrenos  en  la  Ensenada,  no  resiste 
á  la  crítica  del  mas  ligero  examen.  Basta  considerar 
para  conocerlo  y  desecharlo,  que  así  como  existen  di- 
versas jurisdicciones  establecidas,  cada  una  en  su  es- 
pecialidad para  conocer  y  decidir  las  cuestiones  á  que 
den  lugar  las  distintas  relaciones  de  derecho,  en  que 
puede  hallarse  una  persona  física,  según  la  naturaleza 
de  esas  relaciones  ;  así  también  hay  distintas  jurisdic- 
ciones para  conocer  y  decidir  las  relaciones  de  derecho 
de  una  persona  jurídica,  según  la  naturaleza  y  carac- 
teres especiales  de  esas  relaciones. 

Las  cuestiones  relativas  á  las  relaciones  de  .derecho 
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comprendidas  en  el  derecho  civil,  en  el  penal,  en  el 
comercial,  ó  que  pueden  comprometer  intereses  gene- 
rales de  la  nación,  reconocen  cada  una  su  jurisdicción 
y  jueces  especiales,  que  deciden  con  autoridad  propia  y 
excluyendo  toda  otra  jurisdicción  ó  autoridad  las  cues- 
tiones comprendidas  en  los  límites  del  derecho,  cuya 
aplicación  forma  su  mandato. 

La  persona  jurídica,  que  en  la  dirección  de  los  inte- 
reses públicos  ejercita  su  capacidad  en  el  derecho  de 
los  bienes,  como  instrumento  necesario  á  su  acción, 
según  la  expresión  de  Savigny,  se  halla  sometida  á  la 
jurisdicción  civil,  comercial,  nacional  ó  contencioso- 
administrativa  del  mismo  modo  que  la  persona  física 
según  sea  la  naturaleza  de  las  relaciones  que  haya 
creado,  ó  en  que  se  vea  comprometida. 

12.  Así,  aun  desconociendo  la  existencia  legal  de  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa  todavía  seria 
un  error  afirmar,  que  la  persona  jurídica  queda  sujeta 
á  la  jurisdicción  civil,  solo  porque  en  ese  carácter  y 
ejercitando  su  capacidad,  las  relaciones  del  derecho 
en  que  interviene  ó  que  crea,  son  relaciones  del  dere- 
cho privado  correspondientes  al  derecho  de  los  bienes. 
Pero  aun  circunscribiendo  la  investigación  á  este 
estrecho  límite,  la  división  entre  lo  propiamente  civil  y 
lo  contencioso  administrativo,  se  descubre  sin  dificul- 
tad que  las  relaciones  del  derecho  de  los  bienes,  en  que 
intervenga  una  persona  jurídica  de  carácter  público, 
tienen  que  obedecer  á  la  doble  forma  que  puede  ofrecer 
la  manifestación  de  su  capacidad,  bien  adquiriendo  y 
obligando  en  ejercicio  de  sus  funciones  como  autoridad 
administradora  de  los  intereses  públicos,  bien  adqui- 
riendo y  obligando  en  la  esfera  de  acción  del  individuo 
y  en  los  límites  de  esta  capacidad.  Sin  duda  que  hay 
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notable  diferencia  en  la  naturaleza  de  la  acción  admi- 
nistrativa que  se  ejercita  en  contratar  la  compostura  do 
las  calles  y  caminos,  la  construcción  de  ediücios  públi- 
cos, la  percepción  del  impuesto,  la  prestación  de  servi- 
cios comunes ;  y  la  que  se  emplea  en  aceptar  una  he- 
rencia ó  legado,  constituir  una  hipoteca,  convenir  un 
arrendamiento,  suscribir  una  letra  de  cambio,  colocar 
dinero  á  interés  ó  adquirir  valores  negociables;  aun 
cuando  en  todos  esos  casos  la  autoridad  ó  la  institu- 
ción pública  haya  tenido  que  valerse,  como  de  un  me- 
dio necesario  de  su  capacidad  de  persona  jurídica  en 
el  derecho  de  los  bienes. 

De  esta  diferencia  en  la  acción  de  la  persona  jurí- 
dica, procede  la  división  de  la  jurisdicción  en  contcn- 
cioso-administrativa  y  puramente  civil ;  cuyo  funda- 
mento tendré  ocasión  de  recordar  cuando  haga  notar 
mas  adelante  las  consecuencias  del  juicio  formulado 
por  el  juez  de  primera  instancia  con  prescindencia  com- 
pleta de  estos  principios.  Basta  por  ahora  hacer  notar 
que  en  las  relaciones  de  derecho  de  la  persona  jurídica 
la  jurisdicción  comprenderá  necesariamente  á  los  tri- 
bunales establecidos  para  juzgar  las  diferencias  de 
puro  interés  privado,  ó  á  las  que  examinan  ó  deciden 
las  cuestiones  en  que  el  interés  público  se  encuentra 
comprometido  y  en  colisión  con  el  interés  privado ; 
ó  mas  bien  dicho,  en  que  la  sociedad  ó  el  interés  gene- 
ral, y  una  persona  privada  son  partos;  determinándose 
la  competencia  á  la  jurisdicción  civil  si  la  relación  se 
halla  limitada  al  interés  privado,  y  la  persona  jurídica 
ha  ejercitado  su  capacidad  en  la  esfera  de  acción  del 
individuo ;  á  la  jurisdicción  contencioso-administra- 
tiva,  si  la  relación  compromete  intereses  públicos  y  la 
autoridad  ó  institución  en  ejercicio  directo  de  sus  alii- 
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bucionee  públicas  hace  uso  de  su  capacidad  de  per- 
sona, estableciendo  vínculos  de  derecho  con  el  indi- 
viduo. 

13.  ¿Puede  ponerse  acaso  en  duda  la  existencia 
legal,  mas  aun,  constitucional,  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa?  Debe  responderse  sin  vacilar 
que  no,  recordando  solamente  las  disposiciones  que 
nos  rigen  á  este  respecto,  y  que  no  por  deficientes  en 
su  reglamentación  dejan  por  eso  de  ser  explícitas,  en 
cuanto  al  principio  de  la  jurisdicción  y  á  la  autoridad 
de  los  tribunales  que  deben  ejercerla. 

14.  El  artículo  129  de  la  Constitución  dispone  que 
las  causas  contenciosas  de  hacienda,  y  las  que  nacen 
de  contratos  entre  particulares  y  el  gobierno,  serán  juz- 
gadas por  un  tribunal  especial  cuya  forma  y  atribu- 
ciones las  determinará  la  ley  de  la  materia. 

Por  la  claridad  de  las  ideas  en  este  punto  es  nece- 
sario prevenir,  que  la  palabra  Gobierno  en  este  caso 
no  se  refiere  particularmente  á  la  persona  que  ejerce  el 
poder  ejecutivo,  designada  por  el  articulo  84  de  la 
misma  Constitución,  sino  á  la  misma  administración 
en  general  en  sus  diversas  ramificaciones  de  la  que  es 
jefe  superior  el  gobernador  del  Estado  según  el  artí- 
culo 90.  En  ninguna  parte  emplea  la  Constitución  la 
palabra  Gobierno,  para  designar  la  persona  que  ejerce 
el  poder  ejecutivo,  ó  los  actos  que  emanen  de  su  auto- 
ridad, y  esta  observación  corrobora  la  inteligencia 
genuina  de  la  palabra ;  de  suerte  que  son  y  deben  ser 
considerados  contratos  celebrados  por  el  gobierno,  no 
solo  aquellos  en  que  el  mismo  jefe  del  Estado  inter- 
venga directamente,  sino  también  los  celebrados  por 
las  distintas  instituciones  déla  administración  pública, 
que  bajo  su  dependencia  ó  en  la  esfera  de  sus  atriliu- 

I.  .23 
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ciones  legales  concurren  al  gobierno  del  Estado.  El 
principio  consignado  en  el  artículo  129  es  el  estable- 
cimiento de  una  jurisdicción  privativa  ejercida  por  un 
tribunal  especial  para  juzgar  las  causas  en  que  el  inte- 
rés público  se  halle  en  colisión  con  el  interés  particu- 
lar, ó  en  que  la  administración  y  un  particular  sean 
partes. 

15.  Conforme  al  precepto  constitucional  la  ley  de 
30  de  setiembre  de  1857  reconociendo  el  principio  de 
jurisdicción  establecido  dio  el  conocimiento  de  las  cau- 
sas que  le  son  relativas  en  grado  de  apelación  al  Supe- 
rior Tribunal  mientras  no  se  formara  el  tribunal  especial 
que  menciona  el  articulo  129  de  la  Constitución,  siendo 
de  notar  que  el  legislador  reconociendo  la  existencia 
legal  de  la  jurisdicción  no  quiso  definir  lo  contencioso 
administrativo,  como  resulta  de  la  discusión  de  la 
ley (1). 

En  fin,  le  ley  orgánica  de  la  municipalidad  de  3  de 
noviembre  de  1865,  siguiendo  el  mismo  principio,  de- 
fiere el  conocimiento  en  apelación  de  las  decisiones  de 
la  municipalidad  al  Superior  Tribunal (2),  y  por  último, 
en  la  nueva  organización  proyectada  de  esa  corpora- 
ción, que  tiene  ya  la  sanción  de  una  de  las  Cámaras, 
se  ha  establecido  sin  objeción  de  ningún  género  el 
mismo  principio  de  la  división  de  jurisdicciones. 

V.  E.  que  ha  adoptado  esta  doctrina  en  términos  tan 
explícitos,  me  permitirá  sin  duda  que  trascriba  de  la 
memoria  del  ministerio  de  Gobierno  los  fundamentos 
en  que  se  apoya,  porque  ellos  contienen  una  clara  y 


(1)  Diario  de  Sesiones  de  la  Cámara  de  diputados,  sesión  del¿28  de  setiem- 
bre de  1857. 
(á)  Artículo  31. 
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sucinta  exposición  de  los  principios,  y  las  reglas  prin- 
cipales de  discernimiento  en  esta  delicada  materia. 

16.  En  el  artículo  del  proyecto  de  ley  se  consigna 
con  claridad  la  división  entre  lo  contencioso  adminis- 
trativo, lo  puramente  administrativo,  y  lo  contencioso 
civil,  habiendo  corregido  á  petición  del  gobierno  mismo, 
conforme  á  lo  expuesto  en  el  comentario,  la  redacción 
que  en  la  memoria  tiene  el  artículo  68  de  la  ley,  por  no 
ser  aquella  bastante  explícita,  pudiendo  por  eso  inducir 
en  error.  La  nueva  redacción  del  proyecto  que  bien 
pronto  será  tal  vez  convertido  en  ley,  se  halla  perfecta- 
mente de  acuerdo  con  la  doctrina  de  que  se  deduce  y 
que  se  expresa  en  los  términos  siguientes  : 

«  Casos  hay  en  que  la  acción  administrativa  no  se 
»  encuentra  limitada,  no  por  formas  exigidas  bajo  pena 
»  de  exceso  de  poder,  ni  por  la  ley  que  reconoce  ciertos 
^)  derechos ;  ni  por  un  contrato  celebrado  entre  la  admi- 
))  nistracion  y  particulares  :  ella  es  entonces  puramente 
»  discrecional,  y  ningún  recurso  jurídico  existe  en  favor 
»  de  las  personas  cuyos  intereses  han  resultado  heridos, 
»  en  el  conflicto  ocasionado  por  aquella. 

»  Todo  lo  que  las  partes  pueden  hacer  cuando  el  acto 
»  ha  emanado  de  un  agente  inferior,  es  dirigirse  á  su 
»  superior  gerárquico,  por  vía  de  súplica  y  pedirle  la 
»  enmienda  como  un  favor.  Pero  la  administración  no 
»  se  mueve  siempre  con  tanta  libertad,  y  hay  circuns- 
»  tancias  por  el  contrario  en  c{ue  la  ley  la  obliga  á  ilus- 
))  trarse  por  medio  de  ciertas  formalidades,  y  á  respetar 
))  derechos  consagrados  por  disposiciones  legislativas 
»  ó  consignados  en  contratos  regularmente  formados. 
»  Así  la  violación  de  las  formas,  de  la  ley  ó  de  las  con- 
»  venciones,  da  lugar  á  recursos  por  los  interesados  y 
))  esto  es  lo  que  constituye  lo  contencioso  administra- 
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;)  livo.  »  Lo  contencioso  administrativo,  dice  M.  Vi- 
vien(l),  se  compone  de  todas  las  reclamaciones  fundadas 
sobre  la  violación  de  las  obligaciones  impuestas  á  la 
administración  por  las  leyes  y  reglamentos  que  la  rigen 
ó  por  los  contratos  que  suscribe,  así  toda  ley  que  esta- 
blece una  regla  de  decisión  puede  originar  un  debate 
contencioso  si  se  alega  que  la  competencia  ha  sido  in- 
vertida, inobservada  la  forma  ó  infringida  la  regla.  Todo 
contrato  celebrado  por  la  administración  produce  el 
mismo  efecto  si  se  disputa  sobre  su  inteligencia  ó  eje- 
cución. El  conjunto  de  estos  debates-,  considerados  en 
masa,  constituye  lo  contencioso  de  la  administración 
que  se  compone  pues  de  una  clase  de  contestaciones 
bien  distintas,  como  se  ve,  de  lo  contencioso  judicial  y 
de  la  administración  pura  (2). 

17.  La  doctrina  que  precede  y  que  está  conforme  con 
nuestras  leyes  (3),  sirve  de  fundamento  á  los  incisos 
1"  y  3°  del  artículo,  por  lo  que  se  niega  todo  recurso  de 
las  resoluciones  de  la  municipalidad  de  carácter  pura- 
mente administrativo,  y  se  concede  la  apelación  para 
ante  el  Superior  Tribunal  de  justicia  de  las  que  sean  de 
carácter  contencioso  administrativo. 

18.  No  es  del  caso  exponer  aquí  en  todos  sus  de- 
talles ni  están  definidos  en  nuestro  derecho  los  casos 
que  dan  origen  á  la  jurisdicción  contencioso-adminis- 
trativa.  Ellos  resultan  sin  embargo  de  la  concurrencia 
de  las  condiciones  exigidas  generalmente  por  los  au- 
tores para  establecer  lo  contencioso  de  la  administra- 
ción. / 


(1)  1°  Elude  admini.'it.,  (orno  I,  pág'.  125, 

(2)  A.   Batbie,  Traite  thóoriqíie  et  pr.-icliíjiic  do  droil  public  ct  adminiS' 
tratif,  tom.  VII,  pío;.  418. 

(3)  Artículo    129   do   la    Constitución    de  In  Provincia  y  ley   de  29   de  so- 
liembrc  de  1857,  art.  91. 
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Esas  condiciones  son  : 

1.°  Controversia  entre  el  interés  público  y  un  derecho 
privado,  ó  una  cuestión  en  que  son  partes  el  individuo 
y  la  sociedad,  porque  la  administración  no  debe  inter- 
venir en  litigios,  en  que  no  se  halle  mas  ó  menos  inte- 
resado el  bien  común. 

2.0  Un  acto  especial  ó  un  hecho  particular  de  la  admi- 
nistración, causa  de  la  controversia,  quedando  exclui- 
dos los  actos  de  puro  mando,  que  emanan  del  poder 
discrecional  de  la  administración. 

3.°  Reclamación  fundada  en  un  derecho  adquirido 
que  la  administración  conculca  y  no  en  un  simple  in- 
terés herido,  porque  no  hay  derecho  contra  el  derecho, 
y  el  de  la  administración  alcanza  á  todas  las  personas 
y  á  todas  las  cosas  (1). 

Asi  pues  lo  contencioso  administrativo  no  es  ni  lo 
contencioso  judicial  quitado  á  los  tribunales  ordinarios, 
ni  el  reglamento  discrecional  de  simples  intereses  se- 
parado de  la  administración  pura.  Difiere  de  lo  conten- 
cioso judicial  en  cuanto  no  se  aplica  sino  á  cuestiones 
del  orden  administrativo  reglado  por  leyes  particulares 
y  sometido  á  principios  que  le  son  propios.  Como  lo 
contencioso  judicial,  se  compone  de  procesos ;  pero 
estos  tienen  un  carácter  especial,  lo  mismo  que  lo  con- 
tencioso comercial,  cuando  se  le  distingue  de  las  cues- 
tiones civiles.  Y  diñere  del  reglamento  discrecional  de 
simples  intereses,  en  cuanto  aquel  no  se  produce  sino 
cuando  se  invoca  un  derecho  (2). 

La  disposición  del  inciso  2°  del  articulo  ha  sido  re- 
dactada en  el  proyecto  de  ley  con  alguna  impropiedad  ; 


(i)  CoLMÉiRO,  Derecho  administrativo,  tom.  H,  núm.  177C. 

(2)  ViviEN,  obra  cil.  tom.  I»  pág.  121  y  Batbie,  loe.  cit.  núm.  363. 


358  PERSONAS  JURÍDICAS. 

por  cuanto  tal  como  aparece  escrita  puede  confundirse 
muy  bien  con  lo  que  es  materia  propia  de  lo  conten- 
cioso administrativo.  Para  establecer  con  claridad  la 
idea  á  que  dicha  disposición  debe  corresponder,  es  me- 
nester redactarla  en  los  siguientes  términos  :  Guando 
la  municipalidad  proceda  como  persona  civil,  puede 
demandar  y  ser  demandada  ante  los  tribunales  ordi- 
narios. 

La  municipalidad  es  una  persona  jurídica  y  en  tal 
carácter  capaz  de  obligarse  y  de  adquirir  bienes  y  los 
demás  derechos  de  que  son  capaces  las  otras  perso- 
nas (1).  Esta  capacidad  que  no  es,  respecto  de  las  per- 
sonas jurídicas  que  tienem carácter  público,  mas  que 
un  medio  de  cumplir  sus  funciones  y  de  ejecutar  su  au- 
toridad, las  puede  colocar  frecuentemente  en  la  condi- 
ción de  las  personas  privadas  en  todo  lo  que  se  refiere 
al  derecho  de  los  bienes.  Son  pues  justiciables  por  los 
tribunales  ordinarios  cuando  ejercitando  aquella  capa- 
cidad en  el  derecho  privado  celebran  actos  en  la  condi- 
ción y  casos  en  que  un  particular  lo  baria.  El  giro  y 
aceptación  de  una  letra  de  cambio,  la  constitución  de 
una  hipoteca,  la  aceptación  de  una  herencia  ó  de  un 
legado,  etc.,  son  actos  que  no  emanan  de  las  funciones 
pú])licas  que  ejerce  la  persona  jurídica  ;  y  que  por  con- 
siguiente corresponden  á  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa  (2). 

Nada  mas  podria  agregar  para  demostrar  la  exis- 
tencia constitucional  y  legal  de  la  jurisdicción  con- 
tencioso-administrativa,  solo  me  resta  notar  que  si  en 
algún  caso  no  ha  debido  prescindirse  de  esta  jurisdic- 


(1)  CÓDIGO  CIVIL  art.  4°  y  6°,  y  sus  notas,  lib.  I,  secc,  i>^,  tit.  1». 

(2)  Memoria  del  ministerio  de  Gobierno,  de  1870  á  1871,  pág.  143. 
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cion  y  de  los  principios  que  la  fundan,  es  precisamente 
cuando  se  traía  de  actos  administrativos  de  las  muni- 
cipalidades de  campaña,  que  no  teniendo  por  si  auto- 
ridad bastante  para  adoptar  resoluciones,  ó  celebrar 
contratos,  sus  actos  no  son  válidos  ni  legítimos  si  no 
tienen  la  aprobación  del  gobierno,  conforme  á  lo  dis- 
puesto en  la  ley  de  su  constitución  orgánica. 

Si  pues  de  la  aprobación  del  poder  ejecutivo  depende 
la  firmeza  y  validez  de  los  actos  de  las  municipalidades 
de  campaña,  forzoso  es  convenir  en  que  son  actos  de 
la  administración  general,  verdaderos  actos  del  go- 
bierno, puesto  que  son  autorizados  por  el  poder  eje- 
cutivo, bajo  cuya  vigilancia  y  dependencia  se  encuen- 
tran colocadas  por  la  ley  aquellas  corporaciones. 

19.  El  juez  de  primera  instancia  que  ha  admitido  la 
demanda  de  Delaguila  contra  la  municipalidad  de  Mer- 
cedes sobre  la  inteligencia  y  efectos  de  un  contrato  ad- 
ministrativo resuelve  :  1°  que  compete  á  Delaguila  per- 
cibir el  impuesto  de  saladeros ;  2"  que  corre  á  cargo 
de  la  municipalidad  indemnizar  al  poder  ejecutivo  del 
valor  del  importe  de  este  impuesto ;  y  3°  que  quedan  á 
salvo  á  favor  de  Delaguila  las  acciones  á  que  hubiese 
lugar  contra  la  municipalidad  por  los  daños  y  perjui- 
cios que  le  hubiese  irrogado. 

Basta  leer  estas  conclusiones  de  las  sentencias  de 
foja  107  á  110  para  convencerse  que  el  juez  ha  extrali- 
mitado sus  facultades  legales,  resolviendo  y  decidiendo 
cuestiones  completamente  agenas  á  su  jurisdicción,  y  á 
cuya  decisión  no  alcanza  la  autoridad  con  que  la  ley  lo 
ha  investido. 

Donde  quiera  que  exista  la  jurisdicción  contencioso 
administrativa  ella  tiene  por  fundamento  :  1"  que  las 
cuestiones  de  la  administración  exigen  conocimientos 
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especiales  muy  diversos,  y  para  asegurar  una  buena 
justicia  es  casi  indispensable  constituir  tribunales  par- 
ticulares; 2"  que,  aun  cuando  es  necesario  garantir  los 
derechos  individuales  que  puedan  ser  heridos  por  la 
acción  administrativa,  es  preciso  sin  embargo  que  la 
apreciación  de  los  jueces  sobre  los  debates  á  que  dó 
lugar  la  cuestión  reconozca  por  punto  de  partida  el  in- 
terés general,  penetrándose  de  la  máxima  que  en  esta 
clase  de  cuestiones,  el  interés  general  en  caso  de  duda 
debe  prevalecer  sobre  el  interés  individual;  3°  que  los 
jueces  ordinarios  habituados  á  resolver  cuerstiones  de 
puro  interés  privado  se  inclinarían  involuntariamente 
á  sacrificar  el  interés  del  Estado ;  4^  que  es  una  garan- 
tía de  la  independencia  de  los  poderes  constituidos  y 
una  condición  necesaria  de  la  libertad  de  su  acción, 
que  cada  uno  tenga  la  facultad  de  explicar  sus  actos, 
decidir  las  reclamaciones  que  ellos  susciten  y  resolver 
las  dificultades  relativas  á  su  ejecución,  naciendo  de 
este  principio  la  necesidad  de  una  justicia  administra- 
tiva que  tenga  por  objeto  velar  por  estos  altos  intereses 
sociales;  5°  que  la  intervención  de  la  justicia  civil  en 
los  actos  de  la  administración  pública  podria  turbar  la 
armonía  entre  los  poderes  del  Estado,  y  entorpecería 
en  muchos  casos  la  marcha  de  la  administración;  6°  que 
obligada  la  justicia  civil  á  deducir  según  las  reglas 
estrictas  del  derecho,  abandonaría  los  consejos  de  la 
equidad  que  imprime  generalmente  su  sello  á  las  deci- 
siones administrativas,  paralizando  constantemente  su 
acción  á  causa  de  las  fórmulas  lentas  y  protectoras  del 
derecho  común,  ó  careciendo  de  regla  tija  que  aplicar, 
porque  en  la  generalidad  de  los  casos  las  cuestio- 
nes contenciosas  provienen  de  resoluciones  adminis- 
trativas fundadas  en   el  ejercicio  de  la  autoridad  le- 
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gal,  que  según   su  criterio   dicta   el   administrador. 

Si  á  la  sentencia  del  juez  de  primera  instancia  se 
aplican  estos  fundamentos,  resulta  que,  preocupado 
únicamente  de  la  cuestión  de  interpretación  del  con- 
trato, decide  sin  embargo  sin  apercibirse  tal  vez,  una 
cuestión  de  renta  pública,  determinando  cuál  ha  de  ser 
la  acción  del  gobierno  para  recobrar  ese  impuesto,  y 
cuál  la  persona  responsable  de  su  integración,  que  ad- 
mite sin  reprobarlo,  como  válido  un  contrato  que  carece 
de  la  aprobación  del  gobierno,  que  compromete  un  im- 
puesto que  no  pertenece  á  la  municipalidad,  por  un 
valor  doble  del  autorizado  por  la  ley  según  el  conside- 
rando 6°,  y  todo  esto  lo  admite  como  legítimo  para  fun- 
dar la  responsabilidad  de  la  municipalidad;  es  decir,  de 
la  persona  jurídica  por  actos  que,  respecto  de  ella  son 
completamente  nulos  y  de  ningún  valor,  haciendo  así 
recaer  sobre  la  comunidad,  sobre  el*  interés  general, 
culpa  y  responsabilidades  que.  solo  deben  pesar  legal- 
mente  sobre  los  individuos  que  celebraron  ese  con- 
trato . 

Porque  no  es  del  caso  examinar  en  su  fondo  la  cues- 
tión promovida  por  Delaguila,  no  me  detengo  en  señalar 
todas  las  resoluciones  ilegales  que  envuelve  la  senten- 
cia de  foja  107.  El  juez  no  se  ha  preocupado  tampoco 
de  considerar  las  diversas  cuestiones  que  la  reclama- 
ción suscitaba,  y  acostumbrado  á  concretar  la  decisión 
á  la  cuestión  suh  jiidice,  como  que  su  misión  se  reduce 
á  resolver  las  diferencias  entre  particulares,  se  ha  pre- 
guntado únicamente,  abandonando  el  interés  de  la  ad- 
ministración :  ¿  Está  comprendido  en  la  cláusula  del 
contrato  el  impuesto  de  saladeros  y  graserias?  y  fun- 
dado con  los  antecedentes  relativos  á  este  punto,,  é 
invocando  las  reglas  del  Digesto  romano  sobre  inter- 
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pretacion  de  las  convenciones,  ha  respondido  afirmati- 
vamente, declarando  en  consecuencia  responsable  á  la 
municipalidad  del  valor  del  impuesto  para  el  tesoro 
general  y  de  los  daños  é  intereses  para  el  rematador 
demandante.  El  juez  civil  cumple  su  misión  resol- 
viendo la  cuestión  que  las  partes  someten  á  su  fallo. 

Otra  habria  sido  la  conducta  sin  embargo  del  juez 
administrativo,  porque  otra  es  también  su  misión  y  su 
punto  de  vista.  La  validez  del  contrato,  la  responsabili- 
dad de  los  que  lo  autorizaron,  la  legalidad  del  im- 
puesto, las  disposiciones  consiguientes  á  su  ilegalidad 
si  se  comprobaba,  la  responsabilidad  de  los  munici- 
pales si  violaron  la  ley  orgánica  ó  la  del  impuesto,  el 
derecho  perjudicado  del  contratista,  hé  ahí  otras  tantas 
cuestiones  que  provenientes  de  la  reclamación  dedu- 
cida, el  juez  administrativo  habria  considerado  y  re- 
suelto. 

20.  Pues  que  la  jurisdicción  contencioso-administra- 
tiva  se  halla  establecida  por  la  Constitución  del  Estado 
y  organizada  por  la  ley,  V.  E.  debe  reclamar  su  ejerci- 
cio en  este  caso,  mas  que  cualquier  otra  claramente 
comprendida  en  esa  jurisdicción,  y  debe  reclamarla  no 
solo  en  defensa  de  la  autoridad  que  la  ley  le  ha  con- 
fiado, sino  también  en  defensa  de  los  intereses  públicos 
que  se  venan  gravemente  comprometidos  por  una  ju- 
risprudencia contraria.  En  una  nación  constituida  bajo 
la  base  recíproca  de  los  poderes,  y  donde  los  actos  de 
la  administración  no  reconocen  mas  juez  que  el  criterio 
de  la  administración  misma,  porque  la  nación  no  puede 
ser  demandada;  es  imposible  que  prevalezca  el  princi- 
pio radicalmente  opuesto  en  un  Estado  parte  integrante 
de  esa  nación.  Si  la  Constitución  y  leyes  de  este  Estado 
establecen  una  jurisdicción  administrativa  y  jueces 
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propios,  los  principios  y  la  sana  doctrina  aconsejan 
mantenerla  y  guardarla  para  conservar  esa  garantía  á 
los  intereses  públicos,  y  á  la  administración  su  inde- 
pendencia y  libertad  de  acción. 

21.  V.  E.  debe  confiar  en  el  alto  criterio  y  recono- 
cida ilustración  del  Tribunal  Superior  de  justicia,  que 
es  al  mismo  tiempo  el  tribunal  de  apelaciones  en  la 
jurisdicción  contencioso-administrativa,  ypidoáV.  E. 
se  sirva  remitirle  estos  antecedentes  solicitando  la  de- 
claratoria de  incompetencia  de  la  justicia  civil  y  la  nu- 
lidad del  juicio  que  sigue  ante  esa  jurisdicción. 

Buenos  Aires,  5  de  diciembre  de  1871. 

Moreno. 


Después  de  la  vista  del  fiscal^  que  precede,  el  gobierno  llamó 
á  sí  el  conocimiento  de  este  asunto,  sometiéndose  voluntaria- 
mente el  demandante  á  la  jurisdicción  contencioso-administrativa 
ante  la  cual  terminó  el  asunto,  abonándose  una  suma  de  dinero  á 
Delaguila  como  indemnización  de  los  perjuicios  sufridos. 
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Incompetencia  de  la  justicia  ordinaria  para  conocer  y  decidir  las 
cuestiones  promovidas  entre  las  municipalidades  y  particulares, 
sobre  la  ejecución  y  efectos  de  los  contratos  referentes  á  servi- 
cios y  obras  públicas.  —  Fundamento  y  caracteres  de  la  jurisdic- 
ción administrativa.  —  Ilegalidad  del  embargo  y  remate  do  u)i 
edificio  destinado  al  servicio  público,  por  ejecución  de  deudas 
particulares. 


La  municipalidad  de  la  ciudad  de  Mercedes  habia  celebrado  un 
contrato  con  D.  Ángel  y  D.  Santiago  Barrabino  para  la  construc- 
ción de  la  cárcel,  casa  municipal  y  juzgados  de  paz  y  del  crimen, 
que,  con  la  suma  presupuestada,  fué  aprobado  por  el  poder  eje- 
cutivo. 

A  la  conclusión  de  esas  obras  la  municipalidad  debia  un  saldo 
considerable,  y  acudió  al  gobierne»  pidiéndole  el  abono  do  la 
cuenta,  que  debia  cargarseá  rentas  generales,  y  proponiéndole 
aplicar,  el  importe  de  la  contribución  directa  y  de  las  patentes 
para  llenar  esc  objeto.  Oido  el  fiscal,  que  resistió  esta  pretensión, 
el  gobierno  dictó  la  siguiente  resolución  que  fué  comunicada  á 
la  municipalidad  : 

Buenos  Aires,  10  de  diciembre  de  1868. 

Visto  el  dictamen  fiscal;  y  considerando  :  Que  la  municipa- 
lidad de  Mercedes  ha  debido  contar  con  sus  propios  recursos 
para  la  realización  de  estas  obras.  Que  dicha  municipalidad  ha 
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empleado  los  fondos  con  que  contaba  para  responder  á  las  obli- 
gaciones conlraidas  por  el  contrato  celebrado  con  el  constructor 
Barrabino,  en  nuevas  obras  que  inconsideradamente  agregó  á  las 
que  habia  contratado  :  Que  no  puede  suponerse  buena  adminis- 
tración de  los  intereses  confiados  á  su  cargo,  cuando  así  ha  con- 
traído compromisos  que  ha  debido  conocer  que  se  hallarla  en 
en  el  caso  de  no  poder  cumplir  :  Que  al  sancionar  el  gobierno, 
con  el  concurso  que  se  le  pide,  actos  de  esta  naturaleza,  sancio- 
naría abusos  que  está  muy  distante  de  proteger ;  y  abriría  las 
puertas  para  que  las  demás  municipalidades  se  alentasen  á  imi- 
tar el  ejemplo,  trayendo  así  el  desorden  mas  completo  á  la 
administración  general :  Y,  por  último,  que  el  producto  de  los 
impuestos  de  patentes  y  contribución  directa  en  el  Partido,  hace 
parte  de  las  rentas  generales  de  la  Provincia  destinadas  para  los 
gastos  especificados  en  el  presupuesto  ;  no  pudiendo,  por  consi- 
guiente, el  gobierno,  darles  una  aplicación  distinta. 

Por  todo  lo  expuesto,  el  gobierno  resuelve  no  hacer  lugar  á 
la  solicitud  de  la  municipalidad  de  Mercedes. 

Castro. 

Juan  S.  Fernandez. 


Todavía  la  municipalidad  insistió  en  solicitar  el  auxilio  del 
gobierno  para  el  pago  del  valor  de  las  obras,  dando  explicaciones 
sobre  la  inversión  del  dinero  que  habia  tenido  depositado  en  el 
Banco  de  la  Provincia,  y  recordando  que  el  gobierno  habia  pres- 
tado su  aprobación  al  contrato  celebrado  y  al  presupuesto  de  las 
obras;  pero  se  resolvió  de  nuevo,  en  5  de  marzo  de  1869,  que  se 
estuviera  á  la  decisión  anterior  :  —  1."  porque  los  cargos  formu- 
lados contra  la  municipalidad  resultaban  exactos  de  su  misma 
exposición  ;  —  2."  porque  habia  aphcado  á  otras  obras,  fondos 
destinados  á  aquellas  para  que  recibió  autorización  ;  —  y  3.°  por- 
que la  aprobación  del  gobierno  á  un  contrato,  en  ninguna  manera 
importa  la  obligación  de  pagar  su  valor. 

En  la  misma  fecha  se  resolvía  una  petición  de  Barrabino,  que 
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se  habia  presentado,  acompañando  el  contrato  original,  y  ex- 
poniendo que,  aun  cuando  habia  entregado  los  edificios  á  satis- 
facción de  la  municipalidad,  esta  corporación  no  le  habia  abonado 
el  saldo  de  su  cuenta,  alegando  que  el  asunto  pendia  de  una 
resolución  del  gobierno.  «  Es  en  virtud  de  esta  circunstancia, 
»  decia,  y  teniendo  en  cuenta  la  demora  que  venimos  sufriendo, 
»  que  vengo  ante  V.  E.  solicitando  se  sirva  declarar,  si  es  por 
»  la  intervención  que  tiene  en  estas  obras  V.  E.  á  quien  corres- 
»  pende  abonarnos  la  suma  que  debió  entregársenos  una  vez 
»  concluidas  las  obras,  ó  si  es  la  municipalidad :  y  en  tal  caso, 
»  pido  á  V.  E.  que,  sin  perjuicio  de  la  resolución  que  dicte  en  el 
»  expediente  principal,  siendo  único  este  documento  que  tengo 
»  en  mi  poder,  se  sirva  ordenar  se  me  dé  por  la  Escribanía 
»  Mayor  de  gobierno,  testimonio  certificado  del  contrato  que 
»  acompaño,  con  la  nota  que  tiene  al  pié;  y  también  de  la  re- 
»  solución  que  sobre  este  escrito  recaiga.  » 


El  Gobierno  resolvió  en  los  términos  siguientes  : 


Contéstese  que  la  autorización  del  gobierno  al  contrato  cele- 
brado por  la  municipalidad  con  el  maestro  Barrabino,  no  lo  ha 
constituido  fiador  de  las  obligaciones  contraidas  por  la  munici- 
pahdad,  ni  menos  lo  ha  convertido  en  contratante  directo  ;  y,  por 
consiguiente,  es  la  municipalidad  la  persona  obligada. 

En  cuanto  al  testimonio  que  se  solicita,  dése  en  forma. 

Castro . 
Juan  S.  Fernandez. 


No  obstante  las  resoluciones  anteriores,  el  asunto  siguió  tra- 
mitando, porque  la  municipalidad  demostró  que  le  era  imposible 
disponer  de  recursos  suficientes  para  la  chancelación  de  ese  eré- 
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dito;  pero,  mientras  se  averiguaba  qué  suma  pedia  la  municipa- 
lidad y  se  esclarecian  otros  puntos,  Barrabino  habia  entablado 
un  juicio  ordinario  ante  el  juzgado  á  cargo  del  doctor  D.  Miguel 
Garcia  Fernandez,  en  el  cual  reconocida  la  deuda  por  la  munici- 
palidad, y  confesada  la  carencia  de  recursos  con  que  pagarla,  se 
libró  orden  de  embargo  y  de  remate  de  los  mismos  edificios,  que 
de  mucho  tiempo  atrás  se  hallaban  en  servicio  púbbco.  La  muni- 
cipalidad acudió  inmediatamente  al  gobierno,  haciéndolo  pre- 
sente la  critica  situación  en  que  se  encontraba,  amenazada  con 
el  próximo  remate  y  enagenacion  de  los  edificios  públicos  de  la 
ciudad  ;  y  después  de  una  conferencia  verbal,  en  la  que  se  cam- 
biaron ideas  y  discutieron  diversas  opiniones,  sobre  las  cuestio- 
nes á  que  daba  origen  este  delicado  asunto,  el  gobierno  adoptó 
la  siguiente  resolución : 

Buenos  Aires,  S  de  marzo  de  1870. 

Teniendo  presente  lo  expuesto  por  el  fiscal  en  la  conferencia 
tenida  con  él,  el  asesor  y  el  juez  de  paz  de  Mercedes,  vuelva  á 
su  despacho  este  expediente,  agregándose  la  citación  judicial  de 
remate  hecho  á  la  municipalidad  y  sus  antecedentes,  que  obran 
en  secretaria  ;  como  así  mismo  el  expediente  seguido  para  la 
ejecución  de  las  obras  públicas  de  dicha  ciudad  que  se  encuentra 
en  escribanía,  bajando  á  esta  para  dar  cumplimiento  á  este 
decreto. 

Castro. 

An Ionio  E.  Malavev. 


lió  ahi  el  dictamen  fiscal: 

Excmo.  Señor  : 

En  la  conferencia  que  tuvo  lugar  con  el  juez  de  paz 
y  presidente  de  la  municipalidad  de  Mercedes,  mani- 
festé á  V.E.  que  el  procedimiento  iniciado  por  los  acree- 
dores de  esa  corporación,  ofrecía  una  cuestión  intere- 
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sante  para  los  intereses  públicos  que  pudieran  verse 
comprometidos  en  su  solución,  y  que  era  necesario 
examinarla,  antes  de  adoptar  ana  resolución  sobre  la 
situación  financiera  de  la  municipalidad,  objeto  prin- 
cipal de  la  conferencia.  El  presidente  de  la  municipa- 
lidad comunicó  que  se  habia  iniciado  ante  uno  de  los 
juzgados  de  primera  instancia  una  ejecución  contra  la 
corporación  por  el  saldo  de  las  sumas  convenidas  para 
la  construcción  de  la  casa  destinada  á  cárcel,  juzgados 
del  crimen  y  de  paz,  y  sesiones  de  la  municipalidad, 
ejecución  que  habia  llegado  al  embargo  del  edificio  y 
su  próxima  venta  en  remate,  como  lo  comprueba  la  ci- 
tación adjunta,  solicitando  una  pronta  resolución  del 
gobierno  sobre  el  abono  de  esas  cuentas,  para  evitai- 
el  conflicto  en  que  se  verían  las  autoridades  públicas 
en  aquella  ciudad,  si  fueran  desalojadas  sus  oficinas. 

La  cuestión  que  creia  digna  de  un  detenido  examen 
era :  si  los  edificios  públicos  están  sujetos  á  ejecución 
y  embargo  en  virtud  de  obligaciones  que  la  municipa- 
lidad haya  contraído  con  particulares,  y  sobre  ella  me 
propongo  manifestar  á  V.  E.  mi  opinión,  pidiéndole  la 
resolución  que  juzgo  conveniente,  sin  perjuicio  de  la 
que  debe  recaer  sobre  el  abono  de  los  créditos  pen 
dientes  contra  la  municipalidad  de  Mercedes. 

La  ley  de  il  de  octubre  de  1854,  que  restableció  el 
régimen  municipal  en  la  ciudad  de  Buenos  Aires,  decía 
de  esa  corporación,  en  su  artículo  2°  :  «  Gomo  per- 
»  sona  civil  es  capaz  de  contratar,  de  adquirir,  de 
»  poseer,  de  obrar  en  justicia  como  los  particulares,  » 
y  aun  cuando  no  repite  esa  declaración,  cuando  por 
el  artículo  57,  crea  las  municipalidades  de  campaña,  á 
cuyo  cargo  deja  el  régimen  económico  y  administra- 
tivo en  cada  uno  de  sus  partidos,  debemos  creer  que 

I.  24 
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aquella  declaración  las  comprende  igualmente  por  la 
identidad  de  la  creación  legal,  del  objeto  á  que  se  di- 
rigía y  de  las  atribuciones  y  deberes  que  imponia.  Así 
lo  ha  entendido  siempre  V.  E.  y  lo  ha  consignado  la 
jurisprudencia  de  los  tribunales,  declarándolo  en  mas 
de  un  caso.  Asi  también  parece  haberlo  comprendido 
el  juez  de  primera  instancia,  puesto  que  admite  la  de- 
manda y  conoce  en  el  juicio  entablado  por  un  parti- 
cular, sujetando  á  su  fallo  y  jurisdicción,  la  acción  de- 
ducida y  la  persona  del  demandado. 

Porque  la  municipalidad  de  Mercedes  es  persona 
civil,  capaz  de  adquirir,  de  obligarseyde  obraren  jus- 
ticia, como  los  particulares,  el  juez  ha  creido  que  es- 
taba sujeta  á  su  jurisdicción  y  cumplia  un  deber  resol- 
viendo con  arreglo  á  la  ley,  la  demanda  entablada, 
olvidando,  sin  duda^  que  una  municipalidad  no  es  per- 
sona civil  en  todos  sus  actos,  aun  cuando  tenga  la 
capacidad  de  serlo  en  algunos,  y  que  ejerciendo  las 
funciones  públicas  y  administrativas  que  la  ley  le  ha 
confiado,  no  puede  ser  considerada  en  aquel  carácter; 
porque  todos  los  actos  que  celebre  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones-,  se  hallan  fuera  del  alcance  del  ckrecho 
privado  y  de  las  jurisdicciones  establecidas  para  apli- 
carlo. 

La  capacidad  de  las  personas  jurídicas,  sujetos  del 
derecho  de  los  bienes  creados  artificialmente,  se  halla 
circunscripta  á  los  límites  del  derecho  privado  y  par- 
ticularmente al  derecho  de  los  bienes,  lo  que  no  im- 
porta afirmar,  según  Savigny  (1),  que  en  la  realidad  de 
las  cosas,  esta  capacidad  sea  su  carácter  exclusivo  ó 
dominante.  Tienen,  por  el  contrario,  objetos  especiales, 

[\)  Derecho  romano,  til,  a»,  pág,  85.  .  * 


DE  LAS  MUNICIPALIDADES.  37^ 

generalmente  muy  superiores  á  esta  capacidad  y  de  los 
que  ella  no  es  mas  que  un  instrumento.  Tales  son,  por 
ejemplo,  las  villas  y  ciudades  en  las  que  la  reunión  de 
de  sus  caracteres  político  y  administrativo  es  mucho 
mas  importante  que  su  carácter  privado,  es  decir,  su 
calidad  de  personas  jurídicas.  Dominado  por  esta  idea, 
el  Código  de  Chile  no  reconoce  en  los  límites  del  de- 
recho civil,  ni  legisla  sóbrelas  personas  jurídicas  de 
carácter  político,  tales  como  la  nación,  el  fisco  y  las 
municipalidades,  porque  estas  se  rigen  por  las  dispo- 
siciones del  derecho  público  y  por  reglamentos  espe- 
ciales, excluyendo,  por  razón  idéntica,  las  que  tengan 
carácter  religioso  ó  mercantil. 

Nuestra  reciente  legislación  ha  corregido  el  error  del 
Código  chileno,  en  cuanto  se  abstiene  de  considerar 
en  las  relaciones  civiles  á  personas  jurídicas  de  carác- 
ter público,  que  tienen  sin  embargo  la  capacidad  y  la 
posibilidad  de  crear  relaciones  del  mismo  modo  que 
una  persona  natural ;  pero  no  ha  desconocido  en  ellas 
su  carácter  dominante  ni  confundido  el  ejercicio  de  sus 
actos  (1). 

Así,  aun  cuando  el  Estado  ó  una  municipalidad 
pueden  adquirir,  poseer  y  obligarse  como  un  individuo, 
no  pierden  por  eso  su  carácter  público  ;  y  la  relación 
de  derecho  que  creen  como  persona  quedará  sometida 
á  la  jurisdicción  respectiva,  según  que  el  acto  cele- 
brado corresponda  al  ejercicio  de  funciones  públicas  y 
administrativas  ó  al  dominio  exclusivo  del  derecho  pri- 
vado ;  en  el  primer  caso,  el  acto  ó  el  contrato  en  su 
naturaleza  y  efectos  será  apreciado  y  juzgado  por  los 
tribunales  administrativos  y  contencioso-adminístra- 

(\)  CÓDiJO  CIVIL,  nota  al  art.  4»  y  5*,  tít.  1°,  lib.  I. 
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tivos,  puesto  que  se  lia  realizado  en  la  esfera  ele  esa 
jurisdicción  y  hace  parte  de  las  materias  que  le  con- 
ciernen: en  el  segundo,  por  los  tribunales  establecidos 
para  aplicar  las  reglas  del  dei'echo  puramente  privado 
en  las  cuestiones  promovidas  entre  los  individuos  ; 
porque  la  persona  jurídica  habrá  ejercitado  su  capa- 
cidad en  los  limites  de  ese  derecho  y  habrá  adquirido  ó 
contraído  una  obligación  en  el  modo  y  forma  que  lo 
baria  una  persona  natural,  ejercitando  su  acción  indi- 
vidual en  su  propio  interés,  dentro  de  los  límites  que 
el  derecho  le  asigna. 

Ese  distinto  rol  que  desempeñan  las  personas  jurídi- 
cas de  carácter  público  ó  administrativo,  á  las  que  llama 
Savigny  de  existencia  necesaria,  porque  son  elementos 
constitutivos  del  Estado,  y  en  su  mayor  parte  de  una 
existencia  anterior,  no  ha  podido  pasar  inapercibido, 
porque  le  servia  de  base  indispensable  para  conocer 
su  competencia.  ¿En  qué  carácter  ha  procedido  la  mu- 
nicipalidad de  Mercedes  al  celebrar  el  contrato  á  que 
la  demanda  se  refiere'?  Indudablemente  en  el  carácter 
público  que  inviste  y  en  el  ejercicio  de  las  funciones 
económinas  y  administrativas  que  la  ley  le  confia, 
puesto  que  solo  en  ese  carácter  y  en  virtud  de  esas 
funciones,  podría  contratar  con  particulares  la  cons- 
trucción de  los  edificios  públicos  de  la  ciudad.  No  es, 
entonces,  la  persona  jurídica  ejercitando  su  capacidad 
en  los  límites  del  derecho  privado,  sino  la  autoridad 
que  cumple  con  sus  deberes  en  la  gestión  de  los  nego- 
cios públicos  ;  no  es  una  persona  que  adquiere  y  se 
obliga  en  su  interés  individual,  sino  el  funcionario  que 
administra  los  intereses  generales  del  municipio  ;  y, 
por  consiguiente,  los  actos  y  contratos  que  celebre,  en 
su  constiluciony  efectos,  quedan  fuera  de  la  jurisdicción 
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civil  ordinaria  y  sometidos  á  la  jurisdicción  administra 
tiva  ó  contencioso-administrativa;  según  el  caso. 

El  principio  de  la  separación  de  las  jurisdicciones 
contencioso-administrativa  y  ordinaria  civil  se  halla 
establecido  en  el  articulo  1:29  de  la  Constitución  y  regla- 
mentado por  las  leyes  de  29  de  setiembre  de  1867, 
relativamente  á  los  asuntos  del  poder  ejecutivo,  y  de 
3  de  noviembre  de  1865,  respecto  de  la  administración 
municipal  de  la  capital  (1),  de  suerte  que  solo  es  pre- 
ciso investigar  la  naturaleza  y  caracteres  del  acto  ó  del 
contrato  que  da  origen  á  la  cuestión,  para  determinar 
la  jurisdicción  á  que  está  sometido  y  si  debe  ser  re- 
suelto por  la  justicia  administrativa  ó  por  los  tribunales 
ordinarios. 

Tratándose  de  contratos  celebrados  por  la  munici- 
palidad, no  en  el  carácter  de  persona  privada  sino 
como  funcionario  público  en  la  administración  de  los 
negocios  de  su  cargo,  la  competencia  administrativa  no 
es  dudosa.  La  única  autoridad  llamada  á  resolver  todas 
las  cuestiones  provenientes  de  esos  contratos  que  afec- 
tan necesariamente  los  intereses  públicos,  ya  sea  res- 
pecto de  su  inteligencia,  de  su  alcance  ó  de  su  eje- 
cución, es  la  autoridad  que  tiene  el  encargo  de  velai 
por  esos  intereses  y  á  la  cual  está  cometida  su  admi- 
nistración. Tal  es  la  opinión  de  todos  los  escritores  y 
jurisconsultos  que  toman  por  base  de  la  legislación  y 
de  la  doctrina  la  división  de  las  jurisdicciones  en  ordi- 
naria y  administrativa. 

Así,  Gabantous  (2),  sienta  como  correspondientes  á  lo 
contencioso  administrativo  en  materia  de  trabajos  pú- 


(1)  Artículo  31L 

(2j  Derecho  público  y  administrativo,  núm.  431. 
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blicos municipales:  «  1"  las  cuestiones  entre  los  empre- 
»  sarios  y  la  administración ;  2°  las  cuestiones  con  los 
»  terceros  con  motivo  de  perjuicios  causados  ;  8"  las 
»  cuestiones  con  los  mismos  por  mayor  valor  ».  Gol- 
meiro,  después  de  explicar  la  teoría  de  lo  contencioso 
administrativo,  sus  diferencias  con  la  jurisdicción  ordi- 
naria y  las  reglas  por  medio  de  las  cuales  se  distingue, 
nos  da  un  resumen  de  los  casos  que  comprende  aquella 
jurisdicción,  y  dico(l)  :  ...Son  materia  contencioso-ad- 
ministrativa  todas  las  cuestiones  que  suscitaren  los 
particulares  á  la  administración  si  fuesen  relativas  al 
cumplimiento,  rescisión  y  efectos  de  los  contratos  admi- 
nistrativos, cuando  el  particular  se  considera  agraviado 
con  la  decisión  del  gobierno.  Tratando  mas  adelante  de 
los  tribunales  administrativos,  dice  (2)  :  «  Compete 
»  á  los  Consejos  provinciales  el  conocimiento  y  deci- 
»  sion  de  las  cuestiones  contencioso-administralivas. 
»  8°....  Al  cumplimento,  inteligencia,  rescisión  y 
»  efectos  de  los  contratos  y  remates  celebrados  con  la 
»  administración  civil  ó  con  las  provinciales  y  muni- 
•')  cipales  para  toda  especie  de  servicios  y  obras  públi- 
»  cas.  »  Batbie  (3),  dice  :  «  En  materia  de  trabajos 
■)  públicos,  los  Consejos  de  prefectura  conocen  :  1°  de 
»  las  cuestiones  entre  la  administración  y  los  empre- 
»  sarios  sobre  el  sentido  y  la  ejecución  de  las  cláii- 
»  sulas  de  sus  contratos.  )>  En  fin,  Vivien  (4),  y  Du- 
crocq  (5),  desarrollan  la  misma  doctrina. 

Con   arreglo  á  esta  jurisprudencia  y  reasumiendo 


(1)  Num.  1777,  2«. 

(2)  Núm.  1802. 

(3)  Derecho  público  y  admiiüstralivo,  lomo  VII,  uuin.  37'J. 

(4)  Tomo  II,  p;'ig.  119. 

(5)  Núm.  98  y  siguientes. 
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/■  lo  expuesto,  puede  afirmarse  sin  vacilación  que  todo 
contrato  celebrado  por  la  administración  en  general 
con  los  particulares,  sobre  servicios  ú  obras  públicas, 
es  un  contrato  administrativo  sujeto  en  su  celebración, 
ejecución  y  efectos  á  la  jurisdicción  contencioso-admi- 
nistrativa,  que  esa  jurisdicción  se  halla  ejercida  en  pri- 
mera instancia  por  el  poder  ejecutivo  respecto  de  los 
contratos  que  él  mismo  celebre,  entre  los  que  figuran 
los  que  proponen  las  municipalidades  de  campaña, 
pues  que  de  la  aprobación  del  gobierno  reciben  toda 
su  fuerza  y  vigor,  y  por  la  municipalidad  de  la  capital 
respecto  de  lo  que  ella  misma  contraiga,  y  apelación 
de  ambos  tribunales  por  la  Cámara  Superior  de  jus- 
ticia, todo  conforme  al  principio  establecido  en  el  ar- 
tículo 129  de  la  Constitución,  y  á  lo  dispuesto  en  las 
leyes  de  29  de  setiembre  de  1857,  y  de  3  de  noviembre 
de  1865,  artículo  31. 

Aun  cuando  la  incompetencia  del  juez  no  fuera  evi- 
dente en  el  caso  de  la  ejecución  que  se  prosigue  contra 
la  municipalidad  de  Mercedes,  esa  ejecución  no  podría 
hacerse  efectiva  sobre  los  bienes  respecto  de  los  que 
se  ha  librado  orden  de  embargo  y  que  se  trata  de  vender 
en  público  remate,  porque  siendo  bienes  públicos,  y' 
conservando  ese  destino  en  el  momento  del  embargo  y 
del  remate,  se  hallan  fuera  del  comercio,  y  no  son  sus- 
ceptibles de  propiedad  privada. 

Basta  referirse  á  la  sencilla  teoría  de  la  división  ge- 
neral de  las  cosas,  para  decidir  que  no  son  susceptibles 
de  propiedad  privada  las  cosas  destinadas  al  uso  co- 
mún y  al  servicio  público  del  Estado  en  general  ó  del 
municipio,  aun  cuando  por  su  naturaleza  sean  suscep- 
tibles de  apropiación,  como  las  calles,  las  plazas,  los 
edificios  y  construcciones  destinadas  al  servicio  ge- 
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ñera!,  mientras  conserven  ese  destino,  por  cuya  razón 
se  las  considera  fuera  del  comercio.  Esas  cosas  cons- 
tituyen el  dominio  público  del  Estado  ó  del  municipio, 
y  su  inalienabilidad  tiene  por  fundamento  el  mismo 
servicio  á  que  están  dedicadas,  porque  no  puede  con- 
cillarse el  absoluto  dominio  de  un  particular,  con  el 
uso  y  objeto  á  que  están  afectadas.  Solo  la  autoridad, 
que  ha  podido  colocar  fuera  del  comercio  un  fundo  cual- 
quiera, afectándolo  á  un  servicio  público  á  que  estaba 
destinado  el  fundo,  hace  cesar  la  causa  de  su  inalie- 
nabilidad, y  volverlo  asi  al  comercio  en  las  condiciones 
de  una  propiedad  privada  á  cuyas  reglas  queda  some- 
tido (1). 

La  separación  del  comercio  de  esas  cosas  destinadas 
á  un  uso  ó  servicio  público,  se  halla  establecida  en 
principio  por  las  leyes  ^"^  y  9'\  título  28,  y  por  el  artí- 
culo 30,  inciso  7°,  título  1°,  libro  III,  del  Código 
civil,  que  reasumen  la  doctrina  aceptada  por  todas  las 
legislaciones,  así  antiguas  como  modernas,  y  fundada 
en  esta  sencilla  razón  que  es  absolutamente  incompa- 
tible el  dominio  privado  de  un  particular  con  el  uso 
y  servicio  público  en  una  cosa  que  tiene  por  la  ley  ese 
destino.  Demolombe  reasume  brevemente,  en  el  lugar 
citado,  esa  doctrina,  diciendo  :  «  Es  preciso  aplicar 
))  á  los  bienes  de  las  municipalidades  la  misma  distin- 
»  cion  que  acabamos  de  hacer  en  lo  que  respecta  á  los 
))  bienes  del  Estado,  es  decir,  que  los  unos  forman  el 
))  dominio  público  municipal,  mientras  que  los  otros 
))  componen  el  dominio  municipal  privado. 

»  Los  primeros  son  los  bienes  consagrados  á  un  uso 


(1)   Pboudhom,    dom.  piib.    tí[.  1*,  pág.   253;  Demolombe,  cours  du  Codc 
Nap.,   lít.  9%  num.   '160  y  los  que  citan.  ■ 


DE  LAS  MUNICIPALIDADES.  377 

»  público  universal  ó  municipal,  como  las  calles,  las 
»  plazas,  la  iglesia,  la  casa  municipal,  el  hospicio, 
«  etc.  Estos  son,  por  razón  de  su  destino  y  mien- 
»  tras  que  este  subsista,  inagenables  ó  iinprescripti- 
»  bles. 

»  Los  otros  bienes  de  las  municipalidades  son  los 
»  que  no  tienen  un  destino  semejante  y  que  les  perte- 
•»  necen  como  pudieran  pertenecer  á  un  particular.  Es- 
»  tos  bienes  están  en  el  comercio,  son  enagenables  en 
»  las  condiciones  determinadas  portas  leyes,  prescrip- 
»  tibies.  » 

No  puede  dudarse  que  se  encuentra  comprendido  en 
la  primera  categoría' de  esos  bienes,  el  edificio  que  .en 
la  ciudad  de  Mercedes  contiene  la  cárcel,  las  oficinas 
de  justicia  y  las  municipales  ;  y  que,  por  consiguiente, 
destinado  exclusivamente  al  servicio  público,  se  en- 
cuentra fuera  del  comercio,  y  en  la  imposibilidad  de 
pasar  al  dominio  de  un  particular  mientras  conserve 
ese  destino. 

El  juez  que  no  tiene  autoridad  para  cambiar  el  ser- 
vicio á  que  ese  edificio  está  destinado,  y  que  no  puede 
tampoco  obtener  las  condiciones  que  lo  caracterizan 
en  el  orden  civil,  no  ha  podido  decretar  el  embargo 
ni  hacer  efectiva  una  ejecución  sobro  su  valor,  porque 
carece  de  facultades  para  autorizar  la  trasmisión  del  do- 
minio particular  y  viola  la  ley  decretando  la  enagena- 
cion  en  venta  pública  de  una  cosa  que  se  halla  fuera 
del  comercio. 

Las  disposiciones  adoptadas  por  el  juez  civil  ordi- 
nario referentes  al  embargo  y  remate  de  los  edificios 
de  la  ciudad  de  Mercedes,  para  adjudicar  su  valor  al 
pago  de  un  crédito  cualquiera,  constituyen,  por  lo 
tanto,  un  procedimiento  verdaderamente  ilegal  y  una 
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extralimitacion  de  las  facultades  acordadas  á  la  au- 
toridad judicial  para  resolver  las  cuestiones  de  puro 
interés  privado  entre  los  particulares. 

Buenos  Aires,  28  de  oclubre  de  1870. 

Moreno. 


Buenos  Aires,  7  de  noviembre  de  1870. 

Visto  el  precedente  dictamen  del  fiscal,  y  siendo  sumamente 
conveniente,  no  solo  por  el  caso  de  que  se  trata,  sino  también 
por  los  demás  que  pudieran  ocurrir,  que  se  decida  por  quien 
corresponda,  hasta  dónde  alcanza  la  competencia  de  los  tribu- 
nales ordinarios  para  entender  y  fallar  en  las  cuestiones  que  los 
particulares  promueven  contra  las  municipalidades  :  pareciendo 
fundadas  al  gobierno  las  doctrinas  que  sienta  el  fiscal,  diríjase 
oficio  al  señor  presidente  del  Superior  Tribunal  de  justicia, 
adjuntándole  en  copia  el  referido  dictamen  y  esta  resolución,  á  fin 
de  que,  llamando  á  su  vista  los  autos  que  se  siguen  por  el  juzgado 
de  primera  instancia  al  cargo  del  Dr.  D.  Miguel  Garcia  Fer- 
nandez contra  la  municipalidad  de  Mercedes,  se  sirva  resolver  la 
cuestión  de  competencia  que  promueve  el  fiscal,  y  la  legalidad 
ó  ilegalidad  de  los  procedimientos  á  ([ue  el  mismo  fiscal  se 
refiere,  y  avísese  á  este. 

Castro. 

Antonio  E.  Malaver. 


Mientras  la  cuestión  de  competencia  pendía  de  la  resolución 
del  Superior  Tribunal,  el  expediente  seguido  por  la  municipali- 
dad había  adelantado  su  tramitación,    se  habían  constatado  los 
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datos  necesarios  para  formar  una  liquidación  exacta ;  y,  como 
por  una  parte,  no  se  podia  poner  en  duda  la  legitimidad  del 
crédito ;  y,  por  la  otra,  era  necesario  librar  á  la  municipalidad 
•de  la  situación  penosa  y  difícil  en  que  se  encontraba,  de  la  que 
no  le  era  posible  salir  airosa  contando  con  sus  propios  recursos, 
•el  gobierno  se  presentó  á  las  Cámaras  legislativas,  pidiendo  un 
•crédito  por  la  suma  necesaria  para  pagar  totalmente  la  deuda 
reclamada. 

En  consecuencia,  la  Legislatura  sancionó  la  siguiente  ley,  que 
fué  promulgada  al  31  de  octubre  de  1870  : 


Art.  1.°  Autorízase  al  poder  ejecutivo  para  invertir  bástala 
€antidad  de  quinientos  mil  pesos  moneda  corriente,  á  efecto  de 
•cubrir  el  déficit  resultante  de  la  construcción  del  cabildo  de  la 
■ciudad  de  Mercedes. 

Art.  2.°  Esta  suma  será  imputada  á  rentas  generales. 

Art.  3."  Comuniqúese  al  poder  ejecutivo. 


Andrés  Somellera. 


Ramón  de  Lhlaeta, 

Secretario. 


Comunicada  esta  ley  por  el  camarista  juez  de  semana  al  juez 
de  primera  instancia,  este  mandó  agregar  la  nota  al  expediente 
€on  noticia  de  las  partes  ;  y  el  ejecutante  presentó  un  escrito 
pidiendo  se  librara  oficio  al  poder  ejecutivo,  para  que  deposi- 
tara los  fondos  votados  por  la  ley,  en  el  Banco  de  la  Provincia,  á 
disposición  del  juzgado,  á  efecto  de  aplicarlos  al  pago  del  crédito 
que  se  ejecutaba,  y  caso  de  negarse  á  esta  petición,  se  determi- 
naran nuevos  días  para  las  almonedas,  que,  de  común  acuerdo 
con  el  presidente  de  la  municipalidad,  se  habían  suspendido  por 
ti-einta  días. 

El  ejecutante  fundaba  su  pretensión  en  la  naturaleza  del  juicio  ; 
en  la  ninguna  ingerencia  del  poder  ejecutivo  en  este  asunto, 
habiendo  declarado,  á  petición  suya,  que  la  aprobación  del  con- 
trato celebrado  no  lo  constituía  obligado  directo,  ni  fiador  ;  y  en 
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que  la  misma  ley  recientemente  votada,  le  mandaba  cubrir  el 
déficit  de  la  obra  del  cabildo,  que.  era  el  crédito  que  ejecu- 
taba. 


El  juez  proveyó  lo  siguiente  : 

Buenos  Aires,  16  de  noviembre  de  187Ü. 

Sin  que  ello  importe  dar  ingerencia  en  el  juicio  á  otra  perso- 
nalidad jurídica,  que  á  aquellas  á  quienes  corresponde  según 
derecho  en  estos  autos,  líbrese  oficio  al  poder  ejecutivo,  por  el 
órgano  del  señor  ministro  de  Gobierno,  para  que  se  sirva  mani- 
festar si  está  dispuesto,  ó  no,  á  poner  á  la  orden  de  este  juz- 
gado los  Ibndos  necesarios  para  el  pa¿o  del  capital,  intereses, 
costos  y  costas  de  la  presente  ejecución  contra  la  municipa- 
lidad de  Mercedes,  todo  con  calidad  de  que  si  así  no  fuese  el 
juzgado  seguirá  adelante  el  procedimiento  ejecutivo  ;  y,  por 
consecuencia,  volverá  á  ponerse  en  almoneda  la  finca  embar- 
gada. Con  su  resultado  se  proveerá  lo  que  corresponda. 

García  Fernandez . 


La  nota  con  que  el  juez  de  primera  instancia  comunicó  este 
auto  al  poder  ejecutivo,  fué  pasada  en  vista  al  fiscal  del  Estado, 
quien  la  devolvió  con  el  siguiente  dictamen  : 


Excmo.  Señor : 

En  el  expediente  seguido  ante  el  gobierno  sobre  el 
crédito  que  gestiona  ante  el  juzgado  de  primera  ins- 
tancia D.  Ángel  Barrabino  contra  la  municipalidad 
de  Mercedes,  he  manifestado  las  consideraciones  que 
fundaban,  en  mi  opinión,  la  incompetencia  del  juez 
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ordinario  que  estaba  conociendo  de  este  asunto  y  la 
perfecta  ilegalidad  de  los  procedimientos  que  habia  de- 
cretado y  observado.  El  Superior  Tribunal  de  justi- 
cia, á  quien  fueron  comunicadas  las  observaciones 
del  fiscal,  aun  no  ha  pedido  los  antecedentes  del  caso, 
y  por  eso,  sin  duda,  continúa  el  procedimiento  ejecu- 
tivo ante  el  juzgado  de  primera  instancia,  que  dirige  á 
V.   E.  la  nota  precedente. 

Para  impedir  la  continuación  de  un  juicio  nulo,  y 
salvar  los  principios  y  la  jurisdicción,  comprometi- 
dos en  este  asunto,  creo  oportuno  reasumir  los  prin- 
cipales fundamentos  en  que  se  apoyaba  mi  opinión, 
que  en  este  incidente  reproduzco,  así  como  la  peti- 
ción que  deduje  ante  V.  E. 

Guando  la  municipalidad  contrató  la  construcción  de 
los  edificios  públicos  de  la  ciudad  de  Mercedes,  ha 
ejercitado  una  facultad  administrativa,  en  la  órbita  de 
las  funciones  que  la  ley  le  confia :  ha  ejecutado  un  acto 
que  solo  la  autoridad  podia  realizar  en  la  esfera  de  sus 
atribuciones  en  la  administración  pública  ;  y,  por  con- 
siguiente, el  contrato  se  halla  fuera  de  la  jurisdicción 
civil  ordinaria,  instituida  para  apreciar  y  resolver  las 
cuestiones  de  puro  interés  privado  entre  los  particula- 
res. 

El  contrato  se  estipidó  con  autorización  del  gobierno 
y  quedó  perfeccionado  con  su  aprobación.  Es,  pues, 
un  contrato  administrativo,  por  esta  sola  razón,  de 
cuya  subsistencia,  ejecución  y  efectos  no  puede  cono- 
cer el  juez  ordinario,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
artículo  129  de  la  Constitución  y  con  arreglo  á  los  prin- 
cipios sobre  que  reposa  la  jurisdicción  contencioso- 
administrativa,  que  esa  prescripción  constitucional  es- 
tablece. 
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Existe  un  acto  de  la  administración  sobre  un  objeto 
de  interés  público,  una  reclamación  de  particular  que 
reclama  derechos  que  provienen  de  ese  acto  y  que,  se- 
gún él,  la  administración  desconoce;  y  en  esa  con- 
troversia se  encuentra  comprometido  el  interés  público, 
en  colisión  con  el  interés  particular  ;  luego  debe  forzo- 
samente concluirse  que  la  cuestión  es  contencioso-ad- 
ministrativa,  y  debe  ser  resuelta  por  los  tribunales, 
establecidos  para  ejercerla;  y  no  por  los  jueces  civiles 
ordinarios,  que  carecen  de  mandato  y  de  autoridad 
para  conocer  y  decidir  tales  controversias. 

Para  contestar  el  origen  del  acto  de  que  nace  la 
cuestión  y  los  derechos  que  se  reclaman  por  el  particu- 
lar que  la  promueve,  no  podria  negarse  que  las  muni- 
cipalidades son  funcionarios  ó  autoridades  administra- 
tivas ;  porque  la  ley  las  ha  establecido  con  fines 
administrativos  y  les  ha  conferido  funciones  de  ese 
carácter,  que  antes  se  hallaban  centralizadas  en  la  au- 
toridad directa  del  poder  ejecutivo;  y  mucho  podria 
dudarse  de  aquel  origen,  con  relación  á  contratos  ó 
actos  celebrados  con  las  municipalidades  de  campaña  ; 
porque  la  ley  solo  las  autoriza  para  proponer  las  medi- 
das ó  determinaciones  que  crean  convenientes  al  bien 
general  del  municipio,  recibiendo  tales  medidas  toda 
su  fuerza  y  vigor  de  la  autorización  del  gobierno ;  de 
suerte  que  todo  contrato  celebrado  con  una  municipa- 
lidad, es  en  realidad  un  contrato  celebrado  con  la  ad- 
ministración, con  el  poder  ejecutivo. 

El  procedimiento  ilegal  del  juez  do  primera  instancia 
consiste  en  el  embargo  decretado  de  los  edificios  pú- 
blicos de  la  ciudad  de  Mercedes,  con  el  objeto  de  po- 
nerlos en  almoneda  y  constituir  en  ellos  una  propie- 
dad privada.  El  juez  de   primera  instancia,  no  puede 
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desconocer  que  esos  edificios,  destinados  al  servicio 
público,  se  encuentran  fuera  del  comercio,  mientras 
que  conserven  ese  destino;  y  que  él  carece  completa- 
mente de  autoridad  para  ordenar  la  enagenacion  y  la 
constitución  (  e  un  dominio  privado  en  las  cosas  desti- 
nadas al  serv  ( io  público  ;  porque  no  tiene  facultades 
que  lo  autoricen  á  cambiar  el  destino  que  tienen  y  el 
servicio  que  prestan,  ni  puede,  por  eso,  alterar  el  ca- 
rácter y  condiciones  que  revisten  en  el  orden  civil. 

Sírvase,  pues,  V.  E.  comunicar  al  juez  de  primera 
instancia  que,  denegada  su  competencia  para  cono- 
cer en  este  asunto,  remítalos  antecedentes  al  Superior 
Tribunal  de  justicia,  á  quien  ya  se  ha  dirigido  el  go- 
bierno, suspendiéndose  entre  tanto  todo  ulterior  pro- 
cedimiento. 

Buenos  Aires,  24  de  noviembre  de  1870. 

Moreno. 


De  conformidad  con  la  precedente  petición  del  fiscal,  el 
gobierno  resolvió  se  contestara  al  juez  de  primera  instancia, 
comunicando  también  este  incidente  al  Superior  Tribunal,  para 
que  se  sirviera  resolver  la  cuestión  de  competencia  deducida, 
ordenando  la  suspensión  de  los  procedimientos.  El  tribunal  pidió 
entonces  informe  al  juez  de  la  causa,  quien,  evacuándolo  remitió 
el  expediente,  pasando  todo  en  vista  al  fiscal  del  tribunal,  quien 
se  expidió  del  modo  siguiente  : 

Responde  : 

Excmo.  Señor  : 

Las  municipalidades,  ejerciendo  sus  funciones  en  las  locali- 
dades respectivas,  pueden,  bajo  un  diverso  rol,  obrar  como 
verdadera  autoridad,  ú  obrar  como  particular,  contratando  y 
adquiriendo  como  los  particulares. 


384  PERSONALIDAD  JURÍDICA 

En  el  primer  caso  proceden  cuando  dictan  legalmente  sus 
mandatos  de  carácter  general,  y  los  hacen  cumplir  sin  necesidad 
de  asentimiento  ni  voluntad  de  aiiuellos  á  quienes  comprende. 

El  segundo  caso  es,  cuando  las  obligaciones  que  imponen,  y 
se  imponen  ellas  mismas,  nacen  del  consentimiento  aunado 
con  el  del  particular  y  establecido  en  el  contrato  celebrado. 
Entonces  no  obran  con  mas  facultades,  bajo  otras  reglas,  ni  de 
otra  manera  que  como  simple  particular. 

Es  bajo  este  carácter  que  procedió  con  el  contrato  con 
Barrabino.  Creyendo  aquella  corporación  ser  conveniente  al 
progreso  de  su  ciudad  la  formación  do  algunos  edificios  públicos, 
celebró  para  su  construcción  un  contrato  con  los  maestros 
arijuitectos.  En  él  se  obligaron  estos  á  levantar  esos  edificios 
bajo  las  condiciones  que  aceptaron,  y  la  municipalidad  á  pa- 
garles su  importe  en  los  términos  estipulados,  y  para  cuyo 
cumplimiento  gravaba  expresamente  al  pago  todas  sus  rentas, 
deducidos  los  gastos  ordinarios  de  su  administración. 

No  habiendo  cumplido  la  municipalidad  sus  compromisos,  fué 
demandada  ante  el  juez  ordinario. 

La  municipalidad,  lejos  de  desconocer  esa  jurisdicción,  dijo 
por  repetidas  veces  que  nada  tenia  que  oponer  á  la  justa  de- 
manda (f.  19,  20  V.,  21).  El  poder  ejecutivo  (f.  1),  dijo  también 
que  él  no  era  fiador,  ni  contratante  de  la  obligación,  siendo  solo 
la  municipalidad  la  obligada  ;  y  en  el  mismo  sentido  se  pronunció 
la  Legislatura  cuando  dictó  su  ley  de  31  de  octubre  de  1870  facul- 
tando al  EJeculivo  jiara  cubrii-  el  déficit  de  la  municipalidad  de 
Mercedes,  hasta  la  suma  que  fijó. 

Cuando  se  publicó  la  almoneda  del  edificio  y  suelo  del  cabildo 
de  Mercedes,  el  poder  ejecutivo  pasó  su  nota  (f,  98),  solicitando 
la  suspensión  del  remate  [)or  breve  tiempo,  con  el  objeto  de  dar 
los  pasos  necesarios  para  que  ese  edificio  no  se  enagenase,  re- 
servándose para  los  usos  públicos  á  que  está  destinado,  agre- 
gando :  «  sin  que  con  ello  pi-eteiida  en  manera  alguna  inmis- 
»  cuirse  en  lo  que  concierne  á  la  administración  de  justicia;  sino 
»  procurar  tan  solamente  los  medios  justos  de  obtener  la  con- 
»  servacion  de  esa  propiedad  pública.  » 

Después  de  estos  antecedentes,  el  poder  ejecutivo  ha  recla- 
mado el  conocimiento  de  la  causa,  como  única  autoridad  legal, 
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por    ser  cuestión  de   su  competencia,    como  contencioso    de 
hacienda. 

El  artículo  9°  de  la  ley  de  29  de  setiembre  de  1857,  al  dar  nueva 
forma  al  Superior  Tribunal  de  justicia,  definió  lo  que  era  conten- 
cioso de  hacienda  al  decir  :  «  conocerá  —  1."  de  todo  recurso  de 
»  apelación  que  se  interpusiese  de  resoluciones  del  gobierno  en 
»  asuntos  con  particulares,  mientras  no  se  establezca  el  tribunal 
»  especial.  » 

Per  consiguiente,  las  cuestiones  contenciosas  de  hacienda  en 
que  el  poder  ejecutivo  es  competente  como  juez,  son  aquellas  en 
que  se  ventilan  los  derechos  dol  particular  con  los  del  gobierno, 
es  decir,  con  los  de  la  hacienda  pública,  que  es  la  caja  ge- 
neral del  Estado,  llamada  antiguamente  fiscus. 

Si  la  municipalidad  no  es  el  gobierno  en  el  sentido  de  la  ley; 
si  su  caja,  bienes,  y  rentas,  no  es  caja,  bienes  ni  reñías  de  la 
Provincia,  sino  únicamente  de  su  localidad,  claro  es  que  cuando 
obra  como  particular  contratando  con  el  particular,  está  sujeta  á 
la  jurisdicción  ordinaria  y  no  á  la  especial  del  poder  ejecutivo. 

Pero,  si  bien  pienso  que  el  juez  de  primera  instancia  ha 
sido  competente  en  el  conocimiento  de  la  causa,  creo  también 
que  no  ha  podido  mandar  ejecutar  el  suelo  y  edificio  del  cabildo 
de  Mercedes. 

Por  el  artículo  5°  del  contrato  (f.  4),  la  municipalidad  gravó 
expresamente  al  pago  de  las  cantidades  que  se  comprometía  á 
entregar,  todas  sus  rentas,  deducidos  los  gastos  ordinarios  de  su 
administración. 

Es  decir,  que  fué  estipulado  que,  á  no  hacerse  las  entregas 
convenidas,  esa  deuda  se  satisfaría  con  el  sobrante  de  lis  rentas 
generales  :  el  cabildo  quedó,  por  consiguiente,  separado  de  toda 
obhgacion  al  pago  ;  y  no  pudo,  por  consiguiente,  llevarse  ejecu- 
ción sobre  él. 

Villegas. 


Señores  —  Somellera,  Pica,  Salas,  Ahina,  Medina,  González^ 
Domínguez,  Langenheini,  Eguia,  Escalada. 

Autos  y  vistos  :    Considerando  :  —  Primero  :  Que  por  la  ley 
de  la  Provincia  trascripta   á  fojas  ciento  tres,  se  autoriza  al 

I.  25 
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poder  ejecutivo  para  invertir  hasta  la  cantidad  de  quinientos 
mil  pesos  moneda  corriente,  á  efecto  de  cubrir  el  déficit  resul- 
tante de  la  construcción  del  cabildo  de  la  ciudad  de  Mercedes. 
—  Segundo  :  Que,  desde  entonces,  siendo  esta  una  ley  dictada 
ad  hoc,  Y  habiendo  sido  el  gobierno  directamente  facultado 
por  ella  para  el  pago,  no  es  posible  resolver  el  presente  caso 
de  competencia  por  los  principios  generales  de  derecho , 
sino  con  arreglo  á  esa  sanción  especial.  —  Tercero  :  Que,  en 
tesis  general,  la  misma  competencia,  para'ser  decidida,  presu- 
pone un  juicio  existente,  como  que  el  fallo  de  los  magistrados 
no  debe  resolver  principios  abstractos,  sino  en  cuanto  sean,  ó 
no,  aplicables  á  determinado  caso,  es  decir,  á  un  pleito  pen- 
diente y  no  á  un  pleito  fenecido.  —  Cuarto  :  Que  aquí,  el  juicio 
ya  no  tiene  razón  de  ser,  desde  que  tratándose  de  una  ejecución 
por  cobro  de  pesos,  la  Legislatura  ha  suministrado  los  fondos 
necesarios,  ordenando  al  mismo  tiempo  que  se  imputen  á  rentas 
generales,  por  la  consideración  sin  duda,  que  la  obra  del  cabildo 
de  Mercedes,  mas  que  municipal  debe  reputarse  obra  de  servicio 
departamental  y  de  general  utilidad. 

Por  estos  fundamentos,  se  declara  que  deben  remitirse  los 
autos  al  poder  ejecutivo  á  los  fines  de  la  citada  ley  ;  y  líbrese 
oficio  al  juez  de  primera  instancia,  haciéndole  saber  esta  reso- 
lución. 


El  voto  de  los  vocales  Dres.   González  y  Langenheim,  es  el 
siguiente  : 

Autos  y  vistos  :  Considerando  que  el  punto  suh  judice  es  la 
competencia  instaurada  ea  forma  por  el  poder  ejecutivo,  quien 
aceptó  en  un  todo  las  vistas  del  señor  fiscal  de  la  Provincia,  que 
corren  la  una  en  el  expediente  agregado,  y  la  otra  á  foja  116  del 
corriente.  —  Que  esa  competencia  ha  sido  tramitada  debidamente 
con  audiencia  del  señor  fiscal  del  tribunal,  quien  se  ha  expedido 
sobre  el  fon  lo  de  la  cuestión.  —  Que  en  este  estado  el  tribunal 
está  en  el  estricto  deber  de  pronunciarse  acerca  de  la  compe- 
tencia ;  y  que  no  puede  sostenerse  haberse  deducido  extemporá- 
neamente, desde  que  el  poder  ejecutivo,  incontinenti  de  conocer 
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la  existencia  de  este  asunto,  v  remate  del  cahildo  que  trataba  de 
veri/icarse,  promovió  aquella. 

Considerando  sobre  la  cunslion  de  competencia.  —  Primero  : 
Que  las  doctrinas  invocadas  por  el  señor  fiscal  de  gobierno  en 
sus  vistas  citadas,  y  que  son  las  enseñadas  por  los  principales 
autores,  convencen  do  que  los  actos  y  contratos  de  que  se  trata, 
son  de  naturaleza  eminentemente  administrativa  ;  y  que  las  con- 
testaciones suscitadas  sobre  ellos  deben  ser  decididas  por  juris- 
dicción contencioso-administrativa.  —  Segundo  :  Que  la  reso- 
lución del  gobierno,  testimoniada  á  foja  primera,  se  limitó  á 
declarar  que  no  estaba  obligado  al  pago  pretendido  por  los 
arquitectos  Barrabino,  sin  que  hubiera  decidido  en  manera 
alguna  el  punto  sobre  la  jurisdicción,  de  que  en  esos  momentos 
no  se  trataba.  —  Tercero  :  Que  la  aseveración  del  sefior  fiscal 
del  tribunal,  de  que  el  articulo  noveno  de  la  ley  de  veinte  y  nueve 
de  setiembre  del  año  mil  ochocientos  cincuenta  y  siete,  definió 
loque  era  contencioso  de  hacienda,  no  es  fundada;  porque,  como 
puede  verse  en  los  diarios  de  sesiones  de  las  Cámaras  de  se- 
nadores y  diputados  de  aquel  año,  se  prescindió  precisamente 
del  deslinde  de  lo  que  era  contencioso  administrativo,  quedando 
establecido  sin  contradicción  que  en  los  casos  de  esta  naturaleza 
el  poder  ejecutivo  entenderla  en  primera  instancia  con  apelación 
al  Tribunal  Superior,  hasta  tanto  se  instituyeran  los  tribunales 
de  la  materia.  —  Y  por  último,  Cuarto  :  Que  la  cuestión  actual 
corresponde  á  lo  contencioso  administrativo,  según  las  demos- 
traciones recordadas  del  señor  fiscal  de  gobierno,  y  la  doctrina 
uniforme  de  que  todo  contrato  celebrado  por  la  administración  en 
general  con  los  particulares,  sobre  servicios  ú  obras  públicas,  es 
un  contrato  administrativo,  sujeto  á  la  jurisdicción  contencio- 
so-administrativa, como  pueden  verse,  entre  muchos  otros,  á 
M.  S.Cabaxtols,  Lecciones  de  derecho  público  y  administrativo, 
número  trescientos  sesenta  y  cinco  y  cuatrocientos  treinta  y  uno 
hasta  cuatrocientos  treinta  y  cuatro,  edición  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  tres;  M.  J.  H.  Dl'groq,  Curso  de  derecho  administra- 
tivo, número  cien  y  ciento  uno,  edición  mil  ochocientos  sesenta  y 
tres ;  Vivien,  Estudios  administrativos,  página  ciento  diez  y 
nueve,  tomo  primero,  edición  de  Madrid,  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  cuatro;  y  GoniEmo,  Derecho  administrativo  español, 
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número  mil  ochocientos  dos  del  tomo  segundo,  edición  de  mil 
ochocientos  cincuenta  y  ocho. 

Por  estos  fundamentos,  en  disidencia  con  la  mayoría,  declara- 
mos que  el  conocimiento  del  presente  asunto  corresponde  al 
poder  ejecutivo  en  primera  instancia,  debiendo  haber  sido  ini- 
ciado ante  él ;  y  que  la  justicia  ordinaria  civil  es  incompetente 
para  su  conocimiento  y  decisión  ;  satisfechas  las  costas,  devuél- 
vanse al  inferior,  para  que  remita  estos  autos  al  poder  ejecutivo. 


No  volveremos  ya  sobre  el  fondo  de  la  cuestión 
principal :  nos  limitaremos  á  observar  á  la  sentencia  de 
la  mayoría  del  Tribunal  Superior  que  ha  esquivado  la 
resolución  del  punto  en  discusión,  apoyándose  en  un 
antecedente  que  creemos  equivocado  ;  cual  es  que  la 
ley  dictada  por  la  Legislatura,  relativa  al  déficit  de  la 
obra  del  cabildo  de  Mercedes,  ha  resuelto  de  una  ma- 
nera especial  la  cuestión  do  jurisdicción,  de  cuya  so- 
lución en  este  caso  no  sea  licito  dudar,  en  vista  de  la 
autorización  que  coníiere  al  poder  ejecutivo,  para  apli- 
car los  fondos  que  determina,  al  pago  de  aquella 
deuda. 

Las  cuestiones  de  incompetencia  y  de  procedi- 
mientos ilegales,  no  estaban  comprendidas  en  la  de  le- 
gitimidad del  crédito,  que  no  se  habia  puesto  en  tela  de 
juicio,  ni  siquiera  promovido.  El  crédito  perfectamente 
legítimo  á  juicio  del  gobierno,. debia  necesariamente 
pagarse;  y,  como  por  una  parte,  la  municipalidad 
carecía  de  fondos  para  efectuarlo,  y  la  deuda  era  una 
deuda  de  la  administración,  aun  cuando  fuera  local; 
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y  por  otra  parte,  las  facultades  del  poder  ejecutivo  en 
la  inversión  de  las  rentas  públicas  están  limitadas  al 
cumplimiento  de  las  disposiciones  de  la  ley  del  presu- 
puesto, acudió  á  la  Legislatura,  pidiendo  la  autoriza- 
ción necesaria  para  dedicar  dinero  del  tesoro  público 
al  pago  de  esa  deuda.  La  ley  de  31  de  octubre  de  1870 
acordó  esa  autorización ;  abrió  un  crédito  suplemen- 
tario á  la  ley  del  presupuesto,  como  se  dice  en  térmi- 
nos administrativos;  ordenó,  en  fin,  la  dedicación  de  la 
suma  que  se  creia  necesaria  al  pago  del  crédito  que 
el  poder  ejecutivo  indicaba ;  pero  no  resolvió  cuestión 
alguna,  que  no  tuvo  presente  y  que  no  era  de  su  resorte. 
El  poder  ejecutivo,  único  admiuistrador  según  la  ley, 
de  las  rentas  públicas,  pudo  y  debió  poner  á  disposición 
del  juez  ó  entregar  por  orden  de  este  al  particular 
reclamante,  la  suma  votada  por  la  ley,  si  la  cuestión  de 
competencia  se  hubiera  resuelto  en  favor  de  la  jurisdic- 
ción civil;  y  liabria,  en  tal  caso,  cumplido  estrictamente 
su  deber . 

La  mayoría  del  tribunal  parte,  pues,  de  una  base 
falsa,  atribuyendo  á  la  ley  la  intención  de  establecer 
una  jurisdicción  en  un  caso  particular,  cuando  solo  ha 
autorizado  la  inversión  de  una  suma  de  dinero  en  un 
gasto  determinado,  con  prescindencia  absoluta  de  la 
jurisdicción  que  debia  conocer  en  la  reclamación 
deducida. 

En  cuanto  á  la  opinión  del  señor  fiscal  del  Superior 
Tribunal,  creemos  deber  dirigirle  dos  observaciones. 

La  primera  es  que  siendo  necesario  para  ser  persona 
en  el  derecho,  tener  la  capacidad  de  adquirir  y  obligarse, 
como  se  obliga  y  adquiere  un  particular,  una  persona 
natural,  es  evidente  que  cuando  el  Estado  ó  una  muni- 
cipalidad celebra  un  contrato  ó  adquiere  un  bien,  pone 
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en  ejercicio  su  capacidad  de  persona  jurídica ;  y  esta  ca- 
pacidad le  es  indispensable  porque  solo  de  esa  manera 
podria  establecer  con  individuos  relaciones  de  derecho 
V  llenar  los  fines  mismos  de  su  institución.  Guando  los 
Poderes  públicos  ó  las  municipalidades  dictan  reglas 
de  conducta,  formulan  disposiciones,  adoptan  deci- 
siones que  deben  ser  obligatorias,  no  proceden  como 
persona  ni  ejercitan  esta  capacidad ;  proceden  entonces 
como  autoridad  y  ejercitan  el  poder  público,  la  sobe- 
ranía, según  las  atribuciones  y  jurisdicción  que  la 
Constitución  y  las  leyes  les  atribuyen.  El  ejercicio 
leoal  de  la  autoridad  iamás  induce  relaciones  de  dere- 
cho  privado. 

Es  preciso,  pues,  que  la  institución  ó  autoridad  pú- 
blica, ejercite  su  capacidad  de  persona  jurídica,  para 
que  pueda  producirse  una  relación  de  derecho  y  llegue 
el  caso  de  preguntarse  si  esa  relación,  con  las  cues- 
tiones á  que  dé  lugar,  corresponde  á  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa . 

Declarar  que  cuando  la  autoridad  se  compromete  y 
contrae  relaciones  de  derecho  privado,  se  somete,  por 
ese  hecho,  á  la  jurisdicción  civil  ordinaria,  es  negar  la 
existencia  de  lo  contencioso  administrativo,  contra  lo 
dispuesto  en  la  disposición  constitucional  antes  citada 
y  contra  lo  que  determinan  los  principios  de  derecho 
público  sobre  la  división  de  jurisdicciones. 

Precisamente  cuando  existen  relaciones  de  derecho 
privado  entre  la  administración  y  los  particulares, 
puede  únicamente  producirse  un  caso  de  jurisdicción 
administrativa;  es  decir  de  la  jurisdicción  estable- 
cida especialmente  para  conocer  y  decidir  en  las 
cuestiones  en  que  el  interés  general,  que  administra  la 
autoridad,  se  halla  en  coHsioncon  el  interés  individual. 
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La  segunda  observación  se  limitará  á  demostrar  la 
exactitud  de  la  referencia  que  ha  hecho  la  sentencia  de 
la  minoría  del  tribunal  sobre  la  ley  de  29  de  setiembre 
de  1857  ;  y  esa  demostración  consistirá  en  la  transcrip- 
ción de  la  parte  relativa  de  la  discusión,  que  creemos 
indispensable  recordar  para  este  y  otros  casos  análogos. 

En  el  Senado,  donde  tuvo  origen  el  proyecto,  con- 
vertido mas  tarde  en  ley,  el  Dr.  Velez  Sarsfield  hace 
notar  la  novedad  que  introducia  en  la  jurisdicción  del 
gobierno,  y  que  la  opinión  uniforme  de  los  abogados 
que  se  hablan  reunido  para  formarlo,  era  conceder 
algún  recurso  de  las  resoluciones  del  gobierno  en  las 
cuestiones  con  particulares.  Recuerda  que  esta  juris- 
dicción se  hallaba  establecida  por  las  antiguas  leyes  y 
que  las  de  Indias  concedían  expresamente  la  apelación 
de  todo  auto  del  gobierno  que  perjudicara  á  tercero, 
para  ante  la  Audiencia.  Encarece  la  conveniencia  de 
garantir  así  los  derechos  individuales  y  el  interés 
público  y  declara  que  solo  de  esta  manera  se  cumpliría 
el  principio  de  la  Constitución  que  consagra  la  indepen- 
dencia de  la  administración  de  justicia  (1). 

Sobre  el  artículo  9°  de  la  ley  que  establece  la  juris- 
dicción contencioso-administrativa  en  grado  de  apela- 
ción, se  lee  lo  siguiente: 

«  El  señor  Alsina.  — Aquí  en  este  artículo  están  bien 
»  consignadas  las  atribuciones  del  Superior  Tribunal 
))  de  justicia.  Por  la  primera  se  ve  la  garantía  que  se 
))  acuerda  recien  en  el  país,  de  un  modo  mas  sólido 
))  en  las  resoluciones  del  gobierno  en  los  asuntos  so- 
»  hre  contratos  con  particulares,  y  todo  lo  demás  en 
■j>  que  tenga  lugar  el  interés  individual  con  el  gobierno . 

(1)  Diario  de  sesiones,  de  1857,  pág.  381  y  382. 
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»  Así  también  se  preparará  la  reforma  que  contiene 
»  el  proyecto  del  ministro  de  Gobierno  á  este  respecto, 
»  de  establecer  un  tribunal  de  Hacienda :  entonces 
j>  será  el  caso  de  fijar  la  verdadera  inteligencia  de  los 
»  asuntos  contenciosos  de  bacienda,  de  que  habla  el 
»  articulo  constitucional  que  cita  este  inciso.  » 

En  la  Camarade  diputados  el  Dr.  Elizalde  (D.  F.) 
informando,  decia  :  —  «  Mientras  se  establece  el  tribu- 
»  nal  especial  de  Hacienda  de  que  habla  la  Gonstitu- 
»  cion,  se  le  da  á  este  Tribunal  Superior  atribuciones 
»  para  conocer  de  toda  resolución  del  gobierno  en  cau- 
»  sas  con  los  particulares;  y  s/w  entréir  á  deslindar  lo 
))  que  entiende  por  contencioso  administrativo,  se 
»  establece  que  todo  asunto  del  gobierno  con  los  par- 
»  ticulares  tendrá  recurso  á  este  Superior  Tribunal.  » 

El  señor  Garcia  apunta  las  dificultades  que  va  á 
ofrecer  el  inciso  que  está  en  discusión  porque  no 
deslinda  los  asuntos  puramente  administrativos  de  los 
contenciosos,  los  únicos  que  podrían  ir  en  apelación, 
sin  perjudicar  la  independencia  del  gobierno  ni  trabar  su 
marcha. 

«  El  señor  Elizalde  (D.  F.).  —  Se  ha  considerado 
»  siempre  que  una  de  las  dificultades  mas  graves  para 
»  el  establecimiento  de  ese  tribunal  especial  que  la 
»  Gonstitution  establece,  es  la  de  deslindar  lo  que  se 
»  entiende  por  contencioso  administrativo;  y  por  eso 
»  todos  los  señores  que  han  intervenido  en  este  asunto, 
»  incluso  el  señor  ministro  de  Gobierno,  han  conve- 
»  nido  en  no  entrar  en  esa  cuestión  y  decidir  simple- 
»  mente  que  todo  asunto  entre  el  gobierno  y  los  parti- 
»  culares  tendrá  recurso  á  la  sala  plena.  » 

Y  á  pesar  de  la  insistencia  del  Dr.  García,  elDr.  Eli- 
zalde declaró  que  no  se  podía  explicar  la  distinción 


DE  LAS  MUNICIPALIDADES,  393 

entre  lo  puramente  administrativo  y  lo  contencioso 
administrativo,  porque  era  una  materia  muy  difícil;  y 
el  articulo  fué  votado  sin  alteracio.n,tal  como  se  registra 
en  la  ley  (1). 

Como  se  ve,  la  discusión  y  la  letra  de  la  ley  demues- 
tran que  no  se  quiso  deslindar  ni  establecer  la  natura- 
leza de  los  casos  á  que  debia  aplicarse  la  jurisdicción 
contencioso-administrativa,  dejando  este  interesante 
punto  á  la  resolución  del  Tribunal  Superior  y  á  la  so- 
lución que  ofrezcan  la  doctrina  y  los  principios  sobre 
esta  importante  materia. 

La  jurisprudencia  está  llamada,  pues,  á  llenar  en 
esta  parte  la  deficiencia  de  la  ley,  y  no  dudamos  que  ha 
de  fijar  con  imparcialidad  y  rectitud  los  límites  que 
separan  la  jurisdicción  especial  contencioso-adminis- 
trativa de  la  ordinaria  civil,  conforme  á  los  principios 
que  presiden  á  la  organización  de  aquella  jurisdicción. 

(1)  Diario  de  sesiones,  de  1857,  sesión  del  28  de  setiembre. 
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Ocupación  temporal  y  forzosa  de  una  finca  en  caso  urgente  de  ser- 
vicio público.  —  Indemnización  debida  al  propietario.  —  ¿Puede 
exigir  del  Estado  la  compra  forzosa  de  su  propiedad  ? 


VISTA    FISCAL 

De  los  informes  remitidos  por  el  poder  ejecutivo, 
resulta  que  las  órdenes  que  impartió  para  la  ocupación 
de  la  cav^a  cuya  compra  forzosa  se  solicita  por  los  pro- 
pietarios, se  refirieron  únicamente  al  arrendamiento  ó 
alquiler  de  dicha  finca  y  á  su  ocupación,  caso  de  resis- 
tirse sus  dueños  á  alquilarla.  Nada  mas  distante  de  la 
intención  de  las  disposiciones  de  la  autoridad,  que  la 
idea  de  expropiación;  y  si  el  arrendamiento  no  lia  sido 
convenido  de  común  acuerdo,  se  debe  sin  duda  á  la 
incomprensible  insistencia  de  los  propietarios,  que  en 
el  interés  de  obtener  un  alto  precio  por  las  apremiantes 
circunstancias  que  requeríanla  ocupación  de  la  finca, 
rehusaron  ocuparse  del  arrendamiento  para  obtener  de 
todas  maneras  la  compra. 
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Todas  la  teorías  de  los  reclamantes  relativas  á  la 
garantía  del  derecho  de  propiedad  por  la  Constitución 
y  las  leyes  del  país,  son  completamente  inaplicables 
al  caso  presente,  y  completamente  inconducentes  las 
consideraciones  que  aducen  para  fundar,  á  semejanza 
de  la  expropiación  forzosa  por  causa  de  utilidad  pú- 
blica, una  institución  hasta  ahora  desconocida  en  el 
derecho  de  los  pueblos  antiguos  y  modernos,  y  cuya 
manifestación,  por  primera  vez  en  la  ciencia  de  las 
instituciones  sociales  y  civiles,  corresponde  de  pleno 
á  los  reclamantes. 

En  efecto,  Excmo.  Señor,  son  bien  conocidos  de 
todos,  los  caracteres  y  naturaleza  del  derecho  de  pro- 
piedad ;  y  es  inútil  que  procure  recordarlos  ante  V.  E., 
que  diariamente  se  ocupa  de  resolver  las  cuestiones 
que  se  relacionan  con  la  adquisición,  la  trasmisión  y 
la  conservación  del  dominio.  Nadie  ignora  tampoco 
las  restricciones  y  limitaciones  que  afectan  ese  dere- 
cho, fundadas  las  unas  en  altas  razones  de  interés  pú- 
blico, las  otras  en  consideraciones  de  justicia  en  el 
conflicto  de  los  derechos  de  los  propietarios,  y  otras, 
en  fui;  en  la  naturaleza  propia  y  condiciones  de  la  vida 
civil  y  social,  que  no  reconoce  otra  esfera  de  derechos 
absolutos,  en  el  sentido  genuino  de  la  palabra,  que 
aquellos  que  nacen  y  se  desarrollan  en  la  esfera  del 
pensamiento,  sin  traducirse  jamás  en  hechos  que  pue- 
dan poner  en  conflicto  derechos  sociales  ó  individuales. 

La  expropiación  por  causa  de  utilidad  pública,  es 
una  de  las  limitaciones  ó  restricciones  del  dominio  pri- 
vado, introducida  por  la  Constitución  y  por  las  leyes, 
en  favor  de  los  intereses  de  la  sociedad,  y  contra  los 
derechos  del  propietario  particular.  Cuando  la  socie- 
dad, el  Estado,  necesitan  la  propiedad  de  un  fundo  que 
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á  un  particular  pertenece,  para  dedicarlo  á  un  objeto 
de  servicio  y  de  utilidad  general,  llega  el  caso  de  hacer 
uso  de  la  restricción  del  dominio  en  favor  de  la  socie- 
dad, y  de  obligar  al  propietario  que  se  resiste  á  entre- 
garla, á  trasmitirla  al  dominio  público,  recibiendo  el 
justo  precio,  designado  conforme  á  la  ley. 

Mas  aun  :  las  formalidades  y  tramitaciones  que  las 
leyes  establecen  como  una  garantía  de  los  derechos 
mismos  del  particular  y  de  la  justicia  de  la  expropia- 
ción, pueden  aun  ser  suprimidas  en  ciertos  casos, 
cuando  la  urgencia  de  las  circunstancias  y  la  natura- 
leza de  la  necesidad  que  se  procura  llenar,  exijan  la 
rapidez  de  la  acción  y  no  admitan  demora  alguna. 

A  esta  consideración  perfectamente  fundada  responde 
la  disposición  del  articulo  7",  título  del  dominio  de 
las  cosas,  Código  civil,  según  el  cual  :  «  cuando' la 
»  urgencia  de  la  expropiación  tenga  un  carácter  de  ne- 
«  cesidad,  de  tal  manera  imperiosa  que  sea  imposible 
»  ninguna  forma  de  procedimiento,  la  autoridad  pú- 
»  blica  puede  disponer  de  la  propiedad  privada,  bajo 
))  su  responsabilidad.  » 

Pero  el  caso  presente,  Excmo.  Señor,  no  presenta 
ninguna  de  las  condiciones  requeridas  para  que  pu- 
diera ser  considerado  como  un  caso  de  expropiación 
por  causa  de  utilidad  pública;  basta,  para  persuadirse 
de  ello,  tomar  en  cuenta  la  singular  posición  en  que 
los  reclamantes  se  colocan,  pretendiendo  que  la  auto- 
ridad judicial,  guardián  de  la  justicia  y  de  las  leyes, 
obligue  á  la  autoridad  pública,  á  la  sociedad,  no  ya  á 
que  respete  su  propiedad  y  el  derecho  que  tienen  á 
usar  y  á  gozar  de  ella ;  no  ya  que  los  ampare  contra 
una  desapropiación  efectuada  contra  las  leyes  del  pro- 
cedimiento designado  para  tales  casos;  sino  que  obli- 
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gue  al  Estado,  á  la  sociedad,  á  la  adquisición  de  un 
bien  contra  su  voluntad  y  sin  que  ninguna  necesidad 
pública  lo  requiera;  que  obligue  al  Estado  á  comprar 
un  bien  raíz  que  no  quiere  adquirir,  y  del  cual  sus  pro- 
pietarios están  empeñados  en  desapoderarse ;  en  fin, 
que  se  verifique  entre  nosotros  lo  que  hasta  ahora  ha 
sido  desconocido  en  el  derecho  y  en  las  instituciones, 
que  se  realice  por  primera  vez  en  el  mundo  un  caso  de 
compra  forzosa. 

Que  el  Estado  tenga  derecho  de  adquirir  un  bien, 
contra  la  voluntad  de  su  dueño,  por  causa  de  utilidad 
pública,  se  comprende  y  se  explica  fácilmente  ;  el  de- 
recho y  el  interés  de  la  sociedad,  suma  de  todos  los  in- 
tereses y  derechos,  debe  prevalecer  sobre  el  interés  y 
el  derecho  del  individuo,  para  hacer  posibles  los  fines 
mismos  de  la  sociedad ;  pero  no  se  comprende  ni  se 
explica  cómo  el  particular  podria  obligar  al  Estado  á 
comprar,  cuando  no  lo  quiere  ni  necesita ;  y,  sobre 
todo,  cómo  puede  fundarse  tal  pretensión  disertando 
sobre  las  garantías  y  seguridades  que  dan  nuestras 
leyes  á  la  propiedad  particular,  para  llegar  á  esta  sin- 
gular conclusión  :  ¡Quiero  y  debo  ser  desapoderado! 

En  el  presente  caso,  Excmo.  Señor,  ha  habido  un 
derecho  herido  ;  el  propietario  ha  sido  privado  del  uso 
de  su  casa  por  un  tiempo  limitado,  y  tiene  por  tal  mo- 
tivo perfecto  derecho  á  la  indemnización  correspon- 
diente; pero  no  ha  sido  privado  de  su  propiedad;  la 
autoridad  pública  que  ocupó  temporalmente  su  casa,  es 
la  primera  que  reconoció  sus  derechos  de  propietario; 
una  prueba  de  ese  reconocimiento  importa  la  solicitud 
con  que  requirió  su  consentimiento  para  estipular  el 
alquiler  y  para  convenir  en  la  indemnización  de  los 
perjuicios  causados ;  no  es,  pues,  un  caso  de  la  expro- 


DE  UNA  FINCA.      -  399 

piacion,  sino  de  indemnización  por  ocupación  temporal 
de  una  finca  agena.  Es  un  daño  transitorio  que  ha  llo- 
rido simplemente  el  derecho  que  tiene  el  propietario  de 
gozar  de  su  casa,  es  decir,  uno  de  los  atributos  de  la 
propiedad,  que  causa  una  alteración  en  las  ventajas 
que  el  dominio  produce,  pero  que  no  trae  desapode- 
ramiento, ni  desmembración  alguna  de  ese  dominio  ;  y 
que  no  da,  por  consiguiente,  mas  acción  que  á  la  de 
los  daños  y  perjuicios  que  se  hubieran  causado  (1). 

Escusado  es  que  me  detenga  á  justificar  la  necesi- 
dad de  la  ocupación  de  la  casa  de  los  reclamantes  ;  me 
bastará  recordar  á  V.  E.  las  críticas  y  apremiantes 
circunstancias  en  que  esa  ocupación  tuvo  lugar,  y  el 
objeto  á  que  fué  destinada  la  finca  :  ni  creo  tampoco 
necesario  tomar  en  consideración  el  hecho  de  haber 
sido  destinada  á  lazareto,  para  fundar  la  compra  for- 
zosa, desde  que  en  esas  condiciones  puede  conside- 
rarse la  inmensa  mayoría  de  las  casas  habitaciones  de 
la  ciudad  de  Buenos  Aires. 

En  virtud  de  las  observaciones  precedentes,  pido  á 
V.  E.  se  sirva  desechar  las  pretensiones  de  los  señores 
Seeber  y  Lutchter,  con  expresa  condenación  en  costas, 
confirmando  en  todas  sus  partes  la  resolución  del 
poder  ejecutivo  ("2). 

Buenos  Aires,  12  de  junio  de  1872. 


(1)  Demolombe,  tomo  IX,  núm.  567  ;    Z.\chari.e,  Droil  civil    anotado  por 
Massé  y  Vergé,  §  277,  nota  14. 

(2)  El  Superior  Tribunal  de  justicia  adoplü  los  fundamentos  de    la    prece- 
dente Vista  fiscal. 
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RECUSACIÓN  DEL  JURADO 

EN    LOS     CONCURSOS     DE      MEDICINA. 

/■  . 

VISTA    FISCAL. 

Excmo.  Señor  : 

El  concurso  para  la  cátedra  de  obstetricia  y  enfer- 
medades de  niños  y  mujeres,  parece  destinado  á  encon- 
trar dificultades  que  hagan  muy  difícil,  sino  imposible, 
su  realización,  pero  que  es  necesario  vencer  para  con- 
servar la  dignidad  y  el  respeto  de  las  instituciones.  Alla- 
nados los  inconvenientes  que  ocurrieron  con  motivo  de 
la  convocación  del  concurso  durante  la  época  de  las 
vacaciones  de  la  Escuela  por  la  resolución  de  V.  E.,  el 
concurso  fué  aplazado  por  haberse  retirado  el  Dr.  Ro- 
mero, uno  de  los  candidatos  que  se  hablan  presentado, 
de  conformidad  con  la  disposición  del  artículo  lí2,  capí- 
tulo 4°,  titulo  5°^  del  reglamento. 

Del  informe  precedente  de  la  Facultad  resulta,  que 
después  de  aquella  resolución  se  inscribieron  como  con- 
currentes el  Dr.  González  y  el  mismo  Dr.  Romero  que 

I.  26 
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antes  se  habia  retirado;  que  cada  uno  de  los  con- 
currentes, haciendo  uso  del  derecho  acordado  por  el 
artículo  8°  del  mismo  capitulo  antes  citado,  ha  recu- 
sado sin  expresión  de  causa  á  uno  de  los  miembros 
del  juri;  y  que  en  el  nombramiento  de  los  suplentes  se 
han  observado  estrictamente  las  disposiciones  legales 
de  su  referencia.  En  tal  situación,  el  juri  ha  debido 
quedar  dormitivamente  constituido,  y  así  ha  sucedido 
habiéndose  publicado  en  los  periódicos  la  lista  nomi- 
nal de  los  miembros  que  lo  componen ;  y  se  preparaba 
á  adoptar  las  resoluciones  convenientes  para  los  actos 
del  concurso,  cuando  ha  sido  paralizado  en  sus  fun- 
ciones por  disposición  de  V.  E.  á  causa  de  la  recusa- 
ción total  del  jurado  que  deducen  los  Sres.  González 
Catan  y  Romero. 

En  general  una  recusación  hiere  sensiblemente  el 
interés  público  comprometido  en  conservar  ilesos  la 
dignidad  y  el  respeto  de  los  que  son  elegidos  para  ejer- 
cer las  funciones  augustas  de  la  magistratura,  resol- 
viendo las  cuestiones  y  diferencias  entre  sus  conciu- 
dadanos. La  confianza  en  su  integridad,  aptitud  y  hon- 
radez es  la  base  de  la  administración  de  la  justicia,  sin 
la  que  no  puede  concebirse  orden  social  ni  felicidad 
pública  :  sobre  ella  descansa  la  paz  de  la  familia,  la 
propiedad,  la  libertad,  el  honor  y  la  vida  de  cada  uno. 

Una  recusación  destruye  esa  confianza,  porque  deja 
sospechar  por  lo  menos  de  la  integridad  y  rectitud  del 
juez  recusado,  y  hace  dudar  de  su  firmeza  en  el  cum- 
plimiento de  sus  altos  deberes.  De  ahí  que  la  recusa- 
ción sea  solo  aceptada,  concillando  en  lo  posible  la 
seguridad  del  justiciable  con  el  interés  público,  por 
causas  determinadas  que  la  razón  indica  como  capaces 
de  influir  sobre  la  debilidad  del  hombre  é  inducirlo  á 
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desviarse  del  recto  sendero  de  la  justicia;  y  de  alii 
también  que  la  generalidad  de  los  jurisconsultos  re- 
chacen como  injuriosa  é  inconveniente  la  recusación 
sin  causa,  que  tiende  visiblemente  á  desaparecer  de  las 
legislaciones  modernas. 

La  ley  que  rige  á  la  Facultad  de  Medicina  guarda 
completo  silencio  sobre  la  recusación  con  justa  causa; 
pero  si  ella  ofrece  tan  graves  inconvenientes  respecto 
de  un  solo  juez,  no  podria  ser  admitida  jamás  respecto 
de  un  jurado  ó  de  un  tribunal  compuesto  de  varios  jue- 
ces, sino  en  los  rarísimos  casos  en  que  la  ley  lo  con- 
sidera interesado  ó  como  el  resultado  de  recusaciones 
particulares  y  justificadas,  respecto  de  cada  uno  de  sus 
miembros. 

En  el  primer  caso  no  podria  encontrarse  por  nin- 
guna circunstancia  la  Facultad  de  Medicina,  porque  el 
reglamento,  que  es  la  ley  de  su  constitución,  ha  pre- 
visto el  interés  de  uno  ó  varios  de  sus  miembros  en  el 
resultado  de  un  concurso  y  los  medios  de  garantir  la 
imparcialidad  de  la  decisión  en  la  disposición  conte- 
nida en  el  artículo  10,  capitulo  1°,  título  5",  cuya  apli- 
cación hace  imposible  la  recusación  de  todo  el  tribu- 
nal por  aquella  causa.  En  el  segundo,  es  imposible 
colocar  la  recusación  deducida,  porque  aduce  motivos 
injustificados  de  sospecha  dirigidos  colectivamente  al 
juri  que  no  son  aplicables  individualmente  á  cada  uno 
de  sus  miembros,  ni  le  son  tampoco  aplicados. 

La  recusación  total  no  importa,  entonces,  otra  cosa 
que  la  formación  de  un  tribunal  especial  para  la  deci- 
sión de  este  concurso,  á  petición  de  los  interesados  que 
no  quieren  someterse  á  la  jurisdicción  y  fallo  de  sus 
jueces  naturales,  violando  las  disposiciones  de  la  ley 
y  dejando  frustrados  el  objeto  y  los  fines  que  se  ha 
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propuesto  alcanzar  al  constituir  el  tribunal  recusado. 
La  excepción  concedida  al  justiciable  de  rechazar  al 
juez  que  por  un  motivo  razonable  no  le  merece  con- 
fianza en  su  integridad  ó  rectitud,  jamás  podria  llegar 
á  un  resultado  tan  funesto  á  los  principios  sobre  que 
reposan  el  orden  social  y  una  administración  regular 
de  la  justicia  en  cualquiera  de  sus  aplicaciones. 

Al  establecer  un  tribunal,  consideraciones  especiales 
determinan  su  constitución,  con  relación  á  la  natura- 
leza y  objetos  que  abraza  la  jurisdicción  que  se  le  atri- 
buye, y  á  las  condiciones  personales  de  capacidad  que 
deben  concurrir  en  los  miembros  que  lo  componen, 
para  que  responda  cumplidamente  á  los  fines  de  su  ins- 
titución. 

Y  respecto  del  juri  en  los  concursos  de  la  escuela  de 
Medicina,  son  también  explícitas  y  conocidas  las  con- 
sideraciones y  motivos  que  han  fundado  su  constitu- 
ción. Con  motivo  de  incidentes  ocurridos  en  otro  con- 
curso, el  gobierno,  invitando  á  la  Facultad  á  proponer 
la  reforma  del  reglamento,  llenando  los  vacíos  que  en- 
tonces se  habían  notado,  le  decía  en  nota  de  1"  de 
octubre  de  1866  : 

(c  El  reglamento  constituye  en  juri  á  la  Facultad  de 
»  Medicina,  para  hacerla  juez  de  los  concursos  que  se 
»  abren  con  el  designio  de  proveer  al  desempeño  de 
»  sus  cátedras  vacantes,  viniendo,  por  lo  tanto,  sus 
»  miembros  á  ser  los  jueces  natos  en  este  género  de 
»  actos. 

))  El  reglamento  ha  querido  muy  acertadamente  por 
))  esta  designación,  convertir  en  juez  al  profesor,  que 
))  por  la  práctica  y  la  enseñanza  diaria  se  halla  en  me- 
))  jor  aptitud  que  cualquier  otro,  para  pronunciarse 
))  sobre  la  verdadera  capacidad  de  los  opositores;  al 
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»  mismo  tiempo  que  defiere  la  responsabilidad  de  la 
».  elección,  á  los  que  la  tienen  de  la  enseñanza  que  se 
»  da  en  aquel  establecimiento,  y  de  su  buen  nom- 
))  bre. 

»  Consecuente  con  este  objeto  el  reglamento. limita, 
»  respecto  de  los  candidatos,  la  facultad  de  recusar  á 
))  los  miembros  del  juri  sin  expresión  de  causa,  res- 
))  tringiéndola  por  el  artículo  A"  del  capítulo  4°  á  uno 
))  solo  de  ellos.  Pero  ba  olvidado  el  disponer  también 
»  que  los  miembros  no  pueden  dejar  de  serlo,  sino 
»  cuando  mediare  verdaderamente  un  impedimento 
»  justificado. 

»  La  facultad  de  escusarse  en  los  miembros  del  juri, 
))  por  un  simple  acto  de  voluntad,  puede  dar  entre 
»  tanto  el  mismo  resultado  que  la  de  la  recusación  ili- 
))  mitada  conferida  á  los  opositores,  viniendo  de  esta 
))  suerte  á  constituirse,  como  ba  sucedido  en  el  caso 
»  presente,  un  tribunal  extraño  que  puede  hallarse  muy 
))  honorablemente  compuesto,  pero  que  no  es,  sin  em- 
»  bargo,  el  que  ha  designado  el  reglamento,  teniendo 
»  envista  los  fines  antes  expresados.  » 

Escusado  me  parece  detenerme  á  demostrar  que  el 
objeto  y  fines  de  la  ley  en  la  constitución  del  juri  que- 
darían completamente  frustrados  y  desatendidas  las 
consideraciones  especiales  que  han  determinado  su 
formación,  si  fuera  en  algún  caso  admisible  la  recusa- 
ción total. 

Los  motivos  que  apoyan  la  recusación  son  por  otra 
parte  en  si  mismos  y  fuera  de  toda  otra  consideración  el 
mayor  obstáculo  que  pudiera  presentarse  para  su  acep- 
tación. 

La  ley  ha  constituido  un  tribunal  para  decidir  sobre 
la  provisión  de  las  cátedras,  componiéndolo  de  perso- 
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ñas  que  ha  creído  las  mas  competentes  y  las  mas  dig- 
nas de  ejercer  las  funciones  que  les  confia. 

La  convicción  del  interesado  sobre  esa  dignidad  y 
rectitud  no  puede  ser  en  ningún  caso  superioi'  al  crite- 
rio de  la  ley,  sobre  todo  cuando  esa  convicción  solo  se 
apoya  en  apreciaciones  individuales  de  antecedentes  y 
referencias  que  no  tienen  un  punto  de  partida  ni  se  fun- 
dan en  un  dato  fidedigno. 

El  respeto  á  la  ley,  el  honor  del  país,  y  la  dignidad 
de  la  institución  de  la  Facultad  de  Medicina,  aconsejan 
rechazar  in  límine  una  recusación  basada  en  tales  apre- 
ciaciones. 

Creo,  en  consecuencia,  que  V.  E.  no  debe  hacer  lu- 
gar á  la  recusación  interpuesta,  disponiendo  que,  si 
los  candidatos  se  retiran,  como  lo  indican  al  final  de 
su  escrito,  se  dé  estricta  aplicación  á  la  disposición  del 
artículo  12,  capítulo  1°,  título  5",  del  reglamento,  no  ha- 
ciendo lugar  tampoco  á  la  escusacion  interpuesta  po¡r 
el  Dr.  Peralta,  por  no  hallarse  fundada  en  causa  legí- 
tima, siéndole  en  un  todo  aplicables  las  considera- 
ciones precedentes  de  este  dictamen. 

Buenos  Aires,  17  de  noviembre  de  1870  (1). 


(1)  En  4  de  enero  de  1871  el  gobierno  de  Buenos  Aires  adoptó  por  reso 
lucion  esta  Vista  fiscal. 
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Y 

DE    LOS    CONSEJOS    PARROQUIALES   (1). 


Una  medida  de  detalle  ha  sido  el  origen  del  conflicto 
ocurrido  entre  el  Consejo  escolar  de  San  Telmo  y  la 
Dirección  general  de  escuelas,  de  que  instruyen  la  nota 
de  aquel  Consejo  y  los  documentos  que  en  copia  la 
acompañan. 

El  articulo  35  del  reglamento  general  de  las  escuelas 
comunes,  dispone  que  «  la  religión  se  enseñará  en  el 
»  local  de  la  escuela  por  los  párrocos  ó  los  sacerdotes 
))  que  la  Curia  eclesiástica  designe.  Los  Consejos 
»  escolares  podrán  reunir  varias  escuelas  en  una,  para 
))  recibir  esta  enseñanza,  que  se  dará  el  jueves  á  los 
))  varones  y  el  sábado  á  las  mujeres.  » 

No  pudiendo  el  párroco  de  San  Telmo  dar  esta  en- 
señanza en  el  local  de  cada  escuela,  por  razón  de  su 
número  y  de  las  funciones  de  su  ministerio  que  no  le 

(1)  Dictamen  dado  á  la  municipalidad  de  la  ciudad  de  Buenos  Aires. 
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dejarían  el  tiempo  necesario  para  atender  á  todas;  ni 
habiendo  sacerdotes  nombrados  para  tal  objeto  por  la 
Caria  eclesiástica,  con  la  cual  no  se  ha  arribado  á  un 
acuerdo  definitivo  á  este  respecto;  ni  pudiendo  reunir- 
se todas  las  escuelas  en  una,  por  la  deficiencia  de  local 
aparente,  fuera  de  la  plaza  pública  y  de  la  iglesia,  el 
Consejo  eligió  esta  última  para  que  en  los  dias  seña- 
lados concurrieran  todas  las  escuelas  del  distrito  á 
recibir  la  enseñanza  religiosa  proscripta  por  el  artí- 
culo 2°  de  la  ley  de  educación,  dispensada  por  el 
párroco,  que  en  tales  condiciones  podia  desempeñarla. 
El  Consejo  escolar  creía  así  interpretar  razonablemente 
la  disposición  reglamentaria  relativa  á  este  punto, 
dadas  las  condiciones  particulares  en  que  se  hallaba 
colocado,  adoptando  un  temperamento  provisorio  que 
le  permitía  cumplir  con  la  primordial  obligación  de 
proveer  á  los  niños  de  enseñanza  religiosa,  y  que 
reunia  la  ventaja  de  ser  conforme  á  la  práctica  ante- 
riormente empleada,  la  misma  que  adoptaron  la  mayor 
parte  de  los  Consejos  actuales  que  se  hallaban  en  idén- 
ticas condiciones. 

Desestimando  estas  consideraciones  y  ateniéndose  á 
la  letra  de  la  disposición  reglamentaria,  la  Dirección 
general  de  escuelas,  increpa  al  Consejo  la  falta  de 
cumplimiento  al  artículo  35  que  prescribe  la  enseñanza 
religiosa  en  la  escuela  y  no  en  la  iglesia,  ni  en  cual- 
quier otro  local;  y  le  previene,  que  tomará  las  medidas 
necesarias  para  que  se  cumplan  sus  disposiciones  y 
que,  en  consecuencia,  el  inspector  notificará  á  los 
maestros  que  la  infracción  de  esas  disposiciones  será 
causa  suficiente  para  el  retiro  de  su  diploma. 

Por  su  parte  el  Consejo  escolar  rechaza  el  cargo  de 
que  falte  al  cumplimiento  de  las  disposiciones  regla- 
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mentarías,  protestando  que  las  guarda  y  observa  del 
único  modo  posible;  porque  no  pudiendo  reunirse 
todas  las  escuelas  en  el  local  de  una  de  ellas,  ni  te- 
niendo sacerdotes  que  acudan  á  cada  una  separada- 
mente, ni  siendo  dable  que  el  párroco  desempeñe  ese 
servicio  en  tales  condiciones,  ó  no  se  dala  enseñanza 
religiosa  en  el  distrito  escolar  de  San  Telmo,  ó  se  da 
en  el  local  de  la  iglesia,  mientras  no  se  provee  de  otra 
manera  á  esta  necesidad  de  la  educación  ;  y  que  entre 
no  darla,  violando  la  ley,  y  darla  en  la  iglesia,  inter- 
pretando, razonablemente  el  reglamento,  ha  preferido 
lo  último  como  mas  conforme  á  la  naturaleza  y  fines 
de  su  misión  y  al  espíritu  bien  manifiesto  de  la  ley  de 
educación  y  del  mismo  reglamento.  Protesta  también  el 
Consejo  contra  la  intimación  anunciada  á  los  maestros, 
que  menoscaba  sus  atribuciones  propias  y  extralimita 
las  de  la  Dirección,  que  solo  puede  destituir  á  un 
maestro,  ó  revocarle  su  diploma,  en  caso  de  mala  con- 
ducta, insubordinación  y  negligeucia,  según  la  ley,  no 
hallándose  los  del  distrito  de  San  Telmo  en  ninguno 
de  estos  casos,  porque  con  la  asistencia  de  la  escuela 
á  la  iglesia  no  han  hecho  mas  que  conformarse  con 
las  órdenes  del  Consejo,  de  quien  inmediatamente 
dependen. 

La  intimación,  sin  embargo,  se  llevó  á  efecto,  por 
medio  de  orden  escrita,  comunicada  por  el  inspector 
Osuna,  la  cual  fué  objeto  de  una  nueva  reclamación 
del  Consejo  á  la  Dirección  y  con  cuyo  motivo  ordenó 
este  á  los  maestros  la  concurrencia  á  la  iglesia,  bajo 
pena  de  destitución.  El  conocimiento  de  esta  orden 
dio  margen  á  la  resolución  de  que  instruye  el  docu- 
mento número  11,  por  la  que  la  Dirección  retiró  los 
fondos  al  Consejo  escolar,  asumió  la  administración 


410  CONSEJO  GENERAL  DE  EDUCACIÓN. 

local  del  dislrito  y  prescindió  totalmente  del  Consejo. 

Es  esta  resolución  de  la  Dirección  general  lo  que 
constituye  el  fondo  de  la  extensa  nota  con  que  el  Con- 
sejo escolar  da  cuenta  de  lo  ocurrido,  refiere  los  ante- 
cedentes del  conflicto  y  excita  á  la  municipalidad  á  que 
procure  resolver  la  dificultad  salvando  al  mismo  tiempo 
sus  facultades  que  cree  conculcadas  por  la  resolución 
de  que  se  queja. 

Si  la  municipalidad  hubiera  de  resolver  el  conflicto 
ocurrido,  la  opinión  del  asesor  seria  en  un  todo  favorable 
á  las  conclusiones  del  Consejo  escolar  de  San  Telmo. 

La  Constitución,  en  efecto,  ha  ordenado  se  esta- 
blezca y  organice  un  sistema  de  educación  común,  á 
cuyas  bases  primordiales  consagra  la  sección  sétima. 
Aplicando  al  régimen  de  la  educación  común  el  prin- 
cipio de  la  descentralización  de  gobierno  y  facultades, 
la  base  segunda  de  las  contenidas  en  el  articulo  206, 
confia  «  la  dirección  facultativa  y  la  administración 
))  general  de  las  escuelas  comunes  á  un  Consejo  gene- 
))  ral  de  educación ;  »  mientras  que  según  la  base 
quinta,  «  la  administración  local  y  el  goJjierno  in- 
»  mediato  de  las  escuelas  comunes  estarán  á  cargo  de 
))  Consejos  electivos  de  vecinos  on  cada  parroquia  de 
))  la  capital  y  en  cada  municipio  de  campaña.  »  —  «  La 
»  contribución  escolar  de  cada  distrito,  agrega  la  base 
))  sesta,  será  destinada  á  sufragar  los  gastos  de  la  edu- 
))  cacion  común  en  el  mismo, y  su  inversión  correspon- 
»  derá  á  los  Consejos  escolares;  »  al  paso  que  la  base 
sétima  determina  que  «  la  administración  del  fondo 
»  permanente  corresponderá  al  Consejo  general  de  edu- 
»  cacion,  debiendo  proceder  en  su  aplicación  con  arre- 
»  glo  á  la  ley.   » 

Estas  reglas,  de  que  la  misma  ley  orgánica  no  podría 
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prescindir,  separan  y  delimitan  las  facultades  y  atribu- 
ciones relativas  á  la  educación,  correspondiendo  al 
Consejo  la  dirección  facultativa  de  la  enseñanza,  diplo- 
mas, métodos,  programas,  textos  y  pruebas;  la  admi- 
nistración general,  es  decir,  reglas  generales  de  con- 
ducta, intervención  en  los  presupuestos  y  gastos,  ren- 
dición de  cuentas ;  y  dejando  á  los  Consejos  escolares 
la  inversión  de  los  fondos  propios  de  su  distrito,  y  la 
administración  local  y  gobierno  inmediato  de  las  escue- 
las, es  decir,  la  dirección  en  los  detalles,  el  cumpli- 
miento de  las  reglas  generales  y  facultades  administra- 
tivas en  los  casos  particulares,  propios  de  la  localidad. 
La  ley  orgánica  de  la  educación  común  no  ha  prescin- 
dido de  esas  reglas  y  ha  obedecido  sus  indicaciones, 
reglamentando  separadamente  las  funciones  y  facul- 
tades de  la  Dirección  general  y  de  los  Consejos  esco- 
lares. 

En  presencia  del  texto  claro  de  la  Constitución  y  de 
las  disposiciones  no  menos  explícitas  de  la  ley  de 
educación  respecto  de  las  atribuciones  de  cada  uno  de 
los  dos  Consejos,  no  me  parece  dudoso  que  atribuyén- 
dose el  manejo  de  los  fondos  propios  del  distrito  de 
San  Telmo  y  la  administración  y  gobierno  inmediato 
de  las  escuelas  de  ese  distrito,  el  Consejo  general  ha 
extralimitado  sus  facultades  y  abrogádose  funciones 
correspondientes  al  Consejo  escolar,  contra  lo  dis- 
puesto en  las  bases  mencionadas  de  la  Constitución  y 
en  los  artículos  16,  20  y  49,  inciso  14,  de  la  ley.  Ni  la 
Constitución,  ni  la  ley  orgánica,  autorizan  en  caso 
alguno  al  Consejo  general  para  asumir  las  funciones 
propias  de  los  Consejos  escolares;  y  no  podrían  tam- 
poco deferir  al  primero  la  dirección  y  gobierno  en  los 
detalles  de  la  enseñanza  en  cada  localidad,  sin  desvir- 
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tuar  el  principio  de  descentralización  de  facultades  y 
funciones,  que  es  la  base  del  sistema  adoptado. 

La  ley,  poruña  parte,  no  contiene  disposición  alguna 
en  previsión  de  un  conflicto  posible  entre  el  Consejo 
general  y  un  Consejo  escolar ;  ni  da  á  las  municipali- 
dades mas  atribuciones  en  materia  de  educación  co- 
mún, que  las  relativas  á  la  elección  é  instalación  de 
los  Consejos  escolares  y  á  la  provisión  de  fondos  para 
subvenir  á  los  gastos  de  la  educación.  Esa  misma  in- 
tervención de  la  municipalidad  en  la  elección  de  los 
Consejos  escolares,  es  eventual  y  transitoria,  para  el 
caso  únicamente  en  que  no  hubiera  elección  popular ; 
y  se  limita  ó  ordenar  y  juzgar  la  elección,  sin  conferir 
facultades  jurisdiccionales  de  ninguna  especie  sobre, 
los  actos  de  los  Consejos  y  las  personas  que  los  com- 
ponen. La  municipalidad  carece  también  de  toda  auto- 
ridad sobre  el  Consejo  general,  que  con  independencia 
completa  desempeña  en  la  educación  común,  las  fun- 
ciones que  la  Constitución  y  la  ley  le  han  conferido. 

Por  otra  parte  el  deber  legal  de  nombrar  los  Conse- 
jos escolares  y  de  instalarlos  una  vez  nombrados  ó  ele- 
gidos popularmente  (1),  induce  naturalmente  el  de 
velar  por  que  entren  y  se  mantengan  en  el  ejercicio  de 
sus  funciones,  de  suerte  que  á  la  municipalidad  no 
puede  ni  debe  serle  indiferente  que  un  Consejo  escolar 
se  halle  ó  no  en  condiciones  de  cumplir  la  misión  que 
le  ha  dado  la  ley,  conforme  á  la  Constitución. 

A  falta  de  toda  regla  establecida  de  antemano,  care- 
ciendo la  municipalidad  de  autoridad  para  decidir  por 
si  misma,  y  debiendo,  sin  embargo,  buscar  una  reso- 
lución, creo  que  debe  dirigir  estos  antecedentes  al  po- 

(1)  Artículos  40,  44,  45  y  46. 
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der  ejecutivo  de  la  Provincia  pidiéndole  la  decisión  del 
conflicto  producido.  Gomo  jefe  de  la  administración,  á 
cuya  rama  de  gobierno  corresponde  la  educación  co- 
mún, y  como  encargado  de  hacer  ejecutar  las  leyes, 
facilitando  su  cumplimiento  por  medio  de  reglamentos 
y  disposiciones  especiales  que  no  alteren  su  espíritu, 
es  la  única  autoridad  que  puede  decidir  si  hay  ó  no 
extralimitacion  de  facultades  por  parte  de  la  Dirección 
general  de  escuelas  en  el  presente  caso,  y  por  consi- 
guiente si  el  Consejo  escolar  ha  faltado  á  su  deber  de 
obediencia,  ó  por  el  contrario  ha  defendido  sus  legíti- 
mas atribuciones. 


VI 


ABUSOS  DE  LA  LIBERTAD  DE  LMPRENTA 

JURISDICCIÓN    COMPETENTE    (1). 

La  primera  inclinación  á  que  el  espíritu  se  ve  indu- 
cido por  la  lectura  de  las  repugnantes  páginas  de  los 
impresos  acompañados,  que  motivaron  la  nota  del  se- 
ñor presidente  al  poder  ejecutivo,  y  que  son  materia  de 
este  dictamen,  me  habria  llevado  á  proponer  la  adop- 
ción de  medidas  administrativas  de  fácil  é  inmediata 
ejecución,  por  medio  de  las  cuales  pudiera  conseguirse 
no  solo  impedir  la  propagación  y  repetición  del  mal 
causado  á  la  sociedad,  sino  también  la  debida  repre- 
sión del  flagrante  atentado  contra  la  moral  y  las  cos- 
tumbres públicas. 

Una  disposición  general,  de  carácter  administrativo, 
aun  cuando  avanzara  en  el  terreno  del  derecho  penal, 
puede  muy  bien  fundarse  en  la  atribución  que  la  ley 
orgánica  confiere  á  la  municipalidad,  de  «  impedir  todo 
))  lo  que  pueda  ofender  la  moral  pública  y  corromper 
»  las  costumbres  (1).  » 

(1)  Dictamen  dado  á  la  municipaliJad   de  Buenos   Aires    con    niolivo  de  la 
publicación  de  un  periódico. 
(Ü)  Ley  de  3  de  noviembre  de  18G5, 
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A  imitación  del  acuerdo  gubernativo  de  3  de  octubre 
de  1831,  que  prohibe  la  circulación  y  venta  de  graba- 
dos, pinturas  y  esculturas  obscenas,  ó  libros  contrarios 
á  la  moral  religiosa,  la  municipalidad  podria  prohibir 
la  circulación  y  venta  de  impresos  ofensivos  de  la  mo- 
ral y  decencia  pública  que  contienen  alusiones  obsce- 
nas de  tan  baja  expresión,  que  importan  un  verdadero 
ultraje  á  una  sociedad  civilizada  y  cristiana.  No  le  ha- 
brían fallado  tampoco  en  sus  atribuciones  legales,  los 
medios  de  una  penalidad  adecuada,  como  sanción  de 
sus  disposiciones ;  y  haciendo  uso  de  la  facultad  que 
la  confiere  el  artículo  27  de  la  ley  antes  citada,  habria 
podido  aplicar  la  multa  ó  la  prisión  según  la  gravedad 
de  los  casos.  Tal  parece  ser  también  la  opinión  del 
señor  fiscal  del  Estado,  comunicada  por  el  poder  eje- 
cutivo á  la  municipalidad  en  este  mismo  asunto. 

Pero  un  estudio  detenido  sobre  la  naturaleza  del 
delito  de  que  se  trata,  y  disipada  la  primera  impresión, 
conduce  irresistiblemente,  á  mi  juicio,  á  una  solución 
diferente.  Para  fundar  esta  opinión,  el  señor  presidente 
me  permitirá  recorrer  ligeramente  algunos  de  los  prin- 
cipios fundamentales  de  la  legislación  y  de  la  doctrina 
que  rigen  la  materia. 

Desde  que  el  pensamiento  abandona  las  regiones  ín- 
timas de  la  inteligencia  y  toma  una  forma  por  medio  de 
la  palabra,  constituye  una  acción,  que  como  cualquiera 
de  las  otras  producidas  de  la  voluntad  humana,  puede 
causar  perjuicio  á  la  sociedad  ó  al  individuo.  Porque  la 
palabra  es  una  acción  humana,  afirmaba  un  antiguo 
criminalista,  que  quien  mal  dice,  mal  hace ;  y  en  el 
mismo  sentido  scrihere  est  agere,  según  la  enérgica 
expresión  de  Blakstone.  Gomo  acción,  cae  pues  la  pa- 
labra bajo  el  imperio  del  legislador ;  y  como  agente  del 
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pensamiento,  de  que  el  hombre  puede  servirse  para 
practicar  el  bien  ó  para  causar  un  daño  á  otro,  queda 
sometida  á  la  ley  penal  que  aprecia  la  moralidad  de 
las  acciones,  y  hace  efectiva  su  responsabilidad.  «  O  se 
))  castigan  los  delitos,  decia  la  ley  romana,  que  consis- 
))  ten  en  hechos,  como  los  hurtos  y  las  muertes;  ó  los 
))  que  se  cometen  de  palabra,  como  las  injurias;  ó  por 
))  la  escritura,  como  las  falsedades  y  libelos  famosos; 
»  ó  por  consejo,  como  las  conjuraciones  y  acuerdo  de 
))  ladrones;  porque  aconsejar  á  otros  es  una  especie 
))  de  delito  (1).  » 

De  que  la  palabra  sea  un  agente  del  pensamiento, 
que  puede  servirse  de  ella  como  de  un  instrumento 
para  cometer  un  hecho  culpable,  se  sigue  que  todos 
los  delitos  de  la  palabra  tienen  un  solo  origen  y  parti- 
cipan de  la  misma  naturaleza  :  son  medios  de  que  se 
vale  una  intención  criminal  para  llevar  á  cabo  un 
hecho  culpable,  definido,  previsto  y  castigado  por  la 
ley  penal.  La  naturaleza  del  delito  no  se  altera  ni  cam- 
bia porque  el  medio  empleado  para  promoverlo  ó  con- 
sumarlo no  sea  la  palabra  propiamente  dicha,  sino  la 
escritura  impresa  ó  manuscrita,  la  litografía  ó  el  gra- 
bado ;  porque  la  escritura  no  es  en  si  misma  mas  que 
un  agente  del  pensamiento,  expresión  de  la  palabra;  y 
la  prensa,  la  litografía  ó  el  grabado,  perfeccionamientos 
de  la  escritura,  expresiones  diferentes  y  variadas  de  la 
palabra;  y  como  esta,  manifestaciones  y  agentes  del 
pensamiento. 

Todas  las  infracciones  que  puedan  cometerse  por 
medio  de  la  palabra,  la  escritura,  la  prensa,  la  lito- 
grafía y  el  grabado,  reconocen  un  mismo  origen  y  son 

(1)  DiGESTo,  ley  16,  tít.  19,  Je  paenis. 

I.  27 
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de  la  misma  naturaleza,  son  infracciones  de  la  palabra, 
agentes  de  un  pensamiento  culpable,  dirigidos  á  con- 
sumar un  hecho  culpable,  previsto  y  penado  por  la  ley 
criminal. 

Partiendo  de  este  principio,  los  legisladores  fran- 
ceses de  1819  no  reconocian  la  existencia  de  delitos- 
especiales  de  la  prensa.  En  su  opinión,  no  se  cambia 
la  naturaleza  del  delito  por  el  medio  de  publicación 
empleado  :  palabra,  escritura,  prensa  ordinaria  ó  pe- 
riódica. Los  delitos  que  se  cometan  por  cualquiera  de 
esos  medios  son  los  mismos  del  derecho  penal  común 
y  deben  estar  sometidos  por  consiguiente  á  las  mismas 
jurisdicciones.  Así  la  prensa  periódica  debe  ser  repri- 
mida y  juzgada  según  las  formas  y  el  procedimiento 
prescriptos  para  toda  clase  de  publicación,  sin  mas 
diferencia  que  la  gravedad  relativa  de  la  pena  según  la 
intensidad  del  mal,  causado  por  la  clase  de  publicación 
que  se  haya  empleado. 

«  Se  trata  únicamente,  decian  discutiendo  la  ley  de  im- 
prenta de  1819,  de  recoger  en  nuestras  leyes  penales 
los  actos  ya  criminosos,  á  los  cuales  la  prensa  puede 
servir  de  instrumento,  y  de  aplicar  á  esos  actos  he- 
chos, cuando  hayan  sido  cometidos  ó  intentados  por 
este  medio,  la  penalidad  que  les  conviene  (1).  «  Recor- 
dando que  la  prensa  no  es  mas  que  un  instrumento,  y 
que  el  empleo  de  este  nuevo  medio  de  comunicar  nues- 
tras opiniones  y  sentimientos,  no  ha  cambiado  la  natu- 
raleza del  delito  que  antes  se  cometia  por  medio  de  la 
escritura  y  de  la  palabra  —  ¿qué  importa,  se  pregun- 
taba Portalis,  proponer  una  ley  particular  sobre  los  de- 
litos de  la  prensa?  Es  como  si  en  materia  de  asesinato, 

(1)  Manual  de  la  lihortad  de  la  prensa,  pág.   4. 
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se  propusiera  una  ley  sobre  los  delitos  del  sable  ó  de 
la  pistola.  Es  prohibido  asesinar;  el  instrumento  que 
sirve  para  cometer  el  crimen  no  cambia  su  naturaleza. 
Diez  años  después  de  esa  ley  se  sostiene  todavía  en  la 
Revista  francesa  de  derecho,  que  «  si  bien  es  cierto 
»  que  el  hombre  puede  cometer  delitos  por  medio  de 
»  una  publicación  impresa,  como  por  medio  de  la  es- 
))  critura,  la  palabra  ó  el  gesto,  es  evidente  que  no  hay 
»  propiamente  hablando  delitos  de  la  prensa;  »  y  esta 
teoría  á  que,  en  principio,  obedece  la  legislación  fran- 
cesa, se  encuentra  desarrollada  y  defendida  en  los  tiem- 
pos presentes,  por  un  célebre  criminalista,  M.  Faustin 
Helie,  en  una  memoria  que  ha  merecido  el  primer  pre- 
mio en  el  concurso. 

La  legislación  inglesa,  por  el  contrario,  siguiendo 
en  general  las  reglas  del  derecho  romano,  ha  conser- 
vado la  anligna  división  entre  los  delitos  de  la  palabra 
y  los  que  se  ejecutan  por  medio  de  la  escritura,  man- 
teniendo para  estos  últimos  la  severa  legislación  del 
libelo  famoso  y  considerando  como  tal  á  todo  impreso 
en  que  se  viole  los  derechos  de  la  sociedad  ó  del  indi- 
viduo. Las  penas  se  han  dulcificado,  es  verdad,  per- 
diendo su  antigua  crueldad,  al  influjo  de  la  civilización 
y  de  las  necesidades  consiguientes  á  la  diferente  con- 
dición del  estado  social;  pero  los  principios  y  la  doc- 
trina son  los  mismos,  en  general,  que  tenian  los  Roma- 
nos y  que  dominaban  la  teoría  de  las  injurias. 

«  Una  segunda  manera,  dice  Blackstone,  de  peiju- 
»  dicar  la  reputación  de  un  hombre,  es  representarlo 
))  bajo  un  punto  de  vista  odioso  y  ridiculo,  sea  por 
í)  libelos  impresos  ó  escritos,  sea  por  dibujos,  pintu- 
»  ras,  etc.  En  cuanto  á  los  libelos  en  general,  hay, 
»  como  en  diversos  otros  casos,  dos  remedios  dife- 
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»  rentes,  el  uno  por  vía  de  acusación  en  lo  criminal,  el 

))  otro  por  acción  civil  :  el  primero,  en  razón  de  la 

))  ofensa  pública ;  ])OYq[XQ  todo  libelo  puede  traer  una 

))  infracción  á  la  paz  pública,  provocando  á  vías  de 

»  hecho  á  la  persona  ultrajada ;  y,  en  punto  de  ley,  ha 

»  lugar  á  acusación  en  ese  caso,  ya  sea  que  la  exposi- 

»  cion  del  libelo  sea  falsa  ó  verdadera;  de  suerte  que 

»  el  acusado,  si  es  citado  ante  un  gran  juri  por  haber 

))  publicado  un  libelo,  no  es  admitido  á  alegar  en  su 

»  justificación  que  el  libelo  no  contiene  mas  que  laver- 

»  dad.  » 

El  mismo  ilustre  comentador  de  las  leyes  inglesas, 
dice  en  otra  parte  :  «  Los  libelos  perjudican  á  alguno, 
))  expecialmente  á  un  magistrado,  publicados  por  la  vía 
»  de  la  imprenta  ó  del  escrito,  ó  por  pinturas  ó  repre- 
»  sentaciones,  á  fin  de  provocarlo  irritándolo,  ó  expo- 
;)  nerlo  al  odio,  al  desprecio  del  público  y  al  ridículo. 
»  La  tendencia  directa  de  esos  libelos  es  uua  infrac- 
»  cion  á  la  paz  pública,  pues  que  excitan  á  la  vengauza 
»  y  quizá  al  derramamiento  de  sangre.  Comunicar  un 
))  libelo  aunque  sea  á  una  sola  persona,  es,  á  los  ojos 
))  de  la  ley,  publicarlo.  Una  carta  ultrajante,  cerrada, 
»  enviada  á  alguno,  es  un  libelo,  lo  mismo  que  si  esta 
))  carta  hubiese  sido  publicada  por  la  prensa ;  porque 
»  esto  tiende  igualmente  á  infringir  la  paz  pública. 
»  Por  la  misma  razón,  importa  poco  para  la  naturaleza 
))  del  libelo,  que  lo  que  contenga  sea  verdadero  ó  falso, 
»  pues  que  la  provocación  y  no  la  falsedad  es  lo  que 
))  es  punible  en  lo  criminal ;  aunque  por  otra  parte  no 
))  sea  dudoso  que  si  hay  calumnia,  el  libelista  es  mas 
))  culpable,  y  la  pena,  en  ese  caso,  puede  ser  mas  se- 
»  vera  », 

El   anotador   de    Blacksbone,  M.    Ghristian,   hace 
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constar  que  estas  palabras  de  lord  Mansfield  :  «  cuanto 
»  mas  verídico,  tanto  mas  grave  es  el  libelo  »,  están 
fundadas  en  principio  y  apoyadas  en  muy  antiguas  au- 
toridades. Lord  Coke  ha  dicho  :  cuanto  mas  apariencia 
de  verdad  hay  en  una  invectiva  insultante,  tanto  mas 
esta  invectiva  irrita.  Cuando  una  verdad  irrita  mas  que 
una  mentira,  y  por  consiguiente  es  mas  propia  para 
producir  una  infracción  á  la  paz  pública,  es  cierto  en- 
tonces que  el  libelo  es  tanto  mas  grave,  cuanto  mas 
verdadero.  Las  críticas  mordaces,  dice  Tácito,  cuando 
se  acercan  mucho  á  la  verdad,  dejan  de  sí  desapacible 
y  áspera  memoria  (1). 

El  comentador  de  la  leyes  inglesas  se  declara  él 
mismo  partidario  de  esta  antigua  y  severa  doctrina  del 
libelo  famoso  con  que  se  reprimían  los  delitos  de  la 
escritura  antes  de  la  invención  de  la  imprenta.- 

En  los  diversos  casos,  agrega,  c{ue  precedentemente 
hemos  examinado,  en  que  la  ley  inglesa  castiga,  con 
mas  ó  menos  severidad,  los  escritos  ó  libelos  blasfe 
madores,  inmorales,  provocativos  de  traición,  cismáti- 
cos, sediciosos  ó  difamatorios,  la  libertad  de  la  prensa, 
bien  entendida,  en  manera  alguna  es  infringida  ó  vio- 
lada. La  libertad  de  la  prensa  es  verdaderamente  esen- 
cial á  la  naturaleza  de  un  Estado  libre  ;  pero  lo  que  la 
constituye  es  la  liberación  de  todo  obstáculo,  de  toda 
restricción  antes  de  la  publicación,  y  no  de  toda  repre- 
sión, de  todo  castigo  después  de  la  publicación^  si  el 
objeto  es  criminal.  Todo  hombre  libre  tiene  el  incon- 
testable derecho  de  publicar  las  opiniones  que  le  plaz- 
can;  prohibírselo,  seria  destruir  la  libertad  de  la 
prensa;  pero  si  lo  que  publica  es   inconveniente,  da- 

(1)  Anales,  lib.  XV,  cap.  lxviii. 
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naso  ó  ilegal,  debe  soportar  las  consecuencias  de  su 
propia  temeridad.  Sujetar  la  prensa  al  poder  restric- 
tivo de  un  censor,  como  se  ha  hecho  en  otro  tiempo, 
antes  y  después  de  la  Revolución,  es  someter  por  com- 
pleto la  libertad  de  las  opiniones,  de  los  pensamientos, 
á  las  preocupaciones  de  un  solo  hombre,  á  sus  pre- 
venciones; es  constituirlo  en  juez  arbitrario  é  infali- 
ble de  todos  los  puntos  de  controversia  en  materia  de 
ciencia,  de  religión  y  de  gobierno.  Pero  castigar,  como 
la  ley  lo  hace  hoy,  todo  escrito  peligroso  ú  ofensivo, 
en  el  cual,  si  está  publicado,  el  examen  de  un  juri  im- 
parcial y  bien  compuesto  hará  conocer  un  pernicioso 
objeto,  es  una  medida  necesaria  para  la  conservación 
de  la  paz  y  del  buen  orden,  del  gobierno  y  de  la  religión, 
los  únicos  sólidos  fundamentos  de  la  libertad  civil. 
Así  la  voluntad  del  hombre  queda  libre ;  el  abuso  solo 
de  esta  voluntad  libre  es  el  objeto  de  un  castigo  le- 
gal. Asi  no  se  opone  ninguna  restricción  á  los  pensa- 
mientos, á  las  dudas,  á  las  investigaciones  ;  los  senti- 
mientos particulares  cfuedan  libres  ;  el  crimen  que  cas- 
tiga la  sociedad,  es  la  propagación,  publicación  de 
sentimientos  depravados,  destructivos  de  los  fines  que 
esta  sociedad  se  propone.  Se  puede  tolerar,  dice  con 
este  motivo  un  escritor  ingenioso,  que  un  hombre 
guarde  venenos  en  su  gabinete,  pero  no  que  los  venda 
como  cordiales. 

A  lo  que  precede  podemos  agregar  que  el  único  ar- 
gumento plausible  que  se  haya  invocado  hasta  ahora  para 
apoyar  la  restricción  á  una  justa  libertad  de  imprenta 
es  «  que  esa  restricción  es  necesaria  para  impedir  el 
»  abuso  diario  de  esta  libertad ;  pero  este  argumento 
»  ha  perdido  hoy  toda  su  fuerza;  porque  está  probado, 
»  por  la  aplicación  conveniente  de  nuestras  leyes,  que 
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no  se  puede  abusar  de  la  prensa  con  cualquier  fin  da- 
ñoso, sin  incurrir  en  un  castigo  proporcionado  ;  mien- 
tras que  no  se  la  puede  emplear  con  un  fin  útil,  cuando 
está  sometida  al  control  de  un  inspector.  Es,  pues, 
una  verdad  reconocida  que  castigar  el  abuso,  la  licen- 
cia de  la  prensa,  es  mantener  su  libertad  (1). 

Este  pensamiento  de  considerar  á  la  prensa  como 
un  elemento  indispensable  para  el  buen  gobierno  déla 
sociedad  j  como  una  condición  necesaria  de  la  conser- 
vación de  la  libertad  civil,  parece  haber  sido  el  pensa- 
miento dominante,  el  punto  de  partida  de  toda  nuestra 
legislación  en  materia  de  prensa.  La  teoría  de  que  la 
prensa  no  es  mas  que  un  instrumento  por  medio  del 
cual,  una  intención  criminal  puede  cometer  un  delito, 
previsto  y  penado  por  la  ley  común,  parece  haber  sido 
desechada  por  nuestras  leyes,  que,  ante  la  grandeza  de 
la  misión  que  la  prensa  desempeña  en  la  sociedad  ci- 
vil y  política,  han  abandonado  las  reglas  abstractas  de 
la  teoría  y  han  creado  delitos  especiales  de  la  prensa 
€uya  naturaleza  consiste  en  el  abuso  de  una  facultad 
reconocida  y  garantida  por  las  instituciones.  Los  deli- 
tos de  la  prensa  no  consistirían  entonces  en  la  incita- 
ción ó  provocación  á  cometer  delitos  del  fuero  común, 
ni  en  el  daño  directamente  causado  al  que  fuera  objeto 
de  una  publicación  injuriosa  ó  calumniosa,  sino  en 
€l  abuso  de  esta  facultad  inherente  á  todo  hombre,  de 
publicar  libremente  sus  pensamientos  y  opiniones  por 
medio  de  la  prensa  ;  facultad  que  siguiendo  esta  teoría, 
ha  sido  después  especialmente  consagrada  y  estable- 
cida por  nuestra  carta  fundamental. 

La  doctrina  no  importa  negar  toda  reparación  al 

(1)  Blackstone,  lib.  IV,  cap.  xt. 
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daño  causado  por  un  impreso  criminal;  quedaria  siem- 
pre expedita  yjibre  la  acción  civil  para  obtener  la  in- 
demnización correspondiente  de  todo  perjuicio  que 
pueda  uno  causar  á  otro  por  un  hecho  propio,  por  su 
dolo,  su  culpa  ó  negligencia ;  pero  el  ejercicio  de  esta 
acción  civil  no  podria  en  tal  caso  referirse  á  la  conde- 
nación ó  represión  del  escrito  culpable,  sino  á  la  repa- 
ración del  daño  sufrido  en  los  intereses  privados,  por 
el  ataque  á  la  reputación,  al  crédito  ó  al  honor,  que  el 
escrito  contuviera. 

Estábamos  bajo  el  imperio  de  la  dura  legislación  de 
la  censura  previa  y  del  libelo  famoso,  cuando  nuestros 
padres  conquistaron  en  1810  los  derechos  del  hombre 
libre  y  del  gobierno  propio,  y  uno  de  sus  primeros 
actos  fué  consagrar  por  una  disposición  expresa  esta 
liberación  de  las  trabas  opuestas  á  la  libertad  del  pen- 
samiento y  de  la  opinión.  Todo  hombre  puede  publicar 
libremente  sus  ideas  y  sin  censura  previa,  decia  el 
articulo  1°  del  decreto  de  ^2Q  de  octubre  de  1811.  El 
abuso  de  esta  libertad  es  un  crimen,  agregaba  el  artí- 
culo "2°,  construyendo  así  los  fundamentos  de  la  teoría 
que  hace  del  abuso  de  la  libertad  de  imprenta,  un  de- 
lito especial,  sujeto  á  una  jurisdicción  particular  y  á 
una  legislación  propia.  La  declaración  de  culpabilidad 
ó  inculpabilidad  del  impreso,  la  confiaba  á  una  junta 
protectora  de  la  libertad  de  imprenta,  compuesta  de 
nueve  ciudadanos  que  no  fueran  empleados  de  la  admi- 
nistración, estableciéndose  así  el  jurado  que  habia  de 
mantenerse  hasta  nuestros  dias  como  el  tribunal  mas 
adecuado  para  coníiarlc  la  represión  de  los  abusos  de 
esta  preciosa  facultad  de  todo  hombre  libre. 

El  escrito  culpable,  para  ser  declarado  tal,  debía 
contener  una  ofensa  á  los  derechos  particulares,  com- 
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prometer  la  tranquilidad  pública,  atacar  la  religión  ó 
la  Constitución  del  Estado,  es  decir,  que  debia  contener 
una  infracción  á  las  disposiciones  del  derecho  penal 
común;  y  el  autor  de  esta  infracción,  editor  ó  impre- 
sor, quedaba  sometido  á  las  justicias  ordinarias  para 
conocimiento  y  castigo  del  delito  cometido;  castigo  que 
debia  sufrir,  según  las  leyes  generales  que  obedecían 
entonces  á  la  teoría  de  las  injurias  y  del  libelo  famoso, 
derivado  de  la  legislación  romana. 

La  ley  de  18:22,  que  modiíicó  el  decreto  de  4811, 
mantuvo  la  misma  tendencia  que  aquel  manifestara; 
declaró  punible  todo  abuso  de  la  libertad  de  la  prensa, 
defiriendo  el  juicio  y  castigo  á  un  jurado  constituido 
de  un  modo  diferente,  con  un  procedimiento  mas  breve 
y  expeditivo  c{ue  el  de  la  jurisdicción  común. 

Por  fin,  la  ley  de  1828,  sancionada  en  una  época  de 
perturbaciones  y  de  anarquía,  pero  verdaderamente 
meditada  y  discutida  en  su  conjunto  y  en  sus  detalles, 
ha  consignado  con  claridad  los  principios  fundamen- 
tales que  rigen  la  materia.  La  teoría  de  que  los  delitos 
de  imprenta  constituyen  una  categoría  especial  entre 
los  hechos  punibles  se  encuentra  ya  definida  y  clara- 
mente establecida  en  esa  ley,  que,  partiendo  de  la  base 
de  .que  es  una  facultad  inherente  á  todo  hombre  la  de 
publicar  libremente  sus  pensamientos  y  opiniones  por 
medio  de  la  prensa,  señala  y  determina  las  publica- 
ciones que  constituyen  un  abuso  de  aquella  facultad. 

La  ley  no  se  limita  á  la  definición  de  los  delitos  de 
imprenta,  sino  que,  aceptando  por  completo  el  siste- 
ma, señala  la  pena  y  determina  una  jurisdicción  espe- 
cial y  un  procedimiento  adecuado. 

Recordando  el  miembro  informante  de  las  Comi- 
siones de  legislación  y  de  negocios  constitucionales,  á 
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cuyo  estudio  habia  sido  cometido  el  proyecto  que  fué 
en  seguida  convertido  en  ley,  los  escándalos  á  que 
habia  dado  lugar  el  desorden  de  la  prensa  y  el  uso  per- 
nicioso que  se  habia  hecho  de  su  libertad,  decia  á  la 
Cámara  que  «  las  Comisiones  no  hablan  querido  de- 
»  fraudar  á  los  ciudadanos  de  la  Provincia,  de  este 
»  derecho  de  la  libertad  de  imprenta,  que,  al  paso  que 
))  es  la  antorcha  del  pueblo,  en  el  sentir  de  los  políti- 
))  eos,  es  una  de  las  primeras  garantías  del  hombre 
»  social.  Su  principal  norte  lo  han  cifrado  las  Comi- 
))  sienes  en  salvar  la  libertad  y  distinguir  cuáles  son 
))  sus  abusos,  y  por  eso  se  ha  determinado  á  clasificar- 
»  los  en  el  primer  artículo.  En  el  concepto  del  que 
»  habla,  esta  clasificación  pudiera  ser  varia,  es  decir, 
»  pudiera  discernirse  cualquier  otro  medio  en  que  pu- 
))  diera  cometerse  otro  abuso ;  pero  sí  está  persuadido 
»  de  que  los  abusos  de  que  habla  el  artículo  I*',  nin- 
))  guno  es  de  naturaleza  tal,  que  pueda  considerarse 
))  siquiera  restrictivo  de  la  libertad  de  imprenta.  Con- 
»  sidérese  cada  uno  de  esos  abusos,  ó  los  escritos  que 
))  se  dicen  abusivos  en  el  artículo  1°,  y  cualquiera  se 
))  persuadirá  que  jamás  ha  estado  en  la  libertad  del 
»  hombre  extenderse  á  escribir  ó  publicar  por  la  prensa 
»  sobre  esos  hechos  particulares.  ¿Los  papeles  obsce- 
»  nos  que  atacan  la  dignidad  del  hombre,  que  pertur- 
))  ban  la  tranquilidad  pública,  que  excitan  la  sedición, 
))  que  ofenden  á  la  moral  y  ultrajan  el  honor  de  un  ciu- 
»  dadano,  puede  decirse  que  son  escritos  permitidos 
»  en  ninguna  sociedad  del  mundo  ?  —  Si  pues  los  abu- 
))  sos  que  están  contenidos  en  este  artículo  1**,  tienen 
»  su  origen  principalmente  en  la  libertad  civil  del 
»  hombre,  derecho  tan  recomendable  como  la  libertad 
))  de  imprenta,  —  ¿cómo  puede  considerarse   que  al 
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)i  calificar  la  Comisión  un  abuso,  cuando  se  expresa 
))  en  esos  términos,  restringe  la  libertad?  —  No,  se- 
»  ñores,  no  es  restricción;  es  regla  que  se  da  al  uso  de 
))  la  libertad  de  imprenta ;  es  llamar  al  ciudadano  al 
))  cumplimiento  de  sus  deberes;  es  señalarle  cuáles 
)í  son  sus  derechos  en  el  uso  de  la  libertad  civil  (1).  » 

Esta  idea  de  que  la  ley  solo  tiene  por  objeto  reglar 
el  uso  de  la  libertad  de  imprenta,  determinando  los 
escritos  que  deban  considerarse  abusivos,  y  oñ^eciendo 
todas  las  garantías  para  el  ejercicio  pleno  y  completo 
de  esta  libertad,  en  cuanto  es  compatible  con  el  dere- 
cho de  la  sociedad  y  de  los  particulares,  es  la  idea  do- 
minante del  legislador  que  campea  absolutamente  en 
todos  los  detalles  á  que  ha  descendido  para  determinar 
ydeslindar  la  jurisdicción,  establecer  el  procedimiento, 
y  fijar  la  penalidad.  Toda  la  discusión  de  la  ley, 
versa  sobre  ese  tópico,  y  parte  de  este  principio  :  que 
no  se  trata  de  apreciar  hechos  comunes  de  la  vida  ordi- 
naria, que  puedan  cometerse  en  violación  de  las  leyes 
penales  que  rigen  el  orden  social,  sino  de  asegurar  y 
garantir  el  ejercicio  de  la  libertad  de  imprenta,  deter- 
minando los  escritos  y  publicaciones  que  la  ley  consi- 
dera abusivos  de  esa  libertad. 

Desde  luego,  la  doctrina  legal  es  bien  diferente  de  la 
que  servia  de  base  á  la  legislación  francesa  que  consi- 
dera á  la  prensa  como  un  instrumento  por  medio  del 
cual  pueden  cometerse  delitos  comunes  sujetos  por  su 
naturaleza  al  régimen  general  de  la  legislación  penal 
del  Estado  sometidos  á  la  jurisdicción  establecida  para 
aplicarla. 

En  presencia  de  la  ley  de  1828,  y  de  los  precedentes 

(li  Diario  de  sesiones  do  la  Honorable  Junta,  tomo  V,  pág.  34  y  siguieoles. 
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de  nuestra  legislación,  no  puede  vacilarse  en  afirmar 
que  existen  entre  nosotros  delitos  especiales  de  im- 
prenta, cuya  naturaleza  consiste  en  el  abuso  de  la  facul- 
tad que  todo  hombre  tiene  de  publicar  libremente  sus 
pensamientos  y  opiniones,  facultad  reconocida  por  la 
ley,  garantida  por  la  Constitución,  y  cuyo  abuso  cons- 
tituye un  delito  definido,  previsto  y  penado,  con  juris- 
dicción propia  para  juzgarlo  y  reprimirlo,  y  con  un 
procedimiento  particular,  distinto  del  procedimiento 
común  para  comprobarlo. 

La  ley  de  imprenta,  para  nada  se  ocupa  del  delito 
común  que  por  medio  de  una  publicación  pudiera 
cometerse ;  no  se  refiere  en  sus  disposiciones  á  la  in- 
juria, la  calumnia  ó  la  difamación  de  que  la  prensa 
pudiera  ser  instrumento  contra  las  personas  privadas, 
ni  menciona  siquiera  el  daño  que  al  particular  pudiera 
sobrevenir  por  un  delito  de  imprenta  para  autorizar  la 
condigna  reparación.  Sin  duda,  que  ese  olvido  de  las 
acciones  criminales  y  civiles  del  fuero  común  es  una 
consecuencia  lógica  de  la  doctrina  á  que  obedece  la 
ley  de  imprenta,  y  del  principio  fundamental  sobre  que 
reposan  todas  las  reglas  que  adopta;  principio  funda- 
mental que  consiste  en  considerar  como  única  materia 
de  la  ley  el  ejercicio  de  la  facultad  constitucional  de 
publicar  libremente  las  opiniones  por  medio  de  la 
prensa,  en  cuanto  ese  ejercicio  pudiera  ser  abusivo  y 
dañoso  de  los  fines  sociales  á  que  ese  derecho  recono- 
cido en  todo  hombre  debe  dirio-irse. 

En  esta  teoría  que  eleva  los  delitos  de  la  prensa  á  la 
categoría  de  delitos  de  orden  político,  considerando  á 
la  prensa  como  una  institución  social  y  como  un  resorte 
del  gobierno  del  pueblo,  ninguna  relación  tienen  los 
delitos  privados  y  las  acciones  civiles,  regidas  por  las 
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leyes  generales  y  sometidas  á  la  jurisdicción  de  los  tri- 
bunales ordinarios  á  quienes  compete  decidir  todas  los 
conflictos  que  occuran  entre  derechos  é  intereses  pri- 
vados. 

Obedeciendo  á  la  influencia  lógica  de  esta  doctrina, 
la  misma  ley  desconoce  á  la  injuria,  la  calumnia  ó  la 
difamación  dirigida  contra  los  individuos  por  medio  de 
la  prensa,  el  carácter  de  delito  puramente  privado  que 
las  leyes  generales  hablan  asignado  á  esa  clase  de  in- 
fracciones ;  y  autoriza  el  ejercicio  de  la  acción  pública, 
no  solo  cuando  el  abuso  cometido  es  atentatorio  de  los 
derechos  de  la  sociedad,  sino  también  cuando  se  dirige 
contra  personas  y  derechos  privados,  si  el  directamente 
agraviado,  fuese  omiso  en  acusar.  «  Será  á  cargo  del 
fiscal  acusar  de  oficio,  dice  el  articulo  10  de  la  ley  de 
182Í2,  los  abusos  atentatorios  al  orden  público  y  las  au- 
toridades constituidas.  El  agente  del  crimen,  continúa 
el  articulo  11,  en  defecto  del  agraviado,  ¿icusará  de 
oficio  los  abasos  de  la  libertad  de  la  prensa,  contra 
personas  y  derechos  privados.  »  La  acción  i)ública, 
puesta  en  ejercicio  para  reprimir  los  abusos  de  la 
prensa,  la  personería  del  fiscal,  ó  del  agente  fiscal  del 
crimen,  autorizada  por  la  ley,  aun  tratándose  de  ataques 
á  los  derechos  del  individuo  dirigidos  por  medio  de  la 
prensa,  convierten  en  delitos  públicos  los  abusos  de 
la  libertad  de  imprenta;  porque  la  ley  considera  la 
prensa  como  una  institución  social;  y  porque  las  infrac- 
ciones ó  desviaciones  de  su  legítimo  y  conveniente  uso, 
comprometen  los  intereses  públicos,  ligados  á  los  jus- 
tos fines  á  que  siempre  debiera  dirigirse. 

Esta  doctrina  dominante  en  la  economía  de  la  ley, 
tuvo  al  fin  una  sanción,  explícita  del  legislador,  que  en 
1857  declaró  que  «  las  acciones  de  los  particulares  por 
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injurias,  calumnias  ó  difamaciones  que  se  cometan  por 
la  prensa,  como  también  las  que  en  su  caso  corresponde 
intentar  á  los  fiscales  del  Estado,  podrán  ser  deducidas 
antes  los  jueces  ordinarios,  los  cuales  las  juzgarán  por 
las  leyes  civiles  ó  criminales  (1). 

Parece  que  la  jurisprudencia  de  los  tribunales,  des- 
conociendo la  verdadera  doctrina  de  la  ley  de  1828, 
negaba  el  ejercicio  de  la  acción  criminal  ó  de  la  acción 
civil,  ante  la  justicia  ordinaria,  al  particular  injuriado, 
calumniado  ó  difamado  por  medio  de  la  prensa,  y  lo 
obligaba  á  buscar,  como  única  reparación  del  perjuicio 
sufrido,  la  condenación  del  impreso  abusivo  ante  el  ju- 
rado. La  ley,  en  el  propósito  de  sus  autores,  venia  á 
establecer  la  verdadera  y  antigua  doctrina,  desvirtuada 
por  una  falsa  aplicación.  «  El  que  injuria  por  la  prensa, 
»  dijeron  en  esa  ocasión,  comete  dos  delitos  :  el  delito 
»  contra  la  libertad  de  la  prensa  y  el  delito  contra  el 
»  particular.  El  primero  va  al  jurado  y  el  segundo  á  la 
»  justicia  ordinaria.  Esto  es  lo  que  establece  el  pro- 
»  yecto  en  discusión.  La  acción  ante  el  jurado,  no 
»  quita  la  acción  ante  la  justicia  ordinaria.  Todo  indi- 
»  viduo  tiene  las  dos  acciones  y  puede  usar  de  las  dos 
»  á  la  vez  ("2).  » 

Diez  y  nueve  años  de  experiencia  han  comprobado 
que  la  separación  de  las  acciones  privadas  y  de  la 
acción  pública,  ningún  perjuicio  ha  traído  á  la  libertad 
de  la  prensa,  buscándose  siempre  por  la  primera  la 
reparación  del  agravio  inferido  y  obteniendo  por  el 
ejercicio  de  la  última,  la  represión  del  abuso,  con  ven- 
taja de  la  causa  pública,  interesada  en  el  uso  legítimo 
de  la  libertad  de  imprenta. 

(1)  Ley  de  18  do  setiembre  de  lb>57. 

(2)  Sesión  de  la  Cámara  de  diputados,  de  29  de  julio  de  1857. 
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Eiumciados  así  los  principios  fundamentales  á  que 
obedece  nuestra  legislación  de  imprenta,  es  una  conse- 
cuencia lógica  que  la  represión  de  todo  abuso  de  la 
libertad  de  escribir  y  publicar  las  opiniones,  solo 
puede  buscarse  en  la  penalidad  especial  determinada 
por  la  ley  y  ante  la  jurisdicción  particular  establecida 
para  aplicarla. 

El  artículo  1°  de  la  ley  de  1828,  declara  abusos  de  la 
libertad  de  imprenta  los  impresos  que  aparezcan  obsce- 
nos, contrarios  á  la  moral,  ú  ofensivos  del  decoro  y  la 
decencia  pública,  los  que  ofendan  con  sátiras  ó  invec- 
tivas el  honor  y  reputación  de  alguna  persona,  ó 
publiquen  defectos  de  su  vida  privada  designándolo 
por  su  nombre  y  apellido,  ó  por  señales  que  induzcan 
á  determinarlo  ;  y  los  impresos  que  son  materia  de  este 
informe,  son  manifiestamente  obscenos,  contrarios  á  la 
moral,  ofensivos  del  decoro  y  de  la  decencia  pública, 
ofenden  el  honor  y  reputación  de  personas  privadas,  á 
quienes  ridiculizan  indicando  defectos  de  su  vida  intima, 
designándolos  por  señales  que  inducen  á  determínalos. 
Son  pues,  verdaderamente  abusivos  de  la  libertad  de 
imprenta;  deben  ser  acusados  ante  el  juri  establecido 
para  juzgarlos,  y  debe  serles  aplicable  el  máximum  de 
la  pena  con  que  la  ley  ha  querido  reprimirlos. 

La  ley,  considerando  como  un  delito  público  el 
abuso  de  la  libertad  de  la  imprenta,  ha  deferido  la  acu- 
sación á  los  representantes  de  la  acción  pública,  á  los 
que  tienen  por  especial  encargo  defender  ante  la  justicia 
la  moral  ultrajada  y  los  intereses  de  la  sociedad,  al 
agente  fiscal  del  crimen  en  primera  instancia,  y  á  los 
que  desempeñan  esas  mismas  funciones  públicas  ante 
las  demás  jurisdicciones. 

No  participo  de  la  opinión  del  señor  fiscal  del  Estado, 
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según  la  que  correspondería  á  la  municipalidad  adoptar 
las  medidas  represivas  que  juzgara  conveniente  contra 
los  abusos  y  atentados  á  la  moral  pública  que  contienen 
los  impresos  á  que  he  hecho  referencia,  ya  porque  la 
municipalidad  no  tiene  en  ningún  caso  la  representa- 
ción de  los  intereses  y  derechos  sociales  ante  la  justicia; 
ya  también  porque  su  misión  circunscripta  al  orden 
administrativo  de  los  intereses  del  municipio,  le  impe- 
diría siempre  ejercer  legítimamente  una  autoridad  le- 
gislativa que  seria  indispensable  para  dictar  medidas 
de  carácter  general  que  debieran  considerarse  como  re- 
glas de  derecho. 

La  Constitución,  por  otra  parte,  le  prohibiría  siempre 
adoptar  medidas  preventivas  contra  los  abusos  de  la 
lidertad  de  imprenta,  y  jamás  tendría  derecho  para 
abrogarse  el  conocimiento  y  castigo  de  delitos  defini- 
dos y  penados  portas  leyes  que  reconocen  una  juris- 
dicción y  un  procedimiento  especial. 

En  el  sentido  de  la  ley  de  18"2"2,  el  orden  público,  es 
la  moral  pública;  porque  todo  abuso  de  la  libertad  de 
imprenta  que  ataque  la  moral  pública,  constituye  una 
violación  del  orden  social  según  la  expresión  de 
Blackstone;  y  no  puede  presumirse  lógicamente  que 
cuando  la  ley  ha  considerado  todo  abuso,  aun  aquel  que 
solo  afecta  derechos  privados,  como  un  delito  público 
que  debe  acusar  el  agente  del  crimen  en  defecto  del 
agraviado,  haya  eximido  del  encargo  cometido  al  fis- 
cal los  que  afecten  la  moral  y  ofendan  el  decoro  y  la 
decencia  pública. 

Fundado  en  las  precedentes  consideraciones,  pienso 
que  la  municipalidad  debe  dirigir  con  oficio  los  núme- 
ros del  impreso  acompañado,  al  juez  entumo,  pidién- 
dole que  se  sirva  conferir  vista  al  asjente    fiscal  del 
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crimen  á  fin  de  que  este  formule  á  la  posible  brevedad 
la  acusación  á  todos  y  cada  uno  de  los  artículos  que 
esos  impresos  contienen,  reclamando  la  condigna 
reparación  á  los  ultrajes  que  ellos  infieren  á  la  moral, 
al  decoro  público  y  á  las  buenas  costumbres. 


vil 


RESPONSABILIDAD  DE  LOS  MAGISTRADOS 


EN    EL    EJERCICIO    DE    SUS    FUNCIONES. 


Señor  Juez  de  primera  instancia  : 

J.  C.  B...,por  los  doctores  don  S.  K...,  don  T.  J... 
y  don  G.  A...,  en  demanda  entablada  por  don  J.  C... 
reclamando  daños  y  perjuicios,  como  indemnización 
de  los  que  le  ha  inferido  en  una  sentencia  dictada 
por  la  Cámara  de  lo  criminal  del  extinguido  Superior 
Tribunal  de  justicia,  que  mis  representados  compo- 
nían, evacuando  el  traslado  conferido,  como  mas  haya 
lugar  á  V.  S.  digo  : 

Que  apenas  producida  la  penosa  impresión  que 
causa  la  lectura  del  escrito  de  demanda,  un  sentimiento 
de  justa  satisfacción  viene  al  instante  á  disiparla,  con- 
siderando que  no  se  trata  de  uno  de  aquellos  hechos 
desgraciados  y  funestos  que  marcan  un  síntoma  de 
perversión  civica  y  degradación  moral;  y  que  á  pesar 
del  ruido  que  la  acompaña  y  del  importante  aparato 
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con  que  parece  revestida,  la  acción  deducida  contra  los 
magistrados,  carece  de  todo  fundamento  legal  y  de  todo 
apoyo  de  la  razón. 

Si  un  temor  cualquiera  pudo  sobrecoger  al  espíritu 
sobre  la  condición  de  alia  rectitud  y  probidad  en  que 
se  ha  mantenido  hasta  ahora  nuestra  justicia  social,  al 
solo  anuncio  de  la  reclamación  deducida,  basta  la 
simple  lectura  del  escrito  que  la  contiene,  para  asegu- 
rarse que  no  ha  llegado  aun  el  caso  de  ver  á  nuestros 
tribunales  y  magistrados  desmerecer  del  concepto  pú- 
blico ;  y  que  de  esta  vez,  como  en  otras  ocaciones,  ha 
de  quedar  ilesa  la  administración  de  justicia,  conser- 
vando el  respeto  y  consideración  social  que  hasta  ahora 
ha  sabido  merecer. 

Y  sin  embargo,  no  porque  los  tiros  que  se  le  dirigen 
sean  impotentes  para  herirla,  dejan  de  entrañar  por 
eso  cuestiones  importantes  y  trascendentales  que  in- 
teresa deslindar,  ya  sea  por  el  interés  que  comportan 
en  sí  mismas,  ya  también  porque  brindan  una  ocasión 
propicia  para  el  estudio  que  debe  siempre  estar  pre- 
venido en  tan  delicada  materia. 

Hé  ahi  la  razón,  señor,  por({ue  aun  cuando  el  caso 
sub  jiidlce  no  ofrezca  por  si  solo  graves  dificultades  en 
su  justa  solución,  debo  no  obstante  manifestar  á  V.  S. 
todas  las  observaciones  que  sugiere  el  estudio.de  esta 
importante  cuestión  de  la  responsabilidad  de  los  ma- 
gistrados en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  no  solo 
bajo  el  aspecto  de  la  jurisdicción  competente  ])ara  de- 
cidir las  reclamaciones  fundadas  en  la  aplicación  de 
ese  principio,  sino  también  considerándolo  en  su  natu- 
raleza propia  y  aplicaciones  prácticas. 

Motivos  personales  me  obligan,  sin  embargo,  á  no 
adelantar  el  estudio  v  detenido  examen  de  esos  diver- 
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SOS  punios  en  este  escrito,  no  habiendo  podido  dispo- 
ner el  abogado  que  me  dirige,  por  razón  de  su  salud, 
del  tiempo  necesario  para  consagrarles  un  profundo 
examen. 

Mu  limitaré  por  eso  á  exponer  á  grandes  rasgos  los 
puntos  capitales  que  ese  estudio  comprende,  reserván- 
dome hacer  de  ellos  un  mas  prolijo  estudio  en  el  escrito 
de  duplica  que  del»e  dejar  esta  causa,  conclusa  para  de- 
finitiva. 

Desde  luego,  señor  juez,  la  cuestión  de  la  jurisdic- 
ción competente,  para  entender  y  decidirlas  reclama- 
ciones fundadas  en  la  responsabilidad  de  los  jueces 
que  puedan  deducir  los  particulares,  por  la  sentencia 
que  aquellos  dictaren  contra  derecho,  es  la  primera 
cuestión  que  asalta  el  espíritu,  como  un  prolegómeno 
indispensable  de  esta  delicada  materia.  Nuestras  leyes 
generales  no  la  determinan  con  claridad,  y  si  queremos 
partir  de  un  antecedente  legal,  para  hallar  una  solu- 
ción apoyada  en  bases  sólidas^  nos  veremos  precisados 
á  buscar  en  la  Constitución  y  en  los  principios  y  doc- 
trinas cjue  presiden  y  dominan  la  organización  judicial, 
los  datos  necesarios  para  formularla  con  seguridad. 

La  naturaleza  del  acto  que  realiza  un  juez  que  viola 
sus  deberes  al  dictar  sentencia,  no  puede  ser  puesta 
en  duda ;  porque  siendo  condiciones  esenciales  del 
ejercicio  de  la  magistratura,  la  rectitud,  la  probidad  y 
el  conocimiento  del  derecho,  comete  sin  duda  un  de- 
lito, mas  ó  menos  grave,  el  juez  que  por  interés,  por 
amor  ú  odio  ó  por  ignorancia  juzga  mal,  resuelve  con- 
tra derecho  y  afenta  contra  la  justicia. 

Este  .carácter  penal  de  las  infracciones  que  á  los 
deberes  de  su  augusta  misión  puedan  verificar  los 
jueces,  viene  adherido  á  su  responsabilidad  desde  los 


i^»  RESPONSABILIDAD  DE  LOS  MAGISTRADOS 

tiempos  mas  remotos  y  cuando  el  ejercicio  de  la  magis- 
tratm^a  estaba  confiado  como  una  función  pública  del 
gobierno  del  pueblo,  á  los  ciudadanos  que  lo  compo- 
nían;  y  con  doble  razón  y  mas  fundado  motivo  en 
épocas  posteriores  en  que  según  la  constitución  del 
poder  judicial,  la  misión  de  decidir  las  controversias 
entre  sus  conciudadanos  y  de  aplicar  las  leyes,  ba  sido 
confiada  á  aquellos  que  reunieran  determinadas  condi- 
ciones de  capacidad  y  muy  principalmente  la  de  acre- 
ditar con  un  título  auténtico,  el  conocimiento  del  de- 
re  cb  o. 

Este  carácter  de  penalidad,  que  revisten  las  sancio- 
nes legales,  que  tratan  de  bacer  con  ellos  efectiva  la 
responsabilidad  de  los  jueces,  ba  sido  establecido  con 
precisión  y  claridad,  en  la  legislación  romana  y  con- 
sagrado por  la  legislación  española,  que  rige  hasta 
nuestros  dias.  La  ley  24,  título  22,  partida  3%  que  con 
mas  amplitud  contiene  los  casos  de  responsabilidad 
de  los  jueces  está  encabezada  con  esta  suma,  que 
expresa  el  contenido  de  sus  disposiciones: — Que  pena 
deve  aver  eljiídgador,  queá  sabiendas  ó  por  necedad 
judgó  mal  en  pleito  que  non  sea  de  justicia;  y  en  el 
mismo  sentido  se  expresan  la  leyes  del  Fuero  Juzgo  y 
del  Fuero  Real  que  le  son  concordantes. 

Conforme  á  esta  doctrina  el  articulo  190  de  nuestra 
reciente  Constitución,  para  bacer  efectiva  la  responsa- 
bilidad de  los  magistrados  dispone  que:  «Los  jueces 
»  de  la  Cámara  de  apelación  y  de  primera  instancia, 
))  pueden  ser  acusados  por  cualquiera  del  pueblo,  por 
))  delito  ó  faltas  cometidas  en  el  desempeíw  desús  fun- 
))  dones  ante  unjuri  calificado  compuesto  de  siete  dipu- 
»  tados  y  cinco  senadores  profesores  de  derecho,  y 
))  cuando  no  los  baya,  se  integrará  con  letrados  que 
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))  tengan  las  condiciones  necesarias,  para  ser  electos 
»  senadores. 

El  articulo  124  agrega  que  :  «  la  ley  determinará  los 
í)  delitos  -^faltas  de  los  jueces,  acusables  anteeljuri  y 
))  reglamentará  el  procedimiento  que  ante  él  debe  ob- 
»  servarse.  » 

Todos  los  actos,  pues^  de  un  magistrado,  capaces 
de  producir  un  perjuicio  cualquiera  á  terceros  jus- 
ticiables, realizados  en  ejercicio  de  sus  funciones  y  en 
el  desempeño  de  su  empleo  público,  tienen  que  tomar 
su  rango  en  una  de  esas  dos  categorías,  únicas  que  el 
derecho  conoce,  las  mismas  que  la  Constitución  esta- 
blece, delitos  ó  faltas. 

Cualquiera  délas  dos  categorías  en  que  el  hecho  se 
coloque,  le  imprime  un  carácter  indeleble  de  crimina- 
lidad, lo  individualiza  separándolo  de  los  actos  civiles 
ó  de  los  hechos  criminales  de  las  jurisdicción  común, 
lo  constituye  en  una  especialidad  sujeta  á  leyes  pro- 
pias y  á  una  jurisdicción  particular.  Y  ya  sea  que  el  he- 
cho consista  en  un  verdadero  delito,  ya  que  solo 
pueda  clasificarse  como  una  culpa,  cuasi  ex-delicto, 
un  procedimiento  especial,  una  penalidad  expresa  y 
una  jurisdicción  distinta  é  independiente  de  la  jurisdic- 
ción común,  son  requeridas  por  la  Constitución,  la  doc- 
trina jurídica  y  la  naturaleza  misma  de  las  cosas  para 
comprobarlo,  juzgarlo  y  penarlo. 

Cuando  se  examina  pues,  la  reclamación  del  procu- 
rador C...  y  se  ve  que  ella  se  funda  en  el  perjuicio 
causado  por  una  sentencia  de  un  tribunal  superior, 
que  se  dice  dada  contra  derecho,  por  haber  violado 
garantías  expresas  en  la  Constitución,  siendo  ella 
sometida  á  la  decisión  de  un  juez  de  primera  instan- 
cia, como   si  fuera  una    acción   civil   cualquiera,    no 
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puede  menos  de  pensarse  que  la  competencia  verda- 
dera de  jurisdicción,  se  encuenlra  desconocida,  y  que 
ni  la  Constitución,  ni  los  principios  del  derecho,  ni 
■  la  naturaleza  del  organismo  de  la  magistratura,  ha  po- 
dido nunca  autorizar  una  tal  confusión  en  las  ideas 
y  una  violación  tan  flagrante  de  los  principios  constitu- 
tivos de  toda  justicia. 

Ya  sea  que  el  perjuicio  causado  provenga  de  un  de- 
lito, ya  que  tenga  él  su  origen  en  una  culpa  ó  negli- 
gencia de  los  jueces,  la  satisfacción  no  puede  recla- 
marse, sino  por  medio  de  una  acción  penal,  una  vez 
constatada  la  naturaleza  del  hecho  que  la  motiva  por 
medio  de  un  procedimiento  especial  y  antes  los  jue- 
ces determinados  por  la  Constitución. 

No  puedo  detenerme  en  el  detalle  de  las  considera- 
ciones que  mas  extensamente  fundarían  la  incompe- 
tencia del  juzgado,  para  entender  y  decidir  en  la  ac- 
ción deducida,  limitándome  á  expresar  el  principio 
primordial  de  la  materia;  pero  él  basta  para  demostrar 
que  si  adelantáramos  en  el  examen  de  la  cuestión, 
llevando  su  aplicación  lógica,  á  las  condiciones  mas 
esenciales  que  debe  revestir  toda  administración  de 
justicia,  encontraríamos  cada  vez  mas  concluyentc- 
mente demostrada  esa  incompetencia,  sin  la  cual  en 
vano  buscaríamos  para  la  administración  de  justicia, 
la  dignidad,  la  independencia  y  el  respeto  que  son  in- 
herentes á  su  misión  social. 

Tal  es,  sin  embargo,  el  vehemente  deseo  de  mis  re- 
presentados, de  comprobar  la  completa  injusticia  de  la 
demanda  en  sí  misma,  tal  su  anhelo  de  ver  sometidos 
sus  actos  al  imparcial  criterio  de  una  persona  extraña 
á  las  pasiones  y  á  los  intereses  mezquinos  que  con 
tanto  encarnizamiento  se  debaten  en  el  foro,  que  tengo 
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instrucciones  expresas  para  no  formular  una  excepción 
declinatoria  de  jurisdicción,  que  en  este  caso  proce- 
dería de  derecho  estricto,  dejando  librada  la  cuestión 
de  competencia  á  la  conciencia  y  recto  juicio  del  ma- 
gistrado á  quien  m    dirigo. 

En  cuanto  al  fondo  de  la  demanda,  debo  limitarme 
ahora  á  manifestar,  que  la  reclamación  de  daños  y 
perjuicios  es  completamente  infundada:  1.°  porque  esos 
perjuicios  no  existen  en  realidad;  2.°  porque  aun  cuando 
existieran,  ellos  no  emanan  de  un  acto  culpable  que  pu- 
diera ser  imputado  á  mis  representados ;  3.°  porque  aun 
cuando  la  sentencia  los  hubiera  inferido,  su  indemniza- 
ción pudo  y  debió  buscarse,  por  el  remedio  de  la  ape- 
lación; 4.°  en  fin,  porque  la  sentencia  de  que  se  hacen 
derivar  esos  perjuicios,  no  induce  dolo  mi  negligencia 
ó  culpa  por  parte  de  los  jueces  superiores  que  la  dicta- 
ron, único  caso  en  que  podria  tener  lugar  su  responsa- 
bilidad como  magistrados. 

Que  los  perjuicios  no  existen,  basta  leer  el  proceso 
para  comprobarlo.  De  él  consta  en  efecto,  que  el  encau- 
sado defendido  por  G....,  obtuvo  su  libertad  pocos dias 
después  que  le  fué  negada  su  personería,  en  la  visila 
de  cárcel  de  diciembre,  sin  erogación  ni  gasto  alguno 
por  su  parte,  no  pudiendo  alegar  siquiera  que  la  sen- 
tencia le  ha  privado  de  la  compensación  que  hubiera 
podido  exigir  por  la  defensa. 

Que  no  emanan  esos  perjuicios  de  un  acto  culpable 
de  mis  representados,  queda  plenamente  probado  por 
la  lectura  del  escrito  de  demanda,  puesto  que  ellos  se 
fundan  en  una  sentencia  que  tomando  en  consideración 
los  antecedentes  legales  referentes  al  punto  que  debia 
resolverse,  dictaron  mis  representados,  previo  los  trá- 
mites legales,  en  uso  de  sus  atribuciones,  en  ejercicio 
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de  la  función  pública  que  ejercían,  y  en  cumplimiento 
de  los  deberes  que  la  Constitución  y  las  leyes  les 
imponen. 

Tratándose  de  una  resolución  que  revestía  todos 
los  caracteres  de  una  sentencia,  que  resolvía  una 
cuestión  de  derecho  que  podria  traer  gravamen  irre- 
parable y  que  era  por  la  ley  libremente  apelable  para 
ante  un  tribunal  superior  en  grado  el  que  la  dictaba,  el 
único  medio  legal  de  reparar  los  agravios  que  infiriera, 
de  subsanar  los  perjuicios  que  causara  á  la  parte  com- 
prometida en  el  juicio,  era  el  remedio  de  la  apelación. 

Solo  entre  los  Romanos,  cuando  la  justicia  se  ad- 
ministraba bajo  el  sistema  formulario,  la  decisión  del 
pleito  era  cometida  al  judex  en  una  única  instancia 
según  la  fórmula  del  pretor ;  el  juez  hacia  suyo  el  pleito 
cuando  con  dolo,  fraude  ó  guiado  por  un  sentimiento 
de  parcialidad,  pronunciaba  sentencia  contra  ley.  Judex 
tune  litem  suam  faceré  intelligüur ,  cum  dolo  malo  in 
fraudem  legis  sententiam  dixerit.  Dolo  malo  autem 
YÍdetur  hoc  facero  si  evidens  arguatur  ejus  vel  gra- 
tia  vel  inimicüia,  vel  etiam  sordes  :  ut  veram  ¿esti- 
matíonem  litis  prsestare  cogatur  (1).  Pero  cuando  se 
introdujeron  los  grados  de  jurisdicción  y  el  remedio  de 
la  apelación,  solo  de  aquellas  sentencias  en  que  no 
podia  interponerse  este  recurso  y  que  causaban  un  per- 
juicio por  eso  irreparable,  se  accordaba  á  los  perjudi- 
cados el  derecho  de  reclamar  su  reparación  del  juez 
agraviante. 

Lo  mismo  sucede  según  nuestras  leyes,  que  han 
introducido  precisamente  el  remedio  de  la  apelación, 
para  procurar  la  satisfacción  de  cualquier  agravio  ó 

(1)  DiGESTo,  ley  15,  til.  1%  libro  V. 
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perjuicio  que  la  sentencia  de  un  juez  inferior  pudiera 
causar  al  litigante. 

La  renuncia  de  la  apelación  que  hizo  C...  en  el 
escrito  que  en  testimonio  corre  á  foja  '21  vuelta,  puso 
el  sello  de  la  cosa  juzgada  á  la  sentencia  de  la  Cámara 
de  lo  criminal,  y  cerró  la  puerta  á  toda  reclamación 
posterior  y  á  ulteriores  debates. 

La  sentencia,  por  otra  parte,  en  que  se  funda  el  re- 
clamo, noinduce  dolo  ni  negligencia  ó  culpa  quepudicra 
fundar  una  reclamación  de  perjuicios.  ¿Puede  preten- 
derse acaso,  que  los  jueces  que  la  dictaron  no  tuvieran 
presente  la  ley  que  regia  el  caso  suh  juclice,  que  no 
consagraran  al  estudio  de  la  cuestión  el  tiempo  y  la  refle- 
xión necesaria,  que  por  ignorancia  ó  por  descuido 
adoptaron  una  solución  contraria  al  precepto  claro  y 
terminante  del  derecho  escrito  ? 

Ahí  está  la  sentencia,  señor,  en  que  están  compara- 
dos, estudiados  y  comentados  los  preceptos  constitu- 
cionales de  cuyo  desconocimiento  y  violación  se  queja 
C... ;  y  basta  la  simple  lectura  de  esa  sentencia  para 
concluir  sin  vacilación  que  podrá  acusar  un  error  en 
la  solución  que  adoptan  los  que  la  suscribieron,  para 
el  que  abrigara  una  opinión  contraria  á  la  que  ella  con- 
signa como  doctrina ;  pero  el  espíritu  mas  prevenido 
no  podria  encontrar  los  indicios  de  un  delito  ó  de  una 
falta  en  sus  autores.  Y  precisamente,  solo  en  los  casos 
de  delito  ó  falta  puede  hacerse  efectiva  la  responsabi- 
lidad del  magistrado,  porque  como  dice  el  glosador  de 
las  Partidas- en  su  notable  comentario  á  la  ley  antes 
citada,  «  no  deben  imputarse  á  culpa  los  defectos  pro- 
»  venientes  de  la  humana  debilidad,  inherente  á  nuestra 
»  naturaleza,  atendido  que  el  desprenderse  de  la  mor- 
»  tal  ceguera  y  adquirir  el  priviligio  de  ver  todas  las 
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cosas  en  su  punto,  no  es  propio  del   hombre,  sino 
de  Dios.  )) 

Un  célebre  abogado,  dirigía  á  sus  jueces,  en  un 
asunto  semejante  al  presente,  estas  sentidas  palabras: 
Que  aquel  que  se  consagra  á  la  defensa  de  la  justicia 
contra  las  pasiones  de  los  hombres,  no  esjjere  ja- 
más su  reconocimiento;  que  no  se  alucine  con  la 
engañosa  quimera  de  ver  al  rededor  suyo  á  los 
ciudadanos  á  quienes  protege,  formando  un  concierto 
de  dulces  aclamaciones,  alentarlo  en  sus  trabajos  al 
bendecirlo,  arrancar  de  su  alma  por  el  espectáculo  de 
su  dicha,  los  disgustos  de  un  estudio  penoso,  expre- 
sar en  fin  á  sus  ojos,  en  el  movimienlode  su  alegría, 
que  las  faligas  que  lo  apartan  del  reposo  de  la  noche, 
aseguran  la  tranquilidad  de  sus  dias  :  que  borre  de 
su  imaginación  ese  cuadro  fantástico  si  no  quiere 
verse  cruelmente  engañado;  que  sepa  que  tiene  por 
enemigos  á  todos  aquellos  á  quienes  condena,  que 
aquellos  cuyos  derechos  reconoce,  solo  le  pagan 
con  su  indiferencia,  ó  llevan  su  ingi^atitud  hasta  el 
punto  de  atribuir  á  motivos  vergonzosos  la  decisión 
que  los  favorece;  ó  no  viendo  en  la  sentencia  del 
juez,  sino  el  cumplimiento  de  un  severo  deber,  se 
creen  dispensados  de  ser  justos  para  con  él,  porque 
él  lo  ha  sido  para  con  ellos.  » 
Tal  es  frecuentemente  el  sombrío  cuadro  que  pre- 
senta la  vida  del  magistrado;  pero  los  espíritus  fuertes 
avezados  á  la  lucha  constante  en  los  trabajos  silencio- 
sos del  estudio,  están  fortalecidos  por  el  indomable 
espíritu  de  las  máximas  eternas  de  la  justicia  y  acos- 
tumbrados á  combatir  con  firmeza  contra  los  vicios  v 
los  errores  que  pugnan  por  abrirse  paso  en  el  santua- 
rio de  las  leyes  ;  y  por  penosos  que  sean  sus  esfuer- 
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zos,  y  por  mas  que  la  labor  parezca  interminable,  ten- 
drán bastante  abnegación  y  energía  para  sobreponerse 
á  todas  las  vicisitudes  de  una  carrera  tan  augusta  como 
delicada  y  mantendrán  para  honra  de  nuestra  patria 
con  inquebrantable  firmeza  el  respeto  á  la  ley  y  la  recta 
administración  de  justicia. 

•  Por  tanto :  á  V.  S.  suplico  se  sirva  rechazar  con 
expresa  condenación  en  costos  y  costas,  la  demanda 
entablada  por  el  procurador  C.  . . . 


Seíiop  Juez  de  primera  instancia: 

J.  G.  B...,  por  los  doctores  don  S.  K...,  don  T.  J... 
y  don  G.  A...,  en  la  demanda  entablada  por  don  J.  G... 
reclamando  daños  y  perjuicios,  como  indemnización  de 
los  que  le  ha  inferido  una  sentencia  dictada  por  la  Sala 
de  lo  criminal  del  extinguido  Tribunal  de  Justicia,  con- 
testando el  escrito  de  réplica  de  la  parte  contraria, 
como  mas  haya  lugar  á  V.  S.  digo  : 

Que  no  obstante  los  esfuerzos  de  dialéctica,  dig- 
nos en  verdad  de  mejor  causa,  y  de  la  aparente  con- 
fianza con  que  se  desarrollan  en  su  exposición,  no  me 
parece  demasiado  difícil  la  tarea  de  reducirlos  á  su 
verdadero  valor.  La  fuerza  intrínseca  de  un  argumento, 
no  reposa  por  cierto  en  la  ficticia  seguridad  con  que 
la  habilidad  del  lenguaje  puede  revestirlo,  como  en  la 
firmeza  de  los  principios  y  en  la  exactitud  de  las  ideas 
de  que  emane  y  en  que  se  apoye ;  y  por  mas  que  en  el 
presente  caso,  á  semejanza  del  campeón  que  se  com- 
place en  describir  con  vivos  colores  la  habilidad  y  for- 
taleza  del  adversario  pora   realzar   su   tiiunfo,   tanto 
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cuanto  mas  aparezca  difícil  la  empresa,  G...  tribute  á 
mi  defensa  elogios  exagerados  para  darse  en  seguida 
el  placer  de  destruirla  sin  esfuerzo,  la  verdad  es,  que  la 
doctrina  sobre  la  responsabilidad  de  los  magistrados 
y  los  principios  legales  que  la  determinan  y  reglamen- 
tan, han  salido  ilesos  del  ataque  y  mantienen  todo  su 
vigor  después  de  la  réplica  á  que  han  sido  sometidos-. 
En  mi  anterior  escrito,  me  habia  contraído  primero - 
á  exponer  á  grandes  rasgos  el  carácter  legal  de  los 
hechos  que  verificados  en  el  ejercicio  de  sus  funciones 
puedan  inducir  la  responsabilidad  de  los  jueces,  para 
presentar  ante  V.  S.,  como  consecuencia  lógica  la  in- 
competencia de  jurisdicción  propia  para  apreciarlos,  y 
la  falta  de  autoridad  para  conocer  de  ellos  y  penarlos ; 
habia  procurado  demostrar  en  seguida  con  el  expe- 
diente agregado  á  la  vista,  que  en  el  presente  caso  aun 
cuando  ejerciera  V.  S.  una  autoridad  legítima  para  co- 
nocer y  decidir  del  daño  inferido  por  el  juez  que  juzga 
mal,  ningún  perjuicio  inmediato  y  directo  habia  resul- 
tado de  la  sentencia  que  constituía  el  hecho  culpable 
imputado,  y  que  la  demanda  desde  luego,  carecía  de 
fundamento  sólido  y  de  todo  motivo  jurídico  que  la  hi- 
ciera admisible  ante  la  justicia. 

El  demandante,  sin  embargo,  poniendo  en  ejercicio 
una  antigua  táctica,  demasiado  conocida  para  ser  efi- 
caz, pretende  que  he  confundido  la  naturaleza  de  la 
acción  deducida  y  la  doctrina  de  derecho  de  que  ella  se 
deriva,  para  evitarse  el  trabajo  de  una  refutación  im- 
posible ante  la  sencillez  y  claridad  de  los  principios 
legales  en  que  se  apoya  la  doctrina  de  la  responsabi- 
lidad de  los  magistrados,  que  condena  de  una  manera 
irrevocable  las  infundadas  y  exhorbitantes  pretensiones 
deducidas. 
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No,  señor  juez.  No  he  confundido  en  mi  escrito  de 
contestación  la  naturaleza  de  la  acción  penal  y  la  ac- 
ción civil  que  un  hecho  culpable  puede  producir  en 
favor  del  que  ha  sufrido  una  lesión  en  sus  derechos. 
Sé  bien,  me  parece,  que  aun  cuando  reconozcan  un 
hecho  único  como  origen  ambas  acciones,  son  distin- 
tas, independientes  entre  sí,  dirigiéndose  á  conseguir 
objetos  diferentes  con  relación  al  derecho  herido.  Las 
leyes  las  consagran  y  protegen  como  medios  repara- 
dores de  una  perturbación  causada  en  el  derecho  ;  pero 
la  una  es  reparadora  de  una  lesión  moral  que  compro- 
mete la  justicia  civil  y  el  interés  social,  la  otra  es  repa- 
radora de  una  lesión  en  el  interés  privado  que  tiende  á 
restablecer  en  toda  su  integridad  por  medio  de  una  in- 
demnización pecuniaria. 

Y  sé  también,  que  en  el  delito  de  un  magistrado, 
cometido  en  el  ejercicio  de  sus  funciones,  pueden  bien 
emanar  como  de  todo  hecho  culpable  previsto  y  penado 
por  la  ley,  la  acción  penal  para  obtener  la  represión  del 
delito,  y  la  acción  civil  para  obtener  la  reparación  del 
daño  causado  en  el  patrimonio  del  que  ha  sido  su  víc- 
tima. Y  no  es  seguramente  por  haber  desconocido 
estas  nociones  elementales  que  caracterizan  y  distin- 
guen la  naturaleza  propia  y  fines  de  esas  acciones,  que 
he  intentado  demostrar  á  la  luz  de  nuestra  legislación, 
el  carácter  esencialmente  penal  que  reviste  la  indem- 
nización ele  daños  y  perjuicios,  con  que  la  ley  castiga 
al  juez  que  por  necedad  ó  ignorancia  juzga  mal,  único 
aspecto  bajo ^el  cual  podría  considerarse  la  acción  de- 
ducida, dados  los  términos  y  antecedentes  en  que  la 
demanda  se  apoyaba. 

Dos  objetos  tenia  en  vista  al  establecer  el  carácter 
de  criminalidad  que  distingue  en  general  la  responsa- 
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bilidad  de  los  magistrados,  por  delitos  ó  faltas  cometi- 
das en  el  desempeño  de  sus  funciones,  en  la  discusión 
de  la  causa.  El  primero,  era  sentar  las  bases  sobre  que 
en  los  tiempos  modernos  descansa  la  teoría  de  la  res- 
ponsabilidad, que  somete  por  consideraciones  de  alto 
interés  público,  de  moral  social,  de  lógica  en  los  prin- 
cipios constitutivos  de  la  magistratura,  á  una  jurisdic- 
ción especial,  singularmente  establecida  y  organizada, 
el  conocimiento  y  decisión  de  todo  hecho,  de  todo  acto 
que  pueda  inducir  la  resposabilidad  de  los  jueces.  El 
segundo,  era  hacer  patente  que  en  el  caso  sub  judice,  y 
aun  bajo  el  imperio  de  la  antigua  legislación,  la  indem- 
nización de  perjuicios  reclamada  como  indemnización 
de  un  daño  causado  por  una  sentencia  que  no  es  el 
resultado  de  un  delito,  y  que  se  presenta  como  el  fruto 
de  la  ignorancia  ó  de  un  culpable  error,  constituye  una 
pena  legal  según  la  legislación  vigente,  extraña  por 
eso  mismo  á  la  autoridad  y  jurisdicción  del  juez  de 
controversias  privadas  en  materia  puramente  civil. 

Si  la  sentencia,  base  de  la  acción  deducida,  no  ha 
sido  dictada  por  concusión  ó  por  dolo;  si  no  es  el  re- 
sultado de  un  verdadero  delito  de  que  fueran  acusables 
mis  representados,  y  cuya  comprobación  diera  facul- 
tad á  la  víctima  para  demostrar  y  reclamar  el  daño  que 
su  patrimonio  hubiera  sufrido  á  consecuencia  del  de- 
lito, es  evidentemente  claro,  que  no  se  trata  de  uno  de 
aquellos  hechos  que  engendran  en  derecho  dos  accio- 
nes :  la  acción  civil  y  la  acción  penal ;  y  que,  si  la  igno- 
rancia ó  la  imprudencia  del  juez,  da  ocasión  según 
muestra  antigua  ley  de  Partida  á  una  indimnizacion  de 
perjuicios,  no  es  sin  duda  como. acción  civil  prove- 
niente de  un  delito  que  puede  y  debe  intentarse  y  ob- 
tenerse ;    sino  por  medio  de  la  acción  penal  perfecta- 
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mente  caracterizada  en  ese  caso,  porque  en  esa 
indemnización-  consiste  la  pena  con  que  la  ley  reprime 
la  necedad  ó  ignorancia  del  magistrado. 

Respecto  del  primer  punto,  tócame  ahora,  señor 
juez,  recordar  brevemenle  la  historia  jurídica  de  esta 
doctrina  de  la  responsabilidad  de  los  magistrados, 
para  llegar  á  la  conclusión  de  que  todo  hecho  ó  lodo 
acto  de  un  juez  en  el  ejercicio  de  sus  elevadas  funcio- 
nes que  constituya  un  delito  ó  una  falta,  es  únicamente 
justiciable  del  tribunal  especial  creado  por  la  Consti- 
tución en  condiciones  particulares  de  respetabilidad  y 
competencia. 

He  recordado  en  mi  anterior  escrito  el  origen  ro- 
mano de  esta  institución  de  la  responsablidad  de  los 
magistrados.  Permítame  V.  S.  adelantar  ahora  breves 
observaciones  históricas  para  determinar  con  precisión 
las  condiciones  en  que  esa  responsabilidad  se  produ- 
cía y  losíines  especiales  á  que  debía  dirigirse. 

((  Inexacto  seria,  dice  un  moderno   romanista  espa- 
»  ñol  (1),  usar  de  la  frase  poder  judicial  refiriéndose 
»  á  una  nación  de  la   antigüedad  :    esa   división  ar- 
))  mónica  de  los  poderes  públicos,  ese  círculo  dentro 
))  del  que  cada  uno  debe  obrar,  según  las  Gonstitucio- 
))  nes  modernas  no  es  aplicable  á  las  ideas  que  los  Ro- 
))  manos  tenían  formada  de  la  potestad  y  atribuciones 
»  de    los  magistrados  y  de  los  jueces.   El   poder  de 
»  juzgar  pertenecía  en  Roma  al  supremo  imperante, 
»  por  eso  decía  de  él  Pomponío,  esta  elegante  frase  : 
))  Initio  civitatis  nostri  pópalos  sino  lego  certa,  sino 
))  jure  corto  primiim  agere  inslitiiit,  omniaque  mana 
»  a  regihus  gobernaban  tur. 

(1)  La  Serna,  Curso  hislorico  cxogctlco  del  derecho  romano. 

I.  29 
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»  Tampoco  habia  en  Roma  antes  del  Imperio,  ese 
»  orden  gerárquico  de  tribunales  que  sujetando  á  una 
»  serie  gradual  de  instancias  á  los  justiciables,  hu- 
»  biera  sido  un  sistema  continuo  de  inspección  y  vigi- 
»  lancia,  y  un  elemento  de  unidad  en  la  administra- 
»  cion  de  justicia.  Muy  al  contrario,  cada  magistrado, 
»  cuando  se  trataba  de  negocios  civiles,  era  indepen- 
»  diente  en  sus  actos  y  ejercía  una  especie  de  sobera- 
»  nía,  terminándose  el  juicio  en  una  sola  y  única  ins- 
»  tancia.  Y  honroso  es  ciertamente  para  el  pueblo  Rey 
»  no  haber  degenerado  esta  latitud  en  manantial  fecun- 
»  do  de  abusos  é  injusticias :    por  el  contrario,  de   la 
»  autoridad  amplia  de  los  magistrados,  de  esa  especie 
»  de  soberanía  que  ejercían  en  el  pretorio,  salieron  for- 
»  muladoslos  principios  de  equidad  y  de  justicia,  que 
»  con  razón  han  dado  al  derecho  civil  de  los  Romanos 
y>  una  dominación  eterna  sobre  todos  los  pueblos  civi- 
»  lizados.  Verdad  es  que  causas  poderosas  impedían 
»  que  este  poder  absoluto  degenerara  en  abuso  :   la 
»  elección   anual  para   las    magistraturas,    la   cuenta 
»  estrecha   que  al  salir  de  ellas  podían  exigirse  á  los 
»  que  la  habían  ejercido,  la  responsabilidad  en  que 
»  incurría  el  juez,  que  ó  por  maldad  ó  por  ignorancia 
»  pronunciaba  fallos  injustos,  respecto  á  aquellos    á 
»  quienes  habia  perjudicado  haciendo  suyo  el  pleito;  y 
»  por  último,  el  ser  justiciables  según  el  derecho  nuevo 
»  que  hubieran  aplicado,  eran  otras  tantas  prendas  de 
»  que  la  justicia  seria  bien  administrada.  » 

Otro  eminente  y  profundo  escritor  (i),  nos  dice  tam- 
bién, que  un  carácter  del  poder  judicial  de  los  Roma- 
nos, hasta  el  Imperio,  es  la  ausencia  completa  de  uni- 

(1)  DuNJEAN,  Trailé  ücs  aclions. 
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dad  y  de  gerarquía.  Cada  magistrado,  era  soberano  en 
el  territorio  de  su  jurisdicción.  No  solamente  no  exis- 
tia ningún  tribunal  supremo  que  como  nuestra  Corte  de 
Casación  tuviera  por  misión  mantener,  entre  las  di- 
versas partes  del  territorio  la  uniformidad  en  la  aplica- 
ción de  la  ley;  sino  que  no  habia  aun  en  la  jurisdic- 
ción esta  gradación  que  miramos  como  tan  necesaria  y 
que  permite  atacar  ante  un  tribunal  superior,  lo  que  se 
ha  decidido  por  un  tribunal  inferior.  Por  eso  durante 
todo  el  tiempo  de  la  República  no  existió  en  el  proce- 
dimiento civil  ninguna  vía  para  hacer  reformar  las  sen- 
tencias, sea  por  nial  Juzgado  sea  por  violación  de  la 
ley  :  toda  sentencia  era  dada  en  primera  y  última  ins- 
tancia. Muchas  causas  impedían  que  esta  omnipotencia 
absoluta  en  la  administración  de  la  justicia  no  degene- 
rara en  un  abuso  :  por  una  parte,  los  magistrados  no 
eran  elegidos  sino  por  un  año,  y  á  su  salida  del  cargo 
podia  demandárseles  severa  cuenta  de  su  gestión ;  por 
otra  parte,  el  juez  prevaricador  ó  incapaz  era  respon- 
sable hacia  las  partes  perjudicadas,  de  sus  malos  jui- 
cios :  era  lo  que  se  llamada  hacer  suyo  el  proceso  ;  ju- 
dex  litem  suam  facit. 

La  ley  romana,  admitía  pues  la  responsabilidad  del 
juez  en  todos  los  casos  en  que  por  su  dolo  ó  por  su 
culpa  hubiera  dado  una  solución  injusta  al  proceso  que 
según  la  fórmula  admitida  litem  suam  fecisse,  en  el 
sentido  de  que  hacia  suyo  el  proceso  y  le  era  imputable 
el  perjuicio  causado.  Si  era  convencido  de  dolo,  era 
pasible  de  una  pena  (1) ;  y  el  dolo  existia  siempre  que 
hubiera  obrado  por  odio,  favor  ó  por  corrupción,  evi- 
dens  arguatur  ejus  vel  gralia  vel  inimicitia  vel  etiam 

(1)  CÓDIGO,  ley  de  posna  judicis  qu¡  male  judicassit. 
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soreles  (1) ;  si  solo  habia  oljrado  por  imprudencia  esta 
pena  eran  los  daños  y  perjuicios  de  que  se  hacia  pa- 
sible según  esta  decisión  de  Gayo  copiada  en  la  Insti- 
luta  :  Sí  judex  litcm  suam  fecerit,  non  proprié  ex 
maleficio  ohligatiis  videlur  :  sed  quia  ñeque  ex  con- 
tracta ohligatas  est,  et  lüique  feccasse  aliquid  intelli- 
f/itur,  Ii'cet  per  imprudentiam  :  ideo  videtur  quasi  ex 
maleficio  teneri  in  factuní  actione;  et  in  quantum  de 
eá  re  sequum  religioni  judieantis  visum  fuerit.paenam 
sustinehit{^2). 

Cujacio,  explica  en  estos  términos  esta  decisión  del 
jurisconsulto  romano  :  Judex  inalé  judicat  aut  per  im- 
prudentiam aut  per  doluni.  Cuín  per  dolum  veram 
asstimalionem  ei  quem  Icesit  pricstat  ct  iníamis  fit. 
Quod  si  per  imprudentiam,  lioc  casu  non  est  deñni- 
tum  ut  veram  litis  cestimalionem  praostet,  sed  tan- 
tium  quod  religioni  judieantis  ¿equuin  videtur  pr ce s- 
tat(^). 

La  decisión  del  jurisconsulto  romano,  con  la  expli- 
cación de  Cujacio,  ha  pasado  íntegramente  á  nuestras 
mas  antiguas  leyes  que  distinguen  los  tres  casos  del 
dolo,  de  la  corrupción  y  de  la  ignorancia  ó  impruden- 
cia para  aplicar  á  cada  uno  diferentes  penas  que  hagan 
efectiva  la  responsabilidad  do  los  jueces.  Las  leyes  19, 
título  1",  libro  II,  del  Fuero  Juzgo  ;  2%  título  2°,  libro  II, 
Fuero  Real;  21,  título  22,  partida  S^  reproducen  aque- 
llas disposiciones.  Según  la  última  de  estas  leyes  que 
resume  toda  la  parte  dispositiva  del  derecho,  «  el  juez 
»  que  juzga  tueito  á  sabiendas  por  amor  ó  desamor  que 
»  peche  otro  tanto  de  lo  suyo,  á  aquel  contra  quien  dio 


(1)  DiGESTü,  ulp.  ley  15,  dejiidiciis. 

(i)  DiGESTo,  ley  6",  de  tsln.ordluan'a  cognilionc. 

(i)  DioESTO,  comm.  ad  leg.    15,  de  Jiidiciis. 
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»  laljuyzio,  quantol  fizo  perder;  é  demás  todos  los  da- 
«  ños  é  los  menoscabos,  é  las  despensas  que  jurare 
»  que  fizo  por  razón  deste  juyzio ;  é  aun  deve  fincar 
»  enfamado  para  siempre,  porque  fizo  contra  la  jura 
»  que  juró  cuando  le  pusieron  en  el  oficio  ;  é  sobre  todo 
»  devele  ser  tollido  el  poderío  de  judgar  porque  usó  mal 
»  é  tortizeramente  de  su  oficio.  »  La  misma  pena  tiene 
el  juez  cuando  por  dádiva  prometida  ó  entregada  juzga 
mal  con  mas  la  multa  á  favor  del  fisco  de  tres  tantos 
de  cuanto  recibió  ó  le  prometieron.  «  Mas  si  por  aven- 
»  tura  judgase  tortizeramente  por  necedad  ó  por  non 

»  entender  el  dereclio non  ha  otra  pena,  si  non  que 

))  deve  pechar,  á  bien  vista  de  la  Corte  del  Rey  á  aquel 
))  contra  quien  dio  el  juyzio,  todo  el  daño  ó  el  menos- 
))  cabo  vuo  por  razón  del.  É  sobre  todo  se  deve  salvar 
))  jurando  que  aquel  juyzio  non  lo  dio  maliciosamente; 
»  mas  por  yerro  ó  por  su -desentendimiento,  non  sa- 
y  hiendo  escoger  el  derecho.  » 

Hé  aquí,  señor,  bien  caracterizada  la  acción  penal, 
por  medio  de  la  cual  en  este  último  caso  se  hace  efec- 
tiva la  responsabilidad  del  juez.  Non  ha  otra  pena  si- 
non  que  deve  pechar  todo  el  daño  ó  el  menoscabo  que 
uvo  por  razón  del,  son  los  términos  explícitos  de  la 
ley;  et  utique  peccasse  aliquid  intelligitur  licct  per 
imprudentiam  :  ideo  videtur  quasi  ex  maleficio  teneri 
in  factum  actione,  decía  el  jurisconsulto  romano ;  y 
por  eso  Justiniano  coloca  el  caso  en  el  primero  de  los 
cuasi-delilos,  y  por  eso  también  con  esa  clasificación 
jurídica  ha  pasado  el  hecho  á  nuestra  legislación  y  con 
ella  ha  sido  distinguido  por  nuestros  jurisconsultos. 

Sin  embargo,  señor  juez,  esta  misma  clasificación 
de  cuasi-delito,  atribuida  á  ciertos  hechos  que  se  su- 
ponen exentos  de  dolo,  pero  á  los  cuales  se  aplica  la 
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responsabilidad  de  una  culpa  que  se  le  asemeja;  ha 
sido  motivo  de  una  critica  severa,  que  la  investigación 
cienlifica  ha  formulado,  reivindicando  el  imperio  de 
los  verdaderos  principios  y  perfeccionando  la  exac- 
titud de  la  doctrina. 

Los  autores  modernos,  nos  demuestran  con  claridad 
que  la  distinción  entre  el  delito  y  el  cuasi-delito,  carece 
de  todo  fundamento  sólido  y  de  toda  verdad  jurídica. 
En  la  opinión  de  los  comentadores,  dice  Haus  ( 1 ) ,  la  dife- 
rencia que  distingue  los  delitos  de  los  cuasi-delitos, 
consiste  en  que  los  primeros  son  hechos  ilícitos  come- 
tidos con  intención  de  dañar  (dolo)  ;  mientras  que  los 
otros  son  hechos  cometidos  sin  mal  designio,  pero  que, 
por  la  falta  (culpa)  de  sus  autores,  causan  daño  á  otro 
Pero  esas  nociones  no  son  conformes  ni  á  los  prin- 
cipios del  derecho  romano,  in  lege  aquília  et  levissima 
culpa  venit,  ni  al  sistema  de  nuestra  legislación  penal. 
En  primer  lugar,  seria  restringir  demasiado  la  idea 
del  delito,  considerarlo  únicamente  como  un  hecho 
perjudicial.  La  ley  castiga  igualmente  actos  contrarios 
á  la  moralidad,  á  la  fe  ó  á  la  seguridad  pública,  y  que 
no  han  causado  perjuicio  alguno  á  nadie.  En  segundo 
lugar,  todos  los  hechos  perjudiciales,  cometidos  con 
intención  de  dañar,  no  constituyen  delitos  ;  porque 
esos  hechos  no  son  todos  previstos  y  penados  por  la 
ley.  En  fin,  multitud  de  hechos  son  reprimidos  por  la 
ley  penal,  y  entran,  por  consecuencia,  en  la  categoría 
de  los  delitos  bien  que  sean  cometidos  por  simple  falta. 
Es  además  un  principio  que  las  contravenciones  y  los 
delitos  previstos  por  leyes  especiales  son  punibles  sin 
consideración  á  la  intención   del  autor.  Es  preciso, 

(1)  Principes  généraux  de  droit  pemil,  núm.  25'i  ▼  2c5,  edic.  de  1874. 
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pues,  definir  el  delito  y  el  cuasi-delito  de  una  manera 
mas  exacta. 

Toda  violación  de  la  ley  penal,  es  una  infracción  ó 
un  delito  en  la  acepción  general  de  la  palabra,  aun 
cuando  ella  fuera  cometida  sin  mala  intención,  si  la 
ley  castiga  la  simple  falta.  Todo  hecho  que  ya  sea 
por  la  falta,  ya  por  el  dolo  de  su  autor,  causa  perjuicio 
á  otro,  pero  que  no  es  previsto  por  ninguna  ley  penal, 
es  un  cuasi-delito.  Resulta  de  aquí  que  la  división  que 
distingue  los  delitos  del  derecho  civil,  de  los  delitos 
del  derecho  penal,  es  abusiva.  Los  delitos  del  derecho 
civil  que  no  constituyen  á  la  vez  delitos  del  derecho 
penal,  no  son  propiamente  hablando  sino  cuasi-deli- 
tos. 

Wetler,  en  su  curso  de  derecho  romano,  se  expresa 
también  en  el  mismo  sentido.  Si  los  cuasi-contratos 
dice,  imitan  á  los  contratos,  los  cuasi-delitos  por  su 
parte  imitan  á  los  deUtos  ;  esta  última  analogía  es  tal 
en  derecho  romano,  que  es  imposible  encontrar  una 
diferencia  entre  los  delitos  y  los  cuasi-delitos  ;  esta 
diferencia  no  existe.  No  se  puede  decir  como  en  nuestra 
legislación  moderna,  que  solo  el  delito  hace  incurrir 
en  una  pena,  pues  que  la  mayor  parte  de  los  cuasi- 
delitos son  igualmente  reprimidos  por  una  pena  ;  no  es 
tampoco  el  «dolo  lo  que  caracteriza  el  delito,  y  la  sim- 
ple falta  al  cuasi-delito,  porque  el  delito  mas  impor- 
tante, el  daño  ilícito  no  requiere  dolo;  y  un  hecho 
eminentemente  doloso,  la  corrupción  del  juez,  es  un 
cuasi-delito.  Desde  luego,  los  cuasi-delitos  del  derecho 
romano  deben  ser  considerados  como  verdaderos  de- 
litos ;  Justiniano  ha  separado  equivocadamente  de  los 
delitos  ciertas  especies  para  erigirlos  en  cuasi-delitos  ; 
su  sistema  carece  de  todo  fundamento. 
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Por  fin  el  mas  notable  y  profundo  de  los  expositores 
modernos  del  derecho  romano  (1),  dice  lo  siguiente  : 
Nuestras  fuentes  mencionan  algunas  especies  de  obli- 
gaciones  como  presentando   cierta  analogía  con  las 
obligaciones  que  nacen  de  un  delito.  La  enumeración 
que   do    ellas    hace  Justiniano,  nada  tiene  de  lógico, 
porque  por  una  parte  contiene  especies  que  no  tienen 
nada  de  común  con  los  delitos,  mientras  que  por  otra 
parte,  muchos  hechos  que  participan  evidentemente  de 
la  naturaleza  de  los  delitos  no  están  comprendidos  en 
ella.   Algunos  autores,   movidos  por  el  deseo    de  dar 
una  base  racional  á  la  división  romana,  han  dicho  que 
las  especies  presentadas  por  los  Romanos,  como  ha- 
ciendo nacer  una  obligación  cuasi  ex-clelicto,  diferian 
de  los  delitos  en  que  estos  últimos  suponen  de  parte 
del  agente  una  intención  criminal  (dolus);  mientras 
que  esta  intención  seria  excluida  en  las  obligaciones 
que  nacen  de  un  cuasi-delito.  Este  es  un  error.  Para 
convencerse  de  ello,  basta  recordar  que  el  damnum  in- 
juria datiim  constituye  delito,  aun  cuando  fuera  cau- 
sado por  la  mas  ligera  falta;  mientras  que  la  prevari- 
cación del  juez  se  encuentra  considerada  por  Justiniano 
en  el  titulo  de  las  obligaciones  que   nacen  cuasi  ex- 
delicto. 

Si  tomamos,  pues,  en  cuenta  la  naturaleza  penal 
del  hecho  del  juez  que  juzga  mal  por  necedad  ó  igno- 
rancia y  consideramos  las  observaciones  sugeridas  por 
la  critica  jurídica  de  que  acabamos  de  hacer  mención, 
no  podremos  negar  la  clasificación  de  delito  verdadero 
al  hecho  del  juez,  ni  la  de  una  pena  legal  á  la  indem- 
nización de  perjuicios  con  que  la  ley  lo  re})rime. 

(1)  Maynz   g  3ól. 
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Forzoso  me  será  ahora  volver  un  instante  al  orío-en 
histórico  de  la  responsabilidad  judicial  para  hacer  re- 
saltar el  motivo  determinante  de  la  Constitución  para 
sustraer  de  la  justicia  común  los  delitos  y  faltas  come- 
tidas por  los  magistrados  en  el  desempeño  de  sus 
augustas  funciones. 

Desde  luego,  es  preciso  notar  que  la  introducción  de 
grados  diversos  en  la  magistratura  que  establecían  re- 
laciones sucesivas  de  superior  á  inferior,  desvirtúa  en 
mucho  la  importancia  y  la  frecuente  aplicación  de  la 
acción  directa  de  los  litigantes,  contra  el  juez  por  cuyas 
sentencias  hubieran  sufrido  algún  daño.  La  jurisdic- 
ción superior,  podia  en  efecto  enmendar  y  corregir 
las  omisiones  y  las  faltas,  podia  también,  poniendo  en 
ejercicio  su  autoridad,  reprimir  los  abusos  de  los 
inferiores;  y  el  remedio  de  la  apelación  abria  ancho 
campo  al  derecho  de  las  partes,  ofreciéndoles  un  re- 
curso seguro  para  reclamar  contra  las  injusticias  de 
que  fueran  víctimas  en  una  jurisdicción  inferior.  Aki- 
diendo  á  sus  tiempos,  en  que  la  magistratura  tomó  esta 
nueva  organización,  dice  Merlin  :  que  entre  los  Ro- 
manos un  juez  no  podia  ser  objeto  de  la  acción  por 
responsabilidad  civil,  sino  cuando  habia  dado  lugar  á 
un  agravio,  irreparable  por  la  via  de  la  apelación  (1). 

Desde  que  se  disipó  la  oscuridad  de  los  tiempos  de 
la  edad  media,  en  que  el  combate  judicial  era  el  medio 
infalible  de  averiguar  la  verdad  por  medio  de  la  inter- 
vención directa  de  la  Divinidad  en  la  suerte  de  las  ar- 
mas, y  en  que  el  juez  se  veia  obligado  á  sostener  á  su 
costa  y  personalmente  la  sentencia  que  dictara,  como 
un  hecho  de  que  él  solo  debiera  ser  responsable,   se 

(l)  Bcp.  de  jurispr.,  verb,  pris  a  porlie,  gl". 
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empezó  á  comprender  el  gravísimo  peligro  que  para 
las  instituciones  judiciales  traia  directamente  una 
situación  tan  incierta  como  peligrosa. 

Era  justo,  era  necesario  dar  á  las  partes  perjudica- 
das un  medio  de  obtener  la  reparación  de  los  daños  que 
pudiera  causarles  un  juez  prevaricador,  que  abusa  de 
su  ministerio  para  cometer  injusticias.  Pero  es  igual 
mente  justo  é  importa  á  la  dignidad  de  la  magistratura 
que  un  juez  cuyas  funciones  son  ya  penosas,  no  se  vea, 
cada  vez  que  su  conciencia  lo  obligue  á  castigar  ó  con- 
denar, expuesto  por  un  error  pue  puede  no  ser  sino  el 
efecto  de  la  debilidad  humana  ó  de  la  sorpresa,  al 
desagrado  y  á  la  humillación  de  descender  á  la  arena 
del  foro  para  venir  allí,  en  presencia  de  un  público 
siempre  inclinado  á  la  malignidad  á  justificar  la  pureza 
de  su  conducta  y  defender  sus  sentencias  contra  los 
argumentos  capciosos,  contra  los  sofismas  de  un  liti- 
gante encarnizado  que  frecuentemente  las  ataca  con 
mucha  elocuencia.  La  ley  no  ha  dado  y  no  debía  dar 
á  los  litigantes,  sin  restricción,  la  facultad  indefinida 
de  citar  á  sus  jueces  ante  los  tribunales  para  obligar- 
los á  explicar  y  sostener  sus  fallos  (1). 

Hé  aquí,  señor,  el  fundamento  de  la  doctrina  consti- 
tucional según  la  cual,  los  delitos  y  faltas  de  los  jueces 
de  la  Cámara  de  Apelación  y  de  primera  instancia, 
cometidos  en  el  desempeño  de  sus  funciones,  pueden 
ser  acusados  por  cualquiera  del  pueblo,  ante  un  juri 
compuesto  de  cinco  senadores  y  siete  diputados  profe- 
sores de  derecho  (2). 

La  ley  fundamental,  ha  incluido  en  la  jurisdicción 
especial  que  atribuye  al  tribunal  que  crea  con  tan  ele- 

1)  TouLLiER,  lomo  VI,  núni.  187. 
(2)  Artículo  190  de  la  Conslilucion. 
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vada  misión,  los  delitos  v  las  faltas;  y  no  hay  un  solo 
hecho,  un  solo  acto  capaz  de  inducir  responsabilidad 
judicial  que  no  constituya  necesariamente  ó  un  delito  ó 
una  falta.  No  hay  un  solo  acto,  un  solo  hecho,  por 
medio  del  cual  un  juez  pueda  causar  daño  á  otro  en  el 
ejercicio  de  sus  funciones,  que  no  caiga  necesariamente 
bajo  la  clasificación  de  una  de  esas  dos  categorías ; 
porque  si  el  hecho  de  que  se  trata  no  es  ni  un  delito  ni 
ha  sido  causado  tampoco  por  una  falta  que  sea  impu- 
table al  magistrado,  ese  hecho  es  entonces  perfecta- 
mente inculpable  y  ageno  por  consiguiente  á  cualquier 
especie  de  responsabilidad  civil  ó  penal. 

Si  el  hecho  es  ó  un  delito  ó  una  falta,  su  declara- 
ción y  reconocimiento,  están  reservados  por  la  Cons- 
titución á  un  elevado  tribunal  singularmente  constituido 
para  esos  casos,  cuya  jurisdicción  es  privativa  y  cuyas 
atribuciones  no  podria  arrogarse  legítimamente  juez 
ni  tribunal  alguno  de  la  magistratura  del  Estado. 

El  delito  ó  la  falta  en  tales  casos,  es  indispensable 
que  sean  comprobados  y  declarados  por  ese  alto  tribu- 
nal; antes  que  acción  alguna  civil  ó  penal  pudiera  de- 
ducirse, porque  ni  juez  ni  tribunal  alguno  podria  dar 
por  probado  ó  recibir  prueba  sobre  la  existencia  del 
hecho  origen  de  la  acción  :  y  sin  este  hecho  declarado 
y  probado  el  ejercicio  de  la  acción  es  imposible. 

No  quiero  detenerme,  señor  juez,  en  abundantes 
consideraciones  que  podria  producir  en  esta  ocasión, 
sobre  los  peligros  y  aun  el  contrasentido  que  presen- 
tarla la  singular  pretensión  de  someter  las  sentencias 
de  un  superior  en  gerarquía  al  examen  y  revisión  del 
inferior.  Yo  estoy  seguro  que  ellas  se  ofrecerán  en  todo 
su  vigor  al  espíritu  imparcial  y  recto  de  V.  S.,  per- 
diendo tal  vez  con  mi  exposición  la  energía  con  que 
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deben  influir  sin  duda  en  la  determinación  de  su  fallo. 

Me  basta  sobre  este  punto  de  la  jurisdicción,  haber 
recordado  el  origen  de  la  responsabilidad  judicial  y 
hecho  notar  con  precisión  el  carácter  penal  de  la  indem- 
nización de  perjuicios  con  que  la  ley  reprime  la  igno- 
rancia de  los  jueces  y  repara  el  daño  causado  al  liti- 
gante, por  su  culpa  ó  negligencia. 

Ahora,  en  cuanto  al  fondo  de  la  causa,  el  expediente 
agregado  está  comprobando  de  la  manera  mas  inequí- 
voca, no  solo  que  en  el  presente  caso  no  ha  existido 
daño  alguno  que  dé  origen  á  la  acción  de  indemniza- 
ción, sino  también  que  no  se  puede  acu.^ar  á  los  jueces 
superiores  que  fallaron,  de  la  menor  culpa  ó  negli- 
gencia en  el  desempeño  de  su  misión. 

La  culpa  ó  negligencia  en  tal  caso  solo  podria  con- 
sistir en  el  olvido  de  las  disposiciones  constitucionales 
de  cuya  aplicación  se  queja  G...,  pero  basta  dar  una 
ligera  lectura  á  la  sentencia  que  dá  motivo  á  la  de- 
manda para  persuadirse  que  lejos  de  haber  sido  olvi- 
dadas esas  disposiciones  han  sido  materia  del  estudio 
de  los  jueces  y  de  un  examen  datenido  cuyo  resultado 
fué  la  negación  de  la  personería  del  procurador  para 
asumir  la  defensa  en  un  pleito  criminal. 

¿  Querrá  G...,  que  haya  dolo  ó  culpa  por  parte  de  los 
jueces,  siempre  que  la  interpretación  que  den  á  las  dis- 
posiciones legales  que  hayan  de  aplicar  no  cuadren  con 
sus  opiniones;  ó  que  incurra  en  responsabilidad  judi- 
cial todo  juez  que  sin  embargo  de  poner  á  contribución 
su  ciencia  y  los  dictados  de  su  conciencia,  animado  de 
perfecta  rectitud  é  imparcialidad,  cometa  algún  error 
de  apreciación  ó  de  juicio  ? 

La  singularidad  de  esta  pretensión,  no  desmerece  á 
la  que  acompaña  á  las  observaciones  penales  del  es- 
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crito  á  que  contesto.  Ora  se  detiene  á  probar  que  ao 
habiendo  sido  materia  del  fallo  de  primera  instancia, 
la  personería  del  procurador,  no  podia  ser  materia  de 
decisión  ni  de  examen  de  los  jueces  superiores  ;  ora  se 
complace  en  la  distinción  que  existe  entre  el  remedio 
de  la  apelación  y  la  facultad  de  acusar  á  los  jueces  que 
violan  la  Constitución  y  las  leyes,  desconociendo  los 
derechos  y  gai'antías  del  ciudadano,  para  deducir  que 
él  puede  acusar  porque  una  de  esas  garantías  ha  sido 
desconocida  en  su  persona  ;  pero  (jue  no  podia  apelar, 
porque  no  era  parte  en  el  juicio! 

El  expediente  agregado,  comprueba,  señor  juez,  que 
la  decisión  del  tribunal  que  motiva  la  queja  de  C..., 
fué  dictada  á  instigación  fiscal,  parte  legitima  en  todo 
juicio,  criminal,  á  la  que  está  encomendada  la  defensa 
del  interés  social  v  de  la  estricta  aplicación  de  las  leves, 
que  tiene  por  consiguiente  el  derecho  y  el  deber,  del 
mismo  modo  que  los  jueces,  de  impedir  que  tomen  par- 
ticipación é  introduzcan  gestiones  personas  que  no 
tienen  intervención  legítima  en  el  juicio  y  cuya  admi- 
sión embarazaría  la  acción  de  la  justicia  é  introduciría 
la  confusión  y  el  desorden  en  la  causa. 

A  virtud  de  las  consideraciones  expuestas  y  de  las 
apuntadas  en  mí  escrito  de  foja  25,  que  no  han  sido 
contestadas  ni  destruidas,  suplico  á  V.  S.  se  sirva 
proveer  como  en  dicho  escrito  lo  he  solicitado. 
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